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Honorables 

CONSEJEROS 

SALA PLENA - CONSEJO DE ESTADO 

Bogotá D.C. 

Ref.: ACCIÓN DE TUTELA en contra de la 

SUBSECCIÓN B DE LA SECCIÓN TERCERA 

DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA. ACCIONANTES: JOHN 

ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y Otros. 

Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 

expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el 

Consejo Superior de la Judicatura, obrando de conformidad con los 

poderes otorgados por seis (06) grupos familiares, formulo Acción de 

Tutela en contra de la Subsección B de la Sección Tercera del Honorable 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, representado en este caso, 

por el Honorable Magistrado Franklin Pérez Camargo, por violación a los 

derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración 

de justicia, en los que incurriera al proferir sentencia de segunda instancia 

de 07 de mayo de 2021, en proceso de reparación directa figurando 

como actores John Alejandro Gómez Chaverra y Otros, radicado 

11001 -33-43-063-2018-00137-01,  tramitado en contra de la Nación 

-Fiscalía General de la Nación- y Nación -Rama Judicial del Poder 

Público-. 
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1. Poderes otorgados 

Primer grupo familiar. Confieren poder: John Alejandro Gómez Chaverra 

(privado de la libertad), Diva Vanessa Ospina Triviño (esposa), María 

José Gómez Ospina (hija), John Jairo Gómez Posada (padre), María 

Elena Chaverra Rico (madre) y Sara Gómez Chaverra (hermana). 

Segundo grupo familiar. Confieren poder: Juan Leonardo Chavarría Peña 

(privado de la libertad), Juan Leonardo Chavarría Marín (padre), Martha 

Cecilia Peña Barrera (madre), Leidy Yazmín Chavarría Peña (hermana), 

Yuly Caroly Chavarría Peña (hermana), Carlos Alberto Chavarría Peña 

(hermano). 

Tercer grupo familiar. Confieren poder: Mauricio Alejandro Campiño 

(privado de la libertad y heredero legítimo de la señora Edilma Campiño 

(madre - fallecida)) y Jetmy Andrea Corredor Pérez (cónyuge), Manuel 

William Ocampo Campiño (hermano y heredero legítimo de la señora 

Edilma Campiño (madre - fallecida)), Jorge Iván Campiño (hermano y 

heredero legítimo de la señora Edilma Campiño (madre - fallecida)), Ana 

María Campiño (hermana y heredera legítima de la señora Edilma 

Campiño (madre - fallecida)) y María Eyicel Campiño (hermana y heredera 

legítima de la señora Edilma Campiño (madre - fallecida)). 

Cuarto grupo familiar. Confieren poder: Luis Alberto Valoyes Sierra 

(privado de la libertad) y Luz Juliana Bedoya García (esposa), quienes 

actúan en nombre propio y además en representación de la menor Greily 
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Solanhs Valoyes Bedoya (hija); así mismo Alipio Valoyes Martínez 

(padre), María Concepción Sierra Monterrosa (madre), José Antonio 

Valoyes Sierra (hermano), Ángel Enrique Valoyes Sierra (hermano), Luz 

Dary Valoyes Sierra (hermana) y Rodrigo de Jesús Valoyes Sierra 

(hermano). 

Quinto grupo familiar. Confieren poder: Juan David Aguirre Riaño 

(privado de la libertad), Myriam Fanny Riaño (madre), Anlly Camila 

Casallas Riaño (hermana), Estefanía Casallas Riaño (hermana), Karent 

Patricia Casallas Riaño (hermana), Abel Antonio Aguirre Gómez (abuelo 

paterno), María Alicia Giraldo de Aguirre (abuela paterna), Frandy Aned 

Aguirre Giraldo (tía), Luz Estela Riaño (tía) y Adriana María Velásquez 

Riaño (tía). 

Sexto grupo familiar. Confieren poder: Robinson Antonio Barrera López 

(privado de la libertad) y Liceth Ortiz Barreneche (compañera 

permanente), quienes obran en nombre propio y además en 

representación del menor Ángel Mateo Barrera Ortiz (hijo); así mismo, 

Robinson Antonio Barrera Quirama (padre y heredero legítimo de 

Josabel Quirama Grajales (abuela)), Marleny de Jesús López Galeano 

(madre), Alex Camilo Barrera López (hermano), Félix Arley Barrera 

López (hermano), Rosa Stefanía Barrera López (hermana). 
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H. Hechos 

Presentaremos los hechos desde dos (02) órbitas: (i) los hechos que 

enmarcan el trámite del proceso penal; y, (u) los hechos relativos al 

proceso contencioso administrativo. 

(i) Hechos relativos al trámite del proceso penal 

1. Por virtud de denuncia presentada por el señor Over Arley 

González Mora, el Juez 38 Penal Municipal con Función de Control de 

Garantías, expidió órdenes de captura contra seis (06) uniformados 

adscritos a la Policía Nacional. 

2. El 12 de febrero de 2011, el Juzgado 60 Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías de Bogotá, legalizó la captura e impuso 

medida de aseguramiento en contra de los seis (06) Patrulleros, como 

coautores de los delitos de concierto para delinquir agravado en concurso 

heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, con 

circunstancias de mayor punibilidad, falsedad ideológica en documento 

público, ocultamiento, alteración o destrucción de elementos materiales 

probatorios y amenazas a testigo como determinadores. 

3. Rituado el proceso penal, el Juzgado 08 Penal del Circuito de 

Bogotá, el 04 de diciembre de 2015, profirió sentencia mediante la cual: 

(i) absolvió a Juan David Aguirre Riaño por el delito de ocultamiento, 

supresión o alteración de elemento material probatorio en concurso con 
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falsedad ideológica en documento público, aplicando el principio 

universal del in dubio pro reo; (u) condenó a los demás acusados por el 

delito señalado anteriormente, en calidad de coautores y en concurso con 

falsedad ideológica en documento público; (iii) absolvió a los acusados 

por el delito de concierto para delinquir y amenaza de testigo; (iv) 

decretó la prescripción y extinción de la ley penal por el delito de tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes. Por importancia jurídica y fáctica, 

de las consideraciones del fallo se retiene: 

En cuanto al delito de amenaza a testigo, el delegado de la Fiscalía solicitó 

preclusión que no "...fundamentó ni fáctica ni jurídicamente... ' propuesta 

acogida por el Juez de Conocimiento. 

En cuanto al concierto para delinquir, la Fiscalía advirtió que este ilícito 

estaba siendo investigado por separado, destacando el Juez el desorden 

en la actuación desde sus inicios, imposibilitando la estructuración del 

ilícito, por ausencia de prueba de la permanencia en el tiempo de la 

organización criminal', de la existencia de varios individuos y de la 

violación de varios tipos penales, dado que la prueba no fue insertada en 

el juicio penal -videos y testimonios-2. 

1  Página 21. Sentencia proferida por el Juzgado 8° Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá 
2  Páginas 32 y  33. Sentencia proferida por el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá 
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El tráfico de estupefacientes, fue sujeto de prescripción, con argumento 

que pone de presente la falla del servicio al considerar el Juez que "Esa 

solución am/nora en parte los daños que la persecución penal pudo generarle al buen 

nombre, a la dignidad ya la honra del acusado. .." 3. (Destacado fuera de texto) 

4. El H. Tribunal Superior de Bogotá, en sentencia del 05 de octubre 

de 2016, desató el recurso de apelación, revocó la prescripción y 

extinción de la acción penal por tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes; y, en su lugar, decretó la ruptura de la unidad procesal. 

S. El 24 de noviembre de 2016, el Honorable Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, revocó la sentencia proferida el 04 de 

diciembre de 2015, por el Juzgado 08 Penal del Circuito de 

Conocimiento de Bogotá, absolviendo a los señores Juan Leonardo 

Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro 

Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Barrera y Juan 

David Aguirre Riaño, por el único delito que habían sido condenados: 

(Ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio en concurso con falsedad 

ideológica en documento público). 

Consideró el Juez plural, no probada la materialidad del delito: (1) no fue 

posible precisar cifras en relación con el material incautado, por cuanto la 

información suministrada por los intervinientes, fue calificada de 

"meramente subjetiva", con fundamento en "lo que creyeron observar", "miradas 

panorímícasl (Ii) únicamente se contó en el juicio con el acta de 

Página 29. Sentencia proferida por el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá 
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incautación que refleja fa existencia de una determinada cantidad de 

elementos incautados sin que ". .se tenga prueba objetiva que en verdad se 

presentó algo distinto a/Juez de Control de Garantías... ' (iii) no se demostró en 

juicio la supuesta irregularidad registrada al momento de la legalización; 

(iv) hubo variedad de versiones en cuanto a la cantidad incautada, cifras 

que no fueron corroboradas, quedando '.. en especulaciones que dejan el 

aní/isís probatorio en la incertidumbre... ' (y) no se demostró de qué manera 

se apropiaron los acusados de la sustancia incautada para fuego ser 

comercializada, contaminando de paso la escena con fines publicitarios; 

(vi) produjo incertidumbre para el Juez Penal, que si los acusados 

pretendfan ocultar cierta cantidad de sustancia, ¿por qué la dejaron a fa 

vista pública?; (vii) constituyó hecho notorio para quienes laboraban en la 

URI, el estado de cosas inconstitucionales, pues "...allí existía un mal manejo 

de la evidencia o demora en su tramitación... ", situación que llevó a dudar, si 

"...en verdad hubo un desfase -falta a la verdad -  entre lo que se demostró en el 

inmueble ... y lo que se llevó a la legalización de estas diligencias... (vi¡¡) Policía 

Judicial extrañamente dejó ver '.. falta de control y verificación... ", en fa 

escena; (ix) resultó extraño que en lugar de registrar lo sucedido en una 

sola acta, aparecieran cinco, denotando falta de dirección y unificación 

en el procedimiento; (x) fue desconocida la regla de la experiencia que 

enseña, que cuando se encuentran involucrados estupefacientes ..se 

requiere conocer con precisión cuánto es e/peso... ' sin que resulte admisible la 

"...constatación visual de la incautación original agrupada... ' (XI) la captura en 

flagrancia en estos casos, se determina por el peso de la sustancia 

prohibida, y no por el empaque; (xii) inexplicable que un procedimiento 

con dos caras -judicializar a delincuentes y policías-, no se actuara con prontitud 
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elaborando los inventarios respectivos, que permitieran demostrar la 

apropiación de la sustancia, adoleció del sigilo y prontitud que un hecho 

como el denundado demandaba, ceñido a la exactitud en la recolección de los 

datos... ' (xiii) finalmente, señaló el Juez plural, que en relación con la 

materialización del delito, afloraban un sinnúmero de preguntas que no 

pudieron ser salvadas a lo largo del debate probatorio, superando la duda 

razonable en cuanto al desfase. 

El concierto para delinquir, quedó circunscrito: (1) al testimonio de Over 

Ariey Mora González, sin haber sido corroborado; (u) las dos grabaciones 

aportadas por el denunciante, no constituyen prueba, por no haber sido 

"... incorporadas al juicio por parte del delegado de la Fiscalía... ' (iii) no fueron 

aportados elementos de juicio en relación con la sustancia incautada; (iv) 

inexplicable que conocida la noticia criminal y asignado un investigador 

anticorru pción ' ..no  se tomaron las medidas dirigidas a corroborar lo que iba a 

suceder en la ocupación de inmueble (4 de febrero de 2011)... ", actuando la 

Policía con pasividad, que llevaron a la desestimación de los cargos; (y) la 

droga entregada por el denunciante no tuvo relación con el allanamiento, 

ni se aportó prueba de cómo llegó a su poder; (vi) finalmente, que el 

estudio general de la actuación, '..que comprende alrededor de 84 sesiones de 

audiencia de juicio oral y  32 testigos la Sala encuentra que la Fiscalía no cumplió con 

su deber de establecer con toda claridad y en el grado de conocimiento exigido en el 

artículo 381 de la Ley 906 de 2004, que los procesados se concertaron con Over 

Arley González Mora para cometer delitos... ". 
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(u) Hechos relativos al trámite de reparación directa ante la jurisdicción 

Contencioso Administrativa 

1. Ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, fue instaurada 

demanda de reparación directa por el daño antijurídico causado a los 

acusados, culminando con sentencia absolutoria en primera instancia, 

contra la cual fue interpuesto recurso de apelación por la parte actora. 

2. Mediante sentencia del 07 de mayo de 20211  la Subsección B de 

la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, declaró 

probadas las excepciones de inexistencia del daño antijurídico propuestas 

por la Nación -Rama Judicial- y la Fiscalía General de la Nación, negando 

en consecuencia las pretensiones de la demanda, reteniéndose de las 

consideraciones: 

2.1. Determinó conforme a Sentencia de Unificación, el deber de 

identificar la anti7ur/d/c/dad del daño. Igualmente, la sentencia del año 

201 94,  dejó sin efecto el precedente relativo a la valoración de la culpa 

del accionante, frente a los hechos que originaron la privación de la 

libertad a efecto de no vulnerar la presunción de inocencia. Advirtió que 

debe estudiarse inicialmente la legalidad de la medida bajo la óptica 

subjetiva (falla del servicio), y de no encontrarse probada, acudir al régimen 

objetivo (daño especial). 

Sentencia del 15 de noviembre de 2019. Rad: 11001-03-15-000-2019-00169-01. Actor: Martha Lucía Ríos. 
C.P: Martín Bermúdez Muñoz. 
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2.2. Adicionalmente señaló: (i) Ea Fiscalía contaba con declaración de! 

denunciante, grabaciones de audio y video, entrevistas a superiores de los 

Patrulleros dando fe de la presunta comisión y autoría de los delitos, 

autorizando orden de captura, legalizando luego la medida; (II) la 

absolución con fundamento en el in dubio pro reo, no significa ilegalidad 

de la cautela, debiéndose auscultar el caso '..bajo la óptica del régimen 

subjetivo de falla del servicio..."'; (iii) que aunque el Proceso Penal culminó 

con absolución de los procesados, -..se concluyó que le método de 

almacenamiento del material probatorio incautado no fue ''el más ortodoxo". El juez 
Penal de segunda instancia afirmó que, aunque no se probó que la intensión de los 
sindicados fuera la de ocultar los medios de conocimiento, sí existió un "caótico 

método de almacenamiento". En atención a esto, se observa que los procesados con 

su conducta laxa en la ejecución de sus funciones de aseguramiento y rotulación de 

elementos probatorios, se expusieron a la investigación penal. ' 

Causales de procedibilidad que se invocan 

en contra de la sentencia 

E! Tribunal Administrativo de Cundinamarca, incurrió en varias causales 

de procedibifidad de acción de tutela, quebrantando los derechos 

fundamentales de acceso a la administración de justicia y debido proceso, 

absolviendo en consecuencia a la parte demandada. 

Corte Constitucional. Sentencia SU-072 de 2018. 
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En efecto: (1) fue violada de manera directa la Constitución por el 

desconocimiento de la presunción de inocencia, al fundamentar la 

decisión en el comportamiento de la víctima; (u) defecto sustantivo por 

desinterpretación del art. 70 de la Ley 270 de 1996; (iii) 

desconocimiento del Precedente invocado en el escrito de demanda 

relacionado con el daño especial derivado de la absolución del in dubio 

pro reo; (iv) indebida aplicación del in dubio pro reo por el Juez 

Contencioso, porque lo que se presentó fue una falta del servicio por 

falta de pruebas. 

(i) Violación directa de la Constitución por desconocimiento de la 

presunción de inocencia 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, desconoció el derecho 

fundamental a la presunción de inocencia, declarada por el Tribunal 

Superior de Bogotá, extrañamente cuestionada por el Juez Contencioso. 

En efecto, con la decisión del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

fueron vulnerados los principios de cosa juzgada, Juez natural y 

presunción de inocencia, pues el debate se reabrió en torno al estado de 

cosas inconstitucionales existentes en la URI, atribuyéndole ser la causa 

de la investigación penal contra los implicados. 
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Lo precisado en sentencia de tutela del 15 de noviembre de 201 91, se 

encuentra vigente en virtud de lo decidido por Ea H. Corte Constitucional 

en sentencia SU-363 de 2021. 

La presunción de inocencia es una garantía '. . consustancial a la condición 

humana y de la cual, en este tipo de casos, el sindicado goza al momento de ser 

detenido, la mantiene durante todo el tiempo por el cual se prolonga su privación de 

la líbertady, en la medida en que nunca puede ser desvirtuada por el Estado, ... ", sin 

que existan categorías entre inocentes, constituyendo contradicción que 

en el proceso de responsabilidad extracontractual se considere al acusado 

responsable de su conducta y por consiguiente obligado a soportar el 

daño antijurídico, derivado de la privación de la libertad, mientras que en 

el campo penal, se le trate como inocente7. 

En el precedente, se fijó el alcance de este derecho fundamental, al 

advertir que ". . . la valoración de la conducta pre procesal es competencia exclusiva 

de/Juez Penal. Si el Juez de la Responsabilidad Estatal concluye que la detención de la 

demandante fue generada por su propia conducta, no solo invade competencias de 

otras jurisdicciones, sino que desconoce la decisión penal absolutoria ... "8  (Negrillas 

fuera de texto), por cuanto esta garantía "...impone a las autoridades públicas.. 

el deber de respetarla, sin que pueda, se itera, el Juez Contencioso tratar 

como sospechoso a los titulares de la demanda de reparación directa 

6  Consejo de Estado. Rad. 11001-03-15-000-2019-00169-01. Consejero Ponente: Martin Bermúdez Muñoz. 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de octubre de 

2007; Expediente: 520012331000199607870 01; Radicado: 16.057; Demandante: Segundo Nelson Chaves 
Martínez; Demandado: Fiscalía General de la Nación. 
8  Apartado 25 de la sentencia. 

Apartado 34 de la sentencia. 
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"...con base en la misma conducta que el Juez Penal ya la había considerado 

at4,ica...1110. 

El derecho en comentario, se encuentra protegido '..con las reglas que 

definen el estudio de la culpa de la víctima como causal de exoneración de 

responsabilidad del Estado... ", haciendo referencia a la prohibición de regreso 

".. de acuerdo con la cual se interrumpe el nexo de causalidad cuando entre la acción 

u omisión de una persona y el resultado se impone el comportamiento de otra que 

debe considerarse como el autor del daño.., la posibilidad de imputación termina 

cuando el sujeto pierde el dominio sobre el suceso, cuando ya no cuenta con la 

oportunidad de intervenir en la dirección del acontecimiento..." 11. 

La prohibición de regreso se encuentra fijada para los casos de privación 

injusta de la libertad, por cuanto la prohibición implica ..que las únicas 

conductas de la víctima aptas para romper el nexo entre esa decisión y el daño 

suceden en el marco del mismo proceso y no antes de él.. ,,,12, 

La presunción de inocencia consagrada en la Carta Política, como garantía 

del derecho fundamental al debido proceso "...impone a las autoridades 

públicas, dentro de las cuales se encuentran los jueces, la obligación de tratar como 

inocente a quien no haya sido condenado pena/mente por un delito...-'-'  13.  Por 

consiguiente, se insiste, no puede el Juez Contencioso, tratar como 

sospechoso al titular de la demanda de reparación directa, 

10  Apartado 35 de la sentencia. 
Apartado 31 de la sentencia. 

12  Apartado 32 de la sentencia. 
13  Apartado 34 de la sentencia. 
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determinándolo como culpable de su detención ".. con base en la misma 

conducta que el Juez Penal ya había considerado ati,ica.. ,,1 4
• 

 

Sostiene el Tribunal Supremo Español, que este derecho fundamental se 

vincula a todos los poderes públicos, sin que pueda entenderse reducido 

.31 estricto campo del enjuiciamiento de conductas presuntamente defictivas, sino 

que debe entenderse que preside también la adopción de cualquier resolución tanto 

administrativa como jurisdiccional, que se base en la condición o conducta de las 

personas y de cuya apreciación se derive un resultado sandonatorio para las mismas, 

o limitativo de sus derechos."15; por cuanto la finalidad de esta dimensión 

.es evitar que los funcionarios y las actividades públicas traten a las personas que 

han sido absueltas de cargos penales o cuyos procesos penales han sido sobreseídos 

como si fueran de hecho culpables de la acusación formulada en su contra. ", por 

cuanto el respeto de este derecho fundamental '..se extiende a procesos 

posteriores a la absolución o archivo en los que se ventilan cuestiones que constituyen 

un corolario y un complemento de los procesos penales. encontrándose 

prohibido ". dudar de la inocencia de la víctima de la privación de la libertad que 

ha sido exonerada en una sentencia proferida por e/Juez  Penal."17. 

La violación del derecho fundamental mencionado, atribuida al Juez 

Contencioso, se evidencia en el siguiente aparte de la sentencia: 

"A dicionalmente, sí bien el proceso penal culminó con la absolución de 
los procesados, se concluyó que el método de almacenamiento del 
material probatorio incautado no fue "el mis ortodoxo ". El juez penal 
de segunda instancia afirmó que, aunque no se probó que la intención 

14  Apartado 35 de la sentencia. 
15  Apartado 37 de la sentencia. 
16  Apartado 38 de la sentencia. 
17  Apartado 40 de la sentencia. 
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de los sindicados fuera la de ocultar los medios de conocimiento, sí 
existió un "caótico método de almacenamiento". En atención a esto, se 
observa que los procesados con su conducta laxa en la ejecución de sus 
funciones de aseguramiento y rotulación de elementos probatorios, se 
expusieron a la investigación penal." (Destacado fuera de texto) 

Ese comportamiento, no es atribuible a los acusados, ni puede esgrimirse 

como argumento de absolución del ente demandado por la presencia de 

tos Comandantes en Ea URI donde se registraron (os hechos, existiendo 

prueba directa en tal sentido, recaudada en la audiencia de pruebas en el 

Contencioso Administrativo. 

En efecto, el estado de cosas inconstitucionales fue precisado por el 

testigo Herber Hernando Pedraza en audiencia de pruebas ante el 

Contencioso Administrativo: 

"Sinceramente doctora, en esas cosas había un desorden terrible, había 
un desorden terrible porque las personas encargadas de recolectar estas 
evidencias en los almacenes generales, nunca pasaban por esas UI?! a 
hacer la recolección en los delitos, y cadena de custodia como se 
pretendía, pues el sistema colapsó en muchos sentidos, entonces 
asignación de presos, sobre cupo de los presos, ese problema de las 
evidendas era otro dolor de cabeza en las UI?!, el problema de los 
vehículos porque vehículos incautados en la vía, entonces con los 
vecinos, problemas de movilidad, problemas de hurto, nos robaban los 
vehículos, se presentaba para muchas cosas, con las evidencias 
puntualmente nunca pasaban a recogerlas, qué les tocaba a estos 
muchachos, pues esperar que cuando pudiera la persona encargada, el 
funcionario encargado de hacer los recorridos por todas las UR!, de 
pasar a recoger esas evidencias, tener esa evidencia inclusive en los 
escritorios y eso era de conocimiento de nuestros jefes. "(Récord 1:40:47) 

El Juez Contencioso, violó de manera directa la Constitución, al 

desconocer la presunción de inocencia declarada por el Juez Penal, 

considerándolos ahora responsables. 
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Viene al caso, la última precisión de la H. Corte Constitucional en 

reciente sentencia de unificación SU-363 de 202118,  con ponencia del 

H. Magistrado Dr. Alberto Rojas Ríos. 

"Posteriormente, advirtió que cuando se impone el análisis de la 
con figura dón de la culpa exclusiva de la víctima en un proceso de 
reparación directa, el juez de la responsabilidad debe respetar los 
principios del debido proceso, particularmente sus componentes de 
presunción de inocencia y respeto al juez natural. Esto significa, en 
términos concretos, que el juez de la responsabilidad del Estado no 
puede juzgar la conducta objeto de investigadón y juzgamiento penal, 
al ser de reserva del juez ordinario —penal—. Desconocer esa 
configuración implicaría, por una parte, reabrir el debate sobre 
circunstancias fácticas y elementos probatorios que ya fueron evaluados 
por dicho juez (el juez natural); y, por otra parte, implicaría tratar de 
nuevo a quien fue procesado pena/mente, ahora en el proceso 
administrativo, como sospechoso, así como la aplicación de un criterio 
peIígrosLta que compromete de nuevo la presunción de inocencia, 
sítuadones proscritas a la luz de la Constitución Política de 1991." 

"La Corte Constitucional puntualizó, además, que la determinación de 
la culpa exclusiva de la víctima debe atender lo previsto en el artículo 
70 de la Ley 270 de 1996. El supuesto fáctico contemplado en dicha 
norma es la culpa grave o el dolo de la víctima, que no corresponden a 
los hechos sumariados en lo penal, sino a una conducta con incídencia 
procesal directa, necesaria y determinante, que tenga efecto durante la 
tramitación del proceso, por la cual se reemplaza la decisión del juez 
como causa material del daño (privación de la libertad), por la propia 
conducta de la víctima, que indujo, provocó o determinó la privación 
de la libertad. Este supuesto se apoya, a su vez, en la interpretación de 
esta Corporación, según la cual, todo ciudadano tiene el deber de 
colaborar con el buen funcionamiento de la administración de justicia 
(Art. 95-7 C.P.), pues no sólo se trata de guardar el debido respeto 
hada los funcionarios judiciales, sino que también se reclama de los 
particulares un mínimo de interés y compromiso en la atención 
oportuna y diligente de los asuntos que se someten a consideración de 
la Rama Judicial." 

"A partir de estas consideraciones, la Sala Plena estableció que la culpa 
exclusiva de la víctima se determina por la conducta que ésta despliega 

Ver comunicado No. 39 de octubre 22 de 2021 de la H. Corte Constitucional, citando la sentencia SU-363 
de 2021. 
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y que tiene incidencia en la respectiva actuación penal y no por la 
conducta que origina la in vestígadón que, por lo demás, no termina en 
una condena. Esto significa que e/juez de lo contencioso administrativo 
deberá' comprobar: (1) un comportamiento do/oso por parte de la 
persona, o; (u) un actuar a título de culpa grave." 

"Una vez fijada esta regla, la Corte Constitucional encontró que la 
decisión de la Sección Tercera del Consejo de Estado, proferida el 15 
de agosto de 2018, incurrió en (i) una violación directa de la 
Constitución y (u) en un defecto sustantivo." 

"Respecto del primer defecto, la Sala Plena concluyó que el juez de lo 
contencioso administrativo vulneró los principios de cosa juzgada, juez 
natural y presunción de inocencia. En efecto, la sentencia cuestionada 
reabrió el debate penal y consideró -nuevamente- como sospechosa a 
Martha Lucía Ríos Cortés por una conducta que había sido declarada 
atiica. Además, efectuó una nueva valoración fáctica que había sido 
revisada y ponderada por la autoridad penal. Estas valoraciones -se 
reitera- implican, a su vez, un desconocimiento de los principios del 
juez natural y presunción de inocencia que ha de mantenerse 
incólume." 

Desconoció el Juez Contencioso, la prohibición de regreso, toda vez que, 

con fundamento en comportamiento pre procesales, no atribuibles a los 

acusados, sino a los comandantes, determinó la culpa exclusiva y 

determinante de la víctima, tal como fue destacado anteriormente. 

Finalmente, la demandada no probó el comportamiento de la víctima a 

título de dolo o de culpa grave, tal como era su deber conforme a la 

carga de la prueba. 

De no haber incurrido el Tribunal en semejante desafuero, la sentencia no 

habría sido absolutoria de la Nación -Rama Judicial- y de la Fiscalía 

General de la Nación, por resultar ostensible, de bulto el 

quebrantamiento de la Carta Política. 
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(II) Defecto sustantivo por desinterpretación del art. 70 de la Ley 270 

de 1996 

Dispone el art. 70 que "El daño se entenderá como debido a culpa exclusiva de la 

víctima cuando ésta haya actuado con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los 

recursos de ley. En estos eventos se exonerará de responsabilidad al Estado. ". Sin 

embargo, debe tenerse en cuenta el alcance de este concepto conforme a 

las sentencias C-100 del 31 de enero de 2001, M.P: Dra. Martha 

Victoria Sáchica y C-430 de 2000, M.P: Dr. Antonio Barrera Carbonell: 

"Para determinar la existencia de la culpa grave o del dolo, el juez no se debe limitar 

a las definiciones contenidas en el Código Civil, sino que debe tener en cuenta las 

características particulares del caso que deben armonizarse con lo previsto en los 

artkulos ó y 91 de la Constitución Política sobre la responsabilidad de los servidores 

público, como también la asignación de funciones contempladas en los reglamentos o 

manuales respectivos. Agregó que es Igualmente necesario tener en cuenta otros 

conceptos como son los de buena y mala fe, que están contenidos en la Constitución 

Política y en la Ley a propósito de algunas instituciones, como por ejemplo contratos, 

bienes y familia. ". 

En este orden de ideas, se adolece de medios de pruebas que indiquen 

que los Patrulleros involucrados en la investigación, tenían funciones en el 

almacén de evidencias, donde reposaban diversidad de elementos 

materiales probatorios y evidencias, recaudadas en diferentes 

procedimientos, sin que pueda atribuírseles a los acusados. 
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Además, las características específicas de este caso, demuestran la 

indolencia de los comandantes, quienes al diseñar un operativo con doble 

finalidad -judicializar a los comercializadores de estupefacientes y sorprender in fraganti a los 

miembros de la Policía Nacional que actuaban irregularmente-, no dispusieron lo necesario 

para sorprenderlos in fraganti o por lo menos para establecer 

cuantitativamente la diferencia entre lo incautado y lo puesto a 

disposición. 

El defecto sustantivo anunciado, cobra vigencia por la desinterpretación 

del art. 70 de la Ley 270 de 1996 bajo el entendido que la conducta de 

la parte demandante se predica de las actuaciones objeto de investigación 

y juzgamiento, desconociendo que fa lectura del Juez Contencioso debió 

estar orientada a la conducta de los investigados, como "...aquellas que 

entorpecen o desvían la actuación penal como, por ejemplo, cuando aquel evade la 

justicia, presenta elementos probatorios falsos o hace manifestaciones contradictorias 

o contrarías a la realidad, entre otros.", que fue precisamente lo que no 

ocurrió en autos19. 

(iii) Desconocimiento del Precedente invocado en el escrito de demanda 

relacionado con el daño especial derivado de la absolución del in 

dubio pro reo 

En el escrito de demanda fue solicitada la declaratoria de responsabilidad 

de fa Rama Judicial y la FGN, invocando como régimen aplicable el daño 

19  Ver comunicado No. 39 de octubre 22 de 2021 de la H. Corte Constitucional, citando la sentencia SU-363 
de 2021. 
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especial, por haber sido absueltos los acusados en aplicación del in dubio 

pro reo, conforme a sentencias del 03 de febrero de 2010 y  la de 

unificación del 17 de octubre de 2013. debiendo declararse la 

responsabilidad por el daño especial ocasionado. 

La sentencia proferida por el H. Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, aplicó la sentencia de unificación SU-072 de 2018, 

argumentando que la posición mayoritaria de la Sala de la Sección 

Tercera del H. Consejo de Estado, se apoya en lo expuesto por la Corte 

Constitucional. Por consiguiente, se debe tener en cuenta la legalidad, 

razonabilidad y proporcionalidad de la medida, pudiéndose acudir a los 

otros regímenes de responsabilidad, sin olvidar que son residuales frente a 

la falla del servicio. 

Señaló finalmente que "Se presentó una absolución en aplicación del in dubio pro 

reo, pero contrarío a lo afirmado por el actor, esto no significa que ante esta 

circunstancia la medida de privación se torne automáticamente injusta.', 

debiéndose auscultar el régimen subjetivo de falla del servicio. 

Mayor fuerza tiene el precedente invocado, con la sentencia de tutela del 

15 de noviembre de 201  920  , ratificado ahora por la H. Corte 

Constitucional en sentencia SU-363 de 2021. 

20  Consejo de Estado. Rad. 1100l-03-15-000-2019-00169-01. Consejero Ponente: Martin Bermúdez Mui'ioz. 
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Sin embargo, los cambios Jurisprudenciales no pueden ser aplicados de 

manera retroactiva, porque se desconocería el acceso a la administración 

de justicia, la libertad, se defraudaría la confianza legítima y la igualdad, 

porque "...las buenas razones que impulsan el progreso del pensamiento jurídico, 

por la vía del cambio de jurísprudenda, o Justifica que a costa de tal evolución, sea 

legítimo y proporcional el sacrificio de los derechos de quienes obraron en el pasado 

movidos por lo que mandaba el antiguo precedente. por tanto, cuando el 

nuevo precedente altera los derechos de las personas "...debe ser adoptado e 

interpretado con efecto prospectivo o a futuro, esto es, que de manera incita se 

encuentra envuelto en el sub radio de acción temporal o ratione temporis gobernando 

las situaciones problemáticas que se susciten a partir de la fecha posterior a su 

adopción, lo que excluye cualquier suerte de situación retroactiva del nuevo criterio 

jurísprudencíal.", tal como lo precisó el H. Consejo de Estado en sentencia 

del 04 de septiembre de 201 7
21  

Concluyó la alta corporación: 

"Todo lo que se viene de exponer reafirma de manera clara y 
coherente una línea de pensamiento que puede ser resumida en las 
siguientes ideas: (i) Es deber del Juez y la Administración, al momento 
de identificar y construir la norma de conducta y de juicio, aplicar los 
criterios jurisprudenciales vigentes para la fecha de los hechos que 
fundan la controversia, pues éstos hacen parte del marco de legaildad 
histórica a ser observado, (ii) Es criterio general, no limitado a expresos 
y singulares casos puntuales, que todo cambio de precedente 
jurisprudencial, referido a competencias estatales, derechos o 
mecanismos de protección, debe ser adoptado e interpretado con 
efecto prospectivo o a futuro, (iii) Siempre que se alegue por uno de 
los sujetos procesales una situación de tránsito jurísprudencial, ello debe 
ser considerado expresamente por tales autoridades a los fines de 
verificar tal situación y determinar cuál era el criterio Jurídico fijado 

21  Rad: 68001-23-31-000-2009-00295-01 (57.279). Acumulado con Exp: 2010-00322. C.P: Jaime Orlando 
Santofimio Gamboa. 
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para entonces, sin perjuicio del deber oficioso de la autoridad de aplicar 
el derecho vigente, (iv) la misma naturaleza de lo que se viene de decir 
impone precisar que esa protección a la confianza legítima sólo se 
puede atribuir a la existencia de un criterio jurídico bien formado en la 
jurisprudencia, ora por su reiteración o por estar fundado en una 
decisión de unificación de jurisprudencia del Consejo de Estad022, de 
ahí que no se pueda predicar esa misma certeza cuando se advierten 
tesis imprecisas o contradictorias en la Corporación` y (y) la 
retroactividad del precedente viola la cláusula de Estado de Derecho y 
el deber general del Estado de respeto a las garantías judiciales, debido 
proceso, libertad e igualdad y, por contera, a la confianza legítima 
creada de manera objetiva por las autoridades estatales en el desarrollo 
de sus actos. ". 

Viene como anillo al dedo, lo consignado en la sentencia SU-406116  14  , 

en la que se precisó: (i) el precedente garantiza los derechos de igualdad, 

seguridad jurídica, confianza legítima, por consiguiente, debe tener 

aplicación inmediata, "..pero no de forma automática e irreflexiva, de manera 

que, si por un lado, ante casos semejantes debe darse el mismo tratamiento legal, por 

el otro, frente a casos distintos se dé un trato diferendado cuando ello resulte 

razonablemente justIficado. "25. Es decir, que "...deben tenerse en cuenta las 

condiciones sustanciales y procesales de cada caso para evitar que, so pretexto de la 

22  Ley 1437 de 2011. Artículo 270. Sentencias de unificación jurisprudencial. Para los efectos de este Código 
se tendrán como sentencias de unificación jurisprudencial las que profiera o haya proferido el Consejo de 
Estado por importancia jurídica o trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o sentar 
jurisprudencia; las proferidas al decidir los recursos extraordinarios y las relativas al mecanismo eventual de 
revisión previsto en el artículo 36A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 11 de la Ley 1285 de 
2009. 
23  "19. Es posible, de otro lado, que no exista claridad en cuanto al precedente aplicable, debido a que la 
jurisprudencia sobre un determinado aspecto de derecho sea contradictoria o imprecisa. Puede ocurrir que 
haya sentencias en las cuales frente a unos mismos supuestos de hecho relevantes, la Corte haya adoptado 
decisiones contradictorias o que el fundamento de una decisión no puede extractarse con precisión. En estos 
casos, por supuesto, compete a la Corte Suprema unificar y precisar su propia jurisprudencia. Ante la falta de 
unidad en la jurisprudencia, los jueces deben hacer explícita la diversidad de criterios, y optar por las 
decisiones que interpreten de mejor manera el imperio de la ley, a partir de una adecuada determinación de los 
hechos materialmente relevantes en el caso, De la misma forma, ante la imprecisión de los fundamentos, 
pueden los jueces interpretar el sentido que se le debe dar a la doctrina judicial de la Corte Suprema". Corte 
Constitucional. Sentencia C-836 de 2001. 
24  Corte Constitucional. Sentencia del 04 de agosto de 2016. Exp: T-5.351.244. M.P: Luis Guillermo Guerrero 
Pérez. 
25  Apartado 7.8.1.6. 
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aplicación formal del precedente, se desconozcan derechos fundamentales... ' (II) el 

Juez conforme a las circunstancias de cada caso, aplicará la jurisprudencia 

vigente para que no se afecten los derechos fundamentales de los sujetos 

procesales, porque ' . . resulta admfrible que, en aquellos casos en que los sujetos 

procesales actuaron al amparo de/precedente vigente, y con la confianza legítima de 

que surtían los efectos en el previsto, no se apliquen los cambios que deriven en una 

afectación de sus derechos fundamentales.", entre los que se encuentra el 

acceso a la administración de justicia, porque '.. es claro que luego de 

presentada la demanda no es razonable ni proporcionado que se sorprenda al 

demandante con un intempestivo cambio de criterio... 

Con sobrada razón, precisó nuestro máximo Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo, que el acceso a la administración de justicia, no puede 

asegurarse sobre la base de criterios inciertos, de tal manera que '..si la 

Jurisprudencia de un órgano de cierre, en un momento determinado señaló un 

derrotero y éste es seguido por el usuario de la administración de justicia en materia 

de la acción pertinente para demandar, no puede luego sorprenderse a este último 

con abruptos cambios jurispruden dales que en últimas comprometan el núcleo 

esencial de su derecho fundamental de libre acceso a la jurisdicción."2 . 

Por tal razón, la Sala Plena de la H. Corte, en concordancia con el H. 

Consejo de Estado, determinó que '..la aplicación de la jurisprudencia que 

define sobre las reglas del proceso Judicial está supeditada a un examen fáctico que 

permita determinar si su inmediata aplicación siníflca una afectación ostensible y 

trascendental de un derecho fundamental de los sujetos procesales, quienes en virtud 

de la confianza legítima, accedieron a la administración de justicia con fundamento en 

26  Apartado 7.8.2.7. 
27  Apartado 7.8.2.8. 
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las reglas establecidas por la jurisprudencia vigente, y estas reglas, posteriormente, 

fueron modificadas por un precedente que resulta determinante para producir una 

afectación tus fundamental."28. 

Se concluye, que aplicar el nuevo precedente, con desconocimiento del 

invocado en el escrito de demanda, resulta vulnerante del acceso a la 

administración de justicia, dada su inexistencia al momento de plantear 

este litigio. 

Por aplicar el nuevo precedente, quedó de lado la declaratoria de 

responsabilidad con fundamento en el daño especial, conforme a la 

sentencia de unificación invocada en el escrito de demanda. 

(iv) Indebida aplicación del in dubio pro reo por el Juez Contencioso, 

porque lo que se presentó fue una falla del servicio por falta de 

pruebas 

Profundizando en el contenido de las sentencias de unificación, cuando fa 

absolución proviene de la aplicación del in dubio pro reo, deberá 

auscultarse la falla del servicio. 

Obsérvese que los seis Patrulleros, fueron capturados imponiéndose 

medida cautelar por fa supuesta comisión de cinco delitos, fuego de un 

operativo que tenía doble cara. 

28  Apartado 7.8.2.8. Corte Constitucional. Sentencia del 04 de agosto de 2016. Exp: T-5.351.244. M.P: Luis 
Guillermo Guerrero Pérez. 

Oficina Principal Cerrera 7 No. 19-43 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolivar 
Teiétorcs; (6) 333 7734 1334 8654 Te)efex: 335 396 
Sucursal Calle 20 Nc 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

bh.colombiacom Er juridico©cbhcoiombia.com  diitadorescbhigmail.com  obh.notificaciones@gmail.com  

24
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



ORGANIZACIN 
BENTAMIN 

EIRERA 
BUFETE DE ABOGADOS 

25 

Desde la audiencia de Legalización de captura, se vislumbra la insuficiencia 

probatoria, tal como se desprende de lo consignado en el récord 

1:25:14 de la audiencia de formalización, al destacar la FGN el modus 

operandi, incautando material que no era legalizado, es decir "...que se 

apropiaban de parte de estos elementos incautados los cuales eran comercializados a 

través de las mismas fuentes humanas...',  todo ello con fundamento en la 

denuncia y declaración de Over Arley González Mora y en un video 

institucional, que jamás alcanzaron la naturaleza de pruebas en la 

audiencia de juicio oral, quedando desarticulada la acusación. 

Obsérvese como el Juzgado 08 Penal del Circuito de Conocimiento de 

Bogotá, luego de haber imputado cinco delitos, únicamente condenó por 

dos (Ocultamiento, supresión o alteración de elemento material probatorio en concurso con falsedad 

ideológica en documento público - Ver hechos relativo al proceso penal). 

Interesantes los motivos de la absolución, al no configurarse la amenaza a 

testigo, por la falta de fundamentación fáctica y jurídica impetrada por la 

FGN; el concierto para delinquir se encontró carente de prueba en 

cuanto a sus elementos estructurales a saber: permanencia en el tiempo 

de la organización criminal y la existencia de varios individuos, 

concertados para la violación de varios tipos penales. 

Así mismo, el tráfico de estupefacientes fue prescrito, aliviando de esta 

manera, los daños derivados de la persecución penal, según expresiones 

del Juez en la misma sentencia, predicado invaluable en la falla del 

servicio. 
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El Tribunal Superior de Bogotá, revocó la sentencia de primera instancia, 

absolviendo a los acusados por los dos delitos atribuidos. Fundamentó la 

decisión en la falta de precisión del material incautado, por haber acudido 

a apreciaciones "subjetivas", o en lo que "creyeron observar", o en 

"miradas panorámicas", sin la prueba objetiva en cuanto al peso que 

debió consignarse en el acta de incautación. 

Fue censurada la variedad de versiones en tal sentido, al no demostrar de 

qué manera los Policiales se apropiaron de la sustancia, para luego ser 

comercializada, resultando inexplicable el comportamiento de los 

encargados del operativo y de los comandantes directos. El estado de 

cosas inconstitucionales, salió a flote por el mal manejo y almacenamiento 

de evidencias y elementos materiales probatorios, resultando imposible la 

determinación del supuesto faltante de droga, desconociéndose la regla 

de experiencia en este tipo de casos, que se concreta en establecer el 

peso de la sustancia incautada. 

Aún más, el concierto quedó plenamente desvirtuado por encontrarse 

soportado en el testimonio del denunciante Over Arley Mora González, 

con dos grabaciones que no constituyen prueba, por la falta de precisión 

en la sustancia, por la indolencia de los encargados del operativo, sin 

poder acreditar que la droga tuviera relación con la incautada, por la no 

demostración de la permanencia en el tiempo, por el número de delitos y 

sujetos concertados para defraudar la ley. 
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En conclusión, del famoso escándalo, nada quedó, porque los 

comandantes y encargados del operativo, no diseñaron un verdadero plan 

a efecto de ejecutarlo, quedando todo cobijado bajo un supuesto manto 

de duda, cuando en realidad lo evidente es una falla del servicio por falta 

de prueba. 

La falta del servicio resulta más ostensible, frente al material probatorio 

aportado para la audiencia de legalización, habiéndose trasladado al 

proceso Contencioso por solicitud de la parte demandada, únicamente la 

audiencia en la que consta que la cautela fue soportada: (i) en material 

probatorio recogido por agente encubierto o infiltrado, que únicamente 

puede ser utilizado como fuente de actividad ínvestíativa1 (u) la versión del 

infiltrado Over Arley González Mora, no alcanzó el carácter de prueba 

en la audiencia de juicio oral, por tanto inexistente como soporte 

probatorio en la controversia Contenciosa. 

Por último, los testimonios de los señores Herber Hernando Pedraza y 

Freidamian Blanco García, no fueron analizados en lo fundamental: (i) 

irregularmente los jefes no hacían presencia en los operativos; (u) la 

utilización de la fuente con dos finalidades, fue calificada de extraña, 

irregular y desleal; (iii) los Policiales debieron ser capturados in fraganti, 

con un operativo bien diseñado en el que actuara un organismo diferente, 

como el CTl; (iv) no resultó aceptable la deficiencia del conteo del 

material incautado, basándose en simples suposiciones, en miradas 

panorámicas, pero no en lo objetivo; (y) el desorden en el almacén de 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-43 Piso 13 Edificio Barco Popular Plaza de Bolívar 
Teléfonos: (6) 333 7734 / 334 8654 Telefax; 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 

A.: Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

www.cbh.coiornbia.com junidico@cbhcolornbiacom diitadorascbhcgmail.com  obh.notificacionesgmail.com  

27
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



ORGANIZACIÓN 
BENJAMÍN 
HE}RERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

28 

evidencia era un hecho notorio para los Policiales, del cual tenían noticia 

los Comandantes. 

La deficiencia probatoria, atribuible a la FGN, constituye falta de prueba, 

razón para que el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, declarara 

la responsabilidad por falla en el servicio, dada la indebida aplicación del 

in dubio pro reo por el Juez Penal. 

iv. Procedencia genérica de la acción de tutela 

1. El asunto planteado tiene relevancia Constitucional, por 

quebrantamiento de varios derechos fundamentales. En efecto, el debido 

proceso fue violado al desconocer como principios la presunción de 

inocencia, cosa juzgada en materia penal y el Juez natural. De igual 

manera, las causales de procedibilidad invocadas y demostradas -violación 

directa de la Constitución, defecto sustantivo, desconocimiento del precedente, indebida aplicación del 

in dubio pro reo en lo Contencioso-, dejan al descubierto el desconocimiento del 

acceso a la administración de justicia, por haber sido finalmente 

denegatoria la sentencia del Tribunal de la responsabilidad solidaria 

suplicada en contra de la Rama Judicial y Fiscalía General de la Nación. 

2. Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial. Se trata de una 

sentencia de segunda instancia proferida por el Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca, contra la cual no cabe el recurso extraordinario de 

revisión. 
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3. Inmediatez, no han transcurrido más de seis meses, que, según la 

jurisprudencia, marcarían el vencimiento de la oportunidad para accionar 

por vía de tutela, por cuanto la sentencia fue notificada el 28 de mayo de 

2021, presentándose esta acción el día 26 de noviembre de 2021. 

4. La identificación de los hechos, se encuentra cumplida en los 

primeros apartes de este escrito. 

S. Las causales de procedibilidad invocadas, tienen incidencia directa 

en ¡a decisión, comportando violación de los derechos fundamentales de 

los accionantes. 

6. Finalmente, en el presente caso no se ha formulado otra acción de 

tutela por los mismos hechos. 

V. Pruebas 

A). Anexos: Téngase como pruebas las documentales que me permito 

anexar: 

1. Cuatro (04) poderes conferidos por el primer grupo familiar. 

2. Cinco (05) poderes conferidos por el segundo grupo familiar. 

3. Dos (02) poderes conferidos por el tercer grupo familiar. 

4. Registro civil de defunción de Edilma Campiño. 

S. Siete (07) poderes conferidos por el cuarto grupo familiar. 

6. Cinco (05) poderes conferidos por el quinto grupo familiar. 
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7. Seis (06) juegos de poderes conferidos por el sexto grupo familiar. 

8. Copia de la demanda de reparación directa. 

9. Copia de la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado 

Octavo Penal del Circuito de Bogotá el 04 de diciembre de 2015. 

10. Copia de la sentencia del 05 de octubre de 2016 proferida por la 

Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Bogotá. 

11. Copia de la sentencia proferida por la Sala de Decisión Penal del 

Tribunal Superior de Bogotá el 24 de noviembre de 2016. 

12. Copia de la providencia del 23 de febrero de 2017 proferida por el 

Juzgado 08 Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá mediante 

la cual decretó la preclusión por prescripción y la extinción de la 

acción penal. 

13. Copia de la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado 

63 Administrativo de Bogotá del 02 de diciembre de 20191  

mediante la cual negó las pretensiones de fa demanda. 

14. Copia de la sentencia de segunda instancia proferida por la 

Subsección B de la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca del 07 de mayo de 2021, confirmando la sentencia 

de primera instancia con su respectiva constancia de notificación 

electrónica. 

B). Pruebas documentales a pedir: De estimarlo necesario, ofíciese al 

Juzgado 63 Administrativo del Circuito de Bogotá D.C. para que rmeita 

en préstamo en caso de requerirse, el proceso de reparación directa 

radicado: 11001-33-43-063-2018-00137-00, actores: John Alejandro 

Gómez Chaverra y Otros. 
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VI. Notificaciones 

1. Al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA se le 

notificará en la Avenida Calle 24 No. 53-28 de Bogotá, y a través 

del correo electrónico ces3secr@consejoestado.ramajudicial.gov.co. 

2. A la NACIÓN COLOMBIANA -FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN-, se le notificará en la Avenida Calle 24 No. 52-01 - 

Ciudad Salitre - Nivel Central de Bogotá D.C., y través del correo 

electrónico jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co. 

3. A la NACIÓN COLOMBIANA -RAMA JUDICIAL DEL PODER 

PÚBLICO-, se le notificará en la Calle 12 No. 7-65, Palacio de 

Justicia Alfonso Reyes Echandía de Bogotá, y a través del correo 

electrónico deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

4. A los ACCIONANTES se les notificará a través de los siguientes 

correos electrónicos así: 

• Primer grupo familiar: alejo 101 71 @hotmaiLcom. 

• Segundo grupo familiar: denmarklyon@gmail.coni. 

• Tercer grupo familiar: mauriciocamp8 1 @gmaihcom. 

• Cuarto grupo familiar: yuwi09@hotma1l.co. 

e Quinto grupo familiar: judaria22@hotmail.com. 

• Sexto grupo familiar: nosnibor 716@hotmai1.com. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-43 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolívar 
Teiéíoror: (6) 33.3 7734 / 334 554 Teiefax; 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No, 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

w y obh-oomb com juri&oQcbl e i0mo1a cçm ditadcrasobhgmail com obh notificactonogmail coro 
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noviembre 2612021 

ORGANIZACIÓN 

BENTAM IN 
HEIRERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

32 

S. Al SUSCRITO APODERADO en la Carrera 7 No. 19-48 Piso 1 3 

del Edificio Banco Popular con sede en Pereira (Risaralda) y a través 

del correo electrónico digitadorasobh@grnaiI.com. 

VII. Petición 

Se ruega amparar los derechos fundamentales ya determinados y en 

consecuencia, dejar sin efecto la sentencia proferida por el Honorable 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para que en su lugar, se 

profiera la de reemplazo conforme a las pautas que fije el Juez de 

Amparo Constitucional. 

Con sentimientos de aprecio, consideración y respeto, 

BENJAMÍI ERRERA AG1]1YEL0 
Apo. ado parte accionante 

Oficina Principal Carrera 7 No 19-48 Piso 13 Ediflcio Banco Popular Plaza de Salivar 
Teléfonos: 16) 333 7734 / 334 8654 Teiefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Porque Central Bayana 

www.obhcolombio.com Er juridlcc©obhcoiornbiocom  digitadorasobhgmailcom obhnotiflcaciones@gmailcom 
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PODERES 

PRIMER 
GRUPO FAMILIAR 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: 
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHA VERRA ¡afectado) y DIVA VANESSA OSPINA 
TRI VINO (esposa), quienes obran en sus propios nombres y además en 
representación de la menor MARIA JOSÉ GÓMEZ OSPINA íhffaj,  identificado como 
aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, 
amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 
10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación 
inicie y lleve hasta su terminación ACCION DE TUTELA en contra del Honorable 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCION TERCERA - 

SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente 
Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los 
derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al 
proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil 
veintiuno (2021)'  en proceso de reparación directa cuyos actores son John 
Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-01, 
tramitado en contra de la NACION— FISCALIA GENERAL DE NACION y NACION 
COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir 
el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

DL!GENOA DE PRESENTACIÓN PERSONAL 
NOTARIA UNICA DE FREDONIA - ANTIOQUII 

Con toda con oeración, 

i4íiiiJ 

JO 1  " EJ -  PRO GOMEZCHAVERRA 
C.C. Q4)1, 
Corre. electrónico,  

® Al to iho /PVq 

DIVA VANESA OSPINA TRMÑO 
C.C. il21)/2. 
Corr- • electrónico: - 

LE PRESENTADO PERSO ENTE EL SUSCRITO NOTARIO 

POR 

NOENIIFICADOtS) CON C.C. 
T PROFESÍ 
FIRMA 

FREDONÍA 

INDICE DERECHO 

BENJAMIN HERRERA AGUDELO. 

NO SE HACE BIOMETRÍA POR: 

- \\o5  tc'r\ coa 
Notario Único de Fredonio, Ant 
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CL(GENCA DE PRESENTACION PERSONAL 
NOTARA ÚNCAE FROONIA ANTOQUU 

Esit MEMOPAAL 1  RIGuo 

FLE PRESENTADO PERSONALMENTE N4TE EL suscrr iCiTARh) 
o e. 

POR, • *tS $ *1 

!NDENflFICADC) cori cc. N°, . 

FESIONA No 

FRDONLA 0 7 NOV 202 
DIEGO MAURICIO YEPES ÁLVARZ 

NOTARIO 

NO SE HACE BIOMETRÍA POR: 

cf\CCf 
Notoria única de Fíedonla, Ant 
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DIUGENCA DE PRES TACON PERSONAL 
JL REDONIA - ANTIOQUL NOTARlA Ú4!CA  

25  

T PROF 

FR 

-

fDEO MAUkCc 

2 

o 
e 

e 

DERECHO 
3 o 

Con toda consideración, 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

JOHN JAIRO GÓMEZ POSADA (padre) quien obran en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que 
confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, 
identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 
16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro 
nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCION DE TUTELA 
en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-
SECCION TERCERA - SUBSECCION B, representado en este caso por el 
Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus 
veces, por violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, 
en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de 
mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores 
son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo  el radicado: 
110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION— FISCALIA 
GENERAL DE NACION y NACION COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICOS 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 
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EUTACION PERSONAL 
NOTARIA ÚNICA O. REDONA -ANTl•"Uitj 

4*  

ftE PR, -. 1 o • ____ 

110140 / 

IftiDO5) CON C.C. t4. 

)-ic&yro 12. 

06 NOV, 20Z1 
DIEGO MAURICIO YEPES ALVAREZ 

NOTARIO 

DILIGENCIA DE P 

ARIA ELENA CHAVERRA RICO 
C.C. c-/3 Ll 0,  
Correo electrónico: 

IRf 

FRE 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

MARÍA ELENA CHAVERRA RICO (madre) quien obran en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que 
confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, 
identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 
16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro 
nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCION DE TUTELA 
en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-
SECCION TERCERA - SUBSECCION B, representado en este caso por el 
Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus 
veces, por violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, 
en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de 
mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores 
son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo, el radicado: 
110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION— FISCALIA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 
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s 

INDICE DERECH 

Con toda consideración, 

SARA GOMEZ CHAVERRA 
C.C. iOkc\2R 
Correo electrónico: 

DftJGEC1A DE PE$ENTACfdN PERSOJL 
NOTARlA UNICA D REDONIA AN1CQU 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

SARA GÓMEZ CHAVERRA (hermana) quien obran en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que 
confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, 
identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 
16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro 
nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA 
en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-
SECCJON TERCERA - SUBSECCION B, representado en este caso por el 
Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus 
veces, por violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, 
en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de 
mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores 
son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo 

- 
el radicado: 

110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION— FISCALIA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 
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PODERES 

SEGUNDO 
GRUPO FAMILIAR 
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Acepto, 

ÉNJ MIN HERRERA AGUDELO. 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES;. J 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros.  
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAlaDr .;: 

Juan Leonardo Chavarría Peña (afectado), quien obra en su propio nombre, 
identificado como aparece al pie de mi firma, Carlos Alberto Chavarría Peña 
(hermano), quien obra en su propio nombre, identificado como aparece al pie de mi 
firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente 
al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida 
en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la 
Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su 
terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, 
representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin 
Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la 
sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), 
en proceso de reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra 
y otros, bajo el radicado: 1100 13343063201800137-0 1,  tramitado en contra de la 
NACION— FISCALIA GENERAL DE NACION y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA 
JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir 
el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Ef - 

C. t. . onsider0ción, 

LEONAR•U CHAVARRíA PENA 
C.C. 1.1 16.434 33 
Correo electrónico: 

(øt) LJOYY101  
CARLOS ALBERTO CHA VARRIA PENA 
C.C. 1.112.777.398 
Correo electrónico: 
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DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

6799025 

En la ciudad;d& 
dos m4iti 
CHA'  A E 

apa 

ha, Departamento de Cundinamarca, República de Colombia, el cuatro (4) de noviembre de 
2021), en la Notaría Primera (1) del Círculo de Soacha, compareció: JUAN LEONARDO 

Identificado con Cédula de Ciudadanía / NUlP 1116434933 y  declaró que la firma que 

sente documento es suya y el contenido es cierto. 

n0m8p4np1z09 
04/11/2021 - 15:45:03 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 
biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 

Civil. 
Este folio se vincula al documento de PODER ESPECIAL signado por el compareciente. 

ANDREA. MILENA SANABRIA RQDRIGLJEZ 

Notario Primero (1) del Círculo de Soacha, Departamento de Cundinamarca - Encargado 

Consulte este documento en www.notariasegura.com.co  

Número Único de Transacción: n0m8p4np1zo9 
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6881847 

j( 

x7md47errme2 
09/11/2021 10:51:51 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

En la cdaoacha, Departamento de Cundinamarca, República de Colombia, el nueve (9) de noviembre de 
dos rni'j uno (2021), en la Notaría Primera (1) del Circulo de Soacha, copar'ecio  CARLOS ALBERTO 

CHA V4ft ''PEÑA, identificado con Cédula de -Ciudadanía / NUIP 1112777398 y  declaro que la firma que 

apar - n el presente documento es suya y el contenido es cierto 

Firma autógrafa 

A.4',-. 1 Q -L-d 1 rilO )A1 ) ,-.I -..4;-~.-. 
WI II r rl l Ql  Artículo  LrJ JI iI - L.. J.L_# IJQ t I%Jt 1 lJQr IQ1l1. 1 I%.1I 11.11 IQIJ 1 rr4iQl II. 

biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 

Registraduría Nacional de! Estado Civil. 
Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 
Civil. 
Este folio se vincula al documento de PODER ESPECIAL, signado por el compareciente. 

MARTHA cEC1L1AAWLA VARGAS 

Notario Primero (1) dei Círculo de Soacha, Departamento de Cundinamarca 

Consulte este documento en www.notarlasegura.com.co  

Número Único de Transacción: x7rnd47errrne2 

1 
!-Ll.d i 
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JUAN •NARI'OCH 
C.C. IC..36O.9q 
Correo electrónico: 

VARRÍA MARÍN 
Tit \L 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Re?: ACCIÓN DE TUTELA, ACCIONANTES: Jc5HN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: 
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

JUAN LEQiVARDO CHA VAM21A MARIÑ (padre) quien obran en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que 
confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Aguclelo, 
identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 
16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro 
nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA 
en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-
SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable 
Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por 
violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se 
incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de 
dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John 
Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-
01, tramitado en contra de la NACIÓN— FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y 
NACION COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

Solo firma en página siguiente... 
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Solo firma... 
Acepto, / 

i 1 
BENJA ' : HERRERA AGUDELO. 
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6881966 

RIA CRISTINA MARTÍNEZ ZAPATA 

3vzqn9ynqzk4 
09/11/2021 - 10:54:18 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y Decreto 1069 de 2015 

En la ciudad de Obando, Departamento de Valle, República de Colombia, el nueve (9) de noviembre de dos mil 
veintiuno (2021), en la Notaría Única del Círculo de Obando, compareció: JUAN LEONARDO CHAVARRIA MARIN, 
identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 16360998 y declaró que la firma que aparece en el presente 
documento es suya y el contenido es cierto. 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 
biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 
Civil. 
Este folio se vincula al documento de PODER signado por el compareciente, en el que aparecen como partes 
JUAN LEONARDO CHAVARRIA MARIN, sobre: CONFIERO PODER Al DOCTOR BENJAMIN HERRERA AGUDELO 
PARA QUE LLEVE HASTA SU TERMINACION ACCION DE TUTELA EN CONTRA DEL HONORABLE TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA -SECCION TERCERA-SUBSECCJON B. 

Notario Único del Círculo de Obando, Departamento de Valle 

Consulte este documento en www.notariasegura.com.co  
Número Único de Transacción: 3vzqn9ynqzk4 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO.-
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA (madre), quienes abran en sus propios nombres 
y además en representación de la menor LE/DY YAZM/V CHA VARRÍA PEÑA 
(hermana), identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto 
manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera 
Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado 
con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en 
nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE 
TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA SUBSECCION B, representado en este 
caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o 
quien haga sus veces, por violación de los derechos fundamentales de la totalidad 
de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, 
el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa 
cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 
I100133430632O1800137-OI, tramitado en contra de la NACIÓN- FISCALÍA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER 
PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

t,  J o f ~ /u, e-Q-Z- i t ( c,~ 

 

MARTHA CECILIA PÑA BARRERA 
C.C.L' / ¿(P 

Correo electrónico: 

Solo firma en página siguiente... 
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Soso firma.. 
Acepto, 

BENJAMN RRERAAGUDELO. 
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3w145$59jz6q 

09111/2021 - 11:01:30 

DILIGEÑCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 

Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y Decreto 1069 de 2015 

6882469 

En la ciudad de Obando, Departamento de Valle, República de Colombia, el nueve (9) de noviembre de dos mil 

veintiuno (2021), en la Notaría Única del Círculo de Obando, compareció: MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA, 

identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 40767186 y  declaró que la firma que aparece en el presente 

documento es suya y el contenido es cierto. 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 

biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 

Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 

personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 

Civil. 

Este folio se vincula al documento de PODER signado por el compareciente, en el que aparecen como partes 

MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA, sobre: CONFIERO PODER AL DOCTOR BENJAMIN HERRERA AGUDELO PARA 

QUE INICIE Y LLEVE HASTA SU TERMINACION ACCION DE TUTELA EN CONTRA DEL HONORABLE TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMla,  $EÇCJOÑTERCERA- SUBSECCION B. 

MARÍA CRISTINA MARTINEZ ZAPATA 

Notario Único del Círculo de Obando, Departamento de Valle 

Consulte este documento en www.notoriasegura.com.co  

Número Único de Transacción: 3w145858jz6q 
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í 'ISFK) DLSTADO 

:ACçz)N DE TUTELA. ACClONANTES: JOHN 

ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCiONADO H. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

(iVAFglA PEA (hermana) quien abran en nombre propio, identificdo 

on todo respeto manifiesto q.e -o fiero poder 

ir Bcnamin Herrero Agudelo, identificado con 1' CC 

el PSÍ(Ii i OmCJO con LP. No. 16,2o expedida por el Consejo 

en nuestro nombre y representadón inicie y  Peve 
-iáT1 AC(ION DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 

D	 bSTRATiVO DE CUNDI NAMARCA SECCIÓN TERCERA - SU BSECCIÓN 57  

rs este so Del el Honorhle Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez  
1 m vio de de los derechos fundamentales de lc 

tos. en rie se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda 
do dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación 

eltnres son John AIeandro Gómez Chaverra y otros, balo el radicado: 
2oCO137 o i el c,oritra de la NACION- FISCALIA GENERAL DE 

COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO 

* iisrido quedo facuitado paro recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumirel 

oems ñcuhdes inherentes al presente mandato 

onrlor es conferido por mensaje de 

denmrkiyon©qmaiLcom, el cual es remitido al 
di? ir r-:d digitadorasobh©gmail.com,n los 

del Decí eto 806 de 2020 expedido por el Gobierno Nacon 

.' 2(2 

rosideración, 

IPiDY YZMiN CHAVARRIA PENA 
r.o;.465.85o 

(orreo electrónico: denmarkiyongmaLcom 

Scanned by TapScanner 
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ERA AGU DELO 

Scanned by TapScanner 
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Digitadoras OBH <digitadorasobhgmaiI.com> 

Otorgamiento de poder especial 
1 mensaje 

Ethan Denmark <denmarkIyongmaiI.com> 
Para: 'digitadorasobhgmai!.com" <digitadorasobhgmaiI.com> 

Scanned by *TapScanner* 
http://bit.IyITAPSCAN  

TapScanner 21 -11-2021-19.38(1 ).pdf 
245K 

21 de noviembre de 2021, 17:47 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: 
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

YUL/ CA ROL! CHA VARRM PEÑA ¡hermana,) quien ob,n en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que 
confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, 
identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 
16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro 
nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA 
en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-
SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable 
Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por 
violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se 
incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de 
dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John 
Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-
01, tramitado en contra de la NACIÓN— FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y 
NACION COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

cok C 
YULI CAOLI CHA VARRIA PENA 
C.C.1i4 - 

Correo electrónico: 

Solo firma en página siguiente... 
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RERA AGUDELO. 

Solo firma... 
Acepto, 
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(_. 

L) 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

6883230 

v5z5nv29Gzn1 
09/11/2021-11:12:22 

En la ciudad de Obando, Departamento de Valle, República de Colombia, el nueve (9) de noviembre de dos mil 
veintiuno (2021), en la Notaría Única del Círculo de Obando, compareció: YULY CAROLY CHA VARRIA PEÑA, 
identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1113594133 y  declaró que la firma que aparece en el presente 
documento es suya y el contenido es cierto. 

cF 1 
 4

1 C4 Cc cF1vvc4 

Firma autógrafa 

El compareciente no fue identificado mediante biometría en línea debido a: Imposibilidad de captura de huellas. 
Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 
Civil. 
Este folio se vincula al documento de PODER signado por el compareciente, en el que aparecen como partes 
YULY CAROLY CHAVARRIA PEÑA, sobre: CONFIERO PODER Al DOCTOR BENJAMIN HERRERA AGUDELO PARA 
QUE INICIE Y LLEVE HASTA SU TERMINACION ACCION DE TUTELA EN CONTRA DEL HONORABLE TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-SECCION TERCERA-SUBSECCION B. 

RlACRIS TINA MARTÍNEZ ZAPATA 

Notario Único del Círculo de Obando, Departamento de Valle 

Consulte este documento en www.notcriasegura.com.co  
Número Único de Transacción: v5z5nv296zn1 

Acta 1 
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HOSPITAL LOCAL DE OSANDO E.S.E. Página 1 de 1 
VALLE DEL CAUCA 

Nit, 891.901.041-1 CÓDIGO: AUSE -F- 01 

CERTIFICADO MEDICO 

VERSION 01 

FECHA: 08/08/2012 

TRD: 112-050 

FECHA: 015  fo4 10 2 

Se expide para Estudio ( ) Trabajo ( ) Otro  ('4 

1GixJdoL. 

Firma 
a1es 

NOMBRE: Cu r oty cQ'Jrr /Qck 

 

IDENTIFICAClON: DE: 

  

Encuentro paciente en buen estado general. No presenta signos ni refiere 

síntomas de enfermedad infectocontagiosa, ni transmisible que te impida 

en comunidad. 

Observaciones: 
Cí  

Cfl FQídd f-Qímar -- cç 
dc c veS ctdc ¿c oue 

6c +t ç Lc or ci' ç poç 

rc; 
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PODERES 

TERCER 
GRUPO FAMILIAR 

56
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUN DINAMARCA. 

Mauricio Alejandro Campiño (afectado), quien obra en su propio nombre y como. 
heredero legitimo de Edilma Campiño (madre - fallecida), identificado como aparece 
al pie de mi firma, Jeimy Andrea Corredor Pérez (Cónyuge), quien obra en su propio 
nombre, identificada como aparece al pie de n-a firma, con todo respeto manifiesto ue 
confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Ag9 
identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. 
16.250  expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nci 
y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA en cón.trá.  
del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN 
TERCERA - SUBSECCION B, representado en este caso por el Honorable Magtstrado 
Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los  - 
derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse 
la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (202 1), 
en proceso de reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y 
otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-0 1,  tramitado en contra de la 
NACIÓN— FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasurd 
el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

MAURICIO ALEJAN DRO CÁÑPIÑO 
C.C. 10.034.849 de Pereira 
Correo electrónico: mauriciocamp8 1 @gmail.com  

JEIMY ANDREA CORREDOR PÉREZ 
C.C. 1.016.063.693 de Bogotá 
Correo electrónico: andreacorredor04@gmail.com  
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163e6oao 
NOTARlA CINCUENTAY CINCO DEL CIRCULO DE BOGOTA D.C. 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 
• Autenticación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

ANTE EL SUSCRITO NOTARIO COMPARECIO: 

CAMPIÑO MAURICIO ALEJANDRO 

Quien exhibio la C.C. 10034849 
Quien declaro que la firma y huella di presente documento - 

son suyas y su contenido es cierto. Así mismo, de manera 
expresa solicitó y autorizó el tratamiento de sus datos Cod.: 9tph5 

• personales para que sea verificada su identidad, mediante el 
cotejo de sus huellas .digitales y datos biográficos con la base 
de d. os de la Registraduria Nacional del Estado Civil. 

.lngres_ a vww.notaria.nlinea cern para verificar este 
:docum-\o. •• ______ - 

LJec arante 

2021-10-29 10:54:18 
ALEJANDRO HERNÁNDEZ MUÑOZ 

-) NOTARIO 

N&T1RIACINCUENTA Cl 89G0TAc 

Solo firma en página siguiente... 

2 

Solo firma... 
Acepto, 
/ 

HERRERA AGUDELO. 
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NOTARIA29 
cx2> 01 )'1Á 

Carrera 13 No 33 42 PBX 7462929 
PRESENTACION PERSONAL Y RECONOCIMIENTO 

DANIEL RICARDO PALACIOS RUBIO 
NOTARIO 29 DE BOGOTA D.C. 

I.  

- 1 
Compareció: CORREDOR PEREZ JEIMY ANDREA 
quien se identificó con C.C. número. 
1016063693 y 
reconoce cornO Ip 

documen y iec 
CONTENIDO Por :::,-.á-  
asentimiento proced

0  
presente

:impuesta en el 

1 
:y declaró: Que 
1A 

aa como cierto su 
rto en sePal de 

rar esta diligencia. 

Q3~~ 

\EL DECLARANTE 
28/10/2021 

Funco: ULIp 
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Honorables 

CONSEJEROS 
SALA PLENA 

HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Manuel William Ocampo Campiño (hermano), quien obra en su propio nombre y como 

heredero legítimo de Edilma Campiño (madre - fallecida) identificado como aparece al 

pie de mi firma, Jorge Iván Campiño (hermano), quien obra en su propio nombre y 

como heredero legítimo de Edilma Campiño (madre - fallecida), identificado como 

aparece al pie de mi firma, Ana María Campiño quien obra en su propio nombre y como 

heredero legítimo de Edilma Campiño (madre - fallecida) identificado como aparece al 

pie de mi firma y María Eyisel Campiño (hermana) quien obra en su propio nombre y 
como heredero legítimo de Edilma Campiño (madre = fallecida) identificado como 

aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, 

amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 

10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo 

Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve 

hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, 
representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez 
Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos fundamentales de la 
totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda 

instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación 

directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 
110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACIÓN— FISCALÍA GENERAL DE 
NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir 

el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

a o u'-'t u) WI' cX, Xa 
- 

MANUEL WILLIAM OCAMPO CAMPIN 
C.C. l (' 
Correo electrónico: nro1ow1)hotn-il.com  
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AO 'flC4P— Cc - o 
ANA MARÍA CAftI2

d
liO 

c.c.L1?IZc( e,z 
Correo electrónico: Cfl1í)ii1Údflafl  i 

' e» 
JORGE IVÁN CAM PIÑO 
C.C. 

mm rrra 

Correo electrónico: mauric.iocamp81gma 

irma comparecí 

PAULAANDREA CASTAÑO LONDOÑ 
NOTARIA(E )5 DEL CIRCULO DE PEREIRA 

41111111111111—..S\ 5392-f8f9f'6 

CULO DE PEREIRA 

A TAÑO L. 
¡A(E) 

J0TArU 

PAULA Aj 
NOTA 

Ma 
MARÍA EYIL CAMPINO 
C.C. iJ 3 13?6 
Correo electrónico: €VÍ 

NOTARIA QUINTA DEL CIRCULO DE PEREIRA 
DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 

Autenticación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 
Notar'a Quinta PEREIRA, 2021-10-27 17:19:13 Documento Osvud 
Ant& L.' ANDREA CASTAÑO LONDOÑO NOTARIA (E )5 DEL 
CIRCULO DE PEREIRA compareció: 
OCAMPO CAMPINO MANUEL WILLIAM 
Identificado con C.C. 10023148 
Quien declaró que las firmas de este documento_ son suyas, el 
contenido del mismo es cierto y autorizó el tratamiento de sus datos 
personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales 
y datos biografcos contra la base de datos de la Rogistraduria Nacional 
del Estado Civil, ingrese a www.rotariaenlinea.com  para verificar este 
documento. 

El 

MILI'JA CASTRO 

Solo firma en página siguiente... 
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Solo firma... 
Acepto, 

BE ÁMÍN HERRERA AGUDELO. 

NOTARIA QUINTA DEL CIRCULO DE PEREIRA 
DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 

127— Autenticación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 
Notaría Quinta PEREIRA, 2021-10-27 17:19:42 Documento: 9svuq 

Ante'AtJL ANDREA CASTAÑO LONDOÑO NOTARIA (E )5 DEL 
CIRCULO DE PEREIRA compareció: 
CAMPINO ANA MARIA 
Identificado con C.C. 42129862 
Quien declaró que las firmas de este documento son suyas el 
contenido del mismo es cierto y autorizó el tratamiento de sus datos 
personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales 
y datos biografios contra la base de datos de la Registraduria Nacioar 
del Estado Civil. ingrese a www.notariaenlinea.com  para verificar e'te 
documento. 

5392-2b4e4d16 

Tt—  irma compareciente 
PAULAANDREA CASTAÑO LONDOÑO Fog El  

NOTARIA (E)5 DEL CIRCULO DE PEREIRA ILIN CASTRO 

NOTARIA QUINTA DEL CIRCULO DE PEREIRA 
DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 

Autenticación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 
Notaría Quinta PEREIRA, 2021-10-27 17:20:17 Documento: 9sw5 
Ante ,UL&' \NDREA CASTAÑO LONDOÑO NOTARIA (E )5 DEL 
CIRCULO DE PEREIRA compareció: 
CAMPIÑO ,JORGEIVAN 
Identificado con C.C. 10027081 
Quien declaró que las firmas de este documento son suyas el 
contenido del mismo es cierto y autorizó el tratamiento de sus datos 
personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales 
y datos bicgraficos contra la base de-  datos de la Registraduria Nacional 
del Estado Civil, ingrese a www,notariaenlinea.com  para verificar este 
documento. 

5392-56ededb8 

D

irm co

.I.  

7Z',i emfI'f2 cJ  
....................... 

PAULA ANDREA CASTAÑO LONDOÑO 
NOTARIA(E)5 DEL CIRCULO DE PEREIRA - C 

3 

e 

o 

N OIARJA(E) 

N TAÇi QU:T. DE ERRA 

PIULA 11!tASTANO  L. 
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NOTARIA QUINTA DEL CIRCULO DE PEREIRA 
DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 

ww Autenticación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 
Notaría Quinta PEREIRA, 2021-10-2809:29:44 Documento: 9szd7 
Ant ÁtfLÁNDREA CASTAÑO LONDOÑO NOTARIA (E )5 DEL 
CIRCULO DE PEREIRA compareció: 
CAM PIÑO MARIA EYICEL 
Identificado con C.C. 42137376 
Quien declaró que las firmas de -este documento son suyas, el 
contenido del mismo es cierto y autorizó el tratamiento de sus datos 
personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales 
y datos bioraficos contra la base de datos de la Registraduria Nacional 
del Estado Civil, ingrese a wwnotariaenlinea.compara verificar este 
documento. 

5392-09ac8637 

El 

El 
MIL FNA CASTRO 

OTA wil c'frYEL CIPCI'LO DF rEERA 

AtJiJ : E*TANO L. 
NOTARIA(E) 

PAULAANDREA CASTAÑO LONDOÑO 
NOTARIA (E)5 DEL CIRCULO DE PEREIRA 
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Indicativo 
Serial REGSTRO CIVIL DE DEFUNCÓN == ci 09834969 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

ORG  555105 
JJ 

ORGANIZACIÓN ELECTORAL 
REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL 

ESPACIO PARA NOTAS / 
/ 

* 

* 

u 

Fecha de inscripción Nombre y ¡irme deØ 
t A1 

ario/que autoriza 

Mes 

J U N
Día 

1 O JUTTAN CR/±C CUTTTO ( 
Año 

2 C a 1 

Datos de la oficina de registro 

Clase de oficina: Registraduría Notaría Consulado Corregimiento Insp. de Policía Código
M 

País - Departamento - Municipio - Corregimiento e/o Inspección de Policía 

COLOMBIA — RISARALDPi PEREIRA NOTARIA 5 PEREIRA * * * * * * * * * * * 

Datos del inscrito 
Apellidos y nombres completos 

CAMPIÑO EDILMA * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * 

Documento de identificación (Clase y número) Sexo (en letras) 

CC No 25242805 * * * * * * * * * * * * * * FEMENINO * * * * * * * * 

Datos de la defunción 
Lugar de la defunción: País Departamento - Municipio - Corregimiento e/o Inspección de Policía 

COLOMEIA -RISARALDA - PEREIRA 
Fecha de la defunción Hora Número de certificado de defunción 

Año Mes Día 
2 Q 2 1 J U 11 0 9 3830 726663696  

Presuncion de muerte 
juzgado que profiere la sentencia Fecha de la sentencia 

Año Mes Día 
* *

* * * Documento presentado * * * * * * * Nombre y cargo del funcionario 

Autorización Certificado DAVID AUGUSTO SANTA DIAZ-MEDICO 

(Datos del denunciante 
Apellidos y nombres completos 

ANGFT GOMF7 MTFO * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * 
Documento de identificación (Clase y número) Firma 

CC No. 1107517636 * * * * * * * * * * * * 

Primer testigo 
Apellidos y nombres completos 

* * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * 

* *

* Documento de identificación (Clase y numero) * * * * *

* * * * * Firma * * * * * * 

Segundo testigo 
Apellidos y nombres completos 

Documento de identificación (Clase y numero) Firma 

* * * * * * * * * * * * * * * * * * * * * *7*\* * * * * * * 
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ó. NOTARIA QUINTA- PEREIRA 
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ry 

 

(IPEREIRA

rK  

NOTARÍA QUINTA DEL CÍRCULO DE PEREIRA 

NOTARIA QU\ 

z 

o 

1- 
o z 

< que se llevan en esta Notaria y que obra al TOMO *1t**tt 

F0L1009834969 es plena prueba dei. 

para DEMOSTRAR PARENTESCO 

< firma en Pereira a los 19  dias de NOV1EM 
1- 

Fernando Chica Ríos 
El Suscrito Notario Quinto del Circulo de Pereira 

1 
Que esta fotocopia es tomada ¿le, su original el cual reposa 

en los libros de Registro Civil de I)EFIJNCION 

il expedida 

neja se 
ji  de p021 

m 

m 

e 

z 
o 
-H 

o 

ESTE R FIG 1 S T R 0 CIVIL 
TIENE VALIDEZ 
1ERMANENTE 

0  ¿ VII2d - V1NIflOVJIV1ON-V1NIflbVft1VJON  
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PODERES 

CUARTO 
GRUPO FAMILIAR 
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nsideración, 

BERTO VALOYES SIERRA 
1040355387 

Correo electrónico: yuwi09@hotmail.com  

21 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D. C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHA VERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA (afectado) identificado como aparece al pie de mi 
finita y LUZ JULIANA BEDO YA GARCIA (esposa) identificada como aparece al pie de 
mi firma, quienes actúan en nombre propio y además en representación de la menor 
GREIL Y SOLANHS VALO VES BEDOYA (hija), identificada con Taij eta de Identidad No 
1.028.010.799, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente 
al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No, 10.070.054 expedida en 
Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, 
para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su teiiiiinación ACCIÓN 
DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA- SECCION TERCERA - SUBSECCION B, representado en este 
caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga 
sus veces, por violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que 
se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos 
mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John Alejandro 
Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en 
contra de la NACION— FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN 
COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

, 6 
UJZ JULIANA BEDOYA GARCIA 
C.C. 1027963635 
Correo electrónico: 
yuwi09@hotmail.com  
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Solo firma... 
Acepto, 

RRIERA AGUDELO. 

y 

22 

Solo firma en página siguiente... 
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9w8tf 

9w8th 

NOTARIO ÚNICO DEL CÍRCULO DE APARTAD6 
DIEGO ALEJANDRO GAVIRIA VELEZ 

944 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 

EL NOTARIO ÚNICO DEL CIRCULO DE APARTADÓ-ANTIOQUIA 

RECONOCIMIENTO CONTENIDO Y FIRMA 
Verificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

Que el día 2021-11-04 14:50:50 
Compareció: 
BEDOYA GARCIA LUZ JULIANA 
Quien se identifico con C.C. 1027963635 

Y manifestó que reconoce expresamente el contenido de este documento y que la firma que el aparece es la suya. En constancia firma 
nuevamente. Y autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales y datos biográficos 
contra la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Para verificar este documento ingrese a: www.notariaenlinea.com  

x _ 

FIRMA 

RECONOCIMIENTO CONTENIDO Y FIRMA 
Verificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

Que el día 2021-11-04 14:50:51 
Compareció: 
VALOYES SIERRA LUIS ALBERTO 
Quien se identifico con C.C. 1040355387 
Y manifestó que reconoce expresamente el contenido de este documento y que la firma que el aparece es la suya. En constancia firma 
nuevamente. Y autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales y datos biográficos 
contra la base d-/.atos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Para verificar este documento ingrese a: www.notariaenlinea.com  
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOIIN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHA YERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO BE 
CUNDINAMARCA. 

ALIPIO VALOYES MARTÍNEZ (padre) quien obran en nombre propio, identificado 
como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, 
amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 
10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta 
su terminación ACCION DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMPISTRATIVO DE CUNDiNAMARCA- SECCIÓN TERCERA - 

SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor 
Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia 
de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de 
reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el 
radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION— FISCALIA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

Ve5 
ALIIPIÓ VÁIOYES MARTLNEZ 
C.C. 8334153 
Correo electrónico: 
yuwi09@hotmail.com  

Solo firma en página siguiente... 
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Solo firma... 
Acepto, 

BENJA 11 I  RRERA AGUDELO. 
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9w8wz 

FIRMA 

  

u. 

NOTARIO ÚNICO DEL CÍRCULO DE APAR1 
DIEGO ALEJANDRO GAVIRIA VELEZ 

944 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 

EL NOTARIO ÚNICO DEL CIRCULO DE APARTADÓ-ANTIOQUIA 

RECONOCIMIENTO CONTENIDO Y FIRMA 
Verificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

Que el día 2021-11-04 14:52:49 
Compareció: 
VALOYES MARTINEZ ALIPIO 
Quien se identifico con C.C. 8334153 
Y manifestó que reconoce expresamente el contenido de este documento y que la firma que el aparece es la suya. En constancia firma 
nuevamente. Y autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales y datos biográficos 
contra la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Para verificar este documento ingrese a: www.notariaenlinea.com  
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHA VERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

MARL4 CONCEPCIÓN SIERRA M (madre) quien obran en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero 
poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la 
C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y 
lleve hasta su terminación ACCION DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - 

SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor 
Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia 
de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de 
reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el 
radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION— FISCALIA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

Yc- a ¿0flepLío 

MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA MORA 
C.C. 39405806 
Correo electrónico: 
yuwi09@hotmail.com  

Solo firma en página siguiente... 
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Solo firma... 
Acepto, 
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4) C 1  

FIRMA 

NOTARIO UNICO DEL CIRCULO DÉ,APART) 
DIEGO ALEJANDRO GAVIRIA VELEZ 

II 

944 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 

EL NOTARIO ÚNICO DEL CIRCULO DE APARTADÓ-ANTIOQUIA 

RECONOCIMIENTO CONTENIDO Y FIRMA 
Verificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

Que el día 2021-11-04 14:53:24 
Compareció: 
SIERRA MO;!TERROSA  MARIA CONCEPCION 
Quien se identifico con C.C. 39405806 9w8y6 

Y manifestó que reconoce expresamente el contenido de este documento y que la firma que el aparece es la suya. En constancia firma 
nuevamente. Y autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales y datos biográficos 
contra la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Para verificar este documento ingrese a: www.notariaenlinea.com  
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D. C. 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANI'ES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHA VERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

JOSÉ ANTONIO VALOYES SIERRA (hermano) quien obran en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero 
poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la 
C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y 
lleve hasta su terminación ACCION DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - 

SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor 
Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia 
de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de 
reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el 
radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACIÓN— FISCALIA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

\((s t 
JOSÉ  ANTONiO VALOYES SIERRA 
C.C. 1040362202 
Correo electrónico: 
yuwi09@hotmai1.com  

Solo firma en página siguiente... 
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Solo firma... 
Acepto, 

BENJ TI 1 RRERA AGUDELO. 
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NOTARIO ÚNICO DEL CÍRCULO DE APARTADÓ 
DIEGO ALEJANDRO GAVIRIA VELEZ 

1o/ /([ 

5532 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 

EL NOTARIO ÚNICO DEL CIRCULO DE APARTADÓ-ANTIOQUlA 

PODER ESPECIAL 
Verificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

Que el día 2021-11-08 09:40:45 
Compareció: 
VALOYES SIERRA JOSE ANTONIO 
Quien se identifico con C.C. 1040362202 
Y manifestó .jue reconoce expresamente el contenido de este documento y que la firma que el aparece es la suya. 
En constancia firma nuevamente. Y autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser verificada su identidad 
cotejando sus huellas digitales y datos biográficos contra la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil. Para verificar este documento ingrese a: www.notariaenlinea.com  

9xi12 
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GALLEGO 

NOTARIO 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

ÁNGEL ENRIQUE VALOYES SIERRA (hermano) quien obran en nombre propio, 
identificado como aparece al pie de mi fiina, con todo respeto manifiesto que confiero 
poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la 
C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y 
lleve hasta su teijajinación ACCION DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - 

SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor 
Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia 
de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de 
reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el 
radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION— FISCALILA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

ANG1L ENRIQUE VALOYES SIERRA 
C.C. 1028010148 
Correo electrónico: 
yuwi09@hotmail.com  

Solo firma en página siguiente... 
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30 

Solo firma... 
Acepto, 

PRESENTACIÓN PERSONAL 

. ., . 

 
Verificación Biernilitrica Dec reto-Ley 019 de 2012 

El anterior escrito dirigido a CONSEJEROS SALA 
PLENA HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
ha si presentado por: 

\JALOYES SIERRA ANGEL ENRIQUE 
quien exhibio la C.C. 1028010148 

Y declaro que la firma que aparece en el presente memorial es 
la suya. autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser 
verificada su identidad, cotejando sus huellas digitales y datos 
biográficos contra la base de datos de la Registraduría Nacional 
del Estado Civil. Ingrese a zww.notariaerilinéa.com  para 
verificar este documento. ACCION DE TUTELA 

Medellín, 2021-11-12 09:21:17 

- 

Cod. 9zztp 

5035-eef2c86a 

ERACLIO ARENAS GALLEGO 
NOTARIO 28 DEL CIRCULO DE MEDEL 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

31 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHA VERBA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CUNDINAMARCA. 

LUZ DARY VALO VES SIERRA (hermana) quien obran en nombre propio, identificado 
corno aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, 
amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 
10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta 
su terminación ACCION DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA 
SIJBSECCLÓN B, representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor 
Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia 
de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de 
reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el 
radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION— FISCALIA 
GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL 
PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

LUZ DARY VALOYES SIERRA 
C.C. 39427607 
Correo electrónico: 
yuwi09@hotmail.com  

Solo firma en página siguiente... 
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Solo firma... 
Acepto, 

32 
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\[OYC 
FIRMA 

  

 

NOTARIO ÚNICO DEL CÍRCULO DE AP4TAD 
DIEGO ALEJANDRO GAVIRIA VELEZ yr.nio ÚNICO 

PARTAiÓ 1 
bQUIA / 

944 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 

EL NOTARIO ÚNICO DEL CIRCULO DE APARTADÓ-ANTIOQUIA 

RECONOCIMIENTO CONTENIDO Y FIRMA 
Verificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

Que el día 2021-11-10 14:04:26 
Compareció: 
VALOYES SIERRA LUZ DARY 
Quien se identifico con C.C. 39427607 9zlOg 
Y manifestó que reconoce expresamente el contenido de este documento y que la firma que el aparece es la suya. En constancia Firma 
nuevamente. Y autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales y datos biográficos 
contra la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Para verificar este documento ingrese a: www.notariaeniinea.com  
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA, ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: 
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

RODRIGO DE JESÚS VALOVES SIERRA (hermano) quien obran en nombre 
propio, identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto 
manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín 
Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, 
abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la judicatura, 
para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su 
terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, 
representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor 
Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse 
la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno 
(2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John Alejandro 
Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-01, 
tramitado en contra de la NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN 
COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente 
mandato. 

Con toda consideración, 

RODRIGO DEJESÚS  VALOYES SIERRA 
C.C. 71.252.862 
Correo electrónico: yuwi09@hotmaiI.com  

33 
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Solo firma... 
Acepto 

BENJA HERRERA AGUDELO. 

34' 

Solo firma en página siguiente... 
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947 REPÚBLICA DE COLOMBIA 
SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 

EL NOTARIO ÚNICO DEL CIRCULO DE APARTADÓ-ANTIOQUIA 

PRESENTACIÓN PERSONAL 
Verificación Biométrica Decreto-Ley 019 de 2012 

Este documento dirigido a 
Fue presentado personalmente el día 2021-11-04 16:20:50 

Por VALOYES SIERRA RODRIGO DE JESUS 
Quien se identifico con C.C.71252862 9wdh4 
Y manifestó que reconoce expresamente el contenido del mismo y que la firma que en él aparece es la suya. En 
constancia firma nuevamente.Y autorizó el tratamiento de sus datos personales al ser verificada su identidad 
cotejando sus huellas digitales y datos biográficos contra la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil. Para verificar este documento ingrese a: www.notariaenlinea.com  

NOTARIO ÚNICO DEL CÍRCULO DE APARTADÓ 
DIEGO ALEJANDRO GAVIRIA VELEZ 
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PODERES 

QUINTO 
GRUPO FAMILIAR 
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Con toda consider 

DAVI i UIRRE RIAÑO 
C.C. 1.057.782.655 
Correo electrónico: VL 

AD)ffANA MARÍA V 
C.c. 24.729.889 
Correo electrónico: cor]tadora 

SOUEZ RIAÑO 

Solo firma en página siguiente... 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA, ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: 
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Juan David Aguirre Riaño (afectado), quien obra en su propio nombre, identificado 
como aparece al pie de mi firma, Adriana María Velásquez Riaño (tía materna J, 
quien obra en su propio nombre, identificado como aparece al pie de mi firma, con 
todo respeto manifiesto que. confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. 
Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en 
Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la % -44 
Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su 
terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, 
representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin 
Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos 
fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la 
sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), 
en proceso de reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez 
Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en 
contra de la NACIÓN— FISCALÍAGENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA 
- RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 
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Solo firma... 
Acepto, 

1 / 

BENJAMI HERRERA AGUDELO. 

TA 
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9 \ 

JORGE ELIECER SABAS BEDOYA . 

Notario Tercero (3) del Círculo de Pereira, Departamento de Risaralda 

r7me41vd7zgp 
27/10/2021 - 16:48:55 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

En la ciudad de Pereira, Departamento de Risaralda, República de Colombia, el veintisiete (27) de octubre de 
dos mil veintiuno (2021), en la Notaría Tercera (3) de¡ Círculo de Pereira, compareció: ADRIANA MARIA 
VELASQUEZ RIAÑO, identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 24729889 y  declaró que la firma que aparece 
en el presente documento es suya y el contenido es cierto. 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 de¡ Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 
biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. 

Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 
Civil. 

Consulte este documento en www.notoriosegura.com.co  
Número Único de Transacción: r7me41vd7zgp 
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DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

6965913 

n la ciudad de Pereira, Departamento de Rísaralda, República de Colombia, el doce (12) de noviembre de dos 
mil veintiuno (2021), en la Notaría Tercera (3) del Círculo de Pereira, compareció: JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, 
identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1057782655 y  declaró que la firma que aparece en el presente 
documento es suya y el contenido es cierto. 

r7me4q60dzgp 
12/11/2021 - 1051:45 

- Firma 3L 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 
biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Acorde a la autorización del usuario, sé dio tratar 
personales Vías políticas de seguridad de la información  
Civil. 

lento  legal relacionado con la protección de sus datos 
:ión establecidas por la Registraduría Nacional leí Estado 

Notario Tercero (3) del Círculo de Pereira, Departamento de Risaralda 

Consulte este documento en www.notariasegura.com.co  
Número Único de Transacción: r7me4q60dzgp 
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Honorables 

CONSEJEROS 

SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 

Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN, DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 

ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Karent Patricia Casallas Raño (hermana), quien obra en su propio nombre, ideñtificado 

como aparece al pie de ml firma, Myriam Fanny Riaño (madre), quien obra en su propio 

nombre, identificado como aparece al pie de mi firma, Luz Estela Riaño (tía materna), 

quien obra en su propio nombre, identificado como aparece al pie de mi firma con todo 
respeto manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín 

Herrera Agudelo, identifirado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado 

con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en 

nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE 

TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-

SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable 

Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por 

violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se 

incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos 

mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John 

Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-01, 

traHtado en contra de la NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN 

COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queca facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir 
el poder, y todas las demás facultades inherentçs al presente mandato. 

Con toda consideración, 

KAR N ''Rl 1 ASALLASRIAÑO 
C.C. 1057786438 

Correo electrónico: karentco 

/ 
Ji rnf 

1AM FNNIAÑO 
C.C. 24728552 

Correo electrónico: judi: 

1 
LUZ ESTELA RIAÑO 

C.C. 24727720 

Correo electrónico. 

aiLcon 

92
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Solo firma... 
Acepto, 

BENJAMI HERRERA AGLfDELO. 

2 

Solo firma en página siguiente... 
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6676183 

ENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 

Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

anzanares, Departamento de Caldas, República de Colombia, el veintiocho (28) de octubre-de 
(2021), en la Notaría Única del Círculo de Manzanares, compareció: KARENT PATRICIA 

identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1057786438 y  declaró que la firma que aparece 

te documento es suya y el contenido es cierto. - 

pkz99rgn6zqn 

28/10/2021 - 15:35:24 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 

biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 

Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 

personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 

Civil. 
Este folio se vincula al documento de PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE signado por el compareciente, en 

el que aparecen como partes KARENT PATRICIA CASALLAS RIAÑO, sobre: PODER OTORGADO POR KARENT 

PATRICIA CASALLAS RIAÑO AL DOCTOR BENJAMIN HERRERA AGUDELO.. 

CARLOS.HECTOR MOSQUERA CASTILLO 

Notario Único del Círculo de Manzanares, Departamento de Ca .as 

Consulte este documento en www.notariosegura.com.co  

Número Único de Transacción: pkz99rgn6zqn 
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6675430 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

En la ciudad de Manzanares, Departamento de Caldas, República de Colombia, el veintiocho (28) de octubre de 
dos mil veintiuno (2021), en la Notaría Única del Círculo de Manzanares, compareció: MYRIAM FANNY RIAÑO, 

identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 24728552 y  declaró que la firma que aparece en el presente 

documento es suya y el contenido es cierto. 

v5z5nr0622n1 
28/10/2021 - 15:21:54 

Firma autógrafa 

LUZ ESTELA RIAÑO, identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 24727720 y  declaró que la firma que aparece 

en el presente documento es suya y el contenido es cierto. 

v5z5nr062zn1 
28/10/2021 - 15:24:25 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, los comparecientes fueron identificados mediante cotejo 

biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Acorde a Ea autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 

Civil. 
Este folio se vincula al documento de PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE signado por el compareciente, en 

el que aparecen como partes MYRIAM FANNY RIAÑO - LUZ ESTELA RIAÑO, sobre.: .DER OTORGADO POR 

MYRIAM FANNY RIAÑO - LUZ ESTELA RIAÑO. 

CARLOS.HECTOR MOSQUERA CASTILLO 

Notario Único del Círculo de Manzanares, Departamento de Caldas 

Consulte este documento en www.notariasegura.com.co  
Número Único de Transacción: v5z5nr062zn1 

Acta 1 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. 
ACCIONADO: H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CUNDINAMARCA. 

AnIly Camila Casallas Riaño(hermana), quien obra en su propio nombre, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto 
que confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera 
Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, 
abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la 
Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta 
su terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN 
B, representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor 
Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los 
derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, 
al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos 
mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son 
John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 
110013343063201800137-01, tramitado en contra de la NACION—
FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA 
JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el póder, y todas las demás facultades inherentes al presente 
mandato. 

Con toda consideración, 

ANLLY CAMILA ÇSALLAS RIAÑO 
C.C. 
Correo 
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EN AMI HERRERA AGUDELO. 

2 

Solo firma en página siguiente... 
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DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y Decreto 1069 de 2015 El 

6676646 

En la ciudad de Manzanares, Departamento de Caldas, República de Colombia, el veintiocho (28) de octubre de 
dos mil veintiuno (2021), en la Notaría Única del Círculo de Manzanares, compareció: ANLLY CAMILA CASALLAS 
RIAÑO, identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1020825539 y  declaró que la firma que aparece en el 

presente documento es suya y el contenido es cierto. 

23z70yqg11x9 
28/10/2021 - 15:43:13 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 
biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y biométrica de la base de datos de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 
Civil. 
Este folio se vincula al documento de PODER ESPECIAL, AMPLIO Y SUFICIENTE signado por el compareciente, en 
el que aparecen como partes ANLLY CAMILA CASALLAS RIAÑO, sobre: PODER OTORGADO POR ANLLYcÇMILA 
CASALLAS RIAÑO AL DOCTOR BENJAMIN HERRERA AGUDELO. 

CARLOS. HECTOR MOSQUERA CASTILLO 

Notario Único del Círculo de Manzanares, Departamento de Caldas 

Consulte este documento en www.notaríasegura.com.co  
Número Único de Transacción: 23z70yqg1Ix9 

Acta 1 
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Honorables  
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Frandy Aned Aguirre Giraldo (tía paterna), quien obra en su propio nombre, 
identificado como aparece al pie de mi firma, María Alicia Giraldo (abuela paterna), 
quien obra en su propio nombre, identificado como aparece al pie de mi firma, Abel 

Antonio Aguirre Gómez (abuelo paterno), quien obra en su propio nombre, 
identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero 
poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la 
C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie 
y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, 
representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez 
Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos fundamentales de la 
totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda 
instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación 
directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 
110013343063201800137-ol, tramitado en contra de la NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE 
NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

FRANDY ANED AGUIRRE GIRALDO 
C.C. 24.730.054 

Correo electrónico: frandy1971hotmaiI.com  

í í' iJd 
MARIA ALICIA GIRALDO 
C.C. 24.726.011 
Correo electrónico: judar1a22 hotmaiLcom 

ABEL ANTONIO AGUIRRE GOMEZ 
C.C. 1.301.690 

Correo electrónico: judaria22@hotrnail.com  

Solo firma en página siguiente... 
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rma. 

BENJAMÍN RRERA AGUDELO. 
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0968 - 

NOTARÍA ÚNICA 
Del Circulo Caldas  - o ae Manzanaresnares aas 

libertod y Orden 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 

El— pare 

,4echa 

NO SE REA 

El sistem 

ente, 

27/10/2021 17:23 

IZA :.,M Ti, POR: 

CARLOS HECTOR 
---...------ Notario Ú 

0968 

NOTARÍA ÚNICA 
Del Círculo de Manzanares Caldas 

iibeflcid y Orden 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 

Presente ante el Notario Único del Círculo de Manzanares Cds: 

FRANDY ANED AGUIRRE GIRALDO---- 

quien se identificó con la C.C. N° 24730054--- 
Expedida MANZANARES CALDAS--- declaró que 

la firma y huella que aparecen en el presente documento son 

suyas y que acepta el contenido del mismo. 

rto 

Presente ante el Notario Único del Círculo de Manzanares Cds: 

ABEL ANTONIO AGUIRRE GOMEZ---- 
quien se identificó con la C.C. N° 1301690--- 
Expedida MANZANARES CALDAS--- declaró que 

la firma y huella que aparecen en el presente documento son 

suyas y que acepte el contenido del mismo. XiOic C— 

El Compar.  

Fech 2 

NE 
1 sistema n 

El Comparecie 

Fecha 
REALIZA BIOMETRI »---,R: ndice Derecho 

sistema ne .0 

27 1012021 17:22 

NO 

/10/2021 17:24 

BIOtE - dice a erecho 

CARLOS HECTOR 
Notario On 

GA 

U -QIERACAS1U 
, y 

del Circu1 r  

CARLOS HECTOR M 

Notario Ún. 

MOS 
fO-rA

R 

0968 AF N 

NOTARÍA ÚNICA 
Del Círculo de Manzanares Caldas 

libertad y Orden 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 
Presente ante el Notario Único del Círculo de Manzanares Cds: 

MARIA ALICIA GIRALDO DE AGUIRRE---- 

quien se identificó con la C.C. N° 24726011--- 
Expedida MANZANARES CALDAS--- declaró que 
le firma y huella que aparecen en el presente documento son 

suyas y que acepta el contenido del mismo. 
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Sol 
Ac 

BENJA ERRERA AGUDELO. 

Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: 
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

Estefanía Casallas Riaño(hermana), quien obra en su propio nombre, identificado 
como aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder 
especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la 
C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida 
por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y 
representación inicie y lleve hasta su terminación ACCION DE TUTELA en contra 
del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCION 
TERCERA - SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable 
Magistrado Ponente Doctor Frankn Pérez Z--amargo, o quien haga sus veces, por 
violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se 
incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de 
dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John 
Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-
01, tramitado en contra de la NACION— FISCALIA GENERAL DE NACION y 
NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

 

 

 

 

 

 

 

ESW A5R1AÑO 

Correo electrónico: Estefania.casallas@gmail.com  

Solo firma en página siguiente... 
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jr 

Firma autógrafa 
dr7.p76rq1z1w 

12/11/2021 - 16:39:55 

L1 

DILIGENCIA DE PRESENTACIÓN PERSONAL 
Artículo 2.2.61.24j del Decreto 1069 de 2015 

6983782 

En la ciudad de Bogotá Dr., República de Columbia, el doce (121 de 
noviembre de don mil veintiuno (2021), en la Notaria Diecisiete (17) del 
Circulo de Bogotá OC., compareció: ESTEFANIA CASALFAS alANO, 
identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1057785620 y  manifestó 
que la firma que aquí aparece es suya y acepta el contenido como cierto. 

Conforme al Articulo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente 
fue identificado mediante cotejo biométrico en lleca de su huella dactilar 
con la información biogrófica y biomdtrt ?" unce datos de la 1 
Regiscraduría Racional del Estado Civil. 

JIMMY 
Notario Diecisie 
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PODERES 

SEXTO  
GRUPO FAMILIAR 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Robinson Antonio Barrera López (afectado), quien obra en su propio nombre, Felix 
Arley Barrera López (hermano), quien obra en su propio nombre, identificado como 
aparece al pie de mi firma, Alex Camilo Barrera López (hermano), quien obra en su 
propio nombre, identificado como aparece al pie de mi firma, con todo respeto 
manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera 
Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. 
No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro 
nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA en 
contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN 
TERCERA SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable Magistrado 
Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los 
derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al 
proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno 
(2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John Alejandro Gómez 
Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-01, tramitado en contra de la 
NACIÓN FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA RAMA JUDICIAL 
DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

RO N 1 BARRA LÓPEZ 
C. . 10 19e2s; 969 de ere:cJ- 
Correoelectrónfco: ,')05 /o fi10 /. Co/-7 
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1-7 

2 

M GoNzÁLEz 
TANCURTH 

FÉLIX ARLEY BARRERA LÓPEZ 
C.C. - iC\ 
Correo electrónico: •\ 

\ r-j 

ALEX CAMILO BARRERA LÓPEZ 

C.C. 7o37Z6o 
Correo electrónico: C o ' 73 cJç\ o\ 

Solo firma en página siguiente 
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M GONZALEZ 
TAti 

:Ácepto, 

BENJAMÍ ERRERA AGUDELO. 

ólo firma... 

3 
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6863793 

3w14514pgz6q 
08/11/2021 - 14:57:54 

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 

Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2Ü15 

En la ciudad de Pereira, Departamento de Risaralda, República de Colombia, el ocho (8) de noviembre de dos mil 
veintiuno (2021), en la Notaria Sexta del Circulo de Pereira, compareció: FELIX ARLEY BARRERA LOPEZ, 

identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1088278719 y  declaro que la firma que aparece en el presente 

:documento es suya y el contenido es cierto. 

- - - Firma autógrafa 

ÁNTONIO BARRERA LOPEZ, identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1088251968 y  declaró que 

3w14514pgz6q 
08/11/2021- 14:56:21 

a que aparece eh el presente documento es suya y el contenido es cierto. 

3w14514pgz6q 
08/11/2021 - 14:57:04 

Firma autógrafa 

ALEX CAMILO BARRERA LOPEZ, identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 1088312620 y  declaró que la 

firma que aparece en el presente documento es suya y el contenido es cierto. 

RYYey 

Firma autógrafa 

Conforme al Articulo 18 de¡ Decreto - Ley 019 de 2012, los comparecientes fueron identificados mediante cotejo 

biometrico en linea de su huella dactilar con la información biográfica y biometrica de la b'ase de datos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus 'datos 
personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por la Registraduría Nacional del Estado 

Civil. 
Este folio se vincula al documento de ACCIÓN DE TUTELA signado por el compareciente. 

Acta 1 
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ç r.cr. 

DILIGENCIA DE "COÑOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 
Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y  Decreto 1069 de 2015 

6863793 

ILL!AM GONZALEZ BETANCURTH 

Notario Sexto sl Círculo de Pereira, Departamento de Risaralda 

- Consulte este documento en www.notariasegura.com.co  

Número Único de Transacción: 3w14514pgz6q 

Li 
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Honorables 

CONSEJEROS 

SALA PLENA 

HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 

Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

Robinson Antonio Barrera López (afectado), quien obra en su propio nombre y en 
representación del menor Ángel Mateo Barrera Ortiz (hijo) identificado corno aparece 

al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, amplio y 

suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 

expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de 
la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su 

terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, 

representado en este caso por el Honorable Magistrdo Ponente Doctor Franklin Pérez 

Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos fundamentales de la 

totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda 

instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación 

directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 

110013343063201800137-ol, tramitado en contra de la NACIÓN— FISCALÍA GENERAL DE 

NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 

poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

 

 

 

ROBINSON ;Tó U5ARRERA LÓPEZ 

C.C. t,61 z5T9  
Correo electrónico., , 6 

 

ofc,t;!. coi' 

Solo firma en página siguiente... 

110
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Solo firma... 
Acepto, 

BENJAMIN RRERA AGUDE] 
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nail 

poder tutela 
1 mensaje 

robinson barrera lópez <nosnibor_7l6@hotmail.com> 
Para: "digitadorasobhgmaiI.com" <digitadorasobhgmail.com> 

141 tutela robinsori.pdf 
' 532K 

Digitadoras OBH <digitadorasobhgmaiI.com> 

26 de noviembre de 2021, 11:53 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref. ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: 
H. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

LICETH ORTIZ BARRENECH E, (compañera permanente) identificado como aparece 
al pie de mi firma, quien actua en su propio nombre y en representación del menor 
ANGEL MATEO BARRERA ORTIZ, (hjo) con todo respeto manifiesto que confiero 
poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado 
con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 
expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y 
representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra 
del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN 
TERCERA - SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable 
Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por 
violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se 
incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de 
dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John 
Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-
01, tramitado en contra de la NACIÓN— FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y 
NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, 
reasumir el poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

c-k- 
LICETH ORTIZ BARRENECHE 
C.C. o5qO 
Correo electrónico: 

COcv 

Solo firma en página siguiente... 
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Solo firma.. 
Ac 

ERA AGUDELO. 

Notaría Quinta j; 
-

II 

15 

NOTARIA QUINTA DEL CIRCULO DE PEREIRA 
DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO 

Autenticación Riométrica Decreto-Ley 019 de 2,012 

Notaría Quinta PEREIRA, 2021711-09 13:30:03 Documento: 9ye42 
Ante ›  UILÁ ANDREA CASTAÑO LONDOÑO NOTARIA (E 5 DEL 
CIRCULO DE PEREIRA compareció: 
ORTIZ BARRENECHE LICETH 
Identificado con C.C. 1006381906 
Quien declaró que las firmas de este documento son >suyas, el 
contenido del mismo es cierto y autorizó el tratamiento de sus datos 
personales al ser verificada su identidad cotejando sus huellas digitales 
y datos biograficos contra la base de datos de la Registraduria Nacional 
del Estado Civil. Ingrese a wvw,notariaenlinea.com  para verificar este 
documento. 

El 
JOHANA OSORIO 

ra parecien 
PAULAANDREA CASTAÑO LaN DOÑO 

NOTARIA(E)5 DEL CIRCULO DE PEREIRA 

CIRCULO DEPEREIRA 

ULAAN-GASTANO L 
NOTARIA(E) 
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- oDEANr,
,
-. 

(>NIC  

11 NOVZOZ1 
4,  

OSCAR ORREGO CARVAJAL) 
Notario / 

Honorables 

CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Robinson Antonio Barrera Quirama (Padre), quien obra en su propio nombre y como 

heredero legítimo de Josabel Quirama Grajales (madre - fallecida), identificado como 

aparece al pie de mi firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder especial, 

amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 

10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo 

Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve 
hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorabnte Doctor Franklin 
Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos fundamentales 

de la totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferirse la sentencia de segunda 

instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación 

directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 
110013343063201800137-ol, tramitado en contra de la NACIÓN FISCALÍA GENERAL DE 
NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración, 

ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA 

Correo electrónico: 

Solo firma en página siguiente 
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Solo firma 
Ace.to, 

BENi IN HERRERA AGUDELO. 

2 

116
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



DJNCIA DE RECONOCIMIENTO DE FIRMA Y CONTENIDO DE DOCUMENTO PRIVADO 

Artículo 68 Decreto Ley 960 de 1970 y Decreto 1069 de 2015 

Pj / 6945928 

riad de Vegachí, Departamento de Antioquia, República de Colombia,, el once (11) de noviembre de dos 

mil veintiuno (2021), en la Notarla única del Circulo de Vegachí, compareció: ROBINSON ANTONIO BARRERA 

QUIRAMA, identificado con Cédula de Ciudadanía / NUIP 71613887 y  declaró que la firma que aparece en el 

presente documento es suya y el contenido es cierto. 

Firma autógrafa 

Conforme al Artículo 18 del Decreto - Ley 019 de 2012, el compareciente fue identificado mediante cotejo 

biométrico en línea de su huella dactilar con la información biográfica y bi9métrica de la base de datos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 

Acorde a la autorización del usuario, se dio tratamiento legal relacionado con la protección de sus datos 

personales y las políticas de seguridad de la información establecidas por laRegistraduría Nacional del Estado 

Civil. 

Este folio se vincula al documento de PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE / DOCTOR BENJAMIN HERRERA 

AGUDELO APODERADO signado por el compareciente, en el que aparecen tomo partes ROBINSON ANTONIO 

BARRERA QUIRAMA, sobre: ACCION DE TUTELA COTRA EL HONORABLE -TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA. 

4qmwe287dmg6 
11/11/2021 - 14:07:45 

OSCAR DE JESÚS RREO cARVJA 

Notario Único del Círculo de Vegachí, Departament 

Çnsu4e este documento en www.notarlasegur 
Numero Unico de Transqccjón 4qmwe87d 

Acta 1 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Marleny de Jesús López Galeano (madre), quien obra en su propio nombre, con todo 
respeto manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín 
Herrera Agudelo, identificado con la C.C. No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado 
con T.P. No. 16.250 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en 
nuestro nombre y representación inicie y lleve hasta su terminación ACCIÓN DE 
TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA-
SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN B, representado en este caso por el Honorable 
Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez Camargo, o quien haga sus veces, por 
violación de los derechos fundamentales de la totalidad de los actores, en que se 
incurriera, al proferirse la sentencia de segunda instancia, el siete (07) de mayo de dos 
mil veintiuno (2021), en proceso de reparación directa cuyos actores son John 
Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 110013343063201800137-01, 

tramitado en contra de la NACIÓN FISCALÍA GENERAL DE NACIÓN y NACIÓN 
COLOMBIANA RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Con toda consideración. 

,k,M4,) h-n, 
1y op2.Ç 

MARLENY DE JESÚS LÓPEZ GALEANO 
C.C. 
Correo electrónico: 

Solo firma en página siguiente 
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EGU  zq 
r 

y 

Solo firma 
Ace 'to, 

Verifique los datos ingresando a 
'wwnotariaenlinea.com 

DEPEREIRA- 9vqgb  

DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO
lil lán  [ 

Ante mi, FRANCISCO JAVIER CEDEÑO 
ROJAS NOTARIO 2 DEL CIRCULO DE 
PEREIRA Compareció: 

LOPEZ GALEANO MARLENY DE JESUS 

quien exhibió: C.C. 32554631 

y declaró que la flíírna:que aparecen en el IdIfi 
presente documento Olí:  suya y que el 
contenido del mismo-e_  lerto. 298-8e28564c 

PEREIRA 2021-11-10 09:20:25 

F 1OQ—( 4 
FRAN1SCO J.4ER CEDEÑO ROJAS 

NOTARIO 2 DEL CIRCULO DE PEREIRA 

bt P 1  IN HERRERA AGUD O 
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Honorables 
CONSEJEROS 
SALA PLENA 
HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 
Bogotá, D.C. 

Ref: ACCIÓN DE TUTELA. ACCIONANTES: JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. ACCIONADO: H. 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

ROSA STEFANÍA BARRERA LÓPEZ (hermana) quien obran en nombre propio, identificado 
como aparece al pie de mí firma, con todo respeto manifiesto que confiero poder 
especial, amplio y suficiente al Dr. Benjamín Herrera Agudelo, identificado con la C.C. 
No. 10.070.054 expedida en Pereira, abogado con T.P. No. 16.250 expedida porel Consejo 
Superior de la Judicatura, para que en nuestro nombre y representación inicie y lleve 
hasta su terminación ACCIÓN DE TUTELA en contra del Honorable TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA- SECCIÓN TERCERA - SUBSEÇCIÓN B, 
representado en este caso por el Honorable Magistrado Ponente Doctor Franklin Pérez 
Camargo, o quien haga sus veces, por violación de los derechos fundamentales de la 
totalidad de los actores, en que se incurriera, al proferírse la sentencia de segunda 
instancia, el siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021), en proceso de reparación 
directa cuyos actores son John Alejandro Gómez Chaverra y otros, bajo el radicado: 
110013343063201800137-ol, tramitado en contra de la NACIÓN— FISCALÍA GENERAL DE 
NACIÓN y NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. 

Nuestro apoderado queda facultado para recibir, transigir, desistir, sustituir, reasumir el 
poder, y todas las demás facultades inherentes al presente mandato. 

Finalmente me permito indicar, que el presente poder es conferido por mensaje de datos, desde mi 
correo personal tefa316hotmai1.corn, el cual es remitido al correo institucional de mi 
apoderado digjtadorasobh(egmaiLcom, en los términos del Artículo 50  del Decreto 806 de 2020 
expedido por el Gobierno Nacional y la ley 2080 del 2021. 

Con toda consideración, 

7L1r& &  . 

ROSA STEFANÍA BARRERA LÓPEZ 
C.C. 1.088302.318 
Correo electrónico: tefa316@hotmail.com  

Solo firma en página siguiente... 
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Digitadoras OBH <digitadorasobhgmaiI.com> 

OTORGAMIENTO DE PODER 
1 mensaje 

Stefania Barrera <tefa316@hotmaiI.com> 16 de noviembre de 2021, 15:21 
Para: Digitadoras OBH <digitadorasobhgmaiI.com> 

PODER ACCIO1N CONSTITUCIONAL .pdf 
973K 
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Demanda de 
reparación directa 
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ORGANIZACIØN 
BENTAMIN 

Ji HERIRERA 
BUFETE DE ABOGADOS 

Señor 

JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO -reparto- 
Bogotá, D.C. 

REF.: PROCESO DE REPARACIÓN DIRECTA contra la 
NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA GENERAL DE 
LA NACIÓN y la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA 

JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. ACTORES: JOHN 

ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y otros. 

BENJAMÍN HERRERA AGUDELO identificado con cédula 10.070.054 
expedida en Pereira, abogado con T.P. No 16.250 expedida por el Consejo Superior 
de la Judicatura, obrando como de conformidad con los poderes otorgados por los 
siguientes grupos familiares: 

Primer grupo: 

JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA (privado de la libertad) y DIVA 
VANESSA OSPINA TRIVIÑO (esposa), quienes obran en sus propios nombres y 
además en representación de la menor MARIA JOSÉ GÓMEZ OSPINA (hija); así 
mismo, JOHN JAIRO GÓMEZ POSADA (padre), MARÍA ELENA CHAVERRA 
RICO (madre) y SARA GÓMEZ CHAVERRA (hermana), formulo DEMANDA DE 
REPARACIÓN DIRECTA en contra de la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, representada por el Señor FISCAL GENERAL DE LA 
NACIÓN y la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER 
PÚBLICO, representada por el Señor DIRECTOR EJECUTIVO DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, por la responsabilidad administrativa y solidaria que 
les cupiere en la privación injusta de la libertad de la que fuera sujeto pasivo el 
primero de los nombrados, desde el 11 de febrero de 2011 hasta el 21 de enero de 
2012, encontrándose sub lúdice hasta cuando fuera proferida la sentencia 
absolutoria, el 09 de diciembre de 2016 por el Honorable Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bogotá, D.C. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolívar 
Teléfonos: (6) 333 7734 1334 8654 Telefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 

10TA: Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

rww.obhcolombia.com Err. junidico@obhçolombia,com digftadorasobh@gmail.com  obh,notificaciones©gmailcom 
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2 

Ji ORGANIZACIÇflN' 

Mi BENJAMIN 
HERRERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

CAPITULO 1. DECLARACIONES Y CONDENAS 

Declárese a la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN y a la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL 
DEL PODER PÚBLICO, ADMINISTRATIVA y SOLIDARIAMENTE responsables 
por los daños y perjuicios ocasionados a la totalidad de los demandantes, por la 
privación injusta de la libertad de que fuera sujeto pasivo el señor JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA y por la prolongada e injusta sindicación, hasta 
cuando fuera proferida sentencia absolutoria el 09 de diciembre de 2016. 

Como consecuencia de la. anterior declaración, háganse 
las siguientes o similares condenas: 

1°. POR PERJUICIOS MORALES. De 
conformidad con lo estipulado en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y en 
consonancia con los últimos pronunciamientos del Honorable Consejo de Estado, se 
suplica por este rubro para cada uno de los demandantes las siguientes 
indemnizaciones: 
1. Para JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA (privado de la libertad), 

CIENTO CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, 
los que hoy cuestan $117.186.300.00. 

2. Para DIVA VANESSA OSPINA TRIVIÑO (esposa), CIENTO CINCUENTA 
(150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117.186.300.00. 

3. Para MARÍA JOSÉ GÓMEZ OSPINA (hija), CIENTO CINCUENTA (150) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117.186. 300.00. 

4. Para JOHN JAIRO GÓMEZ POSADA (padre), CIENTO CINCUENTA (150) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117. 186.300.00. 

5. Para MARÍA ELENA CHAVERRA RICO (madre), CIENTO CINCUENTA 
(150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117. 186. 300.00. 

6. Para SARA GÓMEZ CHAVERRA (hermana), SETENTA Y CINCO (75) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$65.343.1 50.00. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio sanco Popular Plaza de Bolívar 
Teléfonos: (6) 333 7734/334 8654 Telefax: 335 395 
Sucursal Calle 20 No 6-30 oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - SI Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

www.obhcolombia.com Er':  junidico@obhçolombia.com  digitadorasobhgmail,com obh.notiflcaciones@grnail.com  Pd 
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ORGANIZACIØN 

1 BENTAMIN 
HERRERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

3 

Se suplica como indemnización por encima de los 

patrones convencionales, las sumas atrás enlistadas, por tratarse de un funcionario 

público, quien además de la privación injusta de la libertad, soportó la prolongada e 

injusta sindicación durante varios años, con la zozobra de una posible condena, 

resultando aplicable en criterio de este apoderado, el antecedente jurisprudencia¡ que 

se cita a continuación': 

"Ahora bien, la Sala encuentra que para el momento en que fue 
privado de su libertad el señor Alberto Júbir Hasbum contaba con 
53 años de edad, se hallaba en plena etapa productiva de su vida, 
tenfa una familia constituida por su compañera permanente y seis 
lujos. En razón de la medida restrictiva que le fue impuesta -más de 
42 meses en la cárcel-, no le fue posible compartir durante ese 
tiempo con su núcleo familiar y sus seres queridos, ni ver el 
desarrollo y crecimiento de sus hijos, ni mucho menos desarrollar las 
actividades productivas y de esparcimiento que solfa realizar. 
Agréguese a lo anterior que el señor Júbíz Hasbum fue recluido en 
tres centros de detención diferentes en la dudad de Bogotá (DAS, 
DIJIN y La Picota), lejos de la dudad de su residenda, Barranquilla. 

Además de todo lo anterior, la referida víctima directa sufrió una 
afectación grave a su dinidady a sus derechos al buen nombre ya 
la honra debido al masivo despliegue de las Ignominiosas y 
deshonrosas acusaciones por los diferentes medios de comunicación 
sobre su presunta responsabilidad en el homicidio del candidato 
presidencial Luís Carlos Galán Sarmientc/, lo cual provocó el odio, 
el desprecio público y el rechazo de la ciudadanía en general en su 
contra, circunstancias que permiten inferir, para el caso concreto, 
una mayor afectación moral, pues es de público conocimiento la 
profunda conmoción e indignación que causó -y sigue causando- en 
todo el país, el asesinato de tan insigne e ilustre colombiano. 
En cuanto al límite del monto a reconocer por indemnización del 
perjuicio moral, la Sala Plena que integra la Sección Tercera de esta 

CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN A. SENTENCIA DEL 29 DE ENERO DE 
2014. RAD. 25000-23-26-000-1995-10714-01 (33806). ACTOR: ALBERTO ALFREDO JUBIZ HAZBUM 
Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DR. HERNÁN ANDRADE RINCÓN 
2  Respecto de la captura y sindicación de tales personas consultar, publicaciones realizadas en el periódico El 
Tiempo de fechas 23 y  24 de agosto de 1989, noviembre 5 de 1989, diciembre 20 y  21 de 1989, entre 
muchas otras, En http:/fwww.eltiempo.com/archivo/docuniento/MAM-266257. Periódico El Espectador de 
fechas agosto 24 de 1989, diciembre 20 y 21 de 1989, http://www.elespectador.com/opínion/quien-creerle-
columna-454759. Revista Semana, publicaciones del 10 de enero de 1993,24 de enero de 1993, 2 de octubre 
de 1994, entre otras, http://www.semana.com/especlales/articulo/el-rostro-iusticia/19155-3,  entre otras 
publicaciones de circulación nacional. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolívar 
Tei&fonos: 161 333 7734 /334 8654 Telefax: 335 395 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 

TA; Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 
.obhcolombia.com Ert junidicoiobhcolombia.com  digitadorasobh©gmailcom obh.notiflcaciones©gmail.com  

126
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



4 

ORGÁNIZACIN 

BENJAMIN 
HERRERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

Corporación, en reciente pronunciamiento de unificación 
jurisprudendal, precisó. 

"En criterio de esta Sala, el monto a que hace referencia el artículo 
97 ibidem no puede entenderse como una camisa de fuerza, puesto 
que al margen de que la mencionada disposición sea pertinente para 
valorar el perjuicio inmaterial en aquellos supuestos en que el daño 
antijurídico tiene origen en una conducta punible, es preciso indicar 
que la tasación del mismo dependerá de las circunstancias en que se 
produjo la lesión o afectación, así como la magnitud de la misma, su 
gravedad, naturaleza e intensidad y demás factores objetivos. Por 
consiguiente, el hecha de que el precepto legal haga referencia a un 
valor determinado, esta circunstancia no puede restringir la autonomía 
e independencia con que cuenta el juez a la hora de valorar el daño 
inmaterial padecido, razón por la cual no siempre que el hecho 
de venga de la comisión de una conducta punible, habrá lugar a 
decretar una condena por perjuicio inmaterial que ascienda a 1.000 
SMML V'. 

Teniendo en cuenta que la valoración de dichos perjuicios debe ser 
hecha por el juzgador, en cada caso concreto, según su prudente 
juicio, en el presente asunto se considera que dicha indemnización a 
favor del señor Alberto Júbiz Hasbum debe ser aumentada por las 
condiciones especiales del caso, las cuales -según se indicó-, se 
concretan en su permanencia en diferentes centros de reclusión por 
más de 42 meses, lapso durante el cual permaneció alejado de sus 
seres queridos;, recluido en una dudad diferente a la de su 
residencia, al tiempo que su imagen fue desprestlgíada y 
menoscabada por las propias autoridades públicas del orden 
nacional a través de los diferentes medios de comunicación, 
empecinadas así en presentarlo como uno de los autores materiales 
del asesinato del candidato presidencial Luís Carlos Galán 
Sarmiento, lo cual despertó odio, desprecio público y rechazo 
generalizado en la población nacional y, de contera, comportó una 
grave afectación de sus derechos a la dignidad, al buen nombre y a 
su honra, circunstancias que permiten inferir, para el caso concreto, 
una mayor afectación moral. (Negrilla y subraya fuera del texto). 

Con fundamento en todo lo anterior y teniendo en cuenta que en el 
presente asunto se configuraron dos daños antijurídicos 
independientes, a saber. 1,) privación injusta de la libertad y; II) 

falsas imputaciones difundidas masivamente, la Sala decretará una 
indemnización por cada uno de tales hechos dañosos. 

Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 25 de septiembre de 2013, Exp. 36.460. H.P. Enrique Gil 
Botero. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolivar 
Te1Afonos: 16) 333 7734 / 334 8554 Teiefax; 335 395 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Sanco Ganadero 

A: Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

bh.colomhia.com Ert!:  juridico@obhcolombia.com  digitadorasobh©gmail,com obftnotiñcaciones@gnnail.com  
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ORGANIZACIÓN 
BENTAMIN 
HERRERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

5 

En consecuencia, se reconocerá una indemnización equivalente a 
300 5141KV par la privación Injusta de la libertad de la cual fue 
objeto el señor Alberto Alfredo Júbiz Hasbum, la cual será 
sufragada por la Fiscalía General de la Nación. 

Adlcionalmente, se reconocerá en su favor la cantidad de 200 
SMLMV como consecuencia de las falsas Imputaciones realizadas en 
su contra, suma que deberá ser pagada de forma solidaria por la 
Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional y Fiscalía General 
de la Nación (pues esta entidad asumió las obligaciones del extinto 
DAS). 

Para el caso sub lite, entiende la Sala que la restricción Injusta de la 
libertad a la cual fue sometido el señor Alberto Júbiz Hasbum, por 
más de 42 meses, causa per se, una afección moral en sus parientes 
cercanos, que debe ser indemnizada. 

Ahora bien, en cuanto al criterio para liquidar dicho perjuicio por 
razón de la privación injusta de la libertad, se debe precisar que esta 
Sección del Consejo de Estado ha manifestado que, la simple 
acreditación del parentesco, para los eventos de perjuicios morales 
reclamados por abuelos, padres, hilas,  hermanos y nietos, cuando 
alguno de estos ha sufrido un daño antijun'dico, como el que se juzga 
en el presente caso, a partir del contenido del artículo 42 de la Carta 
Polític34  y con base en las máximas de la experiencia, resulta 
suficiente para inferir que tanto el peticionario como los integrantes 
de su familia han padecido el perjuicio moral por cuya reparación se 
demanda, comoquiera que, es propio de la naturaleza humana que 
toda persona privada injustamente de la libertad, experimente un 
profundo sufrimiento de angustia, terror, impotencia e inseguridad. 
(Subraya fuera de texto). 

De igual forma, respecto de las falsas imputaciones contra el señor 
Júbiz Hasbum, la Sala entiende que con la masiva difusión a nivel 
nacional de esa ignominiosa acusación, tanto la imagen de la propia 
víctima directa como la de su famiiia fue desprestigiada y 
menoscabada, lo cual despertó también un odio, desprecia público 
y rechazo generalizado de la población nacional para ese grupo 

"La familia es el núcleo fundamental de la sodedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. El 
Estado y la sociedad garantizarán la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio 
familiar inalienable e inembargable. La honra, fa dignidad y la intimidad de la familia son inviolables'C 

A: 
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familiar, todo lo cual lleva reconocer tales perjuicios a favor de sus 
familiares. 

Adícíonalniente, la Sala tendrá en cuenta el criterio jurisprudendal 
establecido por esta Sección respecto del reconocimiento del monto 
de esta modalidad de perjuicios, según la cual el padecimiento del 
daño moral por la privación injusta de la libertad que sufre la víctima 
directa es igual a la que sufre su cónyuge o compañera permanente y 
sus parientes dentro del primer grado de consanguinidací. 

2.- Por Indemnización del daño ant4'un'díco causado por las falsas 
imputaciones realizadas por medios masivos de comunicación en 
contra del señor Alberto Alfredo Júbiz l-lasbum, se condenará de 
forma solidaria a la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional 
y fiscalía General de la Nación (pues ésta entidad asumió las 
obligaciones del extinto DAS), al pago de las siguientes cantidades de 
dinero a favor de las personas que se relacionan a continuación:" 

20. INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS OCASIONADOS AL BUEN NOMBRE, EL HONOR Y A LA 
HONRA. Se solícita reparar por este rubro, dada la connotación social, la difusión de 

las noticias habladas y escritas, con amplia repercusión, sobre todo en la comunidad 

policial,, resultando procedente suplicar las siguientes indemnizaciones: 

1. Para JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA (privado de la libertad), 

CIEN (100) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy 

cuestan $78.124.200.00. 

2. Para DIVA VANESSA OSPINA TRIVIÑO (esposa), CIEN (100) SMLMV a la 

fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78. 124.200.00. 

3. Para MARÍA JOSÉ GÓMEZ OSPINA (hija), CIEN (100) SMLMV a la fecha 

de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

4. Para JOHN JAIRO GÓMEZ POSADA (padre), CIEN (100) SMLMV a la 

fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 
S. Para MARÍA ELENA CHAVERRA RICO (madre), CIEN (100) SMLMV a la 

fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

Al respecto consultar, sentencias proferidas el 24 de agosto de 2012, Exp. 26.027, 23 de junio de 2011, Exp. 
22.591 y  8 de junio de 2011, Exp. 21.010, en las cuales se reconoció el mismo monto por perjuicios morales a 
favor de la víctima directa, hijos y cónyuge. 
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Se solicita aplicar los antecedentes jurisprudenciales 

contenidos en las sentencia del 09 de junio de 20106,  la del 19 de noviembre de 

2012' y la de 14 de mayo de 20148,  reteniéndose de esta última: 

"El perjuicio denominado por la jurisprudencia como "daño a bienes 
constítudonal y convencionalmente protegidos" es peticionado por el 
actor por la violación al derecho fundamental al honor y buen 
nombre, que sostiene haberse visto vulnerado con ocasión de las 
publicaciones contenidas en los medios de comunicación. 

Al respecto, la Constitución Política contempla de manera expresa en 
el artículo 15 el derecho de todas las personas a su buen nombre y 
establece el deber para el atado de respetar y hacer respetar este 
derecho; a su vez consagra en el articulo 21, la garantía del derecho a 
la honra, y, del mismo modo, en el inciso segundo del artículo 2°, el 
deber de las autoridades de proteger en su honra a todas las personas 
residentes en Colombia, y, de la misma manera, el artículo 42, 
declara el carácter inviolable de la honra, la dignidad y la intimidad 
de la famllí/. 

6  CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 
SENTENCIA DEL 09 DE JUNIO DE 2010. RAD. 52001233100019970877501. ACTOR: JAIME 
ERNESTO ESTRELLA. CONSEJERO PONENTE: DR. ENRIQUE GIL BOTERO 

CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. SENTENCIA DEL 19 DE NOVIEMBRE DE 
2012. RAD. 76001-23-31-000-1998-01S10-01 (25506). ACTOR: OSCAR ISAZA BENJUMEA. 
CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 

CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SUBSECCIÓN C. 
SENTENCIA DE 14 DE MAYO DE 2014. ACTOR: JOSÉ ANTONIO LÓPEZ BULA Y OTROS. RADICADO: 
05001-23-31-000-1999-03400-01 (27975). CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA. 

Además de la protección constitucional y legal, ofrecida por el ordenamiento interno, existen diversos 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos que prevén los derechos a la honra y al buen nombre y, a 
su vez, establecen la obligación que tienen los Estados de brindarles protección, entre los cuales se encuentran: el 
artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos que establece: "Nadie  seriobjeto de injerencias 

arbitrarias en su vida privada, su familia su domicilio y su correspondencia, ni de ataques,? su honra y reputación. 

Toda persona Cene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias y ata ques' el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, artículo 17: "1. Nadie será objeto de Injerencias arbitrarias e ilegales en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 2- Toda 
persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas Injerencias o esos ataques"; el artículo 11 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica" consagra: "1. Toda persona 
tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.2 Nadie puede ser objeto de injerencias 
arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de 
ataques ilegales a su honra y reputación. 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataqües" y el artículo 14 del mismo pacto precisa, en su numeral 1, que "toda persona 

afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de difusión 
legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, Cene derecho a efectuar por el mismo órgano de 

difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley. "Y agrega, en el numeral 2 que "en 
ningún caso la rectificación o respuesta eximirán de las otras responsabilidades legales en se hubiera Incurrido-" 
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Con relación a la lesión de los derechos a la honra` y el buen 
nombre, la jurisprudencia constitucional ha enfatizado en diferendar 
uno de/otro y, al respecto, ha puntualizado: 

"El buen nombre ha sido entendido por la jurisprudencia y por la doctrina 
como la reputación, o el concepto que de una persona tienen los demás y 
que se configuro como derecho frente al detrimento que pueda sufrir como 
producto de expresiones ofensivas o injuriosas o informaciones falsas o 
tendenciosas. Este derecho de la personalidad es uno de los más valiosos 
elementos del patrimonio moral y social y un factor intrínseco de la dignidad 
humana que a cada persona debe ser reconocida tanto por el Estado, como 
por la sociedad El derecho al buen nombre, como expresión de la reputación 
o la fama que tiene una persona, se lesiona por las Informaciones falsas o 
erróneas que se difundan sin fundamento y que distorsionan el concepto 
público que se tiene del individuo". 

De contera, en el mismo pronundamiento la Corte diferenció el 
derecho a la honra del de buen nombre, en los siguientes términos: 

Aunque en gran medida asimilable al buen nombre, llene sus propios perfiles 
y que la Corte en sentencia definid como la estimación o deferencia con la 
que, en razón a su dignidad humana, cada persona debe ser tenida por los 
demás miembros de la colectividad que le conocen y le tratan. Puso de 
presente la Corte que, en este contexto, la honra es un derecho 1C.. que debe 
ser protegido con el fin de no menoscabar el valor intrínseco de los individuos 
frente a la sociedad y frente a sí mismos, y garantizar la adecuada 
consideración y valoración de las personas dentro de la colectividad" 

Asi, pues, el buen nombre y la honra son derechos 
constitucionalmente garantizados, de carácter fundamental, que 
comportan la obligación para las autoridades de proveer una 
protección especial frente a los atentados arbitrarios de que sean 
objeto. 

Por esta razón, la Sala considera que estos, al igual que el derecho a 
la vida, cuentan con plena protección constitucional 

En el mismo sentido, resulta pertinente reiterar que la Corporación ha 
reconocido la afectación de los derechos de raigambre 
constitucional' 2  y ha dejado dicho que: 

'° La Corte Constitucional, en sentencia de constitucionalidad 063-1994, en relación a los conceptos de honra y 
honor, puntualizó: "aunque honra y honor sean corrientemente considerados como sinónimos, existe una 
diferencia de uso entre ellos. El honor se refiere a la conciencia del propio valor, independiente de la opinión 
ajena; en cambio la honra o reputación es externa, llega desde afuera, como ponderación o criterio que los demás 
tienen de uno, con independencia de que realmente se tenga o no honor; uno es el concepto interno -el 
sentimiento interno del honor-, y otro el concepto objetivo externo que se tiene de nosotros -honra-." 

Corte Constitucional, sentencia de constitucionalidad 489 del 26 de junio de 2002 
2  Consejo de Estado, sentencia de 13 de febrero de 2013, Exp. 25.118. Véase, entre otros, en relación con la 

afectación a bienes jurídicos constitucionales, las sentencias de 18 de marzo de 2010, Exp. 32.651 y  9 de junio 
de 2010, Exp. 19.283. 
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"As,; coma se aprecia, el derecho de la responsabilidad en el último lustro se 
ha encontrado y acercado con el derecho constitucional, de forma tal que se 
reconoce la posibilidad de que se indemnice o resarza la afectación a derechos 
fundamentales considerados en sí mismos, lo cual implica una 
constitucionalízadón del derecho de daños, que se aviene al modelo de 
Estado Social de Derecho que es Colombia. A modo de ejemplo, baste 
señalar las sentencia gemelas del 14 de septiembre de 2011, Exp. 19.031 y 
38.222, proferidas por la Sala Plena de la Sección Tercera, en las que se 
adoptó el daño a la salud como una categoría autónoma de daño inmaterial. 
De igual manera se han amparado desde la perspectiva del derecho de daños, 
los derechos a la familia, al buen nombre ya la liben'ad. 

En esa lógica y orden de pensamiento, existe una actual y permanente 
interacción entre la Constitución y el derecho de daños, relación que genera 
que las inveteradas categorías del perjuicio sean reexaminadas para dar paso a 
una tipología de daños que se acompase con el constitudonailsmo moderno 
dúctil en los términos expresado por ZA GREBEL 5K Y, perspectiva que incide 
en la responsabilidad al concentrar el eje fundamental de ella en la víctima 
directa o indirecta`. 

Ahora bien, en precedente citado, se dijo que se vulneraría el 
derecho al buen nombre y/o a la honra, cuando, sin fundamento 
alguno, se propagan entre el público -bien en forma directa y 
personal, ya a través de los medios de comunicación de masas-
informaciones falsas o erróneas o especies que distorsionan el 
concepto público que se tiene del individuo y que, por lo tanto, 
tienden a socavar el prestigio y la confianza de los que disfruta en el 
entorno social en cuyo medio actúa, o cuando en cualquier forma 
se manipula la opinión general para desdibujar su imagen. Y, si bien 
los medíos de comunicación en el ejercido de la libertad de 
información puede estar expuestos al recibir material con el que se 
pueda producir la vulneración de los bienes jurídicos 
constitucionales y convencionales al buen nombre y a la honra, 
debe partirse de considerar la buena fe tanto del medio de 
comunicación, o del periodista, sin perjuicio de advertir, siguiendo 
la jurisprudencia constitucional, que en "lo atinente a la carga 
asumida por quienes emiten la información, ha recalcado la Corte 
Constitucional que debe presumirse la buena fe del comunicador y 
que, por lo tanto, sí una persona alega una vulneración de sus 
derechos constitucionales fundamentales por la difusión de una 
información falsa, debe probar que lo es' 4. Con todo, la buena fe 
del periodista no excluye la posibilidad de que pueda caer en error, 
a pesar de que haya cumplido con la obligación de verificar su 
información, pues la misma naturaleza dinámica de su labor le 
impide, en algunos casos, ser tan exhaustivo . Por lo tanto, esta 

3 Consejo de Estado - Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia de unificación de 1°  de noviembre de 2012, 

Rad. 1999-0002. 
14 Corte Constitucional. Sentencia 51.1-056 de 1995 
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presunción de buena [e no excluye la posibilidad de error y 
tampoco, ostenta el carácter de una presunción de derecho que no 
admita prueba en contrario. El juez de tutela debe entrar a 
constatar en cada caso si el medio de comunicación ha incurrido en 
un error evidente o si, existen elementos que permitan desvirtuarla 
presunción constitucional de buena fe del periodista". (Subraya 
fuera de texto)." 

3°. POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN, 
ALTERACIÓN DE LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA Y AL PROYECTO DE 
VIDA. Se reclama indemnización por este rubro, para el afectado directo, señor 
JOHN ALEJANDRO  GÓMEZ CHAVERRA, toda vez que: (i) fue privado 
efectivamente de la libertad; (Ii) permaneció sub lúdice varios años; (lii) su 
reubicación laboral fue sumamente difícil; (iv) sus relaciones familiares fueron 
impactadas; (y) la pérdida de su condición de miembro de la Policía Nacional le 
afectó de manera significativa, dado que era su proyecto de 

vida; (vi) la gravísima sindicación por concierto para delinquir en concurso 
heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, destrucción, 
supresión u ocultamiento de elementos materiales probatorios y falsedad ideológica en 
documento público, constituye factor determinante ante la expectativa de una 
condena; (vi!) la orfandad a que quedó sometida su pequeño núcleo familiar (esposa e 
hija); (viii) las dificultades para la manutención de sus parientes más próximos, 
elementos alternativos que deben ser tenidos en cuenta para indemnizar con una suma 
equivalente a CIEN (100) SMLMV los que a la fecha de presentación de este escrito 
cuestan $78.124.200.00., conforme a lo precisado en sentencia del 20 de febrero 
de 2017": "En casos excepcionales, cuando las medidas de satisfacción no sean suficientes o 
posibles para consolidar la reparación integral podrá otorgarse una indemnización, única y 
exciusívamente a la víctima directa, mediante el establecimiento de una medida pecuniaria de hasta 
lOO SMLMV, si fuere el caso, siempre y cuando ia indemnización no hubiere sido reconocido con 
fundamento en el daño a la salud. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la 

intensidad del daño.".". 

11  corte Constitucional. Sentencia T-260 de 2010. 
6  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 

SuBSEccIÓN C. SENTENCIA DEL 20 DE FEBRERO DE 2017. RADICADO: 68001-23-31-000-2008-
00733-01(42556). ACTOR: JORGE EMILIO CAMACHO PICÓN Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: 
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS. 
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También se reclama igual cantidad -CIEN (100) 
SMLMV- para la señora DIVA VÁNESSA OSPINA TRIVIÑO (esposa) y MARÍA 
JOSÉ GÓMEZ OSPINA (hija), para cada una, toda vez que la privación de la 
libertad, lo prolongado y la gravedad de la sindicación, la pérdida del empleo como 
Patrullero de la Policía Nacional, entre otros factores, afectaron las condiciones de 
existencia, el proyecto de vida y la vida de relación. 

Nuevamente se cita sentencia relativa al casa 
Hazbum17, en la que se hace relación al menoscabo de la imagen y el entorno social, 
indemnizando con 200 smlmv a cada uno de los miembros de la familia coma 
parientes próximos y legítimos "En el presente asunto adviene la Sala que la privación 

injusta de la libertad de la cual fueron objeto los señores Alfredo Júbiz Hasbum, Héctor 
Manuel Cepeda Quintero y Norberto Hernández Romero ocasionó un cambio trascendental 
en su vida y en la de su familia, pues además de las reglas de la experiencia, obran en el 
proceso los testimonios de los señores Gloria Bustamante Duncan, María Isabel Uribe de 
Amador, Ramiro Benedetti Hernández, Marina de La Cruz De Méndez, Hugo Germán Bernal 
Castaño, Luis Osvaldo Saavedra'8, los cuales dan cuenta de que el trámite del proceso penal 
en contra de las citadas víctimas directas, incluido el despliegue periodístico de tan infames 
acusaciones, afectó y menoscabó drásticamente su Imagen y su entorno soc/4 asimismo, las 
condiciones de reclusión y el tiempo que duraron privados injustamente de la libertad, 
tuvieron tal connotación que produjo una alteración grave a sus condiciones de existencia. 
Por lo tanto la Sala reconocerá a cada uno de ellos la suma equivalente en pesos a 200 
SMLMV como Indemnización de dicho perjuicio oca510173do"9.". 

40. DAÑOS Y PERJUICIOS MATERIALES. 

A) POR DAÑO EMERGENTE. Se debe al señor 
JOHN ALEJANDRO  GÓMEZ CHAVERRA, o a quien o quienes sus derechos 
representaren al momento del fallo, indemnización derivada del paga de honorarios 

por la suma de SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000.00), los cuales fueron 

cancelados al profesional del Derecho Doctor JUAN MAURICIO CAMACHO 
FERNÁNDEZ, suma que DEBERÁ SER ACTUALIZADA al momento de la sentencia, 

17 CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN A. SENTENCIA DEL 29 DE ENERO DE 
2014. RAD. 25000-23-26-000-1995-10714-01 (33806). ACTOR: ALBERTO ALFREDO JUBIZ HAZBUM 
Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DR. HERNÁN ANDRADE RINCÓN 

FIs. 188 a 204 y 402 a 431 C. 2. 
' En ese mismo sentido consultar, Consejo de Estado Sección Tercera, Subsección A, sentencias del 13 de 
febrero de 2013, expediente 25.634, M.P. Carlos A. Zambrano Barrera y del 10 de julio de 2013, Exp. 
29.940. 
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con la fórmula que de manera reiterada viene utilizando el Honorable Consejo de 

Estado: 

VP = INDICE FINAL 
INDICE INICIAL 

De donde: 

VP Valor presente. 
Indice Final Índice de Precios al Consumidor a la fecha del incidente regulador. 
Índice Inicial Índice de precios al Consumidor a la fecha de causación del perjuicio. 
5 Suma que se busca actualizar. 

B) POR LUCRO CESANTE. Se debe al señor 

JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA, o a quien o quienes sus derechos 

representaren al momento del fallo, indemnización por las sumas dejadas de percibir, 

durante el tiempo que estuvo privado de la libertad, guarismo que deberá ser 

ACTUALIZADO para el momento de la sentencia, de conformidad con la fórmula 

que de manera reiterada viene aplicando el Honorable Consejo de Estado. 

El Señor GÓMEZ CHAVERRA, se desempeñaba como 

Patrullero de la Policía Nacional, devengando un salario mensual equivalente a 

$1.296.613,20, más el aumento del 25% por prestaciones sociales, para un total de 

$1.620.766,50. 

Como el señor JOHN ALEJANDRO GOMEZ 

CHAVERRA, estuvo efectivamente privado de la libertad durante once (11) meses 

aproximadamente, se multiplica la base salarial ($1.620.766,50), por once (11), 

para un total de $17.828.431,50. 

Adicionalmente, se le debe indemnizar con un período de 

gracia, por cuanto resulta incuestionable que al recobrar su libertad, no puede 

ubicarse de inmediato en actividades laborales, término que puede ser 

aproximadamente de unos ocho (08) meses, que es el tiempo que en promedio 

puede tardar una persona en conseguir nuevamente trabajo, según la información 
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ofrecida por el SENA", PRECEDENTE reiterado en sentencia de SALA PLENA, el 
28 de agosto de 201 311, en el que se dijo que el perjuicio se debería liquidar " ... por el 
tiempo que estuvo prIvado de la libertad y además, se liquidará teniendo en cuenta el lapso, que según las 
estadísticas una persona requiere en Colombia para conseguir trabajo luego de haber obtenido su libertad o 
acondkicnaríe en una actividad laboral' (Resaltado fuera de texto). 

Si tenemos en cuenta que JOHN ALEJANDRO  estuvo 
privado de la libertad durante 11 meses, más 08 meses promedio que ha reconocido 
la jurisprudencia que tarda en ubicarse laboralmente, tenemos entonces un guarismo 
total de 19 MESES, lo que nos arroja un total de $30.794.563.50, para el 
directamente afectado, suma que DEBERÁ ACTUALIZARSE al momento de la 
sentencia, de conformidad con la fórmula que de manera reiterada viene aplicando el 
Honorable Consejo de Estado. 

5°. POR INTERESES. Se cancelarán a cada uno 
de los demandantes, o a quien o quienes sus derechos representaren al momento del 
fallo, los intereses que se generen a partir de la fecha de ejecutoria. 

De conformidad con el art. 1653 del C.C. todo pago 
se imputará primero a intereses. 

En cuanto a los intereses se observarán las siguientes 
normas: el art. 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, dispone "Las sumas de dinero reconocidas en providencias que impongan o 
liquiden una condena o que aprueben una conciliación, devengarán intereses moratorios a una 
tasa equivalente al D TE desde su ejecutoria. No obstante, una vez vencido el término de los 
diez (10) meses de que trata el Inc, 2 del art. 192 de este código o el de los cinco (05) días 
establecidos en el numeral anterior, lo que ocurra primero, sin que la entidad obligada 
hubiese realizado  el pago efectivo del crédito judicialmente reconocido, las cantidades líquidas 
adeudadas causarán un interés moratoria a la tasa comercial" (inc. 4 art. 195); y  el art. 
192 de la misma codificación que señala que las cantidades liquidas reconocidas en la 
sentencia o en el auto que apruebe conciliación "devengarán intereses moratoñas" a 
partir de la ejecutoria de la sentencia o del auto (inc. 3 art. 192). 

20  Sentencia del 05 de abril de 2013. Rad: 2500023260002000-00163-01. Actor: JOSÉ ANTONIO 
ROMERO MARTíNEZ, 
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60. CONDENA EN COSTAS. De conformidad con el 
artículo 188 del Código Contencioso Administrativo y de Procedimiento 
Administrativo, condénese a los entes públicos demandados, si resultaren vencidos en 
la presente lUis, a cancelar las costas correspondientes en los términos del art. 361 del 
Código General del Proceso. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el 
caso "Valle Jaramillo y otros vs. Colombia", del 27 de noviembre de 2008, condenó 
a la Nación Colombiana al pago de costas y gastos debidamente probados, tomando 
en consideración las especiales características del caso, por cuanto éstas "están 
comprendidas dentro del concepto de reparación consagrado en el art. 63. 1 de la 
Convención Americana, puesto que la actividad desplegada por las víctimas, sus [amillares o 
sus representantes con el fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, 
implica erogaciones que deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del 
Estado es declarada mediante una sentencia condenatoria" (Negrilla fuera de texto). 

Por consiguiente, corresponderá al operador jurídico 
que conozca en primera y segunda instancia "...apreciar prudentemente su alcance, el 
cual comprende los gastos generados ante las autoridades de la jurisdicción interna,...", 
apreciación que puede ser realizada con base en el principio de equidad "y tomando en 
cuenta los gastos señalados por las partes, siempre que su quantum sea razonable" 3. 

Al fijar la cuantía en equidad, se tendrán en cuenta el 
monto de los gastos futuros relativos al cumplimiento de la sentencia, como por 
ejemplo, las costas en caso de un proceso ejecutivo. 

70. CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA. 
Los entes públicos demandados, darán cumplimiento a la sentencia dentro de los diez 
(10) meses siguientes a la fecha de la ejecutoria del auto que la apruebe, de 
conformidad con el inc. 2 del art. 192 del Código Contencioso Administrativo y de 
Procedimiento Administrativo, que determina: "Las condenas impuestas a entidades 
públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un 
plazo máximo de diez (10) meses contados a partir de la [echa de le ejecutoria de la 

21  Sección Tercera. Sala Plena. Consejo de Estado. Actor: RUBÉN DARÍO SILVA ALZATE. Radicado: 
0500152331000199600659-01 (250252). C.P. DR: ENRIQUE GIL BOTERO. 

3  Caso Garrido y Balgorria VS Argentina. Reparaciones y costas. Sentencia de 27 de agosto de 1998. serie C 
No. 39, párr. 82; caso Bayariy, Supranota 13, párr. 192 y caso Aptiz Barbera y otros (Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativo), supranota 141, Párr. 257. 
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sentencia", quedando la parte demandantes obligada a la presentación de la solicitud 

de pago correspondiente. 

De igual manera, se recuerda que " ... elincumplimiento a 
las disposiciones relacionadas con el reconocimiento de créditos judicialmente reconocidos y 
con el cumplimiento de la totalidad de los requisitos acareará las sanciones penales, 
disciplinarias y fiscales a que haya lugar" (Parágrafo 1 art. 195). 

CAPITULO II. LEGITIMACIÓN 

JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA 
contrajo matrimonio con DIVA VANESSA OSPINA TRIVIÑO, el 06 de noviembre 
de 2010, acto inscrito en la Notaría Única del Círculo de Sahagún (Córdoba), 
encontrándose por consiguiente LEGITIMADA la esposa del afectado para accionar 
por la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera 
sujeto pasivo su esposo. 

20. Del anterior contrato nació MARIA JOSÉ 
GÓMEZ OSPINA, el 12 de mayo de 2011, inscrita en la Notaría Única del Círculo 
de Sahagún (Córdoba), constando en el acta que sus padres son los relacionados en el 

numeral anterior, encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por la 
injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 
pasivo su padre. 

30. JOHN ALEJANDRO  GÓMEZ CHAVERRA, 
nació el 17 de octubre de 1987, inscrito en la Notaría Única del Círculo de Fredonia 
(Antioquia), constando en el acta que es hijo de los señores JOHN JAIRO GÓMEZ 
POSADA y MARIA ELENA CHAVERRA RICO, encontrándose por consiguiente 
estos últimos LEGITIMADOS para accionar por la injusta privación de la libertad y la 

prolongada sindicación de la que fuera sujeto pasivo su hijo. 

40 SARA GÓMEZ CHAVERRA, nació el 01 de 
mayo de 1998, inscrita en la Registraduría del Estado Civil del Municipio de Caldas 
(Antioquia), constando en el acta que es hija de los señores JOHN JAIRO GÓMEZ 

POSADA y MARÍA ELENA CHAVERRA RICO, encontrándose por consiguiente 
LEGITIMADA para accionar por la injusta privación de la libertad y la prolongada 
sindicación de la que fuera sujeto pasivo su hermano. 
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En conclusión, demandan el afectado, la esposa, la hija, 
los padres y la hermana, quienes se encuentran plenamente LEGITIMADOS para 
accionar. 

Segundo grupo: 

JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA (privado de la libertad), JUAN 
LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN (padre) y MARTHA CECILIA PEÑA 
BARRERA (madre), quienes obran en sus propios nombres y además en 
representación de la menor LEIDY YAZMÍN CHAVARRÍA PEÑA (hermana); así 
mismo, YULI CAROLI CHAVARRÍA PEÑA (hermana), CARLOS ALBERTO 
CHAVARRÍA PEÑA (hermano), JUAN DE JESÚS PEÑA CABRERA (abuelo 
materno) y LUCRECIA BARRERA (abuela materna), formulo DEMANDA DE 
REPARACIÓN DIRECTA en contra de la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, representada por el Señor FISCAL GENERAL DE LA 
NACIÓN y la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER 
PÚBLICO, representada por el Señor DIRECTOR EJECUTIVO DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, por la responsabilidad administrativa y solidaria que 
les cupiere en la privación de la libertad de la que fuera sujeto pasivo el primero de 
los nombrados, desde el 17 de febrero de 2011 hasta el 21 de enero de 2012, 
encontrándose sub júdice hasta cuando fuera proferida la sentencia absolutoria, el 09 
de diciembre de 2016 por el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Bogotá, D.C. 

CAPITULO 1. DECLARACIONES Y CONDENAS 

Declárese a la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN y a la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL 
DEL PODER PÚBLICO, ADMINISTRATIVA y SOLIDARIAMENTE responsables 
por los daños y perjuicios ocasionados a la totalidad de los demandantes, por la 
privación injusta de la libertad de que fuera sujeto pasivo el señor JUAN 
LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA y por la prolongada e injusta sindicación, hasta 
cuando fuera proferida sentencia absolutoria el 09 de diciembre de 2016. 

Como consecuencia de lo anterior háganse las 
siguientes o similares condenas: 
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POR PERJUICIOS MORALES. De 
conformidad con lo estipulado en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y  en 
consonancia con los últimos pronunciamientos del Honorable Consejo de Estado, se 
suplica por este rubro para cada uno de los demandantes las siguientes 
indemnizaciones: 
1. Para JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA (privado de la libertad), 

CIENTO CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, 
los que hoy cuestan $117.186.300.00. 

2. Para JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN (padre), CIENTO 
CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 
hoy cuestan $117.1 86.300.00. 

3. Para MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA (madre), CIENTO CINCUENTA 
(150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117. 186.300.00. 

4. Para LEIDY YAZMÍN CHAVARRÍA PEÑA (hermana), SETENTA Y CINCO 
(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593,1 50.00. 

S. Para YULI CAROLI CHAVARRÍA PEÑA (hermana), SETENTA Y CINCO 
(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

6. Para CARLOS ALBERTO CHAVARRÍA PEÑA (hermano), SETENTA Y 
CINCO (75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy 
cuestan $58.593.1 50.00. 

7. Para JUAN DE JESÚS PEÑA CABRERA (abuelo materno), SETENTA Y 
CINCO (75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy 
cuestan $58.593.1 50.00. 

8. Para LUCRECIA BARRERA (abuela materna), SETENTA Y CINCO (75) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

Se ruega tener en cuenta el precedente jurisprudencia¡, 
así como los mismos argumentos relacionados para el primer grupo familiar`, dado el 
gravísimo impacto. 

22  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN A. SENTENCIA DEL 29 DE ENERO DE 
2014. RAD. 25000-23-26-000-1995-10714-01 (33806). ACTOR: ALBERTO ALFREDO JUBIZ HAZBUM 
Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DR, HERNÁN ANDRADE RINCÓN 
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20 . INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS OCASIONADOS AL BUEN NOMBRE, EL HONOR Y A LA 
HONRA. Se solicita reparar por este rubro, por cuanto el proceso tuvo connotación 
social, habida cuenta de las noticias habladas y escritas, con amplia repercusión, sobre 

todo en la comunidad policial, resultando procedente suplicar las siguientes 
cantidades: 

1. Para JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA (privado de la libertad), CIEN 
(100) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78. 124.200.00. 

2. Para JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN (padre), CIEN (100) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78. 124.200.00. 

3. Para MARTHA CECILIA PEÑA BARRERÁ (madre), CIEN (100) SMLMV a la 
fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

Se solicita aplicar los antecedentes jurisprudenciales 
contenidos en las sentencias del 09 de junio de 201  023  , la del 19 de noviembre de 
201224 y la de 14 de mayo de 201425. 

30. POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN, 
ALTERACIÓN DE LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA Y AL PROYECTO DE 
VIDA. Se reclama indemnización por este rubro, para los siguientes demandantes: 
1. Para JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA (privado de la libertad), CIEN 

(1 00) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78. 124.200.00. 

2. Para JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN (padre), CIEN (100) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$78. 124.200.00. 

23  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 
SENTENCIA DEL 09 DE JUNIO DE 2010. RAD. 52001233100019970877501. ACTOR: JAIME 
ERNESTO ESTRELLA. CONSEJERO PONENTE: DR. ENRIQUE GIL BOTERO 
24  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. SENTENCIA DEL 19 DE NOVIEMBRE DE 
2012. RAD. 76001-23-31-000-1998-01510-01 (25506). ACTOR: OSCAR ISAZA BENJUMEA. 
CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
25  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SUBSECCIÓN C. 
SENTENCIA DE 14 DE MAYO DE 2014. ACTOR: JOSÉ ANTONIO LÓPEZ BULA Y OTROS. RADICADO: 
05001-23-31-000-199903400-01 (27975). CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA. 
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3. Para MARTHA CECILIA PEÑA BARRERÁ (madre), CIEN (100) SMLMV ala 
fecha de ejecutarla de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

La anterior solicitud tiene su fundamento en: (i) el 
señor JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA fue privado efectivamente de la 
libertad; (u) permaneció sub júdice varios años; (iii) su reubicación laboral fue 
sumamente difícil; (iv) sus relaciones familiares fueron impactadas; (y) la pérdida de 
su condición de miembro de la Policía Nacional le afectó de manera significativa, 
dado que era su proyecto de vida; (vi) la gravísima sindicación por concierto para 
delinquir en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, 
destrucción, supresión u ocultamiento de elementos materiales probatorios y falsedad 
ideológica en documento público, constituye factor determinante ante la expectativa 
de una condena; (vi!) los progenitores fueron impactados de manera severa por la 
gravísima sindicación de su hijo, así como la privación de la libertad, elementos 
alternativos que deben ser tenidos en cuenta para al momento de la cuantificación de 
la indemnización. 

Se ruega tener en cuenta la fundamentación 
jurisprudencia¡ aplicada para el primer grupo familiar. 

40. DAÑOS Y PERJUICIOS MATERIALES. 

A) POR DAÑO EMERGENTE. Se debe al señor 
JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA, o a quien o quienes sus derechos 
representaren al momento del fallo, indemnización derivada del pago de honorarios 
por la suma de SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000.00), los cuales fueron 
cancelados al profesional del Derecho Doctor JUAN MAURICIO CAMACHO 
FERNÁNDEZ. 

B) POR LUCRO CESANTE. Se debe al señor JUAN 
LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA, o a quien o quienes sus derechos representaren 
al momento del fallo, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de la 
libertad. 
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El Señor CHAVARRÍA PEÑA, se desempeñaba como 
Patrullero de la Policía Nacional, devengando un salario mensual equivalente a 
$1.296.613,20, más el aumento del 25% por prestaciones sociales, para un total de 
$1.620.766,50. 

Como el señor JUAN LEONARDO, estuvo efectivamente 
privado de la libertad durante once (11) meses aproximadamente, se multiplica la 
base salarial ($1.620.766,50), por once (11), para un total de $17.828.431,50. 

Si tenemos en cuenta que JUAN LEONARDO estuvo 
privado de la libertad durante 11 meses, más 08 meses promedio que ha reconocido 
la jurisprudencia que tarda en ubicarse laboralmente, tenemos entonces un guarismo 
total de 19 MESES, lo que nos arroja un total de $30.794.563.50, para el 
directamente afectado, suma que DEBERÁ ACTUALIZARSE al momento de la 
sentencia, de conformidad con la fórmula que en forma reiterada viene aplicando el 
Honorable Consejo de Estado. 

Las anteriores sumas DEBERÁN ACTUALIZARSE al 
momento de la sentencia, de conformidad con la fórmula que en forma reiterada 
viene aplicando el Honorable Consejo de Estado. 

50. POR INTERESES, CONDENA EN COSTAS y 
CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA, se ruega tener en cuenta la jurisprudencia y 
argumentación relacionada para el primer grupo familiar. 

CAPITULO II. LEGITIMACIÓN 

10. JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN 
contrato matrimonio con MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA, el 22 de mayo de 
1987, acto inscrito en la Notaría Primera del Círculo de Florencia (Caquetá). De este 
contrato nacieron: 
a). JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA, el 29 de noviembre de 1987, 

inscrito en la Notaría Primera del Círculo de Florencia (Caquetá), constando en 
el acta que sus padres son los señores MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA y 
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Teiéfons: (6) 333 7734 / 334 8654 Telefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 630 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 

aRe 31 No. 13 A 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

tw.obhcoiombia.com Eri.juridico@obhcolombia.com  digitadorasobh@gmail.com  obh.notificaciones©gmait.com  

143
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



ORGANIZACIQN 
BENTAMIN Ji HERRERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

21 

JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN, encontrándose estos últimos 
LEGITIMADOS para accionar por la injusta privación de la libertad y la 
prolongada sindicación de la que fuera sujeto pasivo su hijo. 

b). LEYDI YÁZMÍN CHAVARRÍA PEÑA, el 15 de mayo de 2001, inscrita en la 
Notaría Primera del Círculo de Tuluá (Valle), constando en el acta que sus 
padres son los señores MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA y JUAN 
LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN, encontrándose LEGITIMADA para 
accionar por la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la 
que fuera sujeto pasivo su hermano. 

c). YULY CAROLY CHAVARRÍA PEÑA, el 11 de diciembre de 1990,   inscrita en 
la Notaría Primera del Círculo de Florencia (Caquetá), constando en el acta que 
sus padres son los señores MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA y JUAN 
LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN, encontrándose LEGITIMADA para 
accionar por la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la 
que fuera sujeto pasivo su hermano. 

d). CARLOS ALBERTO CHAVARRÍA PEÑA, el 23 de septiembre de 1992, 
inscrito en la Notaría Primera del Círculo de Florencia (Caquetá), constando en 
el acta que sus padres son los señores MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA y 
JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN, encontrándose LEGITIMADO 
para accionar por la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación 
de la que fuera sujeto pasivo su hermano. 

20. MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA, nació 
el 09 de mayo de 1966, inscrita en la Notaría Primera del Círculo de Florencia 
(Caquetá), constando en el acta que sus progenitores son los señores LUCRECIA 
BARRERA DE PEÑA y JESÚS PEÑA, encontrándose por consiguiente estos últimos 
LEGITIMADOS para accionar por la injusta privación de la libertad y la prolongada 
sindicación de la que fuera sujeto pasivo su nieto. 

En conclusión, demandan el afectado, los padres, los 
hermanos y los abuelos maternos, quienes se encuentran plenamente LEGITIMADOS 
para accionar. 
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Tercer grupo: 

MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO (privado de la 
libertad) y JEIMY ANDREA CORREDOR PÉREZ (esposa), EDILMA CAMPIÑO 
(madre), MANUEL WILLIAM OCAMPO CAMPIÑO (hermano), JORGE IVÁN 
CAMPIÑO (hermano), ANA MARÍA CAMPIÑO (hermana) y MARÍA EYISEL 
CAMPIÑO (hermana), formulo DEMANDA DE REPARACIÓN DIRECTA en contra 
de la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 
representada por el Señor FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN y la NACIÓN 
COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO, representada por el 
Señor DIRECTOR EJECUTIVO  DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, por la 
responsabilidad administrativa y solidada que les cupiere en la privación de la libertad 
de la que fuera sujeto pasivo el primero de los nombrados, desde el 11 de febrero de 
2011 hasta el 21 de enero de 2012, encontrándose sub júdice hasta cuando fuera 
proferida la sentencia absolutoria, el 09 de diciembre de 2016 por el Honorable 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C. 

CAPITULO 1. DECLARACIONES Y CONDENAS 

Declárese a la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN y a la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL 
DEL PODER PÚBLICO, ADMINISTRATIVA y SOLIDARIAMENTE responsables 
por los daños y perjuicios ocasionados a la totalidad de los demandantes, por la 
privación injusta de la libertad de que fuera sujeto pasivo el señor MAURICIO 
ALEJANDRO CAMPIÑO y por la prolongada e injusta sindicación, hasta cuando 
fuera proferida sentencia absolutoria el 09 de diciembre de 2016. 

Como consecuencia de lo anterior háganse las 
siguientes o similares condenas: 

1°. POR PERJUICIOS MORALES. De 
conformidad con lo estipulado en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y en 
consonancia con los últimos pronunciamientos del Honorable Consejo de Estado, se 
suplica por este rubro para cada uno de los demandantes las siguientes 
indemnizaciones: 
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1. Para MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO (privado de la libertad), CIENTO 
CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 
hoy cuestan $117.1 86.300.00. 

2. Para JEIMY ANDREA CORREDOR PÉREZ (esposa), CIENTO CINCUENTA 
(150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117.] 86.300.00. 

3. Para EDILMA CAMPIÑO (madre), CIENTO CINCUENTA (150) SMLMV a 
la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $117.1 86.300.00. 

4. Para MANUEL WILLIAM OCAMPO CAMPIÑO (hermano), SETENTA Y 
CINCO (75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, tos que hoy 
cuestan $58.593.1 50.00. 

S. Para JORGE IVÁN CAMPIÑO (hermano), SETENTA Y CINCO (75) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

6. Para ANA MARÍA CAMPIÑO (hermana), SETENTA Y CINCO (75) SMLMV 
a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $58.593.1 50.00. 

7. Para MARÍA EYISEL CAMPIÑO (hermana), SETENTA Y CINCO (75) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

Se ruega tener en cuenta el precedente jurisprudencial, 
así como los mismos argumentos relacionados para el primer grupo familiar`, dado el 
gravísimo impacto. 

20. INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS OCASIONADOS AL BUEN NOMBRE, EL HONOR Y A LA 
HONRA. Se solicita reparar por este rubro, por cuanto el proceso tuvo connotación 
social, habida cuenta de las noticias habladas y escritas, con amplia repercusión, sobre 
todo en la comunidad policial, resultando procedente suplicar las siguientes 
cantidades: 
1. Para MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO (privado de la libertad), CIEN 

(100) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78.1 24.200.00. 

26 CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN A. SENTENCIA DEL 29 DE ENERO DE 
2014. RAD. 25000-23-26-000-1995-10714-01 (33806). ACTOR: ALBERTO ALFREDO JUBIZ HAZBUM 
Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DR. HERNÁN ANDRADE RINCÓN 
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2. Para JEIMY ANDREA CORREDOR PÉREZ (esposa), CIEN (100) SMLMV ala 
fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

3. Para EDILMA CAMPIÑO (madre), CIEN (100) SMLMV a la fecha de 
ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

Se solicita aplicar los antecedentes jurisprudenciales 
contenidos en las sentencias del 09 de junio de 201027,  la del 19 de noviembre de 
201228  yla de 14 de mayo de 201429. 

30. POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN, 
ALTERACIÓN DE LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA Y AL PROYECTO DE 
VIDA. Se reclama indemnización por este rubro, para los siguientes demandantes: 
1. Para MAURICIO ALEJANDRO  CAMPIÑO (privado de la libertad), CIEN 

(100) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78.124.200.00. 

2. Para JEIMY ANDREA CORREDOR PÉREZ (esposa), CIEN (100) SMLMV a la 
fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

3. Para EDILMA CAMPIÑO (madre), CIEN (100) SMLMV a la fecha de 
ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

La anterior solicitud tiene su fundamento en: (i) el 
señor MAURICIO ALEJANDRO  CAMPIÑO fue privado efectivamente de la 
libertad; (Ii) permaneció sub júdice varios años; (iii) su reubicación laboral fue 
sumamente difícil; (iv) sus relaciones familiares fueron impactadas; (y) la pérdida de 
su condición de miembro de la Policía Nacional le afectó de manera significativa, 
dado que era su proyecto de vida; (vi) la gravísima sindicación por concierto para 
delinquir en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, 
destrucción, supresión u ocultamiento de elementos materiales probatorios y falsedad 
ideológica en documento público, constituye factor determinante ante la expectativa 

27  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 
SENTENCIA DEL 09 DE JUNIO DE 2010. RAD. 52001233100019970877501. ACTOR: JAIME 
ERNESTO ESTRELLA. CONSEJERO PONENTE; DR. ENRIQUE GIL BOTERO 
28  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. SENTENCIA DEL 19 DE NOVIEMBRE DE 
2012. RAD. 76001-23-31-000-1998-01510-01 (25506). ACTOR: OSCAR ISAZA BENJUMEA. 
CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
29  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SUBSECCIÓN C. 
SENTENCIA DE 14 DE MAYO DE 2014. ACTOR: JOSÉ ANTONIO LÓPEZ BULA Y OTROS. RADICADO: 
05001-23-31-000-1999-03400-01 (27975). CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA. 
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de una condena; (vi¡) la orfandad a que quedó sometida su pequeño núcleo familiar; 

(viii) las dificultades para la manutención de sus parientes más próximos, elementos 

alternativos que deben ser tenidos en cuenta para al momento de la cuantificación de 

la indemnización. 

Se ruega tener en cuenta la fundamentación 

jurisprudencia¡ aplicada para el primer grupo familiar. 

40. DAÑOS Y PERJUICIOS MATERIALES. 

A) POR DAÑO EMERGENTE. Se debe al señor 
MAURICIO ALEJANDRO  CAMPIÑO, o a quien o quienes sus derechos 
representaren al momento del fallo, indemnización derivada del pago de honorarios 

por la suma de SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000.00), los cuales fueron 
cancelados al profesional del Derecho Doctor JUAN MAURICIO CAMACHO 
FERNÁNDEZ. 

B) POR LUCRO CESANTE. Se debe al señor 
MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, o a quien o quienes sus derechos 
representaren al momento del fallo, indemnización derivada por el tiempo que estuvo 

privado de la libertad. 

El Señor CAMPIÑO, se desempeñaba como Patrullero 

de la Policía Nacional, devengando un salario mensual equivalente a $1.296.613,20, 

más el aumento del 25% por prestaciones sociales, para un total de $1.620.766,50. 

Como el señor MAURICIO ALEJANDRO,  estuvo 
efectivamente privado de la libertad durante once (11) meses aproximadamente, se 

multiplica la base salarial ($1.620.766,50), por once (11), para un total de 

$17.828.431,50. 

Si tenemos en cuenta que MAURICIO ALEJANDRO 
estuvo privado de la libertad durante 11 meses, más 08 meses promedio que ha 

reconocido la jurisprudencia que tarda en ubicarse laboralmente, tenemos entonces 

un guarismo total de 19 MESES, lo que nos arroja un total de 

$30.794.563.50, para el directamente afectado. 

A: Oficina Principal Carrera 7 No. 19-43 Piso 13 Edificio Sanco Popar Plaza de Solivar 
Teléfonos: (6) 333 7734 / 334 8654 Telefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edicio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

obhcolombia.com Erti:  juridico@obhcolombia.com  digitadorasobh@gmafl.com  obh.notiflcaciones©gmail.com  3] 

148
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



ORGANIZACIÓN 
BENTAMIN 

J HERRERA 
BUFETE DE ABOGADOS 

26 

Las anteriores sumas DEBERÁN ACTUALIZARSE al 
momento de la sentencia, de conformidad con la fórmula que en forma reiterada 

viene aplicando el Honorable Consejo de Estado. 

50. POR INTERESES, CONDENA EN COSTAS y 
CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA, se ruega tener en cuenta la jurisprudencia y 

argumentación relacionada para el primer grupo familiar. 

CAPITULO II. LEGITIMACIÓN 

1 0. MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, 
sostuvo relaciones maritales permanentes con la dama JEIMY ANDREA CORREDOR 

PÉREZ, cuando se encontraba bajo sindicación, contrayendo posteriormente 

matrimonio el 21 de diciembre de 2013, acto inscrito en la Notaría 73 del Círculo 

de Bogotá, encontrándose LEGITIMADOS el primero por razones obvias; y, la 

esposa, por haberle acompañado durante la prolongada e injusta sindicación, amén de 

las angustias propias de la condena de que fuera sujeto pasivo, hasta cuando se 

produjo la absolución y total desvinculación del proceso. 

20. MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, 
nació el 12 de mayo de 1981, inscrito en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira 

(Risaralda), constando en el acta que su progenitora es la señora EDILMA 

CAMPIÑO, encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por la 

injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 

pasivo su hijo. 

40 MANUEL WILLIAM OCAMPO CAMPIÑO, 

nació el 27 de enero de 1975, inscrito en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira 

(Risaralda), constando en el acta que su progenitora es la señora EDILMA 

CAMPIÑO, encontrándose por consiguiente LEGITIMADO para accionar por la 

injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 

pasivo su hermano. 

5°. JORGE IVÁN CAMPIÑO, nació el 02 de 

febrero de 1976, inscrito en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira (Risaralda), 

constando en el acta que su progenitora es la señora EDILMA CAMPIÑO, 
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encontrándose por consiguiente LEGITIMADO para accionar por la injusta privación 
de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto pasivo su hermano. 

60. ANA MARÍA CAMPIÑO, nació el 26 de 
julio de 1978, inscrita en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira (Risaralda), 

constando en el acta que su progenitora es la señora EDILMA CAMPIÑO, 

encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por la injusta privación 

de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto pasivo su hermano. 

70• MARÍA EYICEL CAMPIÑO, nació el 11 de 
septiembre de 1979, inscrita en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira 

(Risaralda), constando en el acta que su progenitora es la señora EDILMA 
CAMPIÑO, encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por la 

injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 
pasivo su hermano. 

En conclusión, demandan el afectado, la esposa, la 
progenitora y los hermanos del afectado, quienes se encuentran plenamente 
LEGITIMADOS para accionar. 

Cuarto grupo: 

LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA (privado de la libertad) y LUZ JULIANA 

BEDOYA GARCÍA (esposa), quienes actúan en nombre propio y además en 

representación de la menor GREILY SOLANHS VALOYES BEDOYA (hija); así 

mismo ALIPIO VALOYES MARTÍNEZ (padre), MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA 

MORA (madre), JOSÉ ANTONIO VALOYES SIERRA (hermano), ÁNGEL 

ENRIQUE VALOYES SIERRA (hermano), LUZ DARY VALOYES SIERRA 

(hermana) y RODRIGO DE JESÚS VALOYES SIERRA (hermano), formulo 

DEMANDA DE REPARACIÓN DIRECTA en contra de la NACIÓN 

COLOMBIANA - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, representada por el 

Señor FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN y la NACIÓN COLOMBIANA - 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO, representada por el Señor DIRECTOR 

EJECUTIVO DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, por la responsabilidad 
administrativa y solidaria que les cupiere en la privación de la libertad de la que fuera 

sujeto pasivo el primero de los nombrados, desde el 16 de febrero de 2011 hasta el 

21 de enero de 2012, encontrándose sub júdice hasta cuando fuera proferida la 
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sentencia absolutoria, el 09 de diciembre de 2016 por el Honorable Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C. 

CAPITULO]. DECLARACIONES Y CONDENAS 

Declárese a la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN y a la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL 
DEL PODER PÚBLICO, ADMINISTRATIVA- y SOLIDARIAMENTE responsables 
por los daños y perjuicios ocasionados a la totalidad de los demandantes, por la 
privación injusta de la libertad de que fuera sujeto pasivo el señor LUIS ALBERTO 
VALOYES SIERRA y por la prolongada e injusta sindicación, hasta cuando fuera 
proferida sentencia absolutoria el 09 de diciembre de 2016. 

Como consecuencia de lo anterior háganse las 
siguientes o similares condenas: 

1°. POR PERJUICIOS MORALES. De 
conformidad con lo estipulado en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y en 
consonancia con los últimos pronunciamientos del Honorable Consejo de Estado, se 
suplica por este rubro para cada uno de los demandantes las siguientes 
indemnizaciones: 
1. Para LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA (privado de la libertad), CIENTO 

CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 
hoy cuestan $117.186.300.00. 

2. Para LUZ JULIANA BEDOYA GARCÍA (esposa), CIENTO CINCUENTA 
(150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117. 186.300.00. 

3. Para GREILY SOLANHS VALOYES BEDOYA (hija), CIENTO CINCUENTA 
(150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$117.186.300.00. 

4. Para ALIPIO VALOYES MARTÍNEZ (padre), CIENTO CINCUENTA (150) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$1 17.186.300.00. 

S. Para MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA MORA (madre), CIENTO 
CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 
hoy cuestan $117.186.300.00. 
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6. Para JOSÉ ANTONIO VALOYES SIERRA (hermano), SETENTA Y CINCO 
(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

7. Para ÁNGEL ENRIQUE VALOYES SIERRA (hermano), SETENTA Y CINCO 
(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

8. Para LUZ DARY VALOYES SIERRA (hermana), SETENTA Y CINCO (75) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

9. Para RODRIGO DE JESÚS VALOYES SIERRA (hermana), SETENTA Y 
CINCO (75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy 
cuestan $58.593.1 50.00. 

Se ruega tener en cuenta el precedente jurisprudencia¡, 
así como los mismos argumentos relacionados para el primer grupo familiar30, dado el 
gravísimo impacto. 

20. INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS OCASIONADOS AL BUEN NOMBRE, EL HONOR Y A LA 
HONRA. Se solicita reparar por este rubro, por cuanto el proceso tuvo connotación 
social, habida cuenta de las noticias habladas y escritas, con amplia repercusión, sobre 
todo en la comunidad policial, resultando procedente suplicar las siguientes 
cantidades: 

1. Para LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA (privado de la libertad), CIEN (100) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78.124.200.00. 

2. Para LUZ JULIANA BEDOYA GARCÍA (esposa), CIEN (100) SMLMV a la 
fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

3. Para GREILY SOLANHS VALOYES BEDOYA (hija), CIEN (100) SMLMV a 
la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

4. Para ALIPIO VALOYES MARTÍNEZ (padre), CIEN (100) SMLMV a la fecha 
de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

S. Para MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA MORA (madre), CIEN (100) SMLMV 
a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

° CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN A. SENTENCIA DEL 29 DE ENERO DE 
2014. RAD. 25000-23-26-000-1995-10714-01 (33806). ACTOR: ALBERTO ALFREDO JUBIZ HAZBUM 
Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DR. HERNÁN ANDRADE RINCÓN 
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Se solicita aplicar los antecedentes jurisprudenciales 

contenidos en las sentencias del 09 de junio de 201031,  la del 19 de noviembre de 
201232 y la de 14 de mayo de 2014. 

30. POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN, 
ALTERACIÓN DE LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA Y AL PROYECTO DE 
VIDA. Se reclama indemnización por este rubro, para los siguientes demandantes: 

1. Para LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA (privado de la libertad), CIEN (100) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$78.124.200.00. 

2. Para LUZ JULIANA BEDOYA GARCÍA (esposa), CIEN (100) SMLMV a la 

fecha de ejecutarla de la sentencia, los que hoy cuestan $78.12 4.200.00. 

3. Para GREILY SOLANHS VALOYES BEDOYA (hija), CIEN (100) SMLMV a 

la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

4. Para ALIPIO VALOYES MARTÍNEZ (padre), CIEN (100) SMLMV a la fecha 

de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

S. Para MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA MORA (madre), CIEN (100) SMLMV 

a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

La anterior solicitud tiene su fundamento en: (i) el 

señor LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA fue privado efectivamente de la libertad; 

(u) permaneció sub júdice varios años; (iii) su reubicación laboral fue sumamente 

difícil; (iv) sus relaciones familiares fueron impactadas; (y) la pérdida de su condición 

de miembro de la Policía Nacional le afectó de manera significativa, dado que era su 

proyecto de vida; (vi) la gravísima sindicación por concierto para delinquir en 

concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, 

destrucción, supresión u ocultamiento de elementos materiales probatorios y falsedad 

ideológica en documento público, constituye factor determinante ante la expectativa 

de una condena; (vi¡) la orfandad a que quedó sometido su pequeño núcleo familiar 

(esposa e hija); (viii) las dificultades para la manutención de sus parientes más 

' CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 
SENTENCIA DEL 09 DE JUNIO DE 2010. RAD. 52001233100019970877501. ACTOR: JAIME 
ERNESTO ESTRELLA. CONSEJERO PONENTE: DR. ENRIQUE GIL BOTERO 
32  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. SENTENCIA DEL 19 DE NOVIEMBRE DE 
2012. RAD. 76001-23-31-000-1998-01510-01 (25506). ACTOR: OSCAR ISAZA BENJUMEA. 
CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
33  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SUBSECCIÓN C. 
SENTENCIA DE 14 DE MAYO DE 2014. ACTOR: JOSÉ ANTONIO LÓPEZ BULA Y OTROS. RADICADO: 
05001-23-31-000-1999-03400-01 (27975). CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA. 
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próximos, elementos alternativos que deben ser tenidos en cuenta al momento de la 

cuantificación de la indemnización. 

Se ruega tener en cuenta la fundamentación 

jurisprudencial aplicada para el primer grupo familiar. 

40. DAÑOS Y PERJUICIOS MATERIALES. 

A) POR DAÑO EMERGENTE. Se debe al señor LUIS 

ALBERTO VALOYES SIERRA, o a quien o quienes sus derechos representaren al 

momento del fallo, indemnización derivada del pago de honorarios por la suma de 

SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000.00), los cuales fueron cancelados al 

profesional del Derecho Doctor JUAN MAURICIO CAMACHO FERNÁNDEZ. 

B) POR LUCRO CESANTE. Se debe al señor LUIS 

ALBERTO VALOYES SIERRA, o a quien o quienes sus derechos representaren al 

momento del fallo, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de la 

libertad. 

El Señor VALOYES SIERRA, se desempeñaba como 

Patrullero de la Policía Nacional, devengando un salario mensual equivalente a 

$1.296.613,20, más el aumento del 25% por prestaciones sociales, para un total de 

$1.620.766,50. 

Como el señor LUIS ALBERTO, estuvo efectivamente 

privado de la libertad durante once (11) meses aproximadamente, se multiplica la 

base salarial ($1.620.766,50), por once (11), para un total de $17.828.431,50. 

Si tenemos en cuenta que LUIS ALBERTO estuvo privado 

de la libertad durante 11 meses, más 08 meses promedio que ha reconocido la 

jurisprudencia que tarda en ubicarse laboralmente, tenemos entonces un guarismo 

total de 19 MESES, lo que nos arroja un total de $30.794.563..50, para el 

directamente afectado. 

Las anteriores sumas DEBERÁN ACTUALIZARSE al 

momento de la sentencia, de conformidad con la fórmula que en forma reiterada 

viene aplicando el Honorable Consejo de Estado. 
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50. POR INTERESES, CONDENA EN COSTAS y 
CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA, se ruega tener en cuenta la jurisprudencia y 
argumentación relacionada para el primer grupo familiar. 

CAPITULO II. LEGITIMACIÓN 

10. LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA sostuvo 
relaciones maritales permanentes y estables con LUZ JULIANA BEDOYA GARCÍA, 
habiendo procreado a la menor GREILY SOLANSH VALOYES BEDOYA el 06 de 
enero de 2011, inscrita en la Registraduría del Estado Civil del Municipio de 
Apartadó (Antioquia), contrayendo posteriormente matrimonio el 14 de agosto de 
2015, acto inscrito en la Notaría Única del Círculo de Apartadó (Antioquia), razón 
suficiente para que se encuentren LEGITIMADAS la esposa y la hija para accionar por 
la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 
pasivo LUIS ALBERTO. 

2°. LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA, nació el 
07 de noviembre de 1987, inscrito en la Registraduría del Estado Civil del Municipio 
de Apartadó (Antioquia), constando en el acta que sus progenitores son los señores 
MARIA CONCEPCIÓN SIERRA MONTERROSA y ALlPIO VALOYES 
MARTÍNEZ, encontrándose por consiguiente LEGITIMADOS para accionar por la 
injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 
pasivo su hijo. 

30. JOSÉ ANTONIO VALOYES SIERRA, nació 
el 19 de enero de 1990, inscrito en la Registradurfa del Estado Civil del Municipio de 
Apartadó (Antioquia), constando en el acta que sus progenitores son los señores 
MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA MONTERROSA y ALIPIO VALOYES 
MARTÍNEZ, encontrándose por consiguiente LEGITIMADO para accionar por la 
injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 
pasivo su hermano. 
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40. ÁNGEL ENRIQUE VALOYES SIERRA, 
nació el 30 de agosto de 1992, inscrito en la Registraduría del Estado Civil del 
Municipio de Apartadó (Antioquia), constando en el acta que sus progenitores son 
los señores MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA MONTERROSA y ALIPIO VALOYES 
MARTÍNEZ, encontrándose por consiguiente LEGITIMADO para accionar por la 
injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 
pasivo su hermano. 

5°. LUZ DARY VALOYES SIERRA, nació el 09 
de octubre de 1982, inscrita en la Registraduría del Estado Civil del Municipio de 
Carepa (Antioquia), constando en el acta que sus progenitores son los señores 
MARIA CONCEPCIÓN SIERRA MONTERROSA y ALIPIO VALOYES 
MARTÍNEZ, encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por la 
injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de la que fuera sujeto 
pasivo su hermano. 

60. RODRIGO DE JESÚS VALOYES SIERRA, 
nació el 11 de septiembre de 1995, inscrito en la Registraduría del Estado Civil del 
Municipio de Carepa (Antioquia), constando en el acta que sus progenitores son los 
señores MARÍA CONCEPCIÓN SIERRA MONTERROSA y ALIPIO VALOYES 
MARTÍNEZ, encontrándose por consiguiente LEGITIMADO para accionar. 

Quinto grupo: 

JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO (privado de la libertad), MYRIAM FANNY 
RIAÑO (madre), ANLLY CAMILA CASALLAS RIAÑO (hermana), ESTEFANÍA 
CASALLAS RIAÑO (hermana), KARENT PATRICIA CASALLAS RIAÑO 
(hermana), ABEL ANTONIO AGUIRRE (abuelo paterno), MARÍA ALICIA 
GIRALDO (abuela paterna), FRANDY ANED AGUIRRE GIRALDO (tía), LUZ 
ESTELA RIAÑO (tía) y ADRIANA MARÍA VELÁSQUEZ RIAÑO (tía), formulo 
DEMANDA DE REPARACIÓN DIRECTA en contra de la NACIÓN 
COLOMBIANA . FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, representada por el 
Señor FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN y la NACIÓN COLOMBIANA - 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO, representada por el Señor DIRECTOR 
EJECUTIVO DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, por la responsabilidad 
administrativa y solidaria que les cupiere en la privación de la libertad de la que fuera 
sujeto pasivo el primero de los nombrados, desde el 16 de febrero de 2011 hasta el 
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17 de noviembre de 2011, encontrándose sub júdice hasta cuando fuera proferida la 

sentencia absolutoria, el 09 de diciembre de 2016 por el Honorable Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C. 

CAPITULO 1. DECLARACIONES Y CONDENAS 

Declárese a la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN y a la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL 

DEL PODER PÚBLICO, ADMINISTRATIVA y SOLIDARIAMENTE responsables 

por los daños y perjuicios ocasionados a la totalidad de los demandantes, por la 

privación injusta de la libertad de que fuera sujeto pasivo el señor JUAN DAVID 

AGUIRRE RIAÑO y por la prolongada e injusta sindicación, hasta cuando fuera 
proferida sentencia absolutoria el 09 de diciembre de 2016. 

Como consecuencia de lo anterior háganse las 

siguientes o similares condenas: 

1°. POR PERJUICIOS  MORALES. De 

conformidad con lo estipulado en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y en 

consonancia con los últimos pronunciamientos del Honorable Consejo de Estado, se 

suplica por este rubro para cada uno de los demandantes las siguientes 

indemnizaciones: 

1. Para JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO (privado de la libertad), CIENTO 

CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 

hoy cuestan $117.1 86.300.00. 

2. Para MYRIAM FANNY RIAÑO (madre), CIENTO CINCUENTA (150) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$1 17.186.300.00. 

3. Para ANLLY CAMILA CASALLAS RIAÑO (hermana), SETENTA Y CINCO 

(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 
4. Para ESTEFANÍA CASALLAS RIAÑO (hermana), SETENTA Y CINCO (75) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 
S. Para KARENT PATRICIA CASALLAS RIAÑO (hermana), SETENTA Y 

CINCO (75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy 

cuestan $58.593. 1 50.00. 
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6. Para ABEL ANTONIO AGUIRRE (abuelo paterno), SETENTA Y CINCO (75) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 
7. Para MARIA ALICIA GIRALDO (abuela paterna), SETENTA Y CINCO (75) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 

8. Para FRANDY ANED AGUIRRE GIRALDO (tía), SETENTA Y CINCO (75) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 

9. Para LUZ ESTELA RIAÑO (tía), SETENTA Y CINCO (75) SMLMV a la fecha 

de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $58.593,1 50.00. 

10. Para ADRIANA MARÍA VELÁSQUEZ RIAÑO (tía), SETENTA Y CINCO 

(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 

Se ruega tener en cuenta el precedente jurisprudencia¡, 

así como los mismos argumentos relacionados para el primer grupo familiar`, dado el 

gravísimo impacto. 

20. INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS Y 

PERJUICIOS OCASIONADOS AL BUEN NOMBRE, EL HONOR Y A LA 

HONRA. Se solícita reparar por este rubro, por cuanto el proceso tuvo connotación 

social, habida cuenta de las noticias habladas y escritas, con amplia repercusión, sobre 

todo en la comunidad policial, resultando procedente suplicar las siguientes 

cantidades: 

1. Para JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO (privado de la libertad), CIEN (100) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$78. 124.200.00. 

2. Para MYRIAM FANNY RIAÑO (madre), CIEN (100) SMLMV a la fecha de 

ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

Se solicita aplicar los antecedentes jurisprudenciales 

contenidos en las sentencias del 09 de junio de 2010, la del 19 de noviembre de 

201236 y la de 14 de mayo de 2014. 

34  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SURSECCIÓN A. SENTENCIA DEL 29 DE ENERO DE 
2014. RAD. 25000-23-26-000-1995-10714-01 (33806). ACTOR: ALBERTO ALFREDO JUBIZ HAZBUM 
Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DR. HERNÁN ANDRADE RINCÓN 

A: 
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30. POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN, 
ALTERACIÓN DE LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA Y AL PROYECTO DE 
VIDA. Se reclama indemnización por este rubro, para los siguientes demandantes: 

1. Para JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO (j,rivado de la libertad), CIEN (100) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$78. 124.200.00. 
2. Para MYRIAM FANNY RIAÑO (madre), CIEN (100) SMLMV a la fecha de 

ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.I24.200.00. 

La anterior solicitud tiene su fundamento en: (i) el 

señor JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, fue privado efectivamente de la libertad; 

(U) permaneció sub júdice varios años; (iii) su reubicación laboral fue sumamente 

difícil; (iv) sus relaciones familiares fueron impactadas; (y) la pérdida de su condición 

de miembro de la Policía Nacional le afectó de manera significativa, dado que era su 

proyecto de vida; (vi) la gravísima sindicación por concierto para delinquir en 

concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, 

destrucción, supresión u ocultamiento de elementos materiales probatorios y falsedad 

ideológica en documento público, constituye factor determinante ante la expectativa 

de una condena; (vii) la progenitora fue impactada de manera severa por la gravísima 

sindicación de su hijo, así como la privación de la libertad, elementos alternativos que 

deben ser tenidos en cuenta para al momento de la cuantificación de la 

indemnización. 

Se ruega tener en cuenta la fundamentación 

jurisprudencial aplicada para el primer grupo familiar. 

35 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 
SENTENCIA DEL 09 DE JUNIO DE 2010. RAD. 52001233100019970877501. ACTOR: JAIME 
ERNESTO ESTRELLA. CONSEJERO PONENTE: DR. ENRIQUE GIL BOTERO 
36  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. SENTENCIA DEL 19 DE NOVIEMBRE DE 
2012. RAD. 76001-23-31-000-1998-01510-01 (25506). ACTOR: OSCAR ISAZA BENJUMEA. 
CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
' CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SUBSECCIÓN C 

SENTENCIA DE 14 DE MAYO DE 2014. ACTOR: JOSÉ ANTONIO LÓPEZ BULA Y OTROS. RADICADO: 
05001-23-31-0001999-03400-01 (27975). CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA. 
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40. DAÑOS Y PERJUICIOS MATERIALES. 

A) POR DAÑO EMERGENTE. Se debe al señor 
JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, o a quien o quienes sus derechos representaren al 
momento del fallo, indemnización derivada del pago de honorarios por la suma de 
DOCE MILLONES DE PESOS ($ 12.000.000.00), cancelados a los profesionales 
del Derecho Doctor JUAN MAURICIO CAMACHO FERNÁNDEZ y Doctora 
ORFA PATRICIA MONROY GARCÍA, según certificados que se anexan al presente 
escrito. 

8) POR LUCRO CESANTE. Se debe al señor JUAN 
DAVID AGUIRRE RIAÑO, o a quien o quienes sus derechos representaren al 
momento del fallo, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de la 
libertad. 

El Señor AGUIRRE RIAÑO, se desempeñaba como 
Patrullero de la Policía Nacional, devengando un salario mensual equivalente a 
$1.296.613,20, más el aumento del 25% por prestaciones sociales, para un total de 
$1.620.766,50. 

Como el señor JUAN DAVID, estuvo efectivamente 
privado de la libertad durante nueve (09) meses aproximadamente, se multiplica la 
base salarial ($1.620.766,50), por nueve (09), para un total de $14.586.898.50. 

Si tenemos en cuenta que JUAN DAVID estuvo privado 
de la libertad durante 09 meses, más 08 meses promedio que ha reconocido la 
jurisprudencia que tarda en ubicarse laboralmente, tenemos entonces un guarismo 
total de 17 MESES, lo que nos arroja un total de $27.553.030,50, para el 
directamente afectado. 

Las anteriores sumas DEBERÁN ACTUALIZARSE al 
momento de la sentencia, de conformidad con la fórmula que en forma reiterada 
viene aplicando el Honorable Consejo de Estado. 

50. POR INTERESES, CONDENA EN COSTAS y 
CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA, se ruega tener en cuenta la jurisprudencia y 
argumentación relacionada para el primer grupo familiar. 
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CAPITULO II. LEGITIMACIÓN 

1°. JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, nació el 

22 de enero de 1987, inscrito en la Registraduría del Estado Civil del Municipio de 

Manzanares (Caldas), constando en el acta que sus progenitores son los señores 

MYRIAM FANNY RIAÑO y NORBEY ANTONIO AGUIRRE GIRALDO, 

encontrándose la madre del afectado LEGITIMADA para accionar por la injusta 

privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera sujeto pasivo su hijo. 

20. ANLLY CAMILA CASALLAS RIAÑO, nació 

el 05 de mayo de 1997, inscrita en la Registraduría del Estado Civil del Municipio de 

Manzanares (Caldas), constando en el acta que su progenitora es la señora MYRIAM 

FANNY RIAÑO, encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por 

la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera sujeto 

pasivo su hermano. 

30. ESTEFANÍA CASALLAS RIAÑO, nació el 

21 de septiembre de 1992, inscrita en la Notaría Única del Círculo de Manzanares 

(Caldas), constando en el acta que su progenitora es la señora MYRIAM FANNY 

RIAÑO, encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por la injusta 

privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera sujeto pasivo su 

hermano. 

40. KARENT PATRICIA CASALLAS RIAÑO, 

nació el 09 de agosto de 1994, inscrita en la Notaría Única del Círculo de 

Manzanares (Caldas), constando en el acta que su progenitora es la señora MYRIAM 

FANNY RIAÑO, encontrándose por consiguiente LEGITIMADA para accionar por 

la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera sujeto 

pasivo su hermano. 

5°. ABEL ANTONIO AGUIRRE GÓMEZ 

contrajo matrimonio con DORA ALICIA GIRALDO RESTREPO, el 22 de 

noviembre de 1965, acto inscrito en la Notaría Única del Círculo de Manzanares 

(Caldas). De este contrato nació NORVEY ANTONIO AGUIRRE GIRALDO, el 13 

de octubre de 1966, inscrito en la Notaría Única del Círculo de Manzanares 

(Caldas), constando en el acta que sus progenitores son los relacionados en el 

contrato matrimonial, encontrándose por consiguiente estos últimos LEGITIMADOS 
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para accionar por la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de que 
fuera sujeto pasivo su nieto. 

60. FRANDY ANED AGUIRRE GIRALDO, 
nació el 16 de noviembre de 1975, inscrita en la Notaría Única del Círculo de 
Argelia (Valle), constando en el acta que sus progenitores son los señores DORA 
ALICIA GIRALDO y ABEL ANTONIO AGUIRRE GÓMEZ, por consiguiente se 
trata de una tía paterna del afectado, LEGITIMADA para accionar por la injusta 
privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera sujeto pasivo su 
sobrino. 

70 MYRIAM FANNY RIAÑO -progenitora del 
afectado JUAN DAVID AGUIRRE-, nació el 14 de junio de 1968, inscrita en la 
Notaría Única del Círculo de Manzanares (Caldas), constando en el acta que su 
progenitora es la señora NOHELIA RIAÑO, prueba fundamental para acreditar la 
condición de tías maternas, tal como se analiza en los siguientes numerales: 

a). LUZ ESTELA RIAÑO, nació el 10 de mayo 
de 1966, inscrita en la Notaría Única del Círculo de Manzanares (Caldas), constando 
en el acta que su progenitora es la señora NOHELIA RIAÑO, por consiguiente se 
trata de una tía materna del afectado, LEGITIMADA para accionar por la injusta 
privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera sujeto pasivo su 
sobrino. 

b). ADRIANA MARÍA RIAÑO, nació el 11 de 
marzo de 1975, inscrita en la Notaría Única del Círculo de Manzanares (Caldas), 
constando en el acta que su progenitora es la señora NOHELIA RIAÑO, por 
consiguiente se trata de una tía materna del afectado, LEGITIMADA para accionar 
por la injusta privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera sujeto 
pasivo su sobrino. 

En relación con los TERCEROS AFECTADOS o 
DAMNIFICADOS, nuestra jurisprudencia ha sostenido38, que " ... sibien ha sido criterio 
reiterado de la Corporación la presunción de indemnización por perjuicios morales en Ja línea 
de parentesco de los padres, los abuelos, los hijos, los cónyuges entre síy para los colaterales 

" SENTENCIA DEL 16 DE JULIO DE 1998. EXP.: 10.196. ACTOR: BLANCA NIDIA AGUDELO 
CLAVIJO. CONSEJERO PONENTE: DR. RICARDO HOYOS DUQUE. 
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basta el segundo grado, también ha sida orientación jurisprudendal que en estos procesas de 
responsabilidad igualmente están legitimadas para solicitar la indemnización de dichos 
perjuidos quienes demuestren que el hecha perjudicial les haya afectado sus condiciones 
normales de subsistenda en su esfera moral, sin que se requiera un vínculo de parentesco con 
la víctima. 

De igual manera la doctrina se ha pronunciado sobre la materia que 
se estudia. Tal es el caso de los autores 14azeaud y Tunc, quienes 
afirman: 

"320. Personas que pueden pedir reparación de un atentada 
contra los sentimientos afectivas. Por estar admitida en 
materia delictual y cuasídelíctual la reparación del perjuicio no 
pecuniario, se suscita, en una esfera particular, una cuestión 
delicada y muy discutida: la del atentado contra los 
sentimientos afectivos. Se trata de determinar quienes son los 
que pueden alegar tales ultrajes, los que están en su derecho 
pan pedir reclamación del perjuicio moral experimentando por 
el hecho de la desaparición de un ser que les era querido o 
también dei hecho de los sufrimientos o de la enfermedad que 
alcancen a esa persona. 

11  "La misma cuestión se ha presentado sobre el terreno del 
daño material. Ha sido resuelta decidiendo que todo puede 
demandar la reparación can la condición de que justifique, por 
una parte, un perjuicio cieno; y, de otra, un "interés legítimo", 
es lo que suele expresarse al exigir un "atentado contra un 
derecho adquirido". 

"",jConviene aplicar la misma regla en materia de daño moral? 

"323. Necesidad de un perjuicio cierto: PARIENTES 
CONSANGUÍNEOS Y AFINES; PERSONAS QUE NO 
POSEEN NINGÚN VINCULO DE PARENTESCO POR 
CONSANGUINIDAD NI POR AFINIDAD.-  Se ha admitido 
que el carácter de certeza del daño material puede existir no 
sólo si la persona que se queja no está unida al difunto por 
ningún vínculo de obligación alimentaria, sino también sí no 
posee con él lazo alguno de parentesco consanguíneo o de 
afinidad. 

"Está claro que, en esto, queda fuera de la cuestión la 
obligación alimentaria. El demandante no alega los socorros 
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que se le podrían haber abonado por el difunto, sino el afecto 
que aquel experimentaba con respecto a éste, el pesar que 
padece por su desaparición. Con mucha más razón no se 
plantea la cuestión de exigirle al demandante que el difunto 
haya subvenido a sus necesidades. 

"Por consiguiente, no hay que plantear más que una cuestión: 
¿experimenta el demandante, si o no, un verdadero pesar.'. En 
la afirmativa, ese pesar debe ser reparado, sea quien sea el que 
lo sufra: pariente cercano, pariente lejano o, incluso, 
sencillamente un amigo. En la negativa, no se debe ninguna 
reparación. 

""324. No cabe entonces sino rechazar las teorías restrictivas, 
todas ellas proceden de una confusión entre el perjuicio 
material y el daño moral. Así como no cabe reservarle la 
acción de indemnización tan sólo a los parientes consanguíneos 
y afines que sean acreedores de alimentos, no se podría 
reservarla para los parientes consanguíneos y con afinidad muy 
próximos (cónyuge, ascendientes, descendientes, hermanos y 
hermanas, suegros y suegras, yernos y nueras, cuñados y 
cuñadas), a los par/entes en grado de suceder, o también a los 
que tengan un vínculo de parentesco consanguíneo o por 
afinidad reconocido por la ley. El pesar experimentado, cuya 
repara dón se asegura, no se ilmita a unas u otras de esas 
categorías, rebasa el círculo mismo de la familla, y es 
susceptible de afectar a cualquier persona. 

,, ,, 

"325-2. El único límite de la multiplicación de las acciones 
debe buscarse, por lo tanto, en la exígenda de un pesar real y 
suficientemente profundo. 

"Corresponderá a los tribunales, en cada casa, averiguar sise 
ha cumplido con ese requisito. 

En igual sentido, se cita sentencia de febrero 23 de 

1990̀ , en la que se indemnizó con el máximo legal por una madre de crianza; la de 

11 de octubre de 199040  ,  en la que se indemnizó con los máximos legales por una 

abuela que fungió como madre de crianza. 

39 SENTENCIA DE FEBRERO 23 DE 1990. EXP. 5701. ACTOR: JOSEFINA RUEDA VDA. DE ROBLES. 
CONSEJERO PONENTE: DR. GUSTAVO DE GREIFF RESTREPO. 
4° SENTENCIA DE OCTUBRE 11 DE 1990. EXP. 5963 - 722 Y 865. ACTOR. JOSE ECHEVERRY 
AGUIRRE. CONSEJERO PONENTE. DR. JULIO CESAR URIBE ACOSTA. 

Oficina Principal Carrera 7 No, 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Borvar 
Teléfonos; (61 333 77341334 8554 Telefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 EdlfiC(0 Banco Ganadero 
Cale 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

bhcolombi&com Er3l:  juridko@obhcolombia.com  digitadorasobh©gmailcom obftnotificaciones©gmailcorn 

164
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



11  ORGANIZACIÓN 
BENTAMIN 

A HEI&ERA 
BUFETE DE ABOGADOS 

42 

En igual sentido, debe tenerse en cuenta, que a efectos de 
atender la calidad de damnificado, se deben tener en cuenta pautas como las 
siguientes`: "A pesar de lo anterior, fluye de distintas informaciones procesales, que en 
verdad, las actoras configuraban con la víctima un verdadero grupo familiar, con las 
características inherentes a quienes se tratan y ayudan como [am/llares, con cariño y afecto, 
reafirmadas por la con vivencia bajo el mismo techo y la dependencia de la progenitora frente 
a su hijo, así como por los comportamientos asumidos a la muerte de Jorge Enrique Castro 
Vargas, tanto para el sepelio, como para denunciar y reclamar ante la justicia penal por su 
violento fallecimiento. Estas circunstancias de orden sicológico y sociológico permiten a la 
Sala tener a las demandantes como terceras afectadas y damnificadas con la muerte de Castro 
Vargas, para así reconocer en su beneficio y como indemnización por los perjuicios recibidos, 
un monto equivalente al 8096 de la suma indemnizatoria que usualmente se ha reconocido 
para los padres y hermanos de la víctima!'; e igualmente la sentencia de 11 de diciembre 
de 199442: 

"Doctrina y jurisprudencia han presumido que ese perjuicio lo sufren 
los padres y los hijos pero esa especie de daño puede presentarse 
en otros casos cuando las pruebas aportadas al proceso demuestren 
que se han afectado esos bienes no patrimoniales, en cuyo caso no se 
tratará ya de aplicar una presunción derivada del parentesco - que 
tendrá que probarse con un documento público - sino de una realidad 
tangible - que admite otra clase de prueba." 

"Y en sentencia del 1 de noviembre de 1991. con ponencia del Dr. 
Carlos Betancur Jaramillo. Expediente 6469 Actor Henry Londoño 
García, en el cual se juzgaba un caso similar se dijo: 

"Ha dicho la jurisprudencia, en forma reiterada, que en estos 
procesos de responsabilidad la indemnización de perjuicios la piden o 
solicitan los damnificados de la persona fallecida o herida por causa de 
la falla del servicio, no en su carácter de heredero de ésta sino con el 
perjuicio que le causó esa muerte o esas lesiones, con prescindencia 
del mismo vinculo parental que gobierna el régimen sucesora! En 
otras palabras, la parte demanda porque fue damnificada y no porque 
es heredera. 

111'7án cierto es esto que con alguna frecuencia se niega en estos 
procesos la indemnización al padre, al cónyuge, a los hijos o 
hermanos pese a la demostración del parentesco, porque por otros 
medíos se acredita que no sufrieron daño alguno. El caso, por 
ejemplo del padre o madre que abandona a sus hijos desde chicos; o 

' SENTENCIA DE MAYO 20 DE 1993. EXP. 7749. ACTOR: MARIA PRESENTACION CASTRO, 
CONSEJERO PONENTE: DR. DANIEL SUAREZ HERNANDEZ. 
42  SENTENCIA DE DICIEMBRE 16 DE 1994. EXP. 9205. ACTOR: MARIA CONSEJO RINCON. 
CONSEJERO PONENTE: DR. CARLOS BETANCUR JARAMILLO. 
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del hijo que abandona a sus padres estando enfermos o en 
condiciones de no subsistir por sus propios medios." 

""En otros términos, lo que se debe probar siempre es el hecho de 
ser damnificada la persona (porque el hecho perjudicial afectó sus 
condiciones normales de subsistencia, bien sea en su esfera 
patrimonial o moral) y no su carácter de heredera." 

""El equívoco se creó cuando la jurisprudencia aceptó, para fad/itar 
un tanto las cosas, que el interés de la persona damnificada resulta 
demostrada con la prueba del vínculo de parentesco existente entre la 
víctima y el presunto damnificado. 

""Esta idea, por sí bastante clara creó el equívoco, hasta el punto de 
que se confundió el interés de/ damnificado con el heredero. 

En conclusión, demandan el afectado, la progenitora, los 
hermanos, los abuelos paternos y las tías de la víctima, quienes se encuentran 

plenamente LEGITIMADOS para accionar. 

Sexto grupo: 

ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ (privado de la libertad) y LICETH 

ORTIZ BARRENECHE (compañera permanente), quienes obran en nombre propio y 

además en representación del menor ÁNGEL MATEO BARRERA ORTIZ (hijo); así 

mismo, ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA (padre), MARLENY DE 

JESÚS LÓPEZ GALEANO (madre), ALEX CAMILO BARRERA LÓPEZ (hermano), 

FÉLIX ARLEY BARRERA LÓPEZ (hermano), ROSA STEFANÍA BARRERA LÓPEZ 

(hermana), JOSABEL QUIRAMA GRAJALES  (abuela paterna) y MARÍA ALICIA 

GALEANO DE LÓPEZ (abuela materna), formulo DEMANDA DE REPARACIÓN 

DIRECTA en contra de la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN, representada por el Señor FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN y la 

NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO, 

representada por el Señor DIRECTOR EJECUTIVO DE ADMINISTRACIÓN 

JUDICIAL, por la responsabilidad administrativa y solidada que les cupiere en la 

privación de la libertad de la que fuera sujeto pasivo el primero de los nombrados, 

desde el 16 de febrero de 2011 hasta el 17 de noviembre de 2011, encontrándose 

sub júdice hasta cuando fuera proferida la sentencia absolutoria, el 09 de diciembre 
de 2016 por el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C. 
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CAPITULO!. DECLARACIONES Y CONDENAS 

Declárese a la NACIÓN COLOMBIANA - FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN y a la NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL 

DEL PODER PÚBLICO, ADMINISTRATIVA y SOLIDARIAMENTE responsables 

por los daños y perjuicios ocasionados a la totalidad de los demandantes, por la 

privación injusta de la libertad de que fuera sujeto pasivo el señor ROBINSON 

ANTONIO BARRERA LÓPEZ y por la prolongada e injusta sindicación, hasta 

cuando fuera proferida sentencia absolutoria el 09 de diciembre de 2016. 

Como consecuencia de lo anterior háganse las 
siguientes o similares condenas: 

1°. POR PERJUICIOS MORALES. De 
conformidad con lo estipulado en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, y en 

consonancia con los últimos pronunciamientos del Honorable Consejo de Estado, se 

suplica por este rubro para cada uno de los demandantes las siguientes 

indemnizaciones: 

1. Para ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ (privado de la libertad), 

CIENTO CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, 

los que hoy cuestan $117.1 86.300.00. 

2. Para LICETH ORTIZ BARRENECHE (compañera permanente), CIENTO 

CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 

hoy cuestan $117.186.300.00. 

3. Para ÁNGEL MATEO BARRERA ORTIZ (hijo), CIENTO CINCUENTA 

(1 50) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$117.186. 300.00. 
4. Para ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA (padre), CIENTO 

CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 

hoy cuestan $117.186.300.00. 
S. Para MARLENY DE JESÚS LÓPEZ GALEANO (madre), CIENTO 

CINCUENTA (150) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que 

hoy cuestan $11 7.1 86.300.00. 

6. Para ALEX CAMILO BARRERA LÓPEZ (hermano), SETENTA Y CINCO (75) 

SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 
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7. Para FÉLIX ARLEY BARRERÁ LÓPEZ (hermano), SETENTA Y CINCO (75) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 
8. Para ROSA STEFANÍA BARRERÁ LÓPEZ (hermana), SETENTA Y CINCO 

(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 

$58.593.1 50.00. 
9. Para JOSABEL QUIRÁMA GRAJALES  (abuela paterna), SETENTA Y CINCO 

(75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$58.593.1 50.00. 

10. Para MARÍA ALICIA GALEANO DE LÓPEZ (abuela materna), SETENTA Y 
CINCO (75) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy 
cuestan $58.593.1 50.00. 

Se ruega tener en cuenta el precedente jurisprudencia 1, 
así como los mismos argumentos relacionados para el primer grupo familiar  4', dado el 
gravísimo impacto. 

20. INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS OCASIONADOS AL BUEN NOMBRE, EL HONOR Y A LA 
HONRA. Se solicita reparar por este rubro, por cuanto el proceso tuvo connotación 
social, habida cuenta de las noticias habladas y escritas, con amplia repercusión, sobre 
todo en la comunidad policial, resultando procedente suplicar las siguientes 
cantidades: 
1. Para ROBINSON ANTONIO BARRERÁ LÓPEZ (privado de la libertad), CIEN 

(100) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78. 124.200.00. 

2. Para LICETH ORTIZ BARRENECHE (compañera permanente), CIEN (100) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78. 124.200.00. 

3. Para ÁNGEL MATEO BARRERÁ ORTIZ (hijo), CIEN (100) SMLMV a la 
fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78. 124.200.00. 

4. Para ROBINSON ANTONIO BARRERÁ QUIRAMA (padre), CIEN (100) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78. 124.200.00. 

43 CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN A. SENTENCIA DEL 29 DE ENERO DE 
2014. RAD. 25000-23.26-000-1995d0714-01 (33806). ACTOR: ALBERTO ALFREDO JUBIZ HAZBUM 
Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DR. HERNÁN ANDRADE RINCÓN 
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S. Para MARLENY DE JESÚS LÓPEZ GALEANO (madre), CIEN (100) SMLMV 
a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

Se solicita aplicar los antecedentes jurisprudenciales 
contenidos en las sentencias del 09 de junio de 2o10, la del 19 de noviembre de 
2012 41 y la de 14 de mayo de 201446. 

30. POR DAÑOS A LA VIDA DE RELACIÓN, 
ALTERACIÓN DE LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA Y AL PROYECTO DE 
VIDA. Se reclama indemnización por este rubro, para los siguientes demandantes: 
1. Para ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ (privado de la libertad), CIEN 

(100) SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78.124.200.00. 

2. Para LICETH ORTIZ BARRENECHE (compañera permanente), CIEN (100) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78.124.200.00. 

3. Para ÁNGEL MATEO BARRERA ORTIZ (hijo), CIEN (100) SMLMV a la 
fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

4. Para ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA (padre), CIEN (100) 
SMLMV a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan 
$78.124.200.00.  

5. Para MARLENY DE JESÚS LÓPEZ GALEANO (madre), CIEN (100) SMLMV 
a la fecha de ejecutoria de la sentencia, los que hoy cuestan $78.124.200.00. 

La anterior solicitud tiene su fundamento en: (i) el 
señor ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ, fue privado efectivamente de la 
libertad; (u) permaneció sub júdice varios años; (iii) su reubicación laboral fue 
sumamente difícil; (iv) sus relaciones familiares fueron impactadas; (y) la pérdida de 
su condición de miembro de la Policía Nacional le afectó de manera significativa, 
dado que era su proyecto de vida; (vi) la gravísima sindicación por concierto para 

'H CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN TERCERA. 
SENTENCIA DEL 09 DE JUNIO DE 2010. RAD. 52001233100019970877501. ACTOR: JAIME 
ERNESTO ESTRELLA. CONSEJERO PONENTE: DR. ENRIQUE GIL BOTERO 
41  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECcIÓN C. SENTENCIA DEL 19 DE NOVIEMBRE DE 
2012. RAD. 76001-23-31-000.1998.01510.01 (25506). ACTOR: OSCAR ISAZA BENJUMEA. 
CONSEJERO PONENTE: DR. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
46  CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SUBSECCIÓN C. 
SENTENCIA DE 14 DE MAYO DE 2014. ACTOR: JOSÉ ANTONIO LÓPEZ BULA Y OTROS. RADICADO: 
05001-23.31-000-1999-03400-01 (27975). CONSEJERO PONENTE: DR, JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA. 
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delinquir en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, 
destrucción, supresión u ocultamiento de elementos materiales probatorios y falsedad 
ideológica en documento público, constituye factor determinante ante la expectativa 
de una condena; (vi¡) la orfandad a que quedó sometida su pequeño núcleo familiar 
(compañera e hijo); (viii) las dificultades para la manutención de sus parientes más 
próximos, elementos alternativos que deben ser tenidos en cuenta para al momento 
de la cuantificación de la indemnización. 

Se ruega tener en cuenta la fundamentación 
jurisprudencia¡ aplicada para el primer grupo familiar. 

40. DAÑOS Y PERJUICIOS MATERIALES. 

A) POR DAÑO EMERGENTE. Se debe al señor 
ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ, o a quien o quienes sus derechos 
representaren al momento del fallo, indemnización derivada del pago de honorarios 
por la suma de DIEZ MILLONES DE PESOS (110.000.000.00), los cuales 
fueron cancelados a la profesional del Derecho Doctora SHIRLEY ANDREA ORTIZ 
DÍAZ. 

B) POR LUCRO CESANTE. Se debe al señor 
ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ, o a quien o quienes sus derechos 
representaren al momento del fallo, indemnización derivada por el tiempo que estuvo 
privado de la libertad. 

El Señor BARRERA LÓPEZ, se desempeñaba como 
Patrullero de la Policía Nacional, devengando un salario mensual equivalente a 
$1.296.613,20, más el aumento del 25% por prestaciones sociales, para un total de 
$1.620.766,50. 

Como el señor ROBINSON, estuvo efectivamente 
privado de la libertad durante nueve (09) meses aproximadamente, se multiplica la 
base salarial ($1.620.766,50), por nueve (09), para un total de $14.586.898.50. 

Si tenemos en cuenta que ROBINSON ANTONIO 
estuvo privado de la libertad durante 09 meses, más 08 meses promedio que ha 
reconocido la jurisprudencia que tarda en ubicarse laboralmente, tenemos entonces 

.ERA: 
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un guarismo total de 17 MESES, lo que nos arroja un total de 

$27.553.030.50. 

Las anteriores sumas DEBERÁN ACTUALIZARSE al 
momento de la sentencia, de conformidad con la fórmula que en forma reiterada 

viene aplicando el Honorable Consejo de Estado. 

50. POR INTERESES, CONDENA EN COSTAS y 
CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA, se ruega tener en cuenta la jurisprudencia y 
argumentación relacionada para el primer grupo familiar. 

CAPITULO II. LEGITIMACIÓN 

1°. ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ 
sostuvo y sostiene relaciones maritales, estables y permanentes con LICETH ORTIZ 
BARRENECHE, conviviendo bajo el mismo techo, compareciendo como 
DAMNIFICADA o TERCERA AFECTADA, tema que será motivo de debate 
procesal. 

20. De la anterior unión nació ÁNGEL MATEO 

BARRERA ORTIZ, el 06 de junio de 2011, inscrito en la Notaría 66 del Círculo de 

Bogotá, constando en el acta que sus padres son los relacionados en el numeral 
anterior, encontrándose LEGITIMADO para accionar por la injusta privación de la 

libertad y la prolongada sindicación de que fuera víctima su padre. 

30 ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ, 
nació el 16 de julio de 1987, inscrito en la Alcaldía Especial del Municipio de Puerto 
Salgar, constando en el acta que sus progenitores son los señores MARLENY DE 
JESÚS LÓPEZ GALEANO y ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA, 
encontrándose estos últimos LEGITIMADOS para accionar por la injusta privación de 

la libertad y la prolongada sindicación de que fuera víctima su hijo. 

40. ALEX CAMILO BARRERA LÓPEZ, nació el 
23 de octubre de 1993, inscrito en la Notaría Primera del Círculo de Pereira 
(Risaralda), constando en el acta que sus progenitores son los señores MARLENY DE 
JESÚS LÓPEZ GALEANO y ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA, 
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encontrándose LEGITIMADO para accionar por la injusta privación de la libertad y la 
prolongada sindicación de que fuera víctima su hermano. 

5°. FÉLIX ARLEY BARRERA LÓPEZ, nació el 
23 de marzo de 1990, inscrito en la Notaría Primera del Círculo de Pasto (Nariño), 
constando en el acta que sus progenitores son los señores MARLENY DE JESÚS 
LÓPEZ GALEANO y ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA, 
encontrándose LEGITIMADO para accionar por la injusta privación de la libertad y la 
prolongada sindicación de que fuera víctima su hermano. 

60. ROSA STEFANÍA BARRERA LÓPEZ, nació 
el 13 de septiembre de 1992,   inscrita en la Notaría Tercera del Círculo de Pasto 
(Nariño), constando en el acta que sus progenitores son los señores MARLENY DE 
JESÚS LÓPEZ GALEANO y ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA, 
encontrándose LEGITIMADA para accionar por la injusta privación de la libertad y la 
prolongada sindicación de que fuera víctima su hermano. 

70 ROBINSON ANTONIO BARRERA 
QUIRAMA, nació el 17 de enero de 1973, inscrito en la Registraduría del Estado 
Civil del Municipio de Puerto Triunfo (Antioqula), constando en el acta que su 
progenitora es la señora JOSABEL QUIRAMA GRAJALES,  encontrándose 
LEGITIMADA para accionar por la injusta privación de la libertad y la prolongada 
sindicación de que fuera víctima su nieto. 

80. MARLENY DE JESÚS LÓPEZ GALEANO, 
nació el 22 de diciembre de 1965, inscrita en la Alcaldía Municipal de Caracolí 
(Antioquia), constando en el acta que su progenitora es la señora MARÍA ALICIA 
GALEANO SALAZAR, encontrándose LEGITIMADA para accionar por la injusta 
privación de la libertad y la prolongada sindicación de que fuera víctima su nieto. 

En conclusión, demandan el afectado, la compañera 
permanente, el hijo, los progenitores, los hermanos y las abuelas paterna y materna, 
quienes se encuentran plenamente LEGITIMADOS para accionar. 
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CAPITULO III. HECHOS 

1°. Por virtud de la denuncia presentada por el 

señor OBER ARLEY GONZÁLEZ MORA, fue iniciada investigación de carácter 

penal por supuestos actos de corrupción cometidos por los Patrulleros JUAN 

LEONARDO CHAVARRIA PEÑA, LUIS ALBERTO BALOYES SIERRA, 

MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, JOHN ALEJANDRO  GOMEZ 

CHAVERRA, ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ y JUAN DAVID 

AGUIRRE RIAÑO, adscritos a la SIJIN MEBOG, Grupo de Microtráfico de la URl - 

Kennedy. 

20. El Juzgado 38 Penal Municipal con Función 

de Control de Garantías, expidió órdenes de captura contra los uniformados 

relacionados en el numeral anterior, por los supuestos delitos de concierto para 

delinquir, tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, destrucción, supresión u 

ocultamiento de material probatorio y falsedad ideológica en documento público, 

efectuándose la captura el 11 de febrero de 2011, durante la formación en las 

instalaciones del Comando de la Policía Metropolitana de Bogotá, sometiéndolos al 

escarnio público ante la comunidad policial por parte de su Comandante. 

30
• El 12 de febrero de 2011, ante el Juzgado 

60 Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Bogotá, la Fiscalía 

legalizó la captura, formulando imputación en contra de los Patrulleros ya enunciados 

como coautores de los delitos de concierto para delinquir agravado en concurso 

heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, con circunstancias de 

mayor punibilidad, falsedad ideológica en documento público, ocultamiento, 

alteración o destrucción de elementos materiales probatorios y amenazas a testigo 

como determinadores, solicitando el ente acusador medida de aseguramiento con 

detención preventiva en establecimiento carcelario. 

40. Rituado el proceso, el Juzgado 81  Penal del 

Circuito de Bogotá, el 04 de diciembre de 2015, profirió sentencia condenatoria 

contra todos los acusados, excepto JUAN DAVID AGUIRRE RlAÑO, a la pena de 

94 meses de prisión, inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicos 

de 115 meses y multa de 1400 salarios mínimos, como coautores de ocultamiento, 

supresión o alteración de elemento material probatorio, en concurso con falsedad 

ideológica en documento público. 
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Sin embargo: (1) en el numeral SEGUNDO, dispuso 

ABSOLVER a los acusados por el delito de concierto para delinquir y amenaza de 

testigo; (u) en el numeral TERCERO, dispuso ABSOLVER al señor JUAN DAVID 

AGUIRRE RIAÑO, de los delitos de ocultamiento, supresión o alteración de 

elemento material probatorio en concurso con falsedad ideológica en documento 

público, en aplicación del principio universal del IN DUBIO PRO REO; (iii) en el 

numeral CUARTO, ordenó la prescripción y de contera la extinción de la acción 

penal por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

50 De las consideraciones contenidas en la 

sentencia proferida por el Juzgado 81  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, 

se hace preciso retener: 

En cuanto al ilícito de amenaza a testigo, sostuvo 

"Igualmente es menester hacer una breve reflexión frente al ilícito de amenaza a testigo, en 
relación con el cual en los alegatos de cierre se presentó una situación especial y se considera 
especial por esta funcionario, pues nada más ni nada menos, el delegado de la Fiscalía planteó 
una solicitud de preclusión que no fundamentó ni fáctica ni jurídicamente, pues no señaló la 
causal que invoca y los elementos que la soportan, pero además pasó por alto que iniciado el 
luido ya no es posible proceder de conformidad salvo que se trate de una situación 
meramente objetiva como las establecidas en los artículos 77 y  82 del Código Penal en 
armonía con el 332 del Código de Procedimiento Penaf, por consiguiente, fueron 

absueltos los procesados por este tipo penal. 

También planteó la Fiscalía la existencia de una 

organización criminal conformada por los funcionarios de la Policía adscritos a la URI 

Kennedy - Oficina de Microtráfico, habiendo aportado como principal testigo de la 

acusación a OVER ARLEY GONZÁLEZ MORA, conducta criminal de la que se dijo: 

"Aquí debe hacer esta funcionaria un alto en el camino, para acotar que los hechos referentes 
a dicha entrega de estupefacientes, de acuerdo a lo referido por el delegado de la Fiscalía en 
la audiencia de formulación de imputación, están siendo investigados por separado y que la 
presente actuación surgió a partir de la situación fáctica expuesta el 21 de enero de 2011. 
Claridad que se hace, dado que bastante esfuerzo debí hacer para establecer dicho tópico 
dado el desorden que imperó en esta actuación desde sus inicios, lo que no permitió poner fin 
con anterioridad al proceso y adicionalmente, porque este es uno de los puntos que no 
permitirá estructurar el delito de condeno para delinquir, ante la ausencia de prueba que de 
cuenta de la permanencia en el tiempo de la organización criminal 1,47. 

47 Página 21. Sentencia proferida por el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá 
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Más adelante agrega en relación con el mismo tópico: "En 
la misma dirección debe decirse, que la jurisprudencia de nuestro máximo órgano de cierre de 
la Jurisdicción Ordinaria ha prohijado al señalar respecto de las conductas contentivas de 
verbos alternativos, que cuando no se señala el verbo rector o no se prueba el enrostrado sino 
otro y se condena, no se afecta el principio de congruencia, pues no hay variación del núcleo 
fundamental de la conducta, ni tal circunstancia trae consigo consecuencias más gravosas para 
los acusados, en la medida que entratindose de una u otra modalidad, la pena a imponer 
finalmente es la misma, de modo que intrascendente es la discusión de la defensa sobre el 
panicular." 48  

"Luego en este orden, como quiera que el delito que ocupa el 
análisis de esta fundonaria, presupone la coexistencia de una organización compuesta por un 
número de individuos que previamente se han puesto de acuerdo o han convenido llevar a 
cabo un número plural de delitos y de este modo lesionar o poner en peligro indistintamente 
bienes jurídicos, los cuales no se acreditaron en su totalidad lógico es que no pueda 
estructurar dicha ílidtud, porque la prueba testimonial no encontró eco en los vídeos que 
fueron obtenidos por el principal testigo de la acusación, uno como dudadano del común y 
otro en calidad de agente encubierto, que no fueron insertados a este luido oral' 49. 

En relación con el delito de tráfico de estupefacientes, a la 

que se le aplicó la prescripción, argumenta el Despacho que "Esa solución aminora en 
parte los daños que la persecución penal pudo generarle al buen nombre, a la dignidad y a la 
honra del acusado; pues no es lo mismo afirmar que la meficada de la administración de 
justicia para juzgar la conducta fue la que no permitió establecer la responsabilidad penal que 
valorara a fondo el asunto y aceptar que el acusado no tuvo participación en el ilícito por el 
que se llamó a juicio y se le señaló ante la sociedad, claro está, que ello no fue lo que 
aconteció en el sub examine pues de las pruebas de la acusación surge de bullo la 
configuración del delito atentatorio del bien jurídko de la salud pública"50. 

60. El Tribunal Superior de Bogotá, con ponencia 

del H. Magistrado Doctor MANUEL ANTONIO MERCHÁN GUTIÉRREZ, con 

fecha 05 de octubre de 2016, desató el recurso de apelación interpuesto por el 

Fiscal 295 de Anticorrupción, contra la sentencia de primera instancia, revocando el 

numeral 41  de la providencia mediante la cual había sido decretada la prescripción y 

por consiguiente la extinción de la acción penal por el delito de tráfico, fabricación o 

41 Páginas 28 y  29. Sentencia proferida por el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá 
' Páginas 32 y 33. Sentencia proferida por el Juzgado 8° Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá 
° Página 29. Sentencia proferida por el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá 

Oficina Principal Carrera 7 No. 1-43 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolívar 
Teléfonos: (61 333 7734 / 334 8554 Te!efax: 335 395 
Sucursal calle 20 No 6-'30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No, 13 A 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 

obhcolornbia,com Erral: junidiçoobhcolombia.com  digitadorasobh@gmail.com  obhnotificaciones@gmail.com  

175
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



ORGANJZACIN 
BENTAMIN 
HERRERA 

BUFETE DE ABOGADOS 

53 

porte de estupefacientes, a favor de los procesados; y, en consecuencia, decretó la 

ruptura de la unidad procesal. 

70. Con fecha 24 de noviembre de 2016, el 

Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, con ponencia del 

Honorable Magistrado MANUEL ANTONIO MERCHÁN GUTIÉRREZ, revocó la 

sentencia del 04 de diciembre de 2015, por medio de la cual el Juzgado 81  Penal del 

Circuito de Conocimiento de Bogotá, condenó a los señores JUAN LEONARDO 

CHAVARRÍA PEÑA, LUIS ALBERTO BALOYES SIERRA, MAURICIO 

ALEJANDRO CAMPIÑO, JOHN ALEJANDRO GOMEZ CHAVERRA, 

ROBINSON BARRERA y JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, a 94 meses de prisión 

por los delitos de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 

probatorio en concurso con falsedad ideológica en documento público; y, los absolvió 

por concierto para delinquir y amenaza a testigo, e igualmente, exoneró de 

responsabilidad a JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO de todos los punibles 

referenciados. 

Para llegar a la conclusión referenciada, el Honorable 

Tribunal reflexionó en los siguientes términos: 

"Luego del análisis en conjunto de las anteriores aseveraciones, se 
advierte, que a pesar que se hacen manifestaciones expresas sobre 
una gran cantidad de contenedores, al parecer de sustancias 
estupefacientes al interior de/inmueble allanado el 04 de febrero de 
2011, ninguno se atreve a precisar las cifras, máxime cuando su 
percepción fue desde la parte externa del inmueble; y solo la oficial 
GOMEZ GAL VIS señala una diferencia entre éstas y la que fue 
presentada ante el Juez de Control de Garantías en la legalización (al 
día siguiente del registro). 

Se puede afirmar que la base de información de LUIS FERNANDO 
DL4Z VILLOTA, EL VER VICENTE ALFONSO SANABRIA y 
GLADYS GOMEZ GAL VIS es meramente subjetiva, pues, su 
percepción se quedó en lo que fue comunicado por radio por 
terceras personas, (sin que coincidan en las cantidades) y en lo que 
creyeron observar, se basaron simplemente en miradas panorámicas. 
Situación que no necesariamente la descarta, pero sí exige que deban 
ser sopesadas de acuerdo a las caracteitt/cas de los objetos percibidos 
en la díl/genda de registro y allanamiento. 
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De ahí que los elementos percibidos por parte de los oficiales 
corresponden a una caja contentiva de doce botellas de whisky, unos 
billetes y monedas de diferente denominación, un taladro, cuatro 
armas tipo escopeta y cinco revólveres; sin embargo, en lo que toca a 
la sustancia estupefaciente, se tiene que la relacionada en el acta de 
incautación, una vez realizada la suma aritmética, arroja un total de 
880 papeletas de cocaína. 

Ahora bien, en principio la cantidad que se alude como desfase y que 
se dice constituye la falsedad pardal del informe, está en relación 
entre 880 papeletas (acta de incautación) y las 2000 a 5000 
papeletas de cocaína (dicho de los testigos de la fiscalía), quienes 
dicen haber asistido al allanamiento. 

En un primer plano, se podría advertir un faltante considerable de las 
consideradas 'papeletas', sin embargo, la base de los señalamientos no 
tiene la virtud, por sí sola, de superar la duda razonable para arribar a 
nivel de conocimiento que se exige para establecer la materialidad de 
una falsedad en documento público, en la medida que solo se cuenta 
con el acta de incautación que refleja de manera objetiva la existencia 
de una cantidad determinada de elementos incautados, discriminados 
por su especie; sin que, de otro lado, se tenga prueba objetiva que en 
verdad se presentó algo distinto ante el Juez de Control de Garantías. 

Se advierte que al juido no se trajo ninguna prueba que acreditara lo 
que sucedió al momento de la legalización, más allá del decir de la 
oficial de la policía, que hace mención de alrededor de 900 papeletas 
llevadas a control de legalidad, es decir, 20 menos de las registradas 
en el acta que se tacha de falsa. Se regresa a las imprecisiones, estas 
vez no en lo relativo a un faltante, sino, al contrario, ahora la oficial 
señala que se mencionaron más elementos respecto de los que 
aparecen en el documento dubitado (acta de incautación). 

En efecto, la variedad de versiones en cuanto a la cantidad que dicen 
haber visto en el inmueble allanado disminuye la fiabilidad  de las 
fuentes; LUIS FERNANDO DL4Z VILLOTA habla del hallazgo de 
5000 papeletas, GLADYS GOMEZ GAL VIS dice que fueron 
alrededor de 3000 papeletas y EL VER VICENTE ALFONSO 
SANABRIA refiere una cantidad entre 2000 a 2500 papeletas. 
Ninguna de estas cifras fue corroborada, quedaron en especulaciones 
que dejan el análisis probatorio en la incertidumbre, precisamente de 
un hecho indispensable para establecer cuál fue la realidad y de qué 
manera la transfiguraron los procesados. 
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No se puede dejar de lado que los desfases numéricos, entre los 
testigos de la fiscalía, oscilaron entre 2000 y  5000 papeletas; y hoy 
se pretende dar relevanda a su apreciación por encima de las 880 
papeletas que, al parecer se llevaron a la audiencia preliminar. 

Al examinar los testimonios en los que se recuerda la demostración 
del estupefaciente faltante, se observa que los desfases entre uno y 
otro, se debe a que el principio de sus dichos está en lo que 
escucharon de unos y otros y una pobre corroboración a través de 
una fugaz percepción visual desde afuera del inmueble allanado. 

Aún más, encuentra esta sala, que por parte de la institución que 
ejercía función de policía judicial, algunos de los efectivos que 
acudieron a la escena y que pretendían hacer recomendaciones en el 
proceder, de acuerdo a lo demostrado, se alejaron de su pretensión y 
al contrario dejaron ver una falta de control y verificación de las 
actividades de sus integrantes. 

Basta observar que en vez de haber revisado una sola acta de lo 
sucedido en el allanamiento, según lo introducido al luido oral con el 
patrullero OSCAR FERNANDO PEÑA RINCÓN, se elaboraron en 
total cinco de ellas. Lo que no solo deja ver una falta de dirección y 
unificación de procesos, sino que trasluce una serle de factores que 
dan preponderancia a la noticia con fines publicitarios por encima de 
la investlgadón penal 

Así fue como la escena del crimen pudo llegar a ser contaminada con 
la presencia de un personal plural de uniformados que no estaban a 
cargo de las diligencias, es decir, a los que no se les había 
encomendado el allanamiento. Varios de ellos llegaron por los 
comunicados en la radio de la pollcL; interés que creció con el 
ingreso a la escena —se supone aislada- y cuya Irregular/dad se 
mantuvo con la posterior filmación con fines noticiosos. Razón 
suficiente para desestimar las acciones de quienes dicen haber 
presenciado los hechos con el ánimo de felicitarlos o hacerles 
recomendaciones, en Ja medida que la primera sugerencia debió ser 
que mantuvieran aislado el lugar del crimen de individuos no 
autorizados (incluso efectivos de la policía), y que solo uno de los 
investigadores hiciera la recolección de las evidencias encontradas. 

Lo más importante, de acuerdo a las funciones asignadas a la poficta 
nacional, era velar por el resguardo de lo incautado con la 
documentación exacta de lo hallado, más aún si se trataba de 
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estupefacientes; casos en los cuales, por encima de la cantidad de 
envolturas o empaques en los que se encuentre la sustancía, el valor 
de la evidencia se encuentra en la clase y peso neto de la misma. Este 
organismo conoce que su gramaje es el que permite la adecuación de 
los hechos a un tipo especial de delito o incluso descartar la 
intervención penal sí se trata de temas de dosis personal o 
aprovisionamiento. 

Sin embargo, la prueba en el juicio no demostró que se hubieran 
desplegado acciones conforme a ese conocimiento que se espera de 
esos altos funcionarios; sin lugar a duda, si se sospechaba de un 
faltante los elementos incautados, era necesario actuar por la 
prontitud que demandaba una sospecha tan grave como esa; es decfr, 
con la elaboración de un inventario y su respectiva comparación para 
alcanzar la precisión en las cifras echadas de menos, esto incluía 
tomar copia de la actuación ante el juez de control de garantías. 

Las reglas de la experiencia y el sentido común enseñan que en 
cualquier causa penal en donde están involucradas sustandas tales 
como los estupefacientes, se requiere conocer con precisión cuánto es 
el peso (de la sustancia) ello conileva a que se deba separar de su 
contenedor. No hay explicación, en el caso examinado, de cómo si 
tales acciones pr/m/genías eran determinantes al momento de separar 
el peso bruto del peso neto, le fue suficiente a los testigos hacer una 
constatación visual de la incautación original agrupada. 

Discriminación de la sustancia que va a tomar mayor importancia en 
el espacio de legalización ante el juez de control de garantías, donde 
es importante dar a conocer que se captura en flagrancia de un 
delito, no por las unidades de los empaques (papeletas) sino por el 
peso neto de la sustancio prohibida, adicional a exigírsele el tipo o 
clase de sustanda. 

Información que al no haberse suministrado en el debate probatorio 
impide llegar a concretar el faltante, en la medida que bajo las 
condiciones expresadas no bastaba una apreciación subjetiva de lo 
que se creía fue incautado y de lo que finalmente se legalizó; tal 
como se ha visto cada testigo a su arbitrio señaló las unidades que a 
bien tuvo dependiendo de la arista en la que se encontraba cada 
observador y de la Información que recibieron de segunda mano. 

Una prueba tangendal sobre lo ocurrido el 4 de febrero de 2011 en 
el inmueble allanado lo es el vídeo de recreación, con fines 
publicitarios de la institución policial, ate elemento fue incorporado 
por DIEGO ARMANDO FIERRO YUSUNGUA IRA patrullero 
policía nacional quien explicó que lo llamaron a grabar un vídeo de 
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allanamiento que ya había culminado, por lo que se editan las 
imágenes. 

Explica el declarante que si se hace la solicitud por escrito de manera 
anticipada, el vídeo se realiza desde el momento en que se realiza la 
diliencía, sin editar el casete, se entrega embalado y rotulado porque 
entra como parte de prueba, pero cuando finaliza el procedimiento se 
recrea lo que sucedió, como en el presente caso. 

Bajo tal recuento, no duda la sala que la mentada grabación de audío 
no funge como prueba para la demostración al interior del proceso 
sobre los hallazgos en el inmueble registrado, tal como lo señalan 
varios de los testigos, pues nunca tuvo ese objetivo. 

No obstante en la presente causa sirve como hecho indicador y 
prueba de corroboración frente a la existencia inicial de unos 
elementos en el inmueble registrado. En efecto, en el video se 
observa en una mesa cinco armas de fuego t1oo revólver, cuatro 
escopetas, billetes y monedas de diferente denominación y varías 
papeletas de lo que al parecer corresponde al estupefaciente, sin 
embargo, no se puede determinara simple vista su cantidad. 

Frente a los principios para apreciar la percepción de los testigos, 
ligada concretamente a la naturaleza de los objetos observados, en el 
asunto de marras se imposibilita otorgar credibilidad,? lo manifestado 
en cuanto a la cantidad de droga que dicen haber visto en el lugar, y 
menos lograr compararla con la cantidad legalizada, pues brilla por su 
ausencia prueba sobre lo que realmente sucedió en tal audiencia 
preliminar ante el juez de garantías, para lo cual hubiera bastado traer 
el registro o las actas donde tal dato obrara. 

Sin embargo, ese desvalor no puede ser el resultado de un análisis 
individual de los medíos de conocimiento, debe ahora sopesarse en 
conjunto con las demás pruebas. 

El interrogante que se debe resolver ahora es ¿si la situación 
encontrada en la oficina de los procesados responde al modus 
operandi propio para el ocultamiento, alteración o destrucción de 
elemento material probatorio? Tal como lo reclama el tipo penal en 
estudio tal inferencia es Incierta en la medida que tal como se 
pretendía demostrar con la prueba de cargo, se habla de unas 
acciones sincronizadas entre las incautaciones que realizaba 
(allanamientos o registros) y la omisión en la documentación (actas) 
de los elementos que no se van a legalizar con la potencialidad de 
venderlos aparte. 
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Como se aprecia, era importante no dejar registro alguno del 
elemento que se quería ocultar y luego comercializar. Omisión que se 
pretendió verificar con la información que ingresó al luido sobre los 
descubrimientos que se hicieron luego de realizar la revista y la 
inspección a la oficina de microtrálico; en otras palabras, colegir que 
los objetos con vocación de pruebas que a/II se encontraban eran los 
que se pretendían ocultar. 

Lo anterior nos lleva a concluir que todo se debe simplemente a la 
falta de entereza con la que se debió abordar la presente 
investigación, es decir, con el sigilo y la prontitud que un hecho 
como el denunciado demandaba, ceñido a la exactitud en la 
recolección de los datos. (Destacada de/tena). 

La prueba traída al plenario público no permite absolver las preguntas 
planteadas, sobre todo aquella que hace referencia a cuáles (de 
manera certera, no por vagas aproximaciones) fueron en realidad los 
elementos Incautados que no se relacionaron en las actas de 
allanamiento; pues se repite, no contó para ello con los registros o 
actas de lo sucedido en la audiencia de legalización ante la autoridad 
judicial de control de garantías para poder —con ello- comparar si 
algo se había omitido; y finalmente, nada asegura o afirma que lo 
encontrado en la ofldna de microtráfico no estuviera de paso al//para 
darle el curso que cada investigación demandara, lo que estaría en el 
campo de la legalidad, por lo menos desde el ámbito penal. 

Si se pretendía ocultar, por qué razón los dejaron a la vista pública, 
sino de cualquier individuo por lo menos de quien se supone era el 
jefe inmediato de esa oficina, WAL TER MIGUEL Á VILA 
GALINDO, también se descartó por la fiscalía y era una duda 
razonable, que dicho lugar se utilizara como bodega transitoria. 
Algunos de los testigos que dicen haber asistido a la mencionada 
re vista e inspección, advinieron que a/II existía un mal manejo de la 
evidencia o demora en su tramitación, pero de manera alguna de a/II 
se logra una convicción, salvando dichas Inquietudes, que era la forma 
en que los procesados se querían apoderar de los elementos. 

Todo lo anterior deja un sinnúmero de preguntas sobre la 
materialización de los delitos de fa/sedad en documento público como 
el de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 
probatorio que no fueron salvadas a lo largo del debate probatorio y 
que marginan al proceso en determinar con convicción —superando la 
duda razonable- si en verdad hubo un desfase —falta a la verdad- 
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entre lo que se encontró en el inmueble.., y lo que se llevó a la 
legalización de estas diligencias. 

Esta falta de Investigadón y corroboración Impidió que se descartara 
el hecho de estar frente a un caótico medio de almacenamiento, 
reprochable por vía administrativa y sí se quiere disciplinaría; con el 
agravante que las armas que se pretendían catalogar como medios 
cognoscitivos ninguna de ellas lo eran, lo que la marginaba de la 
calidad de medio cognoscitivo durante la investigación o como medio 
de prueba en el luido, exigida en el tipo, igual análisis recayó en la 
mencionada caja de whisky. 

En lo relativo al concierto para delinquir, se dijo: 

"En este sentido, podría decirse que el eslabón que une y salva las 
dudas razonables es el testimonio de OBER ARLE}' MORA 
GONZÁLEZ, sin embargo mucha de la información por él 
suministrada se quedó en su dicho, aislado de la corroboración 
necesaria, puesto que si bien dice haber informado sobre lo que 
estaba ocurriendo, los receptores de sus denuncias no dieron cuenta 
de las actividades realizadas y de los resultados. 

Conforme lo anterior, procederá la sala a analizar las ase veradones de 
OBER ARLEY GONZÁLEZ 1"101t4 y si sus dichos encuentran 
corroboración con los demás medios de prueba que permitan llegara 
la certeza racional más allá de toda duda, sobre las acciones delictivas 
de los procesados y su responsabilidad, concretamente respecto del 
acuerdo de voluntades con vocación de permanencia para la comisión 
de diversos delitos. (Destacado nuestro) 

amo pruebas de lo referido por el denunciante, este allegó dos 
grabaciones donde —supuestamente- constaba el modus operandi de 
los acusados; uno de fecha 25 de enero, y otro de 8, de febrero de 
2011, última calenda en que tenía la calidad de agente encubierto. 
Soportes probatorios que no constituyen prueba en la medida en que 
no fueron incorporados al luido por parte del delegado de la fiscalía. 

En efecto, se colige de la información del denunciante que al 
momento que puso en conocimiento de los organismos de la policía 
lo que estaba sucediendo con los agentes de la SIJIN ya los supuestos 
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acuerdos criminales se habían realizado, es decir, que al momento de 
las entregas de las sustancias estupefacientes (con la noticia criminal a 
los policías), la apropiación de la sustancio estupefaciente ya había 
ocurrido, lo que venía era la comercialización encomendada; en todo 
caso al debate probatorio nunca se aportó elementos de luido que 
constataran si en efecto la sustancia provino de los aquí encartados, si 
existieron irregularidades en las diligencias practicadas por los 
efectivos de este organismo de inteligencia  de la policía nacional para 
la época de la información. 

Todo descansó, finalmente, en una sola dil/genda de allanamiento, la 
del 04 de febrero de 2011, y que hoy suscita diversos reparos. 

No solo a la duda que campeó en cuanto a la falsedad y el 
ocultamiento de evidencia que se imputó con base en esa 
intervención políciva (allanamiento), que lleva a la REVOCATORIA 
DE LA CONDENA por dichos delitos, sino que también hoy se 
reclama, en orden al esclarecimiento de los hechos, el por qué desde 
octubre de 2010 —casi cuatro meses atrás-, y un mes antes del citado 
registro (enero de 2011) cuando se había asignado corno 
investigador de los posible actos de corrupción a CAMILO ANDRES 
MUÑOZ no se tomaron las medidas dirigidas a corroborar lo que 
iba a suceder en la ocupación del inmueble (04 de febrero de 
2011), al contrario, su aparición en la escena de la investigación, que 
se dice estaba conectada con el concepto, solo se verificó siete días 
después de su realización (en la inspección). 

De esta manera la tesis de la fiscalía quedó sin soporte probatorio con 
la entidad suficiente para derruir la presunción de inocencia de los 
aquí vinculados, atribuido a la pasividad con la que se asumió la 
información que llegó a la policía nacional y que daban cuenta de 
actos graves que merecían una atención espedal con acciones 
inmediatas, que como se ha visto no sucedieron, y hoy trae las 
consecuencias de la desestimación de los cargos atribuidos, en la 
medida que todo, finalmente, se pretendió sustentar en los 
acontecimientos de un sola allanamiento, rodeado de un sinnúmero 
de eventos, que quedaron en el ámbito de las especulaciones, con las 
que se intentó —fallldamente- cubrir una serie de falendas absolutas 
en materia probatorio en la Investigación iniciada con anterioridad 
(Negrillas del texto). 

Como ya se ha advenido, las entregas de droga que realizó el 
denunciante no se relacionan con la diligencia de allanamiento, 
incluso no tiene prueba de cómo llegaron a su poder. Lo mismo 
sucede con el estupefaciente (cocaína, marihuana) que se halló en la 
revista y en la inspección, pues no se acreditó que tuviera relación 
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con la referida diligencia o con otra, máxime que de la revista fue 
dejada a disposición del fiscal bajo la noticia criminal 
110016000019201101313 y de la inspección no se sabe el 
trámite judicial impartido. 

Por lo anterior, este tribunal no encuentra que los medios de 
conocimiento llevados al debate público, concentrado y oral, sea 
haya podido arribara una con vkdón más allá de la duda razonable, 
que los aquí procesados se hayan reunido entre sí y con terceras 
personas para acordar la comisión (indeterminada) de delitos. 

Así las cosas, el estudio integral de la actuación, que comprende 
alrededor de 84 sesiones de audiencia de juicio oral y 32 testigos, la 
sala encuentra que la fiscalía no cumplió con su deber de establecer 
con toda claridad y en el grado de conocimiento exigido en el 
artículo 381 de la Ley 906 de 2004, que los procesados se 
concertaron con OBER ARLE)' GONZÁLEZ MORA para cometer 
delitos. 

Por lo tanto, al mantenerse en esta actuación la presunción de 
inocencia de los procesados, se impone REVOCAR los numerales 1° 
y, en consecuencia, 50  y 60  del fallo de 4 de diciembre de 2015 
proferido por el Juzgado Octavo Penal del Circuito de Conocimiento 
de Bogotá, para en su lugar, ABSOLVER a JUAN LEONARDO 
CHA VARRÍA PEÑA, LUIS ALBERTO BALO YES SIERRA, 
MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, JHON ALEJANDRO 
GÓMEZ CHA VERRA y ROBINSONANTONIO BARRERA LOPEZ 
de los delitos de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento 
material probatorio en curso heterogéneo con falsedad ideológica en 
documento público. ' 

80. El Juzgado 80  Penal del Circuito de 

Conocimiento de Bogotá, el 23 de febrero de 2017, profirió decisión, decretando la 

preclusión por prescripción y de contera la extinción de la acción penal para los 

implicados por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

9°. La responsabilidad administrativa y solidaria 

de los entes públicos demandados, tiene su razón de ser: (1) en el principio del IN 

DUBIO PRO REO proclamado en la sentencia de segunda instancia; (u) en la carencia 

de pruebas que impidieron confirmar la cantidad de material incautado; (iii) por la 

falta de materialización de los delitos imputados; (iv) porque ante la ausencia de 

material probatorio, la Fiscalía no fue capaz de derrumbar la presunción de inocencia, 

configurándose un DAÑO ESPECIAL. 
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CAPITULO IV. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Artículos 11  "Caracteres del Estado Colombiano", 21  
"Fines esenciales del Estado", 51  "Primacía, Derechos de la persona. Familia, 
institución básica de la sociedad", 61  "Responsabilidad de particulares y Servidores 
Públicos", 110  "Derecho a la Vida", 131  "Derecho a la igualdad", 22 "Derecho a la 
paz", 42 "Familia", 43 "La mujer y el hombre tienen iguales derechos y 
oportunidades", 90 —Responsabilidad Patrimonial del Estado-, 217  —Estructura, 
finalidad y régimen interno de las fuerzas militares- y  365 —Prestación de Servicios 
Públicos- de la Constitución Política de Colombia ; art. 86, 131, 265, 1613 al 
1617 y  2341 del C.C.; Código General del Proceso en sus artículos 164 "necesidad 
de la prueba", 167 "carga de la prueba", 168 "rechazo in limine", 169 "Prueba de 
oficio", 170 "decreto de práctica de la prueba de oficio", 171 "Juez que debe 
practicar las pruebas", 173 "Oportunidades probatorias", 174 "Prueba trasladada", 
176 "apreciación de las pruebas", 183 "Pruebas extraprocesales", 185 y 186 
"Prueba documental", 187 y ss. "Prueba testimonial", 189 y 55. "Inspección 
judicial", 206 "Juramento", 208 y ss "Declaración De terceros", 226 y ss "Prueba 
pericial", 236 y  ss "Inspección judicial", 240 "Indicios", 243 y  ss "Documentos", 
275 y ss "Prueba por informe"; Decreto Ley 1437 de 2011 ó Nuevo Código de 
Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, art. 104 numeral 11  
"De la jurisdicción contencioso Administrativa"; art. 140 "Reparación Directa"; art. 
152 numeral 60  "Competencia de los Tribunales Administrativos"; art. 155 numeral 
61  "Competencia de los Jueces Administrativos", art. 161 "Requisitos previos para 
demandar", art. 162 numeral "Contenido de la demanda", art. 163 
"Individualización de las pretensiones", art. 164 numeral "Oportunidad para 
presentar la demanda", art. 188 numeral "Condena en Costas", art. 192 
"Cumplimiento de la sentencia", art. 195 "Trámite para el pago de condenas o 
conciliaciones", art. 196 "Notificación de Providencias" y ss.; Ley 906 de 2004 
(Código de Procedimiento Penal); Ley 599 de 2000 (Código Penal). Art. 31. 
Principios de las sanciones penales. "La imposición de la pena o de la medida de 
seguridad responderá a los principios de NECESIDAD, proporcionalidad y 
razonabilidad. El principio de NECESIDAD se entenderá en el marco de la prevención 
y conforme a las instituciones que la desarrollen"; Ley 270 de! 7 de marzo de 1996, 
artículos 65 a 69, mediante los cuales se reguló la responsabilidad del Estado por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados "por la acción u omisión de sus 

agentes judiciales" y estableció que esa responsabilidad se daría o por el defectuoso 
funcionamiento en la administración de justicia o por 
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el error jurisdiccional y la privación injusta de la libertad; Derecho a la libertad 

consagrado en el artículo 28 de la Constitución de 1991; Declaración Universal de 

Derechos Humanos, artículos 31  y  11 Num. 2; Declaración Americana de Derechos y 

Deberes del Hombre, artículo 1 y  XV; Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (PIDCP), ratificado mediante la "Ley 74 de 1968",en sus artículos 9, 11, 

14 y 15, en la que se expresa que "...nadie podrá ser sometido a detención o prisión 
arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por la Ley y 
con arreglo alprocedínilento establecido en ésta?'; "Convención Americana de Derechos 

Humanos, ratificada por la Ley 16 de 1978", artículos 5, 7, 9 y 10, que prescriben 

"Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie puede ser privado 
de su libertad física, salvo por las causas y las condiciones fijadas de antemano por las 
constituciones políticas de los Estados y por las leyes dictadas conforme a ella?'. 

En el artículo 11  de la Carta Política se maneja el 

concepto del Estado Social de Derecho con un profundo respeto por la dignidad 

humana y la solidaridad de las personas con una prevalencia del interés general, sobre 

el particular, norma que debe concordarse con el artículo 21  en su inciso 2° al 

determinar que "las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares". 

A lo anterior se agrega que el artículo 6° de la misma 

Carta estatuye que los servidores públicos no sólo son responsables por la infracción 

de la Constitución y la ley, SINO POR OMISIÓN o EXTRALIMITACIÓN en el 

ejercicio de sus funciones. 

El artículo 90 Constitucional, establece la 

responsabilidad patrimonial por los daños antijurídicos que le sean imputables bien por 

acción o por omisión de las autoridades públicas. 

En relación con el derecho fundamental de LA 

LIBERTAD PERSONAL, iniciaremos nuestro recorrido manifestando que la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, la Declaración Americana, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles Políticos (PIDCP) y la Convención Americana, no 

sólo reconocen este derecho, sino que establecen las garantías para su protección. 
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El numeral 5° del artículo 14 del PIDCP consagra el 

derecho de "...toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa... llene derecho a 
obtener reparacídn", coincidiendo en este aspecto toda la Doctrina Interamericana. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH), en relación con la importancia de proteger el derecho a la libertad, ha dicho: 
"A menos que los ciudadanos estén garantizados en el ejercicio de este derecho, todos los 
demás derechos quedan en precario. Mientras exista la posibilidad de la detención arbitraria, 
las demás barreras a la acción gubernamental se convierten en esperanzas vacías, y Ja 
democracia no se puede beneficiar con efluido libre y espontáneo de un pueblo del que debe 
depender para dlr,ír su propia conducta" (Lo destacado es nuestro). 

El PIDCP en el numeral 31  del artículo 9 y  la 

Convención Americana en su numeral 5 del artículo 7, consagran el derecho de la 

persona detenida y acusada de un delito "...a ser juzgada dentro de un plazo razonable o 
a ser puesta en libertad', disposición que debe concordarse con el numeral 31  del 

artículo 14 del PIDCP y con el numeral 11  del artículo 81  de la Convención 

Americana que reconoce el derecho a ser procesado "...sin dilaciones indebidas" o 
un plazo razonable". 

Por demás y antes que se nos exponga el argumento de 

la congestión judicial en Colombia, nos adelantamos a informar que en el caso Sextus, 

el Comité de Derechos Humanos determinó que las justificaciones en relación con la 

mora, "...deben referirse a factores propios del caso concreto y no a dificultades que afecten 
la administración de la justicia en general' 12. 

La CIDH para las anteriores decisiones se apoyó en la 

Jurisprudencia de la Corte Europea, citada en el caso Jiménez C. ya referenciado en 

los siguientes términos: "A estos efectos, la comisión ha elaborado un análisis en dos panes 
para establecer si el encarcelamiento previo a la sentencia de un acusado contraviene el 
artículo 7.5 de la Convención. En primer lugar, las autoridades judiciales nacionales deben 
justificar la privación de libertad sin condena de un acusado utilizando criterios pertinentes y 
suficientes. En segundo lugar, si la Comisión llega a la conclusión de que los resultados de la 
investigación muestran que las razones utilizadas por las autoridades judiciales nacionales son 

1  Comisión Interamericana de Derechos Humanos (C.LD.H.), diez años de actividades, P. 321 (1982), citado en 

Soria C. Perú, Párrafo 116 (1999). 
12  CIDH caso Sextus C. Trinidad y Tobago. Parr. 7.2 
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debidamente "pertinentes y suficientes como para justificar la continuación de la detención, 
debe proceder después a analizar si las autoridades procedieron con diligencia espedal" en la 

instrucción dei proceso para que e/período de detención no fuera excesivo. Los órganos de la 
Convención deben determinar si el tiempo transcurrido, por cualquier razón, antes de que se 
dicte sentencia al acusado, ha en algún momento sobrepasado un límite razonable de manera 
que el encarcelamiento se haya constituido en un sacrificio mayor, en las circunstancias del 
caso, que el que se podría esperar tratándose de una persona que se presume inocente. Por lo 
tanto, cuando la prolongación de la detención deja de ser razonable, bien sea porque las 
justificaciones para la detención no son "pertinentes o suficientes", o cuando la duración del 
proceso judicial no es razonable se debe otorgarla libertad pro visoria". 

Este tema de la dilación en la privación de la libertad, 

también se encuentra vinculado al principio del debido proceso legal, consagrado en 

las normas de derecho internacional como el derecho a ser juzgado sin dilaciones 

indebidas. 

Ha precisado la Sección Tercera` que "...quien haya sido 

privado de la libertad de manera preventiva y absuelto en sentencia ejecutoriada o en 
pro videncia que disponga la terminación del proceso, tiene derecho a la indemnización de 
perjuicios que la medida le haya causado, SIEMPRE QUE ÉSTA HAYA SIDO INJUSTA, 
calificación que puede provenir, entre otros eventos, de cuando la medida se profirió 
desatendiendo las disposiciones que sobre la materia establece la Ley o cuando el proceso 
termine con absolución o su equivalente, porque el hecho no existió, o el sindicado no lo 
cometió, o el hecho no era constitutivo de delito; o haya sido IRRAZONABLE porque el 
juicio sobre su procedencia según los parámetros de Ja Ley no correspondan con la prueba 
que obraba en el proceso penal; O INJUSTIFICADA porque aunque se hubiera proferido 
inicialmente conforme a los parámetros legales, excedió el plazo razonable; o sea 
DESPROPORCIONADA su duración en consideración al delito de que se trate; o porque, de 
acuerdo con las circunstancias especificas del asunto, al margen de la licitud o ilicitud de la 
decisión que le sirvió de fundamento, el particular que fue objeto de la medida privativa de Ja 
libertad no estaba en el deber jurídico de soportarla, conforme se hace evidente como 
consecuencia de una decisión definitiva de carácter absolutorio. EN CADA CASO 
CORRESPONDERÁ AL ACTOR DEMOSTRAR LA INJUSTICIA, ILEGAL/DAD O 

IRRAZONABJLIDAD DE LA MEDIDA". (Lo destacado es nuestro). 

21  Sentencia del 24 de febrero de 2005, rad: 14011. Actor: José Manuel Piatela Serrano. C.P. Luz Stelia correa 
Palacio. 
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Nuestra jurisprudencia patria, Consejo de Estado, en 
sentencia de¡ 25 de noviembre de 2004', profirió fallo condenatorio por una 

injustificada dilación en el juzgamiento; recientemente, en sentencia del 28 de febrero 
de 2013, radicado: 18001-23-31-000-1998-00147-01,  actor: Florentina Sánchez, 
C.P. DR. Danilo Rojas Betancourt, fue responsabilizada la Nación Colombiana por la 
tardanza en resolver un asunto, en los siguientes términos: 

"12.6. En efecto, de conformidad con los artículos 44652, 44753, 

448` y  45á' del Decreto 2700 de 1991 "por el cual se expiden 
las normas de procedimiento penal", vigente para la época de los 
hechos, luego de avocar el conocimiento de Ja investigación 
adelantada por la fiscalía General de la Nación, el juez contaba con 
un período no mayor a 65 días hábiles para dictar sentencia. Dicho 
período incluía los 15 días hábiles durante el cual era posible 
practicar las pruebas que se encontraran pendientes y que, según 
aparece en el expediente, no fue necesario emplear. Sin embargo, tal 
como quedó demostrado en los hechos probados, el Juzgado único 
Promiscuo del Circuito de Belén de los Anda quíes avocó el 
conocimiento del proceso el 24 de febrero de 1997 —supra párr. 
8.8- y  no profirió sentencia sino hasta el 5 de marzo de 1998 --supra 
párr. 8.9-, esto es, un año y diez días después, con lo cual excedió el 
término previsto, sin que haya prueba alguna en el expediente que 
permita concluir que dicha dilación fue justificada. 

12.7 En estos términos y comoquiera que, de acuerdo con el tiempo 
total de detención, es decir, un año, cuatro meses y veinte días, la 
Rama Judicial fue la entidad por cuenta de la cual el señor Sánchez 
Sánchez estuvo retenido la mayor parte del tiempo, es ésta quien 
deberá pagar la totalidad de la indemnización, sin perjuicio de que 
pueda repetir contra la fiscalía General de Ja Nación con el fin de 
obtener el pago del valor de la condena proporcional al tiempo 
durante el cual el señor Sánchez Sánchez estuvo privado de la libertad 
por su cuenta, esto es, cuatro meses y diez días que equivalen a un 
27,72 % del total del tiempo en que estuvo detenido." 

CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SENTENCIA DE 25 DE NOVIEMBRE DE 2004. EXP: 13.539. ACTOR: 
HERNANDO RODRIGUEZ RUIZ Y OTROS. CONSEJERO PONENTE: DRA. RUTH ESTELLA CORREA PALACIO. 
52 " Traslado para preparación de la audiencia. Al día siguiente de recibido el proceso, previa constancia secretarial, el expediente 
quedará a disposición común de los sujetos procesales por el término de treinta días hábiles, para preparar la audIencia pábilca, 
solicitar las nulidades que se hayan originado en la etapa de Instrucción que no se hayan resuelto y las pruebas que sean 
conducentes". 

'Fijación de fecha para la audiencia. Si no se declara la invalidez del proceso, finalizado el término señalado en el articulo 
anterior, se fijará fecha y hora para la audiencia cuando ésta sea procedente, la cual no podrá exceder de diez días hábiles. En el 
mismo auto el funcionario decretará las pruebas que considere procedente?'. 
14 "Pruebas. Las pruebas decretadas conforme lo previsto en el artículo anterior, se practicarán en la audiencia pública, excepto 
las que deban realizarse fuera de la sede del juzgado o requieran de estudios previos, las cuales se practicarán en el término que 
fije el juez, el cual no podrá exceder de quince días hábiles". 

"sentencia. Finalizada la práctica de pruebas y la Intervención de las panes en audiencia, el juez decidirá dentro de los diez 
días sIguIente?. 
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La CIDH para las anteriores decisiones se apoyó en la 
Jurisprudencia de la Corte Europea, citada en el caso Jiménez C. ya referenciado en 
los siguientes términos: "A estos efectos, la comisión ha elaborado un análisis en dos partes 

para establecer si el encarcelamiento previo a la sentencia de un acusado contraviene el 
artículo 7.5 de la Con venclón. En primer lugar, las autoridades judiciales nacionales deben 
justificar la privación de libertad sin condena de un acusado utilizando criterios pertinentes y 
suficientes. En segundo lugar, sí la Comisión llega a la conclusión de que los resultados de la 

investigación muestran que las razones utilizadas por las autoridades judiciales nacionales son 
debidamente "pertinentes y suficientes como para justificar la continuación de la detención, 
debe proceder después a analizar sí las autoridades procedieron "con diligencia especial" en la 
instrucción del proceso para que el período de detendón no fuera excesivo. Los órganos de la 
Convención deben determinar si el tiempo transcurrido, por cualquier razón, antes de que se 
dicte sentencia al acusado, ha en algún momento sobrepasado un límite razonable de manera 
que el encarcelamiento se haya constituido en un sacrificio mayor, en las circunstancias del 
caso, que el que se podría esperar tratándose de una persona que se presume inocente. Por lo 
tanto, cuando la prolongación de la detención deja de ser razonable, bien sea porque las 
justificaciones para la detención no son "pertinentes o suficientes", o cuando la duración del 
proceso judicial no es razonable se debe otorgar la libertad provisoría", 

Más que evidente resulta la mora injustificada, y, por 
consiguiente, el gravísimo daño causado a los Patrulleros ya conocidos, 
encontrándonos ante unos daños de grandes proporciones, que deberán ser 
indemnizados por encima de las pautas jurisprudenciales, habida cuenta de su 
particularidad, toda vez que la captura se registró el mes de febrero de 2011 y las 
sentencias fueron proferidas en el año 2016, transcurriendo más de cinco (05) años 
de angustias, tristezas, zozobras, desvertebramientos de las unidades familiares, entre 
otros. 

Adicionalmente, la Fiscalía General de la Nación, fue 
incapaz de quebrar la presunción de inocencia por la ausencia de pruebas, llevando al 
Juez a una absolución generadora de responsabilidad. 

A la responsabilidad que se demanda, con fundamento 
en el IN DUBIO PRO REO, resulta aplicable el régimen de responsabilidad de 
DAÑO ESPECIAL, tal como se precisó en sentencia del 03 de febrero de 201056, 
56  CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SENTENCIA DEL 3 DE FEBRERO DE 2010. RAD. No, 
17123 (R 03203). ACTOR: JHON HENRY MORALES PÉREZ. CONSEJERO PONENTE: Dra. MYRIAM 
GUERRERO DE ESCOBAR. 
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por cuanto cuando la absolución tiene como fundamento el beneficio de la duda, se 
concluye que el delito no existió: 

"La Sala no comparte las afirmaciones formuladas por el Ministerio 
Público en cuanto a que la decisión de la Fiscalía General de la 
Nación, de precluir la investigación a favor de Jhon Henry Morales 
Pérez, se fundamentó en la aplicación del in dubio pro reo, pues en el 
proceso penal quedó plenamente establecido que el delito de 
secuestro extorsivo por el cual fue privado de la libertad el señor 
Morales Pérez no existió. Para ello basta con echar un vistazo a la 
citada providencia, la cual, después de valorar el material probatorio 
allegado al proceso penal, concluyó, de manera categórica, que la 
voluntad del señor Mario de Jesús Jiménez Marín nunca fue 
doblegada, coaccionado o violentada por las personas sindicadas del 
delito de secuestro; todo lo contrario, quedó plenamente demostrado 
en el proceso penal que el desplazamiento de la citada persona hada 
al dudad de Cali fue libre y voluntario, de tal suerte que ello impide 
descartar "cualquier acto restrictivo de su libertad, pues su 
consentimiento impide consolidar algún propósito en tal sentido en la 
medida en que por el contrarío constituye un efecto propio de su 
autonomía personal inherente a su dignidad y condición humana" 
(folio 541, cuaderno 2). 

Puede concluirse, entonces, que en los eventos en los que se 
demuestre que la privación de la libertad fue injusta, y ésta lo será 
siempre que se acredite en el proceso que el afectado con la medida 
no tenía por qué soportarla, se está ante un daño imputable al 
Estado, que debe ser indemnizado con fundamento en lo dispuesto 
por el artículo 90 de la Constitución Política, con mayor razón aún 
cuando se demostró, en este caso, que las razones de preclusión de 
la investlgadón obedecieron a que se acreditó la configuración de una 
de las causales previstas por el artículo 414 dei Código de 
Procedimiento Penal ya derogado, pero aún aplicable al caso sub 
examine, como lo es la atíplddad de la conducta ". 

La teoría del DAÑO ESPECIAL por razón del IN 

DUBIO PRO REO, fue manejado en SENTENCIA DE UNIFICACIÓN del 17 de 
octubre de 2013, con radicación 25943, la que se invoca a efecto de ser aplicado en 
esta oportunidad. 
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Conforme con lo anterior se proclama la 
responsabilidad ADMINISTRATIVA Y SOLIDARIA de la NACIÓN 
COLOMBIANA - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN y de la NACION 
COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL, por razón de la privación de la libertad y la 
prolongada e injusta sindicación de que fueran sujetos pasivos los señores JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA, JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA, 
MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA, JUAN 
DAVID AGUIRRE RIAÑO y ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ, quienes 
ahora reclaman indemnización por el daño causado. 

CAPITULO V. PRUEBAS 

A). PRUEBAS DOCUMENTALES O ANEXOS. 
Ténganse como pruebas las que a continuación me permito relacionar: 

Primer grupo 
1) Tres (03) juegos de poderes conferidos por la totalidad de los accionantes. 
2) Registro civil de matrimonio de JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA 

con DIVA VANESSA OSPINA TRIVIÑO. 
3) Registro civil de nacimiento de MARÍA JOSÉ GÓMEZ OSPINA. 
4) Registro civil de nacimiento de JOHN ALEJANDRO  GÓMEZ CHAVERRA. 

5) Registro civil de nacimiento de SARA GÓMEZ CHAVERRA. 
6) Certificado expedido por el INPEC en relación con el tiempo de detención del 

señor JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA. 
7) Constancia laboral expedida por el Tesorero General de la Policía Nacional. 

Segundo grupo 
8) Tres (03) juegos de poderes conferidos por la totalidad de los accionantes. 

9) Registro civil de matrimonio de JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN 
con MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA. 

10) Registro civil de nacimiento de JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA. 
11) Registro civil de nacimiento de LEIDY YAZMÍN CHAVARRÍA PEÑA. 
12) Registro civil de nacimiento de YULY CAROLY CHAVARRÍA PEÑA. 
13) Registro civil de nacimiento de CARLOS ALBERTO CHAVARRÍA PEÑA. 
14) Registro civil de nacimiento de MARTHA CECILIA PEÑA BARRERA, 
15) Certificado expedido por el INPEC en relación con el tiempo de detención del 

señor JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA. 
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16) Constancia laboral expedida por el Tesorero General de la Policía Nacional. 

Tercer grupo 
17) Dos (02) juegos de poderes conferidos por la totalidad de los accionantes. 
18) Registro civil de matrimonio de MAURICIO ALEJANDRO  CAMPIÑO con 

JEIMY ANDREA CORREDOR PÉREZ. 
19) Registro civil de nacimiento de MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO. 
20) Registro civil de nacimiento de MANUEL WILLIAM OCAMPO CAMPIÑO. 
21) Registro civil de nacimiento de JORGE IVÁN CAMPIÑO. 
22) Registro civil de nacimiento de ANA MARIA CAMPIÑO. 
23) Registro civil de nacimiento de MARIA EYICEL CAMPIÑO. 
24) Certificado expedido por el INPEC en relación con el tiempo de detención del 

señor MAURICIO ALEJANDRO  CAMPIÑO. 
25) Constancia laboral expedida por el Tesorero General de la Policía Nacional. 

Cuarto grupo 
26) Dos (02) juegos de poderes conferidos por la totalidad de los accionantes. 
27) Registro civil de matrimonio de LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA con LUZ 

JULIANA BEDOYA GARCÍA. 
28) Registro civil de nacimiento de GREILY SOLANHS VALOYES BEDOYA. 
29) Registro civil de nacimiento de LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA. 
30) Registro civil de nacimiento de JOSÉ ANTONIO VALOYES SIERRA. 
31) Registro civil de nacimiento de ÁNGEL ENRIQUE VALOYES SIERRA. 
32) Registro civil de nacimiento de LUZ DARY VALOYES SIERRA. 
33) Registro civil de nacimiento de RODRIGO DE JESÚS VALOYES SIERRA. 
34) Certificado expedido por el INPEC en relación con el tiempo de detención del 

señor LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA. 
35) Constancia laboral expedida por el Tesorero General de la Policía Nacional. 

Quinto grupo 
36) Tres (03) juegos de poderes conferidos por la totalidad de los accionantes. 
37) Registro civil de nacimiento de JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO. 
38) Registro civil de nacimiento de ANLLY CAMILA CASALLAS RIAÑO. 
39) Registro civil de nacimiento de ESTEFANÍA CASALLAS RIAÑO. 
40) Registro civil de nacimiento de KARENT PATRICIA CASALLAS RIAÑO. 
41) Registro civil de matrimonio de ABEL ANTONIO AGUIRRE GÓMEZ con 

DORA ALICIA GIRALDO RESTREPO. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-43 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Solivar 
Teléfonos, (6) 333 7734 / 334 8654 Telefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No -30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 

)TA: Calle 31 No. 13 A - SI Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 
obhcoiombia.com juhdlco@obhcolombia.com  digitadorasobh@gmail.com  obh.notificaciones@gmau.com  

193
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



ORGANIZACIÓN 
BENJAMÍN 
HERRERA 

BUFE Lb DE ABOGADOS 

71 

42) Registro civil de nacimiento de NORVEY ANTONIO AGUIRRE GIRALDO. 
43) Registro civil de nacimiento de FRANDY ANED AGUIRRE GIRALDO. 

44) Registro civil de nacimiento de MYRIAM FANNY RIAÑO. 

45) Registro civil de nacimiento de LUZ ESTELA RIAÑO. 

46) Registro civil de nacimiento de ADRIANA MARIA VELÁSQUEZ RIAÑO. 

47) Certificado expedido por el INPEC en relación con el tiempo de detención del 

señor JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO. 

48) Constancia laboral expedida por el Tesorero General de la Policía Nacional. 

49) Certificados de honorarios expedido por el Doctor JUAN MAURICIO 

CAMACHO FERNÁNDEZ, correspondiente a los señores Mauricio Alejandro 
Campiño, Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, John Alejandro 
Gómez Chaverra Y Juan David Aguirre Riaño; y, por la Doctora ORFA PATRICIA 
MONROY GARCÍA. 

Sexto grupo 

50) Seis (06) juegos de poderes conferidos por la totalidad de los accionantes. 

51) Registro civil de nacimiento de ÁNGEL MATEO BARRERA ORTIZ. 

52) Registro civil de nacimiento de ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ. 

53) Registro civil de nacimiento de ALEX CAMILO BARRERA LÓPEZ. 

54) Registro civil de nacimiento de FÉLIX ARLEY BARRERA LÓPEZ. 

55) Registro civil de nacimiento de ROSA STEFANÍA BARRERA LÓPEZ. 

56) Registro civil de nacimiento de ROBINSON ANTONIO BARRERA 

QUIRAMA. 

57) Registro civil de nacimiento de MARLENY DE JESÚS LÓPEZ GALEANO. 

58) Certificado de honorarios expedido por la Profesional del Derecho Doctora 

SHIRLEY ANDREA ORTIZ DÍAZ. 

59) Certificado expedido por el INPEC en relación con el tiempo de detención del 

señor ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ. 

60) Constancia laboral expedida por el Tesorero General de la Policía Nacional. 

Anexos generales 

61) Sentencia proferida por el Juzgado 81  Penal del Circuito de Conocimiento de 

Bogotá, el 04 de diciembre de 2015. 

62) Providencia del 05 de octubre de 2016, proferida por el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, mediante la cual se desató recurso de apelación 

interpuesto por el Fiscal 295 de Anticorrupcíón, contra la sentencia de primera 
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instancia, disponiendo la ruptura de unidad procesal ordenando remitir la 

actuación al Juzgado 81  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá. 

63) Sentencia proferida el 24 de noviembre de 2016, por el Honorable Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, mediante la cual revoca la de primera 

instancia y en su lugar absuelve a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto 
Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra 

y Robinson Antonio Barrera López. 

64) Providencia proferida por el Juzgado 81  Penal del Circuito de Conocimiento de 

Bogotá, del 23 de febrero de 2017, mediante la cual se declaró la prescripción 

y de contera la extinción de la acción penal por el delito de tráfico, fabricación 

o porte de estupefacientes. 

65) Documentos mediante los cuales se acreditan las fechas de presentaciones de las 
solicitudes de conciliación prejudicial, antes del vencimiento del término de 

caducidad (2 ejemplares) por tratarse de 2 conciliaciones diferentes. 

66) 2 notificaciones de la solicitud de conciliación a la Fiscalía General de la Nación. 

67) 2 notificaciones de la solicitud de conciliación a la Rama Judicial del Poder 

Público. 

68) 2 notificaciones de la solicitud de conciliación a la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado. 

69) 2 actas de conciliación prejudicial expedidas por la Procuraduría Judicial 

Administrativa de Bogotá, D.C. 

70) 2 constancias expedidas por la Procuraduría Judicial Administrativa de Bogotá, 

D.C., acerca del AGOTAMIENTO DEL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. 

71) Disco compacto contentivo del libelo demandatorio. 

B). PRUEBAS TESTIMONIALES: 

1) En audiencia recepciónense los testimonios de los uniformados de la Policía 

Nacional JEISON ANDRÉS PATIÑO MÉNDEZ, GERVER HERNANDO 
PEDRAZA OVIEDO, JANY MARCELO GÓMEZ PULGARIN, YOHALBER 

HERNÁNDEZ Din y FREY DAMIÁN BLANCO GARCÍA, quienes se 

localización por intermedio de la Dirección de Talento Humano de la Policía 

Nacional Carrera 59 # 26-21 CAN, de Bogotá, D.C. 
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TEMA: 
a. Indicarán dónde prestaban sus servicios para el año 2011. 

b. Indicarán si conocieron a los patrulleros ROBINSON ANTONIO 

BARRERA LÓPEZ, JUAN LEONARDO CHAVERRA PEÑA, JUAN 

DAVID AGUIRRE RIAÑO, LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA, 

MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO y JOHN ALEJANDRO  GOMEZ 

CHAVERRA. 

c. Cuál es la razón de su conocimiento. 

d. Indicarán si tuvieron conocimiento de las razones por las cuales fueron 

capturados. 

e. Indicarán qué funciones desempeñaban estos uniformados para el año 

2011, antes de ser capturado. 

f. Indicarán cómo debían desarrollar sus funciones en temas relacionadas con 

las "ollas de microtráfico". 

g. Indicarán por qué les consta todo lo anterior. 

h. Indicarán cómo era el comportamiento policial de los mencionados 

patrulleros. 

i. Indicarán si para el desarrollo de sus funciones, forzosamente tenían que 

tener contacto con la delincuencia. 

j. En qué condiciones debían tener contacto con los delincuentes. 

k. Se les interrogará por todos los hechos de la demanda si los conocieren. 

1. Todo lo demás que estimen pertinente el señor Juez conductor del proceso 

y las partes intervinientes en la audiencia. 

Carga dinámica de la prueba 
Como se trata de personal militar, se ruega al momento de decretar la prueba, 

ordenar a la parte demandada la citación del personal militar, por encontrarse 

en mejores condiciones de hacerlo (art. 167 C.g.p.). 

2) Testimonios para probar daños y perjuicios para el primer grupo (Afectado: 

JOHN ALEJANDRO  GÓMEZ CHAVERRA). En audiencia recepciónense los 

testimonios de los señores DARÍO ALFONSO DUQUE YEPES (Calle 48 #5O-

39 de Fredonia - Antioquia), JAZMiN KATHERINE GÓMEZ TORRES 

(Vereda el Zancudo - Fredonia Antioquia), GUIDO NICOLÁS ESPINOSA 

ATEHORTÜA (Vereda El Zancudo - Fredonia - Antioquia) y LUZ MERY 

ZAPATA CIFUENTES (Vereda el Zancudo - Fredonia (Antioquia), no se 

suministra dirección de la Vereda "El Zancudo" por carecer de ella, pero se 
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afirma bajo la gravedad del juramento que son personas ampliamente 

reconocidas, asumiendo la parte demandante el compromiso de hacerlos 

comparecer en la oportunidad correspondiente. 

TEMA 
a). Indicarán si conocen al señor JOHN ALEJANDRO  GÓMEZ 

CHAVERRA, desde cuanto tiempo atrás y por qué motivo. 

b). Indicarán cómo está conformada su familia. 

c). Dónde residía el complejo familiar para el momento de la privación de la 

libertad de JOHN ALEJANDRO. 
d). En qué centro de reclusión estuvo privado de la libertad JOHN 

ALEJANDRO. 
e). Quiénes de sus familiares lo asistieron durante este episodio. 

O. De qué manera lo asistieron, le ayudaron y le colaboraron. 

g). Qué impacto moral sufrieron su esposa e hija. 

h). De qué manera se afectó su vida de relación matrimonial. 

1). Cuál era el proyecto de vida. 

1). Qué consecuencias se derivaron por causa de la mora en la resolución del 

proceso. 

k). Cuál era su actividad laboral y a qué dedicaba sus ingresos al momento de 

los hechos. 

1). Qué efectos produjo la noticia de prensa en la familia. 

m). Se le interrogará a cada uno de los testigos, en relación con cada uno de 

los daños, cuya indemnización se reclama. 

n). Se les preguntará por todos los hechos de la demanda si los conocieren. 

COMISIÓN. 

Comisiónese al Señor Juez Promiscuo Municipal de Fredonia (Antioquia), por 

ser el lugar de residencia de los testigos y a efecto de facilitar la producción de 

la prueba, dado el gran número de declarantes, obligándonos a cancelar los 

gastos que ello genere, conforme al artículo 214 del Código General del 

Proceso. 

3) Testimonios para probar daños y perjuicios para el segundo grupo (Afectado: 

JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA). En audiencia recepciónense los 

testimonios de los señores: IVÁN DE JESÚS SÁNCHEZ BELLO (Calle 59 B 
#23D-53 de Bogotá), ANA RITA LOAIZA de CAMPIÑO (Barrio El Llano, 
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Calle 6 No. 7-25 de Obando - Valle), LEONARDO MURILLO SALAZAR 
(Barrio "La Virgen" calle 3 #5-80 de Obando - Valle) y JUAN CARLOS 
CÁRDENAS SALAZAR (Callejas de San José Bloque D Unidad 1 apartamento 
02 Barrio Quindío, de Armenia - Quindío). 

TEMA 
a). Indicarán si conocen al señor JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA, 

desde cuanto tiempo atrás y por qué motivo. 
b). Indicarán cómo está conformada su familia. 
c). Dónde residía el complejo familiar para el momento de la privación de la 

libertad de JUAN LEONARDO. 
d). En qué centro de reclusión estuvo privado de la libertad JUAN 

LEONARDO. 
e). Quiénes de sus familiares lo asistieron durante este episodio. 
f). De qué manera lo asistieron, le ayudaron y le colaboraron. 
g). Qué impacto moral sufrió este complejo familiar en razón a la detención 

de JUAN LEONARDO. 
h). Cuál era el proyecto de vida. 
1). Qué consecuencias se derivaron de la sindicación. 
9. Qué consecuencias se derivaron por causa de la mora en la resolución del 

proceso. 
k). Cuál era su actividad laboral al momento de los hechos. 
1). A qué dedicaba sus ingresos. 
m). Qué efectos produjo en sus hermanos. 
n). Qué efectos produjo las noticias de prensa en el afectado y su complejo 

familiar. 
o). Qué connotación social tuvieron las noticias de prensa. 
p). Se le interrogará a cada uno de los testigos, en relación con cada uno de 

los daños, cuya indemnización se reclama. 
q). Se les preguntará por todos los hechos de la demanda si los conocieren. 
r). Lo demás que estime pertinente el Señor Juez conductor del proceso y las 

partes que intervengan en las audiencias respectivas. 

COMISIÓN. 
Comisiónese al Señor Juez Promiscuo Municipal de Obando (Valle) y al señor 
Juez Administrativo Oral del Circuito de Armenia (Quindío), por ser el lugar de 
residencia de los testigos y a efecto de facilitar la producción de la prueba, dado 
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el gran número de declarantes, obligándonos a cancelar los gastos que ello 
genere, conforme al artículo 214 del Código General del Proceso. 

4) Testimonios para probar daños y perjuicios para el tercer grupo (Afectado: 
MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO). En audiencia recepciónense los 
testimonios de los señores: JOHN JAIME ECHEVERRY ECHEVERRY (Calle 11 
# 20-13 Barrio Aurora de Dosquebradas - Risaralda), LILIANA FRANCO 
HERRERA (Manzana 6 Casa 11 Barrio Laureles Cuba- Pereira), ELSA TULIA 
SANZ AGUIRRE (Manzana 48 A Casa 3 Barrio Villa Santana San Vicente Alto 
- Pereira) y JOSE EDWIN RAIGOSA BEDOYA (Diagonal 27 # 7 -125 Barrio 
Santa Isabel de Dosquebradas - Risaralda). 

TEMA 
a). Indicarán si conocen al señor MAURICIO ALEJANDRO  CAMPIÑO, 

desde cuanto tiempo atrás y por qué motivo. 
b). Indicarán cómo está conformada su familia. 
c). Dónde residía el complejo familiar para el momento de la privación de la 

libertad de MAURICIO ALEJANDRO. 
d). En qué centro de reclusión estuvo privado de la libertad MAURICIO 

ALEJANDRO. 
e). Quiénes de sus familiares lo asistieron durante este episodio. 
f). De qué manera lo asistieron, le ayudaron y le colaboraron. 
g). Desde cuándo entabló relación MAURICIO ALEJANDRO  con la dama 

JEIMY ANDREA. 
h). Qué impacto produjo la expedición de la sentencia condenatoria. 
1). De qué manera afectó la relación familiar la sindicación y la condena de 

MAURICIO ALEJANDRO. 
j). Cuál era el proyecto de vida de MAURICIO ALEJANDRO. 
k). Qué consecuencias se derivaron de la sindicación. 
1). Qué consecuencias se derivaron por causa de la mora en la resolución del 

proceso. 
m). Cuál era su actividad laboral al momento de los hechos. 
n). A qué dedicaba sus ingresos. 
o). Qué efectos produjo en sus hermanos. 
p). Qué efectos produjo las noticias de prensa en el afectado y su complejo 

familiar. 
q). Qué connotación social tuvieron las noticias de prensa. 
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r). Se le interrogará a cada uno de los testigos, en relación con cada uno de 

los daños, cuya indemnización se reclama. 

s). Se les preguntará por todos los hechos de la demanda silos conocieren. 

t). Lo demás que estime pertinente el Señor Juez conductor del proceso y las 

partes que intervengan en las audiencias respectivas. 

COMISIÓN. 
Comisiónese al Juez Administrativo Oral del Circuito de Pereira (Risaralda), por 

ser el lugar de residencia de los testigos y a efecto de facilitar la producción de 

la prueba, dado el gran número de declarantes, obligándonos a cancelar los 

gastos que ello genere, conforme al artículo 214 del Código General del 

Proceso. 

5) Testimonios para probar daños y perjuicios para el cuarto grupo (Afectado: 
LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA). En audiencia recepciónense los 

testimonios de los señores SERLY JANETT GARCÍA GOEZ (Calle 89 No. 97 

AA 48 Barrio La Esperanza), PAOLA ANDREA BEDOYA GARCÍA (Calle 89 

No. 97 AA 48 Barrio La Esperanza), DAVID ESTEBAN BATISTA 

HERNÁNDEZ (Calle 89 No. 97 AA 48 Barrio La Esperanza), GLORIA 

CECILIA CASTRILLÓN SEPÚLVEDA (Calle 28 No. 95-07 Barrio Reposo El 

Bosque) y JACINTO RUIZ GENES (Calle 28 No. 95-07 Barrio Reposo El 

Bosque), todos residentes en Apartadó (Antioquia). 

TEMA 

a). Indicarán si conocen al señor LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA, desde 

cuanto tiempo atrás y por qué motivo. 

b). Indicarán cómo está conformada su familia. 

c). Dónde residía el complejo familiar para el momento de la privación de la 

libertad de LUIS ALBERTO. 

d). En qué centro de reclusión estuvo privado de la libertad LUIS ALBERTO. 

e). Quiénes de sus familiares lo asistieron durante este episodio. 

O. De qué manera lo asistieron, le ayudaron y le colaboraron. 

g). Qué impacto moral sufrieron su esposa e hija. 

h). De qué manera se afectó su vida de relación matrimonial. 

i). Cuál era el proyecto de vida. 

j). Qué consecuencias se derivaron de la sindicación. 
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k). Qué consecuencias se derivaron por causa de la mora en la resolución del 

proceso. 

1). Cuál era su actividad laboral al momento de los hechos. 

m). A qué dedicaba sus ingresos. 

n). Qué efectos produjo en sus hermanos. 

o). Qué efectos produjo las noticias de prensa en el afectado y su complejo 

familiar. 

p). Qué connotación social tuvieron las noticias de prensa. 

q). Se le interrogará a cada uno de los testigos, en relación con cada uno de 

los daños, cuya indemnización se reclama. 

r). Se les preguntará por todos los hechos de la demanda si los conocieren. 

s). Lo demás que estime pertinente el Señor Juez conductor del proceso y las 

partes que intervengan en las audiencias respectivas. 

COMISIÓN. 
Comisiónese al Señor Juez Promiscuo Municipal de Apartadó (Antioquia), por 

ser el lugar de residencia de los testigos y a efecto de facilitar la producción de 

la prueba, dado el gran número de declarantes, obligándonos a cancelar los 

gastos que ello genere, conforme al artículo 214 del Código General del 

Proceso. 

6) Testimonios para probar daños y perjuicios para el quinto grupo (Afectado: 

JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO). En audiencia recepciónense los testimonios 

de los señores: LINA MARCELA JIMÉNEZ GALEANO (Avenida 68 # 1-63 

Conjunto Residencial Américas 68 Segunda Edición Torre 1 Apartamento 601 
de Bogotá, D.C.), YAIR ANTONIO SALAZAR (Carrera 56C No. 50-107 

Barrio San Benito de Medellín - Antioquia), JOSÉ DISNEY ARBELAEZ YEPES 

(Carrera 3 # 7-56N Barrio Santa Clara de Manzanares - Caldas) y 

JONATHAN QUINTERO SÁNCHEZ (Carrera 3 # 7-56N Barrio Santa Clara 

de Manzanares - Caldas). 

TEMA 

a). Indicarán si conocen al señor JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, desde 

cuanto tiempo atrás y por qué motivo. 

b). Indicarán cómo está conformada su familia. 

c). Dónde residía el complejo familiar para el momento de la privación de la 

libertad de JUAN DAVID. 
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d). En qué centro de reclusión estuvo privado de la libertad JUAN DAVID. 

e). Quiénes de sus familiares lo asistieron durante este episodio. 

fl. De qué manera lo asistieron, le ayudaron y le colaboraron. 

g). Qué impacto moral sufrió este complejo familiar en razón a la detención 

de JUAN DAVID. 

h). Cuál era el proyecto de vida. 

i). Qué consecuencias se derivaron de la sindicación. 

j). Qué consecuencias se derivaron por causa de la mora en la resolución del 

proceso. 

k). Cuál era su actividad laboral al momento de los hechos. 

1). A qué dedicaba sus ingresos. 

m). Qué efectos produjo en cada uno de sus hermanos. 

n). Cómo es la relación de JUAN DAVID con cada una de sus tías. 

o). Qué consecuencias generó la privación de la libertad de JUAN DAVID en 

cada una de sus tías. 

p). Qué efectos produjo las noticias de prensa en el afectado y su complejo 

familiar. 

q). Qué connotación social tuvieron las noticias de prensa. 

r). Se le interrogará a cada uno de los testigos, en relación con cada uno de 

los daños, cuya indemnización se reclama. 

s). Se les preguntará por todos los hechos de la demanda si tos conocieren. 

t). Lo demás que estime pertinente el Señor Juez conductor del proceso y las 

partes que intervengan en las audiencias respectivas. 

7) Testimonios para probar daños y perjuicios para el sexto grupo (Afectado: 

ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ). En audiencia recepciónense los 

testimonios de los señores: MAURICIO ANDRÉS CARDOZO (Carrera 89A 

No. 45 A-33 Sur Bogotá), DORIS BARRENECHE AVENDAÑO (Carrera 32 

#64-16 Sur Barrio "La Candelaria la Nueva" de Bogotá, D.C.), MARÍA 

CONSUELO SÁNCHEZ BENJUMEA (Manzana 2 Casa 2 Barrio "El Danubio 

de Pereira - Risaralda), DEISSY VIVIANA MEJÍA  PELÁEZ (Manzana 10 Casa 

01 Barrio "El Danubio" de Pereira - Risaralda), y OLGA YANET DÁVILA 

(Manzana 28 Casa 14 Sector B "Parque Industrial" de Pereira (Risaralda). 
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TEMA 
a). Indicarán si conocen al señor ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ, 

desde cuanto tiempo atrás y por qué motivo. 

b). Indicarán cómo está conformada su familia. 

c). Dónde residía el complejo familiar para el momento de la privación de la 

libertad de ROBINSON ANTONIO. 

d). En qué centro de reclusión estuvo privado de la libertad ROBINSON. 

e). Quiénes de sus familiares lo asistieron durante este episodio. 

fl. De qué manera lo asistieron, le ayudaron y le colaboraron. 

g). Qué impacto moral sufrieron su compañera e hijo. 

h). De qué manera se afectó su vida de relación matrimonial. 

1). Cuál era el proyecto de vida. 

1). Qué consecuencias se derivaron de la sindicación. 

k). Qué consecuencias se derivaron por causa de la mora en la resolución del 

proceso. 

1). Cuál era su actividad laboral al momento de los hechos. 

m). A qué dedicaba sus ingresos. 

n). Qué efectos produjo en cada uno de sus hermanos. 

o). Qué efectos produjo en cada uno de sus abuelos. 

p). Qué efectos produjo las noticias de prensa en el afectado y su complejo 

familiar. 

q). Qué connotación social tuvieron las noticias de prensa. 

r). Se le interrogará a cada uno de los testigos, en relación con cada uno de 

los daños, cuya indemnización se reclama. 

s). Se les preguntará por todos los hechos de la demanda si los conocieren. 

t). Lo demás que estime pertinente el Señor Juez conductor del proceso y las 

partes que intervengan en las audiencias respectivas. 

COMISIÓN. 
Comisiónese al Señor Juez Administrativo de Pereira -reparto-, por ser el lugar 

de residencia de los testigos y a efecto de facilitar la producción de la prueba, 

dado el gran número de declarantes, obligándonos a cancelar los gastos que ello 

genere, conforme al artículo 214 del Código General del Proceso. 

--1 "A: oficina principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolivar 
Teléfonos: (6)333 7734 / 334 5554 Teleíax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 5-30 Oficina 1201 Edificio sanco Ganadero 

¡TA: Calle 31 No, 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 ot 2303 Parque Central Bayana 
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CAPITULO VI. ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 

Atendiendo lo reglado en el art. 157 del C.p.a.c.a., se 

tiene que la cuantía se fija por el valor de los perjuicios causados "...sin que en ello 
pueda considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que estos últimos sean los 
únicos que se reclamen.", igualmente se determinará por el "... valor de las pretensiones al 
momento de la demanda, sin tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios 
reclamados como accesorios, que se causen con posterioridad a la presentación de aquella. ". 

(Negrilla fuera de texto). 

Atendiendo lo anteriormente dispuesto, se reclama 

indemnización por DAÑOS Y PERJUICIOS MATERIALES en la modalidad de 

LUCRO CESANTE, por tratarse del mayor emolumento. 

Primer grupo: Reclama el señor JOHN ALEJANDRO 

GÓMEZ CHAVERRA, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de 
la libertad: (1) por daño emergente: SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000.00); 

(Ii) por lucro cesante: $30.794.563.50. 

Segundo grupo: Reclama el señor JUAN LEONARDO 

CHAVARRÍA PEÑA, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de la 

libertad: (i) por daño emergente: SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000.00); (u) 

por lucro cesante: $30.794.563.50. 

Tercer grupo: Reclama el señor MAURICIO 

ALEJANDRO CAMPIÑO, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado 

de la libertad: (i) por daño emergente: SEIS MILLONES DE PESOS 

($6.000.000.00); (Ii) por lucro cesante: $30.794.563.50. 

Cuarto grupo: Reclama el señor LUIS ALBERTO 

VALOYES SIERRA, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de la 

libertad: (1) por daño emergente: SEIS MILLONES DE PESOS ($6.000.000.00); (ji) 
por lucro cesante: $30.794.563.50. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso  13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolívar 
Teléfonos: (6) 333 7734 / 334 8654 Telefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 
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Quinto grupo: Reclama el señor JUAN DAVID 
AGUIRRE RIAÑO, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de la 

libertad: (i) por daño emergente: DOCE MILLONES DE PESOS ($12.000.000.00); 
(u) por lucro cesante: $27.553.030,50. 

Sexto grupo: Reclama el señor ROBINSON ANTONIO 

BARRERA LÓPEZ, indemnización derivada por el tiempo que estuvo privado de la 

libertad: (i) por daño emergente: DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000.00); 
(ji) por lucro cesante: $27.553.030,50. 

CAPITULO VII. JURAMENTO ESTIMATORIO 

Para estos efectos, se sujeta este apoderado a lo dispuesto 

en el art. 206 del Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012), que dispone en 

lo pertinente "Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, ... deben 

estimarlo razonadamente bajo juramento en la demanda 

o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos....". "El juramento 

estimatorio no apilcani a la cuantificación de los daños extrapatn/mon/ales....". 

AFIRMO BAJO LA GRAVEDAD DE JURAMENTO, 

que se estima prestado con la firma y presentación del escrito de demanda, que la 

cuantía fue estimada de manera razonada, con fundamento en la jurisprudencia de la 

Sección Tercera del Honorable Consejo de Estado. 

Por consiguiente, únicamente ha sido razonada la cuantía, 

teniendo en cuenta la indemnización por DAÑOS Y PERJUICIOS  MATERIALES. 

Se suplica que en caso de ser condenado los entes 

públicos demandados, a una suma notablemente inferior, por razón del arbitrio 

judicial, no se deduzcan consecuencias desfavorables para la parte demandante y 

especialmente, se ruega tener en cuenta la sentencia de la Honorable Corte 

Constitucional C-157 de 2013, Exp. D-9263, M.P. Dr. MAURICIO GONZÁLEZ 

CUERVO y dada la inexistencia de mala fe en la formulación de las pretensiones. 

FEREiA: Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolívar 
Teléfonos (6) 333 7734/ 334 8554 Telefax: 335 396 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 OÍ. 2303 Parque Central Bayana 
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VIII. COMPETENCIA 

Es COMPETENTE para conocer de este proceso en 

primera instancia el Señor Juez Administrativo de Bogotá, —reparto- y, en segunda, el 

Honorable Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

Adicionalmente, dispone el numeral 61  del art. 152 que 

la competencia radica en los tribunales, cuando la cuantía exceda de 500 Salarios 

mínimos, mientras que el art. 155, radica la competencia en los jueces 

administrativos, cuando la cuantía sea inferior a esta suma. 

Así mismo, el art. 156 del C.p.a.c.a, ha definido en el 

numeral 61, que en los temas relativos con el medio de control de reparación directa. 

.se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las omisiones o las 
operaciones administrativas, O POR EL DOMICILIO O SEDE PRINCIPAL DE LA ENTIDAD 
DEMANDADA A ELECCIÓN DEL DEMANDANTE', invocando como fundamento para 

determinar la competencia la Ley 1285 de 2009. 

CAPITULO IX. MEDIO DE CONTROL Y PROCEDIMIENTO 

El medio de control incoado es el de reparación directa, 

consagrado en el Título III, artículo 140 de la Ley 1437 de 2011. El Trámite, se 

encuentra consagrado en el Título V, capítulos IV y V de la misma Ley 1 437 de 

2011. 

CAPITULO X. CUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD 

Tal como lo ha ordenado la Ley 1285 de 22 de enero de 

2009, se presentó solicitud de conciliación prejudicial, tramitada por el señor 

Procurador 195 Judicial 1 para asuntos administrativos de Bogotá, D.C., habiéndose 

declarado fracasada y cumpliendo de esta manera con el requisito de procedibilidad, 

tema del que dan fe el acta de conciliación y la constancia expedida por dicho 

funcionario. En conclusión, se cumplió con este requisito oportunamente. 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Solivar 
TelMonos; Cfi) 333 7734/334 8554 Telefax: 335 395 
Sucursal Calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 

•A; Calle 31 No. 13 A - 51 Edilicio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 
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CAPITULO XI. VIGENCIA DEL MEDIO DE CONTROL 

El medio de control se encuentra vigente porque: (i) la 

sentencia absolutoria fue proferida el 09 de diciembre de 2016; (Ii) la primera 

solicitud de conciliación se presentó el 19 de enero de 2018, cuando faltaban once 

(11) meses para caducar el medio de control; la segunda solicitud se presentó el 21 

de marzo de 2018, cuando faltaban ocho (08) meses y diecinueve (19) días para 

caducar el medio de control; (iii) la primera audiencia de conciliación se llevó a cabo 

el 26 de febrero de 2018; y,  la segunda el 25 de abril de 2018, ambas dentro del 

término de los noventa (90) días; (iv) la demanda se presenta el 04 de mayo de 

2018, cuando faltan ocho (08) meses y veinte (20) días para que opere el 

fenómeno de la caducidad. 

CAPITULO XII. COPIAS PARA TRASLADOS 

Copia de la demanda con todos sus anexos para el traslado a la FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN. 

2. Copia de la demanda con todos sus anexos para el traslado a la RAMA 

JUDICIAL DEL PODER EJECUTIVO. 

3. Copia de la demanda con todos sus anexos para el traslado a la AGENCIA 

NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO. 

4. Copia de la demanda con todos sus anexos para el traslado al MINISTERIO 

PÚBLICO. 

S. Copia de la demanda con todos sus anexos para el ARCHIVO DEL JUZGADO 

DE CONOCIMIENTO. 

CAPITULO XIII. NOTIFICACIONES 

1) Al Señor FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN, en la Diagonal 2211 No. 52-01 

ciudad Salitre de Bogotá, D.C., correo electrónico 

jur.notiflcacionesjudiciales@flscalia.gov.co  

A: Oficina Principal Cartera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bofivar 
Teléfonos: (6) 333 7734 /334 8654 Telefax: 335 396 
Sucursal calle 20 No 6-30 Oficina 1201 Edilicio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre 1 of. 2303 Parque Central Bayana 
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2) A la demandada, NACIÓN COLOMBIANA - RAMA JUDICIAL DEL PODER 
PÚBLICO, se le notificará por conductor del señor Director Ejecutivo Seccional 
de Administración Judicial de Bogotá (Cundinamarca), Carrera 10 No. 14-33 
Piso 17 de Bogotá, D.C., correo electrónico; 
dsajbtanotif@cendoj.ramajudiciai.gov.co  

3) A LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, de 
conformidad con el inc. 6 del art. 612 de la Ley 1564 de 2012, modificatoria 
del art. 199 de la Ley 1437 de 2011 en la Carrera 7 No. 75-66 piso 2 y 3 
Bogotá, D.C. y/o a través su buzón de correo electrónico: 
procesos@defensajurtdica.gov.co  y/o buzonjudicial@defensajuddica.gov.co  

4) A LOS DEMANDANTES: 
• Primer grupo: Vereda "El Zancudo" jurisdicción del Municipio de 

Fredonia (Antioquia), no se suministra nomenclatura por no existir en el 
lugar, pero son ampliamente conocidos, afirmación que se hace bajo la 
gravedad de juramento. 

• Segundo grupo: Carrera 1C #2-24 Barrio "San Fernando" del Municipio 
de Obando (Valle) 

• Tercer grupo: Calle 16 No. 1 34A-28 2do piso, Barrio "Casandra" 
Localidad Fontibón, Bogotá, D.C. 

• Cuarto grupo: Carrera 89 No. 97AA-48 Barrio "La Esperanza" de 
Apartadó (Antioqula). 

• Quinto grupo: Carrera 7 No. 32-54 de Pereira (Risaralda). 
• Sexto grupo: Manzana 23 Casa 11 Barrio "El Danubio" de Pereira 

(Risaralda). 

5) Al SUSCRITO APODERADO en la Cra 7 No. 19-48 Piso 13 del Edificio 
banco Popular con sede en Pereira (Risaralda) y a través del correo electrónico 

obh.riotificaciones@gmail.com  y/o juiidico@obhcolombia.com, 
atendiendo además las voces del art. 201 del C. de p.a, "....los autos que no se 

notifiquen por estado, se notificarán por medio de anotación en estados electrónicos 
para consulta en línea bajo la responsabilidad de/Secretario. La inserción en el estado se 
hará el día siguiente al de la fecha del auto... El estado se Insertará en los medios 
informáticos de la Rama Judicial y permanecerá allí en calidad de medio notificador 
durante el respectivo día." "De las notificaciones hechas por estado el Secretario dejará 
certlficadón con su firma al pie de la providencia notificada y se enviará un mensaje de 

Oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Ediflcio Banco Popular Plaza de Bolivar 
Teléfonos (6) 333 7734/334 9654 Telefax; 335 3946 
Sucursal Calle 20 No 5-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
Calle 31 No. 13 A - 51 Edificio Panorama Torre) of. 2303 Parque Central Bayana 
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datos a quienes hayan suministrado su dirección electrónica.', y, el art. 205 

"Notificación por medios electrónicos. Además de los casos contemplados en los 
artículos anteriores, se podrán notificar las providencias a través de medios electrónicos, 

a quien haya aceptado expresamente este medio de notificación." "En este caso, la 
providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario a la dirección electrónica 
registrada y para su envío se deberán utilizar los mecanismos que garanticen la 
autenticidad e integridad del mensaje. Se presumirá que el destinatario ha recibido la 
notificación cuando el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio 
constatar el acceso del destinatario al mensaje. El Secretario hará constar este hecho en 

el expediente." 

De los Señores Jueces con toda consideracióriy- 

/ 

BENJA IN HERRERA AGUDELO 
Apode do parte actora 

AR-LF Abril 

oficina Principal Carrera 7 No. 19-48 Piso 13 Edificio Banco Popular Plaza de Bolívar 
TeléFonos: (5) 333 7734/334 8554 Telefax: 335 395 
Sucursal Cefo 20 No 5-30 Oficina 1201 Edificio Banco Ganadero 
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Sentencia de primera instancia proferida por el 

Juzgado 08 Penal del Circuito de 

Conocimiento de Bogotá del 04 de diciembre 

de 2015, mediante la cual fueron exonerados 

de unos cargos y condenados por otros 
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flJCADO OCTAVO PENAL OL C[CUi.TO D C:cMATO 

Bogotá 3J.C, cuatro' (4) de c:ec± e 

1 k .) i 066-6 
Ausado: Ju.au David Adrr y i' 

Deiu: Cwncierto rara deliriqrfr y oros 
Decisi: iaUo 

OiJFTO DE LA .cc: 

la senti.a que er• d echo co:resp nJe en s iL anc 

j. 

J-inan ir... . .. ..
-. - - - 

oLn A. jaraho 'Gaazcn, Terra  y iL9Lnzon era,por los  Ckuas 
de cene ero para enqr agr. en conerao hotecaeo: n 
Lráhco, t icacaei o Pene de estupdates, AISMI 

--- '-ç çIL:o, oc y. ErreC:dd:rf. de 
e:ato r: prohatozto y enaa a 

cLrctaadas de 

IL 1- •- - 

JIU ._  

De acuerdo a lo referido por,  el delegado de la fiecalia en la 
aw11enc1a de Lirnndación de acusación, su cónasis en la 
denu.ncia presentada por Over Arley González Mora, qalen puso 
conocimiento de la auoridaci competent, actos de corraerlón ele 
algunos. miembros de la Policía T :f,cion.ai 

- Grupo de- icrenráLco d.c la 
TT 

2-,ayo, 
... . ..... _._ . •-..i ....,_f_ .. Uk\! 

/
U/O C.1S OOidiKu C;!1i:id ea J-;1' 

de fuentes huarianas acerca, de sitios, deiiLAa a. penero de 
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29 de 

- 

estupefaciente, solicitar autorización para llevar a cabo respectiva 

diligencia de registro y allanamiento en desarrollo de a cual 

incautaban narcóticos, dinero y armas entre otros elemento 

cuales no reportaban en su totalidad al niomento de judicíali 

caso. Para lograr su apoderamiento. 

Posteriormente, exIgí a]. informante vendiera el este eraciente 

Ci licor, quien ame las amenazas de que era sacar 

dinero de su propio peculio rara evitar proli 

uniformados, empero, cansado de dicha situaci r-7 vpc 

susancia a funcionarios de la policía y de un cUsco eciar 

grabó parte de la situación que se venía presentando. 

ñoude 

M. IDENTIFICACIÓN E IND1YIDUA ZACION DE Ib 

ACUSM OS 

Responden a los nombres de: 

Juan Leonardo Chavarría Peña, identificado con la cédula de 
ciudadanía N° 1.116.434.933 de Zarzal (Valle). Nació 

noviembre de 1987 en Florencia (Caauet), estado cfvii soltero 

Martha Peña y Juan y de profesión PatruiJa Policía Nacional. 

Luis Alberto Baloyes Sierra identificado con la cédula de 
ciudadanía N° 1.040.315 5.38 í die Carepa (Anuoqma). Naco ci ¡ cte 
noviembre de 1987 en Apartacló (Antioquia), estado civil soltero, hijo 
de Rosa y Ángel y de profesión Patrullero de la Policía Nacional. 

Juan David Agulzre lUaño, identificado con la cédnía de 

ciudadanía N° L057.782.655 de Manzanares (Caldas). Nació el 22 de 
enero de 1987 en Manzanares, hijo de Farmy y de profesión Patrullero 
1 1 •- 1. ,- - 1 nc i i-onca iNacionai. 

Mauricio Aiejando ca m) , identificado con la d-:d'uhi. de 
ciudadanía N° 10.034.849 de Pereira (Pisaraida). Nació ci 12 de uiayo 
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dkado: N. 

de 1981, hij 

Nacional. 

EliIma OICS10ij. ola a PO] Ol 

Robinson Anto'o Barrera López, identificado con la da de 

ciudadanía N° 1.088.251.968 de Pereira (Fdssralda). Nació el 16 

julio de 1987, ectado civil soltero, hilo c SL cuy y ( iQf]. y Cal 

profesión Patrullero de la Policía Nacional. 

jiní Alejandro Gómez C averr, idanti 

ciudadanía N° L041.146.978 de Fredonía (A 

octubre de 1987, hijo de María y John y de p 

Policía Nacional. 

_,&_ _;•_ 

uía). Ii 

son a U. 

17 -- 

No resentan señales articuiares. 

FV. ANTECEDENTES PROCES ALES REDE 

4J En audiencia preliiiinar concentrada celebrada CCJe se 

cabo ci 12 de febrero de 2011, ante el juzgado 60 Penal Murdci 
Cont -

- -L-i ric1o.a uC udc Le e a CIUiC e 

'3 ti 

de registro y allanamiento, el procedí 105 ras 
cap tura de Juan David 11  AguIrre Riifo, Lws AO'berto 

Juan Leonardo Chavarría Peña, Mauricio ' }OiUT0 

Alejandro Gómez Chaverra y Robinson Antonio Barrera 
les formuló imputación, corno presunto coautores 

) 

z y se 

tos da 
concierto para delinquir agravado (340 inciso 10 y 30 y 342) en 
concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte ilegal de 

estupefacientes con circunstancia de mayor punibilidad (numerales 9 
y 10), falsedad ideológica en documento pñblico (artículo 286) con 
circunstancia de mayor punibilidacl (numeral 10), destrucción 
supresión y ocuitamiento d.c elemento material probatorio articuio 
454 B) con circunstancia de mayor punibilidad (numerales O y 10) y 
determi.nadores del delito amenaza a testigo (454A) con 
circunstançja de mayor punibilidad (numerales 9 y 10 di Cód 
Penal). 
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anTno cae 

parato;:ia ooi 

P.adkad 1I2ui600 OC:OOO N.i. I4Gi. 

Es le anotar que lo atinente al numeral 30 del artículo 340 U  .-. c 

y exciusivamente le fue endilgada al primero de los acusados, 

A instancia del delegado fiscaL se les PUSO mcd 
aseguramiento privativa de la libertad conllstente en date 
preventiva en estabIecjmjent carcelario. 

42 Cumplido el rito procesal referido en precedencia 

transcurrido €1 lapso establecido por el le LUÍ dfc t:L 

de febrero de 2011, el delegado iscal radicó ecnito de acusar 
cuyo conocimiento correspondió a este estrado j 
10 

 de abril de ese año, llevó a cabo la audiencia 

ilicitudes en comento. 

43 La audiencia prenaratoija se surtió en 5: 5 
lo, 17 de agcsto5  3 de octubre, 3 de noviembre de 2011, 19 de enec 

2012 y cuiminó el 12 de marzo de la misma anualidad ruar ç'- 

Penal Honorbie Tribunal Superior Distrito J rial esta 
ciudad, aceptó el desistimiento cl urso de apelación oresenta 
Por el delegado de la fiscalía, 

44 FI juicio oral inicio el 27 de febrero de 2013, contin 
finalizo el día de hoy con sentido de fallo, 

y DEL CASO, FSIiPULACIONE £ 

ALEGACIONES FINALES 

3d Teoría de la fiscalía 

Prometió demostrar más allá de toda d cia razona 
responsabilidad de 105 acusados como coautores de los delitos de 
concierto para delinquir agravado, en concurso (artículo 
y 3 y 342) heterogéneo con tráfico, fabricación 

3405  inciso 

4 
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onanes ce la 

Rallcado: l:to 6OO2:2oc( NL 

estupefacientes (inciso 21 artículo 376), Con Circ flStacfas de mayor 
punibílidad (numerales 9 y 10), falsedad idelógjcø en ó;cumentc 
publico (86) con circunstança de mayor pumbnij (runerJ Wj, 
oCu?tanjjen.o alteración o Supresión de elementos probatorio con 

circunstancia de mayor punibijidad (numeral 10°) y detern
uy adc -as 

amenazas a testigos. 

Luego de hacer referencia a los hechos y 
desplegada por Over Arley González Mora como agente encube 
sostuvo que su cometido lo lograría a través del testimonio dl 
mencionado de lOS investigadores, de los urñfo -rnado ene 
conocieron el caso, de la prueba documental y pericial que tase aria, 
al juicio y de los indicios de capacidad, oportunjdj y coriocimierjtc. 

Probanzas que dejarían en evidencia que los acusadcs 

constriñerori a la fuente humana para que vemiiera la sustancta 

incautada en los allanam1enios: la concentación para efectuar Sencs 

delito y la apropiación de los elementos que i ubaxi en 

allanamientos cori la finalidad de obtener cimero. 

52 Teoría ensa a Leonaidn Chavan:f 

Prometió acreditar que se está de cara a un: 
consumado por delincuente que obtuvo el aoyo de fc 

Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación. 

Así que el nincípaI testigo de acusacíói la 

suma de cien, millones ($ 100.00O,O't de pesos para ca-,rj,7  ,¡al la 
versión y la actuación irregular como agente en bie'to. cdnseruen,c 
oc 10 cual aano la floja de vida oc personas que no Uene nm:urja clase 
de antecedente. 

53 Teoría de la defensa de Jua avíd Aofr 

Se abstuvo de presentar. 

5 
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awro, 

aacazc. iOÜI 5 

-. 5.4 £ coria ae la i!ieíesa e onsn arrara. 

Adquirió el compromiso: de demost ar la inocencia de 

prohijado. 

Esttpu]aciones probatorias 

Las partes no acordaron dar por acreditado 

circunstancia. 

D de cierre 

56.1 Fiscalía. De entrada solicitó emisión de falle 

tras considera que logró llevarme al conocimiento m 

duda razonable sobre la materialidad de las conductas Ci concierto 

para deinquir agravado, falsedad ideológica en documento púndco, 

alteración, supresión y ocultamiento de elemento material urebatoilo 

tráfico fabricación o porte r4 estupefaciente consecuerte 

r'esponsabilidad de ios encartados en nsmos, en 

coautores, a tiempo, que demando la precbsión por el de 

amenaza a testigo. 

Cometido que logró a través de su principal testigo de acusación 

Ovar Ariey González Morales, cuyas versiones fueron coirohrradas 

con el testimonio de Luis Fernando Víllota, Fterbert Vicente Alfonso 

Sanabria, Gladys Gómez Galvis, la prueba documental y pericial que 

legalmente insertó al juicio (inspecciones judiciales, 

reconocimiento fotográfico y análisis preliminares y finitivos dala 

sustancia incautada), medios suasorios de los que emerge con idez 

que los acusados se apoderaron de parte de ios elementos cue 

incautaron --1112, diligencia de registro y allanamiento que se efectué al 

inmueble ubicado en la Carrera 81 1-] Bis N 41 F - 24 Sur Barrio el 

Anmaro de la Localidad de Kennedy. 

6 
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Rico; 1 )1 ÜS,  12.3i1)Otli N.L 125€5 

Destacó que acreditado quedó cue los encartados 

reportaron 900 papeletas de las 3000 halladas y 4 erinas 

po sterioírLlente obligaron a la fuente humana a comercializar 

elementos. 

Catalogó como 

 

de- 

2a prueba documental de la defensa, habida cuonta que 

no elaboraron las respuestas, ni constataron recaSute la 

información proporcionada a través de los diferentes oficia. 

En relación a Juan David Agutrre Riaño, sostuvo one s1 uiari nc 

participó en al alisnanfiento, ello no -lo eime de responsabilidad, pue.s 

en la coautoría no es necesario que quienes intersonen realicen cda 

suerte de comportamientos, sino que pres ten un aporte esancisi a la 

empresa criminal y ue exista un acuerdo cotrñn en el desig:nio 

criminal, ítem que acreditó. 

Finalmente, habló de la carga de la prueba y a ha postre concluyó 

çue patente es la presencia de típico acto de corrupción 

germen activo de descomposición social y ruina moral de las naciones. 

En ejercicio del derecho de controversta, sostuvo que cii la 

coautoría no es necesario que todos desplieguen la totalidad de ios 

comportamiento, sino que presenten un aporte esencial; que Over 

Ariey González Mora, fue claro y enfático al referirse a la cantidad y 

naturaieza de la sustancia que le fue entregada por Joan DavId 

Aguirre y que el piar delictivo cormin de los acusados era apoclarase 

solo 

¡ cue 

dIOS 

de elementos y sustancia 

registro allanamiento. 

incautada en las diferentes d .__1__w . - 

Insistió en que los acusados estaban obligados a poner a 

disposición de la autoridad competente la totalidad de los elementos 

incautados y no lo hicieron; que a través de prueba pericial se 

estableció que la sustancia nrregada por, la fuente humana era 

cocaína con un peso neto de 106 gramos y que Ci verbo rector 

217
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



imputado respecto del delito del bien jurídico de la s 

comercializar. 

Desnués de traer a colación auto de csknda 29 

aucas. e 

n del 

20 L emitido dentro del radicado AP2980•-201410d16 con 

Honorable Magistrado Eidar Patiiio Çabrer, habió de I.J. 

probatoria, a tiempo, que adveró que contrario a lo re 

incorporó la prueba preliminar homologada y la de c1uf: 

de las 98 papeleras que dieron origen a este proceso. 

también que el cambio de o de pa 

afecta ci principio de congruencia; que desatinada es a su pareo, 

solicitud de exclusión de la inspección 

febrero de 2011, máxime cuando no se precisó si. la es por tre:ane de 

prueba ilícita o ilegal.. 

r iaa e juan k\ 

Para empezar sostuvo que el delegado fiscal no lo 

la responsabilidad e su prohijado en las ilicitudes endilgac 

esa línea argumentativa, señaló que evidente es la confr 

existe en los hechos que dieron origen a este occeso, eues 

inic iza lmen se habló de una gencia de allanan en un 

inmueble ubicado en el Barrio el Anparo, después de un 

en la oficina de micro tráfico de la URI de Kennedy y fim 

entrega de un estupefaciente al testigo c--, s-,Ye 

- ç-] 

naenie 

da o 

Seguidamente, cuestionó el video que incorporó al juir el 

investigador Camilo Andrés Muñoz, lamentándose que aquel no se 

haya tomado la molestia de efectuar el respectivo cotejo de voz para 

determinar quiénes eran los interlocutores. 

igualmente, disintió de la ubicación de su prohijado el. día del 

allanamiento en una esquina, nues el testigo de descargo Walter 

8 
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Rdkado: 1100260 St2O0 N. 0€(5 

Miguel Avila - jefe de aquel- Rosemary Garzón Vanegas y el 

Andrés Patiño lo ubicaron en lugar diferente.. 

sma, se mostró inconforme con la co•auoría que predica 

el delegado fiscal y resalió las contradicciones en ene incurrió E 

Ariey González Mora, quien en su Sentir fue lccíauado para hacer 

daño y efectuó grabaciones ilegales cuando no ea agerrte encubierto, 

de tal suerte, Que en su criterio, indudablemente se es 

"un falso positivo". 

Igualmente, desconcierto le causó que se demande condena en 

contra de su patrocinado, por presuntamente haberse ouarmudo 

callado, pues como integrante del grupo de micro tráfico, debía saber 

lo que sucedía, según criterio del fiscal. 

Con fundamento en lo anterior, so 
P  avor de juíni David Aguirre Riaño. 

3OiUTOieO € 

De 

tu ciclo del derecho a la réplica, discreo re 

coautoría que se le atribuye a su 

que se dice ostentaba. 

hijado y cien 

Aludió que con las pruebas ofrecidas, desvirftió lo ref 

Camilo Andrés Muñoz Aguclelo y Over Ariey Gonzáles Mora 

en la inocencia de su prohijado, a tiempo, que discutió çu5 5€ 

habló de verdades absolutas, cuando no 10 hizo. 

563 Defensa de juan Leonardo Chavarría Pone, 

Aoro l3arreira y Otros. 

Ah irdtlo señaló ue la solicitud de DrecIusión deii 

delegado de la fiscalía por el delito de amenaza a tastil 

fundamentada ni fáctica, ni jurídicamente. 
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Racaao: 1LO .3C25COO1 &L 140S 

A continuación, dividió sus alegatos en varios untos: 

pretensión ocesal, descripción de la acusación desde tres aristas 

fáctica, jurídica y probatoria, a Sie los  tos enc 

reflexión sobre la prueba ilícita y sus consecuencias (e Pmer  

suasorio de las pruebas incorporadas por,  la fiscalía 

de la solicitud de absolución. 

_u 

Frente a la primera arista, dijo que sus 

declarados inocentes, toda vez que el delegado 

hechos para llamar la atención de la judicatura en 

los derechos de aquellos; el relato rincipal testigo de 

es inverosímil; el debate en el juicio a pesar que se habló cia varios 

allanamientos, única y exclusivamente frente al efectuad-o en 

rio ci Amparo de esta ciudad el 4 ebrero de 2:311 y acredi 

las 981 papeletas tienen ci gancho perro, que corresponde a LULk 

norte y no es razonable que aparecieran en Kennedy. 

Alrededor del segundo planteamiento, dejó ver la molestia or 

r:na 

Peña, habida cuenta que no fue objeto de acusación y apoyado en la 

la adición del cielito de concusión para Juan 

sentencia emitida dentro del radicado 34022 del- 

con ponencia del 1-lonorable Magistrado Er 

 

Salamanca, debe ser clara y circunstanciada, porque de lo contrario 

vulnera garantías fundamentales, características de las que no gozó la 

que produjo el llamamiento a juicio de sus representados. 

Antócrico le parece que se acuse por coautoría de concierto 

para delinquir, dado que una es la forma de par;, 

pluralidad de concertados que exige el artículo 340 del Código Pa 

lo que sumó, que al juicio ro se trajo prueba que de' cuenta de 

división de trabajo, del acuerdo común, el ánimo de VITi 

organización criminal y de permanencia en ci tiempo. Se 

respecto de un SOlO allanamiento, puede predicarse concierto'? 

vez se sostuvo, que coparticipación en el concierto solo puede 

hablarse tratándose de determinadores o cómplices. 

13 

sión a la 

gu c in 
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dc: IOG5OO2SGO CC, L NJ. í4635 

Airededoi' del delito de tráfico, fainícación 

estupefacientes, reprochó el que no se precisara el verbo rector y no 

se allegara la prueba preliminar homologada que efectuó el perito 

Atehortua en relación a las 98 papeletas. 

En cuanto al delito de falsedad ideológica adveró ue ne se 

1- de 

indicó cuál fue el documento que se alteró en su vera -' 

se precisó 1 verbo rector, lo que igualmente, 'L ci. 

delito de ocultamiento, alteración o destrucción de elementos arerird 

probatorio. 

En lo que tiene que ver con las circunstancias cte nsyor 

punibilidad,. sostuvo que errado es endilgarlas a cacle Jeito. 

Sobre el ítem, dijo que la inspección 

oficina de ruicro tráfico el 11 de febrero te Ootr 

desarrollo de la misma es ilegal, en la medida que se 

allanamiento, se destruyó la :erta, la pared eÇrLtri al IT 

Walter Miguel Avila a que firmare Ci acta, por ende, peticir 

exclusión apoyado en la sentencia C.-210 de 2007. 

Frente al cuarto capítulo, alarma le causó la reria salcetiva 

del principal testigo de la acusacion, quien recordaba úrika y 

exclusivamente lo que le convenía, sentido en ci que dejó constancia el 

representante del Ministerio Público y menguó el valor suasorio de las-

--1 video incorporado al juicio, el testO;ome de 

Gladys Galvis Gómez, pruebas que pide no se tengan en cuenta 

porque lo único que generan es dudas, en la medida que ci 'icteo fue 

editado, se hizo a manera de ilustración para vender el producto a los 

medios de comunicación y la última deponente tan se3.o estuvo tres 

minutos en la diligencia de allanamiento, lo oue hacia difícil que 

'udiera observar 5000 papeletas. 

Descalificó 105 testigos de la acusación ante las contradiccirmes 

en que incurren, la idoneidad de los peritos fotógrafos, porque no 

11 1 
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RaOcadc: 110 25i2€19'1 

tem'an estudios sobre la materia y la ausencia de iderniicaciáei dci 

principal testigo de la fiscalía, a la vez, que se pronunció sobre el 

interés económico que le asistía al principal testigo de cargo. 

En elercicio del derecho a la réplica, desestimó e la ise ah a 

haya probado materialidad conducta y consecuente respon bh dad 

de los acusados y adidonalmente, dilucidó que las entre\4tas no 

tienen vocación de prueba; que no se imputó lo concerniente a las 

paoele 

 

-as que el principal testigo de la acusación ntreo en la 

estación de tras milenio y que al juicio no se 

prueba de identificación homologada. 

11 e 

Finalmente, ro e J .--- ijare us nuieiOs eieuo j 

de la fiscal y pide no se le valor probatorio a}cuno 4- 

transhteraciones porque su fuente no fue decreta coma prueba 

audiencia preparatoria. 

ii E1.Ii 

Sea linero indicar que este des ach tiene tencia 

para proferir la presente sentencia, teniendo en cuenta su ocurrencia 

en esta ciudad y la calificación lurídica de ios hechos. 

Con dicho cometido se recordará que para eroitfc senterids 

requIere el conocimiento más allá de toc a duda raao 

 

delito y de responsabilidad penal del acusado, fuudada en i 

Pruebas debatidas en el juicio tal como lo prescribe 

381 de! Código de Procedimiento Penad. 

De acuerdo con la ley 906 de 2004, para prof 

condena se exige el conocimiento más allá de toda duda xauonable 

acerca de la existencia del delito como también. de la resnonsabilidad 

del acusado en términos del artículo 711  y 381 del estatuto 

proceclímental penal. 

12 
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De otra parte, la presunción e inocencia onsag J 

garantía fundamental en la Constitución Política rtículo 2 1 en 

rrúltiples instrumentos internacionales contentivos 

humanos ratificados por el estado colombiano: 

incipio rector del proceso penal en cuya virtud to 

j'resume inocente y elche ser tratada conw tal miet 

decisión judicial definitiva sobre su ¡-es ponsed111dad'2. 

De este principio se desprenden entre otras, cloe reglas 

procesales de obligatoria observancia, a saber, çue la carga de LF 

prueba acerca de la responsabilidad penal corresponde en su totalidad 

y sin excejción a la Fiscalía General de la Nación, y que el 

solo puede ser condenado cuando existe en su contra un acervo 

probatorio legalmente recaudado que demuestre més allá de toda 

duda razonable su responsabilidad. 

Precisado lo anterior, ésta funcionaria incarsionara en el análisis 

de todas y cada una de las pruebas incorporadas en ci j 

oral, contradictorio y con inmediación, en aras de esta 

estructuran todos y cada uno de los delitos que fueron enr rados a 

los acusados en la audiencia de formulación de acusación, no sin 

in rccros 

e en n 

'O72 se 

antes indicar cine la resente actuación tuvo su génesis tos 1'ecnos 

ocurridos a partir dei 25 de enero de 2011, 

referido por,  el delgado de la fiscalía en la audiencia d 

imputación y en el curso del juicio oral, la situación 

octubre de 2010, se está investigando oor separado. 

Igualmente es menester hacer una breve refl'dó 

ilícito de amenaza a testigo, en relación con el cual en los 

cierre se presentó un situación especial y se considera es 

esta luncionaria, pues nada más ni nada menos, 

fiscalía planteó una solicitud de preciusiór que no fundamen 

fáctica, ni jurídicamente, pues no señaló la causal que irvoca 

elementos que la soportan, pero además paso por alto que miel 

juicio ya no es posible proceder de conformidad, salvo cine ce Late d 
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de decirse, que el 

fáctico la existencin 

Ja fiscalía plan.teó como supuesto 

de una organización crírriiaai integr 

legado 

Racado: 111c002512Ç OÇTO NS. •NE&3 

una situación meramente objetiva como las eatadiecidas en los 

artículo 77 y  82 del Código Penal en armonía casi el ardculr 332 del 

Código de Procedircdento Penal. 

o como no solo incurrió e ap sus ue a 

no demandó condena por ese delito, en virtud de lo u nado L!1 

artículo 448 del Código de Procedimiento Parad ene 

acusado r,o podrá ser declarado cWpable por hecleos que ro consten en 

la acusación, ni por cielitos por ¡os cuales no se ha solicitado oada. 

canon que fue declarado exequibie ror la Hcnc norte 

Constitucional en sentencia 0-025 de 2010 con ponencia 

Magistrado docto Humberto Antonio Sierra Porto y adicicnalm 

fue objeto de pronunciamiento en decisiones emiltid el 21 de sanie 

el 

2077 y 30 de octubre de 2008 dentro de los ra:li  ca,  dos Si 0,  

u 72, se absolverá a la totalidad de los acusados atlas 

sin lugar mayores consideraciones. 

Sobre el principio de congruencia en la sent.esicía en man 

nuestro Máximo Tribunal Constitucional dijo: 

"En teoría general del proceso, el principio de co gruencia cc-nfiqrn 
una regia cine condiciono la competencia de las autoridades judiciales, 
en el sentido de que sólo pueden resolver sobre ¡ü solicitado privado 
por las partes. De tal suerte que el juez, en su sentencia. no ruede 
reconocer ¡o que no se le ha pedido (extra petito) ni mds de ¿o pedido 
uitra petita). De allí la necesidad de fijar con precisión, denie si 

comienzo, el objeto del litigio. 

Ahora bien, en materia procesal renal. el principio de congruencia 
adquiere una mayor relevancia debido a su íntima conexión con el 
ejercicio del derecho de defensa. De tal suerte que no se trata de Ndo 

simple directriz, llamada a dotar de una mayor racionalidad y 
coherencia el trámite procesal en sis diversos cia pos, uno de una 
garantía judicial esencial para el procesackY'.. 

Ahora, incursionando en el examen de los demás ha 
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Radicado 1iOOt5LD 1201 5OI 14;]60 

funcionarios de la policía adscritos a la Un Kennedy - ofchia de ruicro 
tráfico, cuyo modas operandi consistía en obtener información de 
fuentes humanas, luego solicitar la emisión de erd 

allanamiento, en cuyo desarrollo incautaban estupelbelente, armas y 
licor, elementos que no reportan en su totalidad a la autoridad 
competente, anoderalidose de ellos, piía comerciaizarios a ravís de 

fuentes humanas, quienes eran intimidadas para el efee 

.1 

ra soportar su teoría dr'I caso, trajo al juicio pdb 
contradi ctonio, como principal testigo de la acusación a 

Gonzólez Mora, cuien admitió conocer a la totalidad de 

iJorque corno fmmcionanjos adscritos a la oficina de mnicro 
URI de Kennedy, les sumhui s tró irfbrrnación reiacicuard 

donde se exnendía estupefaciente. 

Oven 1e 

un. 

Sobre ci narticular, en forma coherent 
detallada, contó que enterado de la existencia de un inrrueble 
destinado a la venta de alucinógenos, puso en conochyisrto 
situación a través de la línea 123 y como consecueri de 
minutos más tarde hicieran presencia en su re dencia dmiora 
del CAl Roma, cuienes le manifestaroim que posteri te aineahr- 
dos funcionarmos adscrttos a la SIJIN, unode los: cuales se 

como Gutiérrez. quien después de conocer su inforrn u cranuntar 
sí personal del CAl tenía conochriento sucedió 
"nosotros trabajamos de una manera, el 50% nie encontremos en el 
allanamiento es para nosotros, el otro trabaanmas'. 

Pasados los días, dicho policial se presentó en su casa, 
taxi T-7 de placas BJ171 junto con Luis Alherto Bal es Sic 
luego se di gieron a la Un de Kennedy, donde después 
document que lo firmara, percatánd se e el verdadero 
nombre del uniformado era Juan Leonardo Chavatria qmen en 
el trayecto de regreso a la casa, ie preguntó si conocía de la existencia 
de gibaros para para cogerlos y: "quitarle los cotos, lO pLmvi y 

repartírsela ' 

15 
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Días después segtin el testigo, se presentó nuevo en su 
residencian junto con Luís Alberto &loyes Sierra quien se quedó al 
interior de un Taxi Spark, solicitándole le guardara i.€t bolsa con cinta 

contentiva de "droga" ue tenía que ayudarle a vender, la que al día 

siguiente, entregó a un uniformado que prestaba sus servicios en 

portal del sur, quien lo dirigió a la Estación de Puente ¡ande, don 
lo puso en contacto con Camilo Muñoz y Alfonso, a quieres cnt 
los actos de corruoción de policías adscrlios a la Ur:i de Kennedy 

Ante los acosos de que era ob por os acusadç le 

incluso 10 llevaron a sacar dinero de ii UI - 

entregarles en aras de evitar la persecución, en el mes de enero de 
2011 se contactó nuevamente con los investigadoses que lid 
Laso, a quienes i€S entregó un vicleo donde aparecían ro so] 

uniformados mencionados en precedencia, sino 

Robiusu 

 

Barrera, Juan Lis Aguirre Rías 

Caropiño y John Alejuadiro Gónsez Chaverra, 

le entregaron cincuenta papeletas de estapefaníente ocre one se 

encargare de venderlo, cada uno de a 15 o 

Posteriormente, fue abordado por Aguirre Plaño, quien iC pi 

información sobre fuentes humana, conversación cue iba 

grabada en un video que decidió realizar ama sorortar sus 

puso a disposición de la fiscalía y originó otra declaración. 

 

 

Ocurrido ello, jlien Leonar o Chavarrí '.- 

allanamiento oue iban efectuar, en ci ene Si 

cargarlo con los elementos que no iba a leporear, pero no 
porque se encontraba entregando información a la fiscal 
obstó, para que luego hiciera presencia con la fnieJiad 
de su avance, momento en que oteo a Juan David ui 
un vehículo 

 

--`.veo gris de color gris, quien le ID que se abriera: 
porque se había qIIernado". 
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Realizado el allanamiento el nrimero sujeto les in 
habíaui ido bien "que habíau ron- - 'y y le dio a conocer que 

sacado 5000 papeletas de bazuco, tres encopetas, una caja de 

y dinero en efectivo, a tiempo, que le solicité le ayudare en la 

di licor a lo que no se negó, porque su lnieiición era obtner urís 

elementos de juicio que le periritiera la judicilizacién 
corruptos. 

Acto seguido, salió Mauricio AJejarduo Ca piño ilen ratilicó 

que a Juan Leonardo Chavarría Pela le había ido bien ' al 
parecer los iabía volteado" y luego se trasladaron a un resteureme 
donde lo invitaron a almorzar, lo que aprovechó para grallarias 

cuando hablaban de la caja de Wluisky, momento para cual 
ostentaba la condición de agente encubierto. 

Al juicio igualmente, se trajo ci testimonio de la doctore. 

Esperanza Mateus, quien para la fecha de los hechos funría 

fiscal en la URI de Kermedy y en tal condición  corno, consecuencia 

informe que le fue presentado por Juan Leonardo iarrla Pbíui, 

admitió haber expedido revÍas labores de verificación, orden de 

registro y allanamiento al imnueble ubicado en la carra 81 
41 F - 24 Sur Barrio ci Amparo de la Lociiidad de Kennedy 

materializado entre otros, por los acusados. 

Registro y aliaramiento del cue 1gua1mente da fe no solo la 

documentación que hace parte de la inspección judicial que fue 

practicada a la noticia criminal radicaba bajo el umero 

Il00I60001920 11I00477 y adelantada en contra de las personas que 

fueron capturadas al interior del inmueble e incoruorada al juicio a 

través de! testimonio de Oscar Fernando Peña Rincón, sino 

adicionalmente el testimonio del Capitán Luis Fernando Días V 
-jefe de actos urgentes de las URIS-, quien para entonces, deseare 
el pian denominado: "Colombia Sgura en Bogotd" 

r 
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Señaló el citado testigo, que se enteró9a de la diligencia a través 

del IT Puentes - jefe de policía judicial en la URI de Kennedy- cade 

vía Avantel le iba informado del hallazgo di 

5000 papeletas de bazuco y adicionalment 

capturadas. 

Al contar con dicha información, hizo presencia ;Jaraconcnatar 

los resultados de prbnera mano, advirtiendo los eleanentos le 

fieron renortados por su subalterno, entre ellos, un estselacient, 

unas armas que estaban encima de la mesa, otras ecostadascarttra 

la pared (corto alcance y escopetas una caja de vdiisky y un t 

entre otros, en relación a los cuales indagó L.. 

Chavarría, quien le manifestó que los podría 

según ci fis p dna estarse frente a un delito de rec 

También corLtó que lo sucedido lo iba trausmtdendo a 

Coronel Gladys Gómez Galvis ; al Mayor Herbert Alonso Sanabn 

quienes hicieron su arribo al lugar, minutos rnds ta 

primera en su condición de jefe inmediata presenció 

preliminar de legalización de la orden, procedimiento y rcsuit 

allanamiento y de captura, en cuyo desarrollo se parc cue no se 

había reportado la totalidad del estupefaciente, lo que origirió una 

retmión el lunes siguiente, donde ordenó al. Mayor 

Sanabria verificar la situación. 

Mencionó de la misma manera, que el registro y ailanam.ierao 

fue grabado por un funcionario de audiovisuales y ccnipeudiado en 

un CD, el cual tuvo la oportunidad de observar; no obstante, Diego 

Amando Fierro, testigo que lo efectuó, después de aludir su 

formación en fotografía y su capacitación como policía judicial, cont5 

que el nínismo fue editado y aun cuando dlijo, cme lo 

excluir los detalles que afectan la imagen de la policía 

gorra, sin chaqueta, errores al hacer pianos abiertos o cen 

Per Sc- en criterio de esta funcionaria afecta su poder suasorio. 

11 R 
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Y aún más mengua ese valor suasorio, el que se haya realizado 

cuando la diligencia ya se había superado, el no haberse hecho en 

tiempo no real y que el testigo no recordare su contenido, por ue en 

ese caso la conclusión habría sido diferente. 

Siguiendo con las pruebas acusación, nte, e tierc al 

testimonio del Mayor Herbert Alfonso Herrera Sanabria 

Grupo Actos Urgentes de ia Secciona? de L estigación Catela 

lüego de destacar sus funciones como tal, reftrió e en rtud de 

orden verbal emitida por su superior 

Gómez Galvis, efectuó revista a la oficina da Micro trófico 

a 

Kennedy de esta ciudad, encontrando anomalias 

desaseo y el desorden, hasta el hallazgo de ealaaat(25 que 

nuestos a disposición de la a autoridad competente, rame 

después de su incautación, varios de las cuales fueron 

chI Walter Ávila en el cajón de uno de los escritorios c7 

el desarrollo de las funciones de quienes allí laboralalm, no e una 

CLa.J L.Á 

persona específica, quien además no pudo dar S4) LIJ 

particular corno jefe del tal grupo y que como tal estaba faculi do 

para revisar todos y cada uno de ios rincones 

personal eue estaba a su cargo. 

Dentro de tales elementos, aesaltó cuatro escopetas neLunátiea, s, 

un revólver, whisky y estupefaciente, irregularidades que plasmó era 

Oficio remitido a su superior y respecto de las cuales no le suoo dar 

explicaciñn el jefe del grupo, a quiera ordenó Ponerlos ediatamerate 

a disposición de la autoridad competente. 

Así mismo, habló de la diligencia de a'egisrro y allanamiento, 

procedimiento que catalogó de gran envergadura por el terna de las 

personas capturadas y el número de elementos incautados; 

connotación que lo condujo a hacer presencia en ci lugar Eara constar 

que el procedimiento se hiciera en forma transparente. 

Lo anteaior fue corroborado en el juicio, por la C 
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Gómez Galvis, quien para el mcs de febrero de 2,011 

Técnica de la Seccione! de Investigecion Criminal en la 

politana de Bogotá. En dicha ocortunidad, al intcrrogáseie 

sobre la diligencia de registro y allnamieñto efectuada e 

mes y mio en el Barrio el Amparo de la Localidad de litumed, ablic 

que vía avante! el Capitán Díaz Villota - oficiad que hacia parte de 

grupo-, le reportó la novedad sobre ci hallazgo de 5 armas de hiego 

aprodmadamente 3000 papeletas de estupefaciente y la capture de 

personas. 

nterada del asunto, se trasladó al sitio en comerit 

igualmente, se encontraba el Capitán Herbert Alfonso ene 

advirtiendo cue el inmueble donde se efectuaba la diligeuce. 

casa de tres pisos en cuya Puerta estaban les invesllgadores 

procedimiento y pasando la misma, 4 escopetas recostadas sobre it 

pared, 5 cinco encima de una mesa, unas bolsas ii'ans1rks 

contentivas de estupefaciente y una caja de licor. 

Acetó que cuando hizo presencia v,a estaban terydnedo 

procedimiento: que no ingresó al inmueble chillas las psfr 

condiciones de salubridad y cine no conté ia papeletas 

estupefaciente, a iC vez, que manifestó que asistió a la audiencia 

preliminar de legalización del allanamiento y regist en te OUC  se 

Percató que no se había reportados la totalidad de 1 

incautados, pues únicamente se hizo referencia a 900 

armas de fuego, dejándose por fuera la caja de lico 

considerable cantidad de estupefaciente, pues se al 

reportado era 3000. 

Ante la extmñeza que ello le causó, el día lunes efectué una 

reunión con Ci personal a su cargo, ordenando al Capitán Helberi 

Alfonso Sanabria, se trasladara a las instalaciones 

micro tráfico de la u.új. de Kennedy y efectuara una revis 

:o 

Li de 
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cutos incautados 

de la cual recibió oficio donde se le exuonlan 

de aseo, orden y el hallazgo de diferentes ele 

e hacer esta funcionaria un aitc en el camino, cara Aquí de 
r1 rn pC rega oc acotar que los hechos referentes a dicha er 

:leiegad la .ardiencie de la fiscalía acuerdo a lo referido por e 

u fíctica que la presente actuación surgió a partir de la sim 

expuesta el 2? de enero del 20??. 

Claridad que do une bastant esfuerzo 

desorden que impero en esta para establecer dicho tópico dado e 

actuación desde sus inicios,  lo que no perurit poner ml con 

. y-..--' •-• 
iU ente, porque este es anterioridad al proceso y adicional 

Rd'zdz: NL 

diligencia en çomeneo, mismos que pudo avizorar 

institucional. 

Sumado a lo anterior, se tiene el 1 estionio 

Muñoz - investigador líder- encargado de matetiali 

orientadas a estanlecer los actos de corrupción denunciados al. iinerior 

de la oficina de micro tráfico de la URI de Kennedy, cuien en virtud de 

orden impartida por el Coronel Ellecer Camacho hizo preseaia 

Ud de Puente Aranda donde un funcionario de polinla que ej 

labores de vigilancia en el portal sur de transnileni b± entTegó 

sustancia es tupef aciente que había sido entregada por Ovar Ariry 

González Mora, en una estación dci sistema integrado, la cuel sometió 

a la respectiva cadena de custodia, 

formulación de imputación, están siendo investigados por separado 

puntos que no permitirá estructura ci delito de concierto para 

delinquir, ante la ausencia de nrueba que dé cuenta de la nernianeuda 

Continnó con el relato de Camilo Andrés. Muñoz, entrevio 

gendarme y a Over. Arley González Mora quien ma 

sustancia le había sido entregada para la comerci2 

e-u el tiempo de la organizacon curumas. 

ca! 

e la -Ii- 
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Ieonardo ChTarxj.a Peña y Luis Alberto Balayes 'ierra -vnifou 

adscritos a la SIJIN- con quienes tuvo acercamiento en ditud 
información que les nro orcionó sobre la ecistencia de un sí 

-u- 

 

expendio de estupefaciente, después de ser ren-id UIJ 

del CAl Roma. 

Después de establecer que efe :vauaeate 211GS 21,2 

encoutraban adscritas a la Policía Nacional y eiercídn sus -"-*-,- 

la - ------ ..-. ._i a Un iC -U1Ifld e micro raCicó la -  
en dicha entidad, la que luego por motivos de traisparencia 

trasladada a la fiscalía 295. 

Al rememorar io que llegó a su conocimiento nar 
nana, señaló, que en noviembre perdía contacta con 

humana y nuevamente se reencontraron - i:: en 

a partir de la cual nace la presenta causa 

incorporado), calenda en que luego de manifestee en 

_u---1  _- 

amenazas de que venia siendo objeto por Juan. Lex 

Pena y i3aioyes rra, debio abandonar la ulla, el 

ciudad, le comeritó que Chavarría Peña, Gómez Cbavw 

Barrera, Alejandico Canpffio y Agoirre Riaña, le entregaron 
papeletas contentivas de una sustancio que Sometida a la prueba 
respectiva, arrojó positivo para cocaína; confesión -I.,  cuedó 
consignada en un video, Ci cual fue sometido al respectivo 
procedimiento de cadena de custodio y objeto de transil 
un perito. 

Al establecer, que los acusados se dedicaban a ocultar la 
evidencia incautada en los allanamientos realizados en la jurisdicción 
de Kennedy para posteriormente comercializarla, en asocio de Jorge 

aso errera Rojas, obtuvo 103 hoja de- vida de los acusado 
correspondiente certificación laboral, sometió la sustancio a pnu€ 

preliuinar homologada, efectuó reconocimiento fotográfico, doman 

soilcitó informadón de cara a los antecedentes de Teme Muanana 
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(no reoistra) y le realizó la correspondiente reseña, pues no exhib 

cedilla de ciudadanía habida cuenta que de la misma había sido 
despojado por Juan Leonardo Chavarría Peña, 

Acto seguido, tras advertir que contaba con información 
importancia, no dudó en sugerir que se  auto- rinara la actuación de 

(iiver Ariey González Mora como agente encubierro, pretensión a la 

cual se accedió a través de la Resolución N° 000171 de 31C fabrere 

1 ?0 J '0i con el re c Leo  a u e u ri  e  Pen'. Ln1 

Punción de Con 1ol de Garantías para efectuar control preeo y 

posterior. 

de dlicha diligencia, se obtuvo un Fi 

febrero 201 contentivo de dÍñkgos referentes 

urilfomiados hacían a la foente humana nor la venta 

estupefaciente y de una caja de Wbisky encontra 
11 r' . 1 Ciai nafl'lo e 

lo hizo y cd hecho de haberse enguacado con cierta can 

(3 000 a 4300, armas de fuego y whisky. 

a en e LC' j 

mparo, al cual se iC había pedido que asi.stica CF5 iris 

desplazó a la URI de Kennedy en compañ'a de la PT Lei 

uaaa cacna situacion y previa rden del 

CO-11 la finalidad de efectuar inspección al lugar, 

p01' el IT Walter Ávila - quien igualmente par  

case, ¿e 

atendida 

en la rrisrua, 

cue 

cipo 

junto con el Teniente Gabriel Balaguera Rojas y un representante del 
Ministerio Publico. 

Dentro de 105 descubrimientos que 

destacó 4 escopetas, 1 revolver, 11 botellas de Whl 

Grands, unos machetes, cédulas de ciudadanía, placas de motocicletas, 
estupefaciente, la suma de $267.000 pesos en efectivo, entre otros 
elementos, los cuales no contaban con el correspondiente reistr 

cadena de custodia a excepción del dinero y unos remaeiQte 

en 

n 

Ge 

22 

233
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



liseI:.511 iOO): N. 

alcaloide y coindáfan con los reportado por la fuente hunana. 

La citada diligencia fue objeto de vídeo insffiucioriai y lo propio 
ocurrió con la de registro y allanamiento Ci 4 de febrero de 201, en 
los que pudo observar y advertir que la totalidad de loc elementos 
que allí aparecían no habían sido reno:ctados a la autoriciaçi 
competente 

En el contrainterrogatorio, no solo ratificó lo indicado en el 
interrogatorio, sino ciue además, acotó o1ue no es experto en audisis 
de videos; oue en el video no logró identificar a los interlocutores; cue 
en momento alguno le ofrecieron d.inero a Over Arley PO1 la 
información aportada y que no tuvieron que emplear lía fuerza para 
ingresar a la oficina de Micro tlafíco para efectuar la diLigencia, pues 
la puerta de ingreso fue abierta por el IT Walter Áv0a, contrario a lo 
que refiere la defensa técnica. 

Las tomas fotográficas correspondientes ----- a t fl;Cia 

inspeccím a lugares efectuada ci 11 de febrero de 2011 a SllCitd 

irivesnga(lor anto idrs Muñoz, fueron incorporadas 

Rodríguez, el cual fue cuestionado como testigo de acreclaación or la 
bancada de cuse, desconociendo que indicó que Si bien el 

infoxme aparece suscrito por Wilrnar Daza Viana, fue él cjdien las 

elaboré, por ende, era Ci llamado 

inserción respectiva al juicio. 

a efectuar la autez le-ación para la 

De otra parte, Diego Serna Ruíz - técnico en balística- cue allegó 
al juicio, el experticio de dicha naturaleza, dinués de aerecdtar la 
idoneidad como experto en la materia, indinar 108 elementes que le 
fueron puestos a disposición los cuales fueron remitidos -''---n •_1 

respectivo registro de cadena de custodie, los principos científicos y 
técnicos en que fundamenté su análisis, ios métodos empleados y Cl 

procedimiento efectuado, concluyó sobre las concliclones de Las 
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originó en razón a la diligencia de allanamiento y 

efectuó ci 4 de la misma anualidad, Ç 

- ; 

aca: 1GO6eO ixu N.L :4Cf 

armas 

Lo mismo sucedió con la inspección de calen:da 9 de febrero de 

2011 ui'acticacla a la noticia criminal 1100160000192 Olí 1t00479 qu 

a lar 

Estrella Perez y  6 persona más, la cual fue reali 

Fernando Peña Rincón investigador de la seccio 1 de 

criminal- de la cual hace narte la siguiente documentaQó 

Informe ejecutivo de calenda 5 ele febrero da 2011 firmado por 

Juan Leonardo Chavarría Peña y Jbn hJandro uiez Cavera, 

donde ponen en conocimiento el allanamiento efect eu el 

inmueble ubicado en la carrera 81 1-1 Bis N 41 F - 24 Sui' Local 

Kennedy, las ordenes de policía judicial, la oraen de reg 

allanamiento de calenda 21 de enero de 2011 y su prbrroga, 1 

de incautación suscritasPor Mauicío Janeiro í, Ro 

Earrera, Leonardo Peña Chavarría y joi 

Chaverra, los informe de la prueba preliminar homologada oractica a 

la sustaricia por el perito Sergio Luis Atehortua, entre otros, dilipercia 

en la que participaron los acusados a excepción de Jan David AgaLere 

RiaÑo. 

En consonancia con lo anterior, Jaime Montes Calle -- mamfee; 

haber transliterado el archivo ele audlio contenido en un CD, cn el cual 

de acuerdo a lo que le manifestó el invesrigador Herrera R 

unos policías con la fuente humana, pues su actividad se ilmiló a 

plasmar por escrito las manifestaciones verbales, no a realizar análisis 

o cotejo de voces y por lo mimo, no estaba en capacidad de ind:iear 

quienes eran 105 interlocutores. 

Probanza respecto de la cual, la bancada d la e:eris.a so 

su exclusión, aduciendo que al juicio no ingresó r cuanto 
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no fue solicitada como prueba por el ente fiscal, sin que preelsara si 

So obedecía a su ilicitud o a su ilegal; no obstante, rio sobra decir, 

que ninguna de esas hipótesis se patentiza, 

al no haberse incorporado al juicio el CD que contien 

miágenes, el poder suasorio de las trausliteraciones es. 

Concatenado a ello, Héctor Javier Castro Cruz 

adscrito al instituto Nacional de MedilCitIa Lega rs 

incorporó el dictamen de qniraica ckfinitiva co sustanc 

sometida a su consideración arrojó positivo 

cue igualmente fue cuestionada por la defensa 

Chavarría y otros, porque no se certificó la cadena 

:10 Lecis ardo 

le custod 

Todas y cada una de esas prueba, fnoroii revaüada.3 ccc 

testimonio d Jorge Alfonso Herrera - iuvestigaclor 

seccional de crinilpalística- ci que después 

capacitación en funciones de poiicía judicial, 

estupefacientes, lavado de activos, •extinción de dominio y sson 'i 

administración pública, recordó haber conocido Ci caso da corrupc.ón 

de personal uniformado que ejercía sus mociones en la oficlia 

Micro tráfico de la tki de Kennedy, consecuencia de los cuales ci 25 

enero de 2011 Ove: Aley Gonzalez Mora, rindió una declaración en su 

presencia. 

Diligencia en que le entregó 98 papeletas de estupefaciente que 

los acusados le había dado para la venta, froto de la 

entregarles, la suma de $200.000; sustancia que embaló, rotulé y 

sometió al procedimiento de cadena de custodia para la posterior 

realización de prueba preliminar homologada PIPH y ce química 

definitiva, por parte de expertos en la materia. 

Así S efectué actividades orientadas a establecer,  la pieru 

identidad de los acusados, su vinculación a la policía nacional, 

¿:0 
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adci: 11 NL 1N5C3 

antecedentes no solo de estos, sino de la fuente humana e tnsp 

judicial (7 de abril de 2011) a la noticia criminal 

1100160000192010954 que anteriorniente tenía el nñme:o 

1 10016000019201080610) correspordiente a la primera 
ri,-_. -1 '-. .;i 

esluetaLIe1n ae mao - 
tj

CV iracL liGia 

que ejercía labores de dgilancia en una estación de tren 

cual recolectó la prueba preliminar homologada. 

Este testigo iguaimenie. AI(egó constancia da coercer 

torno al cambio de radkación (9 de septienibre 

en momento alguno le ofreció dinero a 

información que protorcionaba. 

- y art 

erre Jr:iai1a oc a 

Valoradas en conjunto todas y cada una 

testimoniales, documentales y periciales bajo los c:itadc sang 

°o.i . 
-r o i-° -' de la persuasión racional, la suscrita fui loriacia sin _, 'z_ 

arriba al conocimiento mós allá, de toda duda frente a la mate; 

de las conducta de ocultanilento, alteración o supresión de elemento 

material probatorio en concurso heterogneo CO- falsedad ida ci ;lea 

en documento público. 

Ello por cuanto es una realidad tricontrastali 

en su calidad de funcionarios adscrtros a la oficina de micro 

la URI de Kennedy, el 4 de febrero de 2011 efectuaion clii 

registro y allanamiento al himueble localizado € p carrera 31 1-1 lbs 

N° 41 E - 24 Sur y pese a que incautaron 9 armas Cle una caja de 

licor, Whisky, una suma de dinero y aproximaclamenie 3000 papeletas 

de estupefacientes, no reportaron dichos elementos en su totelltí 

ocultándolos para su apoderamiento y posterior comercialización d 

través de la fuente humana. 

Para lograr su cometido, los funcionarios ros en edacicio 

Ce sus funciones suprimieron en el informe ejecutivo de 5 dei 

2I 

aro ce 
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'ma 

la fuente 

aple fisgoneo este e 

Lwmana efectuaba é 

actuaba A. 

en una esa, 

,-'-- 

10 SC eetaoa 

11 

concluyendo ci urocedimiemo, no tiene 

kacc: 1100165 ji 20110505 

mismo mes y año y en las actas de incautación, 5 armas de fuego, 1? 

botellas de whisky, dinero en efectivo y estuefacient, es decir, 

consignaron una inveracidad con directa incidencia en los contenidas 

de verdad que por ley se presumen con capacidad para produci: un 

perjuicio, estructurándose así igualmente, la ilicitud de faLsecisid 

ideológica en documento público,  plieS aunque el docueiene nu es 

falso en sus condiciones de existencia y autenticidad, repite esta 

funcionaria, parte de lo que en ci, se consignó es carente de vaecidad. 

La defensa de los acusados Juan Leonardo Chas 

Alberto Balayes, Mauricio Alejandro Ca maiño Al y John  

Chavera, cuestionan la tipicidad de dichas ilicitudes aduciendo qn 

delegado de la fiscalía no precisó el verbo rector y el doc manto 

se acluherólo, aspecto sobre el que conviene precisal, que no se 

necesha hacer un mayor esfuerzo para colegir de la situación fdctica, 

une se trata de la conducta alternativa ocultar y susrimir y 

informe ejecutivo en comento y las actas de incautad 
i a OCi te tnc d ue JU27. UVi 

opilen a pesar de hacer arte uldina cte raecro o no cetina 

en ci desarrollo de la diligencia egistro y allanamiento 

:OrLiaZ 

edificar en un fallo de condena en su contra, especialmaute, cuandi 

varios de los deponertes, incluyendo sus superlore 

marifestaron que no participó en el mssmo. 

aL fC L -nia 011CLJf 

nuestro máximo órgano de cierre de 1 

 

 

!CU:r, 

prolija 12,1   señalar respecto de las conductas ccrmeniives de ve: 

alternativos, que cuando no se señala verbo rector o ni -r_tb 

enrostrado sino otro y se condena, no se 

23 
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otra modalidad, la pena a imponer ñnaimente es la mi 

fenómeno no iipedía efectuar snJisis de las pruebes in 

juicio público, oral y contradictorio, pues de coceuti 

cus a 

o 

ca&: 11 i16G2 Gu.scoce NL : 

congruencia, pues no hay variación del núcleo fdamantal 

conducta, ni tal circunstancia trae consigo consecuencias más  

gravosas para los acusados, en la medida que en tratándose de una u 

rondo 

que intrascendente es la discusión de la defensa sobre 

La misma suerte corre el reproche eectu eón en ración a la 

estructuración del delito de tráfico de estupefacientes, mes a pesar 

que la acción penal prescribió en febrero del ¿: 

tuvo 

nada, por las razones que aparecen consignadas en las corsiancies 

que hacen parte de la carpeta, no por 

funcionaría en atas a de establecer si los encartados son inocentes ce 

die ilicitud, pues la jurisprudencia ha sito reiterada en el 

desde el punte de vista social y como una sanción a la 

Estado resulta más benigno reconocer que 

demostrar la responsabilidad del acusado y absolver]. 

ac:a 

que 

Esa solución aminora en parte los daños 

penal pudo generarle al buen nombre, a la digriló 

acusado; pues no CS lo mismo afirmar cue la  

persecución 

chonta del 

eficiencia 

administración de justicia para juzgar la conducta fue la e no 

permitió establecer la responsabilidad penal que valorar a fondo 

asunto y aceptar que el acusado no tuvo parti 

por el que se le llamó a juicio y se le señaló ante la sociedad, 

está, que ello no fue lo que aconteció en ci sub examine, -,:¡es de 

Pruebas de la acusación surge de bulto la cc guraco sumo 

atentatorio del bien jurídico de la salud pública. 

Sobre ese aspecto se pronunció la Sala de Casación Penal de la 

Honorable Corte de Suprema de Justicia en auto 16 de mayo de 20,57,  

dentro del radicado 24374 y en la misma línea, se emItió decisión 

dentro del radicado 37235 dei 12 de seuPembre da 2012. al seúaiam: 

25-1 

lo 
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consecuencia con las anteriores premisas, se deç:etara Ls 

prescripción de la acción penal de contera la extinción d la acció 

penal. 

Ahora, en lo que hace al delito de concierto para de 

preciso recordar que ele acuerdo al artículo 340 de la Lei 9. de 2Cí)U 

el mismo se estructura cuando varias personas se conciertan can 

de cometer delitos. 

Ahora, de conformidad con la i) 

 

la Honorable Corte Suprema de Justicia dicho puní 

concurrencia de voluntades en pos de alcanzar un prcp 

ue en todo caso, no requiere, para su consumación, la xealzacirdo 

acto ejecutivo alguno sino ci e desiga r 

personas rara la comisión de ccc a   acta- 

acuerdo que de  cualquier manera involucre, enlonces, una 

manifestaciones de la conducta que 

finalidad. 

de consci- ama 

La manera corno se forje el concierto para delinquir, su 

de permanencia y su lesividad, se manifiestan en la necesi 

aglutinar corno unidad ios distintos momentos que corno expresiñ? de 

la voluntad del acuerdo ilegal se revelan en el eapedienta no cada 

episodio como un estanco de la acción por a etel cntexto en 

cual la conduc:a se inscribe, de ahí que el examen de La relevancia 

pica de la conducta no puede hacer a parir examen de los 

episodios a los cuales se les confiere una autonomía que no permite 

captar su finalidad y sentido. 

La misma línea argumentativa siguió la Corporación en comento 
en la decisión emitida dentro del radicado 31.943 del 9 ele sentienrre 
de 2009 donde indicó que: "el delito de concierto para cldllncedr es rina 

240
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en 

1-10 

la 

1ac iY€OO2S IJ5fJ N 

conducta en la que se encuentran inmersas variadas tn!istaciGnes 

de comportamiento, pero todas ellas relacionadas con el /co nnin. 

deben ser analizadas de manera íntegra!, cono ya en aada 

opounia'ad la ba expuesto fi Sala . 

ilicitud que como se sabe es de ejecu £ 

instantánea, lo q1e significa Que SU realización no es ocasional; 

contrarío sensu, debe revestir continuidad y periasnr_ia en al. 

propósito delictivo, hasta que perdure la asociación para deineuír, da 

tal manera que no requiere un lapso especifico, sino su proyace 

el tienmo &ll propósito en el cual se persiste paia la comisión. 

Efectuadas las en eriores reflexiones 

1,urisprudencial5  encuentra esta funcionaria ane la 11 c 

juicio de los videos de calenda 25 de enero de 2011 y 8 

nísma anualidad, en los que de acuerdo a lo maniú 

fuente humana, se encontraban imirsas las couersacíoa ascua 

daban cuenta del acuerdo de voluntades cometer 

indeterminados, ciertamente debe traer como consecuencia 

desestimacIón del cargo de concierto pasa delinquit, en la meemi 

ese especial punto no encontró eco en otros medios de 

tampoco la permanencia en ci tierno, requisito sine qaa nc 

predicar dicho delito. 

Aclicionalmente a ello, la acusación se hizo en relación 

existencia de una organización erimivai dedicada al apode:anientc 

elementos que eran objeto de incautación en los allanamiernos 

cuales eran posteriormente comercializados por la f;epta humana, es 

decir, se habla de una pluralidad de allanamientos en la 

Kennedy, no empece en Ci juicio única y exclusivamente se 

establecer iC realización de uno (4 de Lebrero de 2011) en ditmi 

jurisdicción, lo cual en el humilde criterio de esta fumc1ouar1a, ue e 

no es suficiente para predicar la existencia del  delito atenistorit t 
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seguridad pública y menos aíra, con soporte en unas transiieracicns 

cuyo origen no se acreditó en el juicio. 

Se pregunta esta funcionaria, como igualmente, lo hizo en su 

momento la bancada de la defensa ¿seró que se puede precli:er 

concierto para delinquir para el apoueranneruo de los blanes 

incautados en una sola diligencia de allanamiento?. 

La respuesta a tal inquietud es no, pues ello deueaiurala C', ci 

ingrediente de la permanencia en el tiempo que caraeteiza dicha 

conducta punible; lo que si no admite discusión, es te presencia cOE 

un concurso de personas que torna imperioso acudir a los cánones 

que contienen la autoría y la participación, para a partir de la 

contribución en la ejecución de la conducta delictual, establecer la 

calidad en que cada uno de ellos debe responder, la que en el resante 

caso no es otra que la coautoría. 

Pero no coautoría de concierto para 

desatinadamente lo aludió ci delegado de la fiscalia en sus resietables 

planteamientos, pues hecho de asociai'se de usaueia 

permanente para cometer delitos inriaternúnados, solo pL'Ce 

responderse en calidad de autor, desafuero que no obstaba, para cric 

en la eventualidad de haber establecido la materialidad del delito de 

concierto para delinquir, se pudiera condenar a les acusados como 

autores de dicho reato, dado que los cos cine  se generan 

alrededor del grado de participación, no erigen transçresión  al 

principio de congruencia. 

Luego en ese orden, como quiera que el delito que ocuça. el 

análisis de esta funcionaria, presupone ia coexistencia de una 

organización comuesta por un número de individuos ene 

previamente se han puesto de acuerdo o han convenido llevar a cabo 

un número plural de delitos y de este modo lesionar o oner en 

¿ 
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al. 

porque la prueba testimonial no encontró eco en los 

e los acm adc 

ja dro Gcrrea (' 

aadicad iIOO6)52 2e1uXXOi Nl. 

peligro indistintamente bienes jurídicos, lo cuales no se amedterun en 

su totalidad, lógico es que no se pueda estructurar dic 
oeos cus 

fueron obtenidos por el principal tes tigo de la acm ación, uno como 

ciudadano del común y otro en su calidad de agense encubitato, ccae 

no fueron insertados a este juicio oraL, 

cionairnente a ello, la daier :c suar 

Peña, logró traer al juicio información que daba encate que los 

vehículos en los que sujsuestamente se trasladaban los acusados. con 

la finalidad reunirse y hablar de sus propósitos criusinalas, rio se 

encontraban asignados a los mismos. 

Adentrándonos en el aspecto subjetivo o 

uinguna duda se cierne sobre ci particular, habida caerita aS 

mismas son lo suficientemente ciaras al 

Juan Leonardo Chavarría Pena, John A 

Mauricio Alejando Cmplflo, Luis Alle Beloyeo Scirro y 

Rebinson. Barrera, integ.i'antes del grupo de micra tráfico de la IJiti sIc 

la Locaildad de Kennedy, llevaron a cabo el allanamiento en el 

inmueble ubicado en carrera SI H Bis 
JO  41 F - 24 Sur, 

Que en desarrollo del mismo, incautaron estupefaciente en una 

cantidad aproximada de 3000 pa~ eletas de cocaiña., 8 escopetas, 1 

revólver, 11 botellas de whisky Sir Edwards, i botella de 

dinero en efectivo, entre otros eIemencrs, los cuales no reoortar 

su totalidad en el informe de calenda, 5 de febrero de 201 1 suscrito 

por 3 Leonardo Chavarría Pena y John AleJandro Góna'az 

Chaverra y en las actas de incautación, suscrita nor la totalidad de los 

acusados a excepción de Juan David Aguirre lliaño. 

La omisión en ci reporte no tenía finalidad distinta que evitas 

sirviera de mecho cognoscitivo en la invesüguciór lo cual 
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Z 

liconardo Chavarría 

Manrido 

Peña John AlejanLiro 

. LuIs !dberi:o Ale aidro Campiñ 

  

 

C 15-1 

Ro: 110 )iOC 2lc0L10C001 iL 4 

facilitaría el apoderamiento para su poste:isr comer 

cometido para el cual se vallan de la fuente humaoa cpae revia 

les había proporcionado información relativa la existe: a 

denominadas: "ollas" destinadas al expendio de estu te. ue 

de contera los ubica como coautores no solo delllo dc 

odultam1erto, supresión o alteración de elemento a tarta! 

sino del delito de falsedad ideológica en documento p hdco, t 

que igualmeite expidieron un documento núldico que se 

pru udc callaron particialmente la verdad. 

RecuÉrdese, aue ante la mación proporcionada por 

Ariy González Mora a la Fiscalía General de la Nación, la Loctora Li 

Esperanza Mateos - Fiscal 324 de actos urgente de la Ula da 

Ci 21 de enero de 2011 emitió orden de registro y aiiauarrLauto 

inmueble localizado en la carrera 81 Fi Bis N 41 F - 24 Sur Loeadc 

de Kennedy, la cual fue materializada por 

binson Barrera. 

o dieron cuenta el Capitán Helbert Adfons 

Coronel Gladys Gómez Ga.ivis y Ci Capitán Luis Femar 

quienes si bien es cierto no contaron directamente el lamero de 

papeletas, no presenciaron la totalidad del procedimiento y u: eren 

expertos en estupefacientes, si coincidieron en señai 

superior a la cantidad reportada en el informe ejecutivo 

cual se judicializó entre otros a María Estrella Párez, por 

tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

Aceptando en gracia de dliscusión que solo se trata de  9-30 

pues 

no puede pasarse por alto, que 5 armas de las 9 Incautadas y las 12 

botellas de whisky no fueron Puestas a disposición de la autoridad 

ç:u!e era 

a 

de 

papeletas, incriminación no se derruye por ese ropie 
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De dichas irregTdar dades no s 

cumc3 presenció diligencia 

o se percató la tes1go Gómez 

a registro y teimun-al 

cie 

íadicz!do IiOOcat25 iJ1 Ni. 1055 

competente, al igual, que la suma de $267.000 pesos y tampoco tiene 

la virtualidad suficiente para ello, el que ci gancho perro fuera de la 

zona norte, pues el mismo testigo de descargo Eliecer Camacho refirIó 

ello no es óbice para que puedan comercializarse en otras zonas o 

iocalldades, sin dejar de lado que dicho delito prescribió e imoidiú 

que esta funcionaria continuara ejerciendo el ius punicndJ. 

anamiento, sino acliciorialmente, el Capitán Heibert Alsonso 

Sanabria cuando hizo la revista ordenada por su s 0er101 -; f 

al igual, que los investigadores líderes Camilo Andrés Mioz y Vie 

Alfonso Herrera Rojas, después da obtener incrrnscí solír-a el 

particular de Over Arley González Mora, quien era exitnaes 

ostentaba la condición de agente encubierto. 

Los últimos efectuaron diligencia de inspecció 

febrero de 2011 a la oficina de micro tráfico de la lJri de Keun-ady v 

efectivamente encontraren los elementos que se leal CL _-L-tC 1,1 

cuales igualmente quedaron fijados en- las tomas 

efectuó Eduardo Rodríguez - testigo de acreditación por excelenci 

pues fue quien las elaboró, contrario a lo que preterid liacer ver 

defensa. 

Razón sí asiste a la bancada de :1DSc, &ciiUU u S:ii 

Qdos los medios que se le reste valor suasorio al video institucional 

efectuado en relación a la diligencia de alianairniento y i en el 

cual se puede otear la totalidad de los elementos incaniacios, pues 

naturalmente a partir de ia manifestación efectuada nor Di 

Armando Fierro -funcionario de policía adscrito a la sala da 

audiovisuales- el mismo no fue efectuado en tiempo real y como si 

fuera poco, fue editado. 
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de 

curdas 

rruarto. 

en 

Paa5o: IiOOi6O25i'1 Gce NL i55 

No desconoce esta funcionaria que a taterrogant 

el delegado de la fiscalía, el testigo de acreditación indicó oua che se 

daba cuando aparecen groserías, o los funcionarios no llevaban puesta 

la cachucha o la chaqueta, empero dicha situación aun cuando 

pareciera intrascendental, efectivamente merigua e]. 

convicción a la hora de emitir sentencia. 

Lo propio ha de suceder frente alas transilteracioraes del audic 

y video de calenda 25 de enero y 8 de febrero ele 

fuente no fue solicitada como prueba por parte d 

fiscalía en la audiencia preparatoria, no se e 

vac• su 

C8O0 de la 

si r;or error 

rnvoluntario o por las constantes interrnnciores de que fue obj€ 

la juez que la presidió, pero lo cierto es que no 

quien consignó en escrito su contenido, no estuvo en capacidad 

identificar a sus interlocutores. 

Sin embargo, tales inconsistencia no dejan sin sustento la 

acusación nor 10 menos en 10 hace a los a 

finalmente se anunció el sentido del fallo, esto es, el 

alteración o supresión de elemento material probatori 

ideológica, pues al respecto no solo se pr en e o U 

anteriores testimonios, sino que igualmente, Oscar Feraa 

Rincón quien ingresó el acta de inspección efectuada a 

criminal 110016000019201100479 seguida en contra da Mar 

Perez y otras 6 personas, consecuencia de los resultados cb.t 

las cli elda de-allanamiento y registro prac dcada en 

veces referida. 

En el adelantamiento de dicha gestión, denario 

obtuvo los documentos públicos que se tildan --1-- 

aparecen firmados por Juan Leonardo Chavarida Pa. 

Alejandro pdo, Ts0p  Barrera Luis Alberto PaL I-j Tí 

Luis Albar10 2aioyes a, donde no se relacionaron 
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si el reonis 
rroyeccion y 
la cadslo de 

exclusión 6121 
o  31178 

Cae zaeb N. j:e 

de los elementos que fueron hallados en la cIa cia r.evi.ata 

efectuada por el Capitán Helbert 01130 Sao 

inspección judicial efectuada por Camilo Andrís añoz en a2-cc-i( de 

la Patrullera Katherine, el uniformado Balagnera y el 

Ministerio Publico. 

pese ntafl 

Actividad en la cue no se presentó ninguna alt 

que tornara ilegal o ilícita la prueba, de tal manera cí 

consecuencia lógica su exclusión, corno lo pretende la t 

,I-  en no Precisó si su pretensión lo era por ilegalidad o 

ffl 

Sobre la diferencia e la prueoa IT nuestru 

máximo órgano de cierre de la jurisdicción onitiari 

 

 

 

Lo erchision opera de maneras diversas y genero consecu 
distintos clepenclieniio si se trata de prueba ilícita o pruebo ilo goL 

Se entiende por prueba ilícita la que se obtiene con vulneración de los 
derechos fundamentales de 105 personas, entre ellos lo dignidad, el 
debido proceso, la intimidad, la no auto incriminación, la solidaridad 
íntima y aquellas en cuya producción, practica o 1 52 SOO2C2 a 
los personas a torturas, tratos crueies, inhumanos o •ç'al a, 
cual fuere el género o ¡a especie de la prueba así obren loo. 

La prueba ilegal se genero cuando en su producción, practica o 
aducción se incomple' los requisitos legales esenciales. caCo Cfl 21 culo 
debe ser excluida corno lo indica el artículo 20 superior. 

En esta eventualidad, corresponde al juez determinar 
legal pretermitido es esencial y discernir sus 
trascendencia sobre el debido proceso, toda vez Pu2 
algn ua formalidad insustancial por si sola no autorfz 
medio de prueba". (CSJ auto dei 18 de mayo de e 201?, 
M.P. Julio Enrique Socha Salamanca. 

Bin se ve que ci profesional del derecho que- IU 

interés de Juan Leonardo Chavarría Peña y otrea, busca la ancho 
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de la inspección judicial en comento, con so orte en el restimo 

IT Walter Avila - jefe del grupo de Micra tr ICO para a ICCiI 

hechos - quien en el curso del juicio or2_  hace evidene el 

salvar su responsabilidad a toda costa en io sucedido, tc 

era el responsable de la oficina donde se hallaron los eienecitcs c 

fueron ocultados por,  105 acusados y por lo mismo, debía Z-1-,_ una 

explicación frente a lo sucedido. 

El citado deponeiae quiso hacer creer que nc 

diligencia y que durante el laps o en que se desarrolló se 

departiendo cori el IT Orlando Puentes en una cafetería, de aid rq 

te ar rminarse de elabor Ci acta respectiva haya dej 

no sabía de la procedencia de la evidencia", lo cual 

el testimonio del ielbert Vicente Alfonso Sane 

En abierta contra nosición a lo narrado 

Muñoz -investigador líder, cuyas versiones merecen 

credibilidad, por cuanto no son más que el pr 

directamente vivenciado y percibido, testigo que 

suficiencia que todo se hizo baje absoluta normalidad 

del IT Walter Avila y el representante de ios intereses d 

lo propio hizo Heberth Vicente Alfonso Sanabria, cruje 

no os 

vez 

las ce 

1 

lo 

cole 

Avi-, a quien encontró unos elementos en 

subalternos. 

a escn 

Dice también el apoderado a .-' - 1 - I uJt 

elementos se irrumpió en los cajones de los escritorios de q 

laboraban, lo cual en su criterio es una ostensible voinera 

intimidad, pero no puede perderse de vista que se trataba de uno 

oficina pública donde los bienes que allí encuentran no son ce 

exclusividad de una de los acusados, de manera que pueden ser objeto 

de pesquisas por los responsables de la oficina cuando detecten 

alguna anormalidad. 

58 
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la observancia de los principios de 

RacIicadG 

De la misma manera, el IT Walter Avila dio a entender cpe para 

el ingresó se forzó la puerta y se rompió la pared, lo cual fa 

desmentido por quienes participaron en la diligencia y de haber si clic 

así lo lógico es que el rep•r€sentnte de los intereses de la sociedad 

hubiese chjado la constancia respectiva, pero ella no sucedió, por la 

simple y ilsana razón que dicha manifestación no corresponde a la 

realidad. 

Adicionaimente, manifestó que tomo unas fotos para acreditar 

dicha violencia, las que en el juicio brillaron pr su ausencia, 

debiéndose recordar, que la connotación de prueba biíca y 

exclusivamente la adquieren aquellos elementos aducidos a dicha 

ita 

ritualidad, con 

puiDilcidad, inmediación, contradicción y confrontació 

ocurrió frente a las fijaciones en comento, corno 

respecto de la exigencia de dinero que segñ 

principal testigo de la acusación para variar a  

dad, 

1 

a se 

n 
-'---. ri 

ello esta funcionaria lo quiera tildar de mentiroso, lo que par 

cosa es lo que se prueba en el juicio y otra lo que su ende fiar 

lo cual no puede ser objeto de vaioraciór en el fallo respectivo 

La misma situación ha de predicarse respeoo del es morco de 

Luis Alfredo Lancheros Pinzón, quien a laesar de haber sidc al: 

disciplinaria en la actuación que se adelaritó como consecuencia 

manifestaciones efectuadas por la fuente humana en rorno 

había sido una de las personas a quien en alguna oportuni 

entregó dinero producto de la venta del estupefaciente, no era extraba 

a este asunto y por ende, era normal que negare en el desarrollo e su 

testimonio, situación que 10 comprometiera. 

Frente al compromiso de los acusados en las ib mdes i se 

iCS enrostran, se tiene así mismo, el reconocí: 100 Cute 

sg 
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Ra kaaG: 1 0j ? 

hiciera Ovar Arley González Mora -  te stigo estrella como se le ha 

denominado en esta actuación- que puso en conoc ailent•o los actos da 

corrupción que se venían dando al iraerior de la oficina do Mico 

tráfico de esta ciudad, quien a pesar de las amenazas, cÇaIiitJ6 en la 

investigación al aceptar su actuación como agente encubierto. 

Calidad en la que tuvo la oportariidad de enterarse de 

niano, que efectivamente, Juan ict c;- varria Pei.ta jura o con 

sus compañeros de grupo, habían ocultado al dalegado da la hseaba 

parte de la evidencia hallada en la diligencia de l€5 .:ro y 

ollar amiento, evitando que pudiera llevar a co-  nsdtnir elerneute 

cognoscitivo para facilitar su posterior apoderamiento, lo cual loo 

corroborado en la diligencia de inspección judicial practicada el Ial 

febrero de 2011. 

Ciertamente, el reconocimiento fotográflao nor sí solo no es 

prueba de responsabilidad, pero aunado al testimonio de ç tj 

efectúa y a ias demás pruebas, puede sustentar un fallo de condena. 

Ahora, esta funcionaria disiente por completo, de la ausencia de 

Oldentificación de la fuente humana (Ovar Arley Gonzáles. Mora), que 

pregona la defensa técnica, habida consideración que si OIe.fl L?OYil1O 

Andrés Muñoz - investigador líder - manifestó ue en el pniner 

momento no exhibido la cédula de ciudadanía, por cuanto jicotu 

Leonardo Chavarría se la había quitado junto con otros documentos, 

fue reseñada, plasmo su huella en las diferentes declaraciones que 

vertió y como si fuera poco al momento de verter su testimonie- se 

identificó e individualizó plenamente. 

Aunado a lo anterior, Ci habérsele ofrecido una reccnpensa a la 

fuente humana para que proporcionara información, lo que no ce 

acreditó por la bancada defensiva en nada desdtuja el cocupronico 

L 13 
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R5dcado: 1O1€cc22O1ic1 N. 

de 105 encartados, toda vez lo esencial es la confira cci de la ir 

criminal por los investigadores líderes, gracias a lo cual se 

judicialización de quienes no reportaron la totalid 

materiales probatorios obtenidos en desarrollo de 

allanamiento en el inmueble el Barrio el Amparo 

Ahora bien, aun cuando 103 videos y audios de enero 

de los ele nentos 

cia de 

2011 y  8 de febrero de la misma anualidad) nc fueron incorpor 

juicio y por lo mismo no pueden ser objeto de vakraJór 

presente sentencia, ante el cuestionamiento que hace 

Juan Leonardo Chavarría Peula y OtIO acusa Ile 

sometinilento de los mismos a control de le 

municial con función de control de garantías, 1 deacotease 

añsprudencía ha sido prolija al indicar que cuas sc trata UU 

grabaciones efectuadas por la misma víctima, como en este cas•o 

donde Over Arley quien era obligado a vender ci esincfdciente 

ocultado por los acusados, no concreta afectación dei dere 

fundamental  a la intimidad. 

Y por qué no se afecta? Porque es efectuada por unos 

intervinientes, evento en el cual no se requiere de permiso pievo o 

posterior, de tal modo, que no constituye prueba u Z 
Ip 

como elementos suasorio. 

acorde con la jurisprudencia de esta Corporación, CUOfldO nro 

persona es vítima de un hecho punibie puede grabar su ropia 
imagen y/o voz en el momento en que es sometida a lo adgeacia 
criminosa, sin que se requiera autorización Judicial, pues recisamente 
con ese documento puede iniciar las acciones peitinentes. Etic pc 
cuanto la persona, de manera voluntaria, isrrníre el conocimiento de 
sus comunicaciones con Ci objeto de demostrar la OCUJ75i2dO de la 
conducta delictiva que la victimiza" 

Adicionalmente a lo anterior, el que la defensa no haya ioeracio 

obtener la mormacion dema-ndada en las oficu1as reseectivas, se oca 

las fuentes humanas para el período comprendido entre octubre a 

41 

FJ 
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Sin embargo, ci que no se aliegara por parte 

efectuó la prueba qtdrnica definitiva del otupefacierite 

de cadena de custodia, cdc restalle cre 

2dkac: 1100 1201100001 Nl 

diciembre de 2010 y enero a febrero de 2011, tampoco es un aspecto 

que le reste cre debilidad al dicho de Over A. ir Gonzákz íora, quden 

por demás fue claro y coherente al transmitir a la aestracíór 

justicia, todo cuanto le consta en relación al mal roccde 

uniformados adscritos a la oficina de Micro tráfico 

Kenredy. 

o-o 

iralrnente, los defectos en la cadena 

pocier SuaSorio que juez le otorga 1 momento 

correspondiente sentencia, no así en la legalidad de 

cadena de custodia. la a.cclLtación y artenticac 

objeto o elemento- mate?1a vrobatono, no non 

trata d rin reqnisito de lliCcid la S e admisión  

de nno evio 

C1'an? Y) 

2 prser2 qne con 

base en ellos se nrcicticarc en el JMici nteene coco dunonte 

5V 'OV?i3 bi u 
ti 

pericial y al testimonio rendído en el juicio, e m oee el 

artículo 265 que refiere el pertenite, seta1a que 

certificar la cadena de custodia, no allegar el 1 to a la respectí 

audiencia, el que se sabe permanece con la susiancia en ci rmace 

evidencias en garantía del PrliTCPO de alismiclad y autenticidad, sin 

dejar de lado, que por el delito de tráfico de esoroefacicmnes ya 

Prescribió la acción penal, luego innecesario es ahondar sobre cote 

cuestionamiento. 

izu iente, advero ia defensa tcnica de jliall 

Chavarría Peña que su prohijado no está plenamente lii 

propio hizo la apoderada judicial de Robinson Barrera Á)peZ 

y lo 
fi? -i ''- 

no es así y de aceptarse que así io fuera, no -Puede- 

la Sala de Casación de la Honorable Corre Suprema de Justicia en 

42 
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cdc: 11GÜ 2OCCOO1 N.k 14E3C 

decisión emitida dentro del radicado 45753 indico oua dicho tóaico 

no es necesario acreditarlo en el juicio, pues ha de e teiodcrse que ese 

tópico quedó dilucidado en las audiencias preliminares. 

En sumas las pruebas de la acusación llevaron a esta uncionaria 

al conocimiento más allá de toda duda razonable sca la 

materialidad de las conductas de o.anto9 dón a 
- -. -. 

CS L. P.O 

hete'ogÉneo con falsedad. col. glca en doe iroeutc pko y la 

consecuente responsabilidad de Juan Lean ardo Chava:ra Pedo, jlilaa 

Alejandro Gómez Cbaverra Mauricio lejandro CTo ieb 

Alberto Baloyes SlaLrra y Ro írson Barrera López. 

Opuestamente a elda, las pruebas de descargo er nada 

contribuyen a disipar el convencimiento gey' dmcdo en punto de la 

comisión de las conductas purdoles, ni alrededor de la 

responsabilidad de los cuatro acusados, habida cuanta que lo 

oua les consta es lo reíerente a los gachos, la no asignación cia los 

vehículos que al pat ecer empleaban los acusados pata trasladarse a 

los lugares donde según lo dicho por la Puente humana, acordaban sus 

actividades crfrainai.es, ci no prástamo de cámaras vides, la 

ausencia de apoyo canino, entre otros puntos, lo cual es taúa 

orientado a derruir el delito de tráfico fabricacide o T? Qe 

estupefacíertes. que las otras ilicitudes que ie fueron enrastradas. 

Adentrándonos en el aspecto de la 

individual de reproche que se hace frente a una situación y persona 

concreta, expresión máxima de la individ:ualidad, y que por ande, 

cada quien dele responder por su actuar al margen de la ley, así s;c 

procederá respecto de los acusados Juan Leonardo Chavarría 2€, 

jobr Alcíandro Góniez Chaverra, Mamido jan oro Camplño, L 

Alberto Baloyes Sierra y P.5ln un Antonio Eaa López sorcue las 

pruebas de cargo existentes en el proceso no reporten situación 
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El,  Ii 

a cpai-n se cteioen 

universal 

Radcadç: 1100 00025 C!1eG00. J. 

diferente al querer del mismo, en torno a ocultar uara ai.tar ene se 

usaran como medio cognoscitivo durante la 

elementos materialices recaudados en la ncia da allanamiento 

del barrio el amparo, para lograr su auoderamiento, c 

parcialmente la verdad al extender los documentos púJa1c 

sirvieron para la judicialización de las personas capturadas nor el 

delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

Comportamiento que fue desplegado con plena ca 

determinación por parte de  inculpados y por ende, rp 

decididamente doloso, toda vez que couociendo de la fficitud d 

comportamientos y contando con la plena capacidad mental y 

uara auto determinarse, comprender y decidir las coneecuenci 

sus actos, no dudaron en infringir la ley. 

De igual modo incuestionable es lo 

comportamiento que tanto formal como nateriahrrexe cerae a la 

justicia, habida cuenta que sin jusa causa lesionaron 

de la eficaz y recta impar'dcióI.i de justicia y lo 

concurra en su actuar causal de ausencia de resoorLsabiJd 

pueda r arde ulcio de reproche a lugar. 

Así las cosas, se torna indiscutible la interend.ón acd 

procesados en el desarrollo de las conductas prevista en los ea 

454 3 y 286 dei Código Penal, por ende, debe ser €c 

resonsabies y cobijados con sentencia condenatoria, no sucedie 

lo propio en relación a jun. David Agnirre 

absolver por dichas ilicitudes en aplicación del pr! 

del in dubio pro reo. 

A dicha conclusión se arribó, porque si bien hac,. 

oficina de Microtráfico de la URI de Kennedy, la defensa 

juicio prueba testimonial que da cuenta que mro la fe; 
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Por su parte, 

recibido turno ci 4 

1 Patrullero Ycison Andrés 

de febrero de 2011 a las 9:00 de 

Radcto: 110 0C12)1000,C N!. 

que se llevó a cabo la diiigencia de registro y allanamiento, é se 

encontraba trasladando a su sunerior a la DIJIN, det1enenCR 

se llevaría a cabo una prueba de polígrafo y, qLe luego en tiilo 

mden impartida por el IT Waier Ávila, se tras 

uniformado a efectuar una captura que se hab 

delito de falsedad en documento phlic.o. 

respecto, Rosemary Garzón Vanegas - 

de Kennedy- quien en calidad de femerina y por orden del 

Puentes pres tó apoyo en la diligencia de registro y eJnan 

de febrero de 2011, sostuvo que Juan David Aguirre Pdañ 

a dicho procedimiento, debido a la notificación que le hizo 

anterior para que en la fecha en 11 EICIOncorpeciera a Ir 

ato con el anterior uniformador uara la realización 

polígrafo, entidad a la cual de acuerdo a lo refCri 

acudió. 

t( CCII 

L) 

luego haberse trasladado junto con Juaio David Aguirre Rl.aihi al CAl 

Techo con la finalidad de efectuar un procedimiento en el cual 

capturaron una persona por el presunto delito de falsedad material en 

documento público. 

Que finalizada tal activ idad, se dirigió en conipaíl 

uniformado  Guitiérrez a realizar la judicialización del caso refer o en 

precedencia, regresando a esos de las 11:00 o 12:00 dei me ziL2 

hora a partir de la cual se quedó hablando con el acusado en cemento. 

Así mismo, los Capitanes Heibejrt Alfonso Sanabria y Luis 

Fernando Díaz Viliota, aseguraron que efectivamente el citado 

procesado no participado en la diligencia de a1IaramJento que se llevó 

a cabo el 4 de febrero de 2011 en el inmueble ubicado en e]. Barrio el 

Amparo la Localidad de Kennedy, procedimiento en el cjue 

estuvieron presentes. 
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Rakad: 11001 0212€1iÑ5O1 L 14C005 

En contraposición a esas aseveraciones, Ovar Arley González 

Mora, admitió haber observado fisgoneando la diligencia en cu'stión y 

que en ese momento, aquel le solicitó se retirara del lugar porque en 

el procedhriiento se encontraban los superiores. 

AUn cuando no pueden pasarse inadvertidas las inc cnsistmcias 

en ene incurrió el segundo de los testigos en torno a la ha en cue se 

reunió con giire Kl-año, son muchas las dudas ene imperan rcbre Ile 

activa participación en el rocedimiento y por los mismo, en los 

delitos de ocultamieno, sunresión o alteración de alernen tos 

probatorio y falsedad ideológica en documentí público, pues su firma 

no aparece est-ampad.a ni el informe, ni en las actas de incautación de 
1 los ekuflentoa 11 LL O1 ende, esa dudas, iCll 1'4S 

1_ uet men!unauo. 

/ 
uL JJ -i N PIJbTCTA 

Al establecerse la exisiencia de la comisión cIa la cond:acta 

delictiva, lo mismo ene la responsabilidad en ella, a travós de un 

proceso cefildo a la Constitución y la ley, quien se en uaaoe en tal 

situación, debe recibir como consecuencia directa, las sanciones a ene 

haya lugar, de tal manera que se cumplan as funcionas de las mismas. 

eiie no son otras que la prevención general, retribución - 

prevención especial, reinserción social y protección al condenado 

Pues bien, para efectos de pasar a dosificar la pena que le 

corresponde a los acusados, ha de recordarse que corno quieia que se 

trata de un concurso de conductas punibles se tendió, en cuerua la cae 

ccntempia la pena mús grave a voces di auículo 321 del Cócbgo 

Penal. 

'46 
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Radicado: 11051600 1201 0001 N. i€0 

El delito de ocultainiento, alteración y supresión de elemento 

material probatorio, tiene prevista una pena que os entre 4 _n. 

años de prisión y rnulta de 200 a 5000 salarios mínimos legales 

mensuales. 

Entretanto el delito de falsedad ideológica tiene icrevista una 

pena que va de 64 a 144 meses e prisión e llahilitaciór para e 

ejercicio de derechos y funciones públicas de 80 a ISO meses. 

Así las cosas, como 10 dispone la dinámica y acacilramente 

hoy en día el legislador, en el sub examine la moví ad 011 ctos 

para el delito de ocultamiento, supresión o a eçjóii cíe ciernen 

material probatorio será ole 24 meses de prisión y rnuica de 1200 

salarios mínImos legales mensuales, resultante de la ci 2ren cío entre 

extremos arriba señalados para un cu3. OiOO de 48 a 72. meses; 

unL cuarto meco de 72 a 96, otro cuarto -in,eim ce Oc a ?0 y 

cuarto mátmo de 120 a 144 meses. 

En cuanto al cielito de falsedad ideololhzica en docnierno 

púbiico, el ámbito de movilidad en cuarcs será 20 rciese SI, , 

resultante d la cliferoncia entre los extremos rrjba n 

un cooscrta mínImo de 64 a 84 meses: un cuarto rn 

 

de,  ÓX 
c/i 

CJ. 

        

otro cuarto medio de 104 a 124 y un osare de 124 a 144 

  

meses.  

      

El ámbito de movilidad de la inhabilitación o 

derechos y funciones públicas, será de 25 fueses,  

el ejercicio de 

isara unc;u:ta 

mínimo de 80 a 105 meses; un cuarto medio de 105 

cuarto medio de 130 a 155 y un cuarto máxiru da 155 a 

mínimos legales mensuales. 

a 1-3 J U 

id U alarias 

Como bien se ve, el delito que contempla la pena cs es 

el de falsedad ideológica en documento público, por ende, se comerá 

en cuenta esta, como base para efectos de la tasación de pena. 
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Raca5: rioo1cL)nL Nl. 14535 

En ese orden, como en el caso en comento estamos en presenc1 

de un atenuantes y una agrcvante genéricos (se su L) 

significa, que necesariamente por estas especiales ctrcunstancias 

tenernos que movernos dentro del cnto mro, es dectr, entre 24 y 

124 rreses de prisán 'y de 105 a 1,31 0 mesesaz nín 

ejercicio de deredios y ftmcions úhlicas. 

Realizadas entonces las anteriores precisiones, 

cuenta la gravedad y modalidad de la co u 

snao• en 

10 U 

potencial creado, la intensidad del dolo, la necesid 

función que ella 1 de cumplir, el Despacho impondrá a 1 

Juan Leona do Ch Tarría Peña :. AJejsmdc G€ :1e venta, 

Mauricio .frdeanho amphio, Luis ri;:o 

Robnson Barrera López una pena srda1 de 84 meses de 

105 meses de inhabffitad&i para al ejaec o de dar 

finidones públicas y ralta de 1400 salarios n 

Dicho cuardum se incrementar a en 10 meses de 

meses de inhabilitación para el ej€rcicio de derechos 

públicas en virtud del concurso heterogéneo con el 

ocultamiento, alteración o supresión da elementos material 

probatorio, para una pena defnit1va a imponer de 94 meses de 

prisión, 115 meses de hhabliutadón para el ejercicio 

ftmciones públicas y mdta de 1400 sedes 

mensuales. 

1-1 

laos y 

PENA ,LCÇESØnJ 4  

Como quiera que la lNHAB1L1L N PA1A EL EJERCICIO 

EREC}IOS Y FUNCIONES PUBLICAS, aparece en ci 

falsedad ideológica en documento prliilico como p 
impondrá como accesoria. 

se 
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Radkdo: 185160023 1201200001 N.Y. .0366 

IX. MECANISMOS 5T5jTf5  DE LA PE3!A PLiVAIIIVA LELA 

9,7 SUSENSIÓN CONIXCIONAL DE LA E DE 4 

Al res pe cto se tiene que: `las  sub-úgados 'ena7o soi 

sustitutivas de la aena de prisión y arresto, que se co en a 

individuas cue han siclo condenados a estas penas, siempre )/ erando 

cumplan los requisitos establecidos por el legislador. De ccuerdo con el 

Código Pena4 ios subrogados penales son: 1) la çon&rnc: de 

conclicwua! y 2) ia libertad condicionaL' 

Para el otorgamiento de la suspensión condicional de La ej  ecr: .5n 

de la pena, se requiere el cumplinliento de des fueses: uno de 

naturaleza obj e dva y otro subjetivo Ardcuio 63 Códe;o PenaL por 

qrie el primero se constituye en PresapueSto -ndsnAle P5 

nroseguir con la constatación del úlrimo. 

En el presente caso, la impuesta es de 94 MESES DE ifuDCA, es 

decir, supera ampliamente los tres años de prisión cpu. dernaeda el 

legislador, de donde surge evidente, que no se cunapLe la exigencia 

objetiva y ello indefectiblemente releva a esta funcionaria, de errrar a 

estudiar el aspecto subjetivo, pues se requieren que 3,c,2 dos 

presupuestos contemplados en la norma antes citads, Srs 

conjuntamente para la concesión del beneficio. 

Ahora aplicando por favorabiliclad la Ley 1709 de 2014, 

encuentra esta funcionaria que tampoco se cumole el presupuesto de 

orden objetivo. 

Colofón de lo anterior, se NEGARÁ la SiJSPENS1ON 

CONDICIONAL DE EJECUCION DE LA PENA. 
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PFILISSIó 7  

fltTV Ç rT_rrY,4. rt - i- 

En cuanto a la prisión domiciliaria apiicaxd favorabiild 

artículo 23 de la Ley 1709 de 2014, se tiene que los acusados curí 

Ci requisito objetivo, habida cuena qua la peaa impuesta na st. 

los 8 años de prisión, la conducta por la que se proc 

encuentra en listada en el inciso 20  del artículo 6&A 

claramente se acreditó el arraigo, social familiar "j. :1 circe 

lo permite suponer fundadamente que de permidrscles rctorm 

seno de la comunidad no la pondrá en neligro nuevaraen 

aún evadirá el cumplimiento de la pena. 

Corolario de lo anterior, se iCS oorgara la prisión 

como sustitutiva de la prisión, la cual se cumj:rá cci 

aportada por los apoderados judiciales en el asladoó] 

de? Código de Procedimiento Penal, previa suscripción da 

compromiso contentiva de las obligaciones derivadas 

ccán 

0 447 

otorgada, s cuales se garantizarán con una 

uivalente a 5 salarios mínimos legales mensuales, para cuyo COl) 

deberán presentarse en el Centro de Servicios 5;  pues nc aE 

hace necesario librar captura para el efecto. 

V 
'j 

10.1. Para fines 1 e pudnc ad de la sentencia, una vez en firme, por 

el Centro de Servicios judIIal del Sistema Penal Adusaonio. 

EÍDASE copia de la misma ante las autoridades de cjnc tratan los 

artículos 53 del Código Penal y  462 del Código de Proceclimianta 

(Ley 906 de 2000) y E1MSE la actuación a ios juzga 

de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, 

competencia. 

X. j 
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103 Finalmente, se dispone el comiso definidvo en 

AL DEL 

: 

MO 

de oal auto 

en 

¿Gi-1 6.W2,520I1-,Jt001 NI 

102 De otra parte, se dispone la destrucción del icrusaeme de la 

sustancia incautada y del Whisky, con cuyo pi'opó•s itu Se- 

delegado, fiscal. 

Departamento Cortroi Comercio de Armas, urikione y Explos os 

de las Fuerza Militares, de las armas incautadas y el pasará en 

forma definitiva a la Fiscalía General de la Nación a través del Fondo 

Especial para la Administración de Bienes. 

En mérito de io expuesto, EL JUZGATG OCTA 

ClRUiTO CON FuNcióN J'}E COÇENTO:, 

Justicia en nombre de la República y nor autoridad de 
- y 

RESUELVE 

P)RME1tO: CGNDEii.AR a JIan Leonardo Cyavar 

identificado con la cédula de ciudadanía JJO  1.1 ,_v--' 

(Valle), Lula Alberto BA-syes,c:.Ta  identificado con 

ciudadanía N° 1.040355.387 de Carepa (Antioqu 

Alejandro Caraiiño, identificado con la cédula de 

10034849 de Pereira (Pdsaraida), John AR 

identificado con la cédula de ciudadallda N° L04L1437s 

(Antioquía). y Rohrson AntonIo yac 

cédula de do adnnía N° 1.088.25L968 de Pereira a las 

penas principales de 94 meses dr prialón, éTcldn nsra 

ejercicio de derechos y funciones públIcas de 11$ ní•Leses y mdua 

1400 salarios vairírnos legales nInalEs, tras habealos 

responsables en calidad de coautores de los deh os 

stesion, o alteración de cemento maerial 

concurso con falsedad ideológica enn 

expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

SEGIJNDG. ABSOLVIR a Juan Leonardo Chaya 

Alejandro Góniez Chaverra, Mauricio AS audro 

- 

óo 

Si- 
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ZURCU 

RadD; iO i2OI;, JJ 4€ 

Ito ¿"-.oyes Sierra, Juan David Aguirre Plaño : kOíOfl 

Annaki Errera L&rae, del o de concieto para 
amenaza a testi.o. 

rERCERo. AI3SOLVER a Juan David Agu de los dilo::; 
de ocuit ieuo, spresió•n, o s'lieaci.ón de e no 
piobatorio en concurso con falsedad 
pno, en plicación del principio universal de nro ;e 

'Lil ii:' TAR la pre s pción y de contera a 

la acción penal por ci delito de áfico fabricación 
estupeiadentes por lo expuesto en la parte motiva de esta dedal 

QUINTO: NEGAR a los acusados la suspensión condlidauri de 
ejecuci de la pena, por lo consignado en la parte movíva de esta 
decisión. 

SEXTO. CEDER a los acusados Juan Leonardo C 
John Alejandro Gómez Chaverra, Mauricio arrhn C anl;deo, oi 
Alberto Baioyes Sierra Y Robinson Anzarío Barrera. c#pez, ia prisió 
domiciliaría como sustitutiva de la prisión, previo- curnp niento de la 
obligaciones que fueron destacadas en el acápite pertincne, nara 

efecto deberán presentarse en el Centro de Servicios Jdei 

SEPTlMtJ: En FlRrE el presente fallo, DESE cumpbmiento a lo 
regulado en el artículo 462 dei CP.P. y ENV[rESE copias de esta 
decisión al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Segiia•d 
Reparto - de ésta ciudad, para los efectos de la competenda 
correspondiente. 

De esta decisión se notifica en e rados a las partes a quienes se 
les informa que contra la misma procede el recurso de a 

52. 
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Rae dlea do 11OO13OO5.2O.  

Fiscalía y defensa técnica apelan. con excepción de la apod.ereca 

judicial de Jian Davkl Anexe Riaño. 
iN 

- -

pirrx 
W 
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Providencia del 05 de octubre de 2016 

proferida por el H. Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, mediante la cual se 

dispuso la ruptura de unidad procesal 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOT ¿ / 

SALA DE DECISIÓN PENAL 

MAGISTRADO PONENTE 

MANUEL ANTONIO MERCHÁN GUTIÉRREZ 

Radicación 11001600025201100001 
Procedencia Juzgado 8 Penal del Circuito de Cta 
Procesado Mauricio Alejandro Campiño. 
Delito Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Objeto Apelación auto 
Decisión Revoca 
Aprobado en Acta 112 

Bogotá, octubre (5) de octubre de dos mil dieciséis (2016) 

ASUNTO 

Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el Fiscal 

295 de Anticorrupción contra lb decisión dé 4 de diciembre de 2015 por 

medio de la cual el Juzgado 8° Penal del Circuito de Conocimiento de 

Bogotá, entre otras determinaciones, decretó la prescripción y de 

contera la extinción de la acción penal por el delito de tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes a favor de los procesados Juan 

Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro 

Campiño,: John Alejandro Gómez Chaverra,'Robinson Barrera y Juan 

David Aguirre Riaño. 

HECHOS 

Mediante denuncia presentada por OverArley González Mora, se 

tuvo conocimiento de actos de corrupción realizados por los procesados 

en su calidad de funcionarios de policía adscritos a la Sijin Mebog, Grupo 

de Microtráfico de la Uri Kennedy. 

Según el denunciante, el modus operandi consistía en obtener 

información de fuentes humanas acerca de diferentes sitios en los que se 

expendían sustancias alucinógenas, luego de lo cual solicitaban a la 
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República de Colombia 

V  r1,111 

Tribunal Superior de Bogotá 

Proceso: 2011-0001 
Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 

Delito Falsedad ideológica en documento publico 

Fiscalía de turno la orden para efectuar la diligencia de registro y 

allanamiento; autorizada la misma, los uniformados se dirigían a las 

viviendas, procedían a judicializar a las personas capturadas, incautaban 

elementos materiales probatorios y/o, evidencia física, los cuales no 

legalizan en su totalidad, para luego comercializar (narcóticos; dinero y 

armas) a través de las referidas fuentes. 

Advierte el informante, que era obligado a vender los elementos 

apropiados, incluso ante las amenazas contra su vida 'e integridad 

personal por parte de los referidos policías, debía pagar de su propio 

peculio, hasta que se "cansó" de dicha situación, por lo que hizo entrega 

de una droga a funcionarios de la, Policía Nacional y un disco compacto 

donde grabó parte de la situación que venía presentándose. 

ANTECEDENTES PROCESALES 

El 12 de febrero de 2011 ante el Juzgado 60 Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías de Bogotá, la Fiscalía legalizó captura, 

formuló imputación en contra de Juan. Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valo.yes Sierra, Mauricio Alejandro Campiñ.o, John Alejandro 

Gómez Chaverra, Robinson Barrera y, Juan David Aguirre Riaño como 

coautores de los delitos de concierto para delinquir agravado (artículos 

340 inciso 1° y  3°'  y  342 del C.P.) en concurso heterogéneo con tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes con circunstancias de mayor 

punibilidad (artículo 376 inciso 20  y  58 numerales 9 y  10 C.P.), falsedad 

ideológica en documento público (artículo 286 y  58 numeral 10 C.P.), 

ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio 

(artículo 454 B y  58 numerales 9 y  10 C.P.) y amenazas a testigo como 

determinadores (artículo 454 A artículo 58 numerales 9 y 10 C.P.) y solicitó 

Solamente inciso 30  para Juan Leonardo Chavarría Peña 

2 
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Repúbilca de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso: 2011-0001 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en 

establecimiento carcelario2. 

El 14 de marzo de 2011 el ente investigador radicó escrito de 

acusación3  en los mismos términos,4  audiencia que se llevó a cabo el 1° 

de abril siguiente ante el Juzgado 80  Penal del Circuito de Bogotá5. La 

preparatoria se verificó en varias sesiones (19 de mayo, 15 de julio, 25 de 

agosto, 3 de octubre y 3 de noviembre de 201 1)6  y el juicio oral se surtió 

los días 27 de febrero, 10 de julio de 2013, 9 y 10 de julio, 7 de octubre de 

2014, 4, 11 y  13 de febrero, 10, 14 y 16 de abril, 24 de noviembre y 1° de 

diciembre de 20157. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado 8° Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, el 4 

de diciembre de 2015,8  condenó a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra y Robinson Barrera a la pena de 94 meses de prisión 

por los delitos de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento 

material probatorio en concurso con falsedad ideológica en documento 

público y los absolvió por concierto para delinquir y amenaza a testigos. 

Por otra parte, absolvió a Juan David Aguirre Riaño de todos los 

punibles antes mencionados. 

2  Cfr. Fis. 31-34 Carpeta 1 
Cfr. Fis. 89-118 Carpeta] 
Retiró únicamente la circunstancia de mayor punibihdad prevista en el artículo 58 numerales 9y 10 dei C.P. 

para el cielito de amenazas a testigo 
Cfr. Fis. 121 Carpeta 1 
Cfr. Fis. 14-146, 247-249 Carpeta 1, 80-81, 132-139, 161-165 Carpeta 2 

' Cfr, Fis. 298 Carpeta 3, 44-45, 52-58, 82-83, 213-220 Carpeta 4, 17-]8y 31 Carpeta 5 
8  Cfr. Fís. 60-112 Carpeta 5 

3 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 

Proceso: 2011-0001 
Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peño 

Delito: Falsedad ideológico en documento público 

En la misma decisión, a favor de todos los procesados decretó la 

prescripción y, de contera, la extinción de-  la: acciónpenal por el delito 

de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

Frente a este último aspecto, la falladora indicó que la acción penal 

prescribió en febrero del año que transcurre (2015), por lo que dicho 

fenómeno no impedía efectuar el análisis de las pruebas incorporadas 

al juicio público, oral y contradictorio, en:  aras de establecer si los 

encartados son inocentes de dicha ¡licitud. En ese sentido, consideró que 

de las pruebas de la acusación surge de bulto la configuración del delito 

atentatorio del bien jurídico de la salud pública.9  

RECURSO DE APELACIÓN 

La Fiscalía aclara que si bien la juez de primera instancia decretó la 

prescripción a favbr de todos los procesados por este delito, pasó por alto 

la calidad de servidores públicos que ostentaban aquellos, por lo que 

omitió dar aplicación a lo previsto en el inciso 6° del artículo 83 del C.P., 

por tanto, advierte que a la fecha el ilícito no se encuentra prescrito. 

Señaló que el testimonio de Over Arley González Mora indica las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar en que le fueron entregadas por 

los enjuiciados la cantidad de 98 papeletas de una sustancia que por su 

olor, color y características correspondía al bazuco y, que posteriormente 

colocó a disposición de la Fiscalía. Sumado a ello, cuenta con el informe 

PIPH de 26 de enero de 2011 ingresada a juicio por la perito PI Marcela 

Gómez Valero en la que arrojó resultado positivo para cocaína y sus 

derivados, así como el dictamen químico definitivo confirmando la 

calidad de la sustancia, prueba que introdujo el perito Héctor Javier 

' Cfr. FI. 9 Cuaderno 5 

4 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 

Castro. 

/_19 
Proceso: 2011-0001 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

En consecuencia, pide se revoque en este aspecto la decisión y se 

condene a los acusados por el ilícito de tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes en calidad de coautores con las circunstancias de 

mayor punibilidad prevista en el artículo 58 numeral 90  del C.P. 

CONSIDERACIONES 

Competencia 

La Sala es competente para resolver el recurso interpuesto por la 

Defensa acorde con lo dispuesto en el ordinal 1° del artículo 3410  del C. 

de F.P. pues la impugnación va dirigida contra un.auto dictado por un 

juzgado penal del circuito de este Distrito Judicial. De manera que se 

analizará la petición del recurrente con las restricciones impuestas para 

la competencia funcional, relacionadas con la prohibición de la reforma 

en perjuicio yla limitación exclusiva al estudio de los temas propuestos. 

Problema jurídico 

Corresponde a la Sala determinar si: 

1 25e encuentra prescrita la acción penal por el delito de trafico, 

fabricación o porte de estupefacientes.? 

1.1 En caso negativo, esta Corporación debe evaluar las 

circunstancias deodo tiempo y lugar para determinar la materialidad 

y responsabilidad en la citada conducta por parte de los procesados, o 

JO 
 "De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que en primera instancia profieran los jueces del 

circuito y de las sentencias proferidas por los municipales del mismo distrito 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 

Proceso: 2011 0001 
Acusado: Juan LeonardoChavarría Peña 

Delito: Falsedad ideológica en documento público 

si lo correcto, es decretar la ruptura de la unidad procesal, para que la 

primera instancia se pronuncie de fondo. 

Prescripción de la acción penal del delito de tráfico, fabricación o 

potie dé estupefacientes 

1. En la decisión objeto dé apelación, la juez de primera instóncia 

decretó la prescripción del delito de tráfico, fabricación y porte de 

estupefacientes. Para resolver el primer problema jurídico, respecto de si 

le asiste razón o no a la falladora, debemos precisar que los hechos de 

la presente actuación se originaron el 25 de enero de 2011 y  la 

formulación de imputación en dentro de los acusados se realizó el 12 de 

febrero de 2011. 

Definido lo anterior, es necesario acudir al artículo 83 de la Ley 599 

de 2000 que indica que la acción pena¡ prescribirá en un tiempo igual al 

máximo de la pena fijó6en la ley, si fuere privativo de la libertad, pero 

en ningún caso será irfeibr a 1 inco (5) años ni excederá de veinte (20) 

años. Por su parte, el inciso sexto de la referida normativa" señala "al 

servidor público que en ejercicio de sus funciones, de su cargo o con 

ocasión de ellos realice una conducta punible o participe en ella, el 

término de prescripción se aumentará en una tercera parte 

Ahora bien la prescripción de la acción penal se interrumpe con la 

formulación de la imputación, la que en este caso se presentó el 12 de 

febrero de 2011. En ese entendido, el artículo 292 dele Ley 906 de 2004 

dice "prod;cicJa lo interrupción del termino prescriptivc este comenzara 

a correr de nuevo por un término igual a la mitad del señalado en el 

' Sin la modificación introducida por el artículo 14 de la Ley 1474 de 12 de julio de 2017 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso: 2011-0001 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

artículo 83 del Código Penal. En este evento no podrá ser inferior a tres 

(3) años" 

Descendiendo al caso de autos, la Fiscalía General de la Nación 

imputó a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, 

Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson 

Barrera y Juan David Aguirre Riaño la conducta de tráfico, fabricación o 

porte de estupefacientes con circunstancias de mayor punibilidad 

(artículo 376 inciso 20  y 58 numerales 9 y 10 C.P.),12  en calidad de 

coautores, entre otras13. 

El citado delito en la codificación pena¡ prevé: 

El que sin permiso de autoridad competente, salvo lo dispuesto sobre dosis para 
uso personal, introduzca al país, así sea en tránsito o saque de él, transporte, lleve 
consigo, almacene, conserve, elabore, venda, ofrezca, adquiera, financie o 
suministre a cualquier título droga que produzca dependencia... 

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) gramos de marihuana, doscientos 
(200) gramos de hachís, cien (100) gramos de cocaína o de sustancia 
estupefaciente a base de cocaína o veinte (20) gramos de derivados de la amapola, 
doscientos (200) gramos de metacualona o droga sintética, la pena será de sesenta 
y cuatro (64) a ciento ocho (108) meses de prisión y multa de dos punto sesenta y 
seis (2.66) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Entonces, la pena establecida en el canon 376 inciso 21  del C.P. va 

de 64 a 108 meses de prisión y multa de 2.66 a 150 salarios mínimos legales 

mensuales vigentes;  14  en consecuencia, atendiendo los preceptos 

normativos anteriormente señalados, la pena prescribirá en un tiempo 

igual al máximo de la pena fijada en la ley, en estecaso 108 meses, pero 

una vez se efectúa la audiencia de formulación de imputación (12 de 

febrero de 2011) se interrumpe el término y, empieza a contar por un 

lapso igual a la mitad del máximo, el que corresponde a 54 meses. 

/2 
Cfr. Fis. 23-29 Carpeta 4, la sustancia incautada corresponde a 46 gramos de cocaína y 16.3 gramos de 

marihuana 
13 Cfr. Fis. 31-34 Carpeta] 
"  Sin la modificación del artículo 11 de la ley 1453 de 24 de junio de 2011. 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 

Proceso: 2011 -0001 
Acusado: Juanleonardo Chavarría Peña 

Delito: Falsedad ideológica en documento público 

Pero si los procesados fungen corno servidores públicos, el término 

de prescripción se aumentará en una tercera parte, siempre y cuando 

en ejercicio de sus funciones, de su cargo o con ocasión de ellos realicen 

o participen en una conducta ilícita. 

Bajo ese entendido, según la normativa procedimental penal, en su 

artículo 20 el servidor público se define como- 

Para todos los efectos de la ley penal, son servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. 

Para los mismos efectos se consideran servidores públicos los miembros de la 
fuerza pública, los particulares que ejerzan funciones públicas en forma 
permanente o transitoria, los funcionarios y trabajadores del Banco de la 
República, los integrantes de la Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha 
contra la Corrupción y las personas que administren los recursos de que trata el 
artículo 338 de la Constitución Política. 

A su turno, el artículo 216 de la Constitución Nacional explica que la 

fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas 

Militares y la Policía Nacional. En consecuencia, para establecer si los 

acusados son servidores públicos, fue incorporado al juicio oral los 

extractos de la hoja de vidade los procesados, en donde se determinan 

los servicios prestados a la Policía Naciona1,15  con lo que en efecto, se 

acreditó que ostentan la calidad de servidores- públicos alser miembros 

de la Sijin- Policía Nacional. 

Lo anterior nos indica que el término de 54 meses se debe aumentar 

en una tercera parte, es decir, 18 meses, los que sumados al guarismo 

inicial da un total de 72 meses; por tanto, en el caso que ocupa la 

atención de la Sala, la acción, penal para el punible de tráfico, 

15  Cfr. FIs. 43-59 Cuaderno 4 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso: 2011-0001 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

fabricación o porte de estupefacientes prescribe el 12 de febrero de 

2017. 

Entonces contrario a lo argumentado por la juez de primera 

instancia, el punible referido no se encuentra prescrito. 

2. Ahora bien, el siguiente sub problema jurídico a resolver, será 

determinar ¿si esta Corporación debe evaluar las circunstancias de 

modo, tiempo y lugar para determinar la materialidad y responsabilidad 

en el ilícito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes en cabeza 

de los acusados? 

La respuesta al interrogante planteado es negativa, toda vez que el 

Tribunal no es competente para dictar fallo a efectos de resolver la 

alzada, cuando no se decide de fondo el asunto en primera instancia 

(por la prescripción decretada), -porque ello conllevo al menoscabo del 

principio de la doble instancia y el debido proceso criterio 

jurisprudencial que se torna imperioso aplicar. 

Tampoco se puede pasar por alto que en el presente caso, existe 

una decisión de naturaleza mixta, una es la sentencia mediante la cual 

se resolvió la responsabilidad de Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Val oyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra, Robinson Barrera y Juan David Aguirre Riaño y otra, es 

la decisión de decretar la prescripción de la acción penal por el ¡lícito 

en contra de la salud pública, la que corresponde a un auto 

interlocutorio. 

9 
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En ese sentido, el derecho a impugnar el contenido la sentencia 

condenatoria es de rango constitucional'6  y por tanto el principio de la 

doble instancia forma parte de dicha prerrogativa, por lo que al haberse 

decretado la prescripción de la acción penal (sin concurrir), es decir, sin 

que se haya absuelto o condenado a persona alguna por el ilícito de 

tráfico, fabricación  porte de estupefacientes, no es posible emitir -en 

este aspecto- una decisión de fondo en sede de segunda instancia. 

Sobre el tema, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en 

sentencia con radicado 39417 de 4 de febrero de 2015,17  concluyó: 

L) El pronunciamiento de fondo en esta sede respecto del delito por el cual se 
decretó la cesación del procedimiento comportaría lapretermisión integral de una 
instancia, con la consecuente vulneración del derecho a impugnar la condena que 
le asiste al enjuiciado; derecho que, desde la perspectiva constitucional y supra 
constitucional contemporánea, constituye un elemento esencial del debido proceso 
de obligado cumplimiento. 

u.) El Juzgador de segunda instancia carece de competencia para decidir sobre 
hechos y  circunstancias que no fueron objeto de pronunciamiento en la 
providencia de primer grado y  que, por lo mismo, resultan ajenos a la 
inconformidad que sustenta la alzada. 

En ese orden, si la apelación estuvo dirigida a controvertir las razones de hecho 
o de derecho que determinaron el decreto de la prescripción de la acción penal y 
la consecuente cesación del procedimiento, la responsabilidad penal deiprocesado 
constituye una circunstancia respecto de la cual el ad queni no puede decidir. 

iii.) Admitir que la impugnación interpuesta contra la decisión que decreto la 
cesación del procedimiento por prescripción de la acción penal puede suscitar un 
pronunciamiento de fondo en sede de segunda instancia, implicaría a su vez 
acceder, en contravía de los principios básicos que informan la teoría general del 
proceso, a:  la mutación de la naturaleza de la providencio. recurrida. 

Así las cosas, a efectos de garantizar los derechos de las partes e 

intervinientes, el Tribunal no puede proferir un fallo que decido de fondo 

sobre la materialidad del delito y la responsabilidad de los procesados. 

Àrtículo29 de la Constitución Política 
"M P. Eugenio Fernández Carlier 

lo 
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toda vez que la Juez 80  Penal del Circuito de Conocimiento no valoró las 

circunstancias fácticas, jurídicas y probatorias sobre el ilícito de tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes en cabeza de Juan Leonardo 

Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro 

Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Barrera y Juan 

David Aguirre Riaño, respecto de los cuales decretó la prescripción de la 

investigación, al no tener en cuenta que los procesados ostentaban la 

calidad de servidores públicos. 

En razón de lo anterior, la Sala revocará el numeral cuarto de la 

providencia de 4 de diciembre de 2015, que dispuso la prescripción de 

la acción penal del delito de tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes, al no haber operado dicho fenómeno. Por 

consiguiente, decretará la ruptura de la unidad procesal y remitirá 

copias de la actuación al Juzgado 81  Penal del Circuito de 

Conocimiento de Bogotá, para que dicte sentencia en primera 

instancia, respecto de los delitos cuya prescripción la a quo decretó. 

Por otro lado, se aclara. que los demás aspectos contenidos en la 

apelación, se resolverán en sentencia aparte. 

En mérito de lo expuesto, la sala de Decisión Penal del Tribunal 

Superior de Distrito Judicial de Bogotá, 

RESUELVE: 

Primero. Revocar el numeral cuarto de la providencia de 4 de 

diciembre de 2015, mediante la cual se decretó la prescripción de la 

acción penal seguida contra Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto 

Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez 

Chaverra, Robinson Barrera y Juan David Aguirre Riaño por el delito de 

11 
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Notifíquese y devuélvase, 

Los magistrados, 

ORLANDO MUÑ07'NERA 
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tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, al no haber operado 

dicho fenómeno. - 

En consecuencia, se decreta la ruptura de la unidad procesal y se 

ordena remitir de manera inmediata copias de la actuación al Juzgado 

81 Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, para que profiera 

sentencia en primera instancia, respecto de los delitos cuya prescripción 

la a quo decretó. 

Segundo. Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

Tercero. Se designa al Magistrado Ponente para la lectura de la 

decisión. = 

MANUE ANTONIO GUTILRREZ 

/ \ 

FERNANDO A'DarFPAREJA REI N EMER 

12 
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El Magistrado, rl 

2 
MANJi'EL ANTONIO MERCHÁN GUTIÉRREZ 

Comuníquese y cúmplase. 

¿ 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
ií 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SALA PENAL 

77 
-4-,  

ACTA DE AUDIENCIA DE LECTURA DE FALLO 

Fecha: 9 de diciembre de 2016 

Hora: 03:00 de la tarde 

Lugar: Sala de audiencias N° 10 

Procesado: Juan Leonardo Chavarría Peña y otros 

Radicación: 11001600025201100001 04 

Conducta punible: Falsedad ideológica en documento 

Público y otros 

Se declara formalmente instalada la audiencia de lectura de decisión a las 3:07 de la tarde. 
El Presidente de la Sala verificó la presencia de las partes para efectos del registro. Se deja 
constancia que asistió el Fiscal Wllford Holmedo Buitrago Gomez, el defensor Juan Mauricio 
Camacho Fernández y la procuradora 347 judicial Sonia Bernarda Gualdron FLorez. 

Acto seguido, el Magistrado Sustanciador, previa designación de los demás integrantes de 
la Sala y de conformidad con el Art. 164 del Código de Procedimiento Penal procedió.dar 
lectura a la decisión, cuya parte resolutiva se dispuso: 

PRIMERO. Revocar los numerales primero, y en consecuencia, quinto y sexto del fallo de 4 de 
diciembre de 2015 proferido por el Juzgado 8° Penal del circuito de Conocimiento de 
Bogotá, para en su lugar, absolver a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes 
Sierra, Mauricio Alejandro Ccimpiño, John Alejandro Gómez Chaverra y Robinson Antonio 
Barrera López de los delitos de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 
probatorio en concurso heterogéneo con falsedad ideológica en documento público, 
conforme lo anotado en precedencia. 

Segundo. Confirmar en sus demás aspectos el fallo recurrido. 

Tercero. Contra esta providencia procede el extraordinario de casación. 

Cuarto. Se designa al magistrado ponente para la lectura del fallo de segunda instancia. 

No siendo otro el objeto de la diligencia, se dio por terminada y se levantó la sesión a las 
4:lüdelatarde. 

( 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN PENAL 

MAGISTRADO PONENTE 

MANUEL ANTONIO MERCHÁN GUTIÉRREZ 

Radicación 11001600025201100001 04 
Procedencia Juzgado 8 Penal del Circuito de Cto 
Procesado Juan Leonardo Chavarría Peña y otros 
Delito Falsedad ideológica en doc. Público y otros 
Objeto Apelación sentencia 
Decisión Revoca y confirma 
Aprobado en Acta 129A 

Bogotá, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil dieciséis (2016) 

ASUNTO 

Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el Fiscal 

de Anticorrupción y las defensas de los procesados contra la sentencia 

de 4 de diciembre de 2015 por medio de la cual el Juzgado 80  Penal del 

Circuito de Conocimiento de Bogotá condenó a Juan Leonardo 

Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro 

Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra y Robinson Antonio Barrera 

López a la pena de 94 meses de prisión por los delitos de ocultamiento, 

alteración o destrucción de elemento material probatorio en concurso 

con falsedad ideológica en documento público y los absolvió por el / 

¡lícito de concierto para delinquir y amenazas a testigo Por otra parte 

absolvió a Juan David Aguirre Riaño de todos los punibles antes 

mencionados. 

HECHOS 

Mediante denuncia presentada por Over Arley González Mora, se 

puso en conocimiento sobre presuntos actos de. corrupción, que se 

atribuye a los hoy procesados, en ejercicio de sus funciones de policía 

judicial, adscritos a la SIJIN MEBOG, Grupo de Microtráfico de ¡a URI 

Kennedy. 
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Según el denunciante, el modus operandi consistía en obtener 

información de fuentes humanas acerca de diferentes sitios en los que se 

expendían sustancias alucinógenas, luego d lo cual solicitaban a la 

Fiscalía de turno la orden para efectuar la diligencia de registro y 

allanamiento, autorizada la misma, los uniformados se dirigían a las 

viviendas procedían a judicializar a las personas capturadas incautaban 

elementos materiales probatorios y/o evidencia física, los cuales no 

legalizan en su totalidad, para luego comercializar (narcóticos, dinero y 

armas) a través de las referidas fuentes. 

Advierte el informante que era obligado a vender los elementos 

apropiados; incluso, ante las amenazas contra su vida e integridad 

personal por parte de los referidos policías, debía pagar de su propio 

peculio hasta que se cansó de dicha situación. Por ello, hizo entrega de 

una droga a funcionarios de la Policía Nacional y un disco compacto 

donde grabo parte de la situacion que venia presentándose.  

ANTECEDENTES PROCESALES 

El 12 de febrero de 2011 ante el Juzgado 60 Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías de Bogotá, la Fiscalía legalizó captura, 

formuló imputación' en contra de Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre 

Riaño como coautores de los delitos de concierto para delinquir 

agravado (artículos 340 inciso 11  y 302  y 342 del C.P.) en concurso 

heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes con 

circunstancias de mayor punibilidad (artículo 376 inciso 20  y 58 numerales 

/ Audiencia de 12 de febrero de 2011 registro 1:25:49 audio 1 
2  Solamente inciso 3°para Juan Leonardo Chavarría Peia 

2 
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9 y  lO C.P.)3, falsedad ideológica en documentó público (artículo 286 y 

58 numeral 10 C.P.), ocultamiento, alteración o destrucción de elemento 

material probatorio (artículo 454 B y  58 numerales 9 y 10 C.P.) y amenazas 

a testigo como determinadores (artículo 454 A artículo 58 numerales 9 y 

10 C.P.) y solicitó medida de aseguramiento consistente en detención 

preventiva en establecimiento carcelario4. 

El 14 de marzo de 20115  el ente investigador radicó escrito de 

acusación,' audiencia que se llevó a cabo el ]'de abril siguiente ante el 

Juzgado 8° Penal del Circuito de Bógofá7. La preparatoria se verificó en 

varias sesiones, 19 de mayo, 15 de julio, 25 de agosto, 3 de octubre y 3 de 

noviembre de 20118; el juicio oral se surtió los días 27 de febrero, 27, 28 y 

29 de mayo, 9 y  10 de julio, 28 de octubre de 2013, 1° de abril, 9 y 10 de 

julio, 6 y 7 de octubre de 2014, 4, 11 y 13 de febrero, 9, 10, 14 y 16 de abril, 

6 de mayo y ]'de diciembre de 20159. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado 8° Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, el 4 

de diciembre de 2015,10  condenó a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto VaIoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiñó, John Alejandro 

Gómez Chaverra y Robinson Antonio Barrera López 11 a la pena de 94 

'Audiencia de 12 de febrero de 2011, registro 1:34:48. El fiscal advierte que aunque el informante Over Arley 
González Mora hizo entrega cíe una primera droga el 8 de octubre de 2010, dicha situación se está tram itando por 
separado en la denuncia 110016000019-2010-9954; por lo que los hechos de esta imputación nacen a partir del 
21 de enero de 2011, que comprenden la entrega de una segunda droga de 25 de enero de 2011 y  la diligencia de 
registro y allanamiento efectuada el 4 de febrero de 2011. 
" Cfr. Fis. 31-34 Carpeta 1 
Cfr. Fis. 89-118 Carpeta 1 

6 
 

Retiró únicamente la circunstancia de mayor punibilidad prevista en el artículo 58 numerales 9 y  10 del C.P. 
para el delito de amenazas a testigo 
' Cfr. Fis 121 Carpeta 1 
8  Cfr. Fis 14-146 247-249 Carpeta 1 80-81 132-139 161-165 Carpeta 2 

Cfr. Fis. 298 Carpeta 3 44-45, 52-58, 82-83, 273-220 Carpeta 4 17-18y 31 Carpeta  
° Cfr. Fis. 60-112 Carpeta  
11 Cfr. Fis. 9-21 Cuaderno 4y audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 1, registro 39.16. E/perito dactiioscópico 
S'JJIN Aldemar José Rodríguez Zabala ingresó el informe investigador de campo de 11 de febrero de 2011, en 
donde se acredita la plena identidad de los procesados. 

3 
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meses de prisión por los delitos de ocultamiento, alteración o destrucción 

de elemento material probatorio en concurso con falsedad ideológica 

en documento público ylosahsolvió por ;concierto para delinquir y 

amenazas a testigo. 

De otra parte absolvió a Juan David Aguirre. Riañode todos los 

punibles antes mencionados. 

En la misma decisión, a favor de todos los procesados decretó la 

prescripción y, de contera, la extinción de la acción penal por el delito 

de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes12. 

Seguidamente, se procederá a hacer un resumen de la 

providencia, la que se dividirá en tres puntos, para mejor comprensión: 

1. Refirió la falladora que arribó al conocimiento más allá de toda 

duda acerca de la materialidad y responsabilidad de los encartados en 

las conductas de ocultomiento; alteración :Q  destrucción de elemento 

material probatorio en concurso heterogéneo con falsedad ideológica 

en documento público. 

Ello, por cuanto el 4- de febrero - de 2011, los acusados adscritos a la 

oficina de Microtráfico de la URI Kennedy, efectuaron diligencia de 

registro y allanamiento al inmueble localizado en la Carrera 81 H Bis N° 

41 F 24 Sur y pese a que incautaron 9 armas de fuego,13  una caja de 

Whisky»4  una suma de dinero y aproximadamente 3000 papeletas de 

12  Mediante auto de 5 de octubre de 2016. esta Sala revocó el numeral cuarto de la providencia de 4 de diciembre 
de 2015, mediante la cual se decretó la prescripción de la acción penal seguida contra Juan Leo,zardo Chavarría 
Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez chaverra, Robinson 
Barrera y Juan David Aguirre Riaño por el delito de tráfico, fabricación aporte de estupefacientes, al no haber 
operado dicho fenómeno. En consecuencia, decretó la ruptura de la unidad procesal y ordenó copias de la 
actuación al Juzgado 8 Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, para que profiera sentencia en primera 
instancia, respecto de los delitos cuya prescripción la a quo decretó. 
' 4 escopetas 5 revólveres 
' 11 botellas de Sir Edwardsy 1 de Grands 

4 
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cocaína, los uniformados suprimieron del informe ejecutivo y del acta de 

incautación de 5 de febrero varios elementos,15  ocultándolos para su 

apoderamiento y posterior comercialización a través de la fuente 

humana (Over Arley González Mora) persona que previamente les 

proporcionaba información sobre la existencia de las denominadas 

"ollas" dedicadas al expendio de estupefacientes. 

Señala qua aunque los documentos (informe ejecutivo y las actas 

de incautación) no son falsos en su contenido, existencia y autenticidad; 

parte de lo que en él se consignó, es carente de veracidad, por lo que 

los funcionarios públicos expidieron legajos con vocación probatoria en 

los que callaron parcialmente la verdad, por tanto, la omisión en el 

reporte no tenía finalidad distinta que evitar que sirviera de medio 

cognoscitivo en la investigación criminal; lo que a su vez facilitaría el 

apoderamiento para su posterior comercialización. 

Advierte que si bien el Delegado no precisó el verbo rector o el 

documento que se adulteró, colige que se trata de la conducta 

alternativa de "ocultar ysuprimir" evidenciados en el informe ejecutivo y 

las actas de incautación, las que fueron firmadas por los hoy procesados, 

a excepción de Juan David Aguirre Riaño quien a pesar de integrar la 

oficina de Microtráfico, no participó en el desarrollo del allanamiento, 

por cuanto se encontraba acompañando a su superior a las 

instalaciones de la DlJlN, dependencia donde se llevaría a cabo una 

prueba de polígrafo; luego de lo cual se trasladó a hacer una captura 

que se había ordenado. 

Manifiesta que el simple "fisgoneo" de Aguirre Riaño, según 

información de la fuente humana, desde una esquina cuando se terminó 

15 
 No reportaron 4 escopetas, 1 armas neumática, 12 botellas de Whisky, $267.000 pesos y al parecer varias 

papeletas de cocaína. 
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la diligencia, no tiene la virtualidad suficiente para edificar un fallo de 

condena en su contra, especialmente cuandoHos superiores declararon 

que no participó en el operativi .  

Anota que los Capitanes (sic) '6  Elver Alfonso Sanabria, Luis Fernando 

Díaz Villota y la Coronel Gladys Gómez Galvis no contaron el número de 

papeletas, ni presenciaron la totalidad del procedimiento, pero sí 

coincidieron en señalar que era superior a la reportada en el informe 

ejecutivo a partir del cual se judicializó, entre otros a María Estrella Pérez 

y seis personas más por el delito de tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes. 

Indicó que en la diligencia de inspección judicial de 11 de febrero 

de 2011, la que se realizó en la oficina de Microtráfico de la URI de 

Kennedy y que fuera atendida por el IT WaFter Ávila, se encontraron los 

elementos faltantes,17  que quedaron fijados en fotografías. De dichas 

irregularidades no solo se percató la testigo Gladys Gómez Galvis, 

también lo hizo el Capitán (sic) Elver Vicente Alfonso Sanabria cuando 

realizó la revista ordenada por su superior, junto a los investigadores 

líderes Camilo Andrés Muñoz y Jorge Herrera Rojas. Acciones que se 

derivaron de la información que sobre el particular suministró Over Arley 

González Mora, quien para ese entonces ostentaba la condición de 

agente encubierto. 

No obstante consideró que el video institucional perdió su poder 

suasorio, porque no fue efectuado en tiempo real y además de ello, fue 

editado, según el testigo de acreditación por entrar sin gorra, sin 

chaqueta de la institución, manifestar groserías e incurrir en errores al 

hacer planos abiertos o cerrados. 

16 Corresponden a Mayores 
17 Armas  y botellas de whisky 
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Lo mismo ocurre con las transliteraciones del audio y video de 25 de 

enero y  8 de febrero de 2011, pues su fuente no fue solicitada como 

prueba por parte de la Fiscalía en la audiencia preparatoria y quien 

consignó en escrito su contenido, no estuvo en capacidad de identificar 

a sus interlocutores. 

Refiere que el testigo Óscar Fernando Peña Rincón obtuvo los 

documentos públicos que se tildan de espurios y que aparecen firmados 

por los procesados, donde no se relacionan la totalidad de los elementos 

que fueron hallados en la oficina de Microtráfico y los que se efectuaron 

en la diligencia de inspección judicial, dctividadien  la que no se presentó 

ninguna situación anómala, que tornara ilegalo ilícita la prueba, máxime 

que no se determinó por la defensa cuál de las dos figuras, soportaba la 

intervención. 

Frente altestimoniodel IT Walter Ávila, jefe del grupo de Microtráfico, 

responsable de la oficina donde se hallaron los elementos, quiso hacer 

creer que no atendió la diligencia y que durante el lapso que se 

desarrolló se encontraba departiendo con IT Orlando Puentes en una 

cafetería, de ahí que dejó una anotación en el acta  -respectivo de "que 

no sabía de la procedencia de la evidencia", lo cual fue desvirtuado 

con el testimonio del Capitán (sic) Vicente Alfonso Sanabria quien dijo 

que fue el mismo Ávila quien encontró unos elementos en los escritorios 

de sus subalternos; versión que le mereció absoluta credibilidad al igual 

que la declaración de Camilo Andrés Muñoz, quien realizó la diligencia 

en presencia del representante de la sociedad. 

A pesar de haberse demostrado que los cajones de los escritorios 

asignados a los procesados fueron revisados, advierte que con ello no se 

vulneró el derecho a la intimidad, porque se trataba de una oficina 
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pública donde los bienes que allí reposan no son exclusivos de los 

acusados, de manera que pueden ser objeto de pesquisa por los 

responsables de la oficina cuando detecten alguna anormalidad. 

También fueron desmentidas las afirmaciones de haberse forzado la 

puerta de ingreso a la oficina inspeccionada y de realizarse un hueco en 

la pared, pues si bien se dijo que existían fotos de ello las mismas brillaron 

por su ausencia en el juicio; de haber sido así, lo lógico es que se hubiere 

dejado la constancia respectiva. Por,  lo que, la manifestación no 

corresponde a la realidad. 

Ausencia demostrativa que se advierte también en lo relacionado 

a la supuesta exigencia de dinero que se dice realizó el testigo principal 

ala bancada de la defensa, con el fin que variase su testimonio. 

De otro lado y a pesar de las amenazas, dice, Over Arley González 

Mora que realizó un reconocimiento fotográfico en donde puso en 

conocimiento los actos de corrupción que se venían dando al interior de 

la oficina deMicrotráfico. 

Advierte que si bien el referido testigo y agente encubierto en un 

primer momento no exhibió la cédula de ciudadanía, por cuanto el 

procesado Chavarría se la había retenido junto con otros documentos, 

plasmó su huella en las diferentes declaraciones que realizó y al inicio del 

juicio se identificó e individualizó plenamente. Frente a la identificación 

plena de Chavarría Peña y :Robinson Antonio Barrera López, no es 

necesario acreditarlo en juicio, pues ese tópico quedó dilucidado en las 

audiencias preliminares. 

Resalta que si bien la defensa no logró obtener la información 

demandada en las oficinas respectivas sobre las fuentes humanas para 
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el período entre octubre a diciembre de 2010, y  enero a febrero de 2011, 

no le resta credibilidad al dicho de Over González Mora. 

En el proceso de individualización de lo pena describió que el delito 

que contempla la sanción más grave es el de falsedad ideológica en 

documento público y al estar en presencia de un atenuante y un 

agravante genérico, fijó la misma en el cuarto medio de la pena mínima, 

es decir, 84 meses prisión; quantum que incrementó en 10 meses por el 

concurso (ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 

probatorio), quedando una sanción definitiva de 94 meses de prisión, 115 

meses de inhabilitación de derechos y funciones públicas y multa de 

1400 salarios mínimos legales mensuales. 

Frente a los mecanismos sustitutivos, señala que la pena impuesta 

de 94 meses, supera ampliamente los 3 años de prisión que demandan 

los artículos 63 del C.P. y 29 de la Ley 1709 de 2014, por lo que no procede 

la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

En cuanto a la prisión domiciliaria, aplicó por favorabilidad el 

artículo 23 de la Ley 1709 de 2014; en ese sentido, los procesados 

acreditaron el factor objetivo, toda vez que la pena por la que fueron 

condenados no superó los 8 años de prisión. 

Además, las conductas por las cuales se castiga no se encuentran 

enlistadas en el inciso 2° del artículo 68 A del C.P. y por otro lado, se 

certificó el arraigo social y familiar de los encartados. Por tanto, otorgó 

la misma, previa suscripción de la diligencia de compromiso y pago de 

una caución de 5 salarios mínimos legales vigentes. 
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2. Sobre la conducta de concierto para delinquir agravado, en 
calidad de coautores,18  el ente Fiscal no introdujo a juicio los videos de 

25 de enero y  8 de febrero de 2011, en los que de acuerdo a lo 

manifestado por la fuente humana, se encontraban inmersas las 

conversaciones que daban cuenta del acuerdo de voluntades para 

cometer delitos indeterminados, sin que otros elementos dieran prueba 

de ello, por lo que desestimó el mismo, al no acreditarse una 

permanencia en el propósito delictivo. 

Resalta que pese a que el Fiscal indicó que la organización criminal 

se dedicaba al apoderamiento de elementos que eran objeto de 

incautación en los allanamientos, los que posteriormente eran 

comercializados por la fuente humana, y que también se indicó una 

pluralidad de allanamientos en la localidad de Kennedy; en el juicio oral 

sólo se estableció la realización de uno de ellos, el de 4 de febrero de 

2011, dato que no es suficiente para predicar la existencia del delito 

atentatorio contra la seguridad pública. 

Considera que no se puede predicar un concierto para delinquir 

respecto al apoderamiento de los bienes incautados en una sola 

diligencia de allanamiento, ello, afirma, desnaturaliza el ingrediente de 

la permanencia en el tiempo que caracteriza dicha conducta punible. 

Lo que no admite discusión, agrega, es la presencia de un concurso 

de personas, por lo que se torna imperioso acudir a los cánones que 

contienen la autoría y la participación y, a partir de la contribución en la 

ejecución del delito, establecer la calidad en que cada uno de ellos 

18  La Juez considera que por el hecho de asociarse de manera permanente para cometer delitos indeterminados, 
solo puede responderse en calidad de autor, desafuero, que no obstaba para que, en la eventualidad de haber 

establecido la materialidad del delito de concierto para delinquir, se pudiera condenar a los acusados como 
autores de dicho reato, dado que los cambios que se generan alrededor del grado de participación, no erigen 

transgresión al principio de congruencia. 
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debe responder. Intervención, que para el presente caso, no es otra que 

la coautoría. 

Sugiere que no es coautoría de concierto para delinquir, pues por el 

hecho de asociarse a cometer delitos indeterminados, solo se puede 

responder en calidad de autor, no obstante, los cambios que se generen 

alrededor del grado de participación, no trasgrede el principio de 

congruencia. 

Apunta que el referido delito del concierto presupone la existencia 

de una organización compuesta por un número de individuos que 

previamente se han puesto de acuerdo o han convenido llevar a cabo 

un número pluralde delitos y, de este modo, lesionar o poner en peligro, 

sin distingo, bienes jurídicos. Elementos que no se acreditaron en su 

totalidad, por lo que concluye, que no se puede estructurar la ilicitud. 

Es así como determina que la prueba testimonial no encontró eco 

en los videos que fueron obtenidos por el principal testigo de la 

acusación, uno como ciudadano del común y otro en su calidad de 

agente encubierto. 

Sumado a ello, la defensa de Juan Leonardo Chavarría Peña logró 

traer a juicio, información que daba cuenta que los vehículos en los que 

supuesta mente - se trasladaban los acusados con la finalidad de reunirse 

y hablar de sus propósitos criminales, no se encontraban asignados a los 

mismos. 

3. La Fiscalía en el alegato de clausura no solicitó condena frente al 

delito de amenazas a testigo, sino que pidió preclusión, la que no 

fundamentó fáctico, jurídicamente, ni señaló la causal que invocaba; 
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por lo que se absolvió a todos los procesados por dicha ilicitud, toda vez 

que no se le solicitó condena. 

RECURSO DE APELACIÓN 

La Fiscalía y las defensas de los acusados interpusieron el recurso de 

apelación y lo sustentaron en los siguientes términos: 

o Fiscalía, soporta su inconformismo en tres puntos: 

1. Sobre la absolución del delito de concierto para delinquir 

agravado en calidad de autores; 

En el juicio, Over Arley González Mora hizo claridad cuál era el objeto 

principal que desarrollaba el grupo de Microtráfico de la URI de Kennedy, 

que no era otro que apoderarse de los elementos y en especial de la 

sustancia estupefaciente que hallaban en las diligencias de registro o 

allanamiento que se realizaran en eso jurisdiccióny en Bosa. 

Por ello, existía ese ánimo de conformar una organización, que se 

valía de los mismos informantes para comercializar la droga. Destacó que 

fueron varios los bienes jurídicos que se afectaron con el actuar de los 

procesados. 

Con la prueba ingresada por el PT. Jorge Alonso Herrera se acreditó 

la permanencia en el tiempo de la organización criminal conformada por 

un número plural de sujetos, documental que hace referencia a la 

inspección judicial al proceso'9  (sic) N° 11001600001920100995420, en la 

19  Cfr. El. 36 Cuaderno evidencias. Se realizó el 7 de abril de 2011 
20 Cfr. El. 31 Cuaderno evidencias. Número de cui asignado por el sistema SPOA, anteriormente estaba con la 
noticia criminal 110016000019201080610, asignada manualmente 
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cual se recopiló entre otros elementos, la entrevista realizada el 7 de 

octubre de 2010 a Over Ar!ey quien refiere el constreñimiento por algunos 

de los hoy condenados para que vendiera un estupefaciente, el que 

entregó a un policía de Transmilenio el 4 de octubre de ese año, sustancia 

que fue sometida a PIPH arrojando 106.9 gramos de cocaína. 

Advierte que el hecho de que no se hubiere imputado un concurso 

homogéneo y sucesivo de tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes, no desvirtúa el concierto para delinquir, porque en este 

asunto se probó una actividad ilícita concertada por el grupo de 

Microtráfico. 

2. Sobre la absolución a favor de Juan David Aguirre Riaño. 

Reclama, el, apelante del órgano persecutor, que la juez haya 

desechado, con relación a la responsabilidad de este procesado, el 

testimonio de Over Arley quien refirió las circunstancias de tiempo, modo 

y lugar en que tuvo contacto con Aguirre Riaño, credibilidad que por 

demás no fue atacada en juicio. Lo que pugna con la afirmación en la 

decisión de primera instancia de haberse acreditado que no participó 

en la diligencia de allanamiento ni tuvo conocimiento de los elementos 

sobre los cuales se apropiaron los demás acusados. 

Destaca que a pesar que existe la manifestación de un testigo de 

descargo, quien afirma que Aguirre Riaño ¡o acompañó a una prueba 

de polígrafo, luego de lo cual judicializó un caso por el ilícito de falsedad 

en documento sobre las 9:00 a.m., con retorno entre las 11:00 y 12:00 del 

mediodía; no obstante, de ello no se allegó prueba. De otro lado, sí se 

incorporó el acta de registro y allanamiento con la que se demostró que 

la diligencia inició a las 9:40 y  finalizó a las 12:05 dei mediodía. 
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Refiere que tratándose de un caso de corrupción policial, la 

participación de este acusado no puede descontextualizarse ni valorarse 

aisladamente de los demás medios de prueba. 

Indica que  en el fenómeno de la:coautoría no es necesario que 

quienes intervienen realicen toda suerte de comportamientos, sino que 

realicen un aporte; en este caso, Riaño Aguirre permitió que en su oficina 

estuvieran una serie de elementos que nunca se relacionaron en el acta 

de incautación. 

Es decir, que existía una empresa criminal de la cual tenía 

conocimiento, pues le entregó a la fuente humana un número 

determinado de papeletas para comercializar, días antes del 

allanamiento del 4:dé febrero de 2011. 

Aduce que los policías tienen una posición de garante, por las 

facultades que el Estado les otorgó en la Constitución, pero a raíz de los 

referidos actos de corrupción se aprovecharon de la calidad de 

servidores públicos, del sigilo; la oscuridad y las amenazas a la víctima, 

haciendo ver como legítimos unos operativos, que en realidad 

perseguían otro fin. 

Por tanto, concluye que la a quo no valoró en conjunto las pruebas 

incorporadas en el juicio oral. 

3. Tasación de la pena 

Se encuentra inconforme con el aumento de 10 meses por el 

concurso del delito de ocultamiento, alteración o destrucción de 

elemento material probatorio, con la circunstancia de mayor punibilidad 

por el cargo que desempeñaban al momento de los hechos. 
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En su sentir, se debió aumentar en 18 meses por el delito concurso¡ y, 

de paso, negar cualquier subrogado a los procesados, pues considera 

que no son beneficiarios de los mismos, por cuanto no cumplirían el 

requisito objetivo que la norma demanda21. 

o Defensa deJohnAIejandro Gómez Chaverra, Mauricio Alejandro 

Campiño Juan Leonardo Chavarría Peña y Luis Alberto Valoyes 

Fundó su recurso en la indebida valoración que se hizo a los 

testimonios de Over Arley Gonzáfez Mora, Ligia Esperanza Mateus, 

Capitán (sic) Luis Fernando Díaz Villota, Mayor Elver Alfonso Sanabria, 

Coronel Gladys Gómez y el investigador Camilo Muñoz22. 

Frente al primer testigo aseveró que tiene memoria selectiva, pues 

recordaba lo que le favorecía a la tesis de la Fiscalía y olvidaba las 

circunstancias que le eran adversas, además se contradijo en varias de 

sus respuestas. No recordó su sitio de trabajo, residenciay el nombre del 

amigo que le facilitó unacámara con la que grabó a los procesados. 

Además, aclara, nunca - fue objeto de ninguna clase de amenazas. 

Con relación a la Fiscal Ligia Esperanza Mateus, expresó que aunque 

fue la delegada que dio la orden de allanamiento, para la fecha de los 

hechos se encontraba en vacaciones y a su regreso se enteró de lo 

sucedido. 

Con el Capitán (sic) Luis Fernando Díaz Villota se ingresó el video 

institucional, quien tenía pleno conocimiento que el mismo había sido 

editado antes de entregarlo a la Fiscalía, pero en la audiencia dijo lo 

21 Cfi-. Fis. /16-129 Cuaderno 5 
22 Cfr. Fis. 130-144 Cuaderno 5 
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contrario, por lo que pierde credibilidad. No tenía certeza, respecto de 

la cantidad de papeletas incautadas y disfrazó un allanamiento en una 

inspección judicial en la oficina de microtráfico. 

Informa que el Mayor Elver Alfonso Sanabria dirigió la revista 

efectuada a la oficina el 8 de febrero en donde encontraron unos 

elementos; lo que contraría el argumento de la juez de haber sido 

escondidos por los procesados; elementos que, además, fueron 

observados en la diligencia de inspección a lugares de 11 de febrero, en los 

escritorios de unos uniformados, sin ninguna clase de seguridad. 

La juez valoró de forma parcial el testimonio de la Coronel Gladys 

Gómez, pues esta adujo que duró de 3 a 4 minutos en la diligencia de 

allanamiento, por lo que extraña que pudiera determinar que lo 

reportado era diferente a lo incautado. Además, si ello fue así, por qué 

esperó hasta el lunes para ordenar la revista 

No se expuso por el Fiscal el documento falsario, por lo que no era 

dable a la juez suponerlos y explicarlos, pero también se habló de varias 

fuentes humanas y diferentes allanamientos, pero al juicio solo 

compareció un testigo quien no aportó el video que realizó y solo se 

acreditó un allanamiento. Expresa que la diligencia de allanamiento fue 

legal y no corno lo quieren hacer ver; 

o Defensa de Robinson Antonio Barrera López 

Dice que el fallador estimó acreditada la materialidad de los delitos 

de falsedad y ocultamiento, pero no se demostró la responsabilidad de 

su prohijado, porque no firmó el informe de allanamiento de 5 de octubre 

de 2011 ni las actas de incautación. Advierte que no se probó que el acta 

suscrita (no se refiere a cuál) tenga un contenido no ajustado a la 
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realidad o se haya dejado de consignar la verdad en el mismo. 

Manifiesta que en la diligencia de allanamiento participaron 11 

uniformados, pero ese día solo prestó un apoyo. Pide que se revoque la 

sentencia condenatoria emitida en su contra23. 

No recurrentes 

o Defensa de Juan David Aguirre Riaño 

No se configuró el delito de concierto para delinquir ni tampoco su 

defendido participó en la diligencia de allanamiento, porque se 

encontraba en otras diligencias judiciales, por lo que no se enteró cuáles 

elementos se incautaron. 

Refiere que el testigo Over Arley miente al ubicarlo en la escena del 

allanamiento, pues los demás declarantes lo  -sitúan en otro lugar. Solicita 

dejar incólume la decisión tomada a favor de su patrocinado24. 

e Robinson Antonio Barrera López 

Describe que solo cumplió orden de sus superiores de asistir a la 

diligencia de allanamiento y realizar dos capturas, por lo que no tuvo 

injerencia frente al procedimiento y menos lo lideraba como lo quieren 

hacer parecer. Señala, que no falsificó algún documento ni ocultó 

elementos materiales probatorios; y, en el juicio oral, no hubo ninguna 

persona que lo comprometiera en las conductas endilgadas. 

Alega que el testigo Over Arley no fue coherente en su relato. 

Sumado a lo anterior, en la diligencia había más de 12 personas y solo 

23  Cfr. Fis. 148-155 
2/ Cfr. FIs. 162-165 
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fueron vinculadas 6; por Tanto solicita se revoque su condena25. 

• John Alejandro Gómez Chaverray Mauricio Alejandro Campiño 

Crítica que la diligencia de registro y allanamiento en el Barrio El 

Amparo sucedió el 4 de febrero de 2011, en tanto Over Arley refiere que 

le entregaron una drogo el 25 de enero de 2011, es decir, que sus dichos 

no coinciden. Refiere que se debe desestimar los testimonios del Mayor 

Elver Vicente Alfonso Sanabria, Camilo Andrés Muñoz Agudelo, Over 

Arley González Mora y la Coronel Gladys Gómez por cuanto no son 

creíbles. 

Informa que el Fiscal en la apertura del juicio oral les imputó el delito 

de concusión (sic) y varió las circunstancias de mayor punibilidad. 

Además frente al concierto para delinquir se cambió la calidad de 

coautores a autores y solo se probó una sola diligencia de registro y 

allanamiento, por lo que no puede hablarse de una organización 

criminal. 

Aduce que no se acreditó ni la materialidad ni responsabilidad en 

las conductas endilgadas, pues no se demostró de donde Over Arley 

sacó la drogo, si es que ello era, la que hizo entrega en dos ocasiones a 

la Policía; además solo habló de un solo allanamiento26. 

CONSIDERACIONES 

Competencia 

La Sala es competente para resolver el recurso interpuesto por la 

Fiscalía y la defensa técnica acorde con lo dispuesto en el ordinal 1° del 

25 Cfr. Pis. 145-747 
26  cfr. Fis. 156460 
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artículo 3427  de la Ley 906 de 2004, pues la impugnación va dirigida 

contra una sentencia dictada por un juzgado penal del circuito de 

conocimiento de Bogotá. De manera que se analizará la petición de los 

recurrentes con las restricciones impuestas para la competencia 

funcional, relacionadas con la prohibición de la reforma en perjuicio y la 

limitación exclusiva al estudio de las situaciones cuestionadas. 

Problema jurídico y esquema deresolución 

El tema propuesto por los apelantes (Fiscalía y Defensas) exige a la 

Sala determinar: 

Si de las pruebas debatidas en el juicio se logró arribar al ( 

conocimiento más allá de toda duda de la existencia de los delitos de / 

concierto para delinquir agravado; ocultamiento, alteración o / 

destrucción de elemento material probatorio; falsedad ideológica en 

documento público; y de la responsabilidad penal de los acusados. 

Para ello se analizará 'de manera individual cada uno de los ilícitos 

endilgados y el material probatorio que se produjo de cara a su 

demostración. 

. Del delito de concierto para delinquir 

El delito de concierto para delinquir se encuentra regulado en el 

artículo 340 del C.P. que refiere: 

Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas 
será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho 
(108) meses. 

27 
 "De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que en primera instancia profieran los jueces del 

circuito y de las sentencias proferidas por los municipales cíel mismo distrito 
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Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de 
personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro; secuestro extorsivo, 
extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato 

v conexos, o 
Financiamiento del Terrorismo y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y multa 
de dos mil setecientos (2700) hasta treinta mil (30000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, 
fomenten, promuevan, dirUan, encabecen, constituyan o financien el concierto para 
delinquir. 

Para que se configure el citado .delito2 , lo Fiscalía General de la 

ación tenía la carga de demostrar: 

1) Un acuerdo de voluntades en±re varias personas. Lo que deberá 

establecerse a partir de las dos entregas de drogo que hace mención 

Over Arley González Mora29  y de lo ocurrido en la diligencia de registro y 

allanamiento efectuada el 4 de febrero de 201 1. 

2) Una organización que tenga como propósito la comisión de 

delitos indeterminados, aunque pueden ser determinables en su 

especie. Se estudiarán los delitos de falsedad ideológica en documento 

público; ocultamiento, alteración y destrucción de elemento material 

probatorio; y tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. Ilícitos de 

los cuales no es necesario que se hayan materializado, pues lo 

importante es que hayan sido objeto de acuerdo. Ahora bien, si se 

demuestra su ocurrencia, ello permitirá acercarse a la estructuración 

posible de una empresa criminal, sin importar el que este tipo penal no 

demande la comisión de los ilícitos concertados. 

28  Corte Suprema de Justicia, SP de 25 de septiembre de 2013, radicado 40545, postura doctrinal reiterada en la 
SP 2634-2015 de 18 de marzo de 2015, radicado 41443 y  5P12540-2015, radicado 38154 de 16 de septiembre de 

2015. 
29 Audiencia de 12 de febrero de 2011, registro 1:34.48. El fiscal advierte que aunque el informante Over Arley 

González Mora hizo entrega de una primera droga el 8 de octubre de 2010, dicha situación se está tramitando por 

separado en la denuncia 110016000019-2010-9954; por lo que los hechos de esta imputación nacen apartir del 

21 de enero de 2011, que comprenden la entrega de una segunda droga de 25 de enero de 20.11 y  la diligencia de 

registro y allanamiento efectuada el 4 de febrero de 2011. el  
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3) La vocación de permanencia y durabilidad de la empresa 

acordada. La permanencia que se extraña por la Juez de primera 

instancia, y que afirma la Fiscalía se demostró, deberá ser extraída del 

marco fáctico que aportó el material probatorio. Hechos que la Fiscalía 

afirma se refieren a la oportunidad funcional de los agentes de la SlJlN 

para acceder al material ilícito en medio de diligencias oficiales; 

valiéndose de información falsa que documentaban para permitir el 

apoderamiento y la posterior comercialización de lo incautado y no 

relacionado, con énfasis en los estupefacientes. 

4) Que la expectativa de realización de /as actividades propuestas 

permita suponer fundadamente que se pone en peligro la seguridad 

pública. Este será un requisito que se analizará una vez sean verificados 

los tres anteriores. 

A la luz del artículo 380 del C.P.P,°, se analizará las pruebas 

aportadas al juicio oral, tanto en conjunto como de manera individual, 

esta última de acuerdo a la naturaleza de cada medio de 

conocimiento. 

En la medida que el señalamiento del concierto para delinquir tiene 

como fuente el testimonio de Over Arley Mora González como prueba 

directa y, como indirecta, la información de Jo acaecido a partir de 4 de 

febrero de 2011; antes de entrar a evaluar Ja materialidad de delito 

contra la seguridad pública (arts. 340 y ss. Del CP) se examinará la 

ocurrencia de los hechos, las circunstancias concomitantes y posteriores 

a su ejecución y su incidencia con demostración de los ilícitos de 

30  ARTÍCULO 380. CRITERIOS DE VALORACIÓN. Los medios de prueba, los elementos materiales 
probatorios y la evidencia física, se apreciarán en conjunto. Los criterios para apreciar cada uno de ellos serán 
señalados en el respectivo capítulo. 
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falsedad ideológica en documento público; ocultamiento, alteración y 

destrucción de elemento material probatorio; y tráfico, fabricación o 

porte de estupefacientes (respecto al último delito no se tocará en forma 

autónoma sino en lo que se relaciona con el concierto para delinquir) 31• 

Precisiones iniciales como punto de partida 

El testigo principal del ente acusador Over Arle y González Mora, 

señaló que cuando se disponía a denunciar, a través de la línea 123 que 

en un inmueble se expendía "drogo", tuvo su primer contacto con el 

patrullero de la SlJlN Juan Leonardo Chavarría Peña quien le  presentó a 

Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David-Aguirre 

Riaño corno compañeros de la Oficina de Microtráfico de la URI de 

Kennedy, convirtiéndose desde ese momento en el informante de 

aquellos, para desmantelar las zonas en donde se traficara con 

estupefacientes. 

Esa información, según la Fiscalía, tenía un fin distinto al de luchar 

contra el Microtráfico de alcaloides en las localidades de Kennedy y 

Bosa, pues una vez obtenida la orden de registro y allanamiento, se 

incautaban los elementos materiales probatorios encontrados 

(estupefacientes y/o armas) y se procedía a legalizar solo una parte de 

estos ante el juez de penal municipal de control de garantías y, del 

restante material, se apropiaban para luego negociarlo a través del 

mismo informante -Over Arle y-, distribuyendo las ganancias. 

' Frente a este delito se decretó la ruptura de la unidad procesal mediante auto de 13 de octubre de 2016, 
ordenando devolver las diligencias a/fallador para que emitiera sentencia de primer grado, al no haber operada 
el fenómeno de la prescripción de la acción penal. - 
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En ese-entendido, la Delegada -concluye que se tenía un escenario 

en el cual -se materializaba -la intención criminal de los acusados, pues 

una vez se denunciaba - formalmente -los sitios de expendio de 

estupefaciente, era necesario -según el "modus operandi" la realización 

de la diligencia deregistro y aHanamiento. 

De la diligencia de registro y allanamiento realizada el 4 de 

febrero de 2011 

La Fiscal de la URI Kennedy Ligia Esperanzo Mateus Rodríguez32  

señaló que para los mes-es de :enero y febrero de 2011, recibía todas las 

diligencias y a través de los informes que presentaba la policía, 

coordinadamente trabajaba con ellos para el registro y allanamiento. 

Dice que a finales de enero de 2011, el grupo de policía judicial presentó 

varios informes y posibles sitios donde se podría estar expendiendo 

sustancio estupefacientes. 

La policía le señaló que existía una fuente humana (Over Arley 

González Moro) que podía brindar información y que llevaba más de 20 

años en el sector y ofrecía plena credibilidad, tanto así que en un caso 

anterior, la. misma fuente dio un caso positivo, por ello se profirió 

autorización33  para la carrera 81 H Bis N° 41 F - 24 Sur zona Chucua de la 

Vaco Kennedy34, la que se prorrogó35  porque no se contaba con 

personal suficiente para apoyar la diligencia. 

En esa medida, no existe discusión que hubo una -diligencia de 

registro y allanamiento que se realizó el 4 de febrero de 201.1 (viernes) en 

32  Audiencia de 6 de octubre de 2014 registro 17.44 
33  18 de enero de 2011 
34 En las diligencias se conoce como el Barrio El Amparo 
35  27 de enero de 2011 
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la carrera 81 H Bis N°41 F - 24 Sur Barrio El Amparo36; en la cual participaron 
entre otros37, los patrulleros Juan Leonardo Chavarría: Peña, Luis Alberto 

Valoyes Sierra, Mauricio AlejandroCampiño,. John Alejandro Gómez 

Chaverra y Robinson Antonio : Barrera López adscritos a la Oficina de 

Microtráfico de la URI de Kennedy, así como Walter Miguel Ávila Galindo 

(Jefe de la citada dependencia); allí se incautó una serie de elementos 

materiales probatorios y evidencia física, que configuraban unos ilícitos 

por parte de terceras personas. 

En el referido allanamiento según los patrulleros César Augusto 

Gutiérrez F!6rez38 , Jeyson Andrés Pa tiño Méndez39, Rosemary Garzón 

Vane gas4° y Walter Miguel Ávila Galindo41, Juan David Aguirre Riaño no 

participó en aquella diligencia, por estar acompañando a su superior a 

una prueba polígrafo, luego de lo cual realizó un procedimiento de 

captura. 

Con el testigo Óscar Fernando Peña Rincón patrullero Policía 

Nacional,42  se ingresó el acta de inspección a lugares de 9 de febrero 

de 2011, donde recopiló varios legajos sobre la referida diligencia de 

registro y allanamiento que se realizó el día y lugar anteriormente 

referidos. 

31  Cfr. Fls. 298-282 Cuaderno 4. El Mayor Eduardo José Oviedo Mancera incorporó el oficio N° S-2011-
070593/COESP-GUC'AR de 10 de agosto de 2011, mediante el cual informa que la referida diligencia no tuvo 
apoyo de la unidad Canina ni de la Sección Montada GUCAR MEBOG. 
"Audienciade 14 de abril de 2015, audio 2 registro 20:57. La patrullera Rosemary Garzón Vanegas participó en 
la referida diligencia junto con 10 o 11 personas. Advierte que era la únicafemenina del Grupo de la URIy en la 
diligencia capturó a una mujer de la tercera edad. 
38 Audiencia de 16 de abril de 2015, registro 28:30 
39 Audiencia de 16 de abril de 2015, registro 16:33 
40 Audiencia de 14 de abril de 2015, audio 2 registro 20:57 
' Audiencia de 14 de abril de 2015, audio 1 registro 8:03 

42  Audiencia de 9 de julio de 2014, audio 7 registro 3:30 
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Como documentales del proceso 11001 600001920110047943, fueron 

incorporadas a la actuación44: 

1. Informe ejecutivo de 17 de enero de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría Peña 

y John Alejandro Gómez Chaverra mediante el cual ponen en conocimiento a la Fiscalía 
los hechos informados por una fuente humana sobre el expendio de sustancias 
estupefacientes en la Carrera 81 H Bis No. 41 F 24 Sur barrio El Amparo, a efectos de 
que se emita la correspondiente orden de registro y allanamiento. 

2. Órdenes apolicía judicial de 18 de enero de 2011 suscrito por la Fiscal 361 Seccional 
Ligia Esperanza Mateus Rodríguez, en la que se ordena recepcionar declaración al 
informante sobre la actividad delictiva que se viene desarrollando en el inmueble, entre 
otras. 

3. Informe investigador de campo de 19 de enero de 2011 suscrito por Juan Leonardo 
Chavarría Peña y John Alejandro Gómez Chaverra dando cumplimiento a la orden. 

4. Orden de registro y allanamiento de 21 de enero de 2011 suscrita por la Fiscal 361 
Seccional Ligia Esperanza Mateus Rodríguez y recibida por John Alejandro Gómez 
Chaverra. 

5. Solicitud de prórroga para el cumplimiento de la orden de registro y allanamiento de 
26 de enero de 2011 realizada por John Alejandro Gómez Çhaverra,.y autorización por 
8 días más, apartir del 28 de enero de 2011, por la Fiscal 361 Seccional Ligia Esperanza 
Mateus Rodríguez. 

6. Constancia de 27 de enero de 2011 de la Fiscalía 361 Seccional mediante la cual se 
autoriza la citada prórroga. 

7. Orden de registro y allanamiento de 27 de enero de 2011 suscrita por la Fical 361 
Seccional Ligia Esperanza Mateus Rodríguez y recibida por John Alejandro Gómez 
Chaverra. 

8. Informe de registro y allanamiento y acta de registro y allanamiento de 4 de febrero 
de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría Peña y John Alejandro Gómez 
Chaverra. 

9. Acta de registro y allanamiento de 4 de febrero de 2011, suscrita por Juan Leonardo 
Chavarría Peña y John Alejandro Gómez Chaverra, en la cual se relacionan los lugares 
registrados en el inmueble. 

10. Siete actas de derechos del capturado de María Estrella Patiño de Pérez, Milton 
Antonio Rivera, Leonel Iván Tiba que Ospina. Oscar Johan Dávila Feria, Carlos Saúl 
López Pérez, Feisar Miguel Téllez González y Adriana Rocío Ordoñez Páez por los delitos 
de destinación ilícita de inmueble y tráfico, fabricación y porte de estupefacientes 

43 Seguido por los delitos de destinación ilícita de inmueble, en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o 
porte de estupefacientes yfabricación, tráfico, porte o tenencia de armas defuego; accesorios, partes o municiones. 
" Cfr. Fls. 39-120 Cuaderno 6 
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suscritas por Robinson Barrera (tres)I-5  , Juan Leonardo Chavarría Peña (dos)46, 
Mauricio Gampiño (dos) 47 respectivamente. 

11. Cinco actas de incautación de elementos. 

Robinson Barrera incautó. 

- Ocho bolsas plásticas transparentes que en su interior contiene 20 envolturas de 
papel cuadriculado de bazuco. 

- Un revólver marca Smith & Wesson, calibre 38 largo con empuñadura en 
madera, con número externo C88082 y 4 cartuchos. 

- $267.000 mil pesos en billetes y monedas de diferentes denominaciones. 

Juan Leonardo Chavarría Peña incautó: 

- Once bolsas plásticas transparentes pequeñas la cual contiene 20 envolturas de 
papel cuaderno contentiva de bazuco 

Mauricio Campiño incautó: 

- Una bolsa plástica transparente en su interior 25 bolsitas plásticas, cada una de 
ellas con 20 papeletas contentivas de una sustancia pulverulenta que por su olor y 
color son similares al bazuco. 

- Un revólver marca Smith & Wesson con número externo 9D13236y 5 cartuchos 

Iván Castillo Castaño incautó. 

- Un arma de fuego de fabricación artesanal sinnúmero interno ni externo. 

César Augusto Suárez Cer quera incautó: 

- Un revólver marca Llama Martial pavonado calibre 38 especial con 
empuñadura en madera y 6 cartuchos. 

12. Diez registros de cadena de custodia. 

13. Informe ejecutivo de 5 de febrero de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría 
Peña. 

14. Informe ejecutivo de 5 de febrero de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría 

Peña. 

15. Prueba de identflcación preliminar homologada de 4 defebrero de 2011, practicada 
a las sustancias incautadas, una: corresponde a 500 envolturas de papel cuadriculado 
grapadas con un peso bruto de 296.7 gramos y neto de 88.9 gramos; dos: 160 envolturas 
de papel cuadriculado grapadas con un peso bruto de 94.0 gramos y neto de 27.5 gramos; 

Suscribió la de María Estrella Patiío de Pérez, Oscar Johan Dávila Feria y Feisar Miguel Téllez González 

46 Suscribió la de Carlos S'aúl López Pérez y Adriana Rocío Ordoñez Páez 
47  Suscribió la deMilton Antonio Rivera y Leonel Iván Tibaque Ospina 
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tres: 220 envolturas de papel cuadriculado grapadas con un peso bruto de 143.8 gramos 
y neto de 38.7 gramos. 

16. Informe de plena identidad de los procesados e informe sobre consulta web de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil. 

17. Informe de balística que se realizó a cuatro armas de fuego, las que son aptas para 
realizar disparos y los cartuchos incautados son compatibles para ser utilizados con 
armas del mismo calibre. 

No hay duda que los referidos elementos fueron puestos a 

disposición de la autoridad judicial competente para su legalización el 5 

de febrero de 2011 (sábado), aunque desconoce la Sala si ello ocurrió / 

con la totalidad de los objetos incautados en mención, pues no se allegó 

al plenario el acta de la audiencia llevada a cabo ante el juez de 

garantías, como tampoco se tuvo otro medio de conocimiento que 

diera cuenta fehaciente de lo que pasó en dicha vista pública 

preliminar. 

Para séguirla estructura propuesta arriba, dntesdeestablecer la 

ocurrencia del ilícito de concierto para delinquir, se analizará los hechos 

demostrados a través de las pruebas que fueron introducidas y 

producidas en la vista pública, su valoración y la fuerza para alcanzar -o 

no- convicción libre dedudarazonable sobre la ocurrencia de los delitos 

de fa/sedad ideológico en documento público en concurso 

heterogéneo con ocultamiento, alteración. o destrucción de elemento 

material probatorio y sus responsables. 

Acorde a estas precisiones, la Sala procederá a resolver lo que es 

materia de apelación, esto es, si es factible arribar a una condena a la 

luz de los requisitos del artículo 381 del estatuto procesal penal48. 

48 ARTÍCULO 381. CONOCIMIENTO PARA CONDENAR. Para condenar se requiere el conocimiento más 
allá de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado, firndado en las pruebas debatidas 
en e/juicio. La sentencia condenatoria no podrá fundamentarse exclusivamente en pruebas de referencia. 
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La tesis de la juezes que sí se configuraron los mencionados delitos. 

Para ello se vale del informe ejecutivo y las actos-  de incautación que 

surgieron con ocasión del allanamiento, en los que advierte se calló 

Í-  parcialmente la verdad, en la medida que no se consignó la totalidad 

de los elementos incautados en el referido procedimiento, lo que de 

paso evitó que pudieran ser utilizados como medios probatorios en la 

investigación criminal; conclusión con la que está de acuerdo el 

delegado de la Fiscalía. 

Por su parte, la tesis de la bancada de ladefensa es que los ilícitos 

en mención no se configuraron porque- a diligencia de allanamiento fue 

legal y, en esa medida los acusados actuaron conforme al 

procedimiento establecido, por lo que la juez de primera instancia 

realizó una indebida valoración de los testimonios que se presentaron en 

el juicio. 

De los delitos de falsedad ideológica en documento público en 

concurso heterogéneo con ocultamiento, alteración: y destrucción 

de elemento material probatorio. : 

El delito de falsedad ideológica en: documento público que 

resguarda el bien jurídico de late pública, se encuentra contemplado 

en el artículo 286 del C.P. que refiere: 

El servidor público que en e/ercicio de sus funciones, al extender documento público que 
pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad 
incurrirá; en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses e 
inhabilitación para el ejercicio de derechosyfunciones publicas de oc 1ien'a (80) a ciento 

ochenta (180) meses. 

El sujeto activo del tipo penal es calificado, es decir, que debe ser 

un servidor público que en ejercicio de las funciones propias del cargo, 
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al elaborar un documento público que pueda servir de prueba, consigne 

una falsedad o calle total o parcialmente la verdad. 

El artículo 20 de la normativa penal, define qué se debe entender 

por servidor público: 

Para todos, los efectos de la ley penal, son servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios. 

Para los mismos efectos se consideran servidores públicos los miembros de la fuerza 
pública, los particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o 
transitoria, lósfunionarios y trabajadores del Banco de la República, los integrantes de 
la Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha contra la Corrupción y l as personas que 
administren los recursos de que trata el artículo 338 de la Constitución Política. 

A su turno, el artículo 216 de la Constitución Nacional explica que la 

fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas 

Militares y la Policía Nacional. 

Entonces para establecer si los acusados eran servidores' públicos 

para el momento de los hechos, se incorporó al juicio oral los extractos 

de sus hojas de vida, allí se determina que prestan sus servicios a la Policía 

Nacional,49  con lb que en efecto, se acreditó que ostentan la calidad de 

servidores públicos, con funciones específicas de ser miembros de la 

SIJIN- Policía Nacional50.' 

En ese orden de ideas,' se tiene que los documentos suscritos en la 

diligencia de registró y allanamiento de 4 de febrero de 2011, son 

públicos, al haber sido expedidos en desarrollo de las funciones como 

servidores públicos, por lo que son auténticos y a la vez, pueden servir de 

Cfr. Fis. 98-114 Cuaderno 4  
5'Audiencia de 9 de abril de 2015 registro 5:34-el Teniente Coronel Ciro Carvajal incorporó el oficio N°107396 
tv!D.PONAL.SEcJEN.ARJUR de J°de junio de 2011, mediante el cual da a conocer el marco jurídico que regula 
el manual defunciones de los Comandantes de Estación en Bogotá así como de los uniformados adscritos a la 
SIJINActos Urgentes. Cfr. Fís. 264-270 Cuaderno 4 
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prueba en el ámbito jurídico; hecho sobre el cual no hay ninguna 

discusión. 

De lo anotado, las tesis de la acusación, avalada por la a quo, 

señalan que el contenido de las actas de incautación, elaboradas 

dentro del proceso 110016000019201100479, son tachados como 

parcialmente espurios al haber omitido algunos datos; lo que repercute 

en la eficacia e idoneidad de este medio de conocimiento, por cuanto 

-se dice- no se reportó la totalidad del material incautado. 

Por otro lado, el ilícito de ocultamiento, alteración y destrucción de 

elemento material probatorio regulado en artículo 454 B del C.P., 

protege el bien jurídico de la eficaz y recta administración de justicia. Al 

respecto, la norma señala: 

El que para evitar que se use como medio cognoscitivo durante la investigación, o como 
medio de prueba en el juicio, oculte, altere o destruya elemento material probatorio de 
los mencionados en el Código de Procedimiento Penal, incurrirá en prisión de cuatro (4) 
a doce (12) años y multa de doscientos (200) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales 
mensuales. vigentes. 

El sujeto activo del tipo penal es indeterminado, por tanto, puede 

ser cometido por cualquier persona y se configura cuando se realizan las 

acciones de ocultar, alterar o destruir un elemento material probatorio 

mencionado en el estatuto procesal penal, con independencia a que el 

resultado pretendido se logre; siempre y cuando, la finalidad perseguida 

por el agente sea la de evitar que se use como medio cognoscitivo 

durante la investigación o como medio de prueba en el juicio. 

En ese sentido, constituye deber de la Policía Nacional-SIJIN 

asegurar la evidencia física y los medios de convicción recaudados en 

la diligencia de allanamiento y registro. Por ello, se analizará si la 

conducta realizada por los procesados transgredió la órbita de sus 
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deberes funcionales, en el sentido de no haber colocado a disposición 

de las autoridades judiciales todos los elementos incautados en las 

diligencias. 

La Sala advierte que en el caso bajo examen en esta ocasión tiene 

como punto de inestabilidad51, tanto para la adecuación típica del 

delito endilgado contra la- fe pública, como en el que atenta contra la 
1 

eficaz y recta imparfición de justicia, si se demostró más allá de duda 

razonable que en verdad se registró -en menor cantidad- algunos de los 

elementos incautados en la diligencia de allanamiento y registro 

realizada el 4 de febrerode 2011. 

De esa manera se podrá establecer si lo consignado en el 

documento expedido por los funcionarios de policía judicial 

correspondía ala realidad de los sucesos. Para ello hadetenerse en 

cuenta las manifestaciones de quienes concurrieron al juicio oral a 

deponer sobre :lo que percibieron en las fechas de los hechos aquí 

investigados. 

Resultados probatorios 

En el curso de la diligencia de allanamiento, el Intendente Orlando 

Puentes (Jefe de policía judicial de la SIJIN en la URI Kennedy) le informó 

al Mayor de la Policía Nacional Luis Fernando Díaz V!110t052  que tenían 7 

personas capturadas, que habían incautado alrededor de 5000 

papeletas de bazúco y armas de fuego, motivo por el cual se desplazó 

al Barrio El Amparo para conocer de primera mano los resultados del 

procedimiento, hechos que puso en conocimiento del Mayor Elver 

Este es un punto vacilante en la decisión, al tener pocafirm eza, tal como se pasa a desarrollar. 
52  Audiencia de 10 de julio de 2013, registro 6.46 
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Vicente Alfonso Sanabria y la Coronel Gladys Gómez Galvis53, quienes 

también arribaron al sitio 

Dicho testigo describió que a la entrada del inmueble allanando, 

como a 2 o 3 metros en una mesa pequeña, se encontraban varias 

bolsitas transparentes atadas con nudos (no menos de 20 o 30) 

relativamente pequeñas que contenían papeletas blancas de bazuco 

(por su conocimiento y experiencia era la cantidad aproximada que le habían 

reportado), pero no las contó; 5 armas de fuego de corto alcance, una de 

ellas de "juguete" y 4 tipo escopeta; en la parte externa al lado de un 

vehículo, observó una caja de whisky que contenía botellas y un taladro, 

elementos en los que -dice- se tenían que iniciar la cadena de custodia. 

Afirmó que le preguntó al patrullero Chavarría el destino de la caja 

de whisky y el taladro, quien le manifestó que los iba a poner a 

disposición de la Fiscalía, porque el Delegado le había informado que 

eran para demostrar una posible receptación, pues se conocía que en 

el inmueble además de vender estupefacientes, almacenaban los 

elementos que se hurtaban en el sector. 

Refirió que al tratarse de actividades sobresalientes, como es el caso 

de varias capturas y la cantidad de estupefaciente incautado, solicitó al 

Grupo de Audiovisuales de laSlJlN, para que filmara y dejara el registro 

sobre ese procedimiento. 

Corrobora lo anterior, la testigo Teniente Coronel Gladys Gómez 

Go/vis54  quien afirmó que el día del allanamiento el Capitán Díaz Villota55  

le informó que se estaba adelantando una diligencia y que habían 

53  Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 7 registro 2:02. El testigo Simón Pedro García Contreras, le tomó dos 

entrevistas a estos oficiales sobre los hechos, igualmente realizó una inspección a la Secretaría de Tránsito. 
5
1 Audiencia de 9 de julio de 2013 registro 26:15 

55  Este testigo se identifica como Mayor 
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incautado 5 armas de fuego y aproximadamente 3000 papeletas; 

además de la captura de 7 personas, por lo que se trasladó a ese lugar. 

Informa la declarante que se quedó en la parte externa del 

inmueble al lado de una puerta. Señaló que a la entrada había una 

mesa y recostada contra la pared 4 escopetas,5 armas cortas, unas 

bolsas trasparentes contentivas de papeletas de droga y una caja de 

licor. 

Al día siguiente (sábado), el Capitán Díaz Villota le informó que la 

audiencia de legalización empezaría a las 4:00 dala tarde, razón.por la 

cual decidió acudir. En el poco tiempo que estuvo, advirtió que el Fiscal 

se refirió solo  4 armas de fuego (de las 5), no más de 900 papeletas (de 

las 3000 aproximadamente que le reportaron), 7 capturados, sin hacerse alusión 

a la caja de licor. 

En el mismo sentido, el Mayor E/ver Vicente Alfonso Sanabria56  fue 

informado por el Capitán Díaz Villota del allanamiento porque fue un 

procedimiento de "gran envergadura" por los elementos hallados y las 

capturas. Advierte que cuando los procedimientos eran de relevancia 

asistían pero no a judicializar, pues, eso correspondía a policía judicial; 

generalmente, se quedaba en la parte externa asífuera para felicitar a 

las personas que participaban o hacer algunas recomendaciones. 

Señaló que el reporte inicial que le hicieron fue de 2000 a 2500 

papeletas y las armas de fuego, pero a medida que transcurría la 

diligencia hallaron más elementos. Recuerda que observó desde la 

parte externa (á 5metros) en una mesita una cantidad de una sustancia 

empacada en papelitos blancos como hojas de cuadernos, los que 

56 Audiencja de 28 de octubre de 2013 registro 52:00y 9 de abril de 2015. registro 12:55 
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podría inferir se trataba alrededor de 2000 papeletas, también unas 

armas de fuego. 

Luego del análisis en conjunto de las anteriores aseveraciones, se 

advierte, que a pesar que se hacen manifestaciones expresas sobre una 

gran cantidad de contenedores, al parecer de sustancia estupefaciente 

al interior del inmueble allanado el 4 de febrero de 2011, ninguno se 

atreve a precisar las cifras, máxime cuando su percepción fue desde la 

parte externa del inmueble-57;  y sólo la oficial Gómez Galvis señala una 

diferencia entre estas y la que fue presentada ante el juez de control de 

garantías en la legalización (al día siguiente del registro). 

Se puede afirmar que la base de información de Luis Fernando Díaz 

Villota, Elver Vicente: Alfonso Sanabria y Gladys Gómez Galvis es 

meramente subjetiva, pues, su percepción se quedó en lo que fue 

comunicado por radio por terceras personas (sin que coincidan en las 

cantidades) y en lo que creyeron observar, se basaron simplemente en 

miradas panorámicas. Situación que no necesariamente las descarta, 

pero sí exige que deban ser sopesadas de acuerdo a las características 

de los objetos percibidos en la diligencia de registro y allanamiento. 

La experiencia enseña, sin lugar a duda, que entre más grande sea 

el tamaño y menor la cantidad de elementos que son percibidos por el 

órgano de la visión, mayor será la probabilidad de constatar y verificar 

su cantidad si debe compararlo en un escenario distinto en el que 

primero lo observó. 

De ahí que los elementos percibidos por parte de los oficiales 

corresponden a una caja contentivo de 12 botellas de whisky, unos 

51  Los 3 testigos anteriores hablan entre 2000y 5000 papeletas. 
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billetes y monedas de diferente denominación, un taladro, 4 armas tipo 

escopeta y 5 revólveres; sin embargo, en lo que toca a la sustancia 

estupefaciente, se tiene que la relacionada en el acta de incautación, 

una vez realizada la suma aritmética, arroja un total de 880 papeletas 

de cocaína58. 

Ahora bien, en principio la cantidad que se alude como desfase y 

que se dice constituye la falsedad parcial del informe, está en relación 

entre 880 papeletas (acta de incautación) y las 2000 a 5000 papeletas de 

cocaína (dicho de los testigos de la Fiscalía, quienes dicen haber asistido al 

allanamiento). 

En un primer plano, se podría advertir un faltante considerable de 

las mencionadas "papeletas", sin embargo, la base de los señalamientos 

no tiene la virtud, por sí sola, de superar la  -duda razonable para arribar 

al nivel de conocimiento que se exige para establecer la materialidad 

de una falsedad en el documento público, en la medida que sólo se 

cuenta con el acta de incautación que refleja de manera objetiva la 

existencia de una cantidad determinada de elementos incautados, 

discriminados por su especie; sin que, de otro lado, se tenga prueba 

objetiva que en verdad se presentó algo distinto ante el juez de control 

de garantías. 

Se advierte que al juicio no se trajo ninguna prueba que acreditara 

lo que sucedió al momento de la legalización, más allá del decir de la 

oficial de la Policía, que hace mención de alrededor. de 900 papeletas 

llevadas a control de legalidad, es decir, veinte menos de la registrada 

en el acta que se tacha de falsa. Se regresa a las imprecisiones, esta vez 

no en lo relativo a un faltante sino, al contrario, ahora la oficial señala 

58  500 + 220 + 160 = 880 envolturas de papel cuaderno cuadriculado 
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que se mencionaron más elementos respecto de los que aparecen en 

el documento dubitado (acta de incautación). 

En efecto, la variedad de versiones en cuanto a la cantidad que 

dicen haber visto en el inmueble allanado, disminuye la fiabilidad de las 

fuentes; Luis Fernando Díaz Villota habla del hallazgo de 5000 papeletas, 

Gladys Gómez Galvis dice que fueron alrededor de 3000 papeletas y 

Elver Vicente Alfonso Sanabria refiere una cantidad entre 2000 a 2500 

papeletas. Ninguna de estas cifras fue corroborada, quedaron en 

especulaciones que dejan el análisis probatorio en la incertidumbre, 

precisamente de un hecho indispensable para establecer cuál fue la 

realidad y de qué manera la trasfiguraron los procesados. 

No se puede dejar de lado que los desfases numéricos, entre los 

testigos de la Fiscalía, oscilaron entre 2000 y 5000 papeletas; y hoy se 

pretende dar relevancia a su apreciación por encima de las 880 

papeletas que, al parecer, se llevaron a audiencia preliminar. 

Al examinar los testimonios en los que se recuesta la demostración 

del estupefaciente faltante, se observa que los desfases entre uno y otro, 

se debe a que el principio de sus dichos está en lo que escucharon de 

otros y una pobre corroboración a través de una fugaz percepción visual 

desde fuera del inmueble allanado. 

En cuanto al tema, a continuación se extraen las partes pertinentes 

de sus testimonios. Luis Fernando Díaz Villota manifestó que el día del 

allanamiento el Intendente Puentes, Jefe de Policía Judicial en la URI de 

Kennedy le informó vía Avante!: 

"de las 7 capturas yprogresivamente mientras se va encontrando el estupefaciente, 1000, 
2000, 3000 hasta llegar a un total aproximado de 5000 papeletas de bazuco"... Al llegar al 
lugar, dice, "se encontraron gran cantidad de papeletas, de bolsitas, obviamente no las 
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contamos una a una, pero por la experiencia que uno tiene en esos casos, la cantidad era muy 
aproximada a la que me habían informado en ese momento..." Dice que a la entrada 
del Fnrriueble, en una mesa pequeña "alcanzó apercibir a 2 o 3 metros varias bolsitas 
que contenían papeletas en las que se envuelve el bazuco, 5 armas de fuego de corto alcance, 
una de ellas de juguete y 4 escopetas recostadas sobre la pared "59. 

Gladys Gómez Galvis dice que: 

"En horas de la mañana el Capitán Díaz 1/illota... me reporta que se estaba adelantando 
una diligencia de allanamiento en el Barrio El Amparo... y que al momento le iban reportada 
5 armas de fuego y aproximadamente 3000 papeletas de estupefacientes y la captura de 7 
personas"... Al llegar al sitio "me ubique alfrente de un casa de tres pisos, en la parte externa 
de una puerta, en la parte interna habían unos investigadores adelantando la diligencia y 
cuando yo llego ahí encuentro pasada la puerta, no ingrese, claro, desde la parte externa, 
pasando la puerta había como una mesita y ahí estaba recostada contra la pared, habían 4 
escopetas y en la base de la mesa habían 5 armas cortas, unas bolas transparentes que en su 
interior se veían unas papeletas como las que contienen droga... una caja de licor"... "Yo 
continúo en la parte externa, porque las condiciones internas eran deprimentes, era maloliente, 
desordenado, realmente no ingresé por eso" 60• 

Finalmente, Elver Vicente Alfonso Sanabria manifestó: 

'Yo si recuerdo muy bien que el primer reporte que me hace el Capitán Díaz más o menos 
era de 2000 a 2500pape1e1asy las armas de fuego, pero a medida que se va dando la diligencia 
pues iban hallando dichos elementos, es más cuando yo llegue al Sitio, no ingresamos a la 
diligencia porque aveces uno acostumbra a que realmente quien esté dentro de la diligencia 
sean los funcionarios que hicieron toda la parte investigativa... "yo si recuerdo llegar al sitio 
y haber observado desde la parte externa (a unos 4 o 5 metros de.'distancia) porque la puerta 
estaba abierta y pude apreciar relativamente una cantidad de sustancia que podría de pronto 
inferir de que más o menos se trataba de unas 2000 papeletas... nuevamente le reitero, no 
accedí como tal al sitio "61. 

Aún más, encuentra esta Sala, que por parte de la institución que 

ejercía función de policía judicial, algunos dé los efectivos que 

acudieron a la escena y que pretendían hacer recomendaciones en el 

proceder, de acuerdo a lo demostrado, se alejaron de su pretensión y al 

contrario dejaron ver una falta de control y verificación de las 

actividades de sus integrantes. 

59  Audiencia de 10 de julio de 2013. registro 13:09 
60  Audiencia de 9 de julio de 2013, registro 29.38 
61  Audiencia de 28 de octubre de 2013, registro 1:15:15 
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Basta observar que en vez de haber realizado una sola acta de lo 

sucedido en el allanamiento, según lo introducido al juicio oral con el 

patrullero Oscar Fernando Peña Rincón, se elaboraron en total cinco de 

ellas. Lo que no solo deja ver una falta de dirección y unificación de 

procesos, sino que trasluce una serie de factores que dan 

preponderancia a la noticia con fines publicitarios por encima de la 

investigación penal. 

Así fue como la escena del crimen pudo llegar a ser contaminada 

con la presencia de un personal plural de uniformados que no estaban 

a cargo de las diligencias, es decir, a los que no se les había 

encomendado el allanamiento. Varios de ellos llegaron por los 

comunicados en la radio de la policía; interés que creció con el ingreso 

a la escena -se supone aislada-, y cuya irregularidad se mantuvo con la 

posterior filmación con fines noticiosos. Razón suficiente para desestimar 

las afirmaciones de quienes dicen haber presenciado los hechos con el 

ánimo de felicitarlos o hacerles recomendaciones, en la medida que la 

primera sugerencia debió ser que mantuvieran aislado el lugar del 

crimen de individuos no autorizados (incluso efectivos de la policía), y que sólo 

uno de los investigadores hiciera la recolección de las evidencias 

encontradas. 

Lo más importante, de acuerdo a las funciones asignadas a la 

Policía Nacional, era velar por el resguardó de lo incautado con la 

documentación exacta de lo hallado, más aún si se trataba de 

estupefacientes; casos en los cuales, por encima de la cantidad de 

envolturas o empaques en los que se encuentre la sustancio, el valor de 

la evidencia se encuentra en la clase y peso neto de la misma. Este 

organismo conoce que su gramaje es el que permite la adecuación de 

los hechos a un tipo especial de delito, o incluso descartar la intervención 

penal si se trata de temas de dosis personal o aprovisionamiento. 
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Sin embargo, la prueba en el juicio no demostró que se hubieran 

desplegado acciones conforme a ese conocimiento que se espera de 

estos altos funcionarios; sin lugar a duda, si se sospechaba de un faltante 

en los elementos incautados, era necesario actuar con la prontitud que 

demandaba una sospecha tan grave como esa; es decir, con la 

elaboración de un inventario y su respectiva comparación para 

alcanzar la precisión en las cifras echada de menos, esto incluía tomar 

copia de la actuación ante e/juez de control de garantías. 

Las reglas de la experiencia y el sentido común enseñan que en 

cualquier causa penal en donde están involucradas sustancias tales 

como los estupefacientes, se requiere conocer con precisión cuánto es 

el peso (de la sustancia), ello conlleva a que se .deba separar de su 

contenedor. No hay explicación, en el caso examinado, de cómo si tales 
) 

acciones primigenias eran determinantes al momento de separar el peso 

bruto del peso neto, les fue • suficiente a los testigos hacer una 

constatación visual de la incautación originaria agrupada. 

Discriminación de la sustancio que va a tomar mayor importancia 

en el espacio de legalización ante el juez de control de garantías, donde 

es importante dar a conocer que se captura en flagrancia dé un delito, 

no por las unidades de  -los empaques(papeletas), sino por  el peso neto de 1 
la sustancio prohibida, adicional a exigírsele el tipo o clase de sustancio. 

Información que al no haberse suministrado en el debate probatorio 

impide llegar a concretar el faltante, en la medida que bajo las 

condiciones expresadas no bastaba una apreciación subjetiva de lo 

que se creía fue incautado y de lo que finalmente se legalizó; tal como 

se ha visto cada testigo a su arbitrio señaló las unidades que a bien tuvo 
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dependiendo de la arista en la que se encontraba cada observador y 

de la información que recibieron de segunda mano. 

Una prueba tangencial sobre lo ocurrido el 4 de febrero de 2011 en 

el inmueble allanado lo es el- video de recreación, con fines publicitarios 

de la institución policial62. Este elemento fue incorporado por Diego 

Armando Fierro Yusunguaira patrullero Policía Nacional63  quien explicó 

que lo llamaron a grabar un video de allanamiento que ya había 

culminado64, por lo que se editan las imágenes. 

Explica el declarante que si se hace la solicitud por escrito de 

manera anticipada, el video se realiza desde el momento en que inicia 

la diligencia, sin editar el casete, se entrega embalado y rotulado 

porque entra como parte de prueba, pero cuando finaliza el 

procedimiento se recrea lo que sucedió, como en el presente caso. 

Bajo tal recuento, no duda la Sala que la mentada grabación de 

audio no funge como prueba para la demostración al interior del 

proceso sobre los hallazgos en el inmueble registrado, tal como lo 

señalan varios de los testigos, pues nunca tuvo ese objetivo. 

No obstante, en la presente causa sirve como hecho indicador y 

prueba de corroboración frente a la existencia inicial de unos elementos 

en el inmueble registrado. En efecto, en el video se observa en una mesa 

5 armas de fuego tipo revólver, 4 escopetas, billetes y monedas de 

diferente denominación y varias papeletas de lo que al parecer 

corresponde al estupefaciente, sin embargo, no se puede determinar a 

simple vista su cantidad. 

62  Cfr. Fis. 1-2 y video de evidencia Cuaderno 6 
63 Audiencia de 28 de octubre de 2013 registro 6:38 
64 Por ejemplo si los policías entran sin gorra o sin la chaqueta bien puesta errores propios amo hacer un plano 
cerrado o abierto, decir groserías o algo que no se pudiera mostrar en televisión, mas no se afecta el contenido 
del video porque "a la hora de la grabación siempre se trata es que lo que este grabado quede intacto 
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Frente a los principios para apreciar la percepción de los testigos, 

ligada concretamente a la naturaleza de los objetos observados, en el 

asunto de marras se imposibilita otorgar credibilidad a lo manifestado en 

cuanto a la cantidad de droga que dicen haber visto en el lugar, y 

menos lograr compararla con la cantidad legalizada, pues brilla por su 

ausencia prueba sobre lo que realmente sucedió en tal audiencia 

preliminar ante el juez de garantías, para lo cual hubiese bastado traer 

el registro o las actas donde tal dato obrara. 

Sin embargo, ese desvalor no puede ser el resultado de un análisis 

individual de los medios de conocimiento, debe ahora sopesarse en 

conjunto con las demás pruebas. 

En ese sentido, en atención a que la juez acepta la, postura de la 

Fiscalía en cuanto ó tener como hecho' demostrado que hubo un 

ocultamiento de la evidencia65, construcción que realiza de manera 

indirecta para radicar responsabilidad de los procesados por tal delito a 

partir de los hallazgos en la Oficina de Microtráfico de la URI de Kennedy, 

sitio al que estaban adscritos, esta Corporación pasará a analizar los 

medios probatorios que sirven de vehículo a tal información y su 

incidencia de cara al objeto de esta causa 

• De la revista practicada ala Oficina de Microtráfico de la URl de 

Kennedy el martes 8 de febrero de 2011 

No hay discusión a que el 8 de febrero dé 2011, 4 días después del 

allanamiento, por orden verbal de la Teniente Coronel Gladys Gómez 

Vale la pena recordar que en la acusación no se especificó cuál de los verbos del artículo 454 B del código 
penal se había seleccionado corno acción imputable a los procesados. 
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Galvis al Mayor Elver Vicente Alfonso Sanabria66  se realizó una revista en 

la Oficina de Microtráfico de la URI de Kennedy con el fin de determinar 

si existían elementos de algún procedimiento que no hayan sido dejados 

a disposición en la bodega de evidencias como corresponde; de igual 

forma se verificara el estado de aseo del lugar. 

En cumplimiento del requerimiento, el Mayor de la Policía Nacional 

E/ver Vicente Alfonso Sanabria67  entregó a la Coronel el oficio de 8 de 

febrero de 2011 junto con un álbum fotográfico constante de 8 

fotografías, mediante el cual informa que la diligencia fue atendida por 

Intendente Walter Miguel Ávila Galindo y que los hallazgos en la Oficina 

de Microtráfico de la URI de Kennedy68  corresponden a: 

1. Una caja de cartón que en su interior contenía 12 botellas de whisk de las cuales 11 
correspondían a la marca "Sir Edwards "y 1 de "Grands ". 

2. Pésima presentación de las oficinas, donde se pudo percibir el incumplimiento a las 
órdenes impartidas por la Jefatura de la 5'eccional consistente en dar aplicación a la 
Jilosofia de las "cinco S", puesto que el desorden y desaseo eran evidentes. 

3. 4 escopetas en mal estado, al parecer neumáticas, las cuales son acondicionadas para 
disparar dardos. 

4. Un revólver neumático, el cual es adaptado para disparar balines. 

5. Una bolsa plástica que en su interior contiene monedas de diferentes denominaciones, 
la cual estaba rotulada con el número de noticia criminal 110016000019201100479. 

Es del caso indicar que no existe cadena de custodia y/o documento que certifique que 
estos elementos hacen parte de un proceso penal, a excepción de las monedas 
encontradas. 

Por último, me permito comunicarle que fui informado de manera verbal por el señor 
Intendente Walter Miguel Ávila Galindo, sobre un hallazgo de unas sustancias 
alucinógenas  69  encontradas en la oficina destinada para el Grupo de Microtráfico, 
sustancia que según el suboficial no tenía cadena de custodia, por ello fue dejada a 
disposición del Fiscal de turno bajo el número de radicado] 10016000019201101313, de 
lo cual me entrega copia del informe ejecutivo y cadena de custodia. 

66 7 de febrero de 2011 
11  Audiencia de 28 de octubre de 2013 registro 52:00 y 9 de abril de 2015, registro 12.55 
68  Cfr. Fis. 10-14 Cuaderno 6 
`9  No indica 
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Adjunto al presente me permito hacer entrega a. mi Coronel, de un álbum fotográfico 
donde se registran las novedades y estado de las instalaciones informadas anteriormente. 

El referido testigo Elver Vicente Alfonso Sanabria advirtió que 

reconoce el whisky en la oficina de microtráfico como aquel que 

observó en el allanamiento efectuado en el barrio El Amparo, y frente al 

revólver dice que es muy similar al, fotografiado ese día. 

• De la inspección judicial practicada a la Oficina de Microtráfico 

delaURI de Keñnédyel viernes li de febrero de 2011 

El 11 de febrero de 2011, 3 días después de la revista, se realizó una 

inspección a la Oficina de Microtráfico dé la Ul de Kenñedy; en dicho 

procedimiento participaron el investigador de la SlJlÑ Camilo Andrés 

Muñoz Agudelo,70  el Teniente Gabriel Balaguero. Rojas, la patrullera 

Liliana Katherine Rodríguez Gómez, el agente del Ministerio Público José 

Hernández Matta y el Intendente Walter Miguel Ávila Galindo. 

La referida inspección la suscribieron los mencionados, a excepción 

de la patrullera Rodríguez Gómez; en tanto que, eIqcta dé incautación 

de elementos la firmaron Camilo Andrés Muñoz Agudelo, el Ministerio 

Público José Hernández t'atta y el intendente Walter Miguel Ávila 

Galindo; elementos posteriormente embalados, rotulados y sometidos a 

cadena de custodia. 

La testigo Liliana Katherine Rodríguez Gómez7' indicó que la Oficina 

de Microtráfico estaba cerrada, por lo que el Sqrgento Ávila (quien 

atendió la diligencia)72  sacó la llave del bolsillo y el Teniente Balaguero 

la abrió. Respecto a la versión de Walter. Miguel Ávila Galindo73 , este 

`Audiencias de 7 de octubre de 2014 registro ]2:20y 11 defebrero de 2015 
7' Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 4 registro 19:12 
72  En las diligencias se tiene que su grado es intendente 
73 Audiencia de 14 de abril de 2015 audio 1 registro 8:03 
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refiere que el día de la inspección rompieron la puerta y la pared para 

poder ingresar a la -dependencia, porque no tenían llaves ya que abrían 

la misma con una tarjeta o la forzaban; sin embargo, esta versión es 

desestimada al confrontarla con las tomas fotográficas incorporadas del 

sitio intervenido en donde no se observa ninguna huella o vestigio de 

violencia o ejercicio de fuerza. 

Posteriormente, aunque refiere desconocer la procedencia de los 

elementos hallados, incluso se atreve a afirmar que el día anterior, no 

había visto los mismos, decide suscribir el acta de incautación porque 

fue la persona que atendió la diligencia. 

Los elementos incautados corresponden 074: 

1. Cuatro escopetas
-

- 

2. Once botellas de whisky marca "Sir Edwards" - 

3. Una botella de whisky marca "Grands" - - 

4. Un cartucho de escopeta calibre 16 

5. Un arma tipo revólver - - - 

6. Una placa de motocicleta ANF73 Colombia 

7. Dos celulares marca Nokia y Siemens, sin sim cardy sin batería 

8. Una bolsa con sustancia vegetal color verde con características a la marihuana 

9. Un Cd marca Princo - 

10. Dos armas cortopunzantes de cacha negra 

11. Tres remanentes con rótulo y registro de cadena de custodia, de cocaína y sus 
derivados 

12. Un remanente de sustancia vegetal color verde rotulado y embalado 

13. Un sobre que según rótulo de cadena de -custodia dice: preliminar positivo para 
marihuana cannabinol 

14 Cfr. Fis. 162-164 Cuaderno 4 
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1 u 

14. Dos folios que contienen: un folio rótulo y un folio con cadena de custodia sin 
sustancia alguna 

15. Una copia actas del derecho del capturádo de Luis Alberto Cortes Aguirre 

16. Una bolsa rotulada y embalada conténtiva de $267.000 en billetes y monedas de 
diferente denominación 

17. Un contador de agua 

18. Un computador marca HP s/n MXL 64403 QM 

19. Una CPU marca HP XPSNMX59O4OBQW 

20. Cuatro cédulas de ciudadanía 

Corrobora el hallazgo de dichos elementos en la Oficina de 

Microtráfico de la URI de Kernedy; el álbum fotográfico constante de 11 

fotografías y el formato de ficha técnica fotográfica y/o videográfic075, 

que fue ingresado por el testigo Eduardo Rodríguez Díaz76. 

Respecto al estupefaciente (marihuana) y las cuatro escopetas 

halladas, se realizaron los siguientes informes: 

La perito Warcela Ruiz Valero77  ingresó un álbum fotográfico y el 

informe de prueba de identificación preliminar homologada (PIPH) de 18 

de febrero de 2011, en el que se estudió la sustancia vegetal color verde, 

con un peso bruto de 26.2 gramos y un peso neto de 15.5 gramos, 

tratándose de cannabis marihuana78. 

El perito en balística Diego Serna Ruiz79  incorporó el informe 

investigador de laboratorio de 24 de febrero de 2011 en donde analizó 

Cfr. Fis. 32-36 Cuaderno 4 

76 Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 7 registro 29:35y continuación el 10 de julio de 2015 registro 10:30 
77 Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 1 registro 1.14:44 

Cfr. Fis. 27-29 Cuaderno 4 
79 Audiencia de 28 de octubre de 2013 registro 3:19 
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4 armas tipo rifles para disparar un dardo en su recámara y un arma 

neumátic080. Frente a la primera y segunda concluyó: 

Armas tipo rifle. Se estableció que son armas de fabricación artesanal y realizada la 
prueba de estado de funcionamiento, se observó que funcionan mecánicamente y utilizan 
como agente impulsor de los dardos, la fuerza creada por un resorte, demostrando con 
esto que no son armas de fuego. 

Arma neumática. Se estableció que es un arma neumática que Jirnciona con gas 
comprimido, no se puede establecer su estado de funcionamiento ya que la pipeta de gas 
se encuentra vacía y este gabinete no cuenta con este tipo de elementos. para realizar la 
prueba, se establece que el elemento en mención no es un arma de fuego. 

En ese orden de ideas, de la revista e inspección judicial no está en 

discusión que la misma se realizó a la Oficina de Microtráfico dé la URI 

de Kennedy en la cual trabajaban Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre 

RiaFio junto con Walter Miguel Ávila Galindo, Jefe de los anteriores. 

Tampoco está en debate que los elementos enumerados en 

precedencia fueron hallados tanto en la revista como en la inspección. 

El interrogante que se debe resolver ahora es ¿si la situación 

encontrada en la oficina de los procesados responde al modus operandi 

propio para el ocultamiento, alteración, -o destrucción de elemento 

material probatorio? tal como lo reclama el tipo penal en estudio. 

Tal inferencia es incierta en la medida que, tal como se pretendía 

demostrar con la prueba de cargo, se habla de unas acciones 

sincronizadas entre las incautaciones que realizaban (allanamientos y/o 

registros) y la omisión en la documentación (actas) de los elementos que 

no se van a legalizar con la potencialidad de venderlos. 

° cfr. Fis. 4-5 Cuaderno 6 
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Como se aprecia, era importante no dejar registro alguno del 

elemento que se quería ocultar y luego comercial-izar. Omisión que se 

pretendió verificar con la información que ingreso al juicio sobre los 

descubrimientos que se hicieron luego de realizar la revista y la 

inspección a la Oficina de Microtráfico; en otras palabras, colegir que los 

objetos con 1vocación de prueba que allí se encontraran eran los que 

pretendían ocultar. 

Contrario a ello, el hallazgo del dinero en la mencionada oficina 

rotulado con la noticia criminal 110016000019201100479, corresponde al 

mismo elemento incautado en la diligencia de allanamiento en el Barrio 

El Amparo y que presumiblemente fue llevado a la legalización -no se 

probó lo contrario-, rompe el alcance que se le quería. dar al mencionado 

hallazgo. 

Ahora bien,, fue incorporado a juicio la respuestaa un derecho de 

petición con oficio 018337/SlJlN-GRAUR 38.10 de 26 de abril de 201181 

suscrito por el Capitán82  Elver Vicente Alfonso Sanabria en donde refiere: 

1. Los elementos ilícitos (marihuana y bazuco) hallados en la Oficina de Microtrájico de 
la URI de Kennedy, fueron puestos a 'disposición de la Fiscalía de turno, con noticia 
criminal N° 1100]6000019201101313 por el señor Intendente Wálter Miguel Ávila 
Galindo y en ningún caso por el suscrito, toda vez que fue este quien halló, recolectó y 
embaló los elementos materiales de prueba, para lo cual obre en calidad de testigo. 
Respecto a las botellas de whisky, escopetas neumáticas, revolver neumático y las 
monedas de diferente denominaciones rotuladas con la noticia criminal N° 
110016000019201101313, se impartió la orden verbal al señor intendente WalterMiguel 
Avila Galindo, para que estableciera si hacían parte de algún proceso penal o de lo 
contrario fueran puestas a disposición de la autoridad competente, orden que no fue 
llevada a término, por la diligencia de allanamiento y registro efectuada el día 
09/02/2011, donde fueron incautados estos elementos y dejados a disposición de la 
Fiscalía 295 Seccional Anticorrupción. 

2. La diligencia no tuvo acompañamiento de otras personas ),Ú del Ministerio Público, ya 
que no se trató de una diligencia de registro y allanamiento;' teniendo en cuenta que no 
se estaba violando la intimidad de las personas, ya que los elementos se encontraban al 
alcance de la percepción de los sentidos. 

Cfr. Fi .249 Cuaderno 4 
12 En ese grado lo firma 
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De lo referido, aunque se describen monedas de diferente 

denominación rotuladas con la noticia criminal 1100160000192011-01313, 

tal aserto no corresponde a la realidad, porque de la simple revisión del 

álbum fotográfico de  de febrero de 201183, se tiene que en el interior 

de una bolsa plástica se encontraron las monedas rotuladas y 

embaladas con noticia criminal 110016000019201100479, mismo 

elemento que corresponde al referido en el acta de incautación 

realizada en el allanamiento de 4 de febrero de 2011; allí, se relacionan 

$267.00084; por lo que se puede afirmar que se trata de la misma suma 

de dinero que se encontró en la revista y en lainspección, basta cotejar 

el código único de identificación. 

Lo anterior nos lleva a concluir que todo se debe simplemente a la 

falta de entereza con la que se debió abordar la presente investigación, 

es decir, con el sigilo y la prontitud que un hecho como el denunciado 

demandaba, ceñido a la exactitud en la recolección de los datos 

Los hechos demostrados por los medios de conocimiento arriba 

evaluados impiden que se llegue y comparta la misma conclusión que 

sirvió de base a la condena, al contrario, son fuente de un sin numero de 

preguntas desprovistas de respuestas razonables A continuación, 

algunos de estos interrogantes: 

Si el dinero hallado en la oficina era un hecho indicador de la 

intención de apropiarse de él ¿por qué se relacionó en el acta 

de incautación inicial —la que: se dice se llevó a la audiencia de 

legalización-? 

83  Cfr. FI. 10 Cuaderno 6 
' cfr. FI. 86 Cuaderno 6 
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• ¿Acaso resulta razonable que para ocultar los elementos 

probatorios los tuviesen a plena vista en su oficina? 

• 

 

¿Todos los objetos allí encontrados eran evidencias de 

investigaciones, si es 1así, se estableció qué pasó en dichas 

causas? 

¿Por qué la inspección informa un número de noticia criminal 

distinto al que verdaderamente fue utilizado para embalar y 

, rotular  -el dinero incautado? 

Otros interrogantes, que, se desprende de los resultados de la 

inspección y de la revista, con una multiplicidad de probables 

respuestas, son los siguientes: 

• El hecho que se haya dejado en la oficina estos elementos 

probatorios ¿fue un olvido de la empresa criminal, si ella existió? 

• O acaso ¿simplemente se usaba este lugar como bodega de 

tránsito de las evidencias antes de llevarlas a su destino final? 

• El que se haya encontrado una gran variedad de élementos en 

dicha oficina ¿puede constituir acaso un indicio del desorden de 

la oficina? 

A favor de la tesis de que se trataba de una desorganización en el 

manejo de los elementos materiales probatorios está la misma revista 

realizada85, allí se dejó constancia que al encontrar un remanente de 

Pésima presentación de las oficinas, donde se pudo percibir el incumplimiento a las órdenes impartidas por la 
Jefatura de la Seccional consistente en dar aplicación a la filosofía de las "cinco S", puesto que el desorden); 
desaseo eran evidentes. 
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estupefacientes que se rotuló bajo el radicado 2011-01313, se ordenó por 

el superior que se procediera a colocarlo a disposición de la autoridad 

correspondiente. Hoy se echa de menos si se adelantaron o no las 

pesquisas necesarias para determinar si dicha sustancia (en lo que 

corresponde al bazuco, porque también se encontró marihuana) era o 

no de las diligencias de 4 de febrero de 2011 o hacía parte de las 

supuestas ilicitudes que se estaban investigando. 

La prueba traída al plenario público no permite absolver las 

preguntas planteadas, sobre todo aquella que hace referencia a cuáles 

(de manera certera, no por vagas aproximaciones) fueron en realidad los 

elementos incautados que no se relacionaron en las actas de 

allanamiento; pues se repite, no se contó para ello con los registros o 

actas de lo sucedido en la audiencia de legalización ante la autoridad 

judicial de control de garantías, para poder -con ello- comparar si algo 

se había omitido; y finalmente, nada asegura o afirma que lo 

encontrado en la Oficina deMicrotráfico no estuviese  -de paso allí para 

darle el curso que cada investigación demandara, lo que estaría en el 

campo de la legalidad, por lo menos desde al ámbito penal. 

Se ha advertido que la conexión que se pretende entre los delitos 

traídos a través de la acusación en el proceso actual se hace, entre 

otros, a partir de aseverar, que la caja de whisky con 12 botellas, las 4 

escopetas y un arma neumática que aparecieron en la Oficina de 

Microtrófico de la URI de Kennedy son los mismos elementos que fueron 

incautados en la Carrera 81 H Bis No. 41 F 24 Sur, en dato 4 de febrero de 

2011. 

Afirmación que no encontró resistencia en la valoración de las 

pruebas que así lo indicaron, pero lo que sí cada vez se disemino más, es 
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la conclusión a la que se pretende arribar: que aquella era la forma 

como se ocultaba el elemento material probatorio. 

Nuevamente, ¡os interrogantes que se hicieron respecto al dinero 

regresan sin que, tampoco ahora, se cuente con respuestas que dirijan 

la racionalidad del Tribunal, desde la prueba, hacia la ocurrencia de los 

delitos contra la fe pública y la eficaz y recta impartición de justicia aquí 

imputados. 

Si se pretendía ocultar, por qué razón los dejaban a la vista pública, 

si no de cualquier individuo por lo menos de quien .se supone era el jefe 

inmediato de esa oficina, Walter Miguel.Ávi!a Galindo; tampoco se 

descartó por. la  Fiscalía y era una duda razonable, que dicho lugar se 

utilizara como bodega transitoria. Algunos de los testigos que dicen 

haber asistido a - las mencionadas revista e inspección, advirtieron que 

allí existía un mal manejo de la evidencia o demora en su tramitación, 

pero de manera alguna de allí se logra una convicción, salvando dichas 

inquietudes, que era la forma en que los procesados se querían 

apoderar de los elementos. Veamos: 

La transitoriedad del paso de las evidencias o elementos en 

general encuentra eco a partir de lo que le fuera comentado al Mayor 

de la Policía Nacional Luis Fernando Díaz Villota, en el momento que le 

indago al procesado Chavórríci (patrulléro), el día del allanamiento de 

marras, sobre el destino de la caja de  -whisky y un taladro, a lo que dio 

respuesta que los iba a poner a disposición de la Fiscalía, porque el 

Delegado le había informado que eran para demostrar una posible 

receptación, pues se conocía que en el inmueble además de vender 

estupefacientes, almacenaban los elementos que se hurtaban en el 

sector; información que no fue rebatida en el juicio -a pesar que se contó con 
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el testimonio de la Fiscal que conoció el caso-, ni tampoco se acercaron 

elementos que la controvirtieran. 

Al contrario, la explicación que se dio sobre estar a la espera de 

instrucciones respecto a la caja del supuesto licor no es marginal a la 

que recaía, conforme las circunstancias, sobre el descrito armamento 

que se advirtió en el inicial -y hoy puesto en tela dejuicio-  registro. Se dice que 

la diferencia entre el número de "armas incautadas" y las legalizadas 

aseguran la materialidad de los ilícitos que venimos hablando; cariz de 

ilicitud que se intenta sellar con los resultados de la inspección en el 

recinto de trabajo de los hoy juzgados, al develarse allí la existencia de 

una pluralidad de dichos elementos. 

Se habla que originalmente se hallaron 9 armas y se dice que se 

dejaron de relacionar 5 de ellas, tanto en el acta de incautación como 

al momento de colocar las diligencias ante el juez de control de 

garantías. En gracia de discusión que en verdad ello no se haya dado a 

conocer en la audiencia preliminar (se insiste, no hay prueba fehaciente que 

así lo indique); lo que se encuentra en las postrimeras y sendas diligencias, 

dan cuenta de cuatro escopetas y un revólver neumático sometidos a 

experticio de balística, que los excluye del material catalogado como 

armas de fuego, es decir, ni de uso personal como tampoco de uso 

privativo de las fuerzas militares. 

Con este resultado del peritaje se incrementa la cargo- del Estado 

en demostrar cuál entonces era la calidad de medio cognoscitivo de 

estos objetos, elemento descriptivo del tipo penal del artículo 45413 del 

Código Penal, en vista que no constituyen por sí solos una evidencia 

pertinente al delito o delitos originados en el allanamiento86; como 

86  Es necesario recordar que de acuerdo a las actas de la investigación originaria 110016000019201100479, los 
delitos allí registrados son destinación ilícita de inmueble, en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o 
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tampoco se demostró a qué. otros ilícitos estarían dejando de contribuir 

en su esclarecimiento y que, con ese fin, se estuviesen realizando 

actividades de ocultamiento. 

Todo lo anterior deja un sin número de preguntas sobre la 

materialización de los delitos de falsedad en documento público, como 

el de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 

probatorio que no fueron salvadas a lo largo del debate probatorio y 

que marginan al proceso en determinar con convicción -superando la duda 

razonable- si en verdad hubo un desfase -falta a la verdad- entre lo que se 

encontró en el inmueble de la Carrera 81 H Bis N° 41 F 24 Sur, el día 4 de 

febrero de 2011 y  lo que se llevó a la legalización de estas diligencias 

Estas fallas probatorias se ven en (i) la ausencia demostrativa sobre 

la real cantidad de sustancia estupefaciente que se encontró, lo que 

existe es una variedad de señalamientos de los distintos testigos 

soportado en lo que creyeron observar, sin que para ello se participara 

activamente en el conteo o pesaje, ni en su constatación posterior pero 

inmediata, si existía información previa de corrupción, (u) la ausencia de 

medios de conocimiento que superen la simple apreciación de que ante 

el juez de control de garantías se presentó inferior cantidad a la 

incautada, entre otras razones, porque no se allegaron las actas o el 

registro de lo sucedido, (iii) el hallazgo de varios de los elementos -echados 

de menos- en el sitio laboral asignado a los procesados (Oficina de 

Microtráfico), que sin ser el más ortodoxo, de ninguna manera se derrotó 

la presunción de ser el lugar oficial y usual para el manejo -por lo menos 

temporal- de los elementos obtenidos en sus investigaciones. 

porte de estupefacientes yjábricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, 
sin que se hubiese demostrado que fueron los mismos que se dieron a conocer anie el juez de control de garantías. 
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Criterio que se hace extensivo para desechar, por duda, que el 

encuentro de los objetos en la mencionada locación de la URI del oarrio 

Kennedy demostrara la intención de ocultar medios de conocimiento. 

La prueba en conjunto arriba a un sinnúmero de objetos, algunos 

rotulados otros no; sustancias y objetos sobre los cue no se cemostró su 

relación con el allanamiento del 4 de febrero de 2011. 

Esta falta de investigación y corroboración impidió que se 

descartara el hecho de estar frente a un caótico método de 

almacenamiento, reprochable por vía administrativa y si se quiere 

disciplinaria; con el agravante que las armas que se pretendían 

catalogar como medios cognoscitivos ninguna de ellas lo eran, los que 

la marginaba de la calicad de medio cognoscitivo durante la investigación, o 

como medio de prueba en el juicio, exigida en el tipo, igual análisis recayó en 

la mencionada caja de whisky. 

Presupuestos que permiten a la Sala desestimar la conclusiones del 

a quo en cuanto a la condena, y por la falta de elementos que 

permitieran arribar al conocimiento exigido en el artículo 381 del CPP; 

esto es, prevaleciendo la duda, se revocará la decisión en cuanto a 

estos dos delitos y, en consecuencia, se procederá, en sustitución a 

proferir la absolución. 

o Del delito de concierto, para delinquir 

Hemos referido al inicio de esta cecisión, que el delito de concierto 

para delinquir se presenta cuando dos o más personas se organizan en 

una empresa criminal cuyo cometido es el de delinquir, sin que se limite 

la asociación a la comisión de un c elito en especial, sino a la continuidad 

en los senderos de la ilegalidad. 
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En ese sentido, podría decirse que el eslabón que une y salva las 

dudas razonables es el testimonio de Over Arley Mora González87, sin 

embargo, mucha de la información por él suministrada se quedó en su 

dicho, aislado de la corroboración necesaria, puesto que si bien dice 

haber informado sobre lo que estaba ocurriendo, los receptores de sus 

denuncias no dieron cuenta de las actividades realizadas y de sus 

resultados. Veamos: 

Manifestó el testigo que desde el mes de septiembre de 2010, al 

denunciar ante la Policía Nacional un inmueble en donde expendían 

estupefacientes, conoció al patrullero de la SIJIN Juar- I. , Juan-I., Leonardo Chavarría 

Peña, persona que le manifestó "nosotros trabajamos de una manera 

así: 50% de lo que encontremos en el allanamiento, es para nosotros, el 

otro 50% lo presentamos". 

Luego de aquél suceso, Chavarría Peña y Luis Alberto Valoyes Sierra 

arribaron a la residencia del denunciante y el primero le dio una bolsa 

contentivo de estupefacientes para que procediera a su venta, 

alcaloide que entregó al día siguiente a un policía de vigilancia de 

Tra n smi len i 088. 

Pasado el tiempo, se dirigió a la Oficina de Microfráfico de la URl de 

Kennedy, donde conoció a Robinson Barrera, Juan David Aguirre Riaño, 

John Alejandro Gómez Chaverra y Mauricio Alejandro Campiño. 

Advierte que los dos primeros junto Chavarría Peña y Gómez Chaverra le 

hicieron entrega de alrededor de 100 papeletas de drogo, 

estupefaciente que también debía comercializary que entregó a la 

Policía. 

`Audiencia de 9 de julio de 2014, registro 20.48 
Audiencia de 12 de febrero de 2011, registro 1:34:48. Frente a esta primera entrega de droga, según el fiscal 

en la audiencia de imputación se está tramitando por separado en la denuncia 110016000019-2010-9954. 
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Posteriormente Chavarría Peña le propuso que hiciera parte de un 

allanamiento que se realizaría el 4 de febrero de 2011 (se refiere a la 

conocida en estas diligencias en el Barrio El Amparo), a la que acudió 

pero cuando ya se había terminado, incluso advierte que vio a Aguirre 

Riaño transitando por la zona en un vehículo. 

Al día siguiente, señala que Chavarría Peña le manifestó que se 

había "enguacado" pues en la referida diligencia había sacado más de 

5000 o 3000 papeletas de bazuco, unas dosis de marihuana, dos o tres 

escopetas, una caja de whisky, también le advirtió que vio televisores, 

celulares, motos, revólveres, pistolas y que había cogido S20.000.000 ce 

pesos. 

A su turno, Campiño le dijo "que le faltaron manos porque adentro 

habían muchas cosas" y que Chavarría Peña, Gómez Chaverra y 

Carnpiño le preguntaron que si tenía un cliente para comercializar una 

caja de whisky. 

Conforme lo anterior, procederá lo Sala a analizar las aseveraciones 

de Over Arley González Mora y si sus dichos encuentran corroboración 

con los demás medios de pruebas que permitan llegar a la certeza 

racional más allá de toda duda, sobre las acciones celictivas de los 

procesados y su responsabilidad, concretamente respecto del acuerdo 

de voluntades con vocación de permanencia para la comisión de 

diversos delitos. 

Es así como, al juicio compareció el Coronel Eliécer Camacho 

Jiménez89  quien refirió que para el año 2011, el Coronel Soler le informó 

Audiencia de 11 de febrero de 2015, registro 6:08 
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que había una persona en la estación de policía que pretendía 

denunciar a unos funcionarios de la Policía Nacional que laboraban en 

la URl de Kennedy, porque estaban hurtando parte del estupefaciente 

que incautaban. 

En vista de ello, le dio la orden al Teniente Balaguero (Jefe del Grupo 

de Administración Pública) para que verificara la situación de manera 

inmediata, quien asignó al caso al patrullero Camilo Andrés Muñoz 

Agudelo, así mismo solicitó apoyo a la CEPOL (Unidad 

Contrainteligencia) por ser un caso de trascendencia. 

También compareció a la vista pública, el policial Jorge Alonso 

Herrera Rojas90  quien informó que el 25 de enero de 2011 Over Arley 

González Mora puso en conocimiento los hechos delictivos. Con este 

testigo fue incorporada el acta de inspección judicial al proceso 

110016000019201009954 que se realizó el 7 de abril de 2011, en 

cumplimiento a la orden emanada por la Fiscalía 295 Seccional 

Anticorrupción. En esa diligencia obtuvo91: 

1. Actuación de primer respondiente de 4 de octubre de 2010 en la cual el patrullero 
Edwar A. Varón Rodríguez recibe de Over Arley González Mora una sustancia 
estupefaciente en el portal sur de Transmilenio. 

2. Informe ejecutivo de 5 de octubre de 2010 mediante el cual se dio a conocer que los 
funcionarios del grupo de microtrájico de la URI de Kennedy, estarían apropiándose de 
forma irregular de los estupefacientes hallados en las diligencias de allanamiento. 

3. Entrevista de 7 de octubre de 2010 realizada a Ovar Arley González Mora. 

4. Prueba de identificación preliminar homologada de 8 de octubre de 2010 en la cual se 
estudió una sustancia pulverulenta contentiva en una bolsa plástica, que arrojó un peso 
bruto de 110.1 gramos y un peso neto del06.9 gramos, positivo para cocaína y sus 
derivados92. 

90 ii de 10 de julio de 2014, registro 10.23 
' Cfr. FIs. 22-36 Cuaderno 6 

12 
Primera entrega de droga que hace referencia el denunciante, investigación que según el Fiscal se está 

ti-am itando por separado en la denuncia 110016000019-2010-9954. 
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S. Constancia de 9 de octubre de 2010 suscrita por la Fiscalía 282 Seccional, en la cual 
indican que a la indagación preliminar se le había asignado inicia/mente el número de 
noticia criminal manual 110016000019201008610, ci que por disposiciones de la 
Coordinación fíe reasignada por el sistema SPOÁ en la 110016000019201009954. 

6. Informe de Consulta AFIS de la Registracluría Nacional del Estado Civil practicada a 
Luis Alberto Vaioyes Sierra y Juan Leonardo Gliavarría Peña. 

7. Extracto de la hoja de vida de Luis Alberto Valoyes Sierra. 

Respecto a la segunda entrega de droga por parte de González 

Mora, la patrullera Marcela Ruiz VoIero93  ingresó el informe de prueba de 

identificación preliminar homologada (PlPH) de 26 de enero de 2011, en 

el que se estudió 98 envolturas de papel transparente con logotipo de 

un perro de una sustancio pulverulenta color beige94, con un peso bruto 

de 64.3 gramos y peso neto de 46.3 gramos, tratándose de cocaína: así 

mismo álbum fotográfico95. 

Por su oarte, el perito en toxicología adscrito al Instituto Nacional de 

Medicina Legal, Héctor Javier Castro Cruz96, ingresó el dictamen químico 

definitivo que se realizó ala referida sustancia, en el cue se concluye  que 

corresponde a cocaína97. 

Ahora bien, de lo acreditado se tiene que la primera investigación 

inició con la denuncio de González Mora de 7 de octubre de 2010, en 

conde el 4 de ese mes y año se produjo la (entrego de la primera drogo) 

a la Policía Naciona198. Posteriormente, el policía Camilo Andrés Muñoz 

Agudelo99  volvió a tener contacto con el informante, el 25 de enero de 

2011 (entrega de lo segundo drogo), porque al parecer había sido 

93 Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 1 registro 1:14.44 
' Cfr. FIs. 253-260 y 221-226 Cuaderno 4. El Capitán E/ver Vicente Alfonso Sanabria ingresó los oficios N 

017951 y  077949/ COCOR-SIJIN de 19 de abril de 2011, en el que informan que se tienen identificadas algunas 
envolturas o mal denominadas papeletas de acuerdo al logo utilizado o el color de sus empaques para las 
localidades de Basa y Kennedy. 
95 Cfr. FIs. 23-25 Cuaderno 4 
96 Audiencia de 10 de julio de 2014 registro 11.54 
97 cfr. FIs. 37-38 Cuaderno 6 

Investigación que según el Fiscal se está tramitando por separado en la denuncia 1100]6000019-20]0-9954. 
99 Audiencias de 7 de octubre de 2014 registro 12:20y 11 de febrero de 2015 
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objeto de amenazas, luego de ello, se enteró por parte de esta persona 

de la programación de la diligencia de registro y allanamiento que se 

realizaría el 4 de febrero de 2011 en el Barrio El Amparo100. 

Como pruebas de lo referido por el denunciante, este allegó dos 

grabaciones'°' en donde -supuestamente- constaba el modus operandi 

de los acusados; uno de fecha 25 de enero, y otro de 8 de febrero de 

2011102, última calenda en que tenía la calidad de agente encubierto»03  

Soportes probatorios que no constituyen prueba, en la medida que no 

fueron incorporados a juicio por parte del delegado de la Fiscalía. 

Debe tenerse en cuenta que el sistema acusatorio se soporta en 

principios que constituyen normas rectoras, prevalentes y de obligatorio 

cumplimiento. A la luz de dicha normatividad es clara la determinación 

que delimita lo que podrá ser valorado como prueba. El artículo 

pertinente en la materia reza: 

Artículo 16. Inmediación. En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya 
sido producida o incorporada en forma pública; oral concentrada; y sujeta a 
confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento. 

No obstante, a pesar de que se cuenta con la transliteración de las 

manifestaciones verbales del audió de 25 de enero de 2011104  realizada 

por el Subintendente Néstor Jairo Montes Calle105 , lo cierto es que esta 

prueba quedó al margen de la autenticación de los intervinientes, pues, 

/00 Cfr. FIs. 128-161 Cuaderno 4 Ingresó ajuicio un acta de reconocimiento fotográfico y videográfico de 27 de 
enero de 2011 en donde González Mora reconoce a los hoy procesados. 
j°j Cfr. Fís. 230 Cuaderno 4. El Capitán Héctor Daniel García Acevedo ingresó el oficio N°03 70/DIPOL- ASJUD 
de 9 de mayo de 2011 que refiere que no existen soportes de equipo de audio y video facilitados por parte de la 
Dirección de Inteligencia Policial. 
/02 En audiencia de 4 de febrero de 2015, se destacó que si bien el DVD fue descubierto, no se anunció ni solicitó 
confines de incorporación por parte de la Fiscalía. 
103 Cfr. FI. 117 Cuaderno 4 En audiencia de 9 defebrero de 2011, el Juzgado 41 Penal Municipal de control de 
garantías legalizó el control posterior parcial de la participación del denunciante corno agente encubierto, que 
fuera autorizada desde el 3 de febrero de 2011 por un término de tres meses. 
114 Çfi. FIs. 15-21 Cuaderno 6 
J' 5  Audiencia de 9 de julio de 2014, audio 9 registro 11.10 
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dentro de la variada posibilidad de medios para su demostración (libertad 

probatoria) no se logró identificar qué personas eran ¡os interlocutores, 

cuál era el origen de lo que se escrioía, fecha, lugar, medio utilizado, 

idoneidad del elemento (audio), identidad entre los trascrito y lo 

escuchado, entre otros. 

Situación que no fue suplida con otros meo ¡os de conocimiento, 

como por ejemplo, en gracia de discusión por el grado de aceptación 

de los principios científicos y/o técnicos, un cotejo de voces o de 

elementos que en dicho contenedor permitieran realizar juicios de 

identidad, máxime que el testigo refirió que el archivo no solo tenía audio 

sino video. 

Por ende, mal se haría en estructurar conductas ilícitas de un 

convenio o pacto para delinquir, atribuiDles a unas personas 

determinadas -como los aquí procesados-, cuando el elemento probatorio 

oretendido no permite la individualización de los sujetos, ni tamoco la 

determinación temporo espacial en la que se suscitó la supuesta 

interlocución.  

Adicional a esto, y tal como se indicó arriba, si cien es cierto que 

para la configuración del delito de concierto para delinquir no es 

requisito que los delitos acordados se ejecuten (no es necesaria la-producción 

de un resultado), para el caso bajo consideración en esta alzaca, el marco 

fáctico imputado presentaba un aspecto a demostrar y que podría 

haber constituido en hecho indicador de la voluntad indiscriminada 

previamente acordada. 

En efecto, se colige de la información del denunciante que al 

momento en que puso en conocimiento de los organismos de policía lo 

c ue estaba sucediendo con los agentes de la SlJlN ya los supuestos 

60 

338
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso: 2011-0001 0 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

acuerdos criminales se habían realizado, es decir, que al momento de 

las entregas de las sustancias estupefacientes (con la noticia criminal a los 

policías), la apropiación de la sustancia estupefaciente ya había 

ocurrido, lo que venía era la comercialización encomendado; en todo 

caso al debate probatorio nunca se aportó elementos de juicio que 

constataran si en efecto la sustancia provino de los aquí encartados, si 

existieron irregularidades en las diligencias practicadas por los efectivós 

de este organismo de inteligencia de la Policía Nacional para la epoca 

de la información. 

Todo descansó, finalmente, en una sola diligencia de allanamiento, 

a del 4 de febrero de 2011, y que hoy suscita diversos reparos.. 

No solo en cuanto a la duda que campeó sobre la falsedad y el 

ocultamiento de evidencias que se imputó con base en esa intervención 

policiva (allanamiento), que lleva a la revocatoria de la condena por 

dichos delitos, sino que también hoy se reclama, en orden al 

esclarecimiento de los hechos, el porqué desde octubre de 2010 —casi 4 

meses atrás-, y un mes antes del citado registro (enero de 2011), cuando 

se había asignado como investigador de los posibles actos de 

corrupción a Camilo Andrés Muñoz, no se tomaron las medidas dirigidas 

a corroborar lo que iba a suceder en la ocupación del inmueble (4 de 

febrero de 201 l), al contrario, su aparición en la escena de la 

investigación, que se dice estaba conectada con el concierto, solo se 

verificó 7 días después de su realización (en la inspección). 

De esta manera la tesis de la Fiscalía quedó sin soporte probatorio 

con la entidad suficiente para derruir la presunción de inocencia de los 

aquí vinculados, atribuido a la pasividad con la que se asumió la 

información que llegó a Ja Policía Nacional y que daban cuenta de actos 

graves que merecían una atención especial con acciones inmediatas, 
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que como se ha visto no sucedieron, y hoy trae las consecuencias de la 

desestimación de los cargos atribuidos, en la medida que todo, 

finalmente, se pretendió sustentar en los acontecimientos de un solo 

aflanamiento, rodeado de un sinnúmero de eventos, que quedaron en el 

ámbito de las especulaciones, con les que se intentó -fallidamente-

cubrir una serie de falencias absolutas en materia probatoria en la 

investigación iniciada con anterioridad. 

Como ya se ha advertido, las entregas de drogo que realizó el 

denuncian-1e no se relacionan con lo diligencia de allanamiento, incluso 

no se tiene prueba de cómo legaron a su poder. Lo mismo sucede con 

el estupefaciente (cocaína y marihuana) que se halló en la revista y en 

a insoección, pues no se acreditó que tuvieran relación con la referida 

diligencia o con otra, máxime que la de la revista fue dejada a 

disposición del Fiscal bajo la noticia criminal 110016000019201101313 y 

de la inspección no se sabe el trámite judicial impartido. 

Por lo anterior, este Tribunal no encuentra que de los mecios de 

conocimiento llevados al debate público, concentrado y oral, se haya 

pocido arribar a una convicción, más allá de duda razonable, que los 

aquí procesados se hayan reunido entre sí y con tercera persona para 

acoro ar la comisión (indeterminada) de delitos. 

Así las cosas, del estudio integral de la actuación, que comprende 

alrededor de 84 sesiones de audiencia de juicio oral y 32 testigos, la Sala 

encuentra que la Fiscalía no cumplió con su deber de establecer con 

toda claridad y en el grado de conocimiento exigido en el artículo 381 

de la Ley 906 de 2004, que los procesados se concertaron con Ovr Arley 

González Mora para cometer delitos. 
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Por tanto, al mantenerse en esta actuación la presunción de 

inocencia de los procesados, se impone revocar los numerales primero 

y, en consecuencia, quinto y sexto del fallo de 4 de diciembre de 2015 

proferido por el Juzgado 8° Penal del Circuito de Conocimiento de 

Bogotá, para en su lugar, absolver a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra y Robinson Antonio Barrera López de los delitos de 

ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio 

en concurso heterogéneo con falsedad ideológica en documento 

público. 

 

 

Por otro lado, se confirmará en sus demás aspectos el fallo 

recurrido 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto el Tribunal. Superior de Bogotá, Sala de 

Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley, 

RESUELVE: 

PRIMERO. Revocar los numerales primero, y en consecuencia, quinto 

y sexto del fallo de 4 de diciembre de 2015 proferido por el Juzgado 8° 

Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, para en su lugar, 

absolver a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, 

Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra y 

'°6  Mediante auto de 5 de octubre de 2016, esta Sala revocó el numeral cuarto de la providencia de 4 de diciembre 
de 2015, mediante la cual se decretó la prescripción de la acción penal seguida contra de los procesados Juan 
Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez 
Chaverra, Robinson Barrera y Juan David Aguirre Riaño por el delito de tr4flco, fabricación o porte de 
estupefacientes, al no haber operado dicho fenómeno. En consecuencia, decretó la ruptura de la unidad procesal 
y ordenó copias de la actuación al Juzgado 8 Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, para que profiera 
sentencia en primera instancia, respecto de los delitos cuya prescripción la a quo decretó. 
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Robinson Antonio Barrera López de los delitos de ocultamiento, 

alteración o destrucción de elemento material probatorio en concurso 

heterogéneo con falsedad ideológica en documento público, 

conforme lo anotado en precedencia. 

Segundo. Confirmar en sus demás aspectos el fallo recurrido. 

Tercero, Contra esta providencia procede el extraordinario de 

casación. 

Cuarto. Se designa al magistrado ponente para la lectura del fallo 

de segunda instancia. 

Comuníquese y cúmplase 

Los magistrados, 

MANUEL/ANTONIO MERCHÁN GUTIÉRREZ 

/ ' Í 
¡1 

ORLANDOkM1PÑfl NEIRA 

FERNANDO ADOLFO PAREJA REINEMER 
it 
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Providencia del 24 de noviembre de 2016 

proferida por el H. Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá, mediante la cual 

revoca la de primera instancia y absuelve 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN PENAL 

MAGISTRADO PONENTE 

MANUEL ANTONIO MERCHÁN GUTIÉRREZ 

Radicación 1100 1600025201100001 04 
Procedencia Juzgado 8 Penal del Circuito de Cto 
Procesado Juan Leonardo Chavarría Peña y otros 
Delito Falsedad ideológica en doc. Público y otros 
Objeto Apelación sentencia 
Decisión Revoca y confin tia 
A. robado en Acta 129A 

Bogotá, veinticuatro (24) de noviembre de dos mil dieciséis (2016) 

ASUNTO 

Resuelve el Tribunal el recurso de apelación interpuesto por el Fiscal 

de Anticorrupción y las defensas de los procesados contra la sentencia 

de 4 de diciembre de 2015 por medio de la cual el Juzgado 80  Penal del 

Circuito de Conocimiento de Bogotá condenó a Juan Leonardo 

Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro 

Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra y Robinson Antonio Barrera 

López a la pena de 94 meses de prisión por los delitos de ocultamiento, 

alteración o destrucción de elemento material probatorio en concurso 

con falsedad ideológica en documento público y los absolvió por el 

ilícito de concierto para delinquir y amenazas  ci testigo. Por otra parte, 

absolvió a Juan David Aguirre Riafio de todos los punibles antes 

mencionados. 

HECHOS 

Mediante denuncia présentadcor Over Ariey González Mora, se 

puso en conocimiento sobre presuntos actos de corrupción, que se 

atribuye a los hoy procesados, en ejercicio de sus funciones de policía 

judicial, adscritos a la SIJIN MEBOG, Grupo de Microtráfico de la URI 

Kennedy. 
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Según el denunciante, el modus operandi consistía en obtener 

información de fuentes humanas acerca de diferentes sitios en los que se 

expendían sustancias alucinógenas, luego de lo cual solicitaban a la 

Fiscalía de turno la orden para efectuar la diligencia de registro y 

allanamiento; autorizada la misma, los uniformados se dirigían a las 

viviendas, procedían a judicializar a las personas capturadas, incautaban 

elementos materiales probatorios y/o evidencia física, los cuales no 

legalizan en su totalidad, para luego c omercializar (narcóticos, dinero y 

armas) a través de las referidas fuent 

Advierte el informante que era obligado a vender los elementos 

apropiados; incluso, ante las amenazas contra su vida e integridad 

personal por parte de los referidos policías, debía pagar de su propio 

peculio hasta que se cansó de dicha situación. Por ello, hizo entrego de 

una droga a funcionarios de la Policía Nacional y un disco compacto 

donde grabó parte de la situación que venía presentándose. 

ANTECEDENTES PROCESALES 

El 12 de febrero de 2011 ante el Juzgado 60 Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías de Bogotá, la Fiscalía legalizó capturo, 

formuló imputación' en contra de Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre 

Riaño como coautores de los delitos de concierto para delinquir 

agravado (artículos 340 inciso 1°y°2y 342 del C.P.) en concurso 

heterogéneo con tráfico, fabricacióno porte de estupefacientes con 

circunstancias de mayor punibilidad (artículo 376 inciso 21  y  58 numerales 

1 Audiencia de 12 de febrero de 2011 registro 1:25:49 audio 1 
2 Solamenie inciso 3para Juan Leonardo Chavarría Peña.  - 
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9 y  10 C.P.)3, falsedad ideológica en documento público (artículo 286 y 

58 numeral 10 C.P.), ocultamiento, alteración o destrucción de elemento 

material probatorio (artículo 454 B y  58 numerales 9 y  10 C.P) y amenazas 

a testigo como determinadores (artículo 454 A artículo 58 numerales 9 y 

10 C.P.) y solicitó medida de aseguramiento consistente en detención 

preventiva en establecimiento carcelario4. 

El 14 de marzo de 20115  el ente investigador radicó escrito de 

acusación,6  audiencia que se llevó accboel 111  de abril siguiente ante el 

Jugado 8° Panal del Circuito de Bogofá7.  La preparatoria se verificó en 

varias sesiones, 19 de mayo, 15 de julio, 25 de agosto, 3 de octubre y  3 de 

noviembre de 20118; el juicio oral se surtió los días 27 de febrero, 27, 28 y 

29 de mayo, 9y 10 de julio, 28 de octubre de 2013, 1° de abril, 9 y  10 de 

julio, 6 y 7 de octubre de 2014,4,11 y  l3de febrero, 9, 10, 14y 16 de abril, 

6 de mayo y 10 de diciembre de 2015. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado 8° Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, el 4 

de diciembre de 2015,10  condenó a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverra y Robinson Antonio Barrera López 11  a la pena de 94 

'Audiencia de 12 de febrero de 2011, registro 1:34:48. El fiscal advierte que aunque «1 informante Over Arley 
González Mora hizo entrega de una primera droga el 8 de octubre de 2010, dicha situación se está tramitando por 
separado en la denuncia 110016000019-2010-9954; por lo que los hechos de esta imputación nacen a partir del 
21 de enero de 2011, que comprenden la entrega de una segunda droga de 25 de enero de 2011y la diligencia de 
registro y allanamiento efectuada e14 de febrero de 2011. 
tcfr. Fís. 31-34 Carpeta 1 
5 Cfr. FIs. 89-118 Carpeta! 
6 

 

Retiró únicamente la circunstancia de mayor punibilidad prevista en el artículo 58 numerales 9y lO del C.P. 
para el delito de amenazas o testigo 
7 Cfr. Fis. 121 Carpeta 1 - 

Cfr. FIs. 14-146, 247-249 Carpeta 1, 80-81, 132-139, 161-165 Carpeta 2 
Cfr. Fís. 298 Carpeta 3, 44-45,.52-58,82-,83, 213-220 Carpeta 4,17-18y3] Carpeta 5 

lo  Cfr. Fís. 60-112 Carpeta  
11 Cft. Fis. 9-21 Cuaderno 4y audiencia de 29 de mayo de2013 audio 1, registro 39:16. El perito dactiloscópico 
SL/fN Aldemar José Rodríguez Zabala ingresó el informe'investigador de campo de 11 de febrero de 2011, en 
donde se acredita la plena identidad de los procesados. 
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meses de prisión por los delitos de oculiarnienfo, alteración o destrucción 

de elemento material probatorio en concurso con falsedad ideológica 

en documento público y los absolvió por concierto para delinquir y 

amenazas a testigo. 

De otra parte absolvió a Juan David Aguirre Riaiio de todos los 

punibles antes mencionados. 

En la misma decisión, a favor de todos los procesados decretó la 

prescripción y, de contera, la extinción de la acción penal por el delito 

de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes] 2. - 

Seguidamente, se procederá .a hacer un resumen de la 

providencia, la que se dividirá en tres puntos, para mejor comprensión: 

1. Refirió la falladora que arribó cij conocimiento más allá de toda 

duda acerca de la materialidad y responsabilidad de los encartados en 

las conductas de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento 

material probatorio en concurso heterogéneo con falsedad ideológica 

en documento público. 

Ello, por cuanto el 4 de febrero de 2011 los acusados adscritos a la 

oficina de Microtráfico de la URI Kennedy, efectuaron diligencia de 

registro:y allanamiento al inmueble localizado en la Carrera 81 H Bis N° 

41 F 24: Sur y pese a que incautaron 9 armas de fuego,13  una caja de 

Whisky,14  una suma de dinero y aproximadamente 3000 papeletas de 

12  Mediante auto de 5 de octubre de 2016, esta Sala revocó el numeral cuarto de la providencia de 4 de diciembre 
de 2015, mediante la cual se decretó la prescripción de lo acción penal seguida contra Juan Leonardo Chavarrsr 
Peña, Luis Alberto Va/oyes Sierra, Mauricio Alejandro CainpMo, John Alejandro Gómez Chaverra Robinson 
Barrera y Juan David Aguirre Piarlo por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, al no haber 
operado dicho fenámena En consecuencia; decretó la ruptura de la unidad procesal y ordenó copias de la 
actuación al Juzgado 8'Penal del Circuito de Conocimiento de Bogot4 para que profiera sentencia en primera 
instancia; respecto de los delitos cuya prescripción la a ¿jito decretó. 
134 escopetas 5 revólveres 

11 botellas de Sir Edwardsy 1 de Grands 
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la diligencia, no tiene la virtualidad suficiente para edificar un fallo de 

condena en su contra, especialmente cuando los superiores declararon 

que no participó en el operativo. 

Anota que los Capitanes (sic)16  Elver Alfonso Sanabria, Luis Fernando 

Díaz Villota y la Coronel Gladys Gómez Galvis no contaron el número de 

papeletas, ni presenciaron la totalidad del procedimiento, pero sí 

coincidieron en señalar que era superior a la reportada en el informe 

ejecutivo a partir del cual se judicializó, entre otros a María Estrella Pérez 

y seis personas más por el delito de tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes. 

Indicó que en la diligencia de inspección judicial de 11 de febrero 

de 2011, la que se realizó en la oficina de Microtráfico de la URI de 

Kennedy y que fuera atendida por el IT Walter Ávila, se encontraron los 

elemeaLoijaifantes,17  que quedaron fijados en fotografías. De dichas 

irregularidades no solo se percató la testigo Gladys Gómez Galvis, 

también lo hizo el Capitán (sic) Elver Vicente Alfonso Sanabria cuando 

realizó la revista ordenada por su superior, junto a los investigadores 

líderes Camilo Andrés Muñoz y Jorge Herrera Rojas. Acciones que se 

derivaron de la información que sobre el particular suministró Over Arley 

González Mora, quien para ese entonces ostentaba la condición de 

agente encubierto. 

No obstante consideró que el video institucional perdió su poder 

suasorio, porque no fue efectuado en tiempo real y además de ello, fue 

editado, según el testigo de acreditación por entrar sin gorra, sin 

chaqueta de la institución, manifestdr groserías e incurrir en errores al 

hacer planos abiertos o cerrados. 

'6  Corresponden a Mayores 
`Armas y botellas de whisky 
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Lo mismo ocurre con las transliteraciones del audio y video de 25 de 

enero y  8 de febrero de 2011, pues st,j fuente no fue solicitada como 

prueba por parte de la Fiscalía en la audiencia preparatoria y quien 

consignó en escrito su contenido, no estuvo en capacidad de identificar 

a sus interlocutores. 

Refiere que el testigo Óscar Fernando Peña Rincón obtuvo los 

documentos públicos que se tildan de espurios y que aparecen firmados 

por los procesados, donde no se relackjnan la totalidad de los elementos 

que fueron hallados en la oficina de Microfráfico y los que se efectuaron 

en la diligencia de inspección judiciaL actividad en la que no se presentó 

ninguna situación anómala, que tornara ilegal o ilícita la prueba, máxime 

que no  *se determinó por la defensa cuál de las dos figuras, soportaba la 

intervención. 

Frente al testimonio del IT Walter Ávila, jefe del grupo de Microtráfico, 

responsable de la oficina donde se hallaron los elementos, quiso hacer 

creer que no atendió: la diligencia y que durante el lapso que se 

desarrolló se encontraba departiendo con IT Orlando Puentes en uno 

cafetería, de ahí que dejó uno anotación en el acta respectiva de "que 

no sabía de la procedencia de la evidencia", lo cual fue desvirtuado 

con el testimonio del Capitán (sic) Vicente Alfonso Sanabria quien dijo 

que fue el mismo Ávila quien encontró unos elementos en los escritorios 

de sus subalternos; versión que le mereció absoluta credibilidad al igual 

que la declaración de Camilo AndrésMuñoz, quien realizó la diligencia 

en presencia del representante de la sociedad. 

A pesar de haberse demostrado que los cajones de los escritorios 

asignados a los procesados fueron revisados, advierte que con ello no se 

vulneró el derecho a lo intimidad, pórque se trataba de una oficina 
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pública donde los bienes que allí reposan no son exclusivos de los 

acusados, de manera que pueden ser objeto de pesquisa por los 

responsables de la oficina cuando detecten alguna anormalidad. 

También fueron desmentidas las afirmaciones de haberse forzado la 

puerta de ingreso a la oficina inspeccionada y de realizarse un hueco en 

la pared, pues si bien se dijo que existían fotos de ello las mismas brillaron 

por su ausencia en el juicio; de haber sido así, lo lógico es que se hubiere 

dejado la constancia respectiva. Por lo que, la manifestación no' 

corresponde a la realidad. 

Ausencia demostrativa que se advierte también en lo relacionado 

a la supuesta exigencia de dinero que se dice realizó el testigo principal 

a la bancada de la defensa, con el fin que variase su testimonio. 

De otro lado y a pesar de las amenazas, dice, Over Arley González 

Mora que realizó un reconocimiento fotográfico en donde puso en 

conocimiento los actos de corrupción que se venían dando al interior de 

a oficina de Microfráfico. 

Advierte que si bien el referido testigo y agente encubierto en un 

primer momento no exhibió la cédula de ciudadanía, por cuanto el 

procesado Chavarría se la había retenido junto con otros documentos, 

plasmó su huella en las diferentes declaraciones que realizó y al inicio del 

juicio se identificó e individualizó plenamente. Frente a la identificación 

plena de Chavarría Peña y Robinson Antonio Barrera López, no es 

necesario acreditarlo en juicio, pues ese tópico quedó dilucidado en las 

audiencias preliminares. 

Resalta que si bien la defensa no logró obtener la información 

demandada en las oficinas respectivas sobre las fuentes humanas para 

8 
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el período entre octubre a diciembre dé 2010, y  enero a febrero de 2011, 

no le resto credibilidad al dicho de Over González Mora. 

En él proceso de individualización de lo pena describió que el delito 

que contempla la sanción más grave es el de falsedad ideológica en 

documento público y al estar en presencio de un atenuante y  un 

agravante genérico, fijó la misma en el cuarto medio de la pena mínima, 

es decir, 84 meses prisión; quantum que incrementó en 10 meses por el 

concurso (ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 

probatorio), quedando una sanción definitiva de 94 meses de prisión, 115 

meses de inhabilitación de derechos y funciones públicas y multo de 

1400 salarios mínimos legales mensuales. 

Frente a los mecanismos sustitutivos, señala que la pena impuesta 

de 94 meses, supera ampliamente los :3 años de prisión que demandan 

los artículos 63 del C.P. y  29 de la Ley 1709 de 2014, por lo que no procede 

la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

En cuanto a la prisión domiciliaria, aplicó por favorabilidad el 

artículo 23 de la Ley 1709 de 2014; -en ese sentido, los procesados 

acreditaron el factor objetivo, toda vez que lo pena por la que fueron 

condenados no superó los 8 años de prisión. 

Además, las conductas:  por las cuales se castiga no se encuentran 

enlistadas en el inciso 21  del artículo 68 A del C.P. y por otro lado, se 

certificó el arraigo social y familiar de los encartados. Por tanto, otorgó 

la misma, previa suscripción de lo diligencia de compromiso y pago de 

una caución de 5 salarios mínimos legales vigentes. 
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2. Sobre la conducta de concierto para delinquir agravado, en 

calidad de coautores»8  el ente Fiscal no introdujo a juicio los videos de 

25 de enero y  8 de febrero de 2011, en los que de acuerdo a lo 

manifestado por la fuente humana, se encontraban inmersas las 

conversaciones que daban cuenta del acuerdo de voluntades para 

cometer delitos indeterminados, sin que otros elementos dieran prueba 

de ello, por lo que desestimó el mismo, al no acreditarse una 

permanencia en el propósito delictivo. 

Resalta que pese a que el Fiscal indicó que la organización criminal 

se dedicaba al apoderamiento de elementos que eran objeto de 

incautación en los allanamientos, los que posteriormente eran 

comercializados por la fuente humana, y que también se indicó una 

pluralidad de allanamientos en lo localidad de Kennedy; en el juicio oral 

sólo se estableció la realización de uno de ellos, el de 4 de febrero de 

2011, dato que no es suficiente para predicar la existencia del delito 

atentatorio contra la; seguridad pública. 

Considera que no se puede predicar un concierto para delinquir 

respecto al apoderamiento de os bienes incautados en una sola / 

diligencia de allanamiento, ello, afirma, desnaturalizo el ingrediente de 

lo permanencia en el tiempo que caracteriza dicha conducta punible. 

Lo que no admite discusión, arega, es la presencia de un concurso 

de personas, por lo que se torna imperioso acudir a los cánones que 

contienen la autoría y la participación y, a partir de la contribución en la 

ejecución del delito, establecer. la  calidad en que cada uno de ellos 

" La Juez considera que por el hecho de asociarse de manera permanente para cometer delitos indeterminados, 
solo puede responderse en calidad de autor, desafuero, que no obstaba para que, en la eventualidad de haber 
establecido ¡a materialidad del delito de concierto para dc1inquir,  se pudiera condenar a los acusados como 
autores de dicho reato, dado que los cambios que ke generan alrededor del grado de participación, no erigen 
transgresión al principio de congruencia. 
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debe responder. Intervención, que para el presente caso, no es otra que 

la coautoría. 

Sugiere que no es coautoría de concierto para delinquir, pues por el 

hecho de asociarse a cometer delitos indeterminados, solo se puede 

responder en calidad de autor, no obstante, los cambios que se generen 

alrededor del grado de participaciómn,  no trasgrede el principio de 

congruencia. 

Apunta que el referido delito del concierto presupone la existencia 

de una organización compuesta por un número de individuos que 

previamente se han puesto de acuerdo o han convenido llevar a cabo 

un número plural de delitos y, de este modo, lesionar o poner en peligro, 

sin distingo, bienes jurídicos. Elementos que no se acreditaron en su 

totalidad, por lo que concluye, que no se puede estructurar la ilicitud. 

Es así como determina que la prueba testimonial no encontró eco 

en los videos que fueron obtenidos por el principal testigo de la 

acusación, uno como ciudadano del común y otro en su calidad de 

agente encubierto. 

Sumado a ello, la defensa de Juan Leonardo Chavarría Peña logró 

traer a juicio, información que daba cuenta que los vehículos en los que 

supuestamente se trasladaban los acusados con la finalidad de reunirse 

y hablar de sus propósitos criminales, no se encontraban asignados a los 

mismos. 

3. La Fiscalía en el alegato de clausuro no solicitó condena frente al 

delito de amenazas a testigo, sino que pidió preclusión, la que no 

fundamentó fáctica, jurídicamente, ni señaló la causal que invocaba; 
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por lo que se absolvió a todos los procésados por dicha ilicitud, toda vez 

que no se le solicitó condena. 

RECURSO DE APELACIÓN 

La Fiscalía y las defensas de los acusados interpusieron el recurso de 

apelación y lo sustentaron en los siguientes términos: 

• Fiscalía, soporta su inconformismo en tres puntos: 

1. Sobre la absolución del delito de concierto para delinquir 

agravado en calidad de autores. 

En el juicio, Over Arley González Mora hizo claridad cuál era el objeto 

principal que desarrollaba el grupo de Microtráfico de la URl de Kennedy, 

que no era otro que apoderarse de los elementos y en especial de la 

sustancia estupefaciente que hallaban en las diligencias de registro o 

allanamiento que se realizaran en esa jurisdicción y en Bosa. 

Por ello, existía ese ánimo de conformar una organización, que se 

valía de los mismos informantes para comercializar la droga. Destacó que 

fueron varios los bienes jurídicos que se afectaron con el actuar de los 

procesados. 

Con la prueba ingresada por el PT. Jorge Alonso Herrera se acreditó 

la permanencia en el tiempo de la organización criminal conformada por 

un número plural de sujetos, documental que hace referencia a la 

inspección judicial al proceso19  (sic) N° 11001600001920100995420, en la 

' Cfr. FI. 36 Cuaderno evidencias. Se realizó el 7 de abril de 2011 
70  Cfr. FI. 31 Cuaderno evidencias. Número de cui asignado por el sistema SPOA, anteriormente estaba con la 
noticia criminal 110016000019201080610, asignada manualmente 
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cual se recopiló entre otros elementos, la entrevista realizada el 7 de 

octubre de 2010 a Over Arley quien refiere el constreñimiento por algunos 

de los hoy condenados para que vendiera un estupefaciente, el que 

entregó a un policía de TransrnBenio el 4 de octubre de ese año, sustancio 

que fue sometida a PIPH arrojando 106.9 gramos de cocaína. 

Advierte que el hecho de que no se hubiere imputado un concurso 

homogéneo y sucesivo de tráfico, fabricación o porte de 

estupefácientes, no desvirtúa el concierto para delinquir, porque en este 

asunto se probó una actividad ilícitq concertada por el grupo de 

Microtráfico. 

2. Sobre la absolución a favor de Juan David Aguirre Riaño. 

Reclama, el apelante del órgano persecutor, que la juez haya 

desechado, con relación a la responsabilidad de este procesado, el 

testimonio de Over Arley quien refirió las circunstancias de tiempo, modo 

y lugar en que tuvo contacto con Aguirre Riaiio, credibilidad que por 

demás no fue atacada en juicio. Lo que pugna con la afirmación en la 

decisión de primera instancia de haberse acreditado que no participó 

en la diligencia de allanamiento ni tuvo conocimiento de los elementos 

sobre los cuales se apropiaron los demás acusados. 

Destaca que a pesar que existe 16 manifestación de un testigo de 

descargo, quien afirma que Aguirre Riajia lo acompañó a una prueba 

de polígrafo, luego de lo cual judicializó un caso por el ilícito de falsedad 

en documento sobre las 9:00 a.m., con retorno entre las 11:00 y 12:00 del 

mediodía; no obstante, de ello no sé allegó prueba. De otro lado, sí se 

incorporó el acta de registro.y allanamiento con la que se demostró que 

la diligencia inició a las 9:40 y  finalizó a:  las 12:05 del mediodía. 
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Refiere que tratándose de un coso de corrupción policial, la 

participación de este acusado no puede descontextUaliZarSe ni valorarse 

aisladamente de los demás medios de prueba. 

Indica que en el fenómeno de la coauforía no es necesario que 

quienes intervienen realicen toda suerte de comportamientos, sino que 

realicen un aporte; en este caso, Riaño Aguirre permitió que en su oficina 

estuvieran una serie de elementos que :rc0  se relacionaron en el acta 

de incautación. 

Es decir, que existía una empresa criminal de la cual tenía 

conocimiento, pues le entregó a la fuente humana un número 

determinado de papeletas para comercializar, días antes del 

allanamiento del 4 de febrero de 2011.- 

Aduce que los policías tienen una posición de garante, por las 

facultades que el Estado les otorgó en la Constitución, pero a raíz de los 

referidos actos de corrupción se aprovecharon de la calidad de 

servidores públicos, del sigilo, la oscuridad y las amenazas a la víctima, 

haciendo ver como legítimos unos operativos, que en realidad 

perseguían otro fin. 

Por tanto, concluye que la a quo no valoró en conjunto las pruebas 

incorporadas en el juicio oral. 

3. Tasación de la pena 

Se encuentra inconforme con ¿1 aumento de 10 meses por el 

concurso del delito de ocultamiento, alteración o destrucción de 

elemento material probatorio, con la circunstancia de mayor punibilidod 

por el cargo que desempeñaban al momento de los hechos. 

14 
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En su sentir, se debió aumentar en 18 meses por el delito concursal y, 

de paso, negar cualquier subrogado a los procesados, pues considera 

que no son beneficiarios de los mismos, por cuanto no cumplirían el 

requisito objetivo que la norma demanda21. 

• Defensa de John Alejandro Gómez Choverra, Mauricio Alejandro 

Campiño, Juan Leonardo Chavarría Peña y Luis Alberto Valoyes 

Fundó su recurso en la indebida valoración que se hizo a los 

testimonios de Over Arley González Mora, Ligia Esperanza Mateus, 

Capitán (sic) Luis Fernando Díaz Villoa, Mayor Elver Alfonso Sanabria, 

Coronel Gladys Gómez y el investigador Camilo Muñoz. 

Frente al primer testigo aseveró que tiene memoria selectiva, pues 

recordaba lo que le favorecía a la tesis de la Fiscalía y olvidaba las 

circunstancias que le eran adversas, además se contradijo en varias de 

sus respuestas. No recordó su sitio de tabajo, residencia y el nombre del 

amigo que le facilitó una cámara con la que grabó a los procesados. 

Además, aclaro, nunca fue objeto de ninguna clase de amenazas. 

Con relación a la Fiscal Ligia Esperanza Mateus, expresó que aunque 

fue la delegada que dio la orden de allanamiento, para la fecha de los 

hechos se encontraba en vacaciones y a su regreso se enteró de lo 

sucedido. 

Con el Capitán (sic) Luis Fernando Díaz Villota se ingresó el video 

institucional, quien tenía pleno conocimiento que el mismo había sido 

editado antes de entregarlo a la Fiscalía, pero en la audiencia dijo lo 

21 Cfr. FIs. 116-129 Cuaderno 5 
22 Cfr. Fis. 130-144 Cuaderno  
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contrario, por lo que pierde credibilidad. No tenía certeza, respecto de 

la cantidad de papeletas incautadas y disfrazó un allanamiento en una 

inspección judicial en la oficina de microtráfico. 

Informa que el Mayor Elver Alfonso Sanabria dirigió la revista 

efectuada a la oficina el 8 de febrero en donde encontraron unos 

elementos; lo que contraría el argumento de la juez de haber sido 

escondidos por los procesados; elementos que, además, fueron 

observados en la diligencia de inspección a lugares de 11 de febrero, en los 

escritorios de unos uniformados, sin ninguna clase de seguridad. 

La juez valoró de forma parcial el testimonio de la Coronel Gladys 

Gómez, pues esta adujo que duró de 3 a 4 minutos en la diligencia de 

allanamiento, por lo que extraña que pudiera determinar que lo 

reportado era diferente a lo incautado. Además, si ello fue así, por qué 

esperó hasta el lunes para ordenar la revista. 

No se expuso por el Fiscal el documento falsario, por lo que no era 

dable a la juez suponerlos y explicarlos, pero también se habló de varias 

fuentes humanas y diferentes allanamientos, pero al juicio solo 

compareció un testigo quien no aportó el video que realizó y solo se 

acreditó un allanamiento. Expresa que la diligencia de allanamiento fue 

legal y no como lo quieren hacer ver.: 

• Defensa de Robinson Antonio Barrera López 

Dice que el fallador estimó acreditada la materialidad de los delitos 

de falsedad y ocultamiento, pero no se demostró la responsabilidad de 

su prohijado, porque no firmó el informé de allanamiento de 5 de octubre 

de 2011 ni las actas de incautación. Advierte que no se probó que el acta 

suscrita (no se refiere o cuál) tenga un contenido no ajustado a la 
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realidad o se haya dejado de consignar la verdad en el mismo. 

Manifiesta que en la diligencia de allanamiento participaron 11 

uniformados, pero ese día solo prestó un apoyo. Pide que se revoque la 

sentencia condenatoria emitida en su é0ntra23. 

No recurrentes 

o Defensa de Juan David Aguirre. Riaiio 

Nose configuró el delito de concierto para delinquir ni tampoco su 

defendido participó en la diligencia de allanamiento, porque se 

encontraba en otras diligencias judiciales, por lo que no se enteró cuáles 

elementos se incautaron. 

Refiere que el testigo Over Arley miente al ubicarlo en la escena del 

allanamiento, pues los demás declarantes lo sitúan en otro lugar. Solicito 

dejar incólume la decisión tomada a favor de su patrocinado24. 

. Robinson Antonio Barrera López 

Describe que solo cumplió orden de sus superiores de asistir a la 

diligencia de allanamiento y realizar dos capturas, por lo que no tuvo 

injerencia frente al procedimiento y menos lo lideraba como lo quieren 

hacer parecer. Señala, que no falsificó algún documento ni ocultó 

elementos materiales probatorios; y, en el juicio oral, no hubo ninguna 

persona que lo comprometiera en las conductasendilgadas. 

Alego que el testigo Over Ariey no fue coherente en su relato. 

Sumado a lo anterior, en la diligencia había más de 12 personas y solo 

23 Cfr. Fis. 148-155 
24 Cfr..F7s. 162-165 
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fueron vinculadas 6; por tanto solicita se revoque su condena25. 

o John Alejandro Gómez Chaverra y Mauricio Alejandro Campliio 

Crítica que la diligencia de registro y allanamiento en el Barrio El 

Amparo sucedió el 4 de febrero de 2011, en tanto Over Arley refiere que 

le entregaron una drogo el 25 de enero de 2011, es decir, que sus dichos 

no coinciden. Refiere que se debe desestimar los testimonios del Mayor 

Elver Vicente Alfonso Sanabria, Camilo Andrés Muñoz Agudelo, Over 

Arley González Mora y la Coronel Gladys Gómez por cuanto no son 

creíbles. 

Informa que el Fiscal en la apertura del juicio oral les imputó el delito 

de concusión (sic) y varió las circuñstancias de mayor punibilidad. 

Además frente al concierto para delinquir se cambió la calidad de 

coautores a autores y solo se probó una sola diligencia de registro y 

allanamiento, por lo que no puede hablarse de una organización 

criminal. 

Aduce que no se acreditó ni la materialidad ni responsabilidad en 

as conductas endilgadas, pues no se demostró de donde Over Arley 

sacó la droga, si es que ello era, la que hizo entrega en dos ocasiones a 

la Policía; además solo habló de un solo allanamiento26. 

CONSIDERACIONES 

Competencia 

La Sala es competente para reólver el recurso interpuesto por la 

Fiscalía y la defensa técnica acorde con lo dispuesto en el ordinal 1° dei 

Cfr. Fis. 145-147 
Cfr. Fis. 156-160 
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artículo 3427  de la Ley 906 de 2004, pues la impugnación va dirigida 

contra uno sentencia dictada por un juzgado penal del circuito de 

conocimiento de Bogotá. De manera que se analizará la petición de los 

recurrentes con las restricciones impuestas para la competencia 

funcional, relacionadas con la prohibición de la reforma en perjuicio y la 

limitación exclusiva al estudio de las situaciones cuestionadas. 

Problema jurídico y esquema de resolución 

El tema propuesto por los apelantes (Fiscalía y Defensas) exige a la 

Sala determinar: 

Si de las pruebas debatidas en el juicio se logró arribar al 

conocimiento más allá de toda duda de la existencia de los delitos de 

concierto para delinquir agravado; ocultamiento, alteración o 

destrucción de elemento material probatorio; falsedad ideológica en 

documento público; y de la responsabilidad penal de los acusados. 

Para ello se analizará de manera individual cada uno de los ilícitos 

endilgados y el material probatorio que se produjo de cara a su 

demostración. 

e Del delito de concierto para delinquir 

El delito de concierto para delinquir se encuentra regulado en el 

artículo 340 del C.P. que refiere: 

Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas 
será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho 
(108) meses. 

27  "De los recursos de apelación contra los autos y sentencias que en primera instancia profieran los jueces del 
circuito y de las sentencias proferidas por los municipales del mismo distrito". 
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Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de 
personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias sicoçrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, 
extorsión, enriquecimiento ilkito, lavadd de activos o testaferrato y conexos, o 
Financiamiento del Terrorismo y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) aiiosy multa 
de dos mil setecientos (2700) hasta treinta mil (30000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, 
fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para 
delinquir. 

Poro que se configure el citado delito28, la Fiscalía General de la 

Nación tenía la carga de demostrar: 

1) Un acuerdo de voluntades entre varias personas. Lo que deberá 

establecerse a partir de las dos entregas de drogo que hace mención 

Over Arley González Mora29  y de lo ocurrido en la diligencia de registro y 

allanamiento efectuada el 4 de febrero de 2011. 

2) Una organización que tenga como propósito la comisión de 

delitos indeterminados, aunque pueden ser determinables en su 

especie. Se estudiarán los delitos de falsedad ideológica en documento 

público; ocultamiento, alteración y destrucción de elemento material 

probatorio; y tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. Ilícitos de 

los cuales no es necesario que se hayan materializado, pues lo 

importante es que hayan sido objeto de acuerdo. Ahora bien, si se 

demuestra su ocurrencia, ello permitirá acercarse a la estructuración 

posible de una empresa criminal, sinímportar el que este tipo penal no 

demande la comisión de los ilícitos concertados. 

Corte Suprema de Justicia, SP de 25 de septiembre de 2013. radicado 40545, postura doctrinal reiterada en la 
SP 2634-2015 de 18 de marzo de 2015, radicado 41443 y  5P12540-2015, radicado 38154 de 16 de septiembre de 
2015. 

Audiencia de 12 de febrero de 2011, registro 1:34:48. E/fiscal advierte que aunque el informante Ovar Arley 
González Mora hizo entrega de una primera droga el 8 de octubre de 2010, dicha situación se está tramitando por 
separado en la denuncio 110016000019-2010-9954; por lo que tos hechos de esta iznputactón nacen a partir del 
21 de enero de 20/1, que comprenden la entrega de una segunda droga de 25 de enero de 20//y la diligencia de 
registro y allanamiento efectuado el 4 de febrero de 2011. 
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3) La vocación de permanencia y durabilidad de la empresa 

acordada. La permanencia que se extraña  por la Juez de primera 

instancia, y que afirma la Fiscalía se demostró, deberá ser extraída del 

marco fáctico que aportó el material probatorio. Hechos que la Fiscalía 

afirma se refieren a la oportwnidad fLincional de los agentes de la SIJIN 

para acceder al material ilícito en medio de diligencias oficiales; 

valiéndose de información falsa que documentaban para permitir el 

apoderamiento y la posterior comercialización de lo incautado y no 

relacionado, con énfasis en los estupefacientes. 

4) Que la expectativa de realización de las actividades propuestas 

permita suponer fundadamente que se pone en peligro la seguridad 

pública. Este será un requisito que se analizará una vez sean verificados 

los tres anteriores. 

A la luz del artículo 380 del C.P.P.°, se analizará las pruebas 

aportadas al juicio oral, tanto en conjunto como de manera individual, 

esta última de acuerdo a la naturaleza de cada medio de 

conocimiento. 

En la medida que-el señalamiento del concierto para delinquir tiene 

como fuente el testimonio de Over Arley Mora González como prueba 

directa y, como indirecta, la información de lo acaecido a partir de 4 de 

febrero de 2011; antes de entrar a valuar la materialidad de delito 

contra la seguridad pública (arts. 340 y ss. Del CP) se examinará la 

ocurrencia de los hechos, las circunstancias concomitantes y posteriores 

a su ejecución y su incidencia con demostración de los ilícitos de 

30 ARTÍCULO 380. CRÍTERJOS DE VALORACIÓN. Los medios de prueba, los elementos materiales 
probatorios y la evidencia fisica, se apreciarán en conjunto. Los criterios para apreciar cada uno de ellos serán 
señalados, en el respectivo capítulo. 
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falsedad ideológica en documento público; ocultamiento, alteración y 

destrucción de elemento material probatorio; y tráfico, fabricación o 

porte de estupefacientes (respecto al último delito no se tocará en forma 

autónoma sino en lo que se relaciona con el concierto para delinquir) 31• 

Precisiones iniciales como punto de partida 

El testigo principal del ente acusador Over Mey González Mora, 

señaló que cuando se disponía a denunciar, a través de la línea 123 que 

en un inmueble se expendía "droga.","  tuvo su primer contacto con el 

patrullero de la SIJIN Juan Leonardo Chavarría Peña quien le presentó a 

Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiflo, John Alejandro 

Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre 

Riaiio como compañeros de la Oficina de Microtráfico de la URI de 

Kennedy, convirtiéndose desde ese momento en el informante de 

aquellos, para desmantelar ¡as zonas en donde se traficare con 

estupefacientes. 

Esa información, según la Fiscalía, tenía un fin distinto al de luchar 

contra el Microtráfico de alcaloides en las localidades de Kennedy y 

Bosa, pues una vez obtenida la orden de registro y allanamiento, se 

incautaban los elementos materiales probatorios encontrados 

(estupefacientes ylo armas) y se procedía a legalizar solo una parte de 

estos ante el juez de penal municipal de control de garantías y, del 

restante material, se apropiaban para luego negociarlo a través del 

mismo informante -Over Arley-, distribuyendo las ganancias. 

-" Frente a este delito se decretó la ruptura de la unidad procesal mediante auto de 13 de octubre de 2016, 
ordenando devolver las diligencias al fallador para que emitiera sentencia de primer grado, al no haber operado 
elfenómeno de la prescripción de ¡a acción penal. 

22 

364
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá
Proceso: 2011-0001 04 

Acusado: Juan Leonardo Chovonfo Peña 
Delito: Folsedad ideológica en documento público 

En ese entendido, la Delegada concluye que se tenía un escenario 

en el cual se materializaba la intención criminal de los acusados, pues 

una vez se denunciaba formalmente los sitios de expendio de 

estupefaciente, era necesario según el "modus operandi" la realización 

de la diligencia de registro y allanamiento. 

• De la diligencia de registro y allanamiento realizada el 4 de 

febrero de 2011 

La Fiscal de la URl Kennedy Ligio Esperanza Mateus Rodríguez-12  

señaló que para los meses de enero y febrero de 2011, recibía todas las 

diligencias y a través de los informes que presentaba la policía, 

coordinadamente trabajaba con ellos para el registro y allanamiento. 

Dice que a finales de enero de 2011, el rupb de policía judicial presentó 

varios informes y posibles sitios donde se podría estar expendiendo 

sustancia estupefacientes. 

La policía le señaló que existía una fuente humana (Over Arley 

González Mora) que podía brindar información y que llevaba más de 20 

años en el sector y ofrecía plena credibilidad, tanto así que en un caso 

anterior, la misma fuente dio un caso positivo, por ello se profirió 

autorizaci6n33  para la carrera 81 H Bis N° 41F -24 Sur zona Chucua de la 

Vaca Kennedy34, la que se prorrogó35  porque no se contaba con 

personal suficiente para apoyar la diligencia. 

En esa medida, no existe discusión que hubo una diligencia de 

registro y allanamiento que se realizó el 4 de febrero de 2011 (viernes) en 

3 Audiencia de 6 de octubre de 2014 registro 17:44 
. 18 de enero de 2031 
34 En las diligencias se conoce como el Barrio El Amparo 

27 de enero de 2011 

23 

365
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Repúbl)ca de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso: 2011-0001 04 

Acusado: Juan Leonardo Chovanfa Pena 

Delito: Falsedad ideológica en documento público 

la carrera 81 H Bis N°41 F -24 Sur Barrio El Amparo36; en la cual participaron 

entre otros37, los patrulleros Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto 
1 C1 

Voloyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez 

Chaverra y Robinson Antonio Barrera López adscritos a la Oficina de 

Microfráfico de la URI de Kennedy, así como Walter Miguel Ávila Galindo 

(Jefe de la citada dependencia); allí se incautó una serie de elementos 

materiales probatorios y evidencia física, que configuraban unos ilícitos 

por parte de terceras personas. 

En el referido allanamiento según los patrulleros César Augusto 

Gutiérrez Flórez38, Jeyson Andrés Patiño Méndez39, Rosema,y Garzón 

Vanegas4° y Walter Miguel Ávila Galindo41, Juan David Aguirre Riaño no 

participó en aquella diligencia, por estar acompañando a su superior a 

una prueba polígrafo, luego de lo cual realizó un procedimiento de 

captura. 

Con el testigo Óscar Fernando Peña Rincón patrullero Policía 

Nacional,42  se ingresó el acta de inspección a lugares de 9 de febrero 

de 2011, donde recopiló varios legajos sobre la referida diligencia de 

registro y allanamiento que se realió el día y lugar anteriormente 

referidos. 

Cfr. Fis. 298-282 Cuaderno 4. El Mayor Eduardo José Oviedo Mancera incorporó el oficio N' S-2011-
0705937C0E5P-GUCAR de 10 de agosto de 2011, mediante el cual informa que la referida diligencia no tuvo 
apoyo de la unidad Canina ni de la Sección Montada GUCAR MEBOG. 
37  Audiencia de 14 de abril de 2015, audio 2 registro 20:57. La patrullera Rosemary Garzón Vanegas participó en 
¡a referida diligencia junto con ¡0011 personas. Advierte que era la únicafemenina del Grupo de la URJy en la 
diligencia capturó a una mujer de la tercera edad 
"Audiencia de 16 de abril de 2015, registro 28:30 

Audiencia de 16 de abril de 2015, registro 16:33 
4' Audiencia de 14 de abril de 2015, audio 2 registro 20:57 
Audiencia41 de 14 de abril de 2015, audio 1 registro 8:03 

42 Audiencia de 9 de julio de 2014, audio 7 registro 3:30 
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Como documentales del proceso 11001600001920110047943, fueron 

incorporadas a la actuación44: 

1. Informe ejecutivo de 17 de enero de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría Peña 
y John Alejandro Gómez Chaverra mediante el cual ponen en conocimiento a la Fiscalía 
los hechos informados por una fuente humana sobre el expendio de sustancias 
estupefacientes en la Carrera 81 H Bis No. 41 F 24 Sur barrio El Amparo, a efectos de 
que se emita ¡a correspondiente orden de registro y allanamiento. 

2. Órdenes apolicía judicial de 18 de enero de 2011 suscrito por la Fiscal 361 Seccional 
Ligia Esperanza Mateus Rodríguez, en la que se ordena recepcionar declaración al 
informante sobre la actividad delictiva que se viene desarrollando en el inmueble, entre 
otras. 

3. Informe investigador de campo de 19 de enero de 2011 suscrito por Juan Leonardo 
Chavarría Peña y John Alejandro Gómez Chaverra dando cumplimiento a la orden. 

4. Orden de registro y allanamiento de 21 de enero de 2011 suscrita por la Fiscal 361 
Seccional Ligia Esperanza Mateus Rodríguez y recibida por John Alejandro Gómez 
Chaverra. 

S. Solicitud de prórroga para el cumplimiento de la orden de registro y allanamiento de 
26 de enero de 2011 realizada por John Alejandro Gómez Chaverra, y autorización por 
8 días más, apartir del 28 de enero de 2011, por la Fiscal 361 Seccional Ligia Esperanza 
Mateus Rodríguez. 

6. Constancia de 27 de enero de 2011 de la Fiscalía 361 Seccional mediante la cual se 
autoriza la citada prórroga. 

Z Orden de registro y allanamiento de 27 de enero de 2011 suscrita por la Fiscal 361 
Seccional Ligia Esperanza Mateus Rodríguez y recibida por John Alejandro Gómez 
Chaverra. 

S. Informe de registro y allanamiento y acta de registro y allanamiento de 4 de febrero 
de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría Peña y John Alejandro Gómez 
Chaverra. 

9. Acta de registro y allanamiento de 4 de febrero de 2011, suscrita por Juan Leonardo 
Chavarría Peña y John Alejandro Gómez Chaverra, en la cual se relacionan las lugares 
registrados en el inmueble. 

10. Siete actas de derechos del capturado de María Estrella Patiño de Pérez, Milton 
Antonio Rivera, Leonel Iván Tibaque Ospina Oscar Johan Dávila Feria, Carlos Saúl 
López Pérez, Feisar Miguel Téllez González y Adriana Rocío Ordoñez Páez por los delitos 
de destinación ilícita de inmueble y tráfico, fabricación y porte de estupefacientes 

43 Seguido por los delitos de destinación ilícjta de inmueble, en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o 
porte de estupefaciente.syfabricación, tráfico; porte o tenenciiz de armas defuego, accesorios, partes o municiones. 

Cfr. FIs. 39-120 Cuaderno 6 
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suscritas por Robinson Barrera (tres)45, Juan Leonardo Chavarría Peña (dos)46, 
Mauricio Campiño (dos)47, respectivamente. 

11. Cinco actas de incautación de elementos. 

Robinson Barrera incautó: 

- Ocho bolsas plásticas transparentes  que en su interior contiene 20 envolturas de 
papel cuadriculado de bazuco. 

- Un revólver marca Smith & Wesson, calibre 38 largo con empuñadura en 
madera, con número externo C88082 y4  cartuchos. 

- $267. 000 mil pesos en billetes y monedas de diferentes  denominaciones. 

Juan Leonardo Chavarría Peña incautó: 

- Once bolsas plásticas transparentes pequeñas la cual contiene 20 envolturas de 
papel cuaderno contentiva de bazuco. 

Mauricio Campiño incautó: 

- Una bolsa plástica transparente en su interior 25 bolsitas plásticas, cada una de 
ellas con 20 papeletas contentivas dé una sustancia pulverulenta que por su olor y 
color son similares al bazuco. 

- Un revólver marca Smith & Wesson con número externo 9D13236y 5 cartuchos 

Iván Castillo Castaño incautó: 

- Un arma de fuego de fabricación artesanal sinnúmero interno ni externo. 

César Augusto Suárez Cerquera incautó: 

- Un revólver marca Llama Martial pavonado calibre 38 especial con 
empuñadura en madera y 6 cartuchos. 

12. Diez registros de cadena de custodia 

13. Informe ejecutivo de 5 de febrero de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría 
Peña. 

14. Informe ejecutivo de 5 de febrero de 2011 suscrito por Juan Leonardo Chavarría 
Peña. 

15. Prueba de identificación preliminar homologada de 4 de febrero de 2011, practicada. 
a las sustancias incautadas, una: corresponde a 500 envolturas de papel cuadriculado 
grapadas con un peso bruto de 296.7 gramos y neto de 88.9 gramos; dos: 160 envolturas 
de papel cuadriculado grapadas con un peso bruto de 94.0 gramos y neto de 27.5 gramos; 

Suscribió la de María Estrella Patillo de Pérez, Oscar Joian Dávila Feria y  Feisar Miguel Téllez González 
'Suscribió la de Carlos Saúl López Pérez y Adriana Rocío Ordoñez Páez 
17 Suscribió la de Milton Antonia Rivera y Leonel Iván Tibaque Ospina 
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tres: 220 envolturas de papel cuadriculado grapadas con un peso bruto de 143.8 gramos 
y neto de 38.7 gramos. 

16. Informe de plena identidad de los procesados e informe sobre consulta web de la 
Regisiraduría Nacional del Estado Civil. 

17. Informe de balística que se realizó a cuatro armas de fuego, las que son aptas para 
realizar disparos y los cartuchos incautados son compatibles para ser utilizados con 
armas del mismo calibre. 

No hay duda que los referidos elementos fueron puestos a 

disposición de la autoridad judicial competente para su legalización el 5 

de febrero de 2011 (sábado), aunque desconoce la Sala si ello ocurrió 

con la totalidad de tos objetos incautados en mención, pues no se allegó 
-- - 

 

al plenarioplenario el acta de la audiencia llevada a cabo ante el juez de 

garantías, como tampoco se tuvo ¿fra medio de conocimiento que 

diera cuenta fehaciente de lo que pasó en dicha vista pública 

preliminar. 

Para seguir la estructura propuesta arriba, antes de establecer la 

ocurrencia del ilícito de concierto paro delinquir, se analizará los hechos 

demostrados a través de las pruebas que fueron introducidas y 

producidas en la vista pública, su valoración y la fuerza para alcanzar -o 

no- convicción libre de duda razonable; sobre la ocurrencia de los delitos 

de falsedad ideológica en documento público en concurso 

heterogéneo con ocultamiento, alteración o destrucción de elemento 

material probatorio y sus responsables. 

Acorde a estas precisiones, la Sala procederá a resolver lo que es 

materia de apelación, esto es, si es factible arribar a una condena a la 

luz de los requisitos del artículo 381 del estatuto procesal penal48. 

48 ARTICULO 381. CONOCIMIENTO PARA CONDENAR. Para condenar se requiere el conocimiento más 
allá de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusadojundado en las pruebas debatidas 
en el juicio. La sentencia condenatoria no podrá fitndamentarse exclusivamente en pruebas de referencia. 
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La tesis de la juez es que sí se configuraron los mencionados delitos. 

Para ello se vale del informe ejecutivo y las actas de incautación que 

surgieron con ocasión del allanamiento, en los que advierte se calló 

parcialmente la verdad, en la medida que no se consignó la totalidad 

de los elementos incautados en el referido procedimiento, lo que de 

paso evitó que pudieran ser utilizados como medios probatorios en la 

investigación criminal; conclusión con la que está de acuerdo el 

delegado de la Fiscalía. 

Por su parte, la tesis de la bancada de la defensa es que los ilícitos 

en mención no se configuraron porque la diligencia de allanamiento fue 

legal y, en esa medida los acusados actuaron conforme al 

procedimiento establecido, por lo que la juez de primera instancia 

realizó una indebida valoración de los testimonios que se presentaron en 

el juicio. 

• De los delitos de falsedad ideológica en documento público en 

concurso heterogéneo con ocultamiento, alteración y destrucción 

de elemento material probatorio. 

El delito de falsedad ideolóczica en documento oúblico que 

resguardo el bien jurídico de la fe pública, se encuentra contemplado 

en el artículo 286 del C.P. que refiere: 

El servidor público que en ejercicio de sus )unciones, al extender documento público que 
pueda servir de prueba, consigw una falsedad o calle total o parcialmente la verdad, 
incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses e 
inhabilitación para el ejercicio de derechos yfunciones públicas de ochenta (80) a ciento 
ochenta (180) meses. 

El sujeto activo del tipo penal es calificado, es decir, que debe ser 

un servidor público que en ejercicio de las funciones propias del cargo, 
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al elaborar un documento público que pueda servir de prueba, consigne 

una falsedad o calle total o parcialmente la verdad. 

El artículo 20 de la normativa penal, define qué se debe entender 

por servidor público: 

Para todos los efectos de la ley penal, son servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente ypor servicios. 

Para los mismos efectos se consideran ser/idores públicos los miembros de la fuerza 
pública, los particulares que ejerzan ¡taiciones públicas en forma permanente o 
transitoria, losfuncionariosy trabajadores del Banco de la República, los integrantes de 
la Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha contra la Corrupción y las personas que 
administren los recursos de que trata el artículo 338 de la Constitución Política. 

A su turno, el artículo 216 de la Constitución Nacional explica que la 

fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas 

Militares y la Policía Nacional. 

Entonces para establecer si los acusados eran servidores públicos 

para el momento de los hechos, se incorporó al juicio oral los extractos 

de sus hojas de vida, allí se determina que prestan sus servicios a la Policía 

Nacional,49  con lo que en efecto, se acreditó que ostentan la calidad de 

servidores públicos, con funciones específicas de ser miembros de la 

SIJIN- Policía Nacional50. 

En ese orden de ideas, se tiene que los documentos suscritos en la 

diligencia de registro y allanamiento de 4 dé febrero de 2011, son 

públicos, al haber sido expedidos en desarrollo de las funciones como 

servidores públicos, por lo que son auténticos y a la vez, pueden servir de 

Cfr. Fís. 98-114 Cuaderno 4 
50 Audiencia de 9 de abril de 2015 registro 5:34 el Teniente Coronel Ciro Carvajal incorporó el oficio N 107396 
MD.PONALSEGEN.ARJUR de 1" de junio de 2011, mediante el cual da a conocer el marco jurídico que regula 
el manual defunciones de los Comandantes de Estación en Bogotá así como de los uniformados adscritos a la 
SIJIN Actos Urgentes. Cfr. Fís. 264-270 Cuaderno 4 
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prueba en el ámbito jurídico; hecho sobre el cual no hay ninguna 

discusión. 

De lo anotado, las tesis de la acusación, avalada por la a quo, 

señalan que el contenido de las actas de incautación, elaboradas 

dentro del proceso 110016000019201100479, son tachados como 

parcialmente espurios al haber omitido algunos datos; lo que repercute 

en la eficacia e idoneidad de este medio de conocimiento, por cuanto 

-se dice- no se reportó la totalidad del material incautado. 

Por otro lado, el ilícito de ocultamiento, alteración y destrucción de 

elemento material probatorio regulado en artículo 454 B del C.P., 

protege el bien jurídico de la eficaz y,  recta administración de justicia. Al 

respecto, la norma señala: 

El que para evitar que se use como medio cognoscitivo durante la investigación, o como 
medio de prueba en el juicio, oculte, altere o destruyo elemento material probatorio de 
los mencionados en el Código de Procedimiento Penal, incurrirá en prisión de cuatro (4) 
a doce (12) años y malta de doscientos (200)a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

El sujeto activo del tipo penal es indeterminado, por tanto, puede 

ser cometido por cualquier persona y se configura cuando se realizan las 

acciones de ocultar, alterar o destruir un elemento material probatorio 

mencionado en el estatuto procesal penal, con independencia a que el 

resultado pretendido se logre; siempre y cuando, la finalidad perseguida 

por el agente sea la de evitar que se use como medio cognoscitivo 

durante la investigación o como medio de prueba en el juicio. 

En ese sentido, constituye deber de la Policía Nacional-SIJIN 

asegurar la evidencia físico y los medios de convicción recaudados en 

la diligencia de allanamiento y registro. Por ello, se analizará si la 

conducta realizada por los procesados transgredió la órbita de sus 
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deberes funcionales, en el sentido de no haber colocado a disposición 

de las autoridades judiciales todos los elementos incautados en las 

diligencias. 

La Sala advierte que en el caso bajo examen en esta ocasión tiene 

como punto de inestab11iddd51, tantb para la adecuación típica del 

delito endilgado contra la fe pública, bomo en el que atenta contra la 

eficaz y recta impartición de justicia, si se demostró más allá de duda 

razonable que en verdad se registró -en menor cantidad- algunos de los 

elementos incautados en la diligencia de allanamiento y registro 

realizada el 4 de febrero de 2011. 

De esa manera se podrá establecer si lo consignado en el 

documento expedido por los funcionarios de policía judicial 

correspondía a la realidad de los susos. Para ello ha de tenerse en 

cuenta las manifestaciones de quieñes concurrieron al juicio oral a 

deponer sobre lo que percibieron en las fechas de los hechos aquí 

investigados. 

Resultados probatorios 

En el curso de la diligencia de allanamiento, el Intendente Orlando 

Puentes (Jefe de policía judicial de la SIJIN en la URI Kennedy) le informó 

al Mayor de la Policía Nacional Luis Fernando Díaz Vi/lota52  que tenían 7 

personas capturadas, que habían incautado alrededor de 5000 

papeletas de bazuco y armas de fuego, motivo por el cual se desplazó 

al Barrio El Amparo para conocer de primera mano los resultados del 

procedimiento, hechos que puso eh conocimiento del Mayor Elver 

" Este es un punto vacilante en la decisión, al tener poca firmeza, tal como se pasa a desarrollar. 
2 Audiencia de iOdejulio de 2013, registro 6:46 
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Vicente Alfonso Sanabria y la Coronel Gladys Gómez Galvis53, quienes 

también arribaron al sitio. 

Dicho testigo describió que a la entrada del inmueble allanando, 

como a 2 o 3 metros en una mesa pequeña, se encontraban varias 

bolsitas transparentes atadas con nudos (no menos de 20 o 30) 

relativamente pequeñas que contenían papeletas blancas de bazuco 

(por su conocimiento y experiencia era la cantidad aproximada que le habían 

reportado), pero no las contó; 5 armas de fuego de corto alcance, una de 

ellas de "juguete" y  4 tipo escopeta; en la parte externo al lado de un 

vehículo, observó una caja de whisky que contenía botellas y un taladro, 

elementos en los que -dice- se tenían que iniciar la cadena de custodio. 

Afirmó que le preguntó al patrullero Chavarría el destino de la caja 

de whisky y el taladro, quien le manifestó que los iba a poner a 

disposición de la Fiscalía, porque el Delegado le había informado que 

eran para demostrar una posible receptación, pues se conocía que en 

el inmueble además de vender estupefacientes, almacenaban los 

elementos que se hurtaban en el sector. 

Refirió que al tratarse de actividades sobresalientes, como es el caso 

de varias capturas y la cantidad de estupefaciente incautado, solicitó al 

Grupo de Audiovisuales de la SIJIN, para que filmara y dejara el registro 

sobre ese procedimiento. 

Corrobora lo anterior, la testigo Teniente Coronel Gladys Gómez 

GalvisM quien afirmó que el día del allanamiento el Capitán Díaz Villota55  

le informó que se estaba adelantando una diligencia y que habían 

33  Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 7 registro 2:02. El testigo Simón Pedro Gardo Contreras, le tomó dos 
entrevistas a estos q/iciales sobre los hechos, igualmente realizó una inspección a la Secretaria de Tránsito. 
5 Audiencia de 9 de julio de 2013 registro 26:15 
' Este testigo se identifico como Mayor 
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incautado 5 armas de fuego y aproximadamente 3000 papeletas; 

además de la capturo de 7 personas, por lo que se trasladó a ese lugar. 

Informa la declarante que se quedó en la parte externa del 

inmueble al lado de una puerta. Señaló que a la entrada había una 

mesa y recostada contra la pared 4 escopetas, 5 armas cortas, unas 

bolsas trasparentes contentivas de papeletas de droga y una caja de 

licor. 

Al día siguiente (sábado), el Capitán Díaz Villota le informó que la 

audiencia de legalización empezaría a las 4:00 de la tarde, razón por la 

cual decidió acudir. En el poco tiempo que estuvo, advirtió que el Fiscal 

se refirió solo a 4 armas de fuego (de las 5), no más de 900 papeletas (de 

¡as 3000 aproximadamente que le reportaron), 7 capturados, sin hacerse alusión 

a la caja de licor. 

En el mismo sentido, el Mayor Elver Vicente Alfonso Sanabria56  fue 

informado por el Capitán Díaz Villota. del allanamiento porque fue un 

procedimiento de "gran envergadura" por los elementos hallados y las 

capturas. Advierte que cuando los procedimientos eran de relevancia 

asistían pero no a judicializar, pues, eso correspondía a policía judicial; 

generalmente, se quedaba en la parte externa así fuera para felicitar a 

las personas que participaban o hacer algunas recomendaciones. 

Señaló que el reporte inicial que le hicieron fue de 2000 a 2500 

papeletas y las armas de fuego, pero a medida que transcurría la 

diligencia hallaron más elementos. i,Recuerda que observó desde la 

parte externa (a 5 metros) en una mesita una cantidad de una sustancia 

empacada en papelitos blancos como hojas de cuadernos, los que 

j6 Audiencia de 28 de octubre de 2013 registro 52:00 y 9 de abril de 2015, registro 12:55 
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podría inferir se trataba alrededor de 2000 papeletas, también unas 

armas de fuego. 

Luego del análisis en conjunto de. las anteriores aseveraciones, se 

advierte, que a pesar que se hacen manifestaciones expresas sobre una 

gran cantidad de contenedores, al parecer de sustancia estupefaciente 

al íodl inmueble allanado el 4 ide febrero de 2011, ninguno se 

atreve a precisar las cifras, máxime cuando su percepción fue desde la 

parte externa del inmueble57; y sólo la oficial Gómez Galvis señala una 

diferencia entre estas y la que fue presentada ante el juez de control de 

garantías en la legalización (al día siguiente del registro). 

Se puede afirmar que la base de información de Luis Fernando Díaz 

Villofa, Elver Vicente Alfonso Sanabria y Gladys Gómez Galvis es 

meramente subjetiva, pues, su percepción se quedó en lo que fue 

comunicado por radio por terceras personas (sin que coincidan en ¡as 

cantidades) y en lo que creyeron observar, se basaron simplemente en 

miradas panorámicas. Situación que no necesariamente las descarto, 
- 

pero sí exige que deban ser sopesadas de acuerdo a lascaracterísticas 

de los objetos percibidos en la diligencia de registro y allanamiento. 

La experiencia enseña, sin lugar a duda, que entre más grande sea 

el tamaño y menor la cantidad de elementos que son percibidos por el 

órgano de la visión, mayor será la probabilidad de constatar y verificar 

su cantidad si debe compararlo en un escenario distinto en el que 

primero lo observó. 

De ahí que los elementos percibidos por parte de los oficiales 

corresponden a una caja contentiva de 12 botellas de whisky, unos 

5' Los 3 testigos anteriores hablan enife 2000 y 5000 pap4etas. 
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billetes y monedas de diferente denominación, un taladro, 4 armas tipo 

escopeta y 5 revólveres; sin embargo, en lo que foca a la sustancia 

estupefaciente, se tiene que la relacionada en el acta de incautación, 

una vez realizada la suma aritmética, arroja un total de 880 papeletas 

de  cocaína-58. 

Ahora bien, en principio la cantidad que se alude como desfase y 

que se dice constituye la falsedad parcial del informe, está en relación 

entre 880 papeletas (acta de incautación) y las 2000 a 5000 papeletas de 

cocaína (dicho de los testigos de la Fiscalía, quienes dicen haber asistido al 

allanamiento). 

En un primer plano, se podría advertir un faltante considerable de 

las mencionadas "papeletas", sin embargo, la base de los señalamientos 

no tiene la virtud, por si sola, de superar la dudo razonable para arribar 

a oh oE Toque se exi para establecer lo materialidad 

de una falsedad en el documento público, en la medido que sólo se 

cuEcon el acta de incautación que refleja de manera objetiva la 

existencia de una cantidad determinada de elements incautados, 

discriminados por su especie; sin que, de otro lado, se tenga prueba 

objetiva que en verdad se presentó algo distinto ante el juez de control 

de garantías. 

Se advierte que al juicio no se trajo ninguno prueba que acreditara 

lo que sucdió al momento de la legalización, más allá del decir de la 

oficial de la Policía, que hace mención de alrededor de 900 papeletas 

llevadas a control de legalidad, es decir, veinte menos de la registrada 

en el acta que se tacho de falsa. Se regreso a las imprecisiones, esta vez 

no en lo relativo a un faltante sino, al contrario, ahora la oficial señala 

500 + 220 + 160 = 880 envolturas de papel cuaderno cuadriculado 
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que se mencionaron más elementos respecto de los que aparecen en 

el documento dubitado (acta de incautación). 

En efecto, la variedad de versiones en cuanto a la cantidad que 

dicen haber visto en el inmueble allanado disminuye la fiabilidad de las 

fuentes; Luis Fernando Díaz Villofa habla del hallazgo de 5000 papeletas, 

Gladys Gómez Galvis dice que fueron alrededor de 3000 papeletas y 

Elver Vicente Alfonso Sanabria refiere una cantidad entre 2000 a 2500 

papeletas. Ninguna de estas cifras fue corroborada, quedaron en 

especulaciones qiTe dejan el análisis probatorio en la incertidumbre, 

precisamente de un hecho indispensable para establecer cuál fue la 

realidad y de qué manera la trasfiguraron los procesados. 

No se puede dejar de lado que los desfases numéricos, entre los 

testigos de la Fiscalía, oscilaron entre 2000 y  5000 pape1eTds; y hoy se 

pretende dar relevancia a su apreciación por encima de las 880 

papeletas que, al parecer, se llevaron a audiencia preliminar. 

Al examinar los testimonios en los que se rcuefg 1a demoiggón 

del estupefaciente faltante, se observa que los desfases entre uno y otro, 

se debe aque el principio de sus dichos está en lo qi ie escucharon de 

otrQs y una pobre corroboración a través de una fugaz percepción visual 

desde fuera del inmueble allanado. 

En cuanto al tema, a continuación se extraen las partes pertinentes 

de sus testimonios. Luis Fernando Díaz Villota manifestó que el día del 

allanamiento el Intendente Puentes, Jefe de Policía Judicial en la URI de 

Kennedy le informó vía Avante¡: 

"de las 7 capturas yprogresivamente mientras se va encontrando el estupefaciente, 1000, 
2000, 3000 hasta llegar a un total aproximado de 5000 papeletas de bazuco ".. Al llegar al 
lugar, dice, "se encontraron gran cantidad de papeletas, de bolsitas, obviamente no las 
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contamos una a una, pero por la experiencia que uno tiene en esos casos, la cantidad era muy 
aproximada a la que me habían informado en ese momento..." Dice que a la entrada 
del inmueble, en una mesa pequeña "alcanzó apercibir a 203 metros varias bolsitas 
que contenían papeletas en las que se envuelve el bazuco, 5 armas de fuego de corto alcance, 
una de ellas de juguete y4 escopetas recostadas sobre la pared "59. 

Gladys Gómez Galvis dice que: 

"En horas de la mañana el Capitán Días Villota... me reporta que se estaba adelantando 
una diligencia de allanamiento en el Barrio El Amparo... y que al momento le iban reportada 
5 armas de fuego y aproximadamente 3000 papeletas de estupefacientes y la captura de 7 
personas"... Al llegar al sitio "me ubique alfrente de un casa de tres pisos, en ¡aparte externa 
de una puerta, en ¡a parte interna habían unos investigadores adelantando la diligencia y 
cuando yo llego ahí encuentro pasada la puerta, no ingrese, claro, desde la parte externa, 
pasando la puerta había como una mesita y ahí estaba recostada contra la pared, habían 4 
escopetas y en la base de la mesa habían 5 armas cortas, unas bolsas transparentes que en su 
interior se veían unas papeletas como las que contienen droga ... una caja de licor"... "Yo 
continúo en ¡aparte externa, porque las condiciones internas eran deprimentes, era maloliente, 
desordenado, realmente no ingresé por eso" SO, 

Finalmente, Elver Vicente Alfonso Sanabria manifestó: 

"Yo si recuerdo muy bien que elprimer reporte que me hace el Capitán Días más o menos 
era de 2000 a 2500 papeletas y las armas de fuego, pero a medida que se va dando la diligencia 
pues iban hallando dichos elementos, es más cuando yo ¡legue al sitio, no Ingresamos a la 
diligencia porque a veces uno acostumbra a que realmente quien esté dentro de la diligencia 
sean los funcionarios que hicieron toda ¡aparte investigativa... '3io si recuerdo llegar al sitio 
y haber observado desde la parte externa (a unos 4 o 5 metros de distancia) porque la puerta 
estaba abierta y pude apreciar relativamente una cantidad de sustancia que podría de pronto 
inferir de que más o menos se trataba de unas 2000 papeletas... nuevamente le reitero, no 
accedí como tal al sitio "61.  

Aún más, encuentra esta Sala, que por parte de la institución que 

ejercía función de policía judicial, algunos de los efectivos que 

acudieron a la escena y que pretend(an hacer recomendaciones en el 

proceder, de acuerdo a lo demostrado, se alejaron de su pretensión y al 

contraria dejaron ver una falta de control y verificación de las 

actividades de sus integrantes. 

-59  Audiencia de lüdejulio de 2013, registro 13:09 
Àudiencia de 9 de julio de 2013, registro 29:38 

IJ  Audiencia de 28 de octubre de 2013, registro 1:15:15 
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Basta observar que en vez dj haber realizado una sola acta de lo 

sucedid ¡o oral con el 

patrullero Oscar Fernando Peña Rincd, se elaboraron en total cinco de 

ellas. Lo que no solo.defd ver una Tala de dirección y unificación de 

procesos, sino que trasluce una serie de factores que dan 

preponderancia a la noticia con fines publicitarios por encima de la 

investigación penal. 

Así fue como la escena del crimen pudo llegar a ser contaminada 

con la presencia de un personal plural de uniformados que no estaban 

a cargo de las diligencias, es decir, a los que no se les había 

encomendado el allanamiento. Varios de ellos llegaron por los 

comunicados en la radio de la policía; interés que creció con el ingreso 

a la escena -se supone aislada-, y  cuya irregularidad se mantuvo con la 

posterior filmación con fines noticiosos. Razón suficiente para desestimar 

las afirmaciones de quienes dicen haber presenciado los hechos con el 

ánimo de felicitarlos o hacerles recomendaciones, en la medida que la 

primera sugerencia debió ser que mantuvieran aislado el lugar del 

crimen de individuos no autorizados (incluso efectivos de kpolícía), y que sólo  

uno de los investigadores hiciera la recolección de las evidencias 

encontradas. 

Lo más importante, de acuerdo a las funciones asignadas a la 

Policía Nacional, era velar por el resguardo de lo incautado con la 

documentación exacta de lo hallddo, más aún si se trataba de 

estupefacientes; casos en los cuales, 
1
por encima de la cantidad de 

envolturas o empaques los que se encuentre la sustancia, el valor de 

la evidencia se encuentra eri la clase y peso neto de la misma. Este 

organismo conoce que su gramaje es el que permite la adecuación de 

los hechos a un tipo especial de delito, o incluso descartar la intervención 

penal si se trata de temas de dosis personal o aprovisionamiento. 
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Sin embargo, la prueba en el juicio no demostró que se hubieran 

desplegado acciones conforme a ese conocimiento que se espera de 

estos cilios tfncionarios; sin lugar a duda, sí se sospechaba de un faltante 

en los elementos incautados, era necesario actuar con la prontitud que 

demandaba una sospecha tan grave como esa; es decir, con la 

elaboración de un inventario y su respectiva comparación para 

alcanzar la precisión en las cifras echada de menos, esto incluía tomar 

copia de la actuación ante el juez dé control de garantías. 

Las reglas de la experiencia y el sentido común enseñan que ep,  

cualquier causa penal en donde están involucradas sustancias tales 

como los estupefacientes, se requiere conocer con precisión cuánto es 

el peso (de la sustancia), ello, conlleva a que se debo separar de su. 

contenedor. No hay explicación, en el caso examinado, de cómo si tales 

acciones primigenias eran determinantes al momento de separar el peso 

bruto del peso neto, les fue suficiente a los testigos hacer una 

constatación visual de la incautación originaria agrupada. 

Discriminación de la sustancia que va a tomar mayor importancia 

en el espacio de legalización ante el juez de control de garantías, donde 

es importante dar a conocer que se captura en flagrancia de un delito, 

no por las unidades de los empaques (papeletas), sino por el peso neto de 

la sustancio prohibida, adicional a exigírsele el tipo o clase de sustancio. 

Información que al no haberse suministrado en el debate probatorio 

impide lleroncretal faltari'fé, en mealEa que ajo lás 

condiciones expresadas no bastaba una apreciación subjetiva de lo 

que se creía fue incautado y de lo que finalmente se legalizó; tal como 

se ha visto cada testigo a su arbitrio señaló las unidades que ci bien tuvo 
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dependiendo de lo arista en-la que se encontraba cada observador y 

de la información que recibieron de segundo mano. 

Una prueba tangencial sobre lo ocurrido el 4 de febrero de 2011 en 

el Inmueble allanado lo es el video de recreación, con fines publicitarios 

de la institución policial62. Este elemento fue incorporado por Diego 

Armando Fierro Yusun guairo patrullero Policía Nacional63  quien explicó 

que lo llamaron a grabar un video de allanamiento que ya había 

ctminadoM, por lo que se editan las imágenes. 

Explica el declarante que si se hace la solicitud por escrito de 

manera anticipad, el video se realiza desde el momento en que inicia 

la diligencia, sin editar el casete, se entrega embalado y rotulado 

porque entra como parte de prueba, pero cuando finaliza el 

procedimiento se recreo lo que sucedió, como en el presente caso. 

Bajo tal recuento, no duda la Sala que la mentada grabación de 

audio no funge como prueba para la demostración al interior del 

proceso sobre los hallazgos en el inmueble registrado, tal como lo 

señalan varios de los testigos, pues nunca tuvo ese objetivo. 

No obstante, en lo presente causa sirve como hecho indicador y 

prueba de corroboración frente a la existencia inicial de unos elementos 

en el inmueble reqJstrado. En efecto, en el vídeo se observa en una meso 

5 armas de fuego tipo revólver, 4 ecopetas, billetes y monedas de 

diferente denominación y varias papeletas de lo que al parecer 

corresponde al estupefaciente, sin embargo, no se puede determinar a 

simple vista su cantidad. 

Cfr. FIs. 1-2y  video de evidencia Cuaderno 6 
' Audiencia de 28 de octubre de 2013 registro 6:38 
64 Por ejemplo si los policías entran sin gorra o sin la chaqueta bien puesta, errores propios al no hacer un plano 
cerrado o abierto, decir groserías o algo que no se pudiera mostrar en televisión, mas no se afecta el contenido 
del video porque "a la hora de la grabación siempre se trata es que lo que este grabado quede intacto " 
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Frente a los principios para apreciar la percepción de los testigos, 

ligada concretamente a la naturaleza de los objetos observados, en el 

asunto de marras se imposibilita otorgar credibilidad a lo manifestado en 

cuanto a la cantidad de droga que dicen haber visto en el lugar, y 

menos lograr comparada con la cantidad legalizada, pues brillo posu 

ausçia prueba sobre lo que realmente sucedió en tal audiencia 

preliminar ante el juez de garantías, p&a lo cual hubiese bastado traer 

el registro o las actas donde tal dato obrara. 

Sin embargo, ese desvalor no puede ser el resultado de un análisis 

individual de los medios de- conocimiento, debe ahora sopesarse en 

conjunto con las demás pruebas. 

En iese  sentido, en atención aque la juez acepto la postura de la 

Fiscalía en cuanto a tener como hecho demostrado que hubo un 
- 

ocultamiento de la evidencia65, construcción que realiza de manera 

indirecta para radicar responsabilidad de los procesados por tal delito a 

partir f e los hallazgos en la Oficina de Microtráfico de la URl de Kennedy, 

sitio al que estaban adscritos, esta Corporación pasará a analizar los 

medios probatorios que sirven de vehículo a tal información y su 

incidencia de cara al objeto de esta causa. 

• De la revista practicada a la Oficina de Mlcroh-áfico de la IJRI de 

Kennedy el martes 8 de febrero de 2011 

No hay discusión a.pue el 8 de fbrero de 2011, 4 días después del 

allanamiento, - por orden verbal de la Teniente Coronel Gladys Gómez 

Vale la pena recordar que en la acusación no se especificó cuál de los verbos del artículo 454 B del código 
penal se había seleccionado como acción ímpuiable a los procesados. 
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República de Colombia 

TÉibunal Superior de Bogotá
Proceso: 2011-0001 04 

Acosado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

Galvis al Mayor Elver Vicente Alfonso Sanabria66  se realizó una revista en 

la Oficina de Microfráfico de la URI de Kennedy con el fin de determinar 

si existían elementos de algún procedimiento que no hayan sido dejados 

a disposición en la bodega de evidencias como corresponde; de igual 

forma se verificara el estado de aseo del lugar. 

En cumplimiento del requerimiento, el Mayor de lo Policía Nacional 

Elver Vicente Alfonso Sanabria67  entregó a la Coronel el oficio de 8 de 

febrero de 2011 junto con un álbum fotográfico constante de 8 

fotografías, mediante el cual informa que la diligencia fue atendida por 

Intendente Walter Miguel Ávila Galindo y que los hallazgos en la Oficina 

de Microtrófico de la URl de Kennedy68  corresponden a: 

1. Una caja de cartón que en su interior contenía 12 botellas de whisky, de las cuales 11 
correspondían a la marca "Sir Edwards "y 1 de "Grands ". 

2. Pésima presentación de las oficinas, donde se pudo percibir el incumplimiento a las 
órdenes impartidas por la .Jefatura de la Seccional consistente en dar aplicación a la 
fliosofia de las "cinco S", puesto que el desorden y desaseo eran evidentes. 

3. 4 escopetas en mal estado, al parecer neumáticas, las cuales son acondicionadas para 
disparar dardos. 

4. Un revólver neumático, el cual es adaptado para disparar balines. 

5. tina bolsa plástica que en su interior contiene monedas de deferentes denominaciones, 
la cual estaba rotulada con el número de noticia criminal 110016000019201100479. 

Es del caso indicar que no existe cadena de custodia y/o documento que certifique  que 
estos elementos hacen parte de un proceso pena), a excepción de las monedas 
encontradas. 

Por último, me permito comunicarle que fui informado de manera verbal por el señor 
Intendente Walter Miguel Avila Galindo, sobre un hallazgo de unas sustancias 
alucinógenas  69  encontradas en la oficina destinada para el Grupo de Microtráfico, 
sustancia que según el suboficial no tenía cadena de custodia, por ello fue dejada a 
disposición del Fiscal de turno bajo el número de radicado] 10016000019201101313, de 
lo cual me entrega copia del informe ejecutivo y cadpna de custodia 

66 7 de febrero de 2011 
`Audiencia de 28 de octubre de 2013 registro 52:00y 9 deabril de 2015. registro 12:55 

Cfr. FIs. 10-14 Cuaderno 6 
No indica 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá
Proceso: 2011 -OWI 04 

Acusado: Juan Leonardo Chayanta Peña 
Delito: falsedad Ideológica en documento público 

Adjunto al presente me permito hacer entrega a mi Coronel, de un álbum fotográfico 
donde se registran las novedadeiy estado d'las instalaciones informadas anteriormente. 

El referido testigo Elver Vicente' Alfonso Sanabria advirtió que 

reconoce el whisky en la oficina de microtráfico como aquel que 

observó en el allanamiento efectuado en el barrio El Amparo, y frente al 

revólver dice que es muy similar al fotografiado ese día. 

• De la inspección Judicial practicada a la Oficina de Microtráfico 

de la LJRI de Kennedy el viernes 11 de febrero de 2011 

El 11 de febrero de 2011, 3 días después de la revista, se realizó una 

inspección a Ici Oficina de Microtráfico de la URl de Kennedy; en dicho 

procedimiento participaron el investigador de la SIJIN Camilo Andrés 

Muñoz Agudelo,70  el Teniente Gabriel Balaguera Rojas, la patrullera 

Liliana Katherine Rodríguez Gómez, el agente del Ministerio Público José 

Hernández Malta y el Intendente Waltr Miguel Ávila Galindo. 

La referida inspección la suscribieron los mencionados, a excepción 

de la patrullera Rodríguez Gómez; en tanto que, el acta de incautación 

de elementos la firmaron Camilo Andrés Muñoz Agudelo, el Ministerio 

Público José Hernández Malta y el intendente Walter Miguel Ávila 

Galindo; elementos posteriormente embalados, rotulados y sometidos a 

cadena de custodio. 

La testigo Liliana Katherine Rodríguez Gómez71  indicó que la Oficina 

de Microtráfico estaba cerrada, por lo que el Sargento Ávila (quien 

atendió la diligencia)72  sacó la llave del bolsillo y el Teniente Balaguera 

la abrió. Respecto a la versión de Walter Miguel Ávila Galindo73, este 

"Audiencias de 7 de octubre de 2014 registro 12:20 y 11 defebrero de 2015 
7'Audiencia de 29 de mayo de 2013 audlo 4 registro 19:12 
72 En  las diligencias se tiene que su grado es intendente 
73 Audiencia de 14 de abril de 2015, audio 1 registro 8:03 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá
Proceso: 2001 -000104 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documerdo público 

refiere que el día de la inspección rompieron la puerta y la pared para 

poder ingresar a lo dependencia, porque no tenían llaves ya que abrían 

la misma con una tarjeta o la forzaban; sin embargo, esta versión es 

desestimada al confrontarlo con las tomas fotográficas incorporadas del 

sitio intervenido en donde no se observa ninguna huella o vestigio de 

violencia o ejercicio de fuerza. 

Posteriormente, aunque refiere desconocer la procedencia de los 

elementos hallados, incluso se atreve a afirmar que el día anterior, no 

había visto los mismos, decide suscribir el acta de incautación porque 

fue la persona que atendió la diligencia. 

Los elementos incautados corresponden a74: 

1. Cuatro escopetas 

2. Once botellas de whisky marca "Sir Edwards" 

3. Una botella de whisky marca "Grands" 

4. Un cartucho de escopeta calibre 16 

5. Un arma tipo revólver 

6. Una placa de motocicleta ANF73 Colombia 

7. Dos celulares marca No kia y Siemens, sin sim cardy sin batería 

S. Una bolsa con sustancia vegetal color verde con características a la marihuana 

9. Un Cd marca Princo 

10. Dos armas cortopunzantes de cacha negra 

11. Tres remanentes con rótulo y registro de cadena de custodia, de cocaína y sus 
derivados 

12. Un remanente de sustancia vegetal color verde rotulado y embalado 

13. Un sobre que según rótulo de cadena de custodia dice: preliminar positivo para 
marihuana cannabinol 

74  Cfr. Fis. 162-164 Cuaderno 4 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso: 20.0004 

Acusado: Juan Leonardo Chavarrfa Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

14. Dos folios que contienen: un folio rótulo y un folio con cadena de custodia sin 
sustancia alguna 

15. Una copia actas del derecho del capturado de Luis Alberto Cortes Aguirre 

16. Una bolsa rotulada y embalada conteiiliva de $267.000 en billetes y monedas de 
diferente denominación 

17. Un contador de agua 

18. Un computador marca HP sin MXL64403QM 

19. Una CPU marca HPXPSNMX59O4OBQW 

20. Cuatro cédulas de ciudadanía 

Corrobora el hallazgo de dichos elementos en la Oficina de 

Microtráfico de la URI de Kennedy, el álbum fotográfico constante de 11 

fotografías y el formato de ficha técniça fotográfica y/o videográfica75. 

que fue ingresado por el testigo Edudrdo Rodríguez Díaz76. 

Respecto al estupefaciente (marihuana) y las cuatro escopetas 

halladas, se realizaron los siguientes informes: 

La perito Marcela Ruiz Valero77  ingresó un álbum fotográfico y el 

informe de prueba de identificación preliminar homologada (P(PH} de 18 

de febrero de 2011, en el que se estudió la sustancia vegetal color verde, 

con un peso bruto de 26.2 gramos y un peso neto de 15.5 gramos, 

tratándose de cannabis marihuana78. 

El perito en balística Diego Serna Ruiz 9  incorporó el informe 

investigador de laboratorio de 24 de febrero de 2011 en donde analizó 

n Cfr. FIs. 32-36 Cuaderno 4 
'6  Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 7 registro 29.-35y continuación el lo de julio de 2015 registro 10:30 
"Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 1 registro 1:14:44 
78 Cfr. Fís. 27-29 Cuaderno 4 
'Audiencia de 28 de octubre de 2013 registro 3:19 
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República de Colombia 

Tribuna! Superior de Søgofá 
Proceso: 20114MI 04 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peña 
Delito. Fafse&id Ideológica en documento público 

4 armas tipo rifles para disparar un dardo en su recámara y un arma 

neumática80. Frente a la primera y segunda concluyó: 

Armas tipo rifle. Se estableció que son armas de fabricación artesanal y realizada (a 
prueba de estado de funcionamiento, se observó que funcionan mecánicamente y utilizan 
como agente impulsor de los dardos, la fuerza creada por un resorte, demostrando con 
esto que no son armas de fuego. 

Arma neumática. Se estableció que es un arma neumática que funciona con gas 
comprimido, no se puede establecer su estado de funcionamiento ya que la pipeta de gas 
se encuentra vacía y este gabinete no cuenta con este tipo de elementos para realizar la 
prueba; se establece que el elemento en mención no es un arma de fuego 

En ese orden de ideas, de la revista e inspección judicial no está en 

discusión que la misma se realizó a la Oficina de Microtráfico de la URI 

de Kennedy en la cual trabajaban Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverro, Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre 

Riaño junto con Walter Miguel Ávila Galindo, Jefe de los anteriores. 

Tampoco está en debate que los elementos enumerados en 

precedencia fueron hallados tanto enla revista como en la inspección. 

El interrogante que se debe resgjv.erhra e si ia.sitción 

encontrada en la oficina de los procesados responde al modus operandi 

propio para el ocultamiento, alteración, o destrucción de elemento 

material probatorio? tal como lo reclama el tipo penal en estudio. 

Tal inferencia es incierta en la medida que, tal como se pretendía 

demostrar con la prueba de cargo, se habla de unas acciones 

sincronizadas entre las incautaciones que realizaban (allanamientos y/o 

registros) y la omisión en la documentación (actas) de los elementos oue 

no se van a legalizar con la potencialidad de venderlos. 

° Cfr. FLr. 4-5 Cuaderno 6 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá
Proceso: 2011-OO1 04 

Acusado: Juan Leonardo Chayanta Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

Como se aprecia, era importante no dejar registro alguno del 

se 

pretendió verificar con la información que ingresó al juicio sobre los 

descubrimientos que se hicieron luego de realizar la revista y la 

inspección a lo Oficina de Microfráfico; en otras palabras, colegir que los 

objetos 'con vocación de prueba que allí se encontraran eran los que 

pretendían ocultar. 

Contrario a ello, el hallazgo del dinero en la mencionada oficina 

rotulado con la noticia criminal 110016000019201100479, corresponde al 

mismo elemento incautado en la diligencia de allanamiento en el Barrio 

El Amparo y que presumiblemente fue llevado a la legalización -no se 

probó lo contrario-, rompe el alcance que se le quería dar al mencionado 

hallazgo. 

Ahora bien, fue incorporado a juicio la respuesta a un derecho de 

petición con oficio 018337/SlJlN-GRAUR 38.10 de 26 de abril de 201 181 

suscrito por el Capitán82  Elver Vicente Alfonso Sanabria en donde refiere: 

1. Los elementos ilícitos (marihuana y bazuco) hallados en la Oficina de Microtráfico de 
la URI de Kennedy, fueron puestos a disposición de la Fiscalía de turno, con noticia 
criminal N" ¡10016000019201101313 por el señor Intendente Walter Miguel Ávila 
Galindo y en ningún caso por el suscrito, toda vez que fue este quien halló, recolectó y 
embaló los elementos materiales de prueba para lo cual obre en calidad de testigo. 
Respecto a las botellas de whisky, escopetas neumáticas, revolver neumático y las 
monedas de diferente  denominaciones rotuladas con ¡a noticia criminal N" 
110016000019201101313, se impartió la orden verbal al seriar intendente Walter Miguel 
Ávila Galindo, para que estableciera si hacían parte de algún proceso penal o de lo 
contrario fueran puestas a disposición dg la autoridad competente, orden que no fue 
llevada a término, por la diligencia d allanamiento y registro efectuada el día 
09/02/2011, donde fueron incautados esto elementos y dejados a disposición de la 
Fiscalía 295 Seccional Anticorrupción 

2. La diligencia no tuvo acompañamiento de otras personas ni del Ministerio Público, ya 
qué no se trató de una diligencia de registro y allanamiento, teniendo en cuenta que no 
se estaba violando la intimidad de las personas, ya que los elementos se encontraban al 
alcance de la percepción de los sentidos. 

"Cfr. Fi .249 Cuaderno 4 
u En ese grado ¡afirma 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso 2011-000104 

Acusado: Juan Leonardo ChovorTo Peño 
Delito. Falsedad ideológica en documento público 

De lo referido, aunque se describen monedas de diferente 

denominación rotuladas con la noticia criminal 1100160000192011-01313,  

tal aserto no corresponde a la realidad, porque de la simple revisión del 

álbum fotográfico de 8 de febrero de 201183, se tiene que en el interior 

de una bolsa plástica se encontraron las monedas rotuladas y 

embaladas con noticia criminal 110016000019201100479, mismo 

elemento que corresponde al referido en el acta de incautación 

realizada en el allanamiento de 4 de febrero de 2011; allí, se relacionan 

$267.00084; por lo que se puede afirmar que se trata de la misma suma 

de dinero que se encontró en la revista y en la inspección, basta cotejar 

el código única de identificación. 

Lo anterior nos lleva a concluir que todo se debe simplemente a la 

falta de entereza con la que se debió abordar la presente Investigación, 

es decir, con el sigilo y la prontitud que un hecho como el denunciado 

demandaba, ceñido o la exactitud en la recolección de los datos. 

Los hechos demostrados por los medios de conocimiento arriba 

evaluados impiden que se llegue y comparta la misma conclusión que 

sirvió de base a la condena; al contrario, son fuente de un sin número de 

preguntas desprovistas de respuestas razonables. A continuación, 

algunos de estos interrogantes: 

• Si el dinero hallado en la oficina era un hecho indicador de-la 

intención de apropiarse de él por qué se relacionó en el acta 

de incautación inicial -la que se dice se llevó a la audiencia de 

legalización-? 

83  Cfr. Fi. IO Cuaderno 6 
84 Cfr. Fi. 86 Cuaderno 6 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso 2011-0001 04 

Acusodo Juan Leonardo Ctwanfo Perla 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

• ¿Acaso resulta razonable que para ocultar los elementos 

probatorios los tuviesen a plena vista en su oficina? 

• ¿Todos los objetos allí encontrados eran evidencias de 

investigaciones, si es así, se estableció qué pasó en dichas 

causas? 

• ¿Por qué la inspección informa un número de noticia criminal 

distinto al que verdaderamente fue utilizado poro embalar y 

rotular el dinero incautado? 

Otros interrogantes, que se desprende de los resultados de la 

inspección y de la revista, con Una multiplicidad de probables 

respuestas, son los siguientes: 

• El hecho que se haya dejado en la oficina estos elementos 

probatorios ¿fue un olvido de la empresa criminal, si ella existió? 

• O acaso ¿simplemente se usaba este lugar como bodega de 

tránsito de las evidencias antes de llevarlas a su destino final? 

• El que se haya encontrado una gran variedad de elementos en 

dicha oficina ¿puede constituir acaso un indicio del desorden de 

la oficina? 

A favor de la tesis de que se trataba de una desorganización en el 

manejo de los elementos materiales probatorios está la misma revista 

realizada85, allí se dejó constancia que al encontrar un remanente de 

Pésima presentación de ¡as oficinas, donde se pudo percibir €1 incumplimiento a las órdenes impartidas por ¡a 
Jefatura de la Seccionol conslstnte en dar aplicación a lafilosofla de las "cinco S", puesto que el desorden y 
desaseo eran evidentes. 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso,  2011-000104 

Acusado: Juan leonardo Chovwría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

estupefacientes que se rotuló bajo el radicado 2011-01313, se ordenó por 

el superior que se procediera a colocarlo a disposición de la autoridad 

correspondiente. Hoy se echa de menos si se adelantaron o no las 
---------- 

pesquisas necesarias para determinar si dicha sustancia (en 10 aue 

corresponde al bazuco, porque también se encontró  madbuanoJ-eca o 

no dejgs diligencias de 4 de febrero de 2011 o hacía parte de las 

supuestas ilicitudes que se estaban inve2ri_cLaDcío- 

La prueba traída al plenario público no permite absolver las 

preguntas planteadas, sobretodo aquella ctue hace referencia a cuáles 

(de manera certera, no por vagas aproximaciones) fueron en realidad los 

elementos incautados que no se relacionaron en las actas de 

allanamiento; pues se repite, no se contó para ello con los registros o 

actas de lo sucedido en la audiencia de legalización ante la autoridad 

judicial de control de garantías, para poder -con ello- comparar si algo 

se había omitido; y finalmente, nada asegura o afirma que lo 

encontrado en la Oficina de Microtráfico no estuviese de paso allí para 

darle el curso que cada investigación demandara, lo que estaría en el 

campo de la legalidad, por lo menos desde al ámbito penal. 

Se ha advertido que la conexión que se pretende entre los delitos 

traídos a través de la acusación en,. el proceso actual se hace, entre 

otros, a partir de aseverar, que la caja de whisky con 12 botellas, las 4 

escopetas y un arma neumática que aparecieron en la Oficina de 

Microtráfico de la URl de Kennedy son los mismos elementos que fueron 

incautados en la Carrera 81 H Bis No. 41 F 24 Sur, en data 4 de febrero de 

2011. 

Afirmación que no encontró resistencia en la valoración de las 

pruebas qí loicaron, pero lo-que sí cada vez se disemina más, es 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá
Proceso: 2011-0001 04 

Acusado: Juan l.eonardo Chavarría Peña 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

la conclusión a la que se pretende arribar: que aquella era la forma 

como se ocultaba el elemento material probatorio. 

Nuevamente, los interrogantes que se hicieron respecto al dinero 

regresan sin que, tampoco ahora, se cuente con respuestas que dirijan 

la racionalidad del Tribunal, desde la prueba, hacia la ocurrencia de los 

delitos contra la fe pública y la eficaz ysecta impartición de justicia aquí 

imputados. 

Si se pretendía ocultar, por qué razón los dejaban a la vista pública, 

si no de cualquier individuo por lo menos de quien se supone era el jefe 

inmediato de esa oficina, Walter Miguel Ávila Galindo; tampoco se 

descartó por la Fiscalía y era una duda razonable, que dicho lugar se 

utilizara como bodega transitoria. Algunos de los testigos que dicen 

haber ásistido a las mencionadas revista e inspección, advirtieron que 

allí existía un mal manejo de la evidencia o demora en su tramitación, 

pero de manera alguna de allí se logra una convicción, salvando dichas 

inquietudes, que era la forma en que los procesados se querían 

apoderar de los elementos. Veamos: 

La transitoriedad del paso de las evidencias o elementos en 

general encuentra eco a partir de lo que le fuera comentado al Mayor 

de la Policía Nacional Luis Fernando Díaz Villota, en el momento que le 

indago al procesado Chavarría (patrullero), el día del allanamiento de 

marros, sobre el destino de la caja de whisky y un taladro, a lo que dio 

respuesta que los iba a poner a disposición de la Fiscalía, porque el 

Delegado le había informado que eran para demostrar una posible 

receptación, pues se conocía que en el inmueble además de vender 

estupefacientes, almacenaban los elementos que se hurtaban en el 

sector; información que no fue rebatida en el juicio -a pesar que se contó con 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso-. 2011 -OM1 04 

Acusado: Juan Leonardo Chavarría Peia 
Delito: Falsedad ideológica en documento público 

el testimonio de la Fiscal que conoció el caso-, ni tampoco se acercaron 

elementos que la controvirtieran. 

Al contrario, la explicación que se dio sobre estar a la espera de 

instrucciones respecto a la caja del supuesto licor no es marginal a la 

que recaía, conforme las circunstancias, sobre el descrito armamento 

que se advirtió en el inicial -y hoy puesto en tela de juicio- registro. Se dice que 

la diferencia entre el número de "armas incautadcs y las legalizadas 

aseguran la materialidad de los ilícitos que venimos hablando; cariz de 

ilicitud que se intenta sellar con los resultados de la inspección en el 

recinto de trabajo de los hoy juzgados, al develarse allí la existencia de 

una pluralidad de dichos elementos. 

Se habla que originalmente se hallaron 9 armas y se dice que se 

dejaron de relacionar 5 de ellas, tanto en el acta de incautación como 

al momento de colocar las diligencias ante el juez de control de 

garantías. En gracia de discusión que en verdad ello no se haya dado a 

conocer en la audiencia preliminar (se insiste, no hay prueba fehaciente que 

asilo indique); lo que se encuentra en las postrimeras y sendas diligencias, 

dan cuenta de cuatro escopetas y un revólver neumático sometidos a 

expertiáio de balística, que los excluye del material catalogado como 

armas de fuego, es decir, ni de uso personal como tampoco de uso 

privativo de las fuerzas militares. 

Con este resultado del peritaje se incrementa la carga del Estado 

en demostrar cuál entonces era la calidáEFa medio cognoscitivo de 

estos objetos, elemento descriptivo del tipo penal del artículo 45413 del 

Código Penal, en vista que no constituyen por sí solos una evidencia 

pertinente al delito o delitos originados en el allanamiento86; como 

116  Es necesario recordar que de acuerdo a las actas de la investigación originaria ¡¡0016000019201100479, los 
delitos allí registrados son destinación ilícita de inmueble, en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o 
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tampoco se demostró a qué otros ilícitos estarían dejando de contribuir 

en su esclarecimiento y que, con ese fin, se estuviesen realizando 

actividades de ocultamiento. 

Todo lo anterior deja un sin número de preguntas sobre la 

materialización de ito fado ocu nto público, como 

el de ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 

probatorio que no fueron salvadas a lo largo de¡--debate probatorio y 

que marginan al proceso en determinar con convicción -superando la duda 

razonable- si en verdad hubo un desfase -falta a la verdad- entre lo que se 

encontró en el inmueble de la Carrera 81 H Bis N°41 F 24 Sur, el día 4 de 

febrero de 2011 y  lo que se llevó a la legalización de estas diligencias 

Estas fallas probatorias se ven en () la ausencia demostrativa sobre 

lo real cantidad de sustancia estupefaciente que se encontró, lo que 

existe es una variedad de señalamientos de los distintos testigos 

soportado en lo que creyeron observar, sin que paro ello se participara 

activamente en el canteo o pesaje, ni en su constatación posterior pero 

inmediata, si existía información previa de corrupción, (u) la ausencia de 

medios de conocimiento que superen la simple apreciación de que ante 

el juez de control de garantías se presentó inferior cantidad a la 

incautada, entre otras razones, porque no se allegaron las actas o el 

registro de lo sucedido, (III) el hallazgo de varios de los elementos -echados 

de menos- en el sitio laboral asignado a los procesados (Oficina de 

Microtráfico), que sin ser el más ortodbxo, de ninguna manera se derrotó 

la presunción de ser el lugar oficial y.usual para el manejo -por lo menos 

tempora'- de los elementos obtenidos en sus investigaciones. 

porte de estupefacientes yfabricación, tráfico,  porte o tenencia de armas defuego, accesorios, partes ornuniciones, 
sin que se hubiese demostrado que fueron los mismos que se dieron a conocer ante el juez de control de garantías. 
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Criterio que se hace extensivo para desechar, por duda, que el 

encuentro de los objetos en la mencionada locación de la URI del barrio 

Kennedy demostrara la intención de acuitar medios de conocimiento. 

La prueba en conjunto arriba a un sinnúmero de objetos, algunos 

rotulados otros no; sustancias y objetos sobre los que no se demostró su 

relación con el allanamiento del 4 de febrero de 2011. 

Esta falta de investigación y_corroboración_impidió  que se 

descartara el hecho de estar frente o un caótico método de 

olmacepamiento, reprochable por vía administrativa y si se quiere 

discijj&ario; con el agravante que las armas que se pretendían 

catalogar como medios cognoscitivos ninguna de ellas lo eran, los que 

la marginaba de la calidad de medio cognoscitivo durante la investigación, o 

como medio de prueba en elfuicio, exigida en el tipo, igual análisis recayó en 

la mencionada caja de whisky. 

Presupuestos que permiten a la Sala desestimar la conclusiones del 

a quo en cuanto a la condena, y por la falta de elementos que 

permitieran arribar al conocimiento exigido en el artículo 381 del CPP; 

esto es, prevaleciendo la dudo, se revocará la decisión en cuanto a 

estos dos delitos y, en consecuencia, se procederá, en sustitución o 

proferir lo absolución. 

. Del delito de concierto para delinquir 

Hemos referido al inicio de esta dcisión, quç el çelifo de concierto 

para delinquir se presenta cuando dos o más personas se organizan en 

una empresa criminal cuyo cometido es el de delinquir, sin que se limite 

la asociación a lo comisión de un delito en especial, sino a la continuidad 

en los senderos de La i1ega]idd 
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En ese sentido, podría decirse que el eslabón que une y salva las 

dudas razonables es el testimonio de Over Arley Mora González87, sin 

embargo, mucha de la información por él suministrada se quedó en su 

dicho, aislado de la corroboración necesaria, puesto que si bien dice 

haber informado sobre lo que estaba ocurriendo, los receptores de sus 

denuncias no dieron cuenta de las actividades realizadas y de sus 

resultados. Veamos: 

Manifestó el testigo que desde eh mes de septiembre de 2010, al 

denunciar ante la Policía Nacional un inmueble en donde expendían 

estupefacientes, conoció al patrullero de la SIJIN Juan Leonardo Chavarría 

Peña, persona que le manifestó "nosotros trabajamos de una manera 

así: 50% de lo que encontremos en el óllanamienfo es para nosotros, el 

otro 50% lo presentamos". 

Lugo de aquél suceso, Chavarría Peña y Luis Alberto Vaioyes Sierra 

arribaron a la residencia del denunciante y el primero le dio una bolsa 

con,tr%f'a de estupefacientes para que procediera a su venta, 

alcaloide que entregó al día siguiente a un policía de vigilancia de 

TransmiIenio88. 

Pasado el tiempo, se dirigió a la Oficina de Vicrotráfico  de la URI de 

Kennedy, donde conoció a Robinson Barrera, Juan David Aguirre Riaño, 

John Alejandro Gómez Chaverra y Mauricio Alejandro Campiño. 

Advierte que hri1rs primeros junto Chavarría Peña y Gómez Chaverra le 

hicieron entrega de alrededor de '100 papeletad_droga, 

estupefaciente que también debía comercializar y que entregó a la 

Policía. 

87 Audiencia de 9 de julio de 2014, registro 20:48 
Audiencia de 12 de febrero de 2011, registro 1:34:48. Frente a esta primera entrega de drogz según el fiscal 

en la audiencia de imputación se está tramitando por separado en la denuncia 1100160000)9-2070-9954. 
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Posteriormente Chavarría Peña le propuso que hiciera parte de un 

allanamiento que se realizaría el 4 de febrero de 2011 (se refiere a la 

conocida en estas diligencias en el &irrio El Amparo), a la que acudió 

pero cuando ya se había terminado, incluso advierte que vio a Aguirre 

Riaño transitando por la zona en un vehículo. 

Al día siguiente, señala que Chavarría Peña le manifestó que se 

había "enguacado" pues en la referida diligencia había sacado más de 

5000 o 3000 papeletas de bazuco, unas dosis de marihuana, dos o tres 

escopetas, una caja de whisky, también le advirtió que vio televisores, 

celulares, motos, revólveres, pistolas y que había cogido $20.000.000 de 

pesos. 

A su turno, Campiño le dijo "que ¡ faltaron manos porque adentro 

habían muchas cosas" y que Chavarría Peña, Gómez Chaverra y 

Campiño le preguntaron que si tenía un cliente para comercializar una 

caja de whisky. 

Conforme lo anterior, procederá la Sala a analizar las aseveraciones 

de Over Arley González Mora y si sus dichos encuentran corroboración 

con los demás medios de pruebas que permitan llegar a la certeza 

racional más allá de toda duda, sobre las acciones delictivas de los 

procesados y su responsabilidad, concretamente respecto del acuerdo 

de voluntades con vocación de permanencia para la comisión de 

diversos delitos. 

Es así como, al juicio compareció el Coronel Eliécer Camacho 

Jiménez89  quien refirió que para el año 2011, el Coronel Soler le informó 

r9 Áudiencia  de 11 de febrero de 2015, registro 6:08 
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que había una persona en la estación de policía que pretendía 

denunciar a unos funcionarios de la Policía Nacional que laboraban en 

la URI de Kennedy, porque estaban hurtando parte del estupefaciente 

que incautaban. 

En vista de ello, le dio la orden al Teniente Balaguera (Jefe del Grupo 

de Administración Pública) para que verificara la situación de manera 

inmediata, quien asignó al caso al patrullero Camilo Andrés Muñoz 

Agudelo, así mismo solicitó apoyo a la CEPOL (Unidad 

Contrainteligencia) por ser un caso de trascendencia. 

También compareció a la vista pública, el policial Jorge Alonso 

Herrera Rojas?O quien informó que el 25 de enero de 2011 Over Arley 

González Mora puso en conocimiento los hechos delictivos. Con este 

testigo fue incorporada el acta de inspección judicial al proceso 

110016000019201009954 que se realizó el 7 de abril de 2011, en 

cumplimiento a la orden emanada por la Fiscalía 295 Seccional 

Anficorrupción. En esa diligencia obtuvo91: 

1. Actuación de primer respondiente de 4 de octubre de 2010 en la cual el patrullero 
Edwar A. Varón Rodríguez recibe de Over Arley González Mora una sustancio 
estupefaciente en el portal sur de Transmilenio. 

2. Informe ejecutivo de 5 de octubre de 2010 mediante el cual se dio a conocer que los 
funcionarios del grupo de microtráfico de la URJ de Kennedy, estarían apropiándose de 
forma irregular de los estupefacientes hallados en las diligencias de allanamiento. 

3. Entrevista de 7 de octubre de 2010 realizada a Over Arley González Mora. 

4. Prueba de identificación preliminar homologada de 8 de octubre de 2010 en la cual se 
estudió una sustancio pulverulenta contentiva en una bolsa plástica, que arrojó un peso 
bruto de 110.1 gramos y un peso neto de106. 9 gramos, positivo para cocaína y sus 
derivados. 

"Audiencia de ¡O de julio de 2014, registro 10:23 
" Cfr. Fis. 22-36 Cuaderno 6 
92 Primera entrega de droga que hace referencia el denunciante, investigación que según el Fiscal se está 
tramitando por separado en la denuncia 110016000019-2010-9954. 
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S. Constancia de 9 de octubre de 2010 suscrita por la Fiscalía 282 Seccional, en ¡a cual 
indican que a la indagación preliminar se té había asignado inicialmente el número de 
noticia criminal manual 110016000019201008610, el que por disposiciones de la 
Coordinación fue reasignada por el sistema SPOA en la 1100.16000019201009954- 

6. Informe de Consulta AFIS de la Registraduría Nacional del Estado Civil practicada a 
Luis Alberto Valoyes Sierra y Juan Leonardp Chavarría Peña. 

7. Extracto de la hoja de vida de Luis Alberto Valoyes Sierra. 

Respecto a la segunda entrego e drogo por parte de González 

Mora, la patrullera Marcela Ruiz VaIero93  ingresó el informe de prueba de 

identificación preliminar hornologado(;PlPH) de 26 de enero de 2011, en 

el que se estudió 98 envolturas de pael transparente can logotipo de 

un perro de una sustancia pulverulenta color beige94, con un peso bruto 

de 64.3 gramos peso neto de 46.3 gromos,)tratándose de cocaín así 

mismo álbum fotográfico95. 

Por su parte, el perito en toxicología adscrito al Instituto Nacional de 

Medicina Legal, Héctor Javier Castro Cruz96, ingresó el dictamen químico 

definitivo que se realizó a la referida sustancia, en el que se concluye que 

~ro--rresíonde a cocaína. 

Ahora bien, de lo acreditado se tiene que la primera investigación 

inició con la denuncia de González Mora de2doctubre de 2010, en 

donde el 4 de ese mes y año se produjo la 'entrega de la primera dro gcjj/ 

a la Policía Nacional98. Posteriormente, el policía Camilo Andrés Muñoz 

Agudelo99  volvió atener contacto con el informante, el 25 de enero de 

2011 (trega de la segunda droga)\porque  al parecer había sido 

93 Audiencia de 29 de mayo de 2013 audio 1 registro 1:14:44 
Cfr. Fis. 253-260 y  221-226 Cuaderno 4. El Capitán Elver Vicente Alfonso Sanabria ingresó los oficios N° 

012951y017949/ COCOR-SIJJN de 19 de abril de 2011, en el que informan que se tienen Identificadas algunas 
envolturas a mal denominadas papeletas  de acuerdo a) kgo utilizado o el color de sus empaques para las 
localidades de Bose y Kennedy. 
95 Cfr. Fís. 23-25 Cuaderno 4 
96 Audiencia de ¡Odejulio de 2014 registro 11:54 
97 Cfr. Fis. 37-38 Cuaderno 6 

Investigación que según el Fiscal se está tramitando por separado en la denuncio 110016000019-2010-9954. 
"Audiencias de 7 de octubre de 2014 registro 12:20y 11 de febrero de 2075 
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objeto de amenazas, luego de ello, se enteró por parte de esto persona 

de la programación de la diligencia de registro y allanamiento que se 

realizaría el 4 de febrero de 2011 en el Barrio El Amparo 100 

Como pruebas de lo referido por el denunciante, este alleg 
101 en donde -supuestamente- constaba el modus operandi 

de los acusados; uno de fecha 25 de enero, y otro de 8 de febrero de 

2011 102,  última calenda en que tenía la calidad de agente encubierto.103  

Soportes probatorios que no constituyen prueba, en la medida ciue no 

fueron incorporados a juicio por parte del delegado de la Fiscalía. 

Debe tenerse en cuenta que el' istema acusatorio se soporto en 

principios que constituyen normas rectoras, prevalentes y de obligatorio 

cumplimiento. A la luz de dicha normatividad es clara la determinación 

que delimito lo que podrá ser valorado como prueba. El artículo 

pertinente en la materia reza: 

Articulo 16. Inmediación. En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya 
sido producida o incorporada en forma pública; oral, concentrada; y sujeta a 
confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento. 

No obstante, a pesar de que se cuenta con la transliteración de las 

manifestaciones verbales del audio de 25 de enero de 2011 104  realizada 

por el Subintendente Néstor iciro Montes Calle105, lo cierto es que esta 

prueba  quedó-aT—ma—rg—en—de la autenticación de los intervinientes, pues, 

'° Cfr. Fis. 128-161 Cuaderno 4 Ingresó ajuicio un acta de reconocimiento fotográfico y videográfico de 27 de 
enero de 2011 en donde Gonzáles Mora reconoce a los hoy procesados. 
'°' Cfr. Fis. 230 Cuaderno 4. El Capitán Héctor Daniel García Acevedo ingresó el oficio N0370/DIPOLASJt1D 
de 9 de mayo de 2011 que refiere que no existen soportes de equipo de audio y '.'ideo facilitados por parte de la 
Dirección de Inteligencia Policial. 
'02 n audiencia de 4 de febrero de 2015, se destacó que si bien el DvDftse descubiérto, no se anunció ni solicité 
confines de incorporación por parte de la Fiscalía 
103 Cfr. FI. 117 Cuaderno 4 En audiencia de 9 de febrero de 2011, el Juzgado 41 Penal Municipal de control de 
garantías legalizó el control posterior parcial de la participación del denunciante como agente encubierto, que 
fuera autorizada desde el 3 de febrero de 2011 por un término de tres meses. 
'°' Cfr.  FU. 15-21 Cuaderno 6 
¡OS Audiencia de 9 de julio de 2014, audio 9 registro 11:10 
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dentro de la variada posibilidad de medios para su demostración (libertad 

probatoria) no se logró identificar qué personas eran los interlocutores, 

cuál era el origen de lo que se escribía, fecha, lugar, medio utilizado, 

idoneidad del elemento (audio), identidad entre los trascrito y lo 

escuchado, entre otros. 

Situación que no fue suplida con otros medios de conocimiento, 

como por ejemplo, iad- discusión p el grado de aceptación 

de los principios científicos y/o técnicos, un cotejo de voces o de 

el4m_entos-  ~aque en dicho contenedor permitieran realizar juicios de 

identidad, máxime qie el Íestigorefirió queel arciivo no solo tenía audio 

sino video. 

Por ende, mal se haría en estructurar conductas ilícitas de un, 

convenio o pacto para delinquir, atribuibles a unas personas 

determinadas -como los aquí procesados-, probatorio 

pretendido no permite la individualización de los sujetos, ni tampoco la 

determinación temrDoro espacial en Ir quse suscitó ksupuesta 

interlocución. 

Adicional a esto, y tal como se indicó arriba, si bien es cierto que 

para la configuración del delito de concierto para delinquir no es 

requisito que los delitos acordados se ejecuten (no es necesaria la pro ducción 

de un res'ultado), para el caso bajo consideración en esta alzada, el marco 

fáctico imputado presentaba un aspecto a demostrar y que podría 

haber constituido en hecho indicadr de la voluntad indiscriminada 

previamente acordada. 

En efecto, se colige de la información del denunciante que al 

momento en que puso en conocimiento de los organismos de policía lo 

que estaba sucediendo con los agentes de la SIJIN ya los supuestos 
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acuerdos criminales se habían realizado, es decir, que al momento de 

las entregas de las sustancias estupefacientes ('con la noticia criminal a los 

policías) la apropiación de la sustancia estupefaciente ya había 

ocunldo, lo que venía era la comercialización encomendada; en todo 

caso al debate probatorio nunca se aportó elementos de juicio que 

constataran si en efecto la sustancia provino de los aquí encartados, si 

existieron irregularidades en las diligencias practicadas por los efectivos 

de este organismo de inteligencia de laPolicía Nacional para la época 

de la información. 

Todo descansó, finalmente, en una sola diligencia de allanamiento, 

la det 4 de febrero de 2011, y  que hoy suscita diversos reparos. 

No solo en cuanto a la duda que campeó sobre la falsedad y el 

ocultamiento de evidencias que se imputó con base en esa intervención 

policiva (allanamiento), que lleva a la revocatoria de la condena por 

dichos delitos, sino que también hoy se reclama, en orden al 

esclarecimiento de los hechos, el porqué desde octubre de 2010 -casi 4 

meses atrás-, y un mes antes del citado registro (enero de 2011), cuando 

se había asignado como investigador de los posibles actos de 

corrupción a Camilo Andrés Muñoz, no se tomaron las medidas dirigidas 

a corroborar lo que iba a suceder en la ocupación del inmueble (4 de 

febrero de 2011), al contrario, su aparición en la escena de la 

investigación, que se dice estaba conectada con el concierto, solo se 

verificó 7 díasdspi de- ti-reclzación (en la inspección). 

De esta manera la tesis de lo Fiscalía quedó sin soporte probatorio 

con la entidad suficiente para derruir la presunción de inocencia de los 

aquí vinculados, atribuido a la pasividad con la que se asumió la 

información que llegó a la Policía Nacional y que daban cuenta de actos 

graves que merecían una atención especial con acciones inmediatas, 

61 

403
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Repúbllcq de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá 
Proceso: 2011.0001 04 

Acusado: Juan Leonordo Chavarría Peña 
Delito: falsedad Ideológico en documento publico 

que como se ha visto no sucedieron, yhoy trae las consecuencias de la 

desestimación de los cargos atribuidos, en la medida que todo, 

finalmente, se pretendió sustentar en los acontecimientos de un solo 

allanamiento, rodeado de un sinnúmero de eventos, que quedaron en el 

ámbito de las especulaciones, con las que se Intentó -fallidamente-

cubrir una serie de falencias absolutas en materia probatoria en la 

investigación iriicigda con anterioridad. 

Como ya se ha advertido, las entregas de droga que realizó el 

denunciante no se relacionan con la diligencia de allanamiento, incluso 

no se tiene prueba de cómo llegaron a su poder. Lo mismo sucede con 

el estupefaciente (cocaína y marihuana) que se halló en la revista y en 

la inspección, pues no se acreditó que tuvieran relación con la referida 

diligencia o con otra, máxime que la de la revista fue dejada a 

disposición del Fiscal bajo la noticia criminal 1 1001 6000019201 101313 y 

de la inspección no se sabe el trámite judicial impartido. 

Por lo anterior, este Tribunal no encuentra que de los medios de 

conocimiento llevados al debate público, concentrado y oral, se haya 

podido arribar a una convicción, más allá de duda razonable, que los 

aquí procesados se hayan reunido entre sí y con tercera persona para 

acordar la comisión (indeterminada) de delitos. 

Así las cosas, del estudio integrdl de lo actuación, que comprende 

alrededor de 84 sesiones de audiencia de juicio oral y  32 testigos, la Sala 

encuentra que la Fiscalía no cumplió con su deber de establecer con 

toda claridad y en el grado de conocimiento exigido en el artículo 381 

de la Ley 906 de 2004, que los procesados se concertaron con Over Arley 

González Mora para cometer delitos. 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá
Proceso: 2011-0001 04 

Acusodo: Juan Leonardo Chavonfo Pelta 
Cielito: Falsedad Ideológico en documento público 

Por tanto, al mantenerse en esta actuación la presunción de 

inocencia de los procesados, se impone revocar los numerales primero 

y, en consecuencia, quinto y sexto del fallo de 4 de diciembre de 2015 

proferido por Juzgado • Penal del Circuito de Conocimiento de 

Bogotá, para en su-lugar, absolver a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 

Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 

Gómez Chaverro y Robinson Antonio Barrera López de los delitos de 

ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio 

en concurso heterogéneo con falsedad ideológica en documento 

público. 

Por otro lado, se confirmará en sus demás aspectos el fallo 

recurrido106. 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Bogotá, Sala de 

Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley, 

RESUELVE: 

PRIMERO. Revocar los numerales primero, y en consecuencia, quinto 

y sexto del fallo de 4 de diciembre de2015 proferido por el Juzgado 8° 

Pnal del Circuito de Conocimiento de Bogotá;. para en su lugar, 

absolver a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra. 

Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra y 

'Mediante auto de  de octubre de 2016, esta Sala revoçó, el numeral cuarto de la providencia de 4 de diciembre 
de 2015, mediante la cual se decretó la prescripción de la acción penal seguido contra de los procesior Juan 
Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Vpioyes Sierra, Mauricio Alejandro Campillo, John Alejandro Gómez 
Chaverra, Robinson Barrera y Juan David Aguirre kiaño por el delito de tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes, al no haber operado dicho fenómeno. En consecuencia, decretó la ruptura de la unidad procesal 
y ordenó copias de la actuación al Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, para que profiera 
sentencia en primera instancia, respecto de los delitos cuya prescripción la a quo decretó. 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Bogotá
Proceso 2011-000104 

Acusado: Juan Leonotdo Chavarría Pelta 
Delito: Falsedad ideológico en documento público 

Robinson Antonio Barrera López de los delitos de ocultamiento, 

alteración o destrucción de elemento material probatorio en concurso 

heterogéneo con falsedad ideológica en documento público, 

conforme lo anotado en precedencia. 

Segundo. Confirmar en sus demás, aspectos el fallo recurrido. 

Tercero. Contra esta providencia procede el extraordinario de 

casación. 

Cuarto. Se designa al magistrado ponente para la lectura del fallo 

de segunda instancia. 

Comuníquese y cúmplase 

Los magistrados, 

MANUEL ANTONIO- MERCHÁN GUTIÉRREZ 

ORLANDO MUÑOZ NEIRA 

FERNANDO ADOLFO PAREJA REINEMER 
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Providencia del 23 de febrero de 2017 

proferida por el Juzgado 08 Penal del Circuito 

de Conocimiento de Bogotá mediante la cual 

se declaró la prescripción y extinción de la 

acción penal 
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R.EtJB1.I(.•'- DI c:01.o1\1BI\ 

RAM.\ fl RiSDICCIO.L\T 

IIZG:\D() oci.-vvo i'u.i. DilI. (:1Rc: :rro DF ..XJNOCr1íEN]) 

Bogotá D.C., vehUit.t es (23) -d-c febrero de dos mii cJiecisiele 20 1 

Radicac.iún: 110'.) 1 iO000000 1 t020'5 N 
\.cusac10 juan David Agukre iiao y;~ 
Delito: Tráfico, faln-icación o pone de ist Upe  facies 
i)ccisión: de-creta pi-eclusión pnr prescripción 

L OBJ rF() i:)I J...\ 1)ECfSRN 

Sería el easo p ar a ex~ 1iI' ttt' n derúclua corres-ponde- y), 

Izas contri ',I :\.N !).\''1) .(L.IRI 1J.\.ÑO. 1.' [S 

ALBERTO RALUYES Sil RRA. j  VAN LEONARDO c 1-\v.-\.ItRi . pi:Ñt. 
MAURICIO .-\LIj -\NDRO C:\i1PIÑO, Jol iN Al .VjANDRO Gcr'iLZ 

C11.-VVERR. ROfl1NS0'. BARRR.- TOPfZ p4r. el 1dit..  d' J(F!(), 

DE ESI-.'  

1)()r flLI(StF() :,u1)(;•.i('I J!U Çl_Ilt'.) ç'I) ItIO dél 5,  (t' f'I)II)I' dhel.,  

díl(3 C(I' idIit. '!U tI.I'I :rL(II !Lt •.)1(;l1I( 1 ! - ii'r. 

U. HF:CIiOS t.RiDIc:A'•IrNT1 RI.J.V.•N11S 

.ILl..)iCL(, )(I I (It'ik.'dLtí) ('. 1J. i.i':dIIJ eI1 Ii.) a. ,adiel1(RI 

ch' 0rI11LIILCIL)Itde. L(.lSt(J()fl. IU\i('r(fl -.Ii en la &h.nwirL 

13()I \h titlic'rl I)LI() 

Id I.)t0riCh.L(I (i1iI)ttC)tlI. It (It (orlL111(h))) dé i;L711oS !1ifI)1I.)0' 

(.IC la I'(.)lILiZ \ tii,nul - Grupo icle \liuro 1 c la Rl K11!Wd\. cuyo 

II10(1L.IS ()l)('II)i(ii  (f)1)sislla &.F1 (l)IcI1'r información t_t&-  .f.u -nit. -: humanas 

w(r('_ de,  S1i0S 1lI:Lll(U(IC)S .d (\)yI1(Ij() (lC estupefacieille, S(.)ii.IZir 

dIIIurizacin l:ura iiy\ - n !- ia cabo i:t r.•Lj\ i h-  
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RacL .110016000000201602.005 Ni. 277689 

allanamiento, en desarollo cte la cual incautaban narc&ticøs, dinero y 

armas entre otros elementos, los cuales no reportaban en su totalidad 

al momento de judicializar el caso, para lograr su apoderamiento. 

Posteriormente, edgían a! informante vendí era el. estupefaciente y 

el licor, quien. ante tas amenazas :cte que era objeto procedía a sacar el 

dinero de su propio peculio para evitar problemas con los uniforniados, 

empero, cansado de dida situación hizo entrega de: la susiancia a 

funcionarios de la policia y de un disc0 compacto, donde grabó parte 

de la situación que se venia presentando. 

hL IDENTIFICACIÓN E l~VIMJMAZACION DE LOS 

ACUSADOS 

Juan Leonardo Chavarría Peña, identificado con la cédula de 

ciudadanía N° iJ16;434933 de Zarzal (Valle). Nació el 2.9 de noviembre 

de 1987 en Florencia (Caquetá), estado; dvii soltero, hijo de Martha Pña 

y Juan y de profesiZm Patrulia Policía Nacional.. 

Luis Alberto; Raloyes Sierra, ideniiticado con la cédula de 
ciudadanÍa Na- 1.04-0-3-5-5-38-7 de Cepa NCiÓ el 7 de 

noviembre de 1987 en Apartado (An.tioqula), estado civil soltero, tilo 

de Rosa y Ángel y de profesión .Patruflero de .a Policía Nacional. 

JUAN DAVID. AGUIRRE 'R1AÑO, idetlficado con la cédula de 

ciudadanía N 1.057.782.655 de Manzanares (Caldas):. Nació el 22 de 

enero de 1987 en Manzanares, hijo de. Fanny y de profesión Patrullero 

de la J?elicía NacionaL 

MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO., identificado. con la cédula de 

d:udadania NL° 10-034-8-49-  de- Pereira (Risaraida). Nació el 1.2 'de mayo de 

1981, hijo de Edilmay de profesi(jn. Patrullero, de la. Polida NacionaL 

ROBINSON ANTÓNiO BARRERA LÓPEZ, identificado con la cédula 
de ciud'adaxia• N .1 .08'8-25 1.968 de Pçrira Risaralc1a).. Nació el 16. de 
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julio de 1987, esiado soltero, hijo de Marieny y Robinson y de 

profesión Patrullero deJa Policía NacionaL 

JOHN. ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA, identificado eon. la  cédula 

de ciudadanía .N° L04 1.l4&9& ide Fycd~a ntioqui. Nació el 17 de 

:octubre de I97, hijo de .Tiaría y John y de profesión Patrullero de la 
Policía Nacional. 

IV. AN rk.CEDENTES PRÓCESALES. RELEVANTES 

4:.1 En audiencia. prebuxínar concentrada celebrada que se llevó a 
cabo el 12 de febrero de 2011, ante el juzgado 60 Penal Munícípal con 
Función de Control de Garantías, de esta dudad, se legalizó la orden de 
registro y allanamiento,, el procedimiento y los resultados y la captura 

de. JUAN DAVID AGUIRRE 'R1A LUÍS ALBERTO 'EALOYES SIERRA, 
.JUAN LFONARDÓ CHAVARRÍA PEÑAS  'M34CIO ALEJANDRO:  
CAIÑC, JOHN. AM AM~ GÓMEZ CHA VERRA y iOEIÑSON 
ANTONIO BARRER-LÓPEZ. 

Igualmente, se les formuló- 

de cOncierto. para delInquir agravado (340 Inciso 

l° y y 342') en concurso heterogéneo-con tráfico, fabricadóri o porte 
ilegal de estupefacientes con circunstancia cTe mayor 'punihiidad ( 
nttmerales 9 y 1.0), falsedad 11eo14g1ea en documento público (articulo 

,2,  86) con. circunstancia de mayor pimibilidad (numeral 10),. destrucción 
supresión y.ocultamiento: de eleniento material probatorio ( rtículo 45.4 

B) con circunstancia de mayor punihilidad (numerales 9  y VOY 'y 

determinadures del delito de amenaza a testigo 454Al con 
circunstauda de mayor punibílidad (numerales  9 y  10 del Código Penal). 

Es de que lo -atinente al numeral 3' dei articulo 340 única 
y exclusivamente 'le fue endIlgado al primero de los acusados.. 

En la misma audiencia, a ins:taucia del delegado fl cal se les 
impuso medida. de gru'amiento privativa de lii libertad de detención 
preventiva en establecimiento carcelario. 
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4.2 Cumplido el IlitI :I.'.Sli F('(:Ift1() (1I 1)((:v(.I1'I1L:i 

1 ttSi iII(1 1 t.'l Id.p.so &S icicIO por el legislador para el. -lcct o.  el 14 

c1  febrero (iv ._) 1 el 1 huJu iisc:;il rLd!c ¿.'criIo cte LeI..! 1CI'1L ttl\ ( 

(0110&iliIi(111() corr(Sl)c.)I1c.Ji(.1 d e'•;l.e¿est.r..lc.i() jti(Iir:idl, i1i.'I;i tILle  eL 1• 

dl-)ril de '.'s..' iUI). iI'\() U eUkO IU Wdi ei.n prIliovia por las  

('Ii (i.Tlt'fllc). 

•1.:3 i_ I1Lt'I LI%()1LZL s' MIIFI i eh 5i IiIh- deL 1 de julio,  

1 (II.' agosto, Le c)l LII )'. 'le ;it e ¡e uI 'le Iy  

'LIiII1!I1() tI i.. Liv mUl.'O dv Id )uiI'.iiii dflLWI!f..IZttI WU)d() Lu Sala,  ientI 

cl('1 11c)I)I t11e II1I)i.Ii1.1I SII1)cIj&! del ¡ )sl riI _jultli_iai esl &itt&u(I. uc:ei)ic) 

i I-titlIIL'IIU) dc1 Iee1If-,() ch' j)e1ZLCIOlLj)rt'Svllt1tJ(.) por vi di'Ic ;Zhh1 de 

Li 

4_4 1:1 ulvio Of di 111 Ii'I() LI '.- di' 1 vl,rc'rt.i u. ' ti - '.' 'ui U no L d' 

(1lcit-I.iI)i'(. di' 2i 13. cnn Sc'ulc'ncia eondcn,U)rjR coffli-d los IU'flLt(flIilO 

icu.idu' i)ui ci (1('I jI 0 1'' St'Pi<.i:sR.r'. :i(N '• 

OCt 1J1.\!IIINI() I)1 1T I1ENI() \Lii .RL1. PROI3 \1(.)RI( ) \ 

LVEi)i:NCL I:isrc:.A1.  FN coci 'RSO 1 1LTFRO1 1:O COIN. FALSEDAD 
IDEOI()G1C.. !N I)OCiJ!4EN1() PL JBIJC:o; ab.;oIu ¡OnU pol.  los ¡LRi ¡Os 

ch' :\i\1LN.\'/A .•\ FI:sTIGO V CONCIFR1C) J\R\ DELINQUIR : 
¡trt'rill'1()lu it'' ¡U i1I\ '''ilUliOfl non le;C' Ífl(_'iOfl ce ¡U acción PCI;UI ¡;01 

' ch'Litc, cIt• rR_\E1co, 1:..BRLc..\(:D)N 1C It!I : DE 
LS11 jP:I:..c:1íNrEs. 

 

 

.45 NL) ()i)5LU111 Y. ((chiC) Oíl r error chI el (0fl1'() res-pectívo Ti'., 5'.' 

tth'.c; en ,cuenta IU t'u1lcI.cl c.lc' SLI\ j(lt) es i)IiL)IL(O. ''ru ojo'. idetwia del 

cic' OLI !_1!.)T' CII.'I afflip tjfh' [)Js., U ;tIi J'czual (IC'J 1 h)!1;bdl)1, !liictIrIiI 

SI- !)isli- i(o luc1ici - tl cnii ph1cnciL cII c1í:lccr ILIIIeI .\fll(,i,io) 

t\O(c el 1UIflIvrd -i dvi 1UIIC' YLi ('OjIIcILu() \ cli 901lsc(LIv71(jL 

hdecretó la ru ipi ;_u dv [U unidad ¡ ()Ue-dl pUrd í tiC' s' erna ii'ra ''1 1 al l') 

I".sj)vcto IinI la licilnd vul ((;I1lL.Ilit). 

411
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Ract 1t0015000000201602(}Q5 NJ 277.689 

4.6 Recibida la actuación. se fijó el11 de diciembre de ÇJi 7, para 

emitir la sentencia respecttva, no -ob.stinre, no pudo efectuarse porque 

no se hizo presente la defensa de Juan David AguIrre Riaño. 

4.7 Reprograniada la diligencia iara el 13 de enero del año que 

avanza, nuevamente se frustró por e la suscrita se encontraba con 

quebrantos de salud, corno se podrá verificar en la incapacidad 
respectiva. 

4.8 El 23 del mismó mesv año., tampoco pado agotarse., porque 
solamente concurrió el ente acirsador. 

49 FJ7de febrero de 2017, tampoco pudo llevarse a cabo;  por 
cuanto la suscrita funcionaria se. encorttraha atendiendo audiencia 

dentro del radicado 1100160001 720 iSi75;0 proceso seguido en 
contra de lirayner Buitrago GaTeano. 

410 Lo propio uce.dió ci 17 del mismo nies y jfio habida 
consideraciones que no se j~ presente ej. defensor de los encartados 
LUIS ALBERTO BALOYES SIERRA, JUAN LEONAIU.O: RAVARR1. 

CAM~ JOHN ALEJANDRO GÓMEZ 

. RoiiNsol ANTONiO. BARRERA LÓPEZ. 

V. -CONSIDERACIONES,-!>PI DESPACHO 

Lo primero que debe decirse, es que fa prescrtpción es una de las 

causales de exunc16n c1,c, la acción p.enal esto es, de la iorest ad- : punitiva 
del Estado, para investigar, Juzgar y sancionar los autores y participes 

de conductas: deiicttvas por su falta de ejercicio en el lapso: de tiempo 
que ha establecido el Ieislador. 

Su mundariierao principal es la necesidad de brindar seguridad. 
jurídica, tanto desde. el panto de :vista  social corno desde ci punto de 
vista individual de los presuntos autores y cóurpilces de lbs delitos, y 
son .fuudame tos adicionales, la pérdida de interés de la sociedad en la 
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sanción de los mismos y la dificultad de recaudar pruebas para 

determinar su comIsión y estab1ecei la identidad de los presuntos 

respousibles cuando ha transcurrido un deternlinadQ tiePpo. La 

doctrina también slosliene que se trata de una, sanción al Estado por su 

inactividad en 

 
la persecución, de ms delitos, como es su deber.  

Efectuada dicha reflexión, debe ecordarse, que los hechos que 

convocan la a tendón deI estrado datan dci .25 dé enem de 201 :í, y que 

tipifican el punible de TRÁFICO, FABRICACIÓN,  .0 PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES CON CIRCUNSTAÑCL. DE MAYOR PUNIBILIDAD, 

ilicitud prevista en el articulo 376 incis 20  y numerales. 9 y 10 del 

articulo 58 del Estanttó de las Peria& 

E igual sentido s tiene que de acuerdo a ios registros oh.rantes 

en la carpeta,, la audiencia de forin'uiación de imputación se lTvó a cabo 

el 12 defebrerode 2011 ante el Juez GO Penal...Mun.icipal- con Función de 

Control de Garantías. 

Ahora, de conformidad con CL 292 del Código de Procedimiento 

Penal, la imputación ititerru±ape el término de pres.cripción 

'La .p scrípción de la' acción pJ .interrwnpe con la formuiucLón de 
la ipidón. 

Iucida. Ja interrupción g7. .iórmtno prescriprivo; ígte comenzará a 
correr de nuevo por un tél ¡mao igual ala rnitd del señalado en el arttLLilo 
83 del Códiqo penjl. En este .avenro no podrá ser inferior  a (3) Qf 

A su turno, el articulo 83 del Código Penalestablece: 

La -acción  :- p_éna-I prescribirá en p.n tienipo iqual al máxlino de la pena 
fijada n la Jv fue, e privativa de la libertad pero en ningún ca.o 
inferior a cinco 15) años; ni excederá de einté (2C9 ." 

De otra parte, :el delito de TRAFICO, FAERICACIÓN O PORTE DE 
ESTUPEFACIENTES para i momento de su ejecución, esto es', 25 de 
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enero de. 2011, tenÍa irna pena máximade sesenta y cuatro 64) a ciento 

orho (1 08) meses de..prisión. y .rtnii.ta de dos punto sesenta y seis (266) 

a ciento cincuenta. 50). salarios mínimos legales mensuales,. de 

confOrmidad coni i establecido en el articulo 3.76 inciso 2 deI Código 

Penal. 

Entonces, atíend ndo7 los. paránetros anteriores rifados, el 

rrnin.h de prescrjpcJón enel presente asunto se debe •çonta a partir 

de la audiencia de .fotrnuláción de imputación, esto es, desde ci 12 de 

febrero de 2011, por un término igual a la mitad del máxiiuo de la pena 

fijada para el delito en comento, esto la liad de ciento ocho (106) 

meses, que correponde a cincuenta y cuatro (54) meses- 

Empero como los acusados çstentan la condición de servidores 

plls el termino de pres.cripcinn se a uñentara en una tercera parte. 

por ende, 10 cincuenta y etiatro :34) meses se deben íncrcmer.rar en 

clieciochó (IS) meses, que corresponder a la proporción antes indicada, ¡ 

para mm total de setenta y dos (72) meses, tic donde, evidente es que la 

acción penal en el presente asunto prescribió el 12 de fe1rero 1 año 

avanza, dando así, lugar a. la extinción de la sanción penal. 

Colofón. de lo anteror, se DECRETARA la preclusión de Ja 

investigación y de contera . la extinción dela acción penal, única y 

exclusivamente por etos hechos y proceso. 

VIL. OTRAS .DJL.1 ERMENACIONES 

GJ Corno consecuencia de la decisión adoptada,. se ORDENARÁ 

la destrucción dci remanemite de l-a. sustancia incautada, para cuyo 

cometido :SC oficiar-a al -delegado. de la i'jscalia, para que proceda de 

confOrmidad si aún no lo hubiese hecho. 

62 Ejeemorlada esta decisión, por el Centro de Servicios 

judiciales se libraran las comunicaciones correspondientes ..para efectos 
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de la publicidad de la presente decisión 'y se s liic'itara la cancelación de 
todas la. anotaciones que pu.dati registra por -estos hechos y proceso. 

En memo de lo .expuesto el. JuZGADO OCTAVO PENAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTA D.C. CON5  FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO, 
adrniui,s tran'do justicia  en, noúahre de la República y por autoridad de la 
Ley, 

RESUELVE 

PRIMERO: DECRETAR la PRÍCLUSIÓN pórj prescripción 'y de 

contera Fa EXflNCiÓN DE LAÁCCICN PENA1 favor de JUAN DAVID 
AGUIRRE RIAQ, ;LUÍS ALBERTO' B&LtYYES 'SIERRA, JUAN' 
LEONARDO CHAVAS~ PEÑA., MAURICIO AUJANDROI CAMPIÑO, 
JOHN ALEJANDRO GÓMEZ 'CHAVERRA Y ROBINSON BARRERA por 

el delito de TRAFICÓ,. FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES 

CON CIRCUNSTANCIAS DE MAYOR PUNIBILIDAD, por lo expuesto en-
la parte motiva de la decÍsión. 

SEGUNDO: Se DISPONE que por el Centro d Servicios judicIales 

'del 'Sistema Penal Acusatorio se DE, cunipiin'ii'entó al acápite de otras 

determinaci.ones 

TERCERO: De esta decisión se no:tifleaen estrados a las partes, a 

quienes se les 'informa que contra la misma procede el, recurso de 
apelación ante la Sala penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Bogotá. 

CUARTO. 'En l:trme la presenie decisión, se ARCHIVARÁN 
DEFINITWAMENTE las dillgenda's. 

415
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



1 iQOI6OOOOOO2Oj6OZOO5 NJ 277689 

Las partes se muestran confórmes con la decisión que decreta la 

preciusién por precripd6u en favor de JUAN DAVID AGUIRRE 

RJAÑO, LUIS ALBERTO BALOYES SIERRA, JUAN •noiuo 

CHAVÁRRIA PEÑA, MAURICIO: ALEJANDRO ÇAMPIÑO JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ. CHA. ERRA Y ROB-INSON BARIRA, por el 
.delito de- TRAFICO,. FAERICACIÓN O PORTÉ-  DE. ESTUPEFACIENTES 
CON CIRCUNTAN.cIAS DE ItYOR PUÑIBILIDAD. y por ende, queda 
Cfl firnie en. el aeio. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SESENTA Y TRES ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 
"SECCIÓN TERCERA" 

Bogotá D.C., Dos (02) de Diciembre de Dos Mil Diecinueve (2019) 

Radicado: 11001-33-43-063-2018-00137-00 
Demandante: JHON ALEJANDRO GOMEZ Y OTROS 
Demandados: NACIÓN RAMA JUDICIAL Y NACIÓN - 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
Medio de control: REPARACIÓN DIRECTA 

Procede el despacho en primera instancia sin observar irregularidad enio actuado, a 
proferir sentencia, con fundamento en lo establecido por el artículo 187 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por haberse agotado las 
etapas procesales ordinarias en el proceso de la referencia, conforme lo siguiente: 

1. ANTECEDENTES 

1.1. DEL MEDIO DE CONTROL: 

A través de apoderado judicial debidamente designado y en ejercicio del medio de control 
de Reparación Directa, las siguientes personas formulan demanda en contra de la Nación 
- Rama Judicial y la Nación - Fiscalía General de la Nación, a fin de que sean reparadas 
de los perjuicios que se describirán en las pretensiones de la demanda: 

1) JOHN ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA, DIVA VANESSA OSPINA TRIVINO, 
MARIA JOSE GOMEZ OSPINA, JOHN JAIRO GOMEZ POSADA. MARIA ELENA 
CHAVERRA RICO, SARA GOMEZ CHAVERRA. 

2) JUAN LEONARDO CHAVARRIA PENA, JUAN LEONARDO CHAVARRÍA MARÍN, 
MARTHA CECILIA PENA BARRERA, LEIDYA YAZMIN CHAVARRIA PENA, YULI 
CAROLI CHAVARRIA PENA; CARLOS ALBERTO CHAVARRIA PENA, JUAN DE 
JESUS PENA CABRERA, LUCRECIA BARRERA. 

3) MAURICIO ALEJANDRO CAMPINO, JEIMY ANDREA CORREDOR PEREZ, 
EDILMA CAMPINO, MANUEL WILLIAM OCAMPO CAMPINO, JORGE IVÁN 
CAMPINO, ANA MARÍA CAMPINO MARIA EYISEL CAMPINO. 

4) LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA, LUZ JULIANA BEDOYA GARCIA, GREILY 
SOLANHS VALOYES BEDOYA, ALIPIO VALOYES MARTINEZ, MARIA 
CONCEPCION SIERRA MORA, JOSE ANTONIO VALOYES SIERRA, ANGEL 
ENRIQUE VALOYES SIERRA LUZ DARY VALOYES SIERRA, RODRIGO DE JESUS 
VALOYES SIERRA. 

5) JUAN DAVID AGUIRRE RIANO, MYRIAM FANNY RIANO, ANLLY CAMILA 
CASALLAS RIANO, ESTEFANIA CASALLAS RIANO, KARENT PATRICIA 
CASALLAS RIANO, ABEL ANTONIO AGUIRRE. MARIA ALICIA GIRALDO, FRANDY 
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Sentencia 
Radicado: 2018-137 
Demandante: John Alejandro Gómez Chaverra y otros 
Demandado: Nación - Rama Judicial y Nación - Fiscalía General de la Nación 

ANED AGUIRRE GIRALDO, LUZ ESTELA RIANO, ADRIANA MARÍA VELASQUEZ 
RIANO, 

6) ROBINSON ANTONIO BARRERA LOPEZ, LICETH ORTIZ BARRENECHE, ÁNGEL 
MATEO BARRERA ORTIZ, ROBINSON ANTONIO BARRERA QUIRAMA, MARLENY 
DE JESUS LOPEZ GALEANO, ALEX CAMILO BARRERA LOPEZ, FEUX ARLEY 
BARRERA LOPEZ, ROSA STEFANIA BARRERA LÓPEZ, JOSABEL QUIRAMA 
GRAJALES, MARIA ALICIA GALEANO DE LÓPEZ. 

1.2. PRETENSIONES: 

1.2.1. Que se declare administrativa y patrimonialmente responsables, de forma 
solidaria a la Nación - Fiscalía General de la Nación y a la Nación - Rama Judicial, 
por la privación injusta de la libertad de la que fueron objeto los señores JOHN 
ALEJANDRO GÓMEZ CHAVERRA, JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA, 
MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA, 
ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ. 

1.2.2. Como consecuencia de la anterior declaración se reconozcan e indemnicen los 
siguientes perjuicios. 

1.2.2.1. Perjuicios Morales 

Grupo 1 

Grupo 2 

Grupo 3 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

John Alejandro Gómez Chaverra Víctima 150 
Diva Vanessa Ospina Triviño Esposa 150 

María José Gómez Ospina Hija 150 
John Jairo Gómez Posada Padre 150 

María Elena Chaverra Rico Madre 150 

Sara Gómez Chaverra Hermana 75 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Juan Leonardo Chavarría Peña Víctima 150 

Juan Leonardo Chavarría Marín Padre 150 

Martha Cecilia Peña Barrera Madre 150 

Leidy Yazmín Chavarría Peña Hermana 75 

Yuli Caroli Chavarría Peña Hermana 75 
Carlos Alberto Chavarría Peña Hermano 75 

Juan De Jesús Peña Cabrera Abuelo 75 
Lucrecia Barrera Abuela 75 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Mauricio Alejandro Campiño Víctima 150 

2 
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Grupo 4 

Grupo 5 

Grupo 6 

Jeimy Andrea Corredor Pérez Esposa 150 

Editma Campiño Madre 150 
Manuel William Ocampo Campiño Hermano 75 
Jorge Iván Campiño Hermano 75 
Ana María Campiño Hermana 75 
María Eyisei Campiño Hermana 75 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Luis Alberto Valoyes Sierra Víctima 150 
Luz Juliana Bedoya García Esposa 150 
Greily Sotanhs Valoyes Bedoya Hija 150 
Alipio Valoyes Martínez Padre 150 
María Concepción Sierra Mora Madre 150 
José Antonio Valoyes Sierra Hermano 75 
Ángel Enrique Valoyes Sierra Hermano 75 
Luz Dary Valoyes Sierra Hermana 75 
Rodrigo De Jesús Valoyes Sierra Hermano 75 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.LM.V 

Juan David Aguirre Riaño Víctima 150 
Myriam Fanny Riaño Madre 150 
Anlly Camila Casallas Riaño Hermana 75 
Estefanía Casallas Riaño Hermana 75 
Karent Patricia Casallas Riaño Hermana 75 
Abel Antonio Aguirre Abuelo 75 
María Alicia Giraldo Abuela 75 
Frandy Aned Aguirre Giraldo Tía 75 
Luz Esteta Riaño Tía 75 
Adriana María Velásquez Riaño Tía 75 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.LMV 

Robinson Antonio Barrera López Victima 150 
Compañera 

Liceth Ortiz Barreneche permanente 150 
Ángel Mateo Barrera Ortiz Hijo 150 
Robinson Antonio Barrera Quirama Padre 150 
Marleny De Jesús López Galeano Madre 150 
Alex Camilo Barrera López Hermano 75 
Félix Arley Barrera López Hermano 75 
Rosa Stefanía Barrera López Hermana 75 
Josabel Quirama Grajales Abuela 75 
María Alicia Galeano De López Abuela 75 

3 
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Radicado: 2018-137 
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1.2.2.2. Indemnización por los daños y perjuicios ocasionados al buen nombre, 
el honor y a la honra 

Grupo 2 

Grupo 3 

Grupo 4 

Grupo 5 

Grupo 6 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

John Alejandro Gómez Chaverra Victima 100 
Diva Vanessa Ospina Triviño Esposa 100 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Juan Leonardo Chavarría Peña Víctima 100 

Juan Leonardo Chavarría Marín Padre 100 
Martha Cecilia Peña Barrera Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Mauricio Alejandro Campiño Víctima 100 

Jeimy Andrea Corredor Pérez Esposa 100 

Edilma Campiño Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 

demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Luis Alberto Valoyes Sierra Víctima 100 

Luz Juliana Bedoya García Esposa 100 

Greily Solanhs Valoyes Bedoya Ha 100 

Alipio Valoyes Martínez Padre 100 

María Concepción Sierra Mora Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 

demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Juan David Aguirre Riatio Víctima 100 

Myriam Fanny Riaño Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 

demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Robinson Antonio Barrera López Víctima 100 

Compañera 
Liceth Ortiz Barreneche permanente 100 

Ángel Mateo Barrera Ortiz Hijo 100 

Robinson Antonio Barrera Quirama Padre 100 

Marieny De Jesús López Galeano Madre 100 

4 
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1.2.2.3. Daños a la vida de relación, alteraciones de las condiciones de 
existencia y proyecto de vida 

Grupo 2 

Grupo 3 

Grupo 4 

Grupo 5 

Grupo 6 

calidad frente a la Daños Morales 

demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

John Alejandro Gómez Chaverra Víctima 100 

Diva Vanessa Ospina Triviño Esposa 100 

María José Gómez Ospina Hija 100 

John Jairo Gómez Posada Padre 100 

María Elena Chaverra Rico Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Juan Leonardo Chavarría Peña Victima 100 
Juan Leonardo Chavarría Marín Padre 100 

Martha Cecilia Peña Barrera Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Mauricio Alejandro Campiño Víctima 100 
Jeimy Andrea Corredor Pérez Esposa 100 

Edilma Campiño Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Luis Alberto Valoyes Sierra Víctima 100 

Luz Juliana Bedoya García Esposa 100 

Greily Solanhs Valoyes Bedoya Hija 100 

Alipio Valoyes Martínez Padre 100 

María Concepción Sierra Mora Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Juan David Aguirre Riaño Víctima 100 

Myriam Fanny Riaño Madre 100 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Robinson Antonio Barrera López Víctima 100 
Compañera 

Liceth Ortiz Barreneche permanente 100 
Ángel Mateo Barrera Ortiz Hijo 100 

5 
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12.2.4. Daños Materiales 

1.2.3. Que se paguen intereses, se condene en costas y se cumpla la sentencia 
conforme lo dispone el artículo 192 del Código Contencioso Administrativo y 
de Procedimiento Administrativo, 

1.3. FUNDAMENTOS FÁCTICOS DE LAS PRETENSIONES: 

De acuerdo con lo expuesto en la demanda, los hechos que fundamenten el presente 
proceso se sintetizan de la siguiente forma: 

1.3.1. Que el señor Ober Arley González Mora, denunció por supuestos actos de 
corrupción cometidos por los Patrulleros JUAN LEONARDO CHAVARRIA PEÑA, 
LUIS ALBERTO BALOYES SIERRA, MAURICIO ALEJANDRO CAMPIÑO, JOHN 
ALEJANDRO GOMEZ CHAVERRA, ROBINSON ANTONIO BARRERA LÓPEZ y 
JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, adscritos a la SIJIN MEBOG, Grupo de 
Microtráfico de la URl - Kennedy. 

1.3.2. Que los antes mencionados fueron capturados el 11 de febrero de 201, por órdenes 
del Juzgado 38 Penal Municipal con Función de Control de Garantías. 

1.3.3. Que el 12 de febrero de 2011, ante el Juzgado 60 Penal Municipal con Función de 
Control de Garantías de Bogotá, por solitud de la Fiscalía se legalizó la captura, se 
escuchó la formulando imputación como coautores de los delitos de concierto para 
delinquir agravado en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes, con circunstancias de mayor punibilidad, falsedad ideológica en 
documento público, ocultamiento, alteración o destrucción de elementos materiales 
probatorios y amenazas a testigo como determinadores, y se impuso medida de 
aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario. 

1.34. Que el 4 de diciembre de 2015, el Juzgado 80  Penal del Circuito de Bogotá, el 04 
de diciembre de 2015, profirió sentencia condenatoria contra todos los acusados, 
excepto Juan David Aguirre Riaño, como coautores de ocultamiento, supresión o 
alteración de elemento material probatorio, en concurso con falsedad ideológica en 
documento público y les impuso una pena de 94 meses de prisión, inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicos de 115 meses y multa de 1400 
salarios mínimos. 

Robinson Antonio Barrera Quirama Padre 100 
Marieny De Jesús López Galeano Madre 100 

demandantes nombre Calidad Daño emergente Lucro cesante 
John Alejandro Gómez Chaverra Víctima $6.000.000 $30.794.563,50 
Juan Leonardo Chavarría Peña Víctima $6.000.000 $30.794.563,50 
Mauricio Alejandro Campiño Víctima $6.000.000 $30.794.563,50 
Luis Alberto Valoyes Sierra Víctima $6.000.000 $30.794.563,50 
Juan David Aguirre Riaño Víctima $12.000.000 $27.553.030,50 
Robinson Antonio Barrera López Víctima $10.000.000 $57.553.030,50 

1.3.5. Que el 5 de octubre de 2016, el Tribunal Superior de Bogotá, desató el recurso de 
apelación interpuesto por el Fiscal 295 de Anticorrupción, contra la sentencia de 
primera instancia, revocando el numeral 40  de la providencia mediante la cual había 
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sido decretada la prescripción y por consiguiente la extinción de la acción penal por 
el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, a favor de los procesados; 
y, en consecuencia, decretó la ruptura de la unidad procesal. 

1.3.6. Que el 24 de noviembre de 2016, el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Bogotá, revocó la sentencia del 04 de diciembre de 2015, por medio de la cual 
el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, condenó a los señores 
JUAN LEONARDO CHAVARRÍA PEÑA, LUIS ALBERTO BALOYES SIERRA, 
MAURICIO ALEJANDRO CAMP1ÑO, JOHN ALEJANDRO GOMEZ CHAVERRA, 
ROBINSON BARRERA y JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO, y exoneró de 
responsabilidad a JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO de todos los punibles 
referenciados. 

1.3.7. Que el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, el 23 de febrero 
de 2017, profirió decisión, decretando la preclusión por prescripción y de contera la 
extinción de la acción penal para los implicados por el delito de tráfico, fabricación 
o porte de estupefacientes. 

1.4. FUNDAMENTOS LEGALES Y ARGUMENTOS DE LA PARTE DEMANDANTE: 

Como fundamentos de derecho invoca los artículos constitucionales 10, 2°, 50,  60, 110, 
13°, 22, 42, 43, 90, 217, y  365; arts. 66, 131, 265, 1613 al 1617 y  2341 del C.C.; Código 
General del Proceso en sus artículos 164, 167, 168, 169, 170, 171, 173, 174, 176, 183, 
185 y  186 187 y SS., 189 y  ss., 206, 208 y  ss, 226 y  ss, 236 y  ss, 240, 275 y  ss; Decreto 
Ley 1437 de 2011 6 Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y Contencióso 
Administrativo, arts. 104, 140, 152 numeral 611, 161, 162, 163, 164, 188, 192, 195, 196; 
Ley 906 de 2004; Ley 599 de 2000 (Código Penal). Art. 30, principios de NECESIDAD, 
proporcionalidad y razonabilídad; Ley 270 del 7 de marzo de 1996, artículos 65 a 69; 
Declaración Universal de Derechos Humanos, artículos 3° y  11 Num. 2; Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre, artículo 1 y  XV; Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), ratificado mediante la "Ley 74 de 1968",en sus 
artículos 9, 11, 14 y  15, en la que se expresa que"... nadie podrá ser sometido a detención 
o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas 
por la Ley y con arreglo al procedimiento establecido en éstas"; "Convención Americana 
de Derechos Humanos, ratificada por la Ley 16 de 1978", artículos 5, 7, 9 y  10, que 
prescriben "Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie 
puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y las condiciones fijadas de 
antemano por las constituciones políticas de los Estados y por las leyes dictadas 
conforme a ellas". 

II. TRÁMITE PROCESAL 

La demanda fue presentada en la Oficina de reparto el día 4 de mayo de 2018 y  asignada 
a este Despacho Judicial según consta en acta individual de reparto de la misma fecha'; 
posteriormente fue admitida, mediante auto del 9 de mayo de 20182. 

Surtida la notificación a las entidades demandadas, se tiene que la Nación - Fiscalía 
General de la Nación y la Nación - Rama Judicial guardó silencio, presentaron la 
respectiva contestación de demanda dentro del término establecido para tal fin, como da 

1  Folio 194 Cuaderno Principal 
2 Folio 196 Cuaderno Principal 
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cuenta la constancia secretaria¡ de fecha 14 de noviembre de 2019, vista a folio 259 del 
Cuaderno Principal del expediente; igualmente, se advierte que se corrió traslado de las 
excepciones propuestas, respecto de las cuales no hubo pronunciamiento de la parte 
acto rae. 

2.1. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA: 

21.1. Nación - Rama Judicial (FI. 215 a 230) 

La apoderada judicial de la entidad demandada, señala la responsabilidad del Estado frente 
a la privación injusta de la libertad, bajo los parámetros del artículo 90 de la Constitución 
Política y trae a colación múltiple jurisprudencia proferida por el Consejo de Estado, para 
señalar que ante los casos de responsabilidad estatal por privación injusta de la libertad, 
se debe valorar: i) la existencia del daño antijurídico, u) si quien fue privado de la libertad 
actuó con culpa grave o con dolo y si con su actuar dio lugar a la apertura del proceso 
penal y la subsiguiente imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva; 
iii) determinar la autoridad llamada a reparar el daño y iv) dar aplicación al principio iura 
novit curia al momento de aplicar el título de imputación al caso concreto. 

De igual manera refiere que conforme a los parámetros unificadores establecidos, la 
privación de la libertad únicamente puede ser considerada injusta y antijurídica, cuando 
desconoce los presupuestos y procedimientos convencionales, constitucionales y legales; 
siendo así que el presente asunto se consolidó en vigencia de la Ley 906 de 2004, por 
tanto la imposición de la medida de aseguramiento correspondió al Juez de Garantías, el 
cual al determinar la legalidad de la medida de aseguramiento impuesta, no realizó juicio 
alguno de responsabilidad penal y sólo se limitó a verificar el cumplimiento de los requisitos 
para imponerla; razón por la cual, el Juez de Garantías frente a la imputación presentada 
por la Fiscalía verifica que se cumplan los requisitos previstos en los artículos 308 a 313 
de la mentada ley. 

Aunado a lo anterior, considera relevante manifestar que los elementos probatorios 
aportados por el ente acusador, generaron una convicción respecto de la autoría del 
punible imputado al procesado, lo que generó al imposición de la medida de 
aseguramiento; en conclusión, afirma que hay carencia absoluta de responsabilidad frente 
a la Rama Judicial como quiera que no existe nexo causal alguno pues la privación de la 
libertad fue producto de la actuación de la Fiscalía General de la Nación y la imposición de 
la medida de aseguramiento obedeció a los principios de razonabilidad, proporcionalidad y 
ponderación de la prueba indiciaria aportada por dicha Entidad. 

Así mismo manifiesta que los hoy demandantes no actuaron conforme el cuidado y 
diligencia que se espera, atendiendo su formación y al delicado cargo que ocupaban, pues 
en ellos recala la cadena de custodia de las evidencias incautadas de los diferentes 
allanamientos y pese a senda responsabilidad que tenían con ocasión a su trabajo. 

Por último, la apoderada judicial de la Entidad demandada propuso como excepciones: 

• Culpa exclusiva de la víctima: Considera que en el presente asunto se configura la 
causal eximente de responsabilidad denominada culpa exclusiva de la víctima, 
aduciendo que la conducta de los demandantes fue la que conllevó a la producción 
del daño alegado. 

Según constancia secretaria¡ vista a folio 262 del Cuaderno Principal 

8 

425
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Sentencia 
Radicado: 2018-137 
Demandante: John Alejandro Gómez Chaverra y otros 
Demandado: Nación-  Rama Judicial y Nación - Fiscalía General de la Nación 

• Hecho de un tercero: Menciona que es la Fiscalía General de la Nación a la que le 
asistía la obligación legal de adelantar de manera idónea la etapa de investigación. 

• Fuerza mayor: Señala que el presente asunto cumple con los señalados en la 
sentencia de unificación del 17 de octubre de 2013. 

• Inexistencia del daño antijurídico: Argumenta dicha excepción indicando que en el 
caso concreto no existió privación injusta de la libertad y por ende no hay 
responsabilidad atribuible a la Rama Judicial por el desarrollo del proceso penal 
objeto de debate, pues las actuaciones surtidas fueron conforme a derecho dentro 
del marco normativo vigente. 

2.1.2. Nación - Fiscalía General de la Nación (FI. 235 a 248) 

Contesta la demanda oponiéndose a las pretensiones de la misma, pues considera que 
no se configuran los supuestos esenciales que permitan estructurar algún tipo de 
responsabilidad en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, además señala que los 
perjuicios reclamados se encuentra sobre estimados y no existen pruebas que soporten 
los mismos. 

Indica que la Fiscalía cumplió con su deber de investigar los delitos y los presuntos 
infractores ante los juzgados y tribunales competentes, conforme las funciones previstas 
en el artículo 250 de la Constitución Política y que si bien la absolución de los mismos se 
dio en aplicación al principio de indubio pro reo, ello no significa la deslegitimación o 
ilegalidad de las actuaciones realizadas por la Fiscalía General de la Nación. 

Propone las siguientes excepciones: 

• Inexistencia del daño antijurídico: señala que en el proceso penal no hubo falencias 
probatorias, ni incumplimiento del ordenamiento jurídico, por lo que la privación de 
la libertad de los demandantes fue, apropiada, razonada y conforme a las 
obligaciones legales. 

• Ausencia de nexo causal entre las actuaciones de la Fiscalía General de la Nación 
y el daño antijurídico reclamado en la demanda: Menciona que la medida de 
aseguramiento solo es impuesta por el Juez de Control de Garantía, además la 
prescripción configurada no corresponde al actuar de la Fiscalía. 

• Falta de legitimación en la causa por pasiva: Afirma que la Fiscalía no está llamada 
a responder por los perjuicios reclamados por los demandantes, por cuanto a que 
los hechos alegados no le son imputables. 

• Existencia de varios pronunciamientos del Consejo de Estado que refieren a que la 
Fiscalía General de la Nación no es la llamada a responder en asuntos de privación 
injusta de la libertad. 

2.2. AUDIENCIA INICIAL (FIs. 267 a 273 C. Ppal.): 

La audiencia inicial se llevó a cabo el 23 de enero de 2019, y  conforme a lo rituado en el 
artículo 180 del CPACA, se procedió al saneamiento del proceso, se fijó el litigio, se tuvo 
por fallida la etapa conciliatoria, se incorporaron las pruebas aportadas por las partes, se 
decretaron algunas solicitadas por la parte demandante y posteriormente, se fijó fecha para 
audiencia de pruebas para ser practicadas4. 

Folio 196 Cuaderno Principal. 
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2.3. AUDIENCIA DE PRUEBAS (fía. 91 a 94 C. Ppal. 2): 

La audiencia de pruebas se llevó a cabo el 3 de julio de 2019, en la misma se recibieron 
los testimonios decretados a favor de la parte demandante; por no existir más pruebas 
pendientes de recaudo, se declaró la preclusión de la etapa probatoria y se corrió traslado 
al Delegado del Ministerio Público para que emitiera concepto si a bien lo tenía y a las 
partes para que presentaran sus alegatos de conclusión por escrito, disposición frente a la 
cual la parte demandante y la Nación - Fiscalía General de la Nación presentaron sus 
respectivas alegaciones y la Nación - Rama Judicial guardó silencio, tal y como se 
evidencia en constancia secretaria¡ obrante a folio 176 del Cuaderno Principal. 

2.4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

La parte procesal demandante, se pronunció en los términos que a continuación se indican: 

2.4.1. PARTE DEMANDANTE (fis. 124 a 261 C. Ppal. 2) 

El apoderado de la parte demandante, manifiesta similares argumentos a los esbozados 
en el líbelo introductorio y reitera que con la privación injusta de la libertad de los señores 
Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Baloyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, 
John Alejandro Gomez Chaverra, Robinson Barrera y Juan David Aguirre Riañó, se 
causaron daños que deben ser reparados por las demandadas; concluyendo entonces, que 
se configuran los elementos para endilgar responsabilidad, motivo por el cual es 
procedente acceder a las pretensiones de la demanda. 

2.4.2. PARTE DEMANDADA 

2.4.3. NACIÓN - RAMA JUDICIAL 

Guardó silencio. 

2.4.4. NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN (fIs. 162 a 175 C. Ppal. 2): 

Básicamente reitera los mismos argumentos expuestos al momento de contestar la 
demanda. 

En ese orden de ideas, surtido el trámite procesal, el despacho procede a elaborar las 
siguientes: 

III. CONSIDERACIONES 

3.1. DE LA COMPETENCIA 

Éste despacho es competente en primera instancia para conocer y decidir el presente 
medio de control, conforme a lo dispuesto en el numeral 60  del artículo 155 del CPACA, 
toda vez que al momento de presentar la demanda, las pretensiones deprecadas 
(atendiendo el valor de la pretensión mayor) no superan los quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, y de conformidad con el numeral 6° del artículo 156 
del CPACA, como quiera que el domicilio principal de las Entidades demandadas, se 
encuentra en la ciudad de Bogotá. 
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3.2. CUESTIONES PREVIAS (EXCEPCIONES PROPUESTAS) 

3.2.1. Culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero y fuerza mayor. 

En primer lugar, respecto de las denominadas "culpa exclusiva de la víctima" "hecho de un 
tercero" y "fuerza mayor", propuestas por la Nación - Rama Judicial, como quiera que 
constituyen una causal eximente de responsabilidad, serán analizadas siempre y cuando 
se encuentre probada la responsabilidad extracontractual de las entidades demandadas. 

3.2.3. Excepciones de fondo 

Como quiera que las excepciones denominada inexistencia del daño antijurídico, 
Ausencia de nexo y existencia de varios pronunciamientos del Consejo de Estado que 
refieren a que la Fiscalía General de la Nación no es la llamada a responder en asuntos 
de privación injusta de la libertad, hacen parte de los argumentos de defensa de las 
entidades demandas, considera este despacho que no merecen un pronunciamiento 
previo a esta altura procesal y por tanto, se diferirá su estudio al momento de analizar el 
fondo del subjudice. 

3.2.2. Falta de legitimación en la causa por pasiva 

A su vez, la Nación - Fiscalía General de la Nación, propuso la excepción de 'falta de 
legitimación en la causa por pasiva", aduciendo que no está dentro de sus funciones el 
imponer medida de aseguramiento de detención preventiva, pues dicha Entidad adelanta 
la investigación y conforme a las pruebas obrantes, solicita la imposición de tal medida, 
pero quien la decreta es el Juez de Control de Garantías. 

En atención a lo expuesto por la entidad excepcionante, este despacho considera 
pertinente traer a colación la noción de legitimación en la causa, entendida por el H. 
Consejo de Estado como la "calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el 
interés sustancial que se discute en el proceso"5, en consecuencia, la misma consiste en 
la posibilidad que tiene la persona de formular o controvertir las pretensiones contenidas 
en la demanda por ser el sujeto activo o pasivo de la relación jurídica sustancial debatida 
en el proceso. 

A su vez, dentro de dicho concepto, se vislumbra la denominada legitimación de hecho, la 
cual hace referencia a la relación procesal existente entre demandante y demandado, que 
nace con la presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio, la cual los 
faculta para intervenir en el trámite del proceso y para ejercer sus derechos de defensa y 
de contradicción; y por otra parte, existe la legitimación material, que requiere ya de la 
existencia de una conexión entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, motivo por 
el cual, se considera como un presupuesto para dictar sentencia. 

En tal sentido, se toma procedente manifestar que con la expedición de la Ley 906 de 2004, 
la privación de la libertad se toma rogada y, por tanto, corresponde al fiscal adelantar la 
investigación, recaudar la evidencia física y los elementos materiales de prueba, para 
posteriormente acudir ante el Juez de Control de Garantías, y de considerarlo pertinente y 
apropiado, sustentar la necesidad de imponer la medida restrictiva de la libertad; 

Consejo de Estado, sentencia del 12 de agosto de 2014, radicación No. 730012331000200002654, Consejero Ponente: 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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evidenciando que, en cabeza del fiscal, se encuentra la tarea de argumentar la necesidad, 
idoneidad, razonabilidad y proporcionalidad de la medida de aseguramiento que solicita, 
bien para asegurar la comparecencia de los imputados al proceso, la conservación de la 
prueba y/o la protección de la comunidad, en especial de las víctimas6. 

A su vez, el artículo 20  de la referida ley establece que el juez de control de garantías, 
previa solicitud de la Fiscalía General de la Nación, ordenará la restricción de la libertad 
del imputado cuando resulte necesaria para garantizar su comparecencia o la preservación 
de la prueba o la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 

Por su parte, conforme a la referida ley (artículo 308), el papel del juez de control de 
garantías en el nuevo sistema penal, respecto a la imposición de la medida de 
aseguramiento consiste en valorar la evidencia física y los elementos de prueba, así como 
las razones esbozadas por el fiscal para sustentar la necesidad de imponer medida de 
aseguramiento privativa de la libertad, a fin de determinar si concede o niega la petición 
del fiscal, en tal sentido. 

Bajo los anteriores argumentos, se concluye que la Nación - Fiscalía General de la Nación, 
intervino activamente en la imposición de la medida de aseguramiento de detención 
preventiva de los señores Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Baloyes Sierra, 
Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Barrera y Juan 
David Aguirre Riaño, que desencadenó la presentación del medio de control, y por tanto, 
se encuentra legitimada para actuar en el presente asunto, dado que su participación 
consistió en demostrar de manera razonable la necesidad de la medida restrictiva de la 
libertad a fin de que el Juez de Control de Garantías, en ejercicio de la facultad conferida 
por la ley, adoptara tal decisión. 

En este orden de ideas, se declarará no probada la excepción de falta de legitimación en 
la causa por pasiva propuesta por la Nación - Fiscalía General de la Nación. 

33. PRESUPUESTOS PROCESALES DEL MEDIO DE CONTROL 

Por otra parte, previo a analizar el fondo del presente asunto, resulta pertinente 
pronunciarse sobre la procedencia del medio de control, la legitimación en la causa y el 
cumplimiento del requisito de procedibilidad de conciliación extrajudicial, advirtiendo que 
en el sub judice, se cumplieron dichos presupuestos. 

33.1. DE LA REPARACIÓN DIRECTA: 

Considera esta Dependencia Judicial, que el medio de control con pretensión de reparación 
directa instaurado (artículo 140 del CPACA) es procedente, toda vez que por esta vis se 
pretende el resarcimiento patrimonial de los perjuicios ocasionados a los demandantes a 
causa de la privación presuntamente injusta de que fueron objeto los señores Juan 
Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Baloyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John 
Alejandro Gomez Chaverra, Robinson Barrera y Juan David Aguirre Riaño, por los delitos 
de concierto para delinquir agravado en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o 
porte de estupefacientes, con circunstancias de mayor punibilidad, falsedad ideológica en 
documento público, ocultamiento, alteración o destrucción de elementos materiales 
probatorios y amenazas a testigo como determinadores. 

Conforme a lo establecido en el artículo 20  de la Ley 906 de 2004- 
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3.3.2. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL: 

En el presente caso se cumple dicho presupuesto procesal del medio de control de 
reparación directa, como quiera que a folio 173 a 182 del Cuaderno de prueba, obra la 
solicitud de conciliación extrajudicial ante la Procuraduría 195 Judicial 1 para Asuntos 
Administrativos con radicación No. 016-2018 SIAF 1259 del 19 de enero de 2018, 
encontrándose con ello cumplido el requisito de procedibilidad exigido en el numeral 11  del 
artículo 161 del CPACA. 

3.3.3. DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA: 

3.3.3.1. Legitimación en la causa por activa: La misma aparece demostrada en el 
plenario conforme se advierte a continuación: 

Grupo 1 

Grupo 2 

Grupo 3 

Folio donde se 
calidad frente a la encuentra la 

demandantes nombre víctima prueba 
John Alejandro Gómez Chaverra Victima 112 a 153 C. 2 
Diva Vanessa Ospina Triviño Esposa 2C.2 
María José Gómez Ospina Hija 3 C. 2 
John Jairo Gómez Posada Padre 4 C. 2 
María Elena Chaverra Rico Madre 4 C. 2 
Sara Gómez Chaverra Hermana 5 C. 2 

Folio donde se 
calidad frente a la encuentra la 

demandantes nombre víctima prueba 
Juan Leonardo Chavarría Peña Victima 112 a 153 C. 2 
Juan Leonardo Chavarría Marín Padre 9 y 10 C. 2 
Martha Cecilia Peña Barrera Madre 9 y 10 C. 2 
Leidy Yazmín Chavarría Peña Hermana 11 C. 2 
Yuli Caro¡¡ Chavarría Peña Hermana 12 C. 2 
Carlos Alberto Chavarría Peña Hermano 13 C. 2 
Juan De Jesús Peña Cabrera Abuelo 14 C. 2 
Lucrecia Barrera Abuela 14 C. 2 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Mauricio Alejandro Campiño Victima 112 a 153 C. 2 
Jeimy Andrea Corredor Pérez Esposa 18 C. 2 
Edilma Campiño Madre 19 C. 2 
Manuel William Ocampo Campiño Hermano 20 C. 2 
Jorge Iván Campiño Hermano 21 C. 2 
Ana María Campiño Hermana 22 C. 2 
María Eyisel Campiño Hermana 23 C. 2 
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Grupo 4 

Grupo 5 

Grupo 6 

Adicionalmente se encuentra demostrado que todos los grupos familiares relacionados 
anteriormente confirieron poder en debida forma. 

3.3.3.2. Legitimación en la causa por pasiva: Se encuentra acreditada en cabeza de la 
Nación - Rama Judicial y de la Nación - Fiscalía General de la Nación, ya que son las 
Entidades a las cuales se les imputan los daños sufridos por los demandantes, con ocasión 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima SM.LM.V 

Luis Alberto Valoyes Sierra Víctima 112 a 153 C. 2 
Luz Juliana Bedoya García Esposa 27 C. 2 
Greiiy Soianhs Valoyes Bedoya Hija 28 C. 2 
Alipio Valoyes Martínez Padre 29 C. 2 
María Concepción Sierra Mora Madre 29 C. 2 
José Antonio Valoyes Sierra Hermano 30 C. 2 
Ángel Enrique Valoyes Sierra Hermano 31 C. 2 
Luz Dary Valoyes Sierra Hermana 32 C.2 
Rodrigo De Jesús Valoyes Sierra Hermano 32 a C. 2 

calidad frente a la Daños Morales 
demandantes nombre víctima S.M .LM.V 

Juan David Aguirre Riaño Víctima 112 a 153 C. 2 
Myriam Fanny Riaño Madre 36 C. 2 
Anhly Camila Casallas Riaño Hermana 37 C. 2 
Estefanía Casallas Riaño Hermana 38 C. 2 
Karent Patricia Casallas Riaño Hermana 39 C. 2 
Abel Antonio Aguirre Abuelo 41 y 43 C. 2 
María Alicia Giraldo Abuela 40  43 C. 2 
Frandy Aned Aguirre Giraldo Tía 42 C. 2 
Luz Estela Riaño Tía 43 C. 2 
Adriana María Velásquez Riaño Tía 44y 45 C. 2 

calidad frente a la Daños Morales 

demandantes nombre víctima S.M.L.M.V 

Robinson Antonio Barrera López Víctima 112 a 153 C. 2 
Testimonios 

Compañera Despacho comisorio 

Liceth Ortiz Barreneche permanente No. 005 

Ángel Mateo Barrera Ortiz Hijo 52 C. 2 

Robinson Antonio Barrera Quirama Padre 53 C. 2 

Marieny De Jesús López Galeano Madre 53 C. 2 

Alex Camilo Barrera López Hermano 54 C. 2 

Félix Arley Barrera López Hermano 55 C. 2 

Rosa StefanIa Barrera López Hermana 56 C. 2 
Josabel Quirama Grajales Abuela 57 C. 2 

María Alicia Galeano De López Abuela 53 C. 2 
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3.5.3. TESIS DEL DESPACHO: 

El despacho considera que no configura la responsabilidad administrativa de la Nación - 
Rama Judicial y la Nación - Fiscalía General de la Nación, pues sus actuaciones se 
surtieron conforme a las disposiciones constitucionales y legales aplicables al caso en 
concreto y, por tanto, se negaran las pretensiones de la demanda. 

3.6. DE LAS PRUEBAS APORTADAS Y RECAUDADAS 

De las pruebas allegadas al expediente, se destacan las siguientes: 

Primer grupo de demandantes: 

• Copia auténtica del Registro Civil de Matrimonio de John Alejandro Gómez 
Chaverra y Diva Vanessa Ospina Triviño (fI. 2 C. No. 2 Pruebas). 

• Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de María José Gómez Ospina, 
Johan Alejandro Gómez Chaverra y Sara Gómez Chaverra (fis. 3 a 5 C. No. 2 
Pruebas). 

• Certificado de fecha 12 de julio de 2017, a través del cual la Responsable del 
Grupo de Gestión Legal del Interno del Complejo Penitenciario y Carcelario 
Metropolitano de Bogotá "COMEB', indica que el señor Jhon Alejandro Gómez 
Chaverra estuvo privado de la libertad en dicho Complejo desde el día 17 de 
febrero de 2011 hasta el 21 de enero de 2012 (fI. 6 C. No. 2 Pruebas). 

• Certificación laboral de fecha 28 de noviembre de 2017, a través de la cual el 
Tesorero General de la Policía Nacional, manifiesta que el Patrullero Jhon 
Alejandro Gómez Chaverra, se encuentra nominado en la Seccional Policía 
Judicial y para el mes de enero de 2011, devengada un salario por valor de 
$1.296.613 pesos (fi. 7 C. No. 2 Pruebas). 

• Testimonios de Darío Alfonso Duque Yepes, Jazmín Katherine Gómez Torres y 
Luz Mery Zapata Cifuentes, quienes declararon sobre aspectos familiares y 
perjuicios generados a la familia del señor John Alejandro Gómez Chaverra. 
(Despacho comisorio C-6) 

Segundo grupo de demandantes: 

• Copia auténtica del Registro Civil de Matrimonio de Juan Leonardo Chavarría 
Marín y Martha Cecilia Peña Barrera (fi. 9 C. No. 2 Pruebas). 

• Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Juan Leonardo Chavarría 
Peña, Leydi Yazmín Chavarría Peña, Yuly Caroly Chavarría Peña, Carlos Alberto 
Chavarría Peña y Martha Cecilia Peña Barrera (fís. 10 a 14 C. No. 2 Pruebas). 

• Certificado de fecha 22 de marzo de 2017, a través del cual la Asesora Jurídica 
del Complejo Penitenciario y Carcelario Metropolitano de Bogotá "COMEB", indica 
que el señor Juan Leonardo Chavarría Peña estuvo privado de la libertad en dicho 
Complejo desde el día 17 de febrero de 2011 hasta el 21 de enero de 2012 (fI. 15 
C. No. 2 Pruebas). 

• Certificación laboral de fecha 28 de noviembre de 2017, a través de la cual el 
Tesorero General de la Policía Nacional, manifiesta que el Patrullero Juan 
Leonardo Chavarría Peña, se encuentra nominado en la Seccional Policía Judicial 
y para el mes de enero de 2011, devengada un salario por valor de $1.296.613 
pesos (fi. 16 C. No. 2 Pruebas). 
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de la imposición presuntamente injusta de la medida de aseguramiento de detención 
preventiva, en contra de los señores Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Balayes 
Sierra, Mauricio Alejandro Campiña, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Barrera y 
Juan David Aguirre Riaño por los delitos de concierto para delinquir agravado en concurso 
heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, con circunstancias de 
mayor punibilidad, falsedad ideológica en documento público, ocultamiento, alteración o 
destrucción de elementos materiales probatorios y amenazas a testigo como 
determínadores. 

3.4. PROBLEMA JURÍDICO 

El problema jurídico objeto de estudio se centra en determinar sí la Nación - Rama 
Judicial y la Nación - Fiscalía General de la Nación, son administrativamente 
responsables de los perjuicios causados a los demandantes con ocasión de la privación 
de la libertad de la que fueron víctimas los señores Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis 
Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiña, John Alejandro Gómez Chaverra, 
Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre Riaño, con ocasión de las 
decisiones adoptadas dentro del proceso penal con radicado No. 
110016000251201100001, el cual culminó con preclusión de la investigación por 
prescripción y extinción de la acción penal, el día 23 de febrero de 2017. 

3.5. TESIS QUE RESUELVEN EL PROBLEMA JURÍDICO PLANTEADO 

3.5.1. TESIS DE LA PARTE DEMANDANTE: 

Indica que las entidades demandadas son responsables de los perjuicios reclamados 
causadas a los demandantes con ocasión a la privación injusta de la libertad de que 
fueron objeto los señores John Alejandro Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría 
Peña, Mauricio Alejandro Campiña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Robinson Antonio 
Barrera López. 

3.5.2. TESIS DE LA PARTE DEMANDADA: 

Los apoderados judiciales de las Entidades demandadas, afirman en forma conjunta que 
no deben ser condenadas como responsables de los presuntos perjuicios causados a tos 
demandantes, bajo los siguientes argumentos: 

• Nación - Rama Judicial, por cuanto la medida de aseguramiento fue impuesta a 
solicitud de la Fiscalía General de la Nación, la cual tuvo sustento en el nivel de 
conocimiento denominado inferencia razonable sobre la presunta responsabilidad 
de los imputados en la comisión de la conducta punible. Por tanto, la medida 
restrictiva de la libertad no puede calificarse como inapropiada, irrazonable, 
desproporcionada o arbitraria. 

• Nación - Fiscalía General de la Nación, como quiera que la imposición de la medida 
de aseguramiento, se encuentra justificada en las pruebas que recaudó la entidad 
en la etapa investigativa; aunado al hecho que su actuación siempre estuvo 
ajustada a derecho. 
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• Testimonios de Leonardo Murillo Salazar y Juan Carlos Cárdenas Salazar, 
quienes declararon sobre aspectos familiares y perjuicios generados a la familia 
del señor Juan Leonardo Chavarría Peña. (Despacho comisorio C-7) 

Tercer grupo de demandantes: 

• Copia auténtica del Registro Civil de Matrimonio de Mauricio Alejandro Campiño 
y Jeimy Andrea Corredor Pérez (fi. 18 C. No. 2 Pruebas). 

• Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Mauricio Alejandro Campiño, 
Manuel William Ocampo Campiño, Jorge Iván Campiño, Ana María Campiño y 
María Eyicel Campiño (fis. 19 a 23 C. No. 2 Pruebas). 

• Certificado de fecha 31 de julio de 2017, a través del cual la Responsable del 
Grupo de Gestión Legal Interno del Complejo Penitenciario y Carcelario 
Metropolitano de Bogotá "GOMEB", indica que el señor Mauricio Alejandro 
Campiño estuvo privado de la libertad en dicho Complejo desde el día 17 de 
febrero de 2011 hasta el 21 de enero de 2012 (fi. 24 C. No. 2 Pruebas). 

• Certificación laboral de fecha 28 de noviembre de 2017, a través de la cual el 
Tesorero General de la Policía Nacional, manifiesta que el Patrullero Mauricio 
Alejandro Campiño, se encuentra nominado en la Seccional Policía Judicial y para 
el mes de enero de 2011, devengada un salario por valor de $1.296.613 pesos (fi. 
25 C. No. 2 Pruebas). 

• Testimonios de John Jaime Echeverry Echeverry y Liliana Franco Herrera, 
quienes declararon sobre aspectos familiares y perjuicios generados a la familia 
del señor Mauricio Alejandro Campiño. (Despacho comisorio C-5) 

Cuarto grupo de demandantes: 

• Copia auténtica del Registro Civil de Matrimonio de Luis Alberto Valoyes Sierra y 
Luz Juliana Bedoya García (fi. 27 C. No. 2 Pruebas). 

• Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Greily Solanhs Valoyes 
Bedoya, Luis Alberto Valoyes Sierra, José Antonio Valoyes Sierra, Ángel Enrique 
Valoyes Sierra, Luz Dary Valoyes Sierra y Rodrigo de Jesús Valoyes Sierra (fis. 
28 a 32 C. No. 2 Pruebas). 

• Certificado de fecha 20 de septiembre de 2017, a través del cual la Responsable 
del Grupo de Gestión Legal del Interno del Complejo Penitenciario y Carcelario 
Metropolitano de Bogotá "COMEB", indica que el señor Luis Alberto Valoyes 
Sierra, estuvo privado de la libertad en dicho Complejo desde el día 17 de febrero 
de 2011 hasta el 21 de enero de 2012 (fI. 33 C. No. 2 Pruebas). 

• Certificación laboral de fecha 28 de noviembre de 2017, a través de la cual el 
Tesorero General de la Policía Nacional, manifiesta que el Patrullero Luis Alberto 
Valoyes Sierra, se encuentra nominado en la Seccional Policía Judicial y para el 
mes de enero de 2011, devengada un salario por valor de $1.296.613 pesos (fi. 
34 C. No. 2 Pruebas). 

• Testimonios de Serly Janett García Goez y Paola Andrea Bedoya García, quienes 
declararon sobre aspectos familiares y perjuicios generados a la familia del señor 
Luis Alberto Valoyes Sierra. (Despacho comisorio C-4) 

Quinto grupo de demandantes: 

• Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Juan David Aguirre Riaño, 
Anlly Camila Casallas Riaño, Estefanía Casallas Riaño, Karent Patricia Casallas 
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Riaño, Abel Antonio Aguirre Gómez, Norvey Antonio Aguirre Giraldo, Frandy Aned 
Aguirre Giraldo, Myriam Fanny Riaño, Luz Estela Riaño y Adriana María 
Velásquez Riaño (fIs. 36 a 45 C. No. 2 Pruebas). 

e Certificado de fecha 31 de julio de 2017, a través del cual la Responsable del 
Grupo de Gestión Legal del Interno del Complejo Penitenciario y Carcelario 
Metropolitano de Bogotá "COMEB", indica que el señor Juan David Aguirre Riaño, 
estuvo privado de la libertad en dicho Complejo desde el día 17 de febrero de 
2011 hasta el 17 de noviembre de 2011 (fi. 46 C. No. 2 Pruebas). 

e Certificación laboral de fecha 17 de octubre de 2017, a través de la cual el 
Tesorero General de la Policía Nacional, manifiesta que el Patrullero Juan David 
Aguirre Riaño, se encuentra nominado en la Seccional Policía Judicial y para el 
mes de enero de 2011, devengada un salario por valor de $1.296.613 pesos (fi. 
47 C. No. 2 Pruebas). 

• Constancia de fecha 27 de noviembre de 2017, en la que el señor Juan Mauricio 
Camacho Fernández, hace constar que recibió de los señores Mauricio Alejandro 
Campiño, Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra y Jhon 
Alejandro Gómez Chaverra, la suma de $6.000.000, por cada uno, por concepto 
de honorarios profesionales dentro del proceso penal; y por parte del señor Juan 
David Aguirre Riaño, la suma de $2000.000, por igual concepto (fI. 48 C. No. 2 
Pruebas). 

• Constancia de fecha 19 de febrero de 2018, en la que la señora Oria Patricia 
Monroy García, hace constar que recibió del señor Juan David Aguirre Riaño, la 
suma de $10.000.000, para ejercer la defensa del mismo dentro del proceso penal 
seguido en su contra (fi. 50 C. No. 2 Pruebas). 

• Testimonios Vair Antonio Salazar, quien declaró sobre aspectos familiares y 
perjuicios generados a la familia del señor Juan David Aguirre Riaño. (audiencia 
de pruebas) 

Sexto grupo de demandantes: 

• Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Ángel Matero Barrera Ortíz, 
Robinson Antonio Barrera López, Alex Camilo Barrera López, Félix Arley Barrera 
López, Rosa Stefanía Barrera López, Robinson Antonio Barrera Quirama y 
Marleny de Jesús López Galeano (fIs. 52 a 58 C. No. 2 Pruebas). 

• Constancia de fecha 15 de diciembre de 2017, en la que La señora Shirley Andrea 
Ortíz Díaz, hace constar que recibió del señor Robinson Antonio Barrera López, 
la suma de $10.000.000, para ejercer la defensa del mismo dentro del proceso 
penal seguido en su contra (fis. 59 y  60 C. No. 2 Pruebas). 

e Certificado de fecha 31 de julio de 2017, a través del cual la Responsable del 
Grupo de Gestión Legal del Interno del Complejo Penitenciario y Carcelario 
Metropolitano de Bogotá MCOMEB", indica que el señor Robinson Antonio Barrera 
López, estuvo privado de la libertad en dicho Complejo desde el día 17 de febrero 
de 2011 hasta el 17 de noviembre de 2011 (fi. 61 C. No. 2 Pruebas). 

• Certificación laboral de fecha 28 de noviembre de 2017, a través de la cual el 
Tesorero General de la Policía Nacional, manifiesta que el Patrullero Robinson 
Antonio Barrera López, se encuentra nominado en la Seccional Policía Judicial y 
para el mes de enero de 2011, devengada un salario por valor de $1.296.613 
pesos (fi. 62 C. No. 2 Pruebas). 

• Testimonios de María Consuelo Sánchez Benjumea, Deissy Viviana Mejía Peláez 
y Olga Yanet Dávila, quienes declararon sobre aspectos familiares y perjuicios 
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generados a la familia del señor Robinson Antonio Barrera López. (Despacho 
comisorio C-3) 

Pruebas comunes a todos los demandantes: 

• Sentencia proferida por el Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de 
Bogotá, el 04 de diciembre de 2015 (fis. 63 a 115 C. No. 2 Pruebas). 

• Providencia del 05 de octubre de 2016, proferida por el Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bogotá, mediante la cual se desató recurso de apelación 
interpuesto por el Fiscal 295 Anticorrupción, contra la sentencia de primera 
instancia, disponiendo la ruptura de unidad procesal ordenando remitir la 
actuación al Juzgado 811  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá (fis. 116 a 
121 C. No, 2 Pruebas). 

• Sentencia proferida el 24 de noviembre de 2016, por el Honorable Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá, mediante ¿a cual revoca la de primera 
instancia y en su lugar absuelve a Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto 
Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiña, John Alejandro Gómez Chaverra y 
Robinson Antonio Barrera López, por algunos delitos imputados (fis. 123 a 154 C. 
No. 2 Pruebas). 

• Providencia proferida por el Juzgado 811  Penal del Circuito de Conocimiento de 
Bogotá, el 23 de febrero de 2017, mediante la cual se declaró la prescripción y 
consecuencial mente la extinción de la acción penal por el delito de tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes (fis. 155 a 163 C. No. 2 Pruebas). 

• Testimonios de los señores Gerver Hernando Pedraza Oviedo y Frey Damián 
Blanco García, quienes declararon sobre aspectos laborales de los privados de 
la libertad. (audiencia de pruebas) 

• CD que contiene la audiencia concentrada realizada dentro del procesos penal 
No. 1100160000251201100001 (FI. 96y97C. Ppal 2) 

• Copia de los registros disciplinarios adelantados en contra de los demandantes 
que fueron privados de la libertad. (FI. 95, 98 a 106 del C. Ppal 2) 

3.7. HECHOS PROBADOS 

• Que John Alejandro Gómez Chaverra fue capturado el 11 de febrero de 2011 
conforme se escucha en el audio de la audiencia concentrada del 12 de febrero 
de 2011 (Fi. 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 21 de enero de 2012 (FI. 6 
C.2). 

• Que Juan Leonardo Chavarría Peña fue capturado el 11 de febrero de 2011 
conforme se escucha en el audio de la audiencia concentrada del 12 de febrero 
de 2011 (FI, 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 21 de enero de 2012 (FI. 15 
C.2). 

• Que el señor Mauricio Alejandro Campiña fue capturado el 11 de febrero de 2011 
conforme se escucha en el audio de la audiencia concentrada del 12 de febrero 
de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 21 de enero de 2012 (FI. 24 
C.2). 

• Que el señor Luis Alberto Valoyes Sierra fue capturado el 11 de febrero de 2011 
conforme se escucha en el audio de la audiencia concentrada del 12 de febrero 
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de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 2) yfue dejado en libertad el 21 de enero de 2012 (FI. 33 
C.2). 

• Que el señor Juan David Aguirre Riaño fue capturado el 11 de febrero de 2011 
conforme se escucha en el audio de la audiencia concentrada del 12 de febrero 
de 2011 (Fi 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 17 de noviembre de 2011 (FI. 
46 C.2). 

• Que el señor Robinson Antonio Barrera López fue capturado el 11 de febrero de 
2011 conforme se escucha en el audio de la audiencia concentrada de] 12 de 
febrero de 2011 (FI, 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 17 de noviembre de 
2011 (FI. 61 C.2). 

• Que los señores John Alejandro Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría 
Peña, Mauricio Alejandro Campiño, Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David 
Aguirre Riaño y Robinson Antonio Barrera López fueron capturados el 11 de 
febrero de 2011 en la sede del auditorio de la Policía Metropolitana de Bogotá, 
conforme las ordenes de captura expedidas por el Juzgado 38 Penal Municipal 
con Funciones de Garantía, por los delitos de concierto para delinquir; tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes; destrucción, supresión u ocultamiento de 
material probatorio y falsedad ideológica en documentos público. (Escuchar 
audiencia concentrada) 

• Que tales capturas se realizaron por denuncia del señor señor Hoover Arley 
González Mora, el 21 de enero de 2011, luego de realizar una investigación 
relacionada con actos de corrupción cometidos por los Patrulleros Juan Leonardo 
Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John 
Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David 
Aguirre Riaño, adscritos a la SIJIN de la Policía Metropolitana de Bogotá, Grupo 
de Microtráfico de la URI de Kennedy. (Escuchar audiencia concentrada) 

e Que en audiencia concentrada del 12 de febrero de 2018, ante el Juzgado 60 
Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Bogotá, la Fiscalía 295 
Seccional Único Anticorrupción, solicitó la legalización de las capturas de los 
señores John Alejandro Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría Peña, 
Mauricio Alejandro Campiño, Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David Aguirre 
Riaño y Robinson Antonio Barrera López, seguidamente procedió a formular 
imputación a los mismos como coautores de los delitos de concierto para delinquir 
agravado en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes, con circunstancias de mayor punibilidad; falsedad ideológica en 
documentos público; ocultamiento, alteración o destrucción de elementos 
materiales probatorios y amenazas a testigos, como determinadores y solicitó 
medida de aseguramiento. Adicionalmente, el ente acusador solicitó medida de 
aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario. Dichas 
peticiones fueron aceptadas por el Juez de Garantías (Escuchar audiencia 
concentrada). 

• Que al momento de realizar la imputación el Fiscal 295 Seccional Único 
Anticorrupción, señaló que el modus operandi de los involucrados consistía en 
obtener información de fuentes humanas acerca de diferentes sitios en los que se 
expendían sustancias alucinógenas en su jurisdicción, para luego solicitar el 
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respectivo allanamiento a la Fiscalía quien autoriza el procedimiento. 
Posteriormente ingresan a las viviendas, incautan pruebas pero no las legalizan 
en su totalidad, pues se apropian de parte de estos elementos para su 
comercialización a través de las mismas fuentes humanas que suministran la 
información (Escuchar audiencia concentrada). 

• Que el señor Hoover Arley González Mora al momento de hacer la denuncia 
presentó un disco compacto con imágenes de un video donde se observaba a los 
funcionarios involucrados recordando el porcentaje de droga que entregaron para 
la venta. Sumado a lo anterior el denunciante aceptó participar como agente 
encubierto por tres meses y en desarrollo de su actividad pudo obtener 
información relevante para el perfeccionamiento de la investigación. (Escuchar 
audiencia concentrada). 

• Que el 4 de diciembre de 2015, el Juzgado 80  Penal del Circuito de Bogotá, profirió 
sentencia condenatoria en contra de Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto 
Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra y 
Robinson Antonio Barrera López, resolviendo entre otros, la imposición de la pena 
de 94 meses de prisión, inhabilidad para ejercer funciones públicas por el término 
de 115 meses y multa de 1400 salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
como coautores de los delitos de ocultamiento, supresión o alteración de elemento 
material probatorio, en concurso con falsedad ideológica en documentos público. 
Adicionalmente absolvió al señor Juan David Aguirre Riaño por aplicación del 
principio universal de indubio pro reo. (FIs. 63 a 112 cuaderno 2), contra tal 
decisión se interpuso recurso de apelación. 

• Que en la misma sentencia en el numeral cuarto de la parte resolutiva, se declaró 
la prescripción de la investigación frente al delito de tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes. (FIs. 63 a 112 cuaderno 2) 

• Que el Tribunal Superior de Bogotá, el día 05 de octubre de 2016, resolvió revocar 
la prescripción de la acción penal del delito tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes, al no haber operado tal fenómeno, por lo que decretó la ruptura 
de la unidad procesal y ordenó devolver el expediente al Juzgado 8° Penal del 
Circuito de Bogotá, para que profiriera sentencia frente a ese delito. (FI. 121 C-2) 

• Que el 24 de noviembre de la misma anualidad el Tribunal Superior de Bogotá - 
Sala Penal resolvió absolver en segunda instancia a los procesados por tos delitos 
de concierto para delinquir y amenaza a testigo e igualmente absolvió al señor 
Juan David Aguirre Riaño, de todos los punibles enrostrados. (FIs. 123 a 154 
cuaderno 2) 

• Que el día 23 de febrero de 2017, el Juzgado 8° Penal de Conocimiento de Bogotá, 
decretó la preclusión de la investigación por prescripción y consecuencialm ente, la 
extinción de la acción penal a favor de los implicados, por el delito de tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes. (FIs. 155 a 164 cuaderno 2) 

3.8. DEL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE 

Sea lo primero precisar, que el artículo 90 de la Constitución Política contempla que el 
Estado tiene el deber de responder por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
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causados por la acción u omisión de las autoridades públicas; en consecuencia, tal 
responsabilidad se origina, bien cuando existe un daño o perjuicio causado a la víctima la 
cual no tiene el deber jurídico de soportar, o bien, cuando ese daño es imputable fáctica y 
jurídicamente a una autoridad pública. 

Así mismo, para efectos de configuración de la responsabilidad patrimonial del Estado, 
deben concurrir los siguientes aspectos: i) existencia de un daño antijurídico, u) daño 
ocasionado por la acción u omisión de la autoridad pública (nexo causal) e iii) imputabilidad 
M daño al Estado. 

De acuerdo con este precepto constitucional, la responsabilidad extracontractual del 
Estado se configura con la demostración de un daño antijurídico causado a un administrado 
y su imputación a La Administración, tanto por acción como por omisión. 

El daño, consiste en el menoscabo del interés jurídico tutelado y la antijuridicidad, en que 
éste no debe ser soportado por el administrado, sin depender de la licitud o ilicitud de la 
conducta desplegada por la Administración7. 

La imputación, no es otra cosa que la atribución fáctica y jurídica que del daño antijurídico 
se hace al Estado, de acuerdo con los criterios que se elaboren para ello, como son la falla 
del servicio, el desequilibrio de las cargas públicas, la concreción de un riesgo excepcional 
o cualquiera otro que permita hacer la atribución en el caso concreto. 

Igualmente, de conformidad con los artículos 67, 68 y69  de la Ley 270 de 1996, Estatutaria 
de la Administración de Justicia, el legislador estableció tres hipótesis para la configuración 
de la responsabilidad del Estado por la actividad del aparato judicial: i) el error jurisdiccional; 
u) la privación injusta de la libertad y iii) el defectuoso funcionamiento de la Administración 
de Justicia. 

En el presente asunto, la parte demandante considera que la Nación - Rama Judicial y la 
Nación - Fiscalía General de la Nación, son administrativamente responsables, por los 
perjuicios causados a los demandantes con ocasión de la privación de la libertad de la que 
fueron víctimas los señores Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, 
Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera 
López y Juan David Aguirre Riaño, con ocasión de las decisiones adoptadas dentro del 
proceso penal con radicado No. 110016000251201100001, el cual culminó con preclusión 
de la investigación por prescripción y extinción de la acción penal, el día 23 de febrero de 
2017; para el efecto, se advierte que cimenta la responsabilidad alegada en el titulo de 
imputación de privación injusta de la libertad. 

En ese orden de ideas, se analizará el caso puesto a consideración del despacho, bajo el 
tamiz del titulo de imputación de responsabilidad objetiva por daño especial. 

3.8.1. DE LA PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD. 

Frente a la misma, cabe precisar que antes de la entrada en vigencia de la Ley 270 de 
1996, el fundamento legal de la responsabilidad a cargo del Estado por daños causados 
por la privación injusta de la libertad, estaba constituido por el contenido del articulo 414 
del Decreto 2700 de 1991, que establecía: 

1  Consejo de Estado, Sentencia del 26 de abril da 2017. Radicación No. 25000-23-26-000-2005-02096-01(41359), Consejero 
Ponente Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
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"Artículo 414. Indemnización por privación injusta de la libertad. Quien haya sido 
privado injustamente de la libertad podrá demandar a! Estado indemnización de 
perjuicios. Quien haya sido exonerado por sentencia absolutoria definitiva o su 
equivalente porque el hecho no existió, el sindicado no lo cometió, o la conducta 
no constituía hecho punible, tendrá derecho a ser indemnizado por la detención 
preventiva que le hubiese sido impuesta siempre que no haya causado la misma 
por dolo o culpa grave". 

Posteriormente se tiene que la Ley 270 de 1996 o Estatutaria de Administración de Justicia, 
en su artículo 68, determina que quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá 
demandar al Estado en reparación de perjuicios. 

A su vez, es preciso referir que el máximo órgano de lo contencioso administrativo no ha 
sostenido un criterio uniforme en lo que respecta a la responsabilidad del Estado derivada 
de la privación de la libertad de las personas como consecuencia de una medida de 
aseguramiento impuesta dentro de un proceso penal, argumentando: 

"Por consiguiente, si la absolución o la preclusión se producía porque: i) el hecho 
no existió, ji) el sindicado no lo cometió, o iii) la conducta no constituía hecho 
punible, el régimen aplicable, por expresa disposición legal, es el objetivo, 
mientras que si la libertad se concedía por cualquier otra causa se imponía el 
estudio de la responsabilidad desde una perspectiva subjetiva (v.grr la acción 
penal estaba prescrita, no se cumplían con los requisitos de la medida de 
aseguramiento, entre otros factores)". 

Sin embargo, una posición mayoritaria, adopta el criterio de la responsabilidad objetiva, de 
acuerdo con la cual, el Estado está llamado a responder patrimonialmente no sólo cuando 
el investigado sea exonerado por sentencia absolutoria definitiva o su equivalente porque: 
i) el hecho no existió, u) el sindicado no lo cometió o iii) la conducta no constituía hecho 

O presunción de inocencia que lo ampara y en tal sentido, éste no tiene porqué soportar 
principio de in dubio pro reo`, bajo el entendido de que el Estado no logró desvirtuar la 
punible, sino también, en el evento en que el procesado es absuelto en aplicación del 

inerme la vulneración de un derecho supremo y constitucionalmente protegido como es la 
libertad, salvo que en cualquiera de estos casos logre probarse una causal eximente de 
responsabilidad (culpa exclusiva de la víctima, culpa de un tercero o fuerza mayor), según 
los términos del artículo 70 de la Ley 270 de 1996, evento en el cual la Administración debe 
ser absuelta de toda responsabilidad. 

Pese a lo anterior, la Jurisprudencia de la Sección Tercera del H. Consejo de Estado ha 
sido constante en señalar que la operancia -por regla general- de un régimen objetivo de 
responsabilidad en casos de privación de la libertad no es óbice para que en determinados 
eventos, en donde concurran los elementos para declarar la responsabilidad del Estado 
por falla en el servicio no deba acogerse este último título de imputación. 

Con fundamento en lo anterior, es claro que lo alegado por la parte demandante es la 
privación injusta de la libertad de los señores Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto 
Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson 

Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera - Subsección A. Sentencia de Unificación 
del 17 de octubre de 2013. Radicado 52001-23-31-000-1996-07459-01(23354). C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
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Antonio Barrera López y Juan David Aguirre Riaño la cual, se analizará bajo el régimen 
de falla en el servicio, en razón a que el proceso penal terminó en absolución por in dubio 
pro reo para unos delitos y prescripción de la acción penal para otros. 

Por lo anterior, el despacho procederá a analizar si se configura una privación injusta de 
la libertad, verificando los elementos que configuran responsabilidad en el presente 
asunto. 

3.9. ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD 

3.9.1. Del daño con ocasión de la privación injusta de la libertad. 

Del artículo 90 de la Constitución Política, se deduce que existe un daño antijurídico 
cuando: 

"se cause un detrimento patrimonial que carezca de titulo jurídico válido y que 
exceda el conjunto de las cargas que normalmente debe soportar el individuo en 
su vida social, recordando así que se desplaza el fundamento de la 
responsabilidad administrativa, del concepto subjetivo de la ant/undicidad de la 
acción del Estado al concepto objetivo de la anturidicidad producido por ella'. 

Aunado a lo anterior, como quiera que la carga probatoria consagrada en el articulo 167 
del Código General del Proceso, tiene como finalidad verificar la existencia de 
responsabilidad del Estado en los términos del artículo 90 Constitucional, la parte 
demandante debe acreditar la existencia del daño sufrido. 

Así las cosas, en concordancia con lo anterior, una vez verificado el caudal probatorio 
arrimado al expediente, esta Administradora de Justicia encuentra que dentro de la 
presente actuación está acreditado el primer elemento de la responsabilidad, pues 
conforme a las certificaciones aportadas al expediente, el señor John Alejandro Gómez 
Chaverra fue capturado el 11 de febrero de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad 
el 21 de enero de 2012 (FI. 6 C.2), el señor Juan Leonardo Chavarría Peña fue capturado 
el 11 de febrero de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 21 de enero de 
2012 (FI. 15 C.2), que el señor Mauricio Alejandro Campiño fue capturado el 11 de febrero 
de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 21 de enero de 2012 (FI. 24 C.2), el 
señor Luis Alberto Valoyes Sierra fue capturado el 11 de febrero de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 
2) y  fue dejado en libertad el 21 de enero de 2012 (FI. 33 C.2), el señor Juan David Aguirre 
Riaño fue capturado el 11 de febrero de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad 
el 17 de noviembre de 2011 (FI. 46 C.2), el señor Robinson Antonio Barrera López fue 
capturado el 11 de febrero de 2011 (FI. 97 C. Ppal. 2) y  fue dejado en libertad el 17 de 
noviembre de 2011 (FI. 61 C.2), como consecuencia de la orden de captura proferida por 
el Juzgado 38 Penal Municipal de Control de Garantías, dentro del expediente No. 
1100160000251201100001, por los delitos de concierto para delinquir agravado en 
concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, con 
circunstancias de mayor punibilidad; falsedad ideológica en documentos público; 
ocultamiento, alteración o destrucción de elementos materiales probatorios y amenazas 
a testigos. 

3.9.2. De la imputación jurídica y el nexo de causalidad. 

Además del elemento ya referido, se tienen como indispensables para predicar la 
responsabilidad, los elementos consistentes en la imputación del daño causado al Estado, 

Gaceta Constitucional No. 77 del 20 de mayo de 1991. El Daño Antijuridico y la Responsabilidad Extracontractual del 
Estado Colombiano". Catalina Irisarri Boada. Págs. 75 y  76. 

24 

441
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



Sentencia 
Radicado: 2018-137 
Demandante: John Alejandro Gómez Chaverra y otros 
Demandado: Nación - Rama Judicial y Nación - Fiscalía General de la Nación 

es decir, la atribución jurídica que del mismo se hace a la administración pública y el nexo 
de causalidad, entendido como el enlace entre el daño causado y la conducta desplegada, 
cuya predicación nace al ser la causa directa, necesaria y determinante del daño; así 
entonces, la imputación del daño al Estado y la relación de causalidad, se constituyen en 
una condición sine qua non para declarar la responsabilidad patrimonial del mismo. 

Respecto de la Nación - Fiscalía General de la Nación. 

Sea lo primero precisar que al tenor de lo consagrado en la Ley 906 de 2004, la privación de 
la libertad se torna rogada y, por tanto, corresponde a la Fiscalía General de la Nación, 
adelantar la investigación, recaudar la evidencia física y los elementos materiales de 
prueba y acudir al juez de control de garantías para sustentar la necesidad de la medida 
restrictiva de la libertad; significando esto, que es el ente acusador, el que debe argumentar 
la necesidad, idoneidad, razonabilidad y proporcionalidad de la medida de aseguramiento 
que solicita. 

En tal sentido, esta Operadora Judicial aprecia de los elementos probatorios arrimados al 
cartulario que en el presente asunto, la Fiscalía General de la Nación, solicitó en audiencia 
concentrada realizada el 12 de febrero de 2011, la legalización de la captura, la formulación 
de imputación e imposición de la medida de aseguramiento en contra de los señores Juan 
Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John 
Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre Riaño, 
las cuales fueron aceptadas por el Juez de Control de Garantías, basado en la denuncie 
del señor Hoover Arley González Mora, un CD que contenía una conversación entre los 
funcionarios y demás pruebas que recaudó el mismo en su labor de infiltrado, las cuales 
fueron presentadas por el mismo ente acusador (escuchar audio de la audiencia); por lo 
anterior, es palpable la participación de la Fiscalía General de la Nación en la privación de 
la libertad de los hoy demandantes. 

Respecto de la Nación - Rama Judicial. 

e Al respecto, se tiene que, si bien por regla general, la Fiscalía es quien solícita la emisión 
de la orden de captura, al igual que la imposición de la medida de aseguramiento y efectúa 
la acusación, también lo es que quien toma todas las decisiones en torno a la libertad del 
imputado y/o acusado es el juez de control de garantías y el juez de conocimiento. 

En consecuencia, es claro que fue la Nación - Rama Judicial, a través del Juzgado 38 
Penal Municipal de Control de Garantías, quien emitió la orden de capture en contra de los 
señores Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro 
Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David 
Aguirre Riaño, y el Juzgado 60 con Función de Control de Garantías de Bogotá, quien tomó 
la determinación de legalizar la capture de los mismos, por los delitos de concierto para 
delinquir agravado en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes, con circunstancias de mayor punibilidad; falsedad ideológica en 
documentos público; ocultamiento, alteración o destrucción de elementos materiales 
probatorios y amenazas a testigos. 

Posteriormente fue esa misma entidad en cabeza del Juzgado 8 Penal del Circuito de 
Conocimiento de Bogotá, quien condenó en primera instancia a los señores Juan Leonardo 
Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 
Gómez Chaverra y Robinson Antonio Barrera López, como coautores de los delitos de 
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ocultamiento, supresión o alteración de elemento material probatorio, en concurso con 
falsedad ideológica en documentos público. Adicionalmente absolvió al señor Juan David 
Aguirre Riaño por aplicación del principio universal de indubio pro reo y decretó la 
prescripción del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

Adicionalmente se encuentra demostrado que la Sala Penal del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial, revocó la sentencia de primera instancia y absolvio en su integridad a 
todos los involucrados de los delitos de ocultamiento, supresión o alteración de elemento 
material probatorio, en concurso con falsedad ideológica en documentos público. 
Principal). 

De lo expuesto, obra concluir que el presunto daño ocasionado a los demandantes, tuvo 
su causa en la privación de la libertad de la que fueron objeto los señores Juan Leonardo 
Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro 
Gómez Chaverra, Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre Riaño, siendo 
atribuible, tanto a la Fiscalía General de la Nación, como a la Rama Judicial; no obstante, 
se hace necesario establecer si la conducta de los mismos fueron determinantes en la 
configuración del daño por su actuar. 

En el sub judice, se evidencia que aunque los señores Juan Leonardo Chavarría Peña, 
Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, 
Robinson Antonio Barrera López y Juan David Aguirre Riaño, finalmente fueron absueltos 
en razón a que no se cumplió con el deber de establecer con claridad el grado de 
conocimiento exigido en el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, es decir, se aplicó el principio 
in dubio pro reo frente a los delitos de ocultamiento, supresión o alteración de elemento 
material probatorio, en concurso con falsedad ideológica en documentos público. 

Cabe destacar que frente al delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, se 
declaró la prescripción de la acción penal, es decir, no se estudió la participación de los 
mismos en ese ilícito, sin que ello signifique que la privación de la libertad con ocasión a 
ese delito sea injusta, al contrario, la configuración de este fenómeno jurídico los benefició, 
pues no se realizó ningún estudio probatorio al respecto librándolos de cualquier culpa por 
ese hecho. 

En ese contexto tenemos que las actuaciones desplegadas por los funcionarios 
involucrados en forma previa y durante el proceso de captura fueron debidamente 
acreditadas, pues se evidencia que aunque las pruebas obrantes en el proceso penal no 
arrojaron certeza sobre la responsabilidad penal de los acusados siendo insuficientes para 
desvirtuar la presunción de inocencia de los mismos, por los delitos de ocultamiento, 
supresión o alteración de elemento material probatorio, en concurso con falsedad 
ideológica en documentos público, es preciso reiterar que al momento de imponer una 
medida de aseguramiento, existían pruebas razonables para creer en la configuración de 
varios delitos, sin querer decir que en ese punto se advirtiera la responsabilidad del 
acusado, como lo es la declaración del denunciante, pruebas magnéticas e informes del 
mismos en su gestión como infiltrado, entonces en ese punto se cumplía con todos los 
requisitos para imponer una medida de aseguramiento. 

Entonces tenemos que tanto la Fiscalía, como la Rama Judicial actuaron dentro del marco 
legal, pues las pruebas con que se contaban al momento de imponer la medida de 
aseguramiento fueron razón suficientes para iniciar la investigación respectiva a fin de 
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determinar la existencia real de la comisión de algún delito, siendo procedente la privación 
de la libertad preventiva. 

No sobra señalar que al imponer la privación de la libertad como medida preventiva, es 
necesario tener en cuenta que para solicitarla, no se requiere que en el proceso existan 
pruebas que conduzcan a la certeza sobre la responsabilidad penal del sindicado, pues 
este grado de convicción sólo es necesario para proferir sentencias condenatorias, por lo 
que ante las pruebas presentadas por la Fiscalía en audiencia concentrada existía la 
necesidad de imponer medida de aseguramiento. 

Así las cosas, encuentra el despacho que no se pudo establecer la responsabilidad en 
cabeza de las demandadas, como quiera que obran evidencias y material probatorio dentro 
del proceso penal que permiten concluir que la medida restrictiva de la libertad se apoyó 
de elementos probatorios mínimos para inferir su necesidad de la misma y la razonabilidad 
de su imposición tratándose de delitos que fueron realizados por miembros de la fuerza 
pública; por tanto, ante tales circunstancias, para esta Administradora de Justicia, se deben 
negar las pretensiones de la demanda, frente a la responsabilidad de la Nación - Rama 
Judicial y la Nación - Fiscalía General de la Nación, ya que su actuar fue proporcional y 
legal. 

3.8. CONDENA EN COSTAS 

De conformidad con el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, se condenará en costas a la parte demandante y se fija como 
agencias en derecho el tres por ciento (3%) del valor total de lo pedido en la demanda, 
suma ésta que será cancelada a favor de las entidades demandadas en partes iguales. Lo 
anterior, atendiendo las pautas previstas por la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura en el artículo 5 numeral 10  en primera instancia literal a) mayor cuantía del 
Acuerdo No. PSAA16-10554 de agosto 5 de 2016. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SESENTA Y TRES ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la ley, 

FALLA 

PRIMERO: Declarar no probada, la excepción de falta de legitimación en la causa por 
pasiva, propuesta por la Nación - Fiscalía General de la Nación, de conformidad con los 
argumentos expuestos en el acápite de cuestiones previas - excepciones propuestas. 

SEGUNDO: Negar las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la 
parte motiva de la providencia. 

TERCERO: Condenar en costas a la parte demandante. 

CUARTO: Fíjese como agencias en derecho el tres por ciento (3%) del valor total de lo 
pedido en la demanda, a cargo de la parte demandante y a favor de las entidades 
demandadas en parte iguales. 

QUINTO: De no ser apelada esta providencia, se ordena el archivo definitivo del 
expediente, previo las anotaciones del caso. 
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SEXTO: Una vez en firme el presente proveido, háganse las anotaciones pertinentes en el 

programa Siglo XXI. 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCION TERCERA 

SUBSECCION B 

BOGOTÁ D.C., siete (07) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

Magistrado Ponente: FRANKLIN PÉREZ CAMARGO 

EXPEDIENTE: 110013343063201800137-01 

DEMANDANTE: Jhon Alejandro Gómez y otros 

DEMANDADO: Nación - Fiscalía General de la Nación - Rama Judicial 

MEDIO DE CONTROL DE REPARACIÓN DIRECTA 

APELACIÓN SENTENCIA 

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación formulado por la 

demandante contra la sentencia proferida el 2 de diciembre de 2019, por 

el Juzgado 63 Administrativo de Bogotá, mediante la cual se negaron las 

pretensiones de la demanda. 

1. ANTECEDENTES 

La presente demanda comprende los siguientes 6 grupos de 

demandantes: 

1) John Alejandro Gómez Chaverra y Diva Vanessa Ospina Triviño en 

nombre propio y en representación de María José Gómez Ospina; John 
Jairo Gómez Posada, María Elena Chaverra Rico y Sara Gómez Chaverra. 

2) Juan Leonardo Chavarría Peña; Juan Leonardo Chavarría Marín y 

Martha Cecilia Peña Barrera en nombre propio y en representación de 

Leidy Yazmín Chavarría Peña; Yuly Caroly Chavarría Peña, Carlos Alberto 

Chavarría Peña, Juan de Jesús Peña Cabrera y Lucrecia Barrera. 
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3) Mauricio Alejandro Campiña, Jeimy Andrea Corredor Pérez, Edilma 

Campiño, Manuel William Ocampo Campiña, Jorge Iván Campiño, Ana 

María Campiña y María Eyicel Campiño. 

4) Luis Alberto Valoyes Sierra y Luz Juliana Bedoya García en nombre 

propio y en representación de Greily Solanhs Valoyes Bedoya; Alipio 

Valoyes Martínez, María Concepción Sierra Mora, José Antonio Valoyes 
Sierra, Ángel Enrique Valoyes Sierra, Luz Dary Valoyes Sierra y Rodrigo De 

Jesús Valoyes Sierra. 

5) Juan David Aguirre Riaño, Myriam Fanny Riaño, Anlly Camilo Casallas 

Riaño, Estefanía Casallas Riaño, Karent Patricia Casallas Riaño, Abel 

Antonio Aguirre, Alicia Giralda, Frandy Aned Aguirre Giralda, Luz Estela 

Riaño y Adriana María Velásquez Riaño. 

6) Robinson Antonio Barrera Lopez y Liceth Ortiz Barreneche en nombre 

propia y en representación de Ángel Mateo Barrera Ortiz; Robinson Antonio 

Barrera Quirama, Marleny de Jesús López Galeano, Alex Camilo Barrera 

López, Felix Arley Barrera López, Rosa Estefanía Barrera López, Jasabel 

Quirama Grajales y María Alicia Galeano de López. 

Los actores, por medio de apoderado judicial, promovieran demanda en 

ejercicio del medio de control de reparación directa en contra de la 

Nación - Fiscalía General de la Nación, Rama Judicial can el objeto de 

obtener el reconocimiento y pago de indemnización par los presuntos 

perjuicios que les fueran ocasionados por la supuesta privación injusta de la 
libertad de John Alejandra Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría 

Peña, Mauricio Alejandra Campiña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David 

Aguirre Riaño y Robinson Antonia Barrera López. 

i) Lo que se pretende: 

La parte actora pretende que se declare administrativa y 

patrimonial mente responsable, de forma solidaria, a la Nación - Fiscalía 

General de la Nación y a la Nación - Rama Judicial, par la privación injusta 

de la libertad de la que fueran objeto los señores John Alejandra Gómez 

Chaverra, Juan Leonardo Chavarría Peña, Mauricio Alejandro Campiña, 
Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David Aguirre Riaño y Robinson Antonio 

Barrera López. 
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Como consecuencia de la anterior declaración se pretende el 

reconocimiento e indemnización a los demandantes de: 

Perjuicios morales, 

- Daños y perjuicios ocasionados al buen nombre, el honor y a la 

honra, 

- Daños a la vida de relación, alteración de las condiciones de 

existencia y al proyecto de vida, 
- Daño emergente, 

- Lucro cesante. 

Adicionalmente, se solicita el reconocimiento de los intereses y la condena 

en costas. 

ji) Hechos: 

1. El señor Ober Arley González Mora presentó denuncia por actos de 

corrupción a los Patrulleros John Alejandro Gómez Chaverra, Juan 

Leonardo Chavarría Peña, Mauricio Alejandro Campiña, Luis Alberto 

Valoyes Sierra, Juan David Aguirre Riaño y Robinson Antonio Barrera López, 

adscritos a la SIJIN MEBOG, Grupo de Microtráfico de la URl - Kennedy. 

2. Los patrulleros fueron capturados el 11 de febrero de 2011, por órdenes 

del Juzgado 38 Penal Municipal con Función de Control de Garantías. El 

día siguiente se legalizó la captura ante el Juzgado 60 Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías de Bogotá. 

3. Se les formuló imputación como coautores de los delitos de concierto 

para delinquir agravado en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación 

o porte de estupefacientes, con circunstancias de mayor punibilidad; 

falsedad ideológica en documento público; ocultamiento, alteración o 

destrucción de elementos materiales probatorios; y amenazas a testigo 

como determinadores. Se les impuso medida de aseguramiento de 

detención preventiva en establecimiento carcelario. 

4. El 4 de diciembre de 2015 el Juzgado 80  Penal del Circuito de Bogotá, 

profirió sentencia condenatoria contra todos los acusados, excepto Juan 

David Aguirre Riaño, como coautores del delito de ocultamiento, supresión 
o alteración de elemento material probatorio, en concurso con falsedad 

ideológica en documento público. Se les impuso una pena de 94 meses de 
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prisión, inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicos de 

115 meses y multo de 1400 salarios mínimos. 

5. El 5 de octubre de 2016 el Tribunal Superior de Bogotá revocó el numeral 

41  de la sentencia de primera instancia. En este numeral había sido 

decretada la prescripción y por consiguiente la extinción de la acción 

penal por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, a 

favor de los procesados; en consecuencia, se decretó la ruptura de la 

unidad procesal. 

6. El 24 de noviembre de 2016, el Tribunal Superior de Bogotá, revocó la 

sentencia del 4 de diciembre de 2015. 

7. El Juzgado 80  Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, el 23 de 

febrero de 2017, profirió decisión decretando la preclusión por prescripción 

y por tanto la extinción de la acción penal para los implicados por el delito 

de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

iii) Contestación de la demanda: 

1. Rama Judicial 

La apoderada de la demandada Rama Judicial contestó la demanda 

oponiéndose a las pretensiones, por considerar: 

"( ... ) En principio de los EMP y EF aportados por el ente acusador, llevó a 
una convicción de la coautoría de /os punibles imputados a los 
demandantes, misma que ahora se alega como errada al Juez con 
Funciones de Control de Garantías, pues con dichas pruebas el 
funcionario infirió razonadamente que los accionantes eran coautores de 
los ilícitos, lo que conllevó a la imposición de las medidas de 
aseguramiento contra éstos; por manera que el resultado dañoso, resulta 
imputable a la actuación en cita y de allí que se diga desde ya, que se 
presenta carencia absoluta de responsabilidad frente a la Rama Judicial, 
por ausencia de nexo causal, pues resulta evidente que la privación de la 
libertad de los señores JUAN LEONARDO CHA VARRIA PEÑA, LUIS ALBERTO 
BALOYES SIERRA, MAURICIO ALEJANDRO CAM PIÑO, ROBINSON ANTONIO 
BARRERA LÓPEZ y JUAN DAVID AGUIRRE RIAÑO desde el punto de vista de 
la causalidad material, fue producto de la actuación del ente 
investigador, lo que rompe el nexo de causalidad entre el acto 
jurisdiccional de privación de la libertad y el daño que se alega como 
irrogado. ( ... )" 

La apoderada expuso que en el presente caso se presenta: 
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- Cosa juzgada constitucional: 

"( ... ) La Corte Constitucional en la Sentencia C - 037 de 1996, en la que se 
determinó, como COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL lo que realmente 
constituye el DAÑO ANTIJURÍDICO, al declarar la exequ/blildad 
condicionada del artículo 68 de la Ley 70 de 1996, bajo el entendido de 
que el término "INJUSTAMENTE" para efectos de solicitar la declaratoria de 
responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, se refiere a 
una actuación abiertamente desproporcionada y viola toria de 
procedimientos !eqales, de tal forma que se entienda que la privación de 
la libertad no resultó apropiada, ni acorde con el ordenamiento jurídico, 
claramente arbitraria (ratio decidendfl. 

Como quiera que la constitucionalidad decretada no fue de ley de 
aprobación por trámite ordinario, sino de ley estatutaria, por lo que es 
necesario demostrar que la privación fue arbitraria, desproporcionada y 
violarlo de los procedimientos legales, lo que no ocurre en el presente 
caso, pues no se ha demostrado la arbitrariedad reclamada. ( ... )" 

Deficiencia probatoria de la Fiscalía 

"( ... ) la Fiscalía se limitó a presentar como prueba de la responsabilidad 
penal, los testimonios de los superiores que acudieron a la diligencia de 
allanamiento pero solo la observaron a la distancia, así como, el 
testimonio del señor Mora González, y la diligencia de Inspección a los 
puestos de trabajo de los imputados, omitiendo hacer un estudio juicioso 
de las circunstancias y realizando una verdadera investigación penal lo 
que seguramente habría dado un giro a la acción penal, sin embargo, la 
carencia de la exhaustiva investigación que se le impone a dicha 
entidad, solo se evidencio durante el desarrollo del juicio oral de segunda 
instancia, pues frente a las alegaciones de los abogados defensores y 
ante la debilidad probatoria, no existió otra salida para el Tribunal Superior 
Sala Penal, que la de declarar la absolución ante la Imposibilidad de 
demostrar más allá de toda duda razonable la responsabilidad de los 
Imputados hoy demandantes, por lo que es claro que la Fiscalía fue 
deficiente en el ejercicio de las funciones constitucional y legalmente 
atribuidas. ( ... )" 

- Actuación de los agentes de Policía hoy demandantes 

"(...) Es claro que los agentes JUAN LEONARDO CHA VARRIA PEÑA, LUIS 
ALBERTO BALOYES SIERRA, MAURICIO ALEJANDRO CAM PIÑO, ROBINSON 
ANTONIO BARRERA LÓPEZ y JUAN DAVID AGUIRRE R!AÑO no actuaron con 
el cuidado y diligencia que se espera, atendiendo su formación y al 
delicado cargo que ocupaban pues en ellos recaía la cadena de 
custodio de las evidencias Incautadas en los diferentes allanamientos y 
pese a senda responsabilidad mantenían estas en sus puestos de trabajo 
de forma desparpajada, obviando el compromiso que tenían con la 
comunidad y su deber legal cual era el de hacer que estos elementos 
reposaran en la Fiscalía General de la Nación ente que debía iniciar las 
acciones penales correspondientes. 
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Es evidente que fue su culpa (la de los demandantes) la que los condujo 
ante una persecución penal pues no realizar la entrega de la totalidad de 
los elementos incautados los expuso a una situación que requería de la 
intervención de la justicia penal, no existe excusa para que un agente de 
la Policía con la experiencia de los hoy demandantes mantuviera las 
evidencias en su puesto de trabajo, dicha falta de cuidado no es 
aceptable y fue eso mismo aunado a la denuncio del señor González 
Mora lo que les llevo a verse expuestos al proceso del que hoy se duelen. 

En consecuencia, la apoderada formuló el eximente de responsabilidad 

de culpa exclusiva de la víctima. Así mismo manifestó: 

"( ... ) Hecho de un tercero 

Se configura el hecho de un tercero en cabeza de la Fiscalía General de 
la Nación, porque conforme al Inciso segundo del artículo 200 del 
C.P.P.37, le asistía la obligación legal de adelantar de manera Idónea la 
etapa de investigación en contra de los hoy demandantes, actuación 
que se echa de menos y se recalca por parte del Tribunal Superior de 
Bogotá - Sala Penal, pues dicho ente no actuó con la debida diligencia, 
no tenía elementos probatorios suficientes, ni justificó su teoría del caso, al 
punto que se dictó fallo absolutorio en virtud del principio del in dubio pro 
reo. 

Fuerza mayor: 

Para el caso que se analizo, la sentencia de unificación del 17 de octubre 
de 2013, Sección Tercera, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Consejero Ponente, Dr. Mauricio Fajardo Gómez, No de Radicación 
52001233100019967459 - 01 (23.354)., que estableció la responsabilidad 
objetiva, para aquellos casos, en que la persona privada de la libertad, es 
posteriormente absuelta, bien por in dubio pro reo, bien por otra causal, 
no es aplicable, paro la Rama Judicial; por cuanto a pesar de que los 
supuestos de hecho, coinciden con los que se analizaron en la sentencia 
de unificación citada, los supuestos de derecho son diferentes, dado que, 
en el presente caso se configuro el eximente de responsabilidad estatal, 
denominado FUERZA MAYOR ( ... )" 

Finalmente, propuso las excepciones de: 

- Inexistencia de daño por parte de la Rama Judicial 

"Con base en lo dispuesto en la Sentencia C - 037 de 1996, en la que se 
determinó, como COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL lo que realmente 
constituye el DAÑO ANTIJURÍDICO, en el presente caso el demandante no 
ha demostrado que las decisiones adoptadas por el Juez de Control de 
Garantías y el Juez de Conocimiento, sean abiertamente 
desproporcionada y violatoria de procedimientos legales, de tal forma 
que se entienda que la privación de la libertad no resultó apropiada, ni 
acorde con el ordenamiento jurídico ni claramente arbitrarias. 

Además, en el presente caso solo en la etapa del Juicio Oral pudo el 
Tribunal Superior percibir que existían fundadas deficiencias probatorias lo 
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que Indefectiblemente llevo a disponer la absolución de los 
demandantes." 

- La innominada 

2. Fiscalía General de la Nación 

El apoderado de la demandada Fiscalía General de la Nación se opuso a 

la prosperidad de las pretensiones en su escrito de contestación de 

demanda, afirmando "al ser la detención preventiva una eventual carga a 

soportar, no hay lugar a reconocimiento de perjuicio alguno ( ... ). En lo que 

concierne a la solicitud de condena por perjuicios materiales e 

inmateriales, debe indicarse que los mismos están por fuera de toda 

realidad, y de manera desproporcionada e injustificada desbordan los 

parámetros señalados por la jurisprudencia de la Sección Tercera del H. 

Consejo de Estado". 

El apoderado propuso las siguientes excepciones: 

- Inexistencia del daño antijurídico 

"( ... ) en el caso de estudio NO se demuestra que las actuaciones de la 
Fiscalía General de la Nación fueran contrarias a la Constitución o la Ley, 
caprichosas, arbitrarias o Irrazonables en clave de los derechos e intereses 
constitucionalmente reconocidos a JOHN ALEJANDRO GOMEZ CHA yERRA, 
JUAN ALEJANDRO CHA VARRIA PEÑA, MAURICIO ALEJADRO CAMPIÑO, LUIS 
ALBERTO VALOYES SIERRA, JUN DAVID AGUIRRE RIAÑO Y ROBINSON 
ANTONIO BARRERA LOPEZ. 

En cambio, atendidas las circunstancias procesales que rodearon los 
hechos y ante la naturaleza de los hechos punibles investigados, se debe 
apreciar que las actuaciones de la Fiscalía General de la Nación 
estuvieron siempre sustentadas en la prevalencia, respeto o 
consideración del interés general, y en el caso, en la prevalencia de los 
derechos de una menor de edad (sic) ( ... )". 

- Ausencia del nexo causal entre las actuaciones de la Fiscalía General de 

la Nación y el daño antijurídico reclamado en la demanda 

o Respecto de la imposición de la medida de aseguramiento: 

"( ... ) es claro que en el proceso penal adelantado en contra de JOHN 
ALEJANDRO GOMEZ CHA yERRA, JUAN ALEJANDRO CHA VARRIA PEÑA, 
MAURICIO ALEJADRO CAM PIÑO, LUIS ALBERTO VALOYES SIERRA, JUN DAVID 
AGUIRRE RIAÑO Y ROBINSON ANTONIO BARRERA LOPEZ, objeto del 
presente medio de control de reparación directa, correspondió al Señor 
Juez con funciones de Control de Garantías impartir legalidad a las 
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actuaciones de mi representada y, adiciono/mente, con base en los 
elementos materiales probatorios o evidencias físicas existentes, verificar y 
decidir, él mismo, el cumplimiento de los requisitos forma/es y sustanciales 
exigidos para imponer a los Imputados medida de aseguramiento 
consistente en detención preventiva. 

Por /o tanto, /as decisiones judiciales en referencia NO pueden 
objetivamente ser atribuidas a mi representada, pues, en el actual 
Sistema Penal Oral Acusatorio, de tipo adversaria/, reitero que /a FISCAL/Á, 
GENERAL DE LA NACIÓN ES SOLO UNA PARTE EN EL PROCESO y, conforme 
a/ artículo 250 de /a Constitución Político, cumple su funciones 
concentradas de adelantar e/ ejercicio de la acción penal y realizar la 
investigación de /os hechos que revistan características de delito, que 
lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especia/, 
querella o de oficio, siempre que medien motivos y circunstancias tácticas 
que Indiquen lo posible existencia del mismo. 

( ... ) Por /o tanto, NO se establece el NEXO CAUSAL de las actuaciones de 
mi representada, con el daño antijurídico reclamado en la demanda. 

o Respecto de la prescripción de la acción penal: 
"( ... ) es claro que en el perjuicio deprecado por la "prolonqada e injusta 
sindicación" es una situación ajena a la actuación de la Fiscalía General 
de la Nación por ser el juicio una etapa exclusiva del Juez de 
Conocimiento. ( ... )" 

- Falta de legitimación en la causa por pasiva de la Fiscalía General de la 

Nación 

"( ... ) actualmente, bajo el esquema del procedimiento penal ora/ 
acusatorio contemplado en /a Ley 906 de 2004, A LA FISCALIA GENERAL DE 
LA NACIÓN NO LE INCUMBE DECIDIR SOBRE LA IMPOSICION DE LA MEDIDA 
DE ASEGURAMIENTO, PUES, SÓLO LE CORRESPONDE SU POSTULACIÓN ANTE 
AL JUEZ DE CONTROL DE GARANTÍAS, INDICANDO LA PERSONA, EL DELITO, 
LOS ELEMENTOS DE CONOCIMIENTO NECESARIOS PARA SUSTENTAR LA 
MEDIDA Y SU URGENCIA, LOS CUALES SE EVALÚAN EN AUDIENCIA, 
PERMITIENDO A LA DEFENSA EJERCER EL CONTRADICTORIO. ( ... ) 

- Existencia de varios pronunciamientos del Consejo de Estado que refieren 

a que la Fiscalía General de la Nación no es la llamada a responder en 

asuntos de privación injusta de la libertad 

- Genérica 

iv) Trámite de las excepciones previas 

En audiencia de inicio celebrada el 23 de enero de 2019 el juez de primera 

instancia se refirió a la excepción previa de falta de legitimación en la 
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causa por pasiva formulada por la demandada Fiscalía General de la 

Nación, indicando la diferencia entre la legitimación de hecho y la 

material y por lo tanto afirmando: 

"(...) Es claro que la excepción planteada por la entidad demandada 
Nación - Fiscalía General de la Nación, está dirigida a demostrar una falta 
de legitimación en la causa por pasiva material, por lo que el despacho 
se abstendrá de resolver la excepción en esta etapa, pues faltan pruebas 
por recaudar, las cuales podrían acreditar el vínculo entre los hechos y las 
pretensiones de la demanda, quedando pendiente para ser resuelta al 
momento de proferir la sentencia. ( ... )" 

y) Pruebas aportadas: 

De conformidad con los lineamientos jurisprudenciales del Consejo de 

Estado', las copias simples aportadas al proceso se presumirán auténticas, 

en concordancia con lo señalado en el artículo 246 del CGP, aplicable en 

el presente caso por remisión expresa del artículo 306 del CPACA. 

- Registros civiles de los demandantes (folios 2 a 5, 9 a 14, 18 a 23, 27 a 32A, 

36 a 45, 52 a 58, cuaderno 2). 

- Certificaciones de INPEC (folio 6, 15, 24, 33, 46, 61, cuaderno 2). 

- Certificaciones de Policía Nacional (folio 7, 16, 25, 34, 47, 62, cuaderno 2). 

- Constancias suscritas por Juan Camacho, Orfo Monroy, Shirley Ortiz, 

DarSer, Orfa Monroy (folios 48 y  49, 50, 59 y  60, cuaderno 2; folio 4, 5 a 7, 

cuaderno principal 2). 

- Providencias proferidas y actuaciones surtidas dentro de los expedientes 

110016000251201100001 y 110016000000201602005 (folios 63 a 164, 

cuaderno 2). 

- Respuesta a requerimiento por Juzgado 80  Penal del Circuito de 

Conocimiento de Bogotá (folio 10 y 11, cuaderno principal 2). 

- Respuestas a requerimientos por DIAN (folio 12 a 15, 20, cuaderno 

principal 2). 

- Respuestas a requerimientos por Policía Nacional (folio 37, 38 a 45, 95, 98 a 

106, 109, cuaderno principal 2). 

- Memorial aportando en medio magnético acta de audiencia 

concentrada realizada dentro del proceso penal 110016000251201100001 

(folio 96 y 97, cuaderno principal 2). 

Sentencia de 28 de agosto de 2013, Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo 
de Estado, expediente 25.022, Consejero Ponente Enrique Gil Botero. 
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vi) Trámite de primera instancia 

- La demanda fue radicada el 4 de mayo de 2018 (folio 194, cuaderno 

principal), y correspondió por reparto al Juzgado 63 Administrativo de 

Bogotá. Fue admitida mediante providencia de 9 de mayo de 2018 (folio 

196, cuaderno principal). 

- Habiéndose surtido las notificaciones el 10 de julio de 2018 (folio 209, 

cuaderno principal), la demandada Rama Judicial contestó la demanda 

el 31 de julio de 2018 (folio 215, cuaderno principal), y la Fiscalía General de 

la Nación el 28 de septiembre de 2018 (folio 235, cuaderno principal). 

- La audiencia inicial se celebró el 23 de enero de 2019 (folio 267, cuaderno 
principal). 

- El 20 de marzo y 10 de septiembre de 2019 se llevó a cabo audiencia de 

pruebas (folio 91 y 121, cuaderno principal 2, respectivamente). En la última 

audiencia se corrió traslado para alegar de conclusión por escrito. 

vi¡) la sentencia apelada 

Surtidos los trámites de rigor, el Juzgado 63 Administrativo de Bogotá, 

profirió sentencia de primera instancia el 2 de diciembre de 20192, 

mediante la cual se resolvió: 

"( ... ) PRIMERO: Declarar no probada, la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva, propuesta por la Nación - Fiscalía 
General de la Nación, de conformidad con los argumentos expuestos en 
el acó pite de cuestiones previas - excepciones propuestas. 

SEGUNDO: Negar las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo 
expuesto en la parte motiva de la providencia. 

TERCERO: Condenar en costas a la parte demandante. 

CUARTO: Fqese como agencias en derecho el tres por ciento (3%) de/ 
valor total de lo pedido en la demanda, a cargo de la parte 
demandante y a favor de las entidades demandadas en parte iguales. 
(...)'' 

El a quo fundamentó su decisión en la consideración que, si bien en el 

proceso se encuentra demostrada la privación de la libertad de los señores 

Juan Leonardo Chavarría Peña, Luis Alberto Valoyes Sierra, Mauricio 

2 Folios 177 a 190, cuaderno de apelación. 
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Alejandro Campiño, John Alejandro Gómez Chaverra, Robinson Antonio 

Barrera López y Juan David Aguirre Riaño, no se probó que la misma 

hubiera sido injusta, en razón a los siguientes argumentos: 

"( ... ) tenemos que las actuaciones desplegadas por los funcionarias 
involucrados en forma previa y durante el proceso de captura fueron 
debidamente acreditadas, pues se evidencia que aunque las pruebas 
obrantes en el proceso penal no arrojaron certeza sobre la 
responsabilidad penal de los acusados siendo insuficientes para 
desvirtuar la presunción de inocencia de /os mismos, por los delitos de 
ocultamiento, supresión o alteración de elemento material probatorio, en 
concurso con falsedad ideológica en documentos público, es preciso 
reiterar que al momento de imponer una medida de aseguramiento, 
existían pruebas razonables para creer en la configuración de varios 
delitos, sin querer decir que en ese punto se advirtiera la responsabilidad 
del acusado, como lo es la declaración del denunciante, pruebas 
magnéticas e informes del mismos en su gestión como infiltrado, entonces 
en ese punto se cumplía con todos los requisitos para imponer una 
medida de aseguramiento. 

Entonces tenemos que tanto la Fiscalía, como la Rama Judicial actuaron 
dentro del marco legal, pues las pruebas con que se contaban al 
momento de imponer la medida de aseguramiento fueron razón 
suficientes para iniciar la investigación respectiva a fin de determinar la 
existencia real de la comisión de algún delito, siendo procedente la 
privación de la libertad preventiva. ( ... )' 

En consecuencia, concluyó: 

"( ... ) Así las cosas, encuentra el despacho que no se pudo establecer la 
responsabilidad en cabeza de las demandadas, como quiera que obran 
evidencias y material probatorio dentro del proceso penal que permiten 
concluir que la medida restrictiva de la libertad se apoyó de elementos 
probatorios mínimos para inferir su necesidad de la misma y la 
razonabilidad de su imposición tratándose de delitos que fueron 
realizados por miembros de la fuerza pública; por tanto, ante tales 
circunstancias, para esta Administradora de Justicia, se deben negar las 
pretensiones de la demanda, frente a la responsabilidad de la Nación - 

Rama Judicial y la Nación - Fiscalía General de la Nación, ya que su 
actuar fue proporcional y legal. ( ... )" 

vi¡¡) Del recurso de apelación 

Inconforme con la decisión la parte demandante interpuso 

oportunamente3  recurso de apelación en contra de la sentencia de 

primera instancia, afirmando: 

"( ... ) si la captura fue legal, si los acusados estuvieron privados de la 

1a sentencia fue notificada el 5 de diciembre de 2019. La parte actora presentó su recurso el 11 de diciembre 
de 2019 (folio 198 a 246, cuaderno principal). 
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libertad durante varios meses, si se les afectó el buen nombre, si fueron 
despedidos de la institución policiva, si sus parientes sufrieron los mismos o 
similares efectos, si debieron contratar los servicios de un apoderado, 
cancelándole los honorarios respectivos, resulta aplicable la figura del 
daño especial. ( ... )" 

Agregó: 

"( ... ) con las escuetas referencias consignadas en las sentencias de 
primera y segunda instancia, imposible resulta predicar, la presencia del in 
dubio pro reo, por cuanto la Fiscalía únicamente tuvo como fundamento 
unos elementos probatorios iniciales, pero nada más. 

El in dubio pro reo, aplicado sin mayores reflexiones por el Juez Penal, no 
resulta acatable en la jurisdicción Contencioso Administrativa, por cuanto 
este principio constitucional exige un doble examen: el operador jurídico 
debe preguntarse inicialmente por el factor cuantitativo -existencia de 
pruebas- y luego, por el cualitativo -naturaleza de las pruebas-, con el fin 
de establecer sise abre paso o no la garantía en mención. 

En este caso ninguna de las dos exigencias se cumplió por cuanto los 
elementos materiales probatorios y las evidencias físicas JAMÁS 
alcanzaron el linaje de pruebas, por cuanto la audiencia de juicio oral 
culminó con sentencia absolutoria, sin que tuvieran relevancia las 
supuestas acusaciones del testigo encubierto, por no haber sido 
introducido legalmente. 

Lo que se presentó simple y llanamente fue un defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia dado que el Estado con 
sus organismos fue incapaz de derrumbar la presunción de inocencia, por 
consiguiente, debe responder patrimonialmente por los daños y perjuicios 
irrogados. ( ... )" 

El apoderado argumentó que el operador jurídico no tuvo en cuenta las 

pruebas obrantes en el proceso, con las cuales se encuentra debidamente 

acreditado el daño antijurídico ocasionado a la parte demandante. 

Resaltó la especial situación de Juan Aguirre quien no estuvo en el lugar 

de los hechos y fue absuelto inicia/mente, luego el daño antijurídico resulta 

más que evidente'. 

Finalmente, el apoderado manifestó que es improcedente la condena es 

costas, debido a la falta de motivación del a quo y a no estar conforme 

con lo regulado por los artículos 365 y  366 del CGP. 

ix) Trámite de segunda instancia 

- Mediante auto del 17 de noviembre de 2020, se admitió el recurso de 
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apelación y se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión4. 

- La demandada Fiscalía General de la Nación presentó sus alegatos de 

conclusión5  reiterando sus posiciones expuestas en las actuaciones 

procesales precedentes. Concluyó que se debe confirmar la sentencia de 

primera instancia, pero que en caso de encontrar procedentes algunas de 

las pretensiones de la demanda, se debe tener en cuenta: 

"1. Que en la presente Litis pese a que se desarrolló el proceso penal bajo 
la ritualidad de la Ley 906 de 2004, no fue mi representada quien restringió 
materialmente la libertad del hoy demandante. 
II. Que el acaecimiento de la prescripción de la acción penal no se dio en 
sede de investigación a cargo de la Fiscalía sino en sede de Juzgamiento 
sin que se pudiera llevar a cabo el juicio. Hecho exclusivo de la Rama 
Judicial. 
III. Los perjuicios deprecados por la activa no tienen el elemento 
necesario de certeza, incumpliendo la carga que debió acreditar con 
base en el artículo 167 del C.G.P., por lo que tampoco habría lugar para 
acceder al reconocimiento de perjuicios materiales e inmateriales." 

- La parte actora, la demandada Rama Judicial y el Ministerio Público 

guardaron silencio. 

II. CONSIDERACIONES 

2.1. PRESUPUESTOS PROCESALES 

2.1.1 Competencia 

Esta corporación es competente para decidir el asunto por tratarse del 

recurso de apelación presentado contra la sentencia proferida el día 2 de 

diciembre de 2019, por el Juzgado 63 Administrativo de Bogotá, en un 

proceso que tiene vocación de doble instancia, de conformidad con el 

artículo 153 del OPACA en concordancia con el numeral 6 del artículo 155 

de esa misma norma6. 

Actuación llevada a cabo virtualmente. 
Allegados el lo de diciembre de 2020. 

6 Artículo 86. Ley 2080 de 2021. (...) De conformidad con el artículo 40 de lo Ley 153 de 1887, modificado por el 
artículo 624 del código General del Proceso, las reformas procesales introducidos en esta ley prevalecen sobre 
las anteriores normas de procedimiento desde el momento de su publicación y solo respecto de los procesos y 
trámites iniciados en vigencia de la Ley 1437 de 2011. 
En estos mismos procesos, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias 
convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y los 
notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se 
decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron 
los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. (...)" 
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2.1.2. Procedibilidad 

La Sala encuentra que el medio de control de reparación directa previsto 

en el artículo 140 del OPACA es procedente para el caso, pues se 

pretende obtener el reconocimiento y pago de indemnización por los 

presuntos perjuicios que le fueron ocasionados a la parte actora por la 

supuesta privación injusta de la libertad de los señores John Alejandro 

Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría Peña, Mauricio Alejandro 

Campiño, Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David Aguirre Riaño y Robinson 

Antonio Barrera López. 

2.1.3. Oportunidad del medio de control 

El artículo 164 del OPACA establece: 

"( ... ) OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá 
ser presentada: 

(...) i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá 
presentarse dentro de/término de dos (2) años, contados a partir del día 
siguiente a/ de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o 
de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si 
fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo 
conocido en la fecha de su ocurrencia. (•)r 

En el sub examine, una vez revisada las pretensiones, hechos y 

fundamentos de la demanda, se entiende que la responsabilidad 

administrativa cuya declaratoria se solicita se originó en la presunta 

privación de la libertad a la cual fueron sometidos los señores John 

Alejandro Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría Peña, Mauricio 

Alejandro Campiño, Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David Aguirre Riaño y 

Robinson Antonio Barrera López. El 9 de diciembre de 2016 se llevó a cabo 

audiencia de lectura de fallo de 24 de noviembre del mismo año, en el 

cual se absolvió a los condenados, y se confirmó la absolución del señor 

Juan Aguirre, del delito de ocultamiento, alteración o destrucción de 
elemento material probatorio en concurso heterogéneo con falsedad 

ideológica en documento público. 

El 23 de febrero de 2017 se decretó la preclusión por prescripción y de 

contera la extinción de la acción en penal en favor de los sindicados, por 

el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes con 

circunstancias de mayor punibilidad. 

La demanda fue radicada el 4 de mayo de 2018, es decir en un término 
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inferior a los dos años que establece la norma para la interposición de 

demandas de reparación directa. 

2.1.4. Legitimación en la causa 

Es oportuno recordar que la legitimación en la causa ha sido estudiada en 

la jurisprudencia y doctrina desde dos dimensiones, la de hecho y la 

material, las cuales ha diferenciado el Consejo de Estado de la siguiente 

manera: 

"( ... ) La legitimación de hecho se refiere a la relación procesal que se 
deriva de la pretensión formulada por el demandante respecto del 
demandado, es decir, se trata de una relación jurídica nacida de la 
atribución de una conducta en la demanda y de la notificación del libelo 
inicial al demandado, de manera que quien cita a otro y le endilgo la 
conducta, activa u omisiva, que da lugar a que se incoe la pretensión, 
está legitimado de hecho por activa, y a quien se cita y se le atribuye la 
referida acción u omisión resulta legitimado de hecho por pasiva, claro 
está, después de la notificación del auto admisorio de la demanda. 

La legitimación material en la causa alude a la participación real de las 
personas en el hecho que origina la presentación de la demanda y/o a la 
titularidad del derecho reclamado, independientemente de que dichas 
personas hayan demandado o hayan sido demandadas, razón por la 
cual debe estudiarse en la sentencia. (,..)7" 

En consecuencia, la legitimación en la causa de hecho se estudio al 

momento de la admisión de la demanda, mientras que, la legitimación en 
la causa material se analizo en el momento de tomar la decisión de fondo 

del asunto, puesto que esta se dilucido luego del estudio del material 

probatorio obrante dentro del proceso para determinar la participación 

real en el asunto, ya sea en su calidad de demandante o demandada. 

Bajo el anterior entendido se estudiará este presupuesto de procesal. 

Por activa 

La parte actora se encuentra legitimada en la causa por activa de la 

siguiente manera: 

- Grupo familiar 1: 

John Alejandro Gómez Chaverra Víctima 

   

Diva Vanessa Ospina Triviño Esposa 

   

   

Providencia de 12 de noviembre de 2019, proferida por la Subsección A de la Sección Tercera de la Sala 
Contenciosa Administrativa del Consejo de estado, expediente 05001-23-33-000-2014-01705-02(61153), Consejera 
Ponente María Adriana Marín. 
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- Grupo familiar 2: 

- Grupo familiar 3: 

- Grupo familiar 4: 

María José Gómez Ospina Hija 

John Jairo Gómez Posada Padre 

María Elena Chaverra Rico Madre 

Sara Gómez Chaverra Hermana 

Juan Leonardo Chavarría Peña Víctima 

Juan Leonardo Chavarría Marín Padre 

Martha Cecilia Peña Barrera Madre 

Leidy Yazmín Chavarría Peña Hermana 

Yuly Caroly Chavarría Peña Hermana 

Carlos Alberto Chavarría Peña Hermano 

Juan de Jesús Peña Cabrera Abuelo 

Lucrecia Barrera Abuela 

Mauricio Alejandro Campiño Víctima 

Jeimy Andrea Corredor Pérez Esposa 

Edilma Campiño Madre 

Manuel William Ocampo Campiño Hermano 

Jorge Iván Campiño Hermano 

Ana María Campiño Hermana 

María Eyicel Campiño Hermana 

Luis Alberto Valoyes Sierra Victima 

Luz Juliana Bedoya García Esposa 

Greily Solanhs Valoyes Bedoya Hija 

Alipio Valoyes Martínez Padre 

María Concepción Sierra Mora Madre 

José Antonio Valoyes Sierra Hermano 

Angel Enrique Valoyes Sierra Hermano 

Luz Dary Valoyes Sierra Hermana 

Rodrigo de Jesús Valoyes Sierra Hermano 

- Grupo familiar 5: 

Juan David Aguirre Riaño Víctima 

Myrlam Fanny Riaño Madre 

AnIly Camilo Casallas Riaño Hermana 

Estefanía Casallas Riaño Hermana 
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- Grupo familiar 6: 

Por pasiva 

Existe legitimación en la causa por pasiva tanto de la Nación - Fiscalía 

General de la Nación, como de La Nación - Rama Judicial por ser las 

entidades que solicitaron e impusieron las medidas de aseguramiento que 

privaron de la libertad a los señores John Alejandro Gómez Chaverra, Juan 

Leonardo Chavarría Peña, Mauricio Alejandro Campiño, Luis Alberto 

Valoyes Sierra, Juan David Aguirre Riaño y Robinson Antonio Barrera López, 

por lo tanto, ambas tuvieron una participación real en los hechos que dan 

origen a la presente demanda. 

En consecuencia, como bien lo consideró el juez de primera instancia, la 

excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva formulada por 

la demandada Fiscalía General de la Nación, no está llamada a prosperar. 

prosperar. 

Karent Patricia Casallas Riaño Hermana 

Abel Antonio Aguirre Abuelo 

Alicia Giraldo Abuela 

Frandy Aned Aguirre Giraldo Tía 

Luz Estela Riaño Tía 

Adriana María Velásquez Riaño Tía 

Robinson Antonio Barrera López Víctima 

Liceth Ortiz Barreneche Compañera permanente8 

Ángel Mateo Barrera Ortiz Hijo 

Robinson Antonio Barrera Quirama Padre 

Marleny De Jesús López Galeano Madre 

Alex Camilo Barrera López Hermano 

Félix Arley Barrera López Hermano 

Rosa Stefanía Barrera López Hermana 

Josabel Quirama Grajales Abuela 

María Alicia Galeano De López Abuela 

8 Si bien el apoderado de la parte actora en la demanda consigna en el capítulo de legitimación que la señora 
Ortiz comparece como damnificada o tercera afectada" (folio 132, cuaderno principal(, en el capítulo de 
declaraciones y condenas manifiesta que es la compañera permanente (folio 124, cuaderno principal), lo cual 
fue reiterado en las declaraciones de los testimonios recepcionados en el proceso de María Consuelo Sánchez 
Benjumea, Olga Yaneth Dávila, Deisy Bibiana Mejía Peláez. 
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2.2. PROBLEMA JURÍDICO 

En atención a los motivos de inconformidad expuestos en el recurso de 

apelación interpuesto por la demandante, corresponde a la Sala 

determinar: 

• Si la privación de la libertad que sufrieron los señores John Alejandro 

Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría Peña, Mauricio 
Alejandro Campiño, Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David Aguirre 

Riaño y Robinson Antonio Barrera López es injusta, y si, de ser así, las 

demandadas deben responder o no por los presuntos perjuicios 

ocasionados a la parte actora. 

• En caso de confirmarse la sentencia de primera instancia, si es 

procedente la condena en costas contra la parte vencida. 

En ese orden, para resolver el problema jurídico planteado, la Sala 

analizará los siguientes puntos: (i) régimen de responsabilidad - privación 

injusta de la libertad; (u) hechos probados; (iii) análisis del caso concreto; y, 

(iv) conclusiones. 

2.3. Régimen de responsabilidad 

- Marco general 

La Constitución Política de 1991 consagró expresamente en su artículo 90 

una cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado por los 

daños antijurídicos ocasionados por la acción u omisión de las autoridades 

públicas. Según la norma constitucional, los elementos que configuran 

dicha responsabilidad son el daño antijurídico y la imputación del mismo a 

la entidad pública demandada. 

Sobre estos elementos el Consejo de Estado ha precisado: 

"( ... ) El daño antijurídico es la lesión injustificada a un interés protegido por 
el ordenamiento. En otras palabras, es toda afectación que no está 
amparada por la ley o el derecho9, que contraría el orden lego/'O o que 
está desprovista de una causa que la justifique", resultando que se 
produce sin derecho al contrastar con las normas del ordenamiento y, 
contra derecho, al lesionar una situación reconocida o protegida' 2, 

9  Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 2 de marzo de 2000. Rad.: 11945 
10 Cfr. De Cupis. Adriano. Teoría General de la Responsabilidad. Traducido por Angel Martínez Sarrión. 20  ed. 
Barcelona: Bosch Casa Editorial S.A.1975. Pág.90. 
11  Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 11 de noviembre de 1999, Rad.: 11499; Sentencia del 27 de 
enero de 2000, Rad.: 10867 
12 Cosso. Benedetta. Responsabilitá della Pubblica Amministrazione, en obra colectiva Responsabilitá Civile, a 
cargo de Pasquale Faya. Pág. 2407, Giuffró Editore, 2009, Milán, Italia. 
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violando de manera directa el principio alterum non laedere, en tanto 
resulta violatorio del ordenamiento jurídico dañar a otro sin repararlo por 
el desvalor patrimonial que sufre, de donde la antijuridicidad del daño 
deviene del necesario juicio de menosprecio del resultado y no de la 
acción que lo causa. 

La imputación no es otra cosa que la atribución fáctico y jurídica que del 
daño antijurídico se hace al Estado, de acuerdo con los criterios que se 
elaboren para ello, como por ejemplo la falla del servicio, el desequilibrio 
de las cargas públicas, la concreción de un riesgo excepcional, o 
cualquiera otro que permita hacerlo atribución en el caso concreto 13.  

Es decir, verificada la ocurrencia de un daño antijurídico y su imputación 
al Estado, surge el deber de indemnizarlo plenamente, con el fin de hacer 
efectivo el principio neminem laedere y de igualdad ante las cargas 
públicas, resarcimiento que debe ser proporcional al daño sufrido. ( ... ) W' 

- Responsabilidad del Estado por la privación injusta de la libertad 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, 

establece en su artículo 90: 

"( ... ) 1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. 
Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley 
y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 

( ... ) 5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá 
el derecho efectivo a obtener reparación. ( ... )" 

De igual forma, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

también denominada 'Pacto de San José', suscrita por los países 

miembros de la Organización de los Estados Americanos el 22 de 

noviembre de 1969, consagra en su artículo 70  el derecho a la libertad 

personal y consigna: 

"( ... ) 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas 
y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas 
de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. ( ... )" 

Por su parte, el artículo 65 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el 

artículo 90 constitucional, establece: 

13 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, subsección C, sentencia de 18 de 
mayo de 2017, red.: 36.386. 
14 Sentencia de 28 de febrero de 2020, Subsección C, Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2011-00065-01(51065), Consejero Ponente: 
Nicolás Yepes Corrales, 
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"( ... ) El Estado responderá patrimonio/mente por los daños antijurídicos 
que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de sus 
agentes judiciales. 

En los términos del inciso anterior el Estado responderá por el defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia, por el error jurisdiccional y 
por la privación injusta de la libertad. ( ... ) 

La responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad está 

regulada por el artículo 68 de la misma norma, que dispone: 

"Privación Injusta de la Libertad. Quien haya sido privado injustamente de 
la libertad podrá demandar al Estado en reparación de perjuicios". 

La palabra "injustamente" contenida en la norma precitada, fue definida 

en la Sentencia C-037 de 199615, como aquella "actuación abiertamente 

desproporcionada y vio/atora de los procedimientos legales, de forma tal, 

que se torne en evidente, que la privación de la libertad no ha sido propia 

ni razonada, ni conforme a derecho, sino abiertamente arbitraria". 

Sobre este tema la Jurisprudencia del Consejo de Estado ha sostenido 

diferentes tesis a lo largo del tiempo, a saber: 

"( ... ) En una primera etapa, la Sala sostuvo que la responsabilidad del 
Estado por la privación injusta de la libertad de las personas se 
fundamentaba en el error judicial, que se produciría como consecuencia 
de la violación del deber que tiene todo juez de proferir sus resoluciones 
conforme a derecho, previa una valoración seria y razonable de las 
distintas circunstancias del caso. Por manera que, para su deducción —se 
dijo—, es irrelevante el estudio de la conducta del juez o magistrado, es 
decir que no interesaba averiguar si aquél actuó ono con culpa o dolo' 6. 

( ... ) Más tarde, en una segunda dirección, la carga procesal para el actor 
de demostrar el carácter injusto de la detención para obtener 
indemnización de perjuicios, consistente en probar la existencia de un 
error de la autoridad jurisdiccional al ordenar la medida privativa de la 
libertad, fue reducida tan sólo a los casos de detención diferentes a los 
contemplados en el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal' 7, 
porque en relación con los tres eventos allí señalados se estimó que la ley 
había calificado que se estaba en presencia de una detención injusta y 
que, por lo tanto, surgía para el Estado la obligación de reparar los 
perjuicios con ella causados. 

( ... ) En tercer término, se ha reiterado el carácter injusto de los tres casos 
de detención que preveía el artículo 414 del Código de Procedimiento 

15 Corte Constitucional, sentencia del 5 de febrero de 1996, magistrado ponente: Vladimiro Naranjo. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 30 de junio de 1994, 

expediente número 9734. 
17 Decreto 2700 de 1991. Otros casos de detención injusta, distintos de los tres previstos en el artículo 414 del 
Código de Procedimiento Penal, podrían ser, por vía de ejemplo, los siguientes: detención por delitos cuya 
acción se encuentra prescrita; detención por un delito que la legislación sustrae de tal medida de 
aseguramiento; detención en un proceso promovido de oficio, cuando el respectivo delito exige querello de 
parte para el ejercicio de la acción penal, etc. 
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Penal y, por consiguiente, se sostuvo que frente a la reclamación de 
perjuicios fundada en alguno de los tres supuestos consignados en dicho 
precepto, resultaba indiferente establecer si en la providencia que 
ordenó la privación de la libertad se incurrió o no en error judicial, por 
cuanto lo que compromete la responsabilidad del Estado —se dijo— no 
es la antijuridicidad de la conducta del agente del Estado, sino la 
antijuridicidad del daño sufrido por la víctima, en tanto que ésta no tiene 
la obligación jurídica de soportarlo. 

( ... ) el Estado no siempre está en el deber jurídico de indemnizar todo 
daño que sufran los particulares sino, únicamente, aquellos que 
comporten la característica de ser antijurídicos, es decir, aquellos 
caracterizados porque el particular que los padece no tiene la obligación 
jurídica de soportarlos como gravamen o menoscabo a sus derechos y a 
su patrimonio, independientemente de la legalidad o ilegalidad del acto 
estatal o de que la conducta del agente del Estado causante del daño 
hubiere sido doloso o culposa. 

( ... ) en un cuarto momento, la Sala amplió la posibilidad de que se pueda 
declarar la responsabilidad del Estado por el hecho de la detención 
preventiva de ciudadanos ordenada por autoridad competente, a 
aquellos eventos en los cuales se causa al individuo un daño antijurídico, 
aunque el mismo se derive de la aplicación, dentro del proceso penal 
respectivo, del principio in dubio pro reo —de manera tal que no obstante 
haberse producido la privación de la libertad como resultado de la 
investigación e incluso habiendo sido proferida la medida de 
aseguramiento con el lleno de las exigencias legales, el imputado no 
llega a ser condenado—, circunstancia que hace procedente el 
reconocimiento de la obligación, a cargo del Estado, de indemnizar los 
perjuicios irrogados al particular, siempre que éste no se encuentre en el 
deber jurídico de soportarlos. (•) 18" 

"( ... ) No obstante, la Sala siguió aplicando el régimen de responsabilidad 
de fallo del servicio para la declaración de responsabilidad estatal por 
privación injusta de la libertad, en los eventos de detención ilegal o 
arbitraria o en casos de homonimia o cuando la autoridad judicial 
disponía la capturo de una persona, con fines de indagatoria y tardaba 
más del término legalmente establecido para resolver su situación jurídica, 
entre otros  19. (...)2011 

Entonces, la regla general en materia de la privación injusta de la libertad 

no es la de responsabilidad objetiva, por el contrario, se requiere un análisis 

del carácter antijurídico del daño y de su respectiva imputación. En este 

sentido, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha 

expresado: 

Comunicación 432 de 1990: "( ... ) el Comité recuerda que esta disposición 

ia  consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 2 de mayo de 2007, expediente 73000 23 31 000 1997 15879 
01 (15989), consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez. 
19 Al respecto, entre otras múltiples de la subsección A de la Sección Tercera del consejo de Estado se pueden 
consultar las siguientes sentencias: 19 de julio de 2017, exp. 45466, 14 de septiembre de 2017, exp. 47800, 12 de 
octubre de 2017, exp. 48048, 1 de febrero de 2018, expedientes 46817 y  45146, 10 de mayo de 2018, exp. 45358, 5 
de julio de 2018, exp. 47854, 19 de julio de 2018, exp. 52399, 27 de septiembre de 2018, exp. 52404. 
20 Sentencia de 3 de abril de 2020, Subsección A, Sección Tercera de la Sala de lo contenciosa Administrativo del 
Consejo de Estado, expediente 13001-23-31-000-2004-01462-01(45076), consejera ponente: María Adriana Marín, 
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[Art. 9 PIDCP] concede a las víctimas de detención o prisión ¡lego/ un 
derecho efectivo a obtener reparación. Sin embargo ( ... ) el Comité 
observa que el hecho de que ulteriormente se absolviera al autor no 
significa que la detención preventiva fuera ilegal ( ... )" 

Comunicación 963 de 2001: "( ... ) el Comité observa que tras ser 
condenado por el tribunal de primera instancia, el autor fue encarcelado 
a raíz de la sentencia dictada por este tribunal. Su posterior absolución 
por el Tribunal de Apelaciones, per se, no supone que la encarc elación a 
aue dio lugar la sentencia del tribunal fuera ilegal. (...)" Subrayado fuera 
de texto. 

Posteriormente, la Corte Constitucional se refirió a este tema en la 

sentencia de unificación 072 de 2018, precisando, en palabras del Consejo 

de Estado, respecto del régimen de responsabilidad patrimonial del Estado 

aplicable en eventos de privación injusta de la libertad lo siguiente: 

"( ... ) ni en el artículo 90 de la Constitución Política, ni en el artículo 68 de la 
Ley 270 de 1996, que prevé la privación injusta de la libertad como un 
evento resarcible, ni en la sentencia C-037 de 1996, que declaró la 
exequibilidad condicionada de ese artículo, se estableció un régimen 
especifico de responsabilidad patrimonial del Estado en eventos de 
privación injusta de la libertad21, pero consideró que, 
independientemente del título de imputación que se elijo aplicar, debe 
considerarse si las decisiones adoptadas por el funcionario judicial se 
enmarcan en los presupuestos de "razonabilidad, proporcionalidad y 
legalidad" 2223. Por último, agrega la sentencia citada, en todos los casos 
debe considerarse la culpa exclusiva de la víctim024. 

De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional señaló que en dos 
eventos de los considerados en la jurisprudencia del Consejo de Estado 
resultaba factible aplicar un régimen objetivo de responsabilidad, 
concretamente, en aquellos en los cuales la decisión penal culminaba 
con la declaración de que el hecho no existió o la conducta era 
objetivamente atípica, porque, a su juicio, en ambas situaciones la 
privación de la libertad resulta irrazonable y desproporcionada, por lo que 
"el daño antijurídico se demuestra sin mayores esfuerzos" 25 

A diferencia de los dos eventos anteriores, para la Corte, las absoluciones 
motivadas en que el procesado no cometió el delito, o en la aplicación 
del principio ¡n dubio pro reo, o cuando concurre una causal de 
justificación o una de ausencia de culpabilidad, requieren de mayores 
disquisiciones por parte de los fiscales o jueces para vincular al imputado 

21 Ibidem. Acápite 117 y  118. 
22 Más adelante señala:' 112. En suma, la aplicación de cualquier de los regímenes de responsabilidad del Estado 
mantienen incólumes la excepcionalidad y los juicios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad, así como 
la presunción de inocencia que preceden a la imposición de una medida de aseguramiento...". 
23 Ibidem. Acápite 104. Lo anterior significa que los adjetivos usados por la corte [razonabi/idad, proporcionalidad 
y legalidad] definen la actuación judicial, no el título de imputación (fa//a del servicio, daño especial o riesgo 
excepcional), esto es, aunque aquel/os parecieran inscribir la conclusión de /a corte en un régimen de 
responsabilidad subjetivo: entenderlo así no sería más que un juicio apriorístico e insular respecto del compendio 
jurisprudencia¡ que gravita en torno de/ entendimiento del artículo 68 de la Ley 270 de 7996, en tanto, debe 
reiterarse, la corte estableció una base de interpretación: la responsabilidad por la actividad Judicial depende 
exclusivamente de/ artículo 90 de la constitución, el cual no establece un título de imputación definitiva, al 
haberse limitado a señalar que e/ Estado responderá parlas daños antijurídicos que se le hubieren causado a las 
particulares". 
24 Ibídem, Acápite 124. 
25 Ibídem. Acápite 105. 
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con la conducta punible y  presentarlo como autor de la mism026  y, por 
tanto, el juicio de responsabilidad patrimonial del Estado por los daños 
derivados de la medida de aseciuramiento oue se les imponga debe estar 
motivado en una valoración sobre la legalidad, proporcionalidad y 
razonabilidad de la medida. 

En conclusión, la sentencia de unificación de la Corte Constitucional 
establece que en eventos de privación injusta de la libertad no se 
determina un régimen único de responsabilidad subjetivo u objetivo. Sin 
embargo, cualquiera sea el que se aplique se debe tomar en cuenta, 
frente al caso concreto, si la medida fue legal, razonable y 
proporcionada, además, siempre se habrá de establecer si el imputado o 
sindicado, con su conducta dolosa o gravemente culposa, dio lugar a la 
medida de privación de la libertad. (...)27"  Subrayado fuera de texto. 

En concordancia con lo anterior, el Consejo de Estado unificó su 

jurisprudencia afirmando que: 

"( ... ) en lo sucesivo, cuando se observe que el juez penal o el órgano 
investigador levantó la medida restrictiva de la libertad, sea cual fuere la 
causa de ello, incluso cuando se encontró que el hecho no existió, que el 
sindicado no cometió el ilícito o que la conducta investigada no 
constituyó un hecho punible, o que la desvinculación del encartado 
respecto del proceso penal se produjo por la aplicación del principio in 
dubio pro reo, será necesario hacer el respectivo análisis a la luz del 
artículo 90 de la Constitución Política, esto es, identificar la antijuridicidad 
del daño. (..j"28  Negrilla fuera de texto. 

Y agregó: 

"( ... ) Adicionalmente, deberá el juez verificar, imprescindiblemente, 
incluso de oficio, si quien fue privado de la libertad actuó, visto 
exclusivamente bajo la óptica del derecho civil, con culpa grave o dolo, y 
si con ello dio lugar a la apertura del proceso penal y a la subsecuente 
imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva. 

Si el juez no halla en el proceso ningún elemento que le indique que quien 
demanda incurrió en esa clase de culpa o dolo, debe establecer cuál es 
la autoridad u organismo del Estado llamado a reparar el daño. 

El funcionario judicial, en preponderancia de un juicio libre y autónomo y 
en virtud del principio ¡ura novit curia, puede encausar el análisis del 
asunto bajo las premisas del título de imputación que considere 
pertinente, de acuerdo con el caso concreto y deberá manifestar de 
forma razonada los fundamentos que le sirven de base para ello (...)29. 

Ahora bien, en el marco de la acción constitucional de tutela, la 

Subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado en fallo del 15 

26 Ibídem. Acápite 106. 
27 Sentencia de 3 de abril de 2020. Subsección A, Sección Tercera de la Sala de lo contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado, expediente 13001-23-31-000-2004-01462-01(45076), consejera ponente: María Adriana Marín. 
28 Sentencia del 15 de agosto de 2018, proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, expediente N° 
66001233100020100023501 (46.947), magistrado ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera. 
29 Ibídem. 
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de noviembre de 2019 0  dejó sin efectos el precedente citado en lo 

referente a la valoración de la culpa del accionante frente a los hechos 
que originaron la privación de su libertad, pues consideró que para el caso 

de la sentencia en cita dicho análisis vulneré la presunción de inocencia 

que le atañe al reclamante. El juez constitucional estimó que, de acuerdo 

a la posición jurisprudencial de la Subsección B, en el estudio de los casos 

de privación injusta de la libertad: 

"( ... ) «Por último, debe establecerse si existió dolo o culpa grave de la 
víctima, pero advirtiendo que este elemento ha de estudiarse como una 
circunstancia apropiada para romper la re/ación de causalidad, y es 
sobre este aspecto de la responsabilidad que debe versar su análisis; con 
lo cual es claro que solo si se demuestra que -en el curso del proceso-
una conducta de la víctima fue la que determinó su detención, puede 
darse por probada esta causal de exoneración de responsabilidad. 

«En otros términos, es necesario estudiar el dolo o la culpa grave de la 
víctima como un elemento FÁCTICO vinculado a la relación de 
causalidad. Si, con base en el estudio de la actitud procesal del sindicado 
se acredita que no existió, este elemento se deshecha. Al no estar 
probado que el HECHO de la víctima fue causa del daño, este estudio es 
suficiente para descartar esta forma de exoneración de la entidad 
estatal. »3' (...)32."  Negrilla fuera de texto. 

Por último, el fallo de tutela indicó expresamente que no efectuaría ningún 

pronunciamiento frente al título de imputación que fundamentaba la 

decisión, título respecto del cual recientes pronunciamientos del Consejo 

de Estado han expuesto que si bien en un primer momento se debe 

estudiar la legalidad de la medida de privación de libertad bajo una 

óptica subjetiva (falla del servicio), en el evento de no encontrarse ésta 

probada el caso se analizará bajo un régimen objetivo (daño especial), 

argumentando: 

"(....) Esta concepción de la fuente de responsabilidad en comento, si 
bien encuentra amplia aplicación y desarrollo en la fallo del servicio, que 
exige el estudio de la adecuada actuación del Estado a la hora de dictar 
la orden de detención contra una persona y por tanto el apego de dicha 
medida al ordenamiento jurídico, no excluye la posibilidad de estudiar la 
responsabilidad derivada de la restricción a la libertad de las personas 
bajo alguno de los otros títulos de atribución como ocurre con el daño 
especial, en eventos en los cuales el sindicado sufre injustificada e 
inmerecidamente los rigores de la medida adoptada en debida forma 
por el órgano competente, pero, en tales casos, ello resulta de aplicación 
residual frente a la fa/la del servicio y puede presentarse en situaciones en 
las cuales el mismo reo no dio pie a la adopción de la medida dictada en 

30 Consejo de Estado Salo de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera Subsección B, 
noviembre de 2019, Radicado 11001-03-15-000-2019-00169-01 C.P.; Martín Bermúdez Muñoz. 
31 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia de veinticuatro (24) de 
diecinueve (2019), (54167). 
32 Consejo de Estada Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera Subsección B, 
noviembre de 2019, Radicado 11001 -03-15-000-2019-001 69-01 C. P.; Martín Bermúdez Muñoz. 

sentencia del 15 de 

octubre de dos mil 

sentencia del 15 de 
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su contra, donde la actuación del Estado se ajustó al ordenamiento 
jurídico, pero se causó un desequilibrio de las cargas públicas respecto 
del administrado, como cuando logra establecerse que el hecho que 
pretendía imputarse al detenido no existió o la conducta era 
objetivamente atípica, eventos en donde el daño antijurídico resulta 
acreditado sin mayor arrojo. Otra circunstancia sucede cuando en la 
sentencia penal se logra establecer que el sindicado no cometió la 
conducta o que fue absuelto en aplicación del principio in dubio pro reo, 
por cuanto en estos casos, el juez penal debe concluir su veredicto luego 
de un riguroso análisis probatorio que permita no solo vincular al proceso 
con la conducta punible sino mostrarlo como presunto autor de la misma, 
lo que implica el deber de auscultar los mismos bajo la óptica del régimen 
subjetivo de fa/la del servicio33 (...)34" 

En ese orden de ideas el juzgador debe, en primer lugar, determinar la 

existencia del daño, es decir, la privación de la libertad sufrida por el 

demandante; Juego, establecer su antijuridicidad y consecuente 

imputación, bajo cualquiera de los títulos de imputación que considere 

pertinentes; y finalmente, estudiar si con base en su actitud procesal la 

víctima de la privación de la libertad se expuso con una conducta dolosa 

o gravemente culposa a la generación del daño, pero bajo el entendido 

que esta valoración de la conducta del individuo no debe vulnerar su 

presunción de inocencia, porque de lo contrario se deberá descartar esta 

forma de exoneración del demandado. 

Finalmente, se precisa que el análisis de la antijuridicidad del daño "exige 

constatar si la orden de detención y las condiciones bajo las cuales esta se 

llevó a cabo se apegaron a los cánones legales y constitucionales o no, e 

igualmente si el término de duración de la medida de restricción fue 

excesivo, así como si la medida era necesaria, razonable y proporciona/3-5, 

de donde, si la detención se realizó de conformidad con el ordenamiento 

jurídico, se entenderá que el daño carece de antijuridicidad y por lo tanto 

quien lo sufrió no tendrá derecho a que se le indemnicen los perjuicios por 

su padecimiento"36. 

De acuerdo a lo anterior, la Sala verificará si en el caso bajo estudio se 

configurá la responsabilidad extracontractual del Estado, de conformidad 

con los siguientes: 

33 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia SU-072 de 2018. FJ. 105 a 107 y  1200 127. 
34 Sentencia de 28 de febrero de 2020. Subsección c. Sección Tercera de 
Administrativo del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2011-00065-01 
Nicolás Yepes Corrales. 
35  Ibid. 
36 Sentencia de 28 de febrero de 2020, Subsección C, Sección Tercera de 
Administrativo del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2011-00065-01 
Nicolás Yepes Corrales. 

la Sala de lo Contencioso 
(51065). Consejero Ponente: 

la Sala de lo Contencioso 
(51065). Consejero Ponente: 
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2.4. Hechos probados 

- John Alejandro Gómez Chaverra es esposo de Diva Vanessa Ospina 

Triviño. Ambos son padres de María José Gómez Ospina. El señor 

Gómez es hijo de John Jairo Gómez Posada y María Elena Chaverra 

Rico, y hermano de Sara Gómez Chaverra (folios 2 a 5, cuaderno 2). 

Juan Leonardo Chavarría Peña es hijo de Juan Leonardo Chavarría 

Marín y Martha Cecilia Peña Barrera; hermano de Leidy Yazmín, Yuly 

Caroly y Carlos Alberto Chavarría Peña; y nieto de Jesús Peña y 

Lucrecia Barrera de Peña (folios 9 a 14, cuaderno 2). 

- Mauricio Alejandro Campiño es esposo de Jeimy Andrea Corredor 

Pérez; hijo de Edilma Campiño; y hermano de Manuel William 

Ocampo Campiño37, Jorge Iván, Ana María y María Eyicel Campiño 

(folios 18 a 23, cuaderno 2). 

Luis Alberto Valoyes Sierra es esposo de Luz Juliana Bedoya García 

Esposa. Son padres de Greily Solanhs Valoyes Bedoya. El señor 

Valoyes es hijo de Alipio Valoyes Martínez y María Concepción Sierra 

Mora; hermano de José Antonio, Ángel Enrique, Luz Dary y Rodrigo 

de Jesús Valoyes Sierra (folios 2 a 27 a 32A, cuaderno 2). 

- Juan David Aguirre Riaño es hijo de Myriam Fanny Riaño; hermano de 

Anhly Camilo, Estefanía y Karent Patricia Casallas Riaño; nieto de Abel 

Antonio Aguirre y Alicia Giraldo; y sobrino de Frandy Aned Aguirre 

Giraldo, Luz Estela Riaño y Adriana María Velásquez Riaño (folios 36 a 

45, cuaderno 2). 

- Robinson Antonio Barrera López es compañero permanente de 

Liceth Ortiz Barreneche38. Son padres de Ángel Mateo Barrera Ortiz. A 

su vez es hijo de Robinson Antonio Barrera Quirama y Marleny De 

Jesús López Galeano; hermano de Alex Camilo, Félix Arley y Rosa 

Stefanía Barrera López; y nieto de Josabel Quirama Grajales y María 

Alicia Galeano De López (folios 52 a 58, cuaderno 2). 

- Los señores se vincularon a la Policía Nacional en las siguientes 

fechas (folio 98, cuaderno principal 2): 

37 Sin embargo, el número de cédula de la señora Edilma Campiña está registrado en el registro civil de 
nacimiento de Manuel William Ocampo Campiña como 25.252.805: mientras que en los demás registros figura el 
25.242.805. 
38 Testimonio de María Consuelo Sánchez Benjumea, Olga Yaneth Dávila, Deisy Bibiana Mejía Peláez 
recepcionados en el proceso. 

472
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



27 Expediente: 110013343063201800137-01 
Demandante: Jhon Alejandro Gómez y otros 

Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación - Rama Judicial 
Apelación sentencia 

- El 25 de enero de 2011 Over Arley González Mora (folio 63, cuaderno 
2): 

"puso en conocimiento de autoridad competente, actos de corrupción 
de algunos miembros de la Policía Nacional - Grupo de Microtrá fico de 
la URI Kennedy, cuyo modus operandi consistía en obtener información 
de fuentes humanas acerca de sitios dedicados al expendio de 
estupefaciente (sic), solicitar autorización para llevar a cabo la 
respectiva diligencia de registro y allanamiento en desarrollo de la cual 
incautaban narcóticos, dinero y armas entre otros elementos, los cuales 
no reportaban en su totalidad al momento de judicializar el caso. Para 
lograr su apoderamiento. 

Posteriormente, exigían al informante vendiera el estupefaciente y el 
licor, quien ante las amenazas de que era objeto procedía a sacar el 
dinero de su propio peculio para evitar problemas con los uniformados, 
empero, cansado de dicha situación hizo entrega de la sustancio a 
funcionarios de la policía y de un disco compacto, donde grabó parte 
de la situación que se venía presentando". 

Tras su declaración el señor González fungió como agente 

encubierto encargado por la fiscalía para precisar los hechos, lograr 

la recopilación de elementos probatorios e identificar a los agentes 

especiales encubiertos. Obtenido lo anterior se solicitaron y libraron 

las respectivas órdenes de captura (audiencia de control de capturo 

e imputación, Cd folio 97, cuaderno 2). 

- Por los anteriores hechos los señores Juan Chavarría, Luis Valoyes, 

Juan Aguirre, Robinson Barrera, John Gómez y Mauricio Campiña 

fueron capturados el 11 de febrero de 2011 (audiencia de control de 

capturo e imputación, Cc! folio 97, cuaderno 2). 

John Gómez 15/01/2009 

Juan Chavarría 14/07/2008 

Mauricio Campiño 28/07/1999 

Luis Valoyes 29/01/2008 

Juan Aguirre 01/02/2005 

Robinson Barrera 26/11/2006 

-  El 12 de febrero de 2011 el Juzgado 60 Penal Municipal con Función 

de Control de Garantías de Bogotá celebró audiencia de 

legalización de la captura. Se les formuló imputación como 

presuntos coautores de los delitos de concierto para delinquir 
agravado en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación o porte 
¡legal de estupefacientes, con circunstancias de mayor punibilidad; 
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falsedad ideológica en documento público; destrucción, supresión y 

ocultamiento de elemento material probatorio con circunstancia de 

mayor punibilidad; y deferminadores del delito de amenaza a testigo 

con circunstancia de mayor punibilidad. 

Se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en 

establecimiento carcelario (folio 65, cuaderno 2). 

Como sustento para la captura e imputación la fiscalía presentó los 

siguientes elementos probatorios (audiencia de control de captura e 

imputación, Cd folio 97, cuaderno 2): 

o Declaración de Over Arley González Mora de 25 de enero y  3 
de febrero de 2011 recepcionada por Policía Judicial. 

o Diligencias de plena identificación del declarante. 

o Oficio 019 de 4 de febrero de 2011 suscrito por el 

subintendente operador de la Sala de Antecedentes MEBOG, 

mediante el cual certifica que no figuran antecedentes 
judiciales vigentes al cupo numérico del declarante. 

o Cd de audio y video aportada por el denunciante con su 

declaración de fecha 25 de enero de 2011 "en donde se 
observa a varios de los uniformados recordándole al 

declarante qué cantidad de papeletas le habían entregado 

para la venta". Respectiva cadena de custodia. 

o Transliteración del video aportado por el declarante. Se 

efectuó el 3 de febrero del 2011 por el subintendente Néstor 

Jairo Montes Calle. 

o Copia de la cadena de custodia y rótulo de las 98 papeletas 

de sustancia alucinógena entregadas al declarante por parte 

de los policiales indicados en el asunto, para su venta o 

comercialización. 

o Prueba de identificación de las anteriores papeletas, 
"preliminar homologada PIPH de fecha 26 de enero de 2010 
(sic) suscrito por la patrullera Marcela González Va/ero perito 
PIPH de la SIJIN, dando resultado positivo para cocaína". 

o Informe de investigador de campo de fecha 3 de febrero en 

donde se aporta la foto cédula de los capturados. 

o Extracto de la hoja de vida de los capturados con el efecto de 
mostrar la calidad de servidores públicos. 

o Oficio 043902 10  de febrero de 2011 suscrito por talento 
humano de SIJIN MEBOG, informando direcciones, teléfono y 

fecha de presentación de los indiciados a la DIJIN. 
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o Reconocimiento fotográfico de 10  de febrero de 2011, 

realizado por el declarante a los indiciados. Respectiva 
cadena de custodia. 

o Inspección realizada el 10  de febrero de 2011 a los libros 
radicadores de diligencias de la URI Kennedy "donde se 
observa que efectivamente es bastante alto el número de 

solicitudes de allanamiento, y allanamientos decretados en 
esa jurisdicción, y de los cuales participan la mayoría de estos 
funcionarios aquí capturados por estos hechos". 

o Oficio 07 de 2 de febrero dirigido a la Directora Seccional de 

Fiscalías de Bogotá solicitando la correspondiente resolución 

de la actuación de agente encubierto. 
o Resolución 00171 de 3 de febrero de 2011 mediante la cual se 

autoriza a la fiscalía delegada disponer la actuación de 

agente encubierto. 

o Acta de audiencia preliminar de 3 de febrero de 2011 en la 

cual el Juzgado 41 Penal Municipal con Funciones de Control 

de Garantías legaliza el control previo de la actuación de 

agente encubierto por el término de tres meses a partir de la 
fecha. 

o Orden de actuación de agente encubierto de 3 de febrero de 

2011. 

o Informe de investigador de campo de febrero 8 de 2011, 

anexando declaración jurada recepcionada a Olver González 

en esa fecha en su calidad de agente encubierto, mediante 

a cual aporta Cd de audio "de conversación sostenida por 

algunos de los indiciados, en donde le comenta al agente 

encubierto lo ocurrido en el allanamiento que realizaron en el 

barrio El Amparo el día viernes 4 de febrero, y los elementos de 

los cuales se apropiaron en dicha diligencia". Respectiva 

cadena de custodia. 

o Control posterior parcial de elementos materiales probatorios y 

evidencia física aportados por el agente encubierto. 

Audiencia que realizó el Juzgado 41 Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías el 9 febrero 2011, impartiendo 

legalidad la información presentada. 

o Acta de inspección a la carpeta 1100160000201100479 donde 

figuran los elementos puestos a disposición de la fiscalía como 

resultado del allanamiento realizado el día 4 de febrero y 
donde hubo cuatro personas capturadas. 
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o Entrevista al capitán Luis Fernando Díaz Villota "mediante el 

cual da a conocer el reporte de los elementos hallados en el 

allanamiento realizado el día 4 de febrero de 2011, los cuales 

le iban reportando los policiales vía Avantel, y de los cuales 

posterior a la diligencia de allanamiento pudo observar 

algunos de los relacionados. Asimismo, aporta un Cd y video 

institucional del grupo de audiovisuales firmado por el 
o 

patrullero Hernando Fierro el cual registra los elementos 

incautados en el lugar de los hechos". 

o Entrevista recepcionada a la Coronel Gladys Gómez Caldas 

"que señala que estuvo en el lugar del allanamiento y observó 

algunas de los elementos materiales, evidencias físicas 

incautados; de igual manera estuvo presente en la audiencia 

de legalización del procedimiento y observó que no se 

colocaron a disposición de la fiscalía en su totalidad los 

elementos materiales probatorios y evidencia física hallada. 

Asimismo, aporta un informe suscrito por el capitán Vicente 

Alfonso Sanabria de fecha 8 de febrero del 2010 que mediante 

fijación fotográfica relaciona elementos probatorios 

provenientes del allanamiento sin legalizar". 

o Entrevista recepcionada al Capitán Elver Vicente Alfonso 

Sanabria el 9 de febrero del 2011 mediante el cual "informa 

que estuvo presente en la diligencia y que llegó al lugar de la 

diligencia, y observó gran cantidad de estupefacientes 

aproximadamente unas 5000 papeletas, y observó la caja en 

cuyo interior se encontraban varias botellas de whisky marca 

Sir Edward, y observó en una mesa en donde se encontraron 

los elementos incautados 5 revólveres y 4 escopetas. Que el 

día 8 de febrero de 2011 la Coronel Gladys Gómez imparte la 

orden de pasar revista a las diferentes sedes de la URI, oficinas 

de lugares de trabajo, con el fin de verificar la presentación el 

orden y que no existiera ningún elemento material probatorio y 

evidencia física que no haya sido puesto a disposición de la 

fiscalía o que se hubiera retrasado algún tipo de 

requerimiento". Además, registro fotográfico de la revista 

realizada e informe ejecutivo de una sustancia incautada. 

El fiscal manifestó en la audiencia que además de los elementos 

probatorios relacionados, pesaban sobre los capturados indicios 

graves en su contra, como el de capacidad (condiciones para 

desarrollar concreta actividad jurídicamente relevante), pór 
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encontrarse en circunstancias especiales que les hacían posible 

participar en los hechos. De igual forma, consideró que existía el 

indicio del modus operandi. Concluyó que, por tanto, se infería 

razonablemente la comisión de los delitos imputados por los 
capturados. 

- El 14 de febrero de 2011 la fiscalía radicó escrito de acusación. El 10  
de abril, 15 de julio, 17 de agosto, 3 de octubre, 3 de noviembre de 

2011, 19 de enero y 12 de marzo de 2012 se llevó a cabo audiencia 
preparatoria. El juicio oral se surtió el 27 de febrero, 10 de julio de 

2013; 9 y 10 de julio, 7 de octubre de 2014; 4, 11 y  13 de febrero, 10, 
14, 16 de abril, 24 de noviembre y 10  de diciembre de 2015 (folio 66 y 
117, cuaderno 2). 

El 23 de febrero de 2011 el Director General de la Policía Nacional 

expidió Resolución 477 por la cual suspendió en el ejercicio de 

funciones y atribuciones a los patrulleros capturados, a partir del 12 
de febrero de 2011 (folio 106, cuaderno principal 2). 

Como motivación de la decisión se expuso que a los mismos se les 

había impuesto medida de aseguramiento privativa de la libertad. 

Se dispuso que, de conformidad con lo establecido en el artículo 50 

del Decreto 1791 de 2000, los uniformados percibirían las primas 

subsidios y el 50% del sueldo básico correspondiente durante el 
tiempo que permanecieran suspendidos. 

El 18 de marzo de 2011 los patrulleros fueron destituidos de la Policía 

Nacional (folio 95, cuaderno principal 2), por voluntad de la 

Dirección General (folio 37, cuaderno principal 2). 

- Los señores Juan Aguirre y Robinson Barrera fueron puestos en 

libertad el 17 de noviembre de 2011 (folio 46 y  61, cuaderno 2). 

- Los señores John Gómez, Juan Chavarría, Mauricio Campiño, Luis 

Valoyes fueron puestos en libertad el 21 de enero de 2012 (folio 6, 15, 
24, 33, cuaderno 2). 

- El 4 de diciembre de 2015 (folio 63, cuaderno 2) el Juzgado 81  Penal 
del Circuito de Conocimiento de Bogotá profirió sentencia en la 
cual: 

o Absolvió a Juan Aguirre del delito de ocultamiento, supresión o 

alteración de elemento material probatorio en concurso con 
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falsedad ideológica en documento público, en aplicación del 

principio del in dubio pro reo. 

o Condenó a los demás acusados por el mismo delito. 

o Absolvió a todos los procesados del delito de concierto para 

delinquir y amenaza a testigo. 

o Decretó la prescripción y extinción de la acción penal por el 

delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

- Respecto del ilícito de amenaza a testigo el juzgado resaltó que en 

los alegatos de cierre "el delegado de la fiscalía planteó una 

solicitud de preclusión que no fundamentó ni fáctico, ni 

jurídicamente, pues no señaló la causal que invoco y los elementos 

que la soportan, pero además pasó por alto que iniciado el juicio ya 

no es posible proceder de conformidad". 

Por ello añadió: "Luego como no solo incurrió en dicho lapsus, sino 

que además, no demandó condena por ese delito, en virtud de lo 

normado en el artículo 448 del Código de Procedimiento Penal que 

señala: "El acusado no podrá ser declaro culpable por hechos que 

no consten en la acusación, ni por delitos por los cuales no se ha 
solicitado condena" (...), se absolverá a la totalidad de los acusados 
por dicha ilicitud". 

- La juez de conocimiento consignó en la sentencia "el desorden que 

impero (sic) en esta actuación desde sus inicios, lo que no permitió 

poner fin con anterioridad al proceso". 

En cuanto al delito de concierto rara delinquir consideró que había 

ausencia de prueba que diera cuenta de la permanencia en el 

tiempo de la organización criminal. 

Argumentó que "(v)aloradas en conjunto todas y cada una de las 

pruebas testimoniales, documentales y periciales bajo los criterios de 

la sana crítica o de la persuasión racional, la suscrita funcionaria sin 

duda arriba al conocimiento más allá de toda duda frente a la 

materialidad de las conducta (sic) de ocultamiento, alteración o 

supresión de elemento material probatorio en concurso heterogéneo 

con falsedad ideolócjica en documento público". Añadió: 

"Ello por cuanto es una realidad incontrastable que los acusados en su 
calidad de funcionarios adscritos a la oficina de micro tráfico de la URI 
de Keneddy, el 4 de febrero de 2011 efectuaron diligencia de registro y 
allanamiento al inmueble localizado en la carrera 81 H Bis N°41 F -24 Sur 
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y pese a que incautaron 9 armas de fuego, una caja de licor, Whisky, 
una suma de dinero y aproximadamente 3000 papeletas de 
estupefacientes, no reportaron elementos en st,' totalidad, ocultándolos 
para su apoderamiento y posterior comercialización de (sic) a través de 
la fuente humana. 

Para lograr su cometido, los funcionarios públicos en ejercicio de sus 
funciones suprimieron en el informe ejecutivo de calenda 5 del mismo 
mes y año y en las actas de incautación, 5 armas de fuego, 12 botellas 
de whisky, dinero en efectivo y estupefaciente, es decir, consignaron 
una inveracidad con directa incidencia en los contenidos de verdad 
que por ley se presumen con capacidad para producir un perjuicio, 
estructurándose así igualmente, la ilicitud de falsedad ideológica en 
documento público, pues aunque el documento no es falso en sus 
condiciones de existencia y autenticidad, repite esta funcionaria, parte 
de lo que en el (sic), se consignó es carente de veracidad". 

Consideró: 

"El simple fisgoneó este efectuaba Aguirre Riaño que se dice por la 
fuente humana efectuaba éste (sic), en una esquina cuando se estaba 
concluyendo el procedimiento, no tiene la virtualidad suficiente para 
edificar en un fallo de condena en su contra, especialmente, cuando 
varios de los deponentes, incluyendo sus superiores jerárquicos 
manifestaron que no participó en el mismo". 

- Finalmente, estableció que la acción penal respecto del delito de 

tráfico de estupefacientes prescribió en febrero de 2015, añadiendo 

que no por causa atribuible a ese despacho y que la audiencia de 

juicio oral "de concentrado no tuvo nada". 

- Habiendo sido apelada por la fiscalía la declaratoria de prescripción 

respecto del delito de tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes, el 5 de octubre de 2016 la Sala Penal del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá (folio 116, cuaderno 2) revocó 

la decisión. 

El Tribunal consideró que, dado que la conducta se imputaba a 

servidores públicos, el término de prescripción se veía aumentado en 

18 meses, lo que en total significaba que la acción penal prescribía 

en este caso el 12 de febrero de 2017. En consecuencia, decretó la 
ruptura de unidad procesal y ordenó al juzgado de primera instancia 

proferir sentencia respecto de este delito. 

- El 9 de diciembre de 2016 la Sala Penal del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Bogotá (folio 116, cuaderno 2) llevó a cabo 

audiencia de lectura del fallo de 24 de noviembre del mismo año, 
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mediante el cual resolvió el recurso de apelación interpuesto por la 

fiscalía y los condenados, contra la providencia de 4 de diciembre 
de 2015. 

El Tribunal revocó la condena impuesta por los delitos de 

ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material 

probatorio en concurso heterogéneo con falsedad ideológica en 
documento público, concluyendo "la falta de entereza con la que 

se debió abordar la presente investigación, es decir, con el sigilo y la 

prontitud que un hecho como el denunciado demandaba, ceñido a 

la exactitud en la recolección de los datos". 

Luego del análisis del caso, el juez de segunda instancia afirmó fallas 
probatorias que evidenció en: 

"(i) la ausencia demostrativa sobre la real cantidad de sustancia 
estupefaciente que se encontró, lo que existe es una variedad de 
señalamientos de los distintos testigos soportado en lo que creyeron 
observar, sin que para ello se participara activamente en el conteo o 
pesaje, ni en su constatación posterior pero inmediata, sí existía 
información previa de corrupción, (u) la ausencia de medios de 
conocimiento que superen la simple apreciación de que ante el juez de 
control de garantías se presentó inferior cantidad a la incautada, entre 
otras razones, porque no sea llegaron las actas o el registro de lo 
sucedido, (iii) el hallazgo de varios de los elementos -echados de menos-
en el sitio laboral asignado a los procesados (Oficina de Microtrá fico), 
que sin ser el más ortodoxo, de ninguna manera se derrotó la presunción 
de ser el lugar oficial y usual para el manejo -por ¡o menos temporal- de 
los elementos obtenidos en sus investigaciones. 

Criterio que se hace extensivo para desechar, por duda, que el 
encuentro de los objetos en la mencionada locación de la URI del barrio 
Kennedy demostrara la intención de ocultar de medios de 
conocimiento. La prueba en conjunto arriba a un sinnúmero de objetos, 
algunos rotulados otros no; sustancias y objetos sobre los que no se 
demostró su relación con el allanamiento de14 de Febrero de 2011." 

De esto concluyó: 

"Esta falta de investigación y corroboración impidió que se descartara el 
hecho de estar frente a un caótico método almacenamiento, 
reprochable por vía administrativa y si se quiere disciplinaria; con el 
agravante que las armas que se pretendían catalogar como medios 
cognoscitivos ninguna de ellas lo eran, los (sic) que la marginaba de la 
calidad medio cognoscitivo durante la investigación, o como medio de 
prueba en el juicio, exigida en el tipo, igual análisis recayó en la 
mencionada caja de whisky." 

En cuanto al delito de concierto para delinquir, el Tribunal hizo 
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referencia a las dos grabaciones en donde supuestamente 

constaba el modus operandi de los acusados, de cuya 

transliteración argumentó que "no se logró identificar qué personas 

eran los interlocutores, cuál era el origen de lo que se escribía, fecha, 

lugar, medio utilizado, idoneidad del elemento (audio), identidad 

entre lo trascrito y lo escuchado, entre otros". Se aclaró que lo 

anterior no fue suplido con otros medios de conocimiento, lo que le 

llevó a concluir: 

"De esta manera la tesis de la fiscalía quedó sin soporte probatorio con 
la entidad suficiente para derruir la presunción de inocencia de los aquí 
vinculados, atribuido a la pasividad con la que se asumió la información 
que llegó a la Policía Nacional y que daban cuenta de actos graves 
que merecían una atención especial con acciones inmediatas, que 
como se ha visto no sucedieron, y hoy trae las consecuencias de la 
desestimación de los cargos atribuidos, en la medida que todo, 
finalmente, se pretendió sustentar en los acontecimientos de un solo 
allanamiento, rodeado un sinnúmero de eventos, que quedaron en el 
ámbito de las especulaciones, con las que se intentó -fallidamente-
cubrir una serie de falencias absolutas en materia probatoria en la 
investigación iniciada con anterioridad". 

El 23 de febrero de 2017 el Juzgado 80  Penal del Circuito de 

Conocimiento de Bogotá decretó la preclusión por prescripción y la 

extinción penal en favor de los acusados respecto del delito de 

tráfico, fabricación o porte de estupefacientes con circunstancias 

de mayor punibilidad. Argumentó: 

"( ... ) Como por error en el canteo respectivo no se tuvo en cuenta la 
calidad de servidores públicos, en providencia del 5 de octubre del año 
qué pasó, la Sala Penal del Honorable Tribunal Superior del Distrito 
Judicial ( ... ) revocó el numeral 4 del fallo en comentó y en 
consecuencia decretó la ruptura de la unidad procesal para que se 
emitiera el fallo respecto por (sic) la ilicitud en comento. 

4.6. Recibida la actuación, se fijó el 15 de diciembre 2017, para emitir la 
sentencia respectiva, no obstante, no pudo efectuarse porque no se 
hizo presente la defensa de Juan David Aguirre Riaño. 

4.7. Re programada la diligencia para el 13 de enero del año que 
avanzar, nuevamente se frustró porque la suscrita se encontraba con 
quebrantos de salud, cómo se podrá verificar en la incapacidad 
respectiva. 

4.8. El 23 del mismo mes y año, tampoco pudo agotarse, porque 
solamente concurrió el ente acusador. 

4.9. El 7 de febrero 2017, tampoco pudo llevarse a cabo, por cuanto la 
suscrita funcionaria se encontraba atendiendo audiencia dentro del 
radicada ¡1001600017201511759 ( ... ). 
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4.70. Lo propio sucedió el 17 del mismo mes y año, habida 
consideraciones (sic) que no se hizo presente el defensor de los 
encartados ( ... )". 

Por tanto, concluyó "evidente es que la acción penal en el presente 
asunto prescribió el 12 de febrero del año que avanza, dando así, 

lugar a la extinción de la sanción penal'. 

De igual forma, en el trámite del proceso en la primera instancia se 

recepcionaron por el Despacho los testimonios de Frey Damián Blanco 

García, Gerver Hernando Pedraza, Yair Antonio Solazar. Se recibieron 

mediante comisión los testimonios de Cerli Yaneth García Goes, Paola 

Andrea Bedoya García, Darío Alfonso Duque Yepes, Jazmín Katherine 

Gómez Torres, Luz Mery Zapata Cifuentes, Deisy Bibiana Mejía Peláez, María 

Consuelo Sánchez Benjumea, Olga Yaneth Dávila, Juan Carlos Cárdenas 
Solazar, Leonardo Murillo Solazar. 

Los testigos depusieron sobre los hechos expuestos en la demanda y las 

relaciones personales y familiares de los demandantes que fueron privados 
de la libertad. 

2.5. Caso concreto 

De conformidad con lo anterior, observa la Sala que se encuentra 
acreditado el daño alegado por la parte actora, esto es la privación de la 
libertad desde el 11 de febrero de 2011, hasta el 17 de noviembre del 

mismo año respecto de los señores Juan Aguirre y Robinson Barrera; y hasta 

el 21 de enero de 2012 en cuanto a los señores John Gómez, Juan 

Chavarría, Mauricio Campiño y Luis Valoyes. 

Acreditada la existencia del daño, el problema jurídico se centra entonces 
en determinar su antijuridicidad, de acuerdo al análisis de legalidad de la 

medida de privación de la libertad, las condiciones bajo las cuales se llevó 

a cabo, si el término de su duración fue excesivo, y si la medida era 
necesaria, razonable y proporcional. 

De concluirse positivamente lo anterior, se estudiará si el eventual daño 

antijurídico resulta imputable a las demandadas Fiscalía General de la 
Nación y Rama Judicial, y bajo la órbita de la privación injusta de la 
libertad, se analizará luego si existió culpa de las víctimas que conllevara a 
la imposición de la medida. 

482
Id

 D
oc

um
en

to
: 1

10
01

03
15

00
02

02
11

09
38

00
00

50
25

05
00

02



37 Expediente: 110013343063201800137-01 
Demandante: Jhon Alejandro Gómez y otros 

Demandado: Nación - Fiscalía General de la Nación - Rama Judicial 
Apelación sentencia 

De acuerdo a los hechos probados dentro del proceso, recordemos que el 

artículo 308 de la Ley 906 de 2004 establece: 

"E/juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación 
o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los 
elementos materiales probatorios y evidencia física recociidos y 
asegurados o de la información obtenidos legalmente, se puedo inferir 
razonablemente aue el imoutado puede ser autor o partícipe de la 
conducta delictiva aue se investia, siempre y cuando se cumpla alguno 
de los siguientes requisitos: 

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para 
evitar que el imputado obstruyo el debido ejercicio de la justicia. 

2. Que el imputado constituye un peliaro para la seguridad de la 
sociedad o de la víctima. 

3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o 
que no cumplirá la sentencia." Subrayado fuera de texto. 

Así mismo, el texto vigente para la época de los hechos del artículo 310 de 

la misma Ley 906 de 2004 dispone que para estimar si la libertad del 

imputado representa un peligro futuro para la seguridad de la comunidad, 

además de la gravedad y modalidad de la conducta punible y la pena 

imponible, el juez debe valorar, entre otras, las siguientes circunstancias: 

"1. La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculación 
con organizaciones criminales. 

2. El número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos. 

Adicionalmente, el artículo 313 de la Ley 906 de 2004 establece: 

PROCEDENCIA DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA. Satisfechos los requisitos 
señalados en el artículo 308, procederá la detención preventiva en 
establecimiento carcelario, en los siguientes casos: 

1. En los delitos de competencia de los jueces penales de circuito 
especializados. 

2. En los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena 
prevista por la ley sea o exceda de cuatro (4) años. 

3. En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal, 
cuando la defraudación sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Los delitos por los cuales se impuso la medida privativa de la libertad de los 
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señores John Alejandro Gómez Chaverra, Juan Leonardo Chavarría Peña, 

Mauricio Alejandro Campiño, Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David 

Aguirre Riaño y Robinson Antonio Barrera López fueron los de concierto 

para delinquir agravado en concurso heterogéneo con tráfico, fabricación 
o porte ¡legal de estupefacientes, con circunstancias de mayor punibilidad; 

falsedad ideológica en documento público; destrucción, supresión y 

ocultamiento de elemento material probatorio con circunstancia de 

mayor punibilidad; y determinadores del delito de amenaza a testigo con 
circunstancia de mayor punibilidad. 

Afirmó la Fiscalía que se contaba con declaración de denunciante, 

grabaciones de audio y video, entrevistas a superiores de los patrulleros, 

entre otros, que daban inferencia razonable de la presunta comisión y 

autoría de los delitos; con base en ello el Juez de Garantías profirió las 

órdenes de captura y posteriormente se le impartió legalidad a la medida. 

Entonces, de acuerdo con lo expuesto resulta claro para la Sala que la 

imposición de medida de aseguramiento de los procesados solicitada por 

la Fiscalía General de la Nación y decretada por el Juez de Control de 

Garantías resultó acorde con el ordenamiento jurídico, al haberla 
encontrado razonable, legal y proporcional. Resultó razonable en atención 

a los elementos probatorios con los que se contaba en ese momento 

procesal; legal y proporcional de acuerdo a la naturaleza de los delitos 

imputados a los procesados. 

Debe resaltarse que en el proceso no reposa la totalidad del expediente 

penal tramitado en contra de los aquí demandantes, puesto que no fue 

aportado ni solicitado por la parte actora o demandados. La Rama 

Judicial solicitó se allegara la grabación de la audiencia de control de 

legalidad de la captura e imputación, a lo cual en ese momento la parte 

actora se opuso. 

Recordemos que el artículo 167 del CGP, aplicable por expresa remisión 

del artículo 306 del CPACA, estipula que la parte accionante tiene la 

carga de acreditar los supuestos de hecho que alega. En ese sentido, no 

se encuentra acreditado que la privación de la libertad de los acusados se 

haya llevado a cabo en condiciones anormales o durante un término 

excesivo, por el contrario, mucho antes de haberse proferido la sentencia 

de primera instancia, todos los procesados fueron puestos en libertad. En el 
término en el cual los acusados estuvieron privados de la libertad se radicó 

el escrito de acusación por parte de la Fiscalía, y se celebraron 6 fechas de 
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la audiencia preparatoria. 

La consideración de la legalidad de la medida es incluso reconocida por 

el apoderado de la parte actora, quien en su escrito de apelación afirma 
que la captura fue legal39. En lo que disiente el apoderado es que no se 
haya juzgado el caso de acuerdo a la figura del daño especial, por 

considerar que "las últimas decisiones de dos de fas subsecciones del 
Honorable Consejo de Estado" han acogido ese título de imputación. El 
apoderado de la parte actora afirmó que se desconoció el precedente 

fijado en Ja sentencia del 15 de noviembre de 2019. 

Con todo, de acuerdo a como se expuso en el acápite del marco jurídico 
de esta providencia, en la actualidad, el daño especial en los casos de 

privaciones de la libertad, no ha sido privilegiado por el Comité de 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Corte Constitucional ni el 

Consejo de Estado. Por el contrario, todas estas Corporaciones 
concuerdan en afirmar que la posterior absolución de una persona que 

fue privada de la libertad no significa que la medida hubiera sido ilegal. 

Si bien la sentencia de 15 de noviembre de 2019, proferida en sede de 

tutela por el Consejo de Estado, se refirió a la aplicación del eximente de 
responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima, como se vio 

anteriormente, específicamente precisó que no haría ningún 

pronunciamiento respecto del título de imputación. La providencia que se 
dictó por orden del juez de tutela, en reemplazo de la sentencia de 

unificación referida, se limitó al estudio del caso de acuerdo a la fallo del 

servicio y nada dijo respecto del daño especial40; tampoco se profirió 
como sentencia de unificación. 

La posición mayoritaria actual de la Sección Tercera del Consejo de Estado 

se ha apoyado en lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia 

SU 072/18, ya referenciada, de acuerdo con la cual no se determina un 

único régimen de responsabilidad subjetivo u objetivo, pero bajo 

cualquiera de ellos se debe tener en cuenta la legalidad, razonabilidad y 

proporcionalidad de la medida, como se estudió anteriormente41. Se 

31 Folio 204, cuaderno principal. 
40 Providencia de 6 de agosto de 2020, Sección Tercera de la Sala de la Contencioso Administrativo del Consejo 
de Estado, expediente 66001-23-31-000-2011-00235-01 (46.947). Consejero Ponente: José Roberto Sáchica 
Méndez. 
' Providencia de 10 de febrero de 2021, Subsección A, Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, expediente 05001-23-31-000-2011-00519-01(51782). Consejera Ponente: 
María Adriana Marín. Ver entre otras: sentencia del 19 de julio 2017, Exp. 45466, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico 
(E), sentencia de 14 de septiembre de 2017, Exp. 47800, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico, sentencia de 12 de 
octubre de 2017, Exp, 48048, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico (E), sentencia de 1 de febrero de 2018, Exp. 46817, 
C.P. María Adriana Marín, sentencia de 10 de mayo de 2018, Exp. 45358, C.P. María Adriana Marín, sentencia de 
5 de julio de 2018. Exp. 47854, C.P. María Adriana Marín, sentencia 19 de julio de 2018, Exp. 52399, C.P. María 
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puede acudir a otros regímenes de atribución "pero, en tales casos, ello 

resulta de aplicación residual frente a la fa/la del servicio" 42. La aplicación 

del título de imputación de daño especial se ha reservado en casos en 

que se causa un desequilibrio de las cargas públicas respecto del 

administrado "como cuando logra establecerse que el hecho que 
pretendía imputarse al detenido no existió o la conducta era 

objetivamente atípica, eventos en donde el daño antijurídico resulta 
acreditado sin mayor arrojo43". 

El presente caso no se enmarcada dentro de aquellos supuestos, puesto 

que no se estableció que la conducta no existiera o fuera objetivamente 

atípica, sino que con los medios de conocimiento que obraban en el 

proceso no se pudo arribar a una convicción, más allá de duda razonable. 

Se presentó entonces una absolución en aplicación del in dubio pro reo, 
pero contrario a lo afirmado por el actor, esto no significa que ante esta 

circunstancia la medida de privación se torne automáticamente injusta. 

Para completar la cita consignada por el apoderado de la parte actora 
en su recurso de apelación, la Corte Constitucional expuso que en las 

circunstancias de absolución por in dubio pro reo se debía auscultar el 
caso "bajo la óptica del régimen subjetivo de fallo del servicio44", tal como 
se hizo anteriormente. 

Adicionalmente, si bien el proceso penal culminó con la absolución de los 

procesados, se concluyó que el método de almacenamiento del material 
probatorio incautado no fue "el más ortodoxo". El juez penal de segunda 

instancia afirmó que, aunque no se probó que la intención de los 

sindicados fuera la de ocultar los medios de conocimiento, sí existió un 
"caótico método de almacenamiento". En atención a esto, se observa 
que los procesados con su conducta laxa en la ejecución de sus funciones 

de aseguramiento y rotulación de elementos probatorios, se expusieron a 
la investigación penal. 

En consecuencia, la Sala observa que no le asiste razón al apelante en sus 

consideraciones de disenso con el fallo de primera instancia, razón por la 

cual las excepciones de inexistencia del daño antijurídico propuestas por 

Adriana Marín y sentencia de 27 de septiembre de 2018, Exp. 52404, C.P. María Adriana Marín. Sentencia de 29 
de abril de 2020, Exp. 58.299, C.P. Nicolás Yepes Correo. Sentencia 28 febrero de 2020, Exp, 51.065, C.P. Nicolás 
Yepes Correa. Sentencia 28 febrero de 2020. Exp, 50.501, C.P. Nicolás Yepes Correa. Salvamentos de Voto C.P. 
Ramiro Pazos Guerrero en sentencia de 8 de febrero de 2021, exp 48.408, entre otros. 
42 Providencia de 28 de febrero de 2020. Subsección C, Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2011-00065-01(51065), Consejero Ponente: 
Nicolás Yepes Correa. 
43 Ibídem. 
14 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia SU-072 de 2018. EJ. 105 a 107 y 120 a 127. 
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las demandadas Rama Judicial45  y Fiscalía General de la Nación, y 

ausencia de nexo causal propuesta por esta última, deberán ser 

declaradas probadas. 

No obstante, la Sala considera que la excepción de "Existencia de varios 

pronunciamientos del Consejo de Estado que refieren a que la Fiscalía 

General de la Nación no es la llamada a responder en asuntos de 

privación injusta de la libertad", propuesta por esta demandada, no 

constituye una verdadera excepción, sino que se presenta como 

cuestionamiento de defensa. 

En este sentido, el Consejo de Estado ha afirmado: 

"( ... ) Se recuerda que las excepciones de mérito constituyen una 
herramienta para que el demandado pueda ejercer su derecho de 
contradicción y defensa, razón por la cual su ejercicio no puede limitarse 
a refutar o negar los cargos alegados en la demanda, pues lo que se 
busca es enervar lo solicitado por la parte actora. Sobre el particular, esta 
Corporación expresó: 

las excepciones son un conjunto de argumentos encaminados a 
enervar las pretensiones de la acción, aspecto este en el que en 
verdad concuerdan con los argumentos defensivos, por lo que podrían 
en un momento dado confundirse. Con todo, la diferencia entre los 
mismos viene dada por la circunstancia de que la excepción 
incorpora hechos nuevos, desconocidos hasta entonces en el proceso, 
con la potencialidad de frustrar las aspiraciones del actor"46  (se 
resalta). 

No basta con que la parte demandada afirme proponer excepciones de 
mérito, si de su contenido se infiere que no se trata de la presentación de 
hechos impeditivos, modificatorios o extintivos del derecho debatido, sino 
de la negación de las aseveraciones lanzadas por el demandante o de la 
refutación de sus planteamientos jurídicos. (...)47". 

En consecuencia, la Sala no declarará probada esta excepción 

formulada. 

Al no haberse acreditado el carácter antijurídico del daño sufrido, y por 

tanto su imputación a las demandadas, no hay lugar al estudio de los 

eximentes de responsabilidad formulados por la demandada Rama 

Judicial. 

45 Si bien en la apoderada de esta demandada en su contestación titula la excepción como Inexistencia de 
daño', en su fundamentación hace referencia al daño antijurídico. 
46 Consejo de Estado, Sala de lo contencioso Administrativo, Sección Quinta, sentencia de 8 de noviembre de 
2007, expediente 110010328000200600013-00 (3946). 
17 Sentencia de 19 de junio de 2020, Subsección A, Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo 
del Consejo de Estado, expediente 11001-03-26-000-2013-00011-00(46047), Consejera Ponente: Marta Nubia 
Velásquez Rico. 
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2.7. Conclusiones 

De acuerdo a las anteriores consideraciones, no hay lugar a revocar la 

sentencia recurrida dado que no se estableció la calidad de injusta de la 
privación de la libertad sufrida por los señores John Alejandro Gómez 

Chaverra, Juan Leonardo Chavarría Peña, Mauricio Alejandro Campiño, 

Luis Alberto Valoyes Sierra, Juan David Aguirre Riaño y Robinson Antonio 

Barrera López. Sin embargo, la providencia será modificada respecto del 

pronunciamiento de las excepciones que resultaron probadas o no dentro 

del proceso. 

M. COSTAS 

3.1. En primera instancia 

Afirmó el actor en su recurso de apelación que la condena en costas 

impuesta por el juez de primera instancia es improcedente debido a la 

falta de motivación del a quo y a no estar conforme con lo regulado por 

los artículos 365 y 366 del CGP. 

En la parte motiva de la sentencia de primera instancia se consignó: 

"De conformidad con el artículo 188 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se condenará en costas 
a la parte demandante y se fija como agencias en derecho el tres por 
ciento (3%) del valor total de lo pedido en la demanda, suma ésta que 
será cancelada a favor de las entidades demandadas en partes iguales. 
Lo anterior, atendiendo las pautas previstas por la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura en el artículo 5 numeral lo en primera 
instancia literal a) mayor cuantía del Acuerdo No. PSAA 16-10554 de 
agosto 5 de 2016." 

El artículo 188 del OPACA48  dispone: 

"Condena en costas. Salvo en los procesos en que se ventile un interés 
público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya 
liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de 
Procedimiento Civil. 

En todo caso, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas cuando 
se establezca que se presentó la demanda con manifiesta carencia de 
fundamento legal." 

Por su parte, el artículo 365 del OGP establece: 

48 Adicionado por la Ley 2080 de 2021. 
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"Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a 
aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las 
siguientes reglas: 

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se 
le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, 
súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos 
especiales previstos en este código. ( ... )" 

Finalmente, el Acuerdo PSAA16-10554 del Consejo Superior de la 

Judicatura dispone en su artículo 51  que en la primera instancia de los 

procesos declarativos de mayor cuantía las agencias en derecho serán 

entre el 3% y el 7.5% de lo pedido. 

En consecuencia, la Sala encuentra que lo dispuesto por el juzgado de 

primera instancia respecto de la condena en costas se encuentra acorde 

a la normatividad expuesta, razón por la que se confirmará la sentencia 

del a quo también en este sentido. 

3.2. En segunda instancia 

De conformidad con lo señalado en el artículo 188 del OPACA y el numeral 

primero del artículo 365 del CGP, se condenará en costas de segunda 
instancia a la parte actora. En atención a la naturaleza del medio de 

control y la duración de la actuación, se fija como agencias en derecho a 

favor de la parte demandada, conforme a lo previsto en el artículo 51  del 

Acuerdo PSAA16-10554, la suma de un salario mínimo legal mensual 

vigente a la fecha de ejecutoria de la presente providencia como 
agencias en segunda instancia. Lo anterior, deberá ser pagado por la 

parte actora a ambas demandadas en proporciones iguales. 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

- SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN B, administrando justicia en nombre de 

la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA 

PRIMERO.- MODIFICAR la parte resolutiva de la sentencia proferida por el 

Juzgado 63 Administrativo de Bogotá el 2 de diciembre de 2019, conforme 
a los argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente 

providencia, la cual quedará así: 

"PRIMERO: Declarar probadas las excepciones de inexistencia del 
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daño antijurídico propuestas por las demandadas Rama Judicial y 

Fiscalía General de la Nación, y ausencia de nexo causal formulada 

por la Fiscalía General de la Nación, de acuerdo con lo expuesto 

en la parte motiva de la presente providencia. 

SEGUNDO: Declarar no probada la excepción de falta de 

legitimación en la causa por pasiva, propuesta por la Nación - 

Fiscalía General de la Nación, y las demás propuestas por esa 

demandada, de conformidad con los argumentos expuestos en la 

parte motiva de esta providencia. 

TERCERO: Negar las pretensiones de la demanda, de conformidad 

con lo expuesto en la parte motiva de la providencia. 

CUARTO: Condenar en costas a la parte demandante. 

QUINTO: Fuese como agencias en derecho el tres por ciento (3%) 

del valor total de lo pedido en la demanda, a cargo de la parte 

demandante y a favor de las entidades demandadas en parte 

iguales. 

SEXTO: De no ser apelada esta providencia, se ordena el archivo 

definitivo del expediente, previo las anotaciones del caso. 

SÉPTIMO: Una vez en firme el presente proveído, háganse las 

anotaciones pertinentes en el programa Siglo XXI." 

SEGUNDO.- CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia de primera 

instancia. 

TERCERO.- CONDENAR en costas de segunda instancia a la parte 

demandante. Se fijan como agencias en derecho la suma equivalente a 

un (1) salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de ejecutoria de la 

presente sentencia, a favor de la parte demandada proporcionalmente. 

CUARTO.- Notifíquese a las partes la presente providencia por la secretaría 

de la sección a los siguientes correos electrónicos: 

Parte Correo Electrónico 

Demandante obh .notiflcadones@gmaiLcom; 

juridico@obhcolombia.com; 
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QUINTO.- En firme esta providencia devuélvase el expediente al Juzgado 
de origen para lo de su competencia. 

COPÍESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

(Aprobado en acta de la fecha) 

FRANKLIN PÉREZ CAMARGO 

Magistrado 

CLARA CECILIA SUÁREZ VARGAS HENRY ALDEMAR BARRETO MOGOLLÓN 

Magistrada Magistrado 
VSBG 

diciitadorasobh@cimail.com; 

Demandado Fiscalía jur.notificacionesiudicia les @fiscafla.qov.co; 

General de la Nación carlos.ramosg@fiscalia.gov.co; 

Demandado Rama deajnotif@deai.ramajudicial.gov.co; 

Judicial vvelezçi@deaLramaiudicial.gov.co; 

jdazat@deai.ramajudicial.gov.co; 

Constancia: El presente proveído fue firmado electrónicamente por los suscritos 

Magistrados pertenecientes a la Subsección B, Sección Tercera, del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, en la plataforma SAMA!. Por tanto, se garantiza 

la autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad 

con el artículo 186 del OPACA, modificada por el artículo 46 de la Ley 2080 de 

2021. 
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ail Digitadoras OBH <digitadorasobh@gmafl.com> 

EXP. 2018-137 DEMANDANTE: JHON ALEJANDRO GOMEZ Y OTROS SENTENCIA DE IRA 
INSTANCIA MAO. PON. FRANKLIN PEREZ CAMARGO 
1 mensaje 

Secretaria Seccion 03 Subseccion 04 Tribunal Administrativo - Cundinamarca - Cundinamarca 28 de mayo de 2021, 
<scs03sb04tadmincdmnotificacionesrj.gov.co> 12:42 
Para: "moniçaivon@hotmail.es" <monicaivon@hotmail.es>, Monica lvon Escalante Rueda <miescaIanteprocuraduria.gov.co>, 

' procesos nacionales©defensajuridica.gov.co" <procesosnacionaIesdefensajuridica.gov.co>, "obh.notificacionesgmail.com° 
<obh.notiticacionesgmail.com>, "juridico@obhcolombia.com" <juridicoobhcolombia.com>, "digitadorasobhgmail.com" 
<digitadorasobh@gmail.com>, ANDRES MAURICIO CARO BELLO <jur.notificacionesjudicialesfiscalia.gov.co>, 
"CARLOS.RAMOSG@FISCALIA.GOV.CO" <CARLOS.RAMOSGfiscalia.gov.co>, Notificaciones Direccion Ejecutiva Deaj 
<deajnotifdeaj.ramajudiciaLgov.co>, Viviana Velez Gil <vvelezgdeaj.ramajudicial.gov.co>, Jesus Gerardo Daza Timana 
<jdazatdeaj.ramajudicial.gov.co> 

Buen Día 

Demandante: JHON ALEJANDRO GOMEZ Y OTROS 
Demandado: NACION - FISCALIA GENERAL DE LA NACION - RAMA JUDICIAL 

Por medio del presente se le informa a las partes de la SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA proferida en el proceso del 

asunto. 

Lo anterior en acatamiento a lo preceptuado por el Artículo 205 de la Ley 1437 de 2011. 
(mensaje de datos a quienes hayan suministrado dirección electrónica). 

Adjunto copia de la respectiva providencia 

Se anexó (1) documento, con los siguientes certificados de integridad: 

Documento(1): 35ENTENCIA(.pdf 

Certificado(1) :BB04D098ED98A84B 98D39D382CFDF819 FE44835FC2AF2F63 ED8D35884F516F41 

Usted puede validar la integridad y autenticidad de los documentos remitidos, ingresando los certificados referidos al siguiente 

link: 
2FVistas%2Fdocumentos%2Fevalidador&amp;data02%7C01 %7Cscs03sb03tadmincdm%40n0tificaci0nesr1.goV.CO% 
7C7090920232e84f2031 f508d7ed4de564%7C622cba9880f841 f38df58eb99901598b%7C0%7C0% 
70637238791149709431 &amp;sdata=rUDG5MGS%2FDf9%2BqtdJk%2FZYgXeAOw%2Bp4iAagNF7GG2KqY% 
3D&amp;reserved0 

Nota: Cualquier comunicación remitida al presente buzón electrónico no será tenida en cuenta. Los escritos relativos a cualquier 
pronunciamiento frente a la providencia y demás memoriales de procesos ordinarios deberán ser remitidos a la dirección 

rmemoríaIessecO3sbtadmcuncendoj.ramajudícíaLgov.co, para lo cual es imprescindible: (i) identificar la radicación 

del proceso, indicando los 23 dígitos que lo conforman, (Ii) informar el magistrado ponente, (iii) señalar el objeto del memorial, y 

(iv) en los casos en que se presenten escritos de los cuales debo correrse traslado a los demás sujetos procesales, se deberá 

acreditar haber realizado ese traslado a la contraparte, para garantizar el derecho de contradicción, conforme al artículo 
30 

 del 

Decreto 806 de 2020. De igualforma, deberá cargar los documentos pertinentes en formato PDF 

CORDIALMENTE, 

ANDRÉS FELIPE WALLES VALENCIA 
SECRETARIO 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN TERCERA 
AV. CALLE 24 No. 53-28 
TELÉFONO: 4233390 EXT: 8000 
rmemoriaIessec03sbtadmcuncendoj.ramajudicial.gov.co  

BOGOTÁ D.C. 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de 
este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del 
mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 
del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en general sobre la información de 
este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si 
es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital. 
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